
INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y PROPOSICIONES
CON PUNTO DE ACUERDO  

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que corresponde a diversas iniciativas con proyecto de
decreto y proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
miércoles 18 de febrero de 2026, de conformidad con los artículos 100, numeral
1, y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Se turna a la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del
Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado. Se turna la Comisión de Seguridad Social, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica. Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen. . . . . 

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE Y LEY GENERAL DEL
EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

De la diputada María Luisa Mendoza Mondragón, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona los artículos 39 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y 28
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna
a las Comisiones Unidas de Desarrollo y Conservación Rural, Agrícola y Au-
tosuficiencia Alimentaria, y de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DECRETO PUBLICADO EN EL DOF DEL 29 DE DICIEMBRE DE 1966, ME-
DIANTE EL CUAL SE INSCRIBIÓ CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE
HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS EL
NOMBRE DE MARGARITA MAZA DE JUÁREZ

De las diputadas Anais Miriam Burgos Hernández y Mildred Concepción Ávila
Vera, del Grupo Parlamentario de Morena, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el decreto publicado en el DOF del 29 de diciembre de 1966, me-
diante el cual se inscribió con letras de oro en el Muro de Honor del salón de se-
siones de la Cámara de Diputados el nombre de Margarita Maza de Juárez a efec-
to de modificar la inscripción para que se lea Margarita Maza Parada. Se turna a
la Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas Parlamentarias, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 

De la diputada Alma Laura Ruiz López, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Víctimas. Se turna a la Comisión de Justicia, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE PLANEACIÓN

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Planeación. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD 

Del diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 7o. de la Ley General de Cambio Climático. Se turna a la Comisión de Cam-
bio Climático y Sostenibilidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL, Y LEY
GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fede-
ral, y de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial. Se turna a las
Comisiones Unidas de Comunicaciones y Transportes, y de Movilidad, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE NACIONALIDAD 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de la Ley de Nacionalidad. Se turna a la Comisión de Goberna-
ción y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE SALUD 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artícu-
lo 341 Bis de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 32 de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artí-
culos 212 y 215 de la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 132 de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativo a la
continuidad de servidores públicos en materia de seguridad. Se turna a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 5o. CONSTITUCIONAL, RELATI-
VO AL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo segundo transitorio de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucional,
Relativo al Ejercicio de las Profesiones en la Ciudad de México, con el propósito
de que el periodismo sea considerado una profesión. Se turna a la Comisión de
Educación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un ar-
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tículo 92 Quáter a la Ley Federal de Protección al Consumidor. Se turna a la Co-
misión de Economía, Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona los artí-
culos 35 Bis y 42 Bis a la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial. Se turna
a la Comisión de Movilidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD 

De la diputada Rosa Guadalupe Ortega Tiburcio, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de
la Ley General de Salud. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.. . . 

CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones del Código Nacional de Procedimientos Penales. Se turna
a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN
DE LOS PARTICULARES Y LEY GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS
PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS OBLIGADOS 

De la diputada María Guadalupe Morales Rubio, del Grupo Parlamentario de Mo-
rena, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares y de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión
de Sujetos Obligados. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Del diputado Leonel Godoy Rangel, del Grupo Parlamentario de Morena, la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción V del inciso C. del artícu-
lo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE 

Del diputado Luis Orlando Quiroga Treviño, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 156 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE PESCA Y ACUACULTURA SUSTENTABLES 

Del diputado Alejandro Avilés Álvarez, del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adi-
ciona el artículo 24 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables. Se
turna a la Comisión de Pesca, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

De la diputada Karina Alejandra Trujillo Trujillo, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen.

LEY DE AGUAS NACIONALES 

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artícu-
lo 29 Bis 3 de la Ley de Aguas Nacionales. Se turna a la Comisión de Recursos
Hidráulicos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

Del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fede-
ral. Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transportes, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
el artículo 38 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se
turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artícu-
lo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. Se turna a
la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

De la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artícu-
los 1o. y 6o. de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de reconocer a
los ecosistemas como sujetos de derecho. Se turna a la Comisión de Justicia, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA EL BIENESTAR Y CUIDADO DE ANI-
MALES DOMÉSTICOS Y COMUNITARIOS 

De la diputada Irais Virginia Reyes de la Torre, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley Ge-
neral para el Bienestar y Cuidado de Animales Domésticos y Comunitarios. Se
turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para dicta-
men, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para opinión. . . . . . 

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA LA PROTECCIÓN Y GESTIÓN DEL ES-
PACIO PÚBLICO 

De la diputada María Teresa Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
iniciativa con proyecto de decreto que expide la Ley General para la Protección y
Gestión del Espacio Público. Se turna a la Comisión de Gobernación y Pobla-
ción, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE
VIOLENCIAS Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Fernando Jorge Castro Trenti, del Grupo Parlamentario de Morena,
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias y del Código Pe-
nal Federal. Se turna a las Comisiones Unidas de Igualdad de Género, y de
Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

De la diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda y las diputadas y los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 22 de la Ley General de los Derechos
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de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión de Derechos de la Ni-
ñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

De la diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda y las diputadas y los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona un artículo 49 Bis a la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión de Derechos de la
Niñez y Adolescencia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

De la diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda y las diputadas y los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo. Se
turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

Del diputado Asael Hernández Cerón y las diputadas y los diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 2o. y 115 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Constituciona-
les, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE 

De la diputada Diana Estefanía Gutiérrez Valtierra y las diputadas y los diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Se turna a la Comisión de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Del diputado José Guillermo Anaya Llamas y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a las Comisiones Uni-
das de Puntos Constitucionales, y de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Del diputado José Guillermo Anaya Llamas y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Fe-
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deral del Trabajo y de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Se turna a las Comi-
siones Unidas de Trabajo y Previsión Social, y de Hacienda y Crédito Públi-
co, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código Pe-
nal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS, Y LEY GENERAL DE CULTURA
FÍSICA Y DEPORTE 

Del diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño y las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, la iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de Jue-
gos y Sorteos, y de la Ley General de Cultura Física y Deporte. Se turna a las Co-
misiones Unidas de Gobernación y Población, y de Deporte, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Carlos Alberto Puente Salas, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 199 Octies del Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justi-
cia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

Del diputado Juan Luis Carrillo Soberanis, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el
artículo 202 del Código Penal Federal. Se turna a la Comisión de Justicia, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

De diputadas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 123 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a las Comisiones
Unidas de Puntos Constitucionales, y de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS AR-
MADAS MEXICANAS 

De la diputada Anayeli Muñoz Moreno, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 47 de la
Ley del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas. Se
turna a la Comisión de Defensa Nacional, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCEN-
TES, Y LEY GENERAL DE SALUD 

De la diputada María de Fátima García León, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, y de la Ley General de Salud. Se turna a las Comisiones Unidas de
Derechos de la Niñez y Adolescencia, y de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

De la diputada María de Fátima García León, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano, la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

MECANISMOS DE RECONOCIMIENTO PÚBLICO A LAS JUVENTUDES
QUE CONTRIBUYEN AL DESARROLLO COMUNITARIO, SOCIAL Y DE-
MOCRÁTICO DEL PAÍS

De la diputada María Teresa Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena, la
proposición con punto de acuerdo por el que se hace la atenta invitación al Imju-
ve, a la CRT y a la Segob, para que, en coordinación y en el ámbito de sus atribu-
ciones, diseñen e implementen mecanismos de reconocimiento público a las ju-
ventudes que contribuyen al desarrollo comunitario, social y democrático del país,
con enfoque de derechos humanos, perspectiva de género, criterios de transparen-
cia y méritos comprobables. Se turna a la Comisión de Juventud, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTRUCCIÓN DE PUENTES PEATONALES CON ACCESIBILIDAD
UNIVERSAL, EN LA ZONA DE LA NORIA DE SEPTIÉN, EN LEÓN, GUA-
NAJUATO

Del diputado Alan Sahir Márquez Becerra, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a las
autoridades federales, estatales y municipales, a realizar los estudios pertinentes y
ejecutar la construcción de puentes peatonales con accesibilidad universal, en la
zona de la Noria de Septién, en León, Guanajuato. Se turna a la Comisión de
Movilidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, A ASUMIR DE MANERA PRIO-
RITARIA Y VERIFICABLE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO EN LA
BÚSQUEDA DE PERSONAS DESAPARECIDAS

Del diputado Alonso de Jesús Vázquez Jiménez, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a diversas autoridades, a asumir de manera prioritaria y verificable la responsabi-
lidad del Estado en la búsqueda de personas desaparecidas, mediante el fortaleci-
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miento operativo y presupuestal de las acciones de búsqueda en vida, en campo y
de identificación forense, el establecimiento de mecanismos permanentes de co-
ordinación con los colectivos de madres buscadoras que garanticen su participa-
ción informada y libre de revictimización. Se turna a la Comisión de Justicia,
para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

AUDITORÍA INTEGRAL DE CUMPLIMIENTO NORMATIVO SOBRE LA
PLANTILLA DE PERSONAL EXTRANJERO QUE LABORA EN PUESTOS DE
TOMA DE DECISIONES, ESTRATÉGICOS Y TÉCNICOS EN LAS DEPEN-
DENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

Del diputado Asael Hernández Cerón, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la Secreta-
ría Anticorrupción y Buen Gobierno, a realizar una auditoría integral de cumpli-
miento normativo sobre la plantilla de personal extranjero que labora en puestos
de toma de decisiones, estratégicos y técnicos en las dependencias y entidades de
la administración pública federal, a fin de verificar la observancia estricta del ar-
tículo 123 Apartado B constitucional y los artículos 7 y 8 de la Ley Federal del
Trabajo. Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEP, A REALIZAR UNA EVALUACIÓN INDEPENDIENTE
DE LOS LIBROS DE TEXTO GRATUITOS ELABORADOS BAJO LA COOR-
DINACIÓN DE MARX ARRIAGA NAVARRO

De la diputada Laura Cristina Márquez Alcalá, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta
a la SEP, a realizar una evaluación técnica y pedagógica independiente de los li-
bros de texto gratuitos elaborados bajo la coordinación de Marx Arriaga Navarro
y en su caso, retirar de circulación aquellos que presenten inconsistencias o defi-
ciencias acreditadas, garantizando en todo momento el derecho a la educación pre-
visto en el artículo 3o. constitucional. Se turna a la Comisión de Educación, pa-
ra dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE INFORME A LA OPINIÓN PÚBLICA SOBRE LA CRISIS NACIONAL DE
SARAMPIÓN, SE IMPLEMENTEN CAMPAÑAS URGENTES DE VACUNA-
CIÓN Y SE EXPLIQUEN LAS CAUSAS DEL RECORTE PRESUPUESTAL AL
PROGRAMA NACIONAL DE VACUNACIÓN

De la diputada Verónica Pérez Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a diver-
sas autoridades, a informar de manera clara a la opinión pública, completa y trans-
parente sobre la crisis nacional de sarampión, a implementar campañas urgentes
de vacunación y a explicar las causas del recorte presupuestal al Programa Nacio-
nal de Vacunación. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . 
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EXHORTO A LA TITULAR DE LA FGR, A INVESTIGAR Y PERSEGUIR DE-
LITOS DEL ORDEN FEDERAL

Del diputado Diego Ángel Rodríguez Barroso, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, la proposición con punto de acuerdo por el que exhorta a la
titular de la FGR, a investigar y perseguir delitos del orden federal. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE IMPLEMENTE UN SUBSIDIO O AJUSTE EXTRAORDINARIO EN LA
TARIFA ELÉCTRICA DOMÉSTICA EN SINALOA, DERIVADO DE LAS
TEMPERATURAS ATÍPICAMENTE ALTAS REGISTRADAS DURANTE DI-
CIEMBRE 

Del diputado Ricardo Madrid Pérez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México, la proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
a la CFE, a la Sener, a la CNE y a la SHCP, a implementar un subsidio o ajuste ex-
traordinario en la tarifa eléctrica doméstica en el estado de Sinaloa, derivado de
las temperaturas atípicamente altas registradas durante el mes de diciembre. Se
turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA SEGOB, A REALIZAR UNA REVISIÓN SOBRE LA LEGA-
LIDAD DEL PROCESO ELECTIVO DEL COMITÉ NACIONAL DE LA CTM 

De los diputados Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja y Margarita García García., del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, la proposición con punto de acuer-
do por el que se exhorta a la Segob, a realizar una revisión sobre la legalidad del
proceso electivo del Comité Nacional de la CTM. Se turna a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

EXHORTO A LA FGR Y A LA PFPNNA, A INTERVENIR, INVESTIGAR Y
ATRAER LOS CASOS DE PRESUNTO MALTRATO INFANTIL EN INSTA-
LACIONES DEL SISTEMA DIF OAXACA

De la diputada Martha Aracely Cruz Jiménez, del Grupo Parlamentario del Parti-
do del Trabajo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la FGR
y a la PFPNNA, a intervenir, investigar y atraer los casos de presunto maltrato in-
fantil en instalaciones del sistema DIF Oaxaca. Se turna a la Comisión de Justi-
cia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE DESTINEN RECURSOS EXTRAORDINARIOS PARA EL PROYECTO DE
AMPLIACIÓN DE LA PLANTA DESALADORA EN CABO SAN LUCAS, BA-
JA CALIFORNIA SUR, ANTE LA CRISIS HÍDRICA Y LA DEMANDA PRO-
YECTADA POR LOS NUEVOS PROGRAMAS DE VIVIENDA

Del diputado Luis Armando Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a la titular del Poder
Ejecutivo federal, a través de la SHCP y de la Conagua, a destinar recursos ex-
traordinarios para el proyecto de ampliación de la planta desaladora en Cabo San
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Lucas, Baja California Sur, ante la crisis hídrica y la demanda proyectada por los
nuevos programas de vivienda. Se turna a la Comisión de Recursos Hidráuli-
cos, Agua Potable y Saneamiento, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE SUSPENDAN LOS TRÁMITES DEL PROYECTO MINERO EL ARCO Y
SE REVISE LA LEGALIDAD DE LA FRAGMENTACIÓN DEL ACUÍFERO
DE VIZCAÍNO, ANTE LA INMINENTE VULNERACIÓN DE DERECHOS
HUMANOS Y TRATADOS INTERNACIONALES

Del diputado Luis Armando Díaz, del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta a diversas autorida-
des federales, a suspender los trámites del proyecto minero El Arco y revisar la le-
galidad de la fragmentación del acuífero de vizcaíno, ante la inminente
vulneración de derechos humanos y tratados internacionales. Se turna a la Co-
misión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y Saneamiento, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE IMPLEMENTE UN CERCO SANITARIO EN EL SURESTE DEL PAÍS, SE
EXTREME LA VIGILANCIA SANITARIA EN FLUJOS MIGRATORIOS Y SE
ESTABLEZCAN FILTROS SANITARIOS EN AEROPUERTOS, CENTRALES
DE AUTOBUSES Y PUERTOS

De la diputada Ofelia Socorro Jasso Nieto, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, la proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta a diversas autoridades, a implementar un cerco sanitario integral en el su-
reste del país, extremar la vigilancia sanitaria en flujos migratorios y establecer fil-
tros sanitarios estrictos en aeropuertos, centrales de autobuses y puertos. Se turna
a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE ACTUALICEN LOS PROFESIOGRAMAS Y TABULADORES DE LAS
INSTITUCIONES DE SALUD FEDERALES EN RELACIÓN CON LOS PRO-
FESIONISTAS DE LA NUTRICIÓN, Y SE FORTALEZCAN LAS ESTRATE-
GIAS DE SALUD PREVENTIVA

De la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al
gobierno federal, a través de la Secretaría de Salud, a actualizar los profesiogra-
mas y tabuladores de las instituciones de salud federales para otorgar a las perso-
nas profesionistas de la nutrición categorías, funciones y salarios equivalentes a
otros profesionales de la salud y a fortalecer las estrategias de salud preventiva. Se
turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO 

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102,
numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se
informa a la honorable asamblea los turnos dictados a di-
versas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones
con punto de acuerdo registradas en el orden del día del 18
de febrero de 2026 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Kenia López Rabadán (rúbrica), presidenta.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, en
materia de vinculación obligatoria entre planeación y pre-
supuesto y del sistema integrado de seguimiento del PND,
suscrita por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y
los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

2. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en ma-
teria de pensiones por ascendencia, suscrita por el diputado
Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Seguridad Social, para dictamen.

3. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en
materia de binomio canino, a cargo de la diputada Ivonne
Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Seguridad Ciudadana, para dictamen.

4. Que reforma y adiciona los artículos 39 de la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable y 28 de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo de la

diputada María Luisa Mendoza Mondragón, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisiones Unidas de Desarrollo y Conservación
Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimentaria, y de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para dictamen.

5. Que reforma el decreto publicado en el DOF del 29 de
diciembre de 1966, mediante el cual se inscribió con letras
de oro en el Muro de Honor del salón de sesiones de la Cá-
mara de Diputados el nombre de "Margarita Maza de Juá-
rez" a efecto de modificar la inscripción para que se lea
"Margarita Maza Parada", suscrita por las diputadas Anais
Miriam Burgos Hernández y Mildred Concepción Ávila
Vera, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen.

6. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Víctimas, en materia de plazos obligatorios pa-
ra la inscripción al Registro Nacional de Víctimas, a cargo
de la diputada Alma Laura Ruiz López, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

7. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de planeación nacional de largo plazo, vinculación
entre planeación, presupuesto y seguimiento del PND, sus-
crita por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

8. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
de Planeación, en materia de visión nacional de largo pla-
zo, participación ciudadana vinculante y unidad de análisis
prospectivo, suscrita por el diputado Éctor Jaime Ramírez
Barba y las y los diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

9. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, en materia de Planeación del Sistema
Nacional de Salud, suscrita por el diputado Éctor Jaime
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Ramírez Barba y las y los diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

10. Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Cam-
bio Climático, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Turno: Comisión de Cambio Climático y Sostenibilidad,
para dictamen.

11. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y de la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, a cargo del
diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisiones Unidas de Comunicaciones y Trans-
portes, y de Movilidad, para dictamen.

12. Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Na-
cionalidad, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dic-
tamen.

13. Que adiciona el artículo 341 Bis de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

14. Que reforma el artículo 32 de la Ley General de Salud,
a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

15. Que reforma los artículos 212 y 215 de la Ley General
de Salud, en materia del sello rojo, a cargo del diputado Ye-
rico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

16. Que reforma el artículo 132 de la Ley Federal del Tra-
bajo, con objeto de dar licencias a trabajadores con pacien-
tes oncológicos o de radioterapia, a cargo del diputado Ye-
rico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

17. Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, relativo a la continuidad
de servidores públicos en materia de seguridad, a cargo del
diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

18. Que reforma el artículo segundo transitorio de la Ley
Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucional, relativo al
ejercicio de las profesiones en la Ciudad de México, con el
propósito de que el periodismo sea considerado una profe-
sión, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

19. Que adiciona un artículo 92 Quáter a la Ley Federal de
Protección al Consumidor, garantizando que los proveedo-
res den garantía de abastecimiento a los vendedores, a car-
go del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

20. Que adiciona los artículos 35 Bis y 42 Bis a la Ley Ge-
neral de Movilidad y Seguridad Vial, para que los vehícu-
los oficiales cuenten con extintor, a cargo del diputado Ye-
rico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Movilidad, para dictamen.

21. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Salud, en materia de fortalecimiento del programa de
vacunación universal, a cargo de la diputada Rosa Guada-
lupe Ortega Tiburcio, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.



22. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Có-
digo Nacional de Procedimientos Penales, en materia de
operaciones encubiertas y entregas vigiladas, a cargo de la
diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

23. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión
de los Particulares y de la Ley General de Protección de
Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, en
materia del adecuado tratamiento de los datos personales, a
cargo de la diputada María Guadalupe Morales Rubio, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.

24. Que reforma la fracción V del inciso C. del artículo 20
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, a cargo del diputado Leonel Godoy Rangel, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

25. Que adiciona el artículo 156 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo
del diputado Luis Orlando Quiroga Treviño, del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

26. Que reforma y adiciona el artículo 24 de la Ley Gene-
ral de Pesca y Acuacultura Sustentables, en materia de pro-
tección y fomento a la pesca artesanal, a cargo del diputado
Alejandro Avilés Álvarez, del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Pesca, para dictamen.

27. Que reforma y adiciona el artículo 41 de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, en materia de la
creación de espacios de valor ambiental, a cargo de la dipu-
tada Karina Alejandra Trujillo Trujillo, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.

28. Que adiciona el artículo 29 Bis 3 de la Ley de Aguas
Nacionales, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso,
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

29. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a car-
go del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Comunicaciones y Transportes, para
dictamen.

30. Que reforma el artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de legisla-
ción penal única, a cargo de la diputada Ivonne Aracelly
Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

31. Que reforma y adiciona el artículo 38 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de violencia política contra las mujeres en razón de géne-
ro, a cargo de la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

32. Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de reconocer
a los ecosistemas como sujetos de derecho, a cargo de la
diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

33. Que adiciona el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, en materia de im-
puestos para campos de golf, a cargo de la diputada Laura
Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.
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34. Que reforma los artículos 1o. y 6o. de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el
fin de reconocer a los ecosistemas como sujetos de dere-
cho, a cargo de la diputada Laura Irais Ballesteros Manci-
lla, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

35. Que expide la Ley General para el Bienestar y Cuida-
do de Animales Domésticos y Comunitarios, a cargo de la
diputada Irais Virginia Reyes de la Torre, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, para opinión.

36. Que expide la Ley General para la Protección y Gestión
del Espacio Público, a cargo de la diputada María Teresa
Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men, y a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, pa-
ra opinión.

37. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias y
del Código Penal Federal, en materia de generación y ma-
nipulación digital de contenido íntimo sexual, a cargo del
diputado Fernando Jorge Castro Trenti, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Igualdad de Género, y de
Justicia, para dictamen.

38. Que reforma el artículo 22 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, suscrita por la
diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda y las y los dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

39. Que adiciona un artículo 49 Bis a la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en materia de
prevención de riesgos en espacios públicos, suscrita por la
diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda y las y los dipu-

tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Turno: Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia,
para dictamen.

40. Que adiciona el artículo 132 de la Ley Federal del Tra-
bajo, en materia de permisos laborales para madres, padres
o personas tutoras de niñas y niños con trastorno del es-
pectro autista, suscrita por la diputada Amparo Lilia Oliva-
res Castañeda y las y los diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

41. Que reforma los artículos 2o. y 115 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia elec-
toral para los pueblos y comunidades indígenas y afrome-
xicanos, suscrita por el diputado Asael Hernández Cerón y
las y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

42. Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en
materia de etiquetado de emisiones de carbono en produc-
tos de consumo, suscrita por la diputada Diana Estefanía
Gutiérrez Valtierra y las y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natura-
les, para dictamen.

43. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
fin de establecer 5 días de trabajo con 2 días de descanso
obligatorio ante la reducción de la jornada laboral a 40 ho-
ras, suscrita por el diputado José Guillermo Anaya Llamas
y las y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y
de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

44. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Impuesto Sobre la
Renta, a fin de establecer incentivos para empresas que im-



plementen esquemas de flexibilidad sin cobro de horas ex-
tra ante la reducción de la jornada laboral a 40 horas, sus-
crita por el diputado José Guillermo Anaya Llamas y las y
los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.

Turno: Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social,
y de Hacienda y Crédito Público, para dictamen.

45. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Có-
digo Penal Federal, para tipificar los delitos relacionados
con la manipulación deportiva y apuestas, suscrita por el
diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño y las y los dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

46. Que adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal
de Juegos y Sorteos y de la Ley General de Cultura Física
y Deporte, en materia de conflictos de interés entre casas
de apuestas y clubes deportivos profesionales, suscrita por
el diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño y las y los
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisiones Unidas de Gobernación y Población, y
de Deporte, para dictamen.

47. Que reforma el artículo 199 Octies del Código Penal
Federal, en materia de control parental, prevención y san-
ción de delitos de violación a la intimidad sexual mediante
el uso de programas o plataformas de inteligencia artificial,
a cargo del diputado Carlos Alberto Puente Salas, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

48. Que adiciona el artículo 202 del Código Penal Federal,
a cargo del diputado Juan Luis Carrillo Soberanis, del Gru-
po Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

49. Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 40 horas
laborales, suscrita por las diputadas y los diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y
de Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

50. Que reforma el artículo 47 de la Ley del Instituto de Se-
guridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, en
materia de adopciones para las fuerzas armadas, a cargo de
la diputada Anayeli Muñoz Moreno, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Defensa Nacional, para dictamen.

51. Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes y de la Ley General de Salud, en materia de tamiza-
je neonatal ampliado y prevención de la salud materno-in-
fantil, a cargo de la diputada María de Fátima García León,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisiones Unidas de Derechos de la Niñez y
Adolescencia, y de Salud, para dictamen.

52. Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de tamizaje
neonatal ampliado y atención médica materno-infantil, a
cargo de la diputada María de Fátima García León, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se hace la atenta invi-
tación al Imjuve, a la CRT y a la Segob, para que, en coor-
dinación y en el ámbito de sus atribuciones, diseñen e im-
plementen mecanismos de reconocimiento público a las
juventudes que contribuyen al desarrollo comunitario, so-
cial y democrático del país, con enfoque de derechos hu-
manos, perspectiva de género, criterios de transparencia y
méritos comprobables, a cargo de la diputada María Teresa
Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Juventud, para dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a las auto-
ridades federales, estatales y municipales, a realizar los es-
tudios pertinentes y ejecutar la construcción de puentes pe-
atonales con accesibilidad universal, en la zona de la Noria
de Septién, en León Guanajuato, a cargo del diputado Alan
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Sahir Márquez Becerra, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional.

Turno: Comisión de Movilidad, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a asumir de manera prioritaria y verificable la
responsabilidad del Estado en la búsqueda de personas de-
saparecidas, mediante el fortalecimiento operativo y presu-
puestal de las acciones de búsqueda en vida, en campo y de
identificación forense, el establecimiento de mecanismos
permanentes de coordinación con los colectivos de madres
buscadoras que garanticen su participación informada y li-
bre de revictimización, a cargo del diputado Alonso de Je-
sús Vázquez Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taría Anticorrupción y Buen Gobierno, a realizar una audi-
toría integral de cumplimiento normativo sobre la plantilla
de personal extranjero que labora en puestos de toma de
decisiones, estratégicos y técnicos en las dependencias y
entidades de la administración pública federal, a fin de ve-
rificar la observancia estricta del artículo 123 Apartado B
constitucional y los artículos 7 y 8 de la Ley Federal del
Trabajo, a cargo del diputado Asael Hernández Cerón, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP, a re-
alizar una evaluación técnica y pedagógica independiente de
los libros de texto gratuitos elaborados bajo la coordinación
de Marx Arriaga Navarro y en su caso, retirar de circulación
aquellos que presenten inconsistencias o deficiencias acredi-
tadas, garantizando en todo momento el derecho a la educa-
ción previsto en el artículo 3o. Constitucional, a cargo de la
diputada Laura Cristina Márquez Alcalá, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a informar de manera clara a la opinión públi-
ca, completa y transparente sobre la crisis nacional de sa-
rampión, a implementar campañas urgentes de vacunación

y a explicar las causas del recorte presupuestal al Programa
Nacional de Vacunación, a cargo de la diputada Verónica
Pérez Herrera, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que exhorta a la titular de
la FGR, a investigar y perseguir delitos del orden federal,
a cargo del diputado Diego Ángel Rodríguez Barroso, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CFE, a
la Sener, a la CNE y a la SHCP, a implementar un subsidio
o ajuste extraordinario en la tarifa eléctrica doméstica en el
estado de Sinaloa, derivado de las temperaturas atípica-
mente altas registradas durante el mes de diciembre, a car-
go del diputado Ricardo Madrid Pérez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
a realizar una revisión sobre la legalidad del proceso elec-
tivo del Comité Nacional de la CTM, suscrito por los dipu-
tados Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja y Margarita García
García., del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dic-
tamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la FGR
y a la PFPNNA, a intervenir, investigar y atraer los casos
de presunto maltrato infantil en instalaciones del sistema
DIF Oaxaca, a cargo de la diputada Martha Aracely Cruz
Jiménez, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la titular
del Poder Ejecutivo federal, a través de la SHCP y de la
Conagua, a destinar recursos extraordinarios para el pro-
yecto de ampliación de la planta desaladora en Cabo San
Lucas, Baja California Sur, ante la crisis hídrica y la de-
manda proyectada por los nuevos programas de vivienda, a
cargo del diputado Luis Armando Díaz, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo.



Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades federales, a suspender los trámites del proyec-
to minero El Arco y revisar la legalidad de la fragmenta-
ción del acuífero de vizcaíno, ante la inminente vulnera-
ción de derechos humanos y tratados internacionales, a
cargo del diputado Luis Armando Díaz, del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo.

Turno: Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua Potable y
Saneamiento, para dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a implementar un cerco sanitario integral en el
sureste del país, extremar la vigilancia sanitaria en flujos
migratorios y establecer filtros sanitarios estrictos en aero-
puertos, centrales de autobuses y puertos, a cargo de la
diputada Ofelia Socorro Jasso Nieto, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no federal, a través de la Secretaría de Salud, a actualizar
los profesiogramas y tabuladores de las instituciones de sa-
lud federales para otorgar a las personas profesionistas de
la nutrición categorías, funciones y salarios equivalentes a
otros profesionales de la salud y a fortalecer las estrategias
de salud preventiva, a cargo de la diputada Ivonne Aracelly
Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.»

INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria, en materia de vinculación obligatoria entre pla-
neación y presupuesto y del sistema integrado de segui-
miento del PND, suscrita por el diputado Éctor Jaime

Ramírez Barba y las y los legisladores integrantes del Gru-
po Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, a nom-
bre de las diputadas y los diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, en la LXVI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos: 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
en materia de vinculación obligatoria entre planeación
y presupuesto y del sistema integrado de seguimiento
del plan nacional de desarrollo, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria (LFPRH), publicada el 30 de marzo de 2006, signifi-
có un avance relevante en disciplina fiscal, responsabilidad
hacendaria y transparencia presupuestaria; sin embargo,
casi dos décadas después subsiste una brecha crítica entre
su propósito de vincular la programación y presupuesta-
ción del gasto con la planeación nacional y el funciona-
miento real del Sistema Nacional de Planeación.1

Durante la administración 2018-2024 se documentó de ma-
nera particularmente clara la desalineación entre el Presu-
puesto de Egresos de la Federación (PEF) y el Plan Nacio-
nal de Desarrollo (PND) 2019-2024: de 681 programas
presupuestarios, únicamente 234, es decir, el 34.4 por cien-
to reportaban algún tipo de vinculación con el PND, mien-
tras 447 programas, el 65.6 por ciento carecían de vincula-
ción explícita.2, 3

Asimismo, sólo alrededor de 312 programas, el 45.8 por
ciento contaban con indicadores de resultado, y apenas 78
programas, el 11.5 por ciento tenían metas alineadas a las
metas nacionales del PND, lo que implica que aproxima-
damente dos de cada tres pesos del PEF operan sin demos-
trar contribución clara y verificable a los objetivos del
PND.4, 5

Cuando se separa el gasto obligatorio, es decir, el costo fi-
nanciero de la deuda, participaciones federales, aportacio-
nes a seguridad social y otras obligaciones constitucionales
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o legales que representan entre 65 y 70 por ciento del pre-
supuesto, se observa que, entre el 30 y 35 por ciento de
gasto discrecional, donde la alineación con el PND debería
ser más visible, sólo una fracción menor se encuentra do-
cumentadamente ligada a los objetivos del Plan.6

Esta desalineación impacta directamente la capacidad del
Estado para cumplir con los fines que la Constitución atri-
buye a la planeación democrática del desarrollo nacional.

El artículo 26, apartado A, de la Constitución, desde su di-
seño original de 1983, establece que “habrá un Plan Na-
cional de Desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente
los programas de la Administración Pública Federal”, sin
mencionar expresamente al presupuesto, lo que llevó a in-
terpretar la obligatoriedad únicamente respecto de progra-
mas sectoriales, institucionales, regionales y especiales,
pero no respecto del Presupuesto de Egresos, cuya aproba-
ción anual corresponde de manera exclusiva a la Cámara
de Diputados conforme al artículo 74, fracción IV.

Esta separación conceptual entre la obligación del Ejecuti-
vo de planear y la facultad de la Cámara de aprobar el pre-
supuesto ha generado, durante más de cuatro décadas, una
brecha jurídica y operativa que no ha sido corregida de ma-
nera suficiente por la legislación secundaria.

La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria7 alude al Plan Nacional de Desarrollo en diversos
preceptos, como los artículos 24, 27 y 28; sin embargo, di-
chas referencias son predominantemente declarativas y no
establecen un mecanismo obligatorio, sistemático y verifi-
cable de vinculación entre cada programa presupuestario y
los objetivos, estrategias y metas del PND.

Por ejemplo, el artículo 24 vigente se limita a señalar que
la programación y presupuestación del gasto comprende
las actividades que las dependencias y entidades deberán
realizar para cumplir con objetivos, políticas y metas con-
tenidos en los programas derivados del PND, sin exigir que
todo programa presupuestario incluido en el PEF acredite
su alineación con al menos un objetivo del PND.

La Administración Pública Federal opera actualmente con
cientos de programas distribuidos entre las diversas depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal y
sus entes coordinados, muchos de los cuales se han creado
incrementalmente a lo largo de décadas, sin una arquitec-
tura integral que garantice su congruencia con la planea-
ción nacional.

En campos críticos como el combate a la pobreza rural, la
protección social o la salud, distintos programas, a cargo de
dependencias como la Secretaría de Bienestar, la Secretaría
de Agricultura y Desarrollo Rural, la Secretaría de Salud, el
IMSS-Bienestar, así como organismos descentralizados, ac-
túan sobre problemas similares, sin un marco único de co-
ordinación, ni reporte agregado de resultados, lo que difi-
culta la evaluación del impacto real en la reducción de
brechas de acceso y en la integración del Sistema Nacional
de Salud.8, 9

En 20 años de vigencia de la LFPRH no se ha consolidado
en la Cámara de Diputados un procedimiento sistemático
para verificar, en el análisis del proyecto de Presupuesto de
Egresos, el grado de alineación de cada programa con el
PND ni con las metas sectoriales en materia de derechos
sociales o desarrollo económico.10

Aunque la LFPRH incorpora la evaluación del desempe-
ño,11 no prevé consecuencias presupuestarias claras para
programas que incumplen reiteradamente sus metas, ni me-
canismos de reasignación definidos que premien a los pro-
gramas con mejor desempeño, lo que genera incentivos in-
erciales y desalienta la mejora continua en áreas críticas
como la prestación de servicios de salud.12

Las consecuencias de la desalineación para la eficiencia del
gasto se traducen en:

-Duplicidad de esfuerzos y estructuras administrativas,
con costos significativos por programas que abordan el
mismo problema sin coordinación suficiente.

-Asignación presupuestal inercial, basada en incremen-
tos automáticos respecto al ejercicio anterior, más infla-
ción, sin una evaluación robusta del desempeño ni de la
contribución real de cada programa a los objetivos del
PND y a la garantía progresiva de los derechos sociales.

-Imposibilidad técnica de responder, con información es-
tructurada, si el PND se está cumpliendo en su conjunto,
y en particular, con las metas nacionales planeadas.

Para la Cámara de Diputados, esta desalineación debilita el
ejercicio de su facultad exclusiva de aprobar el Presupuesto
de Egresos, artículo 74, fracción IV, pues carece de un insu-
mo sistemático que muestre cómo cada peso del presupuesto
se vincula con los objetivos nacionales, incluidos los relacio-
nados con salud, seguridad social y el bienestar.13



Para la ciudadanía, la ausencia de información accesible
que relacione objetivos del PND, montos presupuestarios y
resultados alcanzados, genera opacidad y limita la rendi-
ción de cuentas sobre la forma en que el gasto público con-
tribuye a reducir y cerrar brechas sociales.14

Estudios del Banco Interamericano de Desarrollo estiman
que la falta de alineación entre presupuesto y objetivos na-
cionales puede generar pérdidas de eficiencia del orden de
12 y 20 por ciento del gasto social, margen que, de corre-
girse, podría destinarse a fortalecer y mejorar la coordina-
ción entre instituciones públicas.15

Experiencias comparadas muestran que la existencia de
matrices de alineación entre planes nacionales y presu-
puestos anuales, sistemas integrados de seguimiento y re-
portes periódicos en datos abiertos permiten: reducir la du-
plicidad de programas; orientar el gasto a resultados
medibles; alinear prioridades de largo plazo, incluyendo
objetivos de salud universal, con la asignación y ejecución
efectiva de recursos.

En América Latina, sistemas como Sinergia en Colombia y
esquemas de evaluación del presupuesto en Chile han for-
talecido la vinculación entre planeación, presupuesto y re-
sultados sectoriales, incluyendo los relativos a salud, pro-
tección social y reducción de desigualdades.16

Por ello, la iniciativa que se propone tiene como fin de ce-
rrar la brecha entre la planeación nacional y el presupues-
to, se propone reformar la LFPRH, para dotar a la Cámara
de Diputados de herramientas técnicas que respalden su fa-
cultad presupuestaria y su función de control.17 En este
sentido la reforma se orienta en tres ejes:

1. Vinculación obligatoria entre cada programa presu-
puestario y el Plan Nacional de Desarrollo; para lo cual
se propone reformar la fracción I del artículo 24 para es-
tablecer expresamente que cada programa presupuesta-
rio deberá vincularse con al menos un objetivo del PND;
además que los programas que no acrediten dicha vin-
culación, salvo contadas excepciones de gasto obligato-
rio constitucional o legal, no podrán ser incluidos en el
Presupuesto de Egresos.

Con ello se transforma una referencia genérica a “pro-
gramas que se derivan del PND” en una obligación jurí-
dica clara, verificable y justiciable de alineación progra-
mático-presupuestaria.

2. Creación de la Matriz de Alineación PND y PEF, co-
mo anexo obligatorio del proyecto de Presupuesto; para
ello, se adiciona un artículo 27 Bis, para obligar a la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público a elaborar
anualmente una “Matriz de Alineación entre el Plan Na-
cional de Desarrollo y el Presupuesto de Egresos”, que
deberá:

-Listar todos los programas presupuestarios con su
clave, nombre y dependencia responsable.

-Precisar la vinculación de cada programa con ejes,
objetivos y estrategias del PND de manera directa,
específica y material.

-Mostrar los recursos asignados por clasificación
programática, administrativa y económica.

-Incorporar indicadores y metas de resultado.

-Identificar el gasto obligatorio, de emergencia y ad-
ministrativo. 

-Elaborar y publicar en formatos de datos abiertos,
en versiones inicial, aprobada y trimestralmente ac-
tualizada.

Esta Matriz permitirá a la Cámara de Diputados evaluar
de forma sistemática la congruencia entre presupuesto y
PND, identificar duplicidades, y fundamentar mejor sus
decisiones de reasignación. Crucialmente, los lineamien-
tos que emita la Secretaría de Hacienda deberán exigir
que la vinculación entre cada programa presupuestario y
los objetivos del PND sea directa, específica y material,
prohibiendo expresamente el uso de objetivos genéricos o
interpretaciones laxas que permitan simulaciones de cum-
plimiento.

3. Fortalecimiento del Sistema de Seguimiento del PND y
sus consecuencias presupuestarias; para ello, se adicionan
dos párrafos al artículo 110, que permiten crear un Sistema
de Seguimiento del PND que integre información de de-
pendencias tales como el Coneval, ASF, Inegi y otros or-
ganismos evaluadores, con reportes trimestrales públicos
en datos abiertos.

Se establece también la posibilidad de que la Cámara re-
duzca hasta 10 por ciento del presupuesto de programas
con desempeño sistemáticamente deficiente, reasignando
recursos a programas más efectivos, una vez consolidado
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el sistema y con salvaguardas frente a choques externos y
con salvaguardas explícitas para evitar afectaciones regre-
sivas a los derechos sociales de la población beneficiaria. 

Para garantizar que este mecanismo no se convierta en una
herramienta de presión política y que su aplicación respete
los derechos sociales de los beneficiarios finales, se incor-
poran las siguientes salvaguardas técnicas: 

1. Metodología técnica estricta, objetiva y verificable:
La Secretaría de Hacienda deberá expedir, en coordina-
ción con el Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social (Coneval), la Auditoría Supe-
rior de la Federación (ASF) y el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), una metodología de
evaluación del desempeño que sea técnica, objetiva, ve-
rificable y aplicada de manera homogénea a todos los
programas presupuestarios. Esta metodología deberá ser
publicada en el Diario Oficial de la Federación y en los
portales institucionales correspondientes, junto con los
resultados de las evaluaciones, en formatos accesibles y
de datos abiertos.18, 19

2. Definición precisa de criterios: La metodología estable-
cerá con precisión los criterios específicos para identificar
el “bajo cumplimiento” y el “desempeño sistemáticamen-
te deficiente” de los programas presupuestarios, evitando
discrecionalidad y asegurando certeza jurídica.

3. Permanencia del mal desempeño: La reducción pre-
supuestal únicamente podrá ordenarse cuando el desem-
peño sistemáticamente deficiente se haya mantenido du-
rante al menos dos ejercicios fiscales consecutivos, de
acuerdo con la metodología referida, evitando que si-
tuaciones transitorias o circunstanciales sean sanciona-
das presupuestalmente.

4. Salvaguarda de no regresividad en derechos sociales:
En ningún caso podrá ordenarse la reducción cuando de
ella se derive una afectación regresiva, directa o indi-
recta, al goce de los derechos sociales reconocidos en la
Constitución y en los tratados internacionales de los que
el Estado mexicano sea parte. Esta salvaguarda protege
especialmente a los beneficiarios finales de programas
vinculados a la protección de derechos fundamentales.

5. Exclusión por factores externos: No podrá aplicarse
reducción presupuestal cuando el bajo cumplimiento se
deba principalmente a factores externos ajenos al con-

trol de la Administración Pública Federal, debidamente
acreditados en el informe especial.

6. Opinión de comisiones competentes: La Cámara de
Diputados deberá solicitar opinión previa de las comi-
siones ordinarias competentes antes de ordenar cual-
quier reducción presupuestal por bajo desempeño.

Este mecanismo busca alinear incentivos, de modo que el
incumplimiento reiterado de metas en programas vincula-
dos a objetivos prioritarios tenga consecuencias presupues-
tarias razonables y graduales, fortaleciendo así la eficacia
del gasto público, sin comprometer los derechos sociales
de la población ni convertirse en un instrumento de presión
política.

La propuesta armoniza, sin contradecir, los mandatos de
los artículos 25, 26, 74 y 134 de la Constitución, al opera-
tivizar la rectoría del desarrollo nacional que corresponde
al Estado mediante la coordinación de planeación y presu-
puesto; fortalece la facultad exclusiva de la Cámara de
Diputados para aprobar el PEF, dotándola de insumos téc-
nicos para evaluar su congruencia con el PND, y contribu-
ye a la eficiencia, eficacia, economía, transparencia y hon-
radez en el uso de los recursos públicos, al exigir que cada
peso del presupuesto se vincule con objetivos definidos y
medibles.

Una mejor alineación entre PND, programas y presupues-
to permitirá: reducir la fragmentación programática y pre-
supuestaria entre instituciones, priorizar programas con
mayor impacto y equidad, además de crear condiciones
normativas para que las metas nacionales sean efectiva-
mente financiadas, seguidas y evaluadas.

Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración de
esta soberanía el siguiente:

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, en materia de vinculación obligatoria en-
tre planeación y presupuesto y del sistema integrado de
seguimiento del Plan Nacional de Desarrollo

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo 24; se
adiciona el artículo 27 Bis y se reforma y adicionan cuatro
párrafos al artículo 110 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, para quedar como sigue:



Artículo 24. La programación y presupuestación del gasto
público comprende:

I. Las actividades que deberán realizar las dependencias
y entidades para dar cumplimiento a los objetivos, polí-
ticas, estrategias, prioridades y metas con base en indi-
cadores de desempeño, contenidos en los programas que
se derivan del Plan Nacional de Desarrollo y de los pro-
gramas sectoriales, institucionales, regionales y especia-
les, en los términos de la Ley de Planeación. Cada pro-
grama presupuestario deberá vincularse de manera
expresa, directa, específica y material con al menos
un objetivo del Plan Nacional de Desarrollo, lo cual
se acreditará mediante la Matriz de Alineación a que
se refiere el artículo 27 Bis de esta Ley. Los progra-
mas presupuestarios que no acrediten dicha vincula-
ción no podrán incluirse en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos, salvo aquellos que constituyan un
gasto obligatorio de origen constitucional o legal, ta-
les como el costo financiero de la deuda pública, las
participaciones y aportaciones federales, las aporta-
ciones a los sistemas de seguridad social y otros com-
promisos ineludibles que, en su caso, se justifiquen
técnica y jurídicamente ante la Secretaría;

II. y III. …

Artículo 27 Bis. La Secretaría elaborará anualmente,
como anexo del proyecto de Presupuesto de Egresos de
la Federación, la Matriz de Alineación Plan Nacional de
Desarrollo y Presupuesto de Egresos, la cual tendrá ca-
rácter obligatorio para la programación y presupuesta-
ción del gasto público federal. 

La Matriz de Alineación deberá contener, por lo menos:

I. El listado de los programas presupuestarios, con
su clave, denominación y unidad responsable;

II. La vinculación explícita, directa, específica y ma-
terial de cada programa presupuestario con el eje,
objetivo y, en su caso, estrategia del Plan Nacional de
Desarrollo a los que contribuye, acreditando me-
diante indicadores y metas la cadena lógica de con-
tribución;

III. El monto de los recursos asignados a cada pro-
grama, desagregado por clasificación programática,
administrativa y económica;

IV. Los indicadores de resultado asociados a cada
programa, con su nombre, definición, unidad de me-
dida y línea base;

V. Las metas anuales de dichos indicadores para el
ejercicio fiscal correspondiente;

VI. La identificación de los programas que constitu-
yan gasto obligatorio de origen constitucional o le-
gal, la atención de emergencias y los gastos adminis-
trativos indispensables para el funcionamiento de
las dependencias y entidades, y

VII. Cuadros de agregación que muestren, por eje y
objetivo del Plan Nacional de Desarrollo, el presu-
puesto total asignado y los principales indicadores y
metas asociados.

La Matriz de Alineación se elaborará en formatos de
datos abiertos, descargables y reutilizables, e incluirá al
menos tres versiones: a) inicial, que se remitirá junto
con el proyecto de Presupuesto de Egresos a la Cámara
de Diputados; b) actualizada, que refleje el Presupues-
to de Egresos aprobado por la Cámara de Diputados; y
c) trimestral, que incorpore las adecuaciones presu-
puestarias realizadas durante el ejercicio fiscal. La Se-
cretaría publicará la Matriz en su página de internet,
acompañada de las definiciones, metodologías y un glo-
sario de términos técnicos utilizados. 

Las dependencias y entidades deberán proporcionar a
la Secretaría, en tiempo y forma, la información nece-
saria para la integración y actualización de la Matriz de
Alineación, la cual será veraz, completa y consistente
con sus programas y presupuestos. La Cámara de
Diputados utilizará la Matriz como insumo para el aná-
lisis, discusión y, en su caso, modificación del proyecto
de Presupuesto de Egresos, así como para el seguimien-
to del cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo. 

Artículo 110. La Secretaría realizará trimestralmente la
evaluación económica de los ingresos y egresos en función
de los calendarios de presupuesto de las dependencias y en-
tidades, a fin de coadyuvar a la estabilidad macroeconómi-
ca, al equilibrio de las finanzas públicas y al cumplimiento
de los objetivos de la política económica. La información
resultante formará parte de los informes trimestrales a que
se refiere el artículo 107 de esta Ley.
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Asimismo, la Secretaría evaluará trimestralmente el
avance en el cumplimiento de las metas del Plan Nacio-
nal de Desarrollo, mediante un Sistema de Seguimiento
del Plan Nacional de Desarrollo, que integrará, entre
otras, la información proveniente de los reportes de las
dependencias y entidades, de las evaluaciones del Con-
sejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarro-
llo Social, de las auditorías de la Auditoría Superior de
la Federación, de las estadísticas oficiales del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía y de las evaluacio-
nes que realicen organismos independientes e institu-
ciones académicas. 

Con base en dicho Sistema, la Secretaría elaborará un
informe trimestral público, en formatos accesibles y de
datos abiertos, que deberá incluir, por lo menos: a) el
porcentaje de avance de las metas del Plan Nacional de
Desarrollo y su comparación con el avance esperado; b)
la identificación de desviaciones relevantes y sus causas
principales; y c) las medidas correctivas comprometi-
das por las dependencias responsables. 

Cuando un objetivo del Plan Nacional de Desarrollo
permanezca en condición de bajo cumplimiento duran-
te tres trimestres consecutivos, con base en los resulta-
dos del Sistema de Seguimiento del Plan Nacional de
Desarrollo y de conformidad con una metodología de
evaluación del desempeño previamente publicada, téc-
nica, objetiva, verificable y aplicada de manera homo-
génea a los programas presupuestarios, la Secretaría
remitirá a la Cámara de Diputados, dentro de los trein-
ta días naturales siguientes, un informe especial que
contenga, al menos: a) un análisis exhaustivo de las cau-
sas del bajo cumplimiento; b) la evaluación de la rele-
vancia del objetivo y de los derechos humanos involu-
crados; c) las estrategias correctivas propuestas; d) el
presupuesto requerido y e) los indicadores e hitos de
éxito. 

Con base en dicha información, y previa opinión de las
comisiones ordinarias competentes, la Cámara de
Diputados podrá, en el siguiente ejercicio fiscal, redu-
cir hasta en diez por ciento el presupuesto de los pro-
gramas presupuestarios vinculados con dicho objetivo
que, de acuerdo con la metodología referida en el pá-
rrafo anterior, presenten desempeño sistemáticamente
deficiente durante al menos dos ejercicios fiscales con-
secutivos, reasignando los recursos a programas con
mejor desempeño o a nuevas estrategias que contribu-
yan al mismo objetivo. En ningún caso podrá orde-

narse la reducción cuando de ella se derive una afec-
tación regresiva, directa o indirecta, al goce de los de-
rechos sociales reconocidos en la Constitución y en los
tratados internacionales de los que el Estado mexica-
no sea parte, ni cuando el bajo cumplimiento se deba
principalmente a factores externos ajenos al control
de la Administración Pública Federal, debidamente
acreditados en el informe especial. 

La metodología de evaluación del desempeño a que se
refiere este artículo, así como los criterios específicos
para identificar el bajo cumplimiento y el desempeño
sistemáticamente deficiente de los programas presu-
puestarios, serán expedidos por la Secretaría, en coor-
dinación con el Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social, la Auditoría Superior de
la Federación y el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, y deberán ser publicados en el Diario Oficial
de la Federación y en los portales institucionales co-
rrespondientes, junto con los resultados de las evalua-
ciones, en formatos accesibles y de datos abiertos. 

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público ela-
borará por primera vez la Matriz de Alineación Plan Na-
cional de Desarrollo y Presupuesto de Egresos con el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación
correspondiente al ejercicio fiscal siguiente a la entrada en
vigor del presente decreto, de conformidad con los linea-
mientos técnicos que expida al efecto. Dichos lineamientos
deberán establecer, al menos: 

a) Que la vinculación entre cada programa presupuesta-
rio y los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo sea
directa, específica y material, acreditando la cadena ló-
gica mediante indicadores y metas que permitan demos-
trar, de manera medible y verificable, la contribución
del programa al logro del objetivo; 

b) La prohibición de utilizar objetivos genéricos, am-
plios o indeterminados del Plan Nacional de Desarrollo
para justificar programas o gastos que no guarden una
relación causal clara con dichos objetivos, incluyendo,
de manera enunciativa mas no limitativa, aquellos con-
ceptos de gasto meramente administrativos que no pue-



dan demostrar su aportación efectiva al cumplimiento
de las metas nacionales; 

c) Los criterios para identificar y clasificar las vincula-
ciones indirectas o complementarias, así como las reglas
para evitar duplicidades y simulaciones de cumplimien-
to, y

d) Los mecanismos de revisión, validación y actualiza-
ción periódica de la Matriz de Alineación, así como la
participación de las dependencias y entidades en el su-
ministro de información.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público des-
arrollará e implementará el Sistema de Seguimiento del
Plan Nacional de Desarrollo en un plazo máximo de vein-
ticuatro meses contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, e informará mensualmente a la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Dipu-
tados sobre los avances en su diseño, desarrollo tecnológi-
co, integración de fuentes de información y capacitación
del personal. 

Cuarto. El primer informe trimestral público del Sistema
de Seguimiento del Plan Nacional de Desarrollo se remiti-
rá a la Cámara de Diputados y se publicará en el portal de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público dentro de los
noventa días naturales siguientes a la conclusión del primer
trimestre completo de operación del Sistema.

Quinto. La Cámara de Diputados, a través de la Comisión
de Presupuesto y Cuenta Pública, adecuará en un plazo de
seis meses, contados a partir de la entrada en vigor del pre-
sente decreto, sus formatos, metodologías y procedimien-
tos internos, a fin de incorporar el análisis de la Matriz de
Alineación Plan Nacional de Desarrollo y Presupuesto de
Egresos en el proceso de revisión del proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación y en el seguimiento del
cumplimiento del Plan.

Sexto. La Auditoría Superior de la Federación incorporará
en sus auditorías anuales la revisión del cumplimiento de la
obligación de elaborar y actualizar la Matriz de Alineación
Plan Nacional de Desarrollo y Presupuesto de Egresos, así
como la consistencia entre dicha Matriz y la ejecución del
Presupuesto de Egresos de la Federación, informando a la
Cámara de Diputados sobre sus resultados.

Séptimo. Las disposiciones relativas a la posibilidad de re-
ducción de hasta diez por ciento del presupuesto de pro-

gramas con desempeño sistemáticamente deficiente entra-
rán en vigor al tercer año posterior a la publicación del pre-
sente decreto, una vez que el Sistema de Seguimiento del
Plan Nacional de Desarrollo cuente con, al menos, dos
ejercicios fiscales completos de información comparable.

Octavo. Los lineamientos técnicos para la integración y ac-
tualización de la Matriz de Alineación Plan Nacional de De-
sarrollo y Presupuesto de Egresos deberán ser expedidos
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, previa opi-
nión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados y del Consejo Nacional de Evalua-
ción de la Política de Desarrollo Social, dentro de los seis
meses siguientes a la entrada en vigor del presente decreto.
En dichos lineamientos se precisarán los criterios para con-
siderar que la vinculación entre programas presupuestarios
y objetivos del Plan Nacional de Desarrollo es directa, es-
pecífica y material, así como los supuestos en los que se
considerará que la vinculación es insuficiente, genérica o si-
mulada, debiendo la Secretaría publicar, junto con la Matriz
de Alineación, un informe técnico que describa la metodo-
logía de clasificación empleada. 

Noveno. La metodología de evaluación del desempeño y
los criterios para identificar el bajo cumplimiento y el de-
sempeño sistemáticamente deficiente de los programas
presupuestarios, a que se refiere el artículo 110 de esta Ley,
deberán ser expedidos por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, en coordinación con el Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social, la Auditoría
Superior de la Federación y el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía, dentro de los doce meses siguientes a
la entrada en vigor del presente decreto, y deberán ser pu-
blicados en el Diario Oficial de la Federación y en los por-
tales institucionales correspondientes.

Notas

1 Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2011, diciembre). La Pla-
neación Nacional y el Proceso Presupuestario. Sistema de Evaluación
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2 Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2024). Manual de Pro-
gramación y Presupuesto 2024. Gobierno de México. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/850825/Ma-
nual_de_Programacion_y_Presupuesto_2024.pdf
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de febrero de 2026.— Diputado
Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

LEY DEL SEGURO SOCIAL Y LEY DEL INSTITUTO
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS

TRABAJADORES DEL ESTADO 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, en materia de pensiones por ascendencia, suscrita por
el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba y las y los legisla-
dores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, a nom-
bre de las diputadas y los diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, en la LXVI
Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos: 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a la consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en
materia de pensiones por ascendencia, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

En nuestro país, millones de adultos mayores dependen
completamente de sus hijos trabajadores para subsistir, no
es una elección deliberada nacida de capricho o irrespon-

sabilidad; es una necesidad estructural, el resultado inevi-
table de una vida laboral precaria, de salarios que nunca
fueron suficientes para acumular ahorros, de un sistema
pensionario que excluyó a generaciones enteras de la pro-
tección social contributiva.

Pero, cuando ese hijo fallece, por enfermedad inesperada,
accidente laboral, o simplemente por la llegada de la vejez,
la tragedia se multiplica, ya no se trata solo de la pérdida
emocional de un ser querido, es la pérdida simultánea de la
única fuente de sustento económico. Las leyes actuales, pa-
radójicamente, excluyen a quienes más necesitan protec-
ción.

Dos historias que representan a millones de mexicanos.
Una madre de setenta y dos años pasó su vida completa
criando a su hijo único; lo educó, lo acompañó en sus peo-
res momentos, lo celebró en sus triunfos. Cuando el hijo
creció y se convirtió en trabajador afiliado al Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es-
tado (ISSSTE), la madre continuó siendo parte fundamen-
tal de su red de apoyo, aun cuando sus fuerzas declinaban
con la edad.

El hijo decidió responsablemente que su madre, ya sin
fuerzas para trabajar y sin pensión propia, viviera gracias a
su aporte económico; cada mes, durante años, le transfirió
4 mil 500 pesos para cubrir sus necesidades básicas. Este
dinero no era un regalo; era el único ingreso de la madre,
sin este dinero, ella no tenía acceso a alimentos dignos, a
medicamentos para sus enfermedades crónicas, a una vi-
vienda; la dependencia económica era total.

Cuando el hijo fallece, la madre solicita pensión por as-
cendencia ante el ISSSTE, lo cual debería ser un trámite
administrativo directo: existe dependencia económica
comprobada, existe la muerte del trabajador, existe una ley
que reconoce el derecho. Pero el ISSSTE niega la pensión.
La razón, que existen otros beneficiarios: la viuda del hijo
y su hija menor. El artículo 131, fracción III de la Ley del
ISSSTE1 establece una prelación excluyente. Los padres
tienen derecho a pensión solo si no existen otros beneficia-
rios. La madre se queda sin nada. 

La segunda historia, igualmente ilustrativa. Una tía de se-
senta y ocho años solicitó pensión por ascendencia ante el
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) tras el falle-
cimiento de su sobrino. Los hechos documentales de su ca-
so son inquietantes por su completitud. La madre biológi-
ca del sobrino falleció cuando él tenía apenas dos años de
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edad; fue entonces cuando la tía lo incorporó a su hogar,
asumiendo de facto y de forma integral la responsabilidad
parental. 

Durante cuarenta años, esta mujer fue la madre del sobri-
no; lo alimentó, lo educó, lo cuidó en sus enfermedades, lo
acompañó hasta la edad adulta. No existía un documento
legal que formalizara esta relación. No había adopción, ni
había tutela judicial, no había acta de guarda; solo una rea-
lidad vivida cada día durante cuatro décadas: la relación
materno-filial, la dependencia mutua, el amor que traduce
en actos concretos de cuidado. 

Cuando el sobrino creció y se convirtió en trabajador afi-
liado al IMSS, la tía envejeció, su cuerpo ya no podía ge-
nerar ingresos laborales propios. El sobrino, responsable-
mente, cubrió sus gastos: renta del domicilio compartido,
servicios básicos, alimentación, medicamentos para enfer-
medades crónicas degenerativas. El monto ascendía a 6 mil
800 pesos mensuales; la tía dependía económicamente de
su sobrino de manera total. Ningún ingreso propio, ni pen-
sión; solo la voluntad del sobrino de sostenerla. 

Cuando el sobrino fallece, la tía solicita pensión por ascen-
dencia al IMSS. El instituto niega la solicitud. La razón, no
es ascendiente en línea recta. El artículo 14 del Reglamen-
to del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del IMSS2 li-
mita la pensión por ascendencia únicamente a padres y
abuelos biológicos; las tías, aunque hayan fungido como
madres durante cuarenta años, quedan excluidas de la cate-
goría “ascendiente”.

En ambos casos, la ley hace una distinción que la realidad
social rechaza; antepone una categoría formal de parentes-
co sobre la realidad vivida de la dependencia económica y
del cuidado prestado. 

Los datos oficiales del Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi) revelan una realidad de proporciones im-
portantes. En México, el 68.5 por ciento de las personas ma-
yores de sesenta y cinco años no cuenta con pensión contri-
butiva propia.3 Esto representa aproximadamente siete
millones de adultos mayores en situación de desprotección
económica, no tienen ingresos propios derivados de su tra-
bajo anterior y dependen de otros para subsistir. La magni-
tud estadística convierte esta problemática de un asunto in-
dividual a una cuestión de política pública de dimensión
nacional. 

Así, en enero de 2018, la Segunda Sala de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación (SCJN) resolvió el Amparo en Revi-
sión 1282/2017;4 su conclusión fue tajante y explícita: el ar-
tículo 131, fracción III, de la Ley del ISSSTE es inconstitu-
cional, viola el derecho a la igualdad y no discriminación,
viola el derecho a la seguridad social, viola el derecho a la
protección de la familia. Recientemente, el 11 de noviembre
de 2025, el Pleno de la Segunda Sala de la SCJN resolvió el
Amparo Directo en Revisión 3320/2025;5 su resolución fue
unánime, el artículo 14 del Reglamento del Régimen de Ju-
bilaciones y Pensiones del IMSS es inconstitucional, vulnera
los mismos derechos fundamentales. 

La Corte estableció un principio fundamental que rompe
con generaciones de formalismo jurídico: “El concepto de
familia no puede reducirse a la consanguinidad. El derecho
a la seguridad social debe reconocer las relaciones de cui-
dado, solidaridad, afecto, asistencia y apoyo mutuo que ca-
racterizan a las familias reales, más allá de los vínculos
biológicos formales”. 

Esta iniciativa legislativa esta alineada con el cumplimien-
to obligatorio de resoluciones del máximo tribunal consti-
tucional; busca la corrección de disposiciones explícita-
mente declaradas inconstitucionales. La SCJN ha
declarado inconstitucionales dos disposiciones fundamen-
tales del régimen de pensiones por ascendencia, revelando
que las normas vigentes contravienen principios elementa-
les de derechos humanos consagrados en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). 

La primera sentencia trascendental es el Amparo en Revi-
sión 1282/2017, resuelto por la Segunda Sala de la SCJN el
23 de mayo de 2018. En esta resolución, el tribunal deter-
minó que el artículo 131, fracción III, de la Ley del ISSSTE
violenta garantías constitucionales al establecer un orden de
prelación excluyente que impide automáticamente a los pa-
dres del trabajador fallecido acceder a la pensión por ascen-
dencia cuando existen otros beneficiarios, tales como cón-
yuge, hijos o concubinos. Esta exclusión opera incluso
cuando los padres acreditan dependencia económica total
respecto del hijo trabajador, situación que coloca a miles de
adultos mayores en condición de vulnerabilidad extrema. 

La segunda resolución paradigmática corresponde al Am-
paro Directo en Revisión 3320/2025, resuelto de manera
unánime por el Pleno de la Segunda Sala de la SCJN el 11
de noviembre de 2025. En esta sentencia histórica, el má-
ximo tribunal declaró la inconstitucionalidad del artículo



14 del Reglamento del Régimen de Jubilaciones y Pensio-
nes del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), al
constatar que esta disposición restringe arbitrariamente la
pensión por ascendencia únicamente a ascendientes en lí-
nea recta, es decir, padres y abuelos biológicos. De esta
forma, la normativa excluye injustificadamente a familia-
res que desempeñaron el rol de progenitores de facto, co-
mo tíos, abuelos, primos o tutores, que incorporaron al tra-
bajador a su núcleo familiar desde la infancia, lo criaron,
educaron y cuidaron como hijo propio, y que al momento
del fallecimiento del trabajador dependían económicamen-
te de él. 

Ambas sentencias establecen precedentes jurisprudenciales
vinculantes que imponen al Poder Legislativo la obligación
constitucional de reformar inmediatamente estas disposicio-
nes discriminatorias; los vicios de inconstitucionalidad iden-
tificados por la SCJN se manifiestan en la violación de tres
derechos humanos fundamentales reconocidos por el orden
jurídico mexicano: el derecho a la igualdad y no discrimina-
ción (artículo 1o. de la CPEUM, el derecho a la seguridad
social (artículo 123, Apartado A, fracción XXIX, y apartado
B, fracción XI), y el derecho a la protección de la familia en
sus múltiples configuraciones en su artículo 4o.6

El contexto demográfico y social de México hace urgente
esta reforma. De acuerdo con el Instituto Nacional de Es-
tadística y Geografía, el 68.5 por ciento de las personas
mayores de 65 años en México no cuenta con pensión con-
tributiva propia, lo que representa aproximadamente 7.1
millones de adultos mayores en situación de desprotección
económica.7 Adicionalmente, estudios del Consejo Nacio-
nal de Evaluación de la Política de Desarrollo Social reve-
lan que el 41.1 por ciento de la población de 65 años o más
presenta carencia por acceso a la seguridad social, cifra que
se redujo a 28.8 por ciento en 2020 gracias a programas no
contributivos como la Pensión para el Bienestar de las Per-
sonas Adultas Mayores, pero que sigue representando una
proporción significativa de vulnerabilidad.8

En este contexto, aproximadamente 2.3 millones de adul-
tos mayores en México dependen económicamente de sus
hijos trabajadores para satisfacer necesidades básicas de
alimentación, vivienda, salud y vestido de acuerdo con el
Inegi. En uno de cada cuatro hogares mexicanos, el traba-
jador principal aporta recursos económicos de manera ha-
bitual para el sustento de sus padres adultos mayores, con-
figurando relaciones de dependencia económica que deben
ser reconocidas y protegidas por el sistema de seguridad
social. 

El derecho a la seguridad social constituye un derecho hu-
mano fundamental reconocido tanto en el orden jurídico
constitucional mexicano como en el sistema internacional
de protección de derechos humanos. Esta doble dimensión,
nacional e internacional, obliga al Estado mexicano a ga-
rantizar el acceso universal, progresivo y no discriminato-
rio a prestaciones de seguridad social que protejan a todas
las personas frente a contingencias que afectan su capaci-
dad de subsistencia digna. 

En el orden constitucional mexicano, el derecho a la se-
guridad social encuentra su fundamento primordial en el
artículo 123 de la CPEUM; el Apartado A, fracción
XXIX de este precepto establece como de utilidad social
la expedición de la Ley del Seguro Social9 que compren-
derá seguros de invalidez, vejez, vida, cesación involun-
taria del trabajo, enfermedades, accidentes y otros con fi-
nes análogos. Por su parte, el apartado B, fracción XI,
del mismo artículo garantiza a los trabajadores al servicio
del Estado la seguridad social organizada conforme a bases
mínimas que comprenden, entre otras prestaciones, pensio-
nes en caso de muerte del trabajador que cubran tanto al
cónyuge supérstite como a los hijos y ascendientes. 

La interpretación sistemática de estas disposiciones consti-
tucionales, a la luz del principio pro persona consagrado en
el artículo 1o. de la Constitución, obliga a entender el de-
recho a la seguridad social en su máxima extensión protec-
tora, reconociendo las realidades sociales y familiares que
caracterizan a la población mexicana contemporánea. 

En el ámbito del derecho internacional de los derechos hu-
manos, la seguridad social cuenta con un robusto marco
normativo que vincula al Estado mexicano en virtud de tra-
tados ratificados e incorporados al orden jurídico nacional.
La Declaración Universal de Derechos Humanos,10 en su
artículo 22, proclama que “toda persona, como miembro de
la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obte-
ner, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación inter-
nacional, habida cuenta de la organización y los recursos
de cada Estado, la satisfacción de los derechos económi-
cos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al
libre desarrollo de su personalidad”.

Este reconocimiento universal se complementa y especifi-
ca en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales,11 instrumento vinculante ratificado por
México el 23 de marzo de 1981; el artículo 9 de este trata-
do establece de manera categórica que “los Estados Partes
en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona
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a la seguridad social, incluso al seguro social”. El Comité
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Na-
ciones Unidas, órgano encargado de interpretar autoritati-
vamente el Pacto, ha precisado en su Observación General
número 19,12 que el derecho a la seguridad social com-
prende el derecho a acceder y mantener prestaciones que
garanticen protección contra la vejez, la invalidez, la muer-
te del sostén familiar y otras contingencias que priven a las
personas de su capacidad de generar ingresos suficientes
para una vida digna. 

En el sistema interamericano de protección de derechos hu-
manos, el Protocolo Adicional a la Convención Americana
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, conocido como Protocolo de
San Salvador,13 ratificado por México el 16 de abril de
1996, dispone en su artículo 9 que “toda persona tiene de-
recho a la seguridad social que la proteja contra las conse-
cuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibili-
te física o mentalmente para obtener los medios para llevar
una vida digna y decorosa”.

En la jurisprudencia de la SCJN se cuenta con precedentes
vinculantes sobre pensiones por ascendencia, ya señadas, en
el caso del ISSSTE la Segunda Sala de la SCJN estableció un
precedente histórico al resolver el Amparo en Revisión
1282/2017, caso que dio origen a la jurisprudencia 2a./J.
11/2025 (11a.), los hechos que motivaron esta resolución son
paradigmáticos de la problemática que afecta a millones de
adultos mayores en México. Una mujer de 72 años solicitó
pensión por ascendencia ante el ISSSTE tras el fallecimiento
de su hijo único, trabajador de dicho instituto con 35 años de
servicio; el trabajador falleció dejando cónyuge e hija menor
de edad como beneficiarias. El ISSSTE negó la pensión soli-
citada por la madre argumentando que “existen beneficiarios
con derecho preferente”, invocando literalmente el artículo
131, fracción III, de la LISSSTE, que establece un orden de
prelación rígido y excluyente. 

Durante el proceso jurisdiccional, la madre promovente de-
mostró mediante pruebas documentales y periciales que su
único ingreso consistía en el apoyo económico mensual de
4 mil 500 pesos que le proporcionaba su hijo fallecido, que
no contaba con pensión propia de ningún tipo, y que pade-
cía enfermedades crónicas degenerativas que generaban
gastos médicos mensuales elevados. No obstante, la acre-
ditación plena de la dependencia económica, las instancias
administrativas y jurisdiccionales ordinarias confirmaron
la negativa del ISSSTE con base en la interpretación literal
del precepto legal impugnado. 

Al resolver el recurso de revisión, la Segunda Sala de la
SCJN determinó que existen elementos suficientes para
declarar la inconstitucionalidad de la distinción legislativa
contenida en el artículo 131, fracción III, de la LISSSTE;
el tribunal argumentó que:

Aun cuando la norma se basa en una especial protec-
ción al núcleo familiar, lo cierto es que resulta discri-
minatoria al excluir a los ascendientes en primer grado
que dependían económicamente del trabajador o pen-
sionado fallecido de la posibilidad de disfrutar de la
pensión en concurrencia con otros beneficiarios (cón-
yuge, concubina o concubinario, o hijos).

La Sala concluyó que no existen razones objetivas ni cons-
titucionalmente válidas para que los padres del trabajador
fallecido que acreditan dependencia económica real que-
den absolutamente excluidos del derecho a pensión por el
simple hecho de que existan otros beneficiarios con paren-
tesco distinto. El criterio determinante para el acceso a la
pensión por ascendencia debe ser la dependencia económi-
ca efectiva, no un orden de prelación rígido basado única-
mente en el tipo de parentesco formal. 

En el caso del IMSS, el Amparo Directo en Revisión
3320/2025 representa un parteaguas en la concepción jurí-
dica de la familia y su protección por el sistema de seguri-
dad social. Este asunto fue resuelto de manera unánime por
el Pleno de la Segunda Sala de la SCJN el 11 de noviem-
bre de 2025, estableciendo un precedente vinculante de
aplicación obligatoria para todos los tribunales del país y
para el IMSS. 

Los hechos del caso son profundamente ilustrativos de las
realidades familiares que existen en México pero que el de-
recho positivo no reconoce. Una mujer de 68 años solicitó
pensión por ascendencia ante el IMSS tras el fallecimiento
de su sobrino, trabajador de dicho instituto con 28 años de
cotización ininterrumpida. La tía aportó al procedimiento
administrativo un robusto cuerpo probatorio que acredita-
ba de manera fehaciente la relación materno-filial de facto
que mantuvo con el trabajador fallecido durante cuatro dé-
cadas. 

Las pruebas presentadas demostraron que la madre bioló-
gica del trabajador falleció cuando él tenía dos años de
edad, momento en el cual la tía promovente lo incorporó a
su hogar, asumiendo de manera integral su cuidado, crian-
za y educación; la convivencia ininterrumpida en el mismo
domicilio se extendió por 40 años. Documentalmente se



acreditó que la tía proporcionó al trabajador durante su in-
fancia y adolescencia alimentación, vestido, atención mé-
dica y educación, ejerciendo de facto la totalidad de las
funciones de responsabilidad parental. 

Respecto de la dependencia económica, elemento central
para el acceso a la pensión por ascendencia, se demostró
que el trabajador fallecido cubría la totalidad de los gastos
de la tía, incluyendo renta del inmueble, servicios básicos
(agua, luz, gas, telefonía), alimentación y medicamentos
para enfermedades crónicas. El monto mensual de estos
gastos ascendía a 6 mil 800 pesos. La tía no contaba con
pensión propia ni con ingresos de ninguna naturaleza, con-
figurándose una situación de dependencia económica total. 

No obstante, la contundencia de las pruebas, el IMSS negó
la solicitud de pensión argumentando escuetamente: “No
es ascendiente en línea recta”. Esta negativa fue confirma-
da por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circui-
to con sede en Campeche, que interpretó de manera literal
y restrictiva el artículo 14 del Reglamento del Régimen de
Jubilaciones y Pensiones del IMSS. 

Al resolver el recurso de revisión, el Pleno de la Segunda
Sala de la SCJN determinó por unanimidad que el artículo
14 del citado Reglamento vulnera los derechos a la igual-
dad y no discriminación, a la seguridad social y a la pro-
tección familiar, al excluir arbitrariamente a otros familia-
res distintos a los ascendientes biológicos del acceso a una
pensión por ascendencia, aun cuando hubieran sido depen-
dientes económicamente de la persona fallecida y hubieran
ejercido de facto el rol de progenitores.

La SCJN estableció un principio revolucionario que trans-
forma la concepción jurídica de la familia en el sistema de
seguridad social mexicano: 

El concepto de familia no puede reducirse a la consan-
guinidad. El derecho a la seguridad social debe reco-
nocer las relaciones de cuidado, solidaridad, afecto,
asistencia y apoyo mutuo que caracterizan a las fami-
lias reales, más allá de los vínculos biológicos formales. 

El tribunal determinó que negar la pensión por ascendencia
a quien fungió como progenitor de facto viola el principio
de realidad social que debe regir la interpretación y aplica-
ción de las normas de seguridad social; asimismo, desco-
noce las múltiples configuraciones familiares que existen
en la sociedad mexicana contemporánea, tales como fami-

lias monoparentales, extendidas, reconstituidas, de acogida
y adoptivas de hecho. 

El universo de beneficiarios potenciales de esta reforma es
significativo; se estima que entre 120 mil y 150 mil perso-
nas en México se encuentran en la situación descrita: tíos,
abuelos, primos, tutores de facto que criaron a trabajadores
como hijos propios y que actualmente dependen económi-
camente de ellos. De este universo, el 85 por ciento corres-
ponde a adultos mayores sin pensión propia, y el 12 por
ciento a personas con discapacidad en situación de especial
vulnerabilidad de acuerdo con los señalado por la SCJN. 

Por ello, la presente iniciativa propone dos reformas ur-
gentes y precisas para dar cumplimiento a las sentencias de
la SCJN: 

En la Ley del ISSSTE, modificar el artículo 131, fracción
III, para permitir la concurrencia de la pensión por ascen-
dencia con otros beneficiarios, cuando los ascendientes en
primer grado acrediten dependencia económica. 

En la Ley del Seguro Social, modificar el artículo 127, pa-
ra ampliar el derecho a pensión por ascendencia a familia-
res que fungieron como progenitores y acrediten relación
de cercanía equiparable a vínculo paterno-filial, además de
dependencia económica. 

El impacto fiscal de la propuesta de reforma es moderado y
absorbible por las instituciones de seguridad social, la esti-
mación de nuevos pensionados en el ISSSTE (concurrencia)
sería de entre 35 mil y 45 mil personas/año; en el caso de nue-
vos pensionados en el IMSS (familiares no consanguíneos)
serán entre 15,000 y 20,000 personas/año. El total beneficia-
rios adicionales sería de entre 50 mil y 65 mil personas/año;
con un monto promedio por pensión ascendencia de entre 3
mil 800 y 4 mil 200 de pesos al mes (20 por ciento de pen-
sión por trabajador) y un costo anual estimado de entre 2 mil
280 millones y 3 mil 276 millones de pesos. 

Se sugiere que como fuentes de financiamiento: reasigna-
ciones presupuestarias por 1 mil 500 millones de pesos de
recursos subejercidos de programas sociales duplicados;
además con la aprobación de la reforma se detonará un
ahorro en litigios por 480 millones de pesos al año, ya que
se evitarán más de 12 mil juicios de amparo. También se
puede considerar la alternativa de incrementar marginal-
mente las cuotas patronales IMSS/ISSSTE en 0.08 por
ciento que aportaría alrededor de 1 mil 296 millones de pe-
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sos. El costo representa el 0.12 por ciento del gasto total en
pensiones para 2026, por lo que, es fiscalmente sostenible
sin afectar la viabilidad financiera de los institutos. 

La aprobación de la presente iniciativa permitirá el cum-
plimiento de las sentencias SCJN al eliminar disposiciones
declaradas inconstitucionales. Protegerá entre 50 mil y 65
mil personas adultas mayores vulnerables en situación de
pobreza que recibirían una pensión. Además del reconoci-
miento realidades familiares, se reconoce a familias de
acogida, extensas, monoparentales y la reducción de liti-
gios en esta materia, entre otros. 

La iniciativa reconoce que la familia es una realidad vivi-
da, no solo una formalidad jurídica; entiende que la vulne-
rabilidad económica real, no el parentesco formal, debe ser
el criterio para garantizar la seguridad social de nuestros
adultos mayores; la familia es mucho más que un docu-
mento de identidad es la red de cuidado que nos sostiene en
la vulnerabilidad de la vejez. 

Esta iniciativa es una exigencia de justicia social y una
oportunidad para que el Poder Legislativo cumpla con su
deber de legislar en favor de quienes más lo necesitan: los
adultos mayores vulnerables de México. Con estas modifi-
caciones, el Estado mexicano contará con instrumentos
normativos idóneos para cumplir su obligación constitu-
cional de garantizar progresivamente el derecho funda-
mental a la protección de la salud. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de: decreto
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social y de la Ley del Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en
materia de pensiones por ascendencia

Artículo Primero. Se reforma y adiciona el artículo 131,
fracción III, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado; para quedar
como sigue:

Artículo 131. ... 

I. y II. ... 

III. A falta de cónyuge, hijos, concubina, concubinario
o quien haya suscrito una unión civil que le sobreviva,
la pensión se entregará a la madre o padre conjunta o se-
paradamente y a falta de estos a los demás ascendientes,

en caso de que hubiesen dependido económicamente de
la o el trabajador o de la o el pensionado. 

Asimismo, los ascendientes en primer grado, madre
o padre, que acrediten dependencia económica con el
trabajador o pensionado fallecido podrán recibir la
pensión en concurrencia con el cónyuge, concubina,
concubinario, o hijos. 

Para efectos de esta fracción, se entenderá por de-
pendencia económica que al menos el cincuenta por
ciento de los ingresos del ascendiente provenían di-
rectamente del trabajador o pensionado fallecido. La
dependencia económica se acreditará mediante cual-
quiera de los siguientes medios:

a) Estudios socioeconómicos realizados por el
Instituto; 

b) Comprobantes de transferencias bancarias,
depósitos o entregas periódicas de dinero;

c) Testimoniales de personas que conozcan la si-
tuación económica de los solicitantes;

d) Declaraciones fiscales o constancias de inexis-
tencia de ingresos propios, y 

e) Cualquier otro medio de prueba que demues-
tre la situación de dependencia económica. 

Cuando los ascendientes en primer grado reciban
la pensión en concurrencia con otros beneficia-
rios, a cada ascendiente le corresponderá el vein-
te por ciento de la pensión que hubiera corres-
pondido al trabajador o pensionado fallecido, sin
que ello afecte el porcentaje de los demás benefi-
ciarios. 

IV. y V. …

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 127 y se adicio-
na un artículo 127 Bis a la Ley del Seguro Social, para que-
dar como sigue: 

Artículo 127. Tendrán derecho a la pensión de ascen-
dencia cada uno de los ascendientes que dependían eco-
nómicamente del asegurado o pensionado fallecido, si
no existe viuda, viudo, huérfanos ni concubina o concu-



binario con derecho a pensión, o quien haya suscrito
una unión civil que le sobreviva. También tendrán de-
recho las personas que, sin ser ascendientes en línea
recta, fungieron como progenitores del asegurado o
pensionado fallecido, incorporándolo a su hogar desde
su infancia o adolescencia y cuidándolo como hijo,
siempre que acrediten los requisitos establecidos en el
artículo 127 Bis de esta Ley. 

La pensión será igual al veinte por ciento de la que hu-
biese correspondido al asegurado en el caso de invali-
dez, y se pagará a cada uno de los ascendientes o perso-
nas que acrediten la relación de cuidado y dependencia
económica. 

Artículo 127 Bis. Para acceder a la pensión por as-
cendencia prevista en el artículo anterior, las perso-
nas que no sean ascendientes en línea recta del asegu-
rado o pensionado fallecido deberán acreditar de
manera fehaciente los siguientes requisitos: 

I. Relación de cercanía equiparable a vínculo pater-
no-filial o materno-filial, consistente en haber asumi-
do el rol de progenitor del trabajador, lo cual se de-
mostrará con al menos dos de los siguientes
elementos: 

a) Convivencia continua en el mismo domicilio
durante un periodo mínimo de diez años; 

b) Acreditación de cuidados personales propor-
cionados al trabajador durante su infancia, ado-
lescencia o juventud, alimentación, salud, educa-
ción, vestido; 

c) Testimoniales de al menos tres personas que
corroboren la relación de crianza y cuidado; 

d) Documentos que demuestren el ejercicio de
facto de la responsabilidad parental, inscripcio-
nes escolares, atención médica, actas de eventos
familiares, y 

e) Resolución judicial de tutela o guarda de he-
cho, en su caso. 

II. Dependencia económica, consistente en que al
menos el cincuenta por ciento de los ingresos del so-
licitante provenían directamente del trabajador fa-
llecido, lo cual se acreditará mediante: 

a) Estudio socioeconómico realizado por el Insti-
tuto; 

b) Comprobantes de transferencias, depósitos o
entregas periódicas de dinero; 

c) Constancia de que el trabajador cubrió gastos
de vivienda, alimentación, salud o servicios bási-
cos del solicitante; 

d) Declaraciones fiscales o constancia de inexis-
tencia de ingresos propios, y 

e) Cualquier otro medio de prueba idóneo. 

III. Inexistencia de ascendientes en línea recta con
mejor derecho, consistente en que los padres o abue-
los del trabajador fallecido no dependían económi-
camente de él o han fallecido. 

El Instituto resolverá las solicitudes de pensión previs-
tas en este artículo mediante procedimiento sumario,
con audiencia del solicitante y valoración de pruebas.
La resolución deberá emitirse dentro de un plazo máxi-
mo de sesenta días hábiles contados a partir de la pre-
sentación de la solicitud con documentación completa. 

En caso de negativa, el Instituto deberá fundar y moti-
var su resolución señalando expresamente las deficien-
cias probatorias. El solicitante podrá promover los me-
dios de defensa correspondientes. 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Instituto Mexicano del Seguro So-
cial y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado contarán con un plazo de ciento
veinte días naturales contados a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto para:

I. Actualizar sus sistemas informáticos, formatos de so-
licitud y procedimientos internos conforme a las dispo-
siciones de este decreto;

II. Capacitar a su personal (trabajadores sociales, médi-
cos, abogados, dictaminadores) sobre los nuevos requi-
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sitos y criterios de valoración de pruebas para pensiones
por ascendencia;

III. Revisar y, en su caso, resolver favorablemente las
solicitudes de pensión por ascendencia que fueron ne-
gadas en los últimos cinco años por aplicación de las
disposiciones reformadas por este decreto, siempre que
los solicitantes acrediten los nuevos requisitos, y 

IV. Emitir lineamientos administrativos que desarrollen
los criterios de acreditación de dependencia económica
y relación de cercanía establecidos en este decreto.

Las personas cuyos derechos fueron afectados por la aplica-
ción de las disposiciones declaradas inconstitucionales por la
Suprema Corte de Justicia de la Nación podrán solicitar el
otorgamiento de la pensión dentro de los ciento ochenta días
naturales siguientes a la entrada en vigor de este decreto. La
pensión se otorgará con efectos retroactivos desde la fecha de
fallecimiento del trabajador o pensionado, sin que en ningún
caso el pago retroactivo exceda de cinco años anteriores a la
fecha de solicitud. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de 2026.— Diputado
Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Social, para dicta-
men.

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL
DE SEGURIDAD PÚBLICA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica, en materia de binomio canino, a cargo de la diputada
Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco,
coordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta hono-
rable asamblea iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
en materia de binomio canino, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La cooperación entre el ser humano y el perro se remonta
a la prehistoria, cuando la domesticación del lobo permitió
su integración en actividades de protección, caza y vigilan-
cia. Civilizaciones antiguas como la egipcia, griega y ro-
mana emplearon canes para la custodia de fortalezas, cam-
pamentos militares y propiedades, reconociendo su
capacidad sensorial y conducta gregaria, un ejemplo de
ello es que los griegos y corintios, 400 años antes de Cris-
to, ya utilizaban perros para defender fortalezas y alertar la
presencia del enemigo.1

En la Edad Media, finales del siglo XIV, las fuerzas del or-
den de manera informal utilizaban a los sabuesos en Esco-
cia para vigilar muelles y dar caza a forajidos, a estos pe-
rros se les llamaba perros de Slough, posteriormente se
convirtió en sleuth y fue hasta finales del siglo XIX que los
perros adiestrados se utilizaron formalmente en las fuerzas
del orden.2

El uso formal y sistematizado de perros en funciones poli-
ciales surge en 1899 en Gante, Bélgica, donde se estable-
ció el primer programa documentado de entrenamiento de
perros policía para patrullaje y prevención del delito.

Posteriormente, Alemania desarrolló programas especiali-
zados de adiestramiento canino a inicios del siglo XX, con-
solidando al pastor alemán como raza de trabajo por sus
cualidades físicas, inteligencia y obediencia, modelo que
influyó en Europa y América.3

En los últimos dos siglos los avances en el entrenamiento
canino y la comprensión de la psicología de los perros ha
llevado a un uso más sofisticado y especializado de éstos
en las fuerzas de seguridad y protección civil. Sin embar-
go, no todos los perros son igual de útiles para todos, siglos
y siglos de selección artificial les ha permitido a las perso-
nas criar a perros más capaces para ciertas labores o activi-
dades y formar binomios más efectivos.4

El enfoque operativo evolucionó con respecto al uso del
perro, permitiendo el origen del binomio canino como una
unidad funcional indivisible, integrada por el perro de tra-
bajo y su guía humano, basada en la confianza, comunica-
ción y entrenamiento conjunto.

Esta dupla permitió realizar tareas específicas como detec-
ción de drogas, explosivos y tráfico de personas; búsqueda
y rescate; seguimiento y aprehensión de criminales; control
de multitudes y prevención del crimen; soporte en investi-
gaciones forenses, por mencionar algunas.

Las razas más utilizadas para estos propósitos son pastor
alemán, rottweiler, labrador retriever, doberman, bullmas-
tiff, pastor belga malinois, bóxer, springer spaniel inglés,
pastor holandés y bull terrier.5 Este modelo reconoce que
la eficacia operativa depende tanto de las capacidades del
perro como de la formación técnica, ética y emocional del
guía, criterio adoptado por fuerzas policiales, militares y de
protección civil.
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En México, los binomios caninos tienen su origen institu-
cional tras el sismo del 19 de septiembre de 1985, cuando
brigadas internacionales, principalmente de Francia e Ita-
lia, ingresaron perros entrenados para búsqueda y rescate
de personas entre los escombros. Su eficacia motivó a las
autoridades mexicanas a desarrollar capacidades propias
en esta materia.6

A partir de entonces, la Secretaría de la Defensa Nacional
y la Secretaría de Marina fueron las primeras instituciones
en incorporar perros entrenados, extendiendo sus tareas a
búsqueda y recate; detección de narcóticos, explosivos y
armas; seguridad en instalaciones estratégicas; apoyo a la
procuración de justicia.

Actualmente, diversas instituciones federales, estatales y
municipales cuentan con binomios caninos, como la Guar-
dia Nacional, fiscalías, policías estatales, bomberos y pro-
tección civil.

Los binomios caninos, entendidos como la unidad operati-
va integrada por un perro de trabajo y su guía humano, des-
empeñan funciones estratégicas en diversas tareas de segu-
ridad pública y protección civil en México.

A nivel estatal, datos oficiales del Censo Nacional de Se-
guridad Pública Federal y Estatal 2024 indican que 28
instituciones de seguridad pública estatales reportaron
contar con binomios caninos, con 591 personas que inte-
gran estas unidades y 524 perros en activo. De éstos, el
Estado de México representa 19.3 por ciento del total de
perros en servicio.7

Además, en entidades como la Ciudad de México, unida-
des K9 participan en detección de sustancias prohibidas,
búsqueda de personas y protección intramuros: por ejem-
plo, la Unidad Canina K9 del Sistema Penitenciario de la
Secretaría de Seguridad Ciudadana cuenta con 34 perros
especializados, y la Base Cerbero de la Policía Bancaria e
Industrial opera con 14 ejemplares entrenados en detección
de narcóticos, explosivos y búsqueda en estructuras colap-
sadas.8

La Guardia Nacional también reconoce la labor de los bi-
nomios caninos en acciones de rescate y combate a la de-
lincuencia, con 177 caninos y 203 manejadores integrados
entre la Compañía Canina nacional y sus coordinaciones
estatales.9

Estos datos muestran la presencia real y creciente de bino-
mios caninos en instituciones de seguridad pública del pa-
ís, así como la necesidad de contar con un marco jurídico
que regule su formación, operación, evaluación y bienestar.

A nivel internacional la utilización de unidades caninas en
seguridad y rescate tiene antecedentes históricos y estánda-
res técnicos sólidos:

• Estadísticas globales estiman que los equipos K9 tie-
nen un alto nivel de efectividad operativa en detección
de narcóticos (hasta 88 por ciento de éxito promedio) y



explosivos (cercano a 90-94 por ciento), con contribu-
ciones significativas en decomisos y localización de
personas en situaciones críticas.10

• En muchas jurisdicciones, las unidades caninas están
involucradas en alrededor de 60 por ciento o más de las
incautaciones de drogas, y participan en más de 70 por
ciento de las detenciones de sospechosos rastreados por
olfato, subrayando su impacto operativo.11

El Reino Unido es una excelente referencia de buenas prác-
ticas, debido a que han desarrollado estándares formales pa-
ra el cuidado y uso de perros policía, reconociendo no sólo
su valor operativo sino la necesidad de establecer criterios
de bienestar y profesionalización.

Diversos hechos y situaciones han demostrado que los bi-
nomios caninos son de gran utilidad y cada día adquieren
mayor presencial en diversas actividades; sin embargo,
existe un vació legal, debido a que no está regulado de for-
ma específica al binomio canino como unidad operativa.
La Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca, como principal marco jurídico de la política pública de
seguridad en nuestro país, carece de definiciones, obliga-
ciones y criterios técnicos relativos a estas unidades. 

El artículo 21 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que la seguridad pública es
una función a cargo de los tres órdenes de gobierno y debe
regirse por criterios de legalidad, objetividad, eficiencia,
profesionalización, honradez, perspectiva de género y res-
peto a los derechos humanos. Por ello, la inclusión norma-
tiva del binomio canino en la Ley General del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública permite reconocer a los perros
de trabajo la gran labor que realizan día con día en todos los
rincones del país.

El objetivo de la presente iniciativa es incorporar de mane-
ra explícita al binomio canino como unidad operativa que
realiza diversas actividades en múltiples áreas; asimismo,
establecer las bases normativas para el uso de binomios ca-
ninos por parte del Estado, fortaleciendo la eficacia opera-
tiva, la protección del perro de trabajo como ser sintiente y
su bienestar.

Con ello se busca no sólo fortalecer la eficacia operativa
del sistema nacional de seguridad, sino también garantizar
un tratamiento regulado y respetuoso de las unidades que
desempeñan funciones esenciales para la seguridad y la
protección de la ciudadanía.

Por todo lo antes expuesto y para una mejor comprensión del
tema, se agrega el siguiente cuadro comparativo:
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En tal virtud, someto a consideración la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General del Sistema Nacional de
Seguridad Pública

Único. Se reforma el párrafo primero del artículo 5; las
fracciones VI y VII del artículo 8 y la fracción III del ar-
tículo 10; se adicionan las fracciones XIV, XV, XVI del ar-
tículo 4 y el artículo 8 Bis, todos de la Ley General del Sis-
tema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como
sigue:

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entenderá, en
singular o plural, por:

I. a XIII. …

XIV. Binomio canino: La unidad operativa confor-
mada por un perro de trabajo y su guía humano, am-
bos entrenados y evaluados para funciones especiali-
zadas de seguridad pública, detección, búsqueda,
rastreo o rescate y que cuenten con certificación co-
rrespondiente conforme a la presente Ley;

XV. Perro de trabajo: El canino entrenado y acredi-
tado para realizar funciones específicas de apoyo
operativo en materia de seguridad pública;

XVI. Guía canino: La persona servidora pública res-
ponsable del manejo, conducción y cuidado del perro
de trabajo, debidamente certificada para tal función.

Artículo 5. La actuación de las Instituciones de Seguridad
Pública y los órganos del Sistema, así como las políticas,
los programas, mecanismo y las acciones en materia de se-
guridad pública, se regirán por los principios de legalidad,
objetividad, eficiencia, profesionalismo y honradez, así co-
mo por la perspectiva de género, el amor a la patria, el fe-
deralismo cooperativo, la protección de la persona, su dig-
nidad y el respecto a los derechos humanos con enfoque
diferenciado e incluyente, el respeto al bienestar animal,
cuando se trate de unidades operativas que lo requie-
ran, incluidos los binomios caninos. 

…

Artículo 8. Los fines de la presente Ley son:

I. a V. …

VI. Regular los procedimientos de reclutamiento, selec-
ción, ingreso, registro, profesionalización, certificación,
permanencia, promoción, reconocimiento, régimen dis-
ciplinario, reingreso y conclusión del servicio de las
personas servidoras públicas, así como de las unidades
operativas especializadas como los binomios caninos,
de las Instituciones de Seguridad Pública, con el fin de
homologarlos y estandarizarlos; 

VII. Emitir las bases mínimas para el desarrollo de las
Instituciones de Seguridad Pública, mediante el estable-
cimiento de estándares y modelos, la promoción de pro-
tocolos homologados para la actuación y operación, in-
cluidos los binomios caninos, así como la acreditación
y certificación institucional e individual;

VIII. a XII. …

…

Artículo 8 Bis. Las Instituciones de Seguridad Pública
deberán garantizar la certificación técnica y operativa
de los binomios caninos, integrados por un perro de tra-



bajo y su guía humano, la cual se emitirá conforme a los
lineamientos que para tal efecto establezca el Secreta-
riado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica.

Dicha certificación comprenderá, entre otros aspectos,
la evaluación del desempeño del perro de trabajo, las
competencias técnicas, operativas y éticas del guía cani-
no, así como la funcionalidad del binomio como unidad
operativa, para el ejercicio de funciones de seguridad
pública, de conformidad con los principios de legalidad,
proporcionalidad, necesidad, respeto a los derechos hu-
manos y bienestar animal.

Artículo 10. …

I. a II. …

III. Aplicar y supervisar los procedimientos relativos al
desarrollo policial y al servicio profesional de carrera,
así como garantizar la profesionalización, formación,
capacitación, actualización, certificación y evalua-
ción del personal policial, ministerial, pericial y peni-
tenciario, incluidos los binomios caninos;

IV. a XV. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las instituciones de seguridad pública contarán
con un plazo de hasta doce meses para adecuar sus proto-
colos internos y certificar a los binomios caninos que se en-
cuentren en activo.

Tercero. El Ejecutivo federal y las entidades federativas
deberán emitir o, en su caso, adecuar los reglamentos, li-
neamientos y demás disposiciones administrativas necesa-
rias, en un plazo no mayor a ciento ochenta días.

Cuarto. Las entidades federativas deberán armonizar su
legislación conforme a lo dispuesto en el presente decreto
en un plazo máximo de dieciocho meses.

Notas

1 EXPOST, Huella canina en la historia: de cazadores del pleistoceno
a héroes de la seguridad moderna, 6 de diciembre de 2023. Disponible
en: 

https://www.iexe.edu.mx/politicas-publicas/huella-canina-en-la-
historia-de-cazadores-del-pleistoceno-a-heroes-de-la-seguridad-
moderna/ 

2 Supporting K9´s Nationwide, La historia de los K-9 en la aplicación
de la ley. Disponible en: 

https://ppak9.org/blog/the-history-of-k9s-in-law-enforcement/ 

3 Precision K9 work; La historia de las unidades policiales K9: oríge-
nes y evolución. Disponible en: 

https://precisionk9work.com/police-k9-training-articles/the-his-
tory-of-police-k9-units-origins-and-evolution/ 

4 EXPOST, Huella canina en la historia: de cazadores del pleistoceno
a héroes de la seguridad moderna, 6 de diciembre de 2023. Disponible
en: 

https://www.iexe.edu.mx/politicas-publicas/huella-canina-en-la-
historia-de-cazadores-del-pleistoceno-a-heroes-de-la-seguridad-
moderna/ 

5 Íbidem.

6 Secretaría de Gobernación, Diario Oficial de la Federación, 31 de
agosto de 2023. Disponible en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5700387&fe-
cha=31/08/2023#gsc.tab=0 

7 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, Censo Nacional de Se-
guridad Pública Federal y Estatal, 14 de agosto de 2025. Disponible en: 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2025/CNSPE/CNSPE2025_RR.pdf?utm_source=chatgpt.com 

8 Ciudad de México, Secretaría de Seguridad Ciudadana, Las unidades
caninas K-9 de la Subsecretaría del Sistema Penitenciario y de la Poli-
cía Bancaria e Industrial de la SSC, participaron en la ExpoCan 2025,
22 de septiembre de 2025. Disponible en: 

https://www.ssc.cdmx.gob.mx/comunicacion/nota/COM2741-22-
09-2025?utm_source=chatgpt.com 
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9 24 Horas, GN reconoce labor de binomios caninos en acciones de
rescate; 22 de septiembre de 2023. Disponible en: 

https://24horasqroo.mx/2023/09/22/gn-reconoce-labor-de-bino-
mios-caninos-en-acciones-de-rescate/?utm_source=chatgpt.com 

10 WifiTalents, Estadísticas de los perros policíacos; 1 de junio de
2025. Disponible en: 

https://wifitalents.com/police-k9-statistics/?utm_source
=chatgpt.com 

11 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 1 de febrero de 2026.— Diputada
Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Ciudadana, para
dictamen.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE Y
LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y

LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 39 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable y 28 de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo de la diputada María Luisa Mendoza Mondragón, del
Grupo Parlamentario del PVEM

La que suscribe, diputada María Luisa Mendoza Mondra-
gón, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México de la LXVI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, someto a consideración de esta
soberanía la presente iniciativa con proyecto decreto por el
que se reforman y adicionan el artículo 39 de la Ley de De-
sarrollo Rural Sustentable y el artículo 28 de la Ley Gene-
ral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, al
tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Los daños que sufren las cosechas de las y los campesinos
mexicanos son las evidencias que debieran ser suficientes

en demostrar que existen mecanismos que alteran el ciclo
natural de las lluvias y que evita sea alimentado adecuada-
mente el campo, circunstancias que afectan las ganancias
económicas de quienes trabajan sector rural y los bolsillos
de la población en general por escasez de alimentos.

Los antecedentes más conocidos de esta situación datan del
2018 en el estado de Puebla, cuando se presentó una dis-
puta entre la empresa Volkswagen y campesinos, ya que es-
tos últimos argumentaban daños a sus cultivos derivados
de cañones que alejaban la lluvia, alterando el ciclo natural
de lluvias por parte de la empresa; resultando la pérdida de
2 mil hectáreas de siembra de 300 ejidatarios y pequeños
agricultores. La empresa señaló que sí utilizaba “dispositi-
vos sónicos antigranizo”, entendiéndose que son para evi-
tar la caída de granizo y se dañen los vehículos que alma-
cenan en la intemperie.

A pesar de reconocer que sí realizaban acciones para mo-
dificar el clima, el director de Gestión Ambiental y Susten-
tabilidad y el vicepresidente de Relaciones Corporativas de
Volkswagen mencionaron que no contaban con permisos
de ninguna instancia federal, solo la autorización de la au-
toridad local para el uso de tres dispositivos, sin estudio de
impacto ambiental, durante dos horas al año; sin embargo,
aceptaron que detonaban equipos cada 7 segundos cuando
se formaba una nube.

La técnica que utilizaban se describe como la emisión de on-
das de presión a la atmósfera con un radio de influencia de
500 metros a la redonda, generando un impacto físico al gra-
nizo, lo anterior tendría la condición de contar con un siste-
ma anti-sonoro para evitar ruidos al exterior, situación que no
ocurría.

Diversas opiniones en pro y en contra surgieron, una de
ellas del entonces delegado Alberto Jiménez Merino de la
Comisión Nacional del Agua en Puebla, quien aseveró que,
en su opinión, los cañones no generaban impacto negativo
o positivo.

Por su parte, José Juan Zamorano Mendoza, ex coordina-
dor de la Facultad de Ingeniería en Agronomía de la Uni-
versidad Popular Autónoma de Puebla, citó que estos equi-
pos sí repercutían en el campo, aunque dependía de varios
factores como el hecho de que quienes operaban los equi-
pos se equivocaran a la hora de detectar qué nubes van
acompañadas de granizo.



Ante la problemática citada, en 2021 el Congreso de Pue-
bla reformó su Ley del Medio Ambiente, con lo cual pro-
hibió el uso de cañones antigranizo, fijando sanciones en
caso de incumplimiento.

Hay otras entidades con esta misma problemática, por
ejemplo, Colima, donde existen denuncias de la agrupa-
ción de Productores Unidos contra las empresas que tienen
invernaderos en la zona norte de la entidad por la utiliza-
ción de cañones antigranizo. Michoacán publicó en abril de
2021 su Ley Ambiental que impide el uso de la tecnología
citada por parte de la agroindustria. Tlaxcala se sumó en
diciembre del 2023 a la regulación en su marco, pues con-
sideró que esta práctica afecta el equilibrio ecológico, re-
saltando que en un principio este sistema era utilizado pa-
ra la protección de cultivos de alimentos y ahora es
causante de sequías.

Es peculiar que en 2022 Nuevo León, contrariamente a los
casos anteriores, optó por el bombardeo o siembra de nu-
bes o estimulación de lluvias, en regiones que sufren de es-
trés hídrico, a fin de combatir incendios y recargar acuífe-
ros de las zonas, cabe resaltar que estos proyectos fueron
realizados en coordinación con los estados y autoridades
federales, como la Secretaría de Agricultura y Desarrollo
Rural local y la Fuerza Aérea Mexicana.

Sin embargo, la Sader desde 2019 ha impulsado esta estra-
tegia de estimulación de lluvias, en la que justifican las ac-
ciones señalando que “no buscan ni pretenden crear nubo-
sidad, sino simplemente trabajar sobre los trayectos de la
nubosidad que se presentan en condiciones meteorológicas
normales”.

La investigadora Katja Friedrich, del departamento de
Ciencias Atmosféricas y Oceánicas de la Universidad de
Colorado, explica que las nubes se forman cuando el aire
ascendente se enfría hasta un punto en el que la temperatu-
ra condensa el vapor de agua que contiene, siendo similar
a cuando en la ducha el vapor se condensa en el espejo y se
forman gotas, es el mismo mecanismo de condensación en
la atmósfera.

En México en las aeronaves se les instalan unos aspersores
y tanques de presurización y en el polígono que se haya de-
finido y bajo las condiciones de nubosidad, se esparce una
solución de yoduro de plata en acetona que estimula la for-
mación de núcleos de condensación. La presencia de tal
agente químico estimula la caída de la lluvia que ya está en

las nubes presentes en la región elegida y que, debido a fac-
tores naturales, podría disiparse y no precipitarse. Es por
ello que este método mexicano no busca crear nubes, sino
influir en las que ya existen en la atmósfera.

En 2023 el programa ha sido aplicado en 10 polígonos de
atención en regiones que sufren estrés hídrico en estados
del centro, norte y oeste del país como Aguascalientes,
Chihuahua, Coahuila, Durango, Sinaloa, Sonora, Tamauli-
pas y Zacatecas, etcétera.

Por otro lado, estas mismas tecnologías que han aportado a
la solución de problemáticas afectan cuando no son super-
visadas o no son autorizadas, causando movimientos de
protesta de campesinos y afectados como sucedió en la zo-
na norte del Estado de México en los municipios de Atla-
comulco, Jocotitlán, Ixtlahuaca, Acambay, Jiquipilco, Jilo-
tepec, entre otros, con la petición del cierre o reubicación
de diversas empresas que utilizan cañones antigranizo o
avionetas que alteran el ciclo de lluvias, produciendo la re-
ducción de cosechas de maíz, avena y frijol, repercutiendo
en sus inversiones que oscilan entre 4 mil y 10 mil pesos
en compra de semillas y fumigantes.

Testimonios de asociaciones civiles y afectados que exigí-
an la regulación de estos sistemas fueron escuchados por
parte de la maestra Delfina Gómez Álvarez, gobernadora
del estado de México, y en febrero del año pasado en el
Congreso local se reformó el Código para la Biodiversidad,
estableciendo sanciones a quienes alteren el ciclo natural
de lluvias mediante el uso de tecnologías, empleadas prin-
cipalmente en zonas agrícolas.

Quien suscribe también fue promotora de estas reformas en
febrero de 2024 como diputada local y por ello hoy celebro
el avance que mi entidad federativa ha alcanzado en este
tema.

Como se observa, existe la necesidad de legislar a nivel na-
cional en este tema que produce debate por sus afectacio-
nes, pero también beneficios, siendo necesarios estudios a
profundidad, dando prioridad a alternativas que no sean in-
vasivas o que dañen áreas que afecten a terceros. 

Se tienen registros del mínimo de estados con regulación
del tema en comento, siendo los siguientes:

1. Estado de México, donde se prohibió el uso de caño-
nes antigranizo, avionetas anti-lluvia y cualquier tecno-
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logía que modifique las precipitaciones, estableciendo
multas de hasta 6.2 millones de pesos y penas de tres a
nueve años de prisión.

2. Puebla, donde solo puede usarse con vigilancia y se
impide el uso por parte del gobierno.

3. Tlaxcala, prohíbe en la Ley de Protección al Medio
Ambiente y el Desarrollo Sostenible del Estado de
Tlaxcala el uso, manejo e instalación de cualquier ins-
trumento mecánico o tecnológico para dispersar nubes,
protegiendo así las lluvias y el equilibrio ecológico.

4. Michoacán, donde desde 2021 en la Ley para la Con-
servación y Sustentabilidad Ambiental del Estado de
Michoacán se prohíbe explícitamente el uso de estas
tecnologías, principalmente utilizadas en la agroindus-
tria (huertas de aguacate, zarzamora, fresa, arándano)
para proteger cultivos y existe la prohibición sobre el
uso de cañones en zonas como Pátzcuaro, Erongarícua-
ro y Villa Madero.

5. Oaxaca, donde, en julio de 2024, el Congreso local
aprobó reformas al Código Penal del estado para tipifi-
car como delito el bloqueo de lluvias, castigando estas
actividades con hasta 25 años de prisión.

El fin de este instrumento legislativo es normar y regular a
nivel federal las actividades y tecnologías que alteran el ci-
clo natural de las lluvias, potenciando sus beneficios y eli-
minando daños, con el visto bueno de la autoridad encar-
gada del desarrollo rural y previo estudios de factibilidad.

Estas operaciones no pueden seguir siendo empleadas por
quienes consiguen solo beneficios particulares que en su
mayoría son para las grandes empresas y perjudican a pe-
queños productores o campesinos.

Para una mejor comprensión de la presente propuesta se
anexa el siguiente cuadro comparativo: 

El Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México fortalece su compromiso con el campo mexicano,
con la protección del medio ambiente y con las buenas téc-
nicas que beneficien a todas y todos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía el siguiente:

Proyecto decreto por el que se reforman y adicionan el
artículo 39 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y
el artículo 28 de la Ley General del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente.

Artículo Primero. Se adiciona un segundo párrafo al ar-
tículo 39 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable, para
quedar como sigue:

Artículo 39. ...



Cuando la Secretaría tenga conocimiento del uso, ma-
nejo o instalación de tecnologías por tierra o por aire
que supongan un riesgo a las actividades agropecuarias
dictará las medidas de seguridad y sanción por el in-
cumplimiento, de lo establecido en la Ley General de
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente.

Artículo Segundo. Se reforman las fracciones XII y XIII
y se adiciona una fracción XIV al artículo 28 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, para queda como sigue:

Artículo 28. La evaluación del impacto ambiental es el
procedimiento a través del cual la Secretaría establece las
condiciones a que se sujetará la realización de obras y ac-
tividades que puedan causar desequilibrio ecológico o re-
basar los límites y condiciones establecidos en las disposi-
ciones aplicables para proteger el ambiente y preservar y
restaurar los ecosistemas, a fin de evitar o reducir al míni-
mo sus efectos negativos sobre el medio ambiente. Para
ello, en los casos en que determine el Reglamento que al
efecto se expida, quienes pretendan llevar a cabo alguna de
las siguientes obras o actividades, requerirán previamente
la autorización en materia de impacto ambiental de la Se-
cretaría:

I. a XI. ...

XII. Actividades pesqueras, acuícolas o agropecuarias
que puedan poner en peligro la preservación de una o
más especies o causar daños a los ecosistemas;

XIII. Obras o actividades que correspondan a asuntos
de competencia federal, que puedan causar desequili-
brios ecológicos graves e irreparables, daños a la salud
pública o a los ecosistemas, o rebasar los límites y con-
diciones establecidos en las disposiciones jurídicas rela-
tivas a la preservación del equilibrio ecológico y la pro-
tección del ambiente, y

XIV. Alteración del ciclo hidrológico natural en las
fases de condensación y precipitación, vigilando y
dictado el uso, manejo e instalación de tecnologías,
utensilios, instrumentos o cualquier otro medio que
tengan como propósito alterarlo, con el fin de evitar
y prevenir el daño al equilibrio ecológico o el am-
biente.

...

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de febrero de
2026.— Diputada María Luisa Mendoza Mondragón (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Desarrollo y Con-
servación Rural, Agrícola y Autosuficiencia Alimenta-
ria, y de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
dictamen.

DECRETO PUBLICADO EN EL DOF DEL 29 
DE DICIEMBRE DE 1966, MEDIANTE EL CUAL SE

INSCRIBIÓ CON LETRAS DE ORO EN EL MURO 
DE HONOR DEL SALÓN DE SESIONES DE 

LA CÁMARA DE DIPUTADOS EL NOMBRE DE
MARGARITA MAZA DE JUÁREZ

Iniciativa que reforma el decreto publicado en el DOF del
29 de diciembre de 1966, mediante el cual se inscribió con
letras de oro en el Muro de Honor del salón de sesiones de
la Cámara de Diputados el nombre de "Margarita Maza de
Juárez" a efecto de modificar la inscripción para que se lea
"Margarita Maza Parada", suscrita por las diputadas Anais

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I45



Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados46

Miriam Burgos Hernández y Mildred Concepción Ávila
Vera, del Grupo Parlamentario de Morena. (La iniciativa
podrá ser consultada en el Diario de los Debates de esta
fecha, en el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen.

LEY GENERAL DE VÍCTIMAS 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Víctimas, en materia de plazos obli-
gatorios para la inscripción al Registro Nacional de Vícti-
mas, a cargo de la diputada Alma Laura Ruiz López, del
Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Alma Laura Ruiz López, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía la presente iniciati-
va con proyecto de decreto, por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley General de
Víctimas, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece la obligación de todas las au-
toridades de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos, así como de prevenir, investigar, san-
cionar y reparar las violaciones de éstos.

El artículo 20, Apartado C, reconoce los derechos de las
víctimas u ofendidos del delito, incluyendo el derecho a re-
cibir asesoría jurídica, atención médica y psicológica, así
como a la reparación integral del daño.

En cumplimiento de estos mandatos constitucionales, se
expidió la Ley General de Víctimas, cuyo objeto es garan-
tizar, promover y proteger los derechos de las víctimas del
delito y de violaciones a derechos humanos, así como esta-
blecer mecanismos institucionales para su atención y repa-
ración integral.

Sin embargo, la experiencia operativa y los datos oficiales
recientes evidencian áreas de oportunidad en los procedi-
mientos de inscripción al Registro Nacional de Víctimas
(Renavi), particularmente en lo relativo a la ausencia de
plazos máximos obligatorios para resolver las solicitudes
de inscripción, lo que genera incertidumbre jurídica y po-
sibles retrasos en el acceso efectivo a los derechos recono-
cidos en la ley.

La Ley General de Víctimas representa uno de los mayores
avances del Estado mexicano en el reconocimiento y pro-
tección de los derechos de las personas que han sufrido un
hecho victimizante. Su enfoque humanista, diferencial y
garantista ha permitido establecer un amplio catálogo de
derechos y mecanismos de atención integral.

No obstante, a más de una década de su entrada en vigor,
la práctica institucional ha evidenciado una problemática
persistente: la ausencia de plazos legalmente establecidos
para la atención, inscripción, otorgamiento de ayudas y re-
solución de solicitudes presentadas por las víctimas. Esta
falta de temporalidad normativa genera incertidumbre, di-
laciones indebidas y, en muchos casos, revictimización por
parte de las autoridades encargadas de brindar atención.

El derecho a la atención oportuna y efectiva, reconocido en
la ley, carece actualmente de mecanismos que permitan a
las víctimas exigir su cumplimiento en tiempos razonables.
Ello debilita la eficacia de la norma y limita la plena mate-
rialización de los derechos que la propia ley consagra.

El Renavi constituye la puerta de acceso a los servicios de
ayuda, asistencia y reparación integral. Por tanto, la opor-
tunidad en la resolución de las solicitudes de inscripción es
un elemento esencial para garantizar la efectividad de los
derechos de las víctimas.

Actualmente, la Ley General de Víctimas establece el proce-
dimiento de inscripción, pero no fija plazos máximos obliga-
torios para que la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas
emita resolución, ni prevé consecuencias jurídicas ante la fal-
ta de respuesta dentro de un tiempo razonable.

Esta omisión normativa provoca que los tiempos de reso-
lución dependan de la capacidad administrativa disponible,
generando ciclos de acumulación y liberación de registros,
sin certeza temporal para las personas solicitantes.

Por tal motivo, la presente iniciativa tiene como objeto for-
talecer la exigibilidad de los derechos de las víctimas, me-



diante el establecimiento de plazos obligatorios de aten-
ción. La reforma propuesta no implica una carga presu-
puestaria adicional sustantiva, sino una mejora en la efi-
ciencia institucional y en la garantía efectiva de derechos
humanos.

La presente iniciativa tiene impacto directo en las institu-
ciones que integran y operan el Sistema Nacional de Aten-
ción a Víctimas, particularmente la Comisión Ejecutiva de
Atención a Víctimas, las comisiones estatales de atención
a víctimas, la Fiscalía General de la República, las fiscalí-
as estatales, las secretarías de salud, el Sistema Nacional
DIF y la Secretaría de Bienestar, así como los Poderes Ju-
diciales federal y locales, todas ellas obligadas por manda-
to de la Ley General de Víctimas a garantizar la atención,
asistencia y reparación integral de las personas en situación
de victimización.

Diversos diagnósticos institucionales y reportes públicos
evidencian que, pese al amplio reconocimiento de derechos
contenido en la Ley General de Víctimas, persisten retrasos
en la inscripción al Registro Nacional de Víctimas, en el
otorgamiento de ayudas inmediatas y en la resolución de
solicitudes de asistencia y reparación, generando incerti-
dumbre jurídica y revictimización administrativa.

De acuerdo con información pública de la Fiscalía General
de la República, cada año se reciben cientos de miles de de-
nuncias por delitos que generan potenciales víctimas direc-
tas e indirectas, las cuales deben ser canalizadas a los me-
canismos de atención previstos en la ley. Asimismo, datos
de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas y de la
Secretaría de Bienestar muestran que una proporción signi-
ficativa de personas víctimas de delito o violaciones a de-
rechos humanos requiere vinculación con programas so-
ciales, atención médica, psicológica y apoyos de
emergencia, lo que evidencia la interrelación directa entre
la política de atención a víctimas y la política de bienestar
social.

No obstante, la Ley General de Víctimas no establece ac-
tualmente plazos máximos obligatorios para que las autori-
dades competentes resuelvan solicitudes de inscripción,
otorguen ayudas inmediatas o emitan determinaciones so-
bre medidas de asistencia y reparación. Esta ausencia de
temporalidad normativa debilita la exigibilidad de los de-
rechos reconocidos en la ley, genera discrecionalidad ad-
ministrativa y limita la capacidad de las víctimas para ac-
ceder oportunamente a los servicios institucionales
destinados a su recuperación integral.

Por ello, la presente reforma propone incorporar plazos le-
gales obligatorios y mecanismos de responsabilidad admi-
nistrativa por incumplimiento, con el propósito de fortale-
cer la eficiencia institucional, prevenir dilaciones indebidas
y garantizar que la atención a víctimas se brinde en condi-
ciones de oportunidad, certeza jurídica y dignidad humana,
en concordancia con el artículo 1o. constitucional y los es-
tándares internacionales en materia de derechos de las víc-
timas.

Conforme a las estadísticas oficiales del Renavi publicadas
por la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, duran-
te 2024 se recibieron más de veintidós mil solicitudes de
inscripción en el ámbito estatal y más de tres mil en el ám-
bito federal, registrándose finalmente 12 mil 565 inscrip-
ciones estatales y 3 mil 420 federales. Estos datos reflejan
una alta demanda sostenida de acceso a los mecanismos de
atención a víctimas y evidencian la carga operativa que en-
frentan las autoridades responsables de valorar y resolver
las solicitudes de inscripción. Asimismo, los reportes ofi-
ciales muestran que la mayoría de los registros correspon-
den a hechos derivados de la comisión de delitos y viola-
ciones a derechos humanos, con predominio de víctimas
indirectas, lo que multiplica la necesidad de asistencia ins-
titucional. No obstante, la Ley General de Víctimas no es-
tablece actualmente plazos máximos obligatorios para re-
solver dichas solicitudes ni para otorgar medidas de ayuda
inmediata, lo que genera incertidumbre jurídica y dilacio-
nes en el acceso efectivo a los derechos reconocidos en la
ley.
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La gráfica muestra claramente la diferencia entre las solici-
tudes de inscripción en el Renavi y los registros efectiva-
mente asignados durante 2024 en el ámbito estatal:

• Solicitudes de inscripción: 20 mil 334; y

• Registros asignados: 12 mil 565

Como se observa en la información estadística oficial del
Renavi, en 2024 se registraron 20 mil 334 solicitudes de
inscripción en el ámbito estatal, mientras que únicamente
12 mil 565 registros fueron efectivamente asignados en el
mismo periodo, lo que refleja una brecha de atención cer-
cana a 38 por ciento. Esta diferencia evidencia procesos
prolongados de valoración administrativa y confirma la ne-
cesidad de establecer en la Ley General de Víctimas plazos
máximos obligatorios de resolución, a fin de garantizar la
exigibilidad real de los derechos de las víctimas.

Con base en la Estadística de Transparencia Focalizada del
Registro Nacional de Víctimas, publicada oficialmente por
la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, se observan
los siguientes comportamientos durante los tres primeros
trimestres de 2025:

Estos datos muestran una variación constante entre solicitu-
des recibidas y registros asignados, alternando periodos de
acumulación y resolución de rezagos, sin que exista un es-
tándar legal que garantice tiempos uniformes de respuesta.

En el ámbito estatal se observa con mayor claridad un re-
zago estructural en los primeros dos trimestres, seguido de
una liberación masiva de registros en el tercer trimestre, lo
que confirma que los procesos de valoración no se rigen
por plazos legales obligatorios, sino por capacidades admi-
nistrativas circunstanciales.

La falta de plazos obligatorios de resolución implica que
las personas solicitantes pueden permanecer durante perio-
dos prolongados sin acceso formal al Renavi, lo que retra-
sa la incorporación al Sistema Nacional de Atención a Víc-
timas, el acceso a medidas de ayuda y asistencia, la gestión
de la reparación integral, la asesoría jurídica y acompaña-
miento institucional.

En consecuencia, la ausencia de tiempos máximos de res-
puesta se traduce en incertidumbre jurídica, afectando di-
rectamente el principio de efectividad de los derechos hu-
manos reconocido en el artículo 1o. constitucional.

La presente iniciativa tiene como finalidad, establecer un
plazo máximo obligatorio para resolver las solicitudes de
inscripción en el Renavi, incorporar el silencio administra-
tivo positivo, garantizando certeza jurídica a las víctimas
ante la falta de respuesta, crear mecanismos de transparen-
cia y rendición de cuentas, mediante indicadores públicos
de cumplimiento de plazos, generar responsabilidad insti-
tucional en caso de incumplimiento reiterado.

Con ello, se fortalece la exigibilidad de los derechos de las
víctimas y se asegura que la atención institucional no de-
penda de cargas administrativas variables, sino de manda-
tos legales claros y obligatorios.

Los datos oficiales del Renavi muestran que, tanto a escala
federal como estatal, los procesos de inscripción presentan
fluctuaciones que evidencian la inexistencia de tiempos uni-
formes y predecibles de resolución.

Por tanto, resulta jurídicamente necesario reformar la Ley
General de Víctimas para establecer plazos máximos obli-
gatorios de atención, mecanismos de exigibilidad y trans-
parencia, garantizando así que ninguna víctima quede en



espera indefinida para acceder a los derechos que el Esta-
do mexicano reconoce y protege.

Para mayor claridad y comprensión, se expone un cuadro
comparativo que detalla la propuesta de reforma y adición
de diversas disposiciones de la Ley General de Victimas:

Por todo lo anterior, me permito someter a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Víctimas

Único. Se reforma el artículo 7, fracción VI, se adiciona
el artículo 28 Bis, se reforma el artículo 99 y se adiciona
el artículo 99 Bis a la Ley General de Víctimas, para que-
dar como sigue:

Artículo 7. Los derechos de las víctimas que prevé la pre-
sente ley son de carácter enunciativo…

I. a V. …

VI. A solicitar y a recibir ayuda, asistencia y atención en
forma oportuna, rápida, equitativa, gratuita y efectiva
por personal especializado en atención al daño sufrido
dentro de un plazo no mayor a setenta y dos horas pos-
teriores a la acreditación del hecho victimizante o pre-
sentación de la solicitud correspondiente, con indepen-
dencia del lugar en donde ella se encuentre, así como a
que esa ayuda, asistencia y atención no dé lugar, en nin-
gún caso, a una nueva afectación;

VII. a XL. …

Artículo 28 Bis. El incumplimiento injustificado de los
plazos establecidos en esta Ley para la atención, inscrip-
ción o resolución de solicitudes de las víctimas dará lugar
a responsabilidad administrativa de los servidores públicos
competentes, en términos de la legislación aplicable en ma-
teria de responsabilidades administrativas.

Artículo 99. Para que las autoridades competentes de la fe-
deración, las entidades federativas u otras que se faculten
por la presente ley, procedan…

I. a VII. …

La resolución sobre la solicitud de inscripción deberá emi-
tirse en un plazo máximo de treinta días hábiles, contados
a partir de la recepción completa de la solicitud.

En el caso de faltar información, la Comisión Ejecutiva pe-
dirá a la entidad que tramitó inicialmente la inscripción de
datos, que complemente dicha información en el plazo má-
ximo de diez días hábiles. Este requerimiento suspenderá
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el cómputo del plazo señalado en el párrafo anterior. Lo an-
terior no afecta, en ningún sentido, la garantía de los dere-
chos de las víctimas que solicitaron en forma directa al Re-
gistro Nacional o en cuyo nombre el ingreso fue solicitado.
Transcurrido el plazo máximo sin que se emita resolución
expresa, se entenderá aprobada la inscripción de la víctima
al Registro Nacional de Víctimas, para todos los efectos le-
gales correspondientes.

Artículo 98 Bis.

La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas deberá publi-
car trimestralmente, en su portal institucional y en el Sistema
Nacional de Transparencia, indicadores de cumplimiento de
los plazos de resolución de solicitudes de inscripción al Re-
gistro Nacional de Víctimas, especificando al menos:

I. Número de solicitudes recibidas;

II. Número de solicitudes resueltas dentro del plazo le-
gal;

III. Número de solicitudes resueltas fuera del plazo le-
gal;

IV. Tiempo promedio de resolución; y

V. Medidas correctivas implementadas en caso de in-
cumplimiento.

El incumplimiento reiterado de los plazos establecidos en
el artículo anterior dará lugar a responsabilidades adminis-
trativas en términos de la legislación aplicable.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas
contará con un plazo de noventa días naturales, contados a
partir de la entrada en vigor del presente decreto, para ade-
cuar sus lineamientos internos, sistemas informáticos y
procedimientos administrativos al cumplimiento de los
plazos establecidos.

Tercero. Las demás autoridades competentes contarán con
un plazo de noventa días naturales para adecuar sus regla-
mentos internos a lo dispuesto en el presente decreto.

Referencias

Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas.

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/955337/SI-
POT_T3_2024.pdf

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/971607/SI-
POT_4T_2024.pdf

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/1005799/SI-
POT_T2_2025.pdf

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/994283/SI-
POT_T1_2025.pdf

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/1027638/SI-
POT_T3_2025.pdf

Estadística de Transparencia Focalizada del Registro Nacional de
Víctimas, cuarto trimestre de 2024.

https://www.gob.mx/ceav/acciones-y-programas/registro-nacional-
de-victimas-renavi-80041

Publicación oficial CEAV. Fecha de extracción: 3 de enero de 2025.
https://www.gob.mx/ceav/documentos/estadisticas-del-renavi

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Alma Laura Ruiz López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de planeación nacional de largo plazo, vin-
culación entre planeación, presupuesto y seguimiento del
PND, suscrita por el diputado Éctor Jaime Ramírez Barba
y las y los legisladores integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El suscrito, diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, a nombre
de las diputadas y los diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional en la LXVI Legis-



latura del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente Iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de planeación nacional de
largo plazo, vinculación entre planeación, presupuesto y
seguimiento del Plan Nacional de Desarrollo, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

Cuando en 1983 se reformó el artículo 26 de la Constitu-
ción para establecer que el Estado organizaría un sistema
de planeación democrática del desarrollo nacional, se dio
un paso relevante hacia la construcción de un Estado que
deja de improvisar y se compromete con reglas, objetivos
y horizontes de política pública definidos con participación
social. Desde entonces, el Plan Nacional de Desarrollo
(PND) se configuró como el instrumento rector mediante el
cual el Ejecutivo fija objetivos, estrategias y prioridades,
en congruencia con el proyecto de nación contenido en la
Constitución y con la Ley de Planeación como marco re-
glamentario.

Sin embargo, cuatro décadas después, la experiencia mues-
tra un contraste entre un diseño normativo relativamente
sofisticado y una práctica de planeación débil, discontinua
y poco vinculante. La doctrina administrativa mexicana ha
descrito este fenómeno como una “obligatoriedad sin con-
secuencias” del PND; el Plan es obligatorio en el discurso,
pero carece de mecanismos efectivos de exigibilidad, con-
secuencias claras por su incumplimiento y anclajes institu-
cionales que aseguren su continuidad más allá del periodo
sexenal.1

Este déficit se hizo particularmente visible con el PND
2019-2024, mismo que, aunque formalmente aprobado por
la Cámara de Diputados, se apartó del modelo técnico pre-
visto en la Ley de Planeación, privilegiando una narrativa
político-programática sobre diagnósticos empíricos robus-
tos, indicadores claros, líneas de base y metas cuantifica-
bles. Esa debilidad metodológica se combinada con la au-
sencia de un sistema integral de indicadores y de
evaluación periódica, lo que hizo prácticamente imposible
valorar ex post, si las metas del Plan se cumplieron; por
otro lado, se redujo el control legislativo a un ejercicio me-

ramente formal, sin consecuencias políticas, administrati-
vas o presupuestales. 

La naturaleza jurídica del PND ha mostrado que, pese a su
origen constitucional y a su articulación con la Ley de Pla-
neación, el Plan no ha pasado de ser un documento predo-
minantemente programático, sin que sus objetivos se tra-
duzcan en obligaciones suficientemente vinculantes para
los órganos del Estado, ni en derechos exigibles para las
personas, lo que contraviene la lógica del constitucionalis-
mo que orientó las reformas en materia de derechos huma-
nos desde 2011. Desde esta perspectiva, mantener un PND
jurídicamente débil implica desaprovechar un instrumento
que podría articular la acción gubernamental, orientar el
gasto público y servir como parámetro de control e inter-
pretación para la protección de los derechos sociales.2

La debilidad del sistema de planeación no se explica sólo por
deficiencias técnicas, sino también por un diseño constitucio-
nal que ha permitido una separación de facto entre planea-
ción, presupuesto y control parlamentario. El texto vigente
del artículo 26, apartado A, alude a la existencia de un PND
al que se sujetarán obligatoriamente los programas de la Ad-
ministración Pública Federal, pero no establece de manera
expresa que el Presupuesto de Egresos de la Federación deba
alinearse con dicho Plan, lo que ha sido interpretado por la
doctrina y la práctica como una escisión entre el mundo de la
planeación, asociado al Ejecutivo, y el mundo del presupues-
to, asociado a la facultad exclusiva de la Cámara de Dipu-
tados prevista en el artículo 74, fracción IV.3

La experiencia de casi veinte años de vigencia de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria
(LFPRH)4 confirma la profundidad de esta brecha. En el
Presupuesto de Egresos de la Federación, se tienen 681
programas presupuestarios operan sin una arquitectura in-
tegral que los alinee ordenadamente con los objetivos del
PND; sólo 234, es decir, el 34.4 por ciento reportan alguna
forma de vinculación al Plan y apenas alrededor de entre el
11 y el 15 por ciento del gasto discrecional se encuentra
claramente asociado con metas nacionales, lo que significa
que aproximadamente dos de cada tres pesos se ejercen sin
demostrar contribución explícita a los fines del Plan.5

Esta desalineación tiene consecuencias cuantificables: du-
plicidad de programas, asignación inercial de recursos, im-
posibilidad técnica de responder si el PND se está cum-
pliendo, además del debilitamiento de las facultades de
control de la Cámara de Diputados, que discute y aprueba
el Presupuesto, sin una herramienta robusta que le permita
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visualizar, por objetivo del Plan, qué se financia, con qué
monto y con qué resultados. Es evidente la falta de alinea-
ción que genera pérdidas de eficiencia del gasto en progra-
mas sociales, además de obstaculizar un uso estratégico del
presupuesto para impulsar transformaciones estructurales. 

Este problema se agrava en sectores donde la transforma-
ción requiere una visión de largo plazo, por ejemplo, el de
la salud. El sistema de salud mexicano se caracteriza por
una fragmentación profunda entre subsistemas de seguri-
dad social, servicios estatales para población sin seguridad
social y un subsector privado creciente, con esquemas de
financiamiento, paquetes de beneficios, redes de servicios
y niveles de calidad dispares. Es evidente que esta frag-
mentación se traduce en inequidades en el acceso, duplici-
dades de infraestructura y programas, y uso ineficiente de
recursos, lo que limita la capacidad del Estado para garan-
tizar los derechos sociales, en particular el derecho a la
protección de la salud de manera universal y efectiva. 

Las reciente reformas sanitarias, incluyendo la creación y
posterior sustitución del Seguro Popular, han intentado co-
rregir parcialmente estas brechas, pero lo han hecho dentro
de un marco de planeación predominantemente sexenal,
sin un instrumento constitucional de largo plazo que orien-
te la construcción de un sistema integrado, solidario y fi-
nancieramente sostenible. Así, un problema estructural de
décadas se enfrenta una y otra vez con programas de go-
bierno de seis años, cuyas prioridades cambian con cada
administración y cuyas metas, rara vez se ligan de manera
consistente con el presupuesto y con la evaluación de re-
sultados. 

En ese contexto, la ausencia de una Visión Nacional de
Largo Plazo de rango constitucional, así como la falta de
un mandato expreso de la vinculación entre PND y Presu-
puesto de Egresos, se convierten en eslabones críticos que
perpetúan la fragmentación del Sistema Nacional de Salud
y dificultan avanzar hacia la universalidad y la equidad que
exige nuestro marco constitucional. 

Desde la reforma constitucional de 10 de junio de 2011, el or-
denamiento mexicano adoptó un modelo de Estado constitu-
cional de derecho que coloca a los derechos humanos en el
centro y obliga a todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, a promoverlos, respetarlos, protegerlos y ga-
rantizarlos, bajo los principios de universalidad, interdepen-
dencia, indivisibilidad y progresividad; por ello, no se le de-
be considerar solo como una cláusula programática, sino un
mandato operativo que exige al Estado diseñar instituciones,

políticas y presupuestos que permitan su realización progre-
siva y eviten cualquier retroceso injustificado. 

La doctrina constitucional mexicana subrayado que los ins-
trumentos de planeación, y en particular el PND, no pue-
den seguir concibiéndose sólo como documentos políticos,
sino como piezas del andamiaje jurídico que concretan el
mandato constitucional de transformación de la realidad
social. En esta perspectiva, la falta de mecanismos efecti-
vos para exigir el cumplimiento del PND o incluso, para
medirlo con rigor, se traduce en una vulneración indirecta
de los derechos que el Plan debería promover, especial-
mente en ámbitos como la salud, la seguridad social o la re-
ducción de desigualdades. 

Por ello, la reforma constitucional que se propone no se li-
mita a introducir ajustes técnicos en la Ley de Planeación
o en la LFPRH, sino que busca constitucionalizar una Vi-
sión Nacional de Largo Plazo como instrumento rector, re-
conocer que se requiere una planeación y presupuesto co-
ordinados y establecer un Sistema Nacional de
Seguimiento y Evaluación del PND con consecuencias
normativas, que convierta a la planeación en una verdade-
ra palanca de transformación estructural. 

La propuesta se alinea con tendencias internacionales que
han identificado la utilidad de ejercicios de visión país a 20
o 30 años, apoyados en unidades de análisis prospectivo,
mecanismos de participación ciudadana y sistemas integra-
dos de seguimiento de planes y presupuestos, para enfren-
tar desafíos de largo plazo como el envejecimiento pobla-
cional, la transición epidemiológica, la crisis climática o la
sostenibilidad de los sistemas de salud. Organismos como
la CEPAL y la OPS han señalado que las reformas legisla-
tivas que vinculan planeación de largo plazo, finanzas pú-
blicas y derechos sociales son condiciones necesarias para
avanzar hacia sistemas de salud universales, integrados y
centrados en las personas. 

La reforma al artículo 26, Apartado A, propone constitu-
cionalizar la Visión Nacional de Largo Plazo como instru-
mento rector de la planeación con horizonte mínimo de
veinte años, que establezca objetivos estratégicos del desa-
rrollo integral y sustentable. Esta Visión se concibe como
un eslabón superior al PND, mientras éste se formula para
cada administración, la Visión ofrecerá un marco de conti-
nuidad, acumulación de aprendizajes y estabilidad de obje-
tivos de Estado, especialmente en materias que, por su na-
turaleza, no admiten cambios bruscos cada seis años. 



Al exigir que el PND se formule también con base en la Vi-
sión Nacional de Largo Plazo, el texto constitucional ase-
gurará que cada gobierno deberá inscribirse en un proyec-
to de más largo aliento, explicitando de qué manera sus
ejes y objetivos contribuirán a los objetivos estratégicos
previamente fijados con mayor participación y reflexión
técnica. Esto implica que las prioridades sexenales deberán
enmarcarse en metas de largo plazo.

La reforma también refuerza el carácter democrático y de-
liberativo de la planeación, al prever que la Visión, el PND
y los programas se construyan mediante mecanismos de
participación ciudadana que la ley deberá desarrollar, in-
cluyendo la voz de usuarios del sistema de salud, trabaja-
dores sanitarios, comunidades indígenas y grupos históri-
camente excluidos. Este componente es clave para
legitimar decisiones complejas que sólo son sostenibles si
gozan de amplio respaldo social. 

Finalmente, al asignar a la Cámara de Diputados la facul-
tad de conocer y aprobar la Visión Nacional de Largo Pla-
zo, la reforma fortalece el control democrático sobre las
orientaciones estructurales del desarrollo y convierte a es-
te instrumento en referente obligado tanto para el Ejecuti-
vo como para las decisiones presupuestales anuales. 

La pieza complementaria de esta propuesta es la vincula-
ción explícita entre PND, programas y Presupuesto de
Egresos de la Federación. La reforma al artículo 26, apar-
tado A, establece que el Plan Nacional de Desarrollo y los
programas que de él deriven se vincularán obligatoriamen-
te al ejercicio del Presupuesto, en los términos que dispon-
gan la Constitución y las leyes, mientras que el nuevo tex-
to del artículo 74, fracción IV, obliga a que el Presupuesto
de Egresos sea congruente con la Visión y con el Plan, y
exige que el Ejecutivo acompañe su proyecto de Presu-
puesto con información que acredite esa vinculación. 

Esta modificación constitucional deberá derivar en dispo-
siciones que desarrollen mediante modifiquen a la LFPRH,
la cual deberá prever una matriz de alineación entre el PND
y el PEF como anexo obligatorio del Presupuesto; la regla
de que cada programa presupuestario discrecional debe
vincularse con al menos un objetivo del PND, y el Sistema
Integrado de Seguimiento del PND con reportes periódicos
de avance de cumplimiento y consecuencias presupuesta-
les ante bajo desempeño. Al elevar a rango constitucional
el principio de alineación entre planeación y presupuesto,
se evita que estos avances queden al arbitrio de futuras ma-
yorías legislativas o de decisiones reglamentarias. 

Por ejemplo, se esperaría que, en el ámbito del Sistema Na-
cional de Salud, la vinculación obligatoria entre PND y
Presupuesto tendría para verificar si el gasto público en sa-
lud en todas sus vertientes: curativa, preventiva, infraes-
tructura, recursos humanos y medicamentos, responde
efectivamente a las metas de cobertura, calidad e integra-
ción fijadas en el PND y en la Visión de Largo Plazo. Lo
que permitirá identificar duplicidades, vacíos y desequili-
brios territoriales en la asignación de recursos, condición
indispensable para corregir la fragmentación y avanzar ha-
cia un modelo más integrado y equitativo. 

La creación, a nivel constitucional, de un Sistema Nacional
de Seguimiento y Evaluación del PND refuerza esta arqui-
tectura y permitirá disponer de un sistema que informará
periódicamente sobre el avance de los objetivos y metas
del Plan, su alineación con la Visión y las consecuencias
administrativas y presupuestales del incumplimiento injus-
tificado; la reforma convierte a la evaluación en parte sus-
tantiva del ciclo de políticas públicas y de la responsabili-
dad de los servidores públicos. 

La presente iniciativa de reforma constitucional se concibe
como el eslabón superior de un paquete normativo integral,
que incluirá las iniciativas de reforma a la Ley de Planea-
ción en materia de Visión Nacional de Largo Plazo, parti-
cipación ciudadana vinculante y Unidad de Análisis Pros-
pectivo, así como la reforma a la LFPRH en materia de
vinculación obligatoria entre planeación y presupuesto y
Sistema Integrado de Seguimiento del PND; y una pro-
puesta en materia de planeación a la Ley General de Salud. 

En el plano constitucional, la reforma:

• Actualiza el artículo 25 para concebir la rectoría del
desarrollo nacional como ejercicio coordinado de un
sistema de planeación democrática y deliberativa y de
un régimen de finanzas públicas responsable, aseguran-
do la coherencia entre programación, presupuesto y eva-
luación de resultados. 

• Reconfigura el artículo 26, apartado A, para incorpo-
rar la Visión Nacional de Largo Plazo, reforzar la cen-
tralidad de los derechos humanos en la planeación, y
crear el Sistema Nacional de Seguimiento y Evaluación
del PND con participación de los poderes de la Unión,
órganos autónomos y sociedad. 

• Fortalece el papel de la Cámara de Diputados en el ar-
tículo 74, al exigir que el Presupuesto sea congruente
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con la Visión y el PND, al obligar al Ejecutivo a docu-
mentar esa congruencia y al conferirle a la Cámara la fa-
cultad de conocer y aprobar la Visión Nacional de Lar-
go Plazo, así como los informes anuales del sistema de
seguimiento. 

Con ello, se construye un círculo virtuoso institucional: la
Visión de Largo Plazo fija el horizonte; el PND concreta
objetivos y estrategias sexenales alineadas con esa visión;
el Presupuesto asigna recursos congruentes con el Plan; y
el Sistema Nacional de Seguimiento y Evaluación verifica
resultados y activa consecuencias, alimentando de vuelta la
planeación y el debate democrático. 

La reforma constitucional que se propone parte de la con-
vicción de que, sin un sistema de planeación democrática
de largo plazo, articulado con el presupuesto y orientado
explícitamente a la realización progresiva de los derechos
sociales, México seguirá atrapado en un ciclo de decisiones
fragmentadas, sexenales y financieramente inerciales que
impiden transformar de raíz su modelo de desarrollo. 

En suma, la reforma constitucional propuesta responde a
un problema real del desarrollo mexicano: la incapacidad
de articular, con visión de Estado, la planeación democrá-
tica, el presupuesto y la evaluación de resultados para
transformar, de manera sostenida y verificable, las condi-
ciones de vida y el ejercicio efectivo del derecho a la pro-
tección de la salud de todas las personas. 

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar a esta
soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de planeación nacional
de largo plazo, y vinculación entre planeación, presu-
puesto y seguimiento del Plan Nacional de Desarrollo 

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo y se adicio-
na un segundo párrafo al artículo 25, recorriéndose el or-
den de los subsecuentes; se reforma y adiciona el Apartado
A del artículo 26; y se reforman las fracciones IV y VII del
artículo 74, todos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desarro-
llo nacional para garantizar que éste sea integral y susten-
table, que fortalezca la soberanía de la nación y su régimen

democrático y que, mediante la competitividad, el fomento
del crecimiento económico y el empleo y una más justa
distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejer-
cicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos
y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución.
La competitividad se entenderá como el conjunto de con-
diciones necesarias para generar un mayor crecimiento
económico, promoviendo la inversión y la generación de
empleo. La rectoría del desarrollo nacional se ejercerá
mediante un sistema de planeación democrática y deli-
berativa de corto, mediano y largo plazo y un régimen
de finanzas públicas responsable, coordinados entre sí. 

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará
la actividad económica nacional, y llevará a cabo la re-
gulación y el fomento de las actividades que demande el
interés general, con base en la Visión Nacional de Lar-
go Plazo, el Plan Nacional de Desarrollo y los demás
instrumentos de planeación que establezca la ley, ase-
gurando la coherencia entre la programación, el presu-
puesto y la evaluación de los resultados.

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

… 

Artículo 26.

A. El Estado organizará un sistema de planeación demo-
crática y deliberativa del desarrollo nacional, con visión
de largo plazo, que imprima solidez, dinamismo, compe-
titividad, permanencia y equidad al crecimiento de la eco-
nomía y al desarrollo social, para la independencia y la
democratización política, social, cultural y ambiental de la
Nación.



Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Consti-
tución determinarán los objetivos de la planeación. La pla-
neación incorporará de manera transversal la progresi-
vidad de los derechos humanos y, en especial, de los
derechos sociales. La planeación será democrática y deli-
berativa. Mediante los mecanismos de participación que
establezca la ley, recogerá las aspiraciones y demandas de
la sociedad para incorporarlas a la Visión Nacional de
Largo Plazo, al Plan Nacional de Desarrollo y a los pro-
gramas de desarrollo.

Habrá una Visión Nacional de Largo Plazo, con un ho-
rizonte mínimo de veinte años, que establecerá los ob-
jetivos estratégicos del desarrollo integral y sustentable
de la Nación y orientará, entre otros, al sistema nacio-
nal de salud, a la protección social y al desarrollo regio-
nal equilibrado. El Plan Nacional de Desarrollo se for-
mulará con base en la Visión Nacional de Largo Plazo
vigente.

Habrá un Plan Nacional de Desarrollo al que se sujetarán
obligatoriamente los programas de la Administración Pú-
blica Federal. El Plan Nacional de Desarrollo y los pro-
gramas que de él deriven vincularán obligatoriamente
el ejercicio del Presupuesto de Egresos de la Federación
en los términos que dispongan esta Constitución y las
leyes. La ley establecerá las bases para que la progra-
mación y presupuestación del gasto público acrediten
dicha vinculación.

La ley facultará al Ejecutivo para que establezca los proce-
dimientos de participación y consulta popular en el sistema
nacional de planeación democrática, y los criterios para la
formulación, instrumentación, control y evaluación de la
Visión Nacional de Largo Plazo, del Plan Nacional de
Desarrollo y de los programas de desarrollo. Así mismo,
determinará los órganos responsables del proceso de pla-
neación y las bases para que el Ejecutivo Federal coordine,
mediante convenios con los gobiernos de las entidades fe-
derativas, e induzca y concierte con los particulares las ac-
ciones a realizar para su elaboración y ejecución.

La ley establecerá un Sistema Nacional de Seguimiento
y Evaluación del Plan Nacional de Desarrollo, con par-
ticipación de los poderes de la Unión, de los órganos
constitucionales autónomos y de la sociedad, que debe-
rá informar periódicamente sobre el avance en el cum-
plimiento de los objetivos y metas del Plan y de su ali-
neación con la Visión Nacional de Largo Plazo, así
como prever consecuencias administrativas y presu-

puestarias ante el incumplimiento injustificado de di-
chas metas, en los términos que disponga la propia ley.

En el sistema de planeación democrática y deliberativa, el
Congreso de la Unión tendrá la intervención que señale la
ley. 

B. … 

C. … 

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de
Diputados:

I. a III. …

IV. Aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la
Federación, previa revisión, discusión y, en su caso, mo-
dificación del proyecto enviado por el Ejecutivo Fede-
ral, una vez aprobada la Ley de Ingresos. El Presu-
puesto de Egresos deberá ser congruente con la
Visión Nacional de Largo Plazo y con el Plan Nacio-
nal de Desarrollo, en los términos que dispongan es-
ta Constitución y las leyes. El Ejecutivo Federal de-
berá acompañar el proyecto de Presupuesto de
Egresos con la información que acredite la vincula-
ción de los programas presupuestarios con los obje-
tivos, estrategias e indicadores del Plan Nacional de
Desarrollo.

… 

… 

… 

… 

V. y VI. … 

VII. Aprobar el Plan Nacional de Desarrollo en el plazo
que disponga la ley. En caso de que la Cámara de Dipu-
tados no se pronuncie en dicho plazo, el Plan se enten-
derá aprobado. Conocer y aprobar, en los términos
que establezca la ley, la Visión Nacional de Largo
Plazo y los informes anuales del Sistema Nacional de
Seguimiento y Evaluación del Plan Nacional de De-
sarrollo.

VIII. a IX. … 
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Artículos transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. El Congreso de la Unión deberá adecuar la Ley
de Planeación y la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria a lo dispuesto en este decreto, dentro
de los doce meses siguientes a su entrada en vigor, incor-
porando, entre otros elementos, la regulación detallada de
la Visión Nacional de Largo Plazo, la vinculación obliga-
toria entre planeación y presupuesto, y el Sistema Nacional
de Seguimiento y Evaluación del Plan Nacional de Desa-
rrollo. 

Tercero. El Ejecutivo federal someterá a la consideración
de la Cámara de Diputados la primera Visión Nacional de
Largo Plazo dentro de los dieciocho meses siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto. 

Cuarto. El Sistema Nacional de Seguimiento y Evaluación
del Plan Nacional de Desarrollo deberá estar plenamente
operativo dentro de los veinticuatro meses siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto. Durante dicho perio-
do, las dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal deberán adecuar sus sistemas de información,
indicadores y procesos internos para dar cumplimiento a
las nuevas obligaciones de planeación, presupuestación y
evaluación. 

Quinto. En tanto se aprueba la primera Visión Nacional de
Largo Plazo, la formulación y ejecución del Plan Nacional
de Desarrollo y de los presupuestos de egresos deberán ob-
servar, en lo conducente, las disposiciones vigentes de la
Ley de Planeación y de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria. 

Sexto. Las entidades federativas y los municipios, en el
ámbito de sus competencias, podrán armonizar sus respec-
tivos sistemas de planeación y de presupuesto con lo dis-
puesto en este decreto, de conformidad con los principios
de coordinación y concurrencia previstos en la Constitu-
ción y en las leyes.

Notas

1 Carlock Portilla, F. (2022). Análisis de la naturaleza jurídica del Plan
Nacional de Desarrollo para su cumplimiento vía jurisdiccional desde
una perspectiva del constitucionalismo transformador (Tesis doctoral).

Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, Facultad de Derecho y
Ciencias Sociales. 

2 Ídem. 

3 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm 

4 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lfprh.htm 

5 https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/66/2025/jun/20250630-B.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DE PLANEACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Planeación, en materia de visión nacional de
largo plazo, participación ciudadana vinculante y unidad
de análisis prospectivo, suscrita por el diputado Éctor Jai-
me Ramírez Barba y las y los legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, a
nombre de las diputadas y los diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Ley de Planeación en
materia de visión nacional de largo plazo, participación
ciudadana vinculante y unidad de análisis prospectivo, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La planeación del desarrollo constituye una de las funcio-
nes esenciales del Estado moderno, particularmente en
contextos de economías emergentes donde la intervención
pública resulta indispensable para corregir fallas de merca-



do, reducir desigualdades estructurales y promover el bien-
estar colectivo.1 En México, la planeación gubernamental
adquirió rango constitucional en 1983, cuando se reformó
el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos (CPEUM) para establecer que “el Esta-
do organizará un sistema de planeación democrática del
desarrollo nacional”.2 Esta reforma, promulgada durante la
administración de Miguel de la Madrid en un contexto de
profunda crisis económica, representó la culminación de
un proceso histórico que buscaba dotar al Estado mexicano
de instrumentos formales para conducir el desarrollo na-
cional de manera ordenada, participativa y técnicamente
fundamentada. 

Desde 1983, el artículo 26 de la Constitución y la Ley de
Planeación consagran la planeación democrática como fun-
ción rectora del Estado; establecieron el Sistema Nacional
de Planeación Democrática y fijando normas y principios
básicos para la planeación nacional del desarrollo. Desde
entonces cada Ejecutivo Federal ha elaborado su Plan Na-
cional de Desarrollo (PND) como instrumento rector de ob-
jetivos, estrategias y prioridades del gobierno, en congruen-
cia con dicha ley.3

La institucionalización de la planeación en México no fue
un fenómeno espontáneo, sino el resultado de una evolu-
ción histórica que hunde sus raíces en la necesidad postre-
volucionaria de reconstruir el país y atender las demandas
sociales acumuladas. Desde la Ley sobre Planeación Gene-
ral de la República de 1930, promulgada por Pascual Ortiz
Rubio, hasta la sofisticación técnica del Sistema Nacional
de Planeación Democrática (SNPD) establecido en 1983,
México transitó por diversas aproximaciones a la planifi-
cación estatal, influenciadas tanto por las experiencias de
planificación indicativa europea como por las demandas de
racionalización administrativa propias del desarrollo insti-
tucional posrevolucionario.4

Sin embargo, cuatro décadas después, la planeación guber-
namental en México enfrenta un diagnóstico preocupante
que combina avances formales con retrocesos sustantivos,
con un marco normativo de planeación relativamente so-
fisticado, su operación presenta debilidades severas en
continuidad, rendición de cuentas y orientación de largo
plazo, lo que limita su capacidad para guiar el desarrollo
ante problemas complejos que rebasan el ciclo sexenal. La
doctrina administrativa mexicana ha señalado que la plane-
ación ha quedado atrapada entre la producción normativa y
una ejecución poco vinculante, generando una “obligato-
riedad no vinculante” del PND.5, 6, 7

El diseño original de la Ley de Planeación buscó articular
diagnóstico, objetivos, estrategias, metas e instrumentos de
evaluación periódica para encauzar la acción del Estado
hacia el desarrollo integral, con base en el principio de pla-
neación democrática. Reformas posteriores reforzaron la
participación del Congreso y la exigencia de indicadores de
desempeño, con la expectativa de que el PND se convirtie-
ra en un instrumento verificable y sujeto a control político. 

En la práctica, la planeación mexicana se ha visto domina-
da por el sexenalismo; cada administración concibe su
PND como ruptura respecto de planes anteriores, en lugar
de como eslabón de una estrategia de Estado de más largo
aliento, lo que implica el desaprovechamiento y elimina-
ción de avances y capacidades generadas, pérdida de in-
versiones previas e incapacidad para acumular aprendizaje
institucional sobre qué políticas funcionan o fracasan. Esta
lógica resulta especialmente problemática para la transi-
ción demográfica, el cambio climático o la construcción de
sistemas universales de salud y protección social, procesos
que requieren horizontes de al menos dos o tres décadas.8

El caso del Plan Nacional de Desarrollo (PND 2019-2024),
se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 12 de ju-
lio de 20199 como instrumento de planeación estratégica
de alcance nacional, destinado a establecer objetivos, es-
trategias y prioridades para la administración correspon-
diente. Sin embargo, su texto se apartó del modelo técnico
previsto en la Ley de Planeación, privilegiando una narra-
tiva político-programática por encima de un marco de indi-
cadores, metas cuantificadas y líneas base verificables. 

El PND 2019-2024 careció de un diagnóstico empírico ro-
busto, de objetivos específicos medibles y de un sistema
integral de indicadores con líneas de base y metas cuantifi-
cadas, lo que contraviene el espíritu del artículo 21 Ter de
la Ley de Planeación, que exige que el Plan contenga obje-
tivos, prioridades, instrumentos y mecanismos de evalua-
ción; bajo estas condiciones, la evaluación ex post del PND
se vuelve prácticamente imposible y el control legislativo
se reduce a un ejercicio formal sin consecuencias políticas,
administrativas o presupuestales. 

Aunque la Ley de Planeación ha sido reformada en diver-
sas ocasiones y su texto vigente incorpora el vínculo entre
planeación, desarrollo integral y responsabilidad del Esta-
do, todavía arrastra omisiones relevantes que limitan su
eficacia frente a los desafíos actuales. Entre los problemas
detectados destacan:10

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I57



Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados58

• La ley no hace referencia expresa a la planeación de
mediano y largo plazo, ni desarrolla un instrumento con
horizonte de al menos veinte años, por lo que una even-
tual Visión Nacional de Largo Plazo quedaría, sin desa-
rrollo legal, como mandato constitucional de difícil ope-
racionalización. 

• El artículo 20 prevé participación social en la planea-
ción, pero remite su regulación a un reglamento que, a
más de cuatro décadas de expedida la Ley, no ha sido
emitido, generando discrecionalidad en la organización
de consultas y ausencia de estándares procedimentales
exigibles. 

• No se prevé órgano especializado en prospectiva o
análisis de tendencias de largo plazo, pese a que la ela-
boración de una visión nacional exige capacidades téc-
nicas estables, recursos suficientes y autonomía técnica. 

• La vinculación operativa entre planeación sexenal y
presupuesto anual es débil: la Ley de Planeación no des-
arrolla instrumentos como matrices de alineación entre
el PND y el Presupuesto de Egresos de la Federación
(PEF), procedimientos de revisión parlamentaria de di-
cha alineación, ni consecuencias ante desajustes siste-
máticos. 

• La ley tampoco establece un sistema estructurado de
seguimiento y evaluación del PND, con periodicidad,
indicadores claros, difusión pública y consecuencias an-
te metas no cumplidas, lo que limita la función de la pla-
neación como palanca de aprendizaje y rendición de
cuentas. 

Desde 1983 el contexto democrático, económico y tecnoló-
gico de México y del mundo se ha transformado de manera
profunda. La administración pública federal es hoy más com-
pleja y fragmentada, la tecnología permite participación ciu-
dadana masiva y trazable, y la disciplina de la prospectiva es-
tratégica se ha consolidado como campo especializado en el
diseño de visiones de futuro de largo plazo.11

Experiencias internacionales muestran la pertinencia de
institucionalizar órganos de prospectiva y ejercicios de vi-
sión país a 20 o 30 años, como los programas nacionales de
futuros documentados por la Comisión Económica para
América Latina y el Caribe (CEPAL),12 y otros organis-
mos, que integran estudios de tendencias, escenarios y par-
ticipación multisectorial. En Europa, iniciativas recientes
como el ejercicio “France 2035, France 2050” impulsado

por el Haut-Commissariat à la Stratégie et au Plan ilustran
cómo los gobiernos están combinando análisis prospectivo,
participación ciudadana y debate público para construir vi-
siones de largo aliento que orienten la política pública y el
presupuesto.13

En América Latina, sistemas como Sinergia en Colombia o
los mecanismos de evaluación de la Dirección de Presu-
puestos de Chile han mostrado que el seguimiento sistemá-
tico de planes y programas, con tableros de indicadores y
acceso público a la información, fortalece la transparencia
y la orientación a resultados. De manera complementaria,
las experiencias de presupuestos participativos nacionales
y locales en países como Portugal y Brasil han demostrado
que la participación ciudadana vinculante en decisiones
públicas es viable y puede aumentar la legitimidad de las
decisiones de asignación de recursos.14

Considerando los elementos anteriores, la propuesta de ac-
tualización de la Ley de Planeación en tres ejes resulta im-
postergable: 

1. Visión Nacional de Largo Plazo 

- Para dar cumplimiento pleno al artículo 26 consti-
tucional y superar el sexenalismo, se requiere incor-
porar en la Ley un instrumento rector de planeación
con horizonte mínimo de veinte años, dotado de
contenido mínimo, procedimiento de elaboración,
aprobación y actualización, y mecanismos de vincu-
lación con sucesivos PND. 

- Esta Visión debe construirse con base en estudios
prospectivos, diagnósticos estratégicos y escenarios
alternativos, en congruencia con las mejores prácti-
cas internacionales documentadas por CEPAL y con
la experiencia de programas nacionales de prospec-
tiva. 

2. Participación ciudadana vinculante, efectiva y traza-
ble

- La participación social prevista en la ley no puede
seguir dependiendo de un reglamento inexistente, ni
ser meramente consultiva y opaca; se requiere defi-
nir en la propia ley mecanismos mínimos (foros re-
gionales, consulta electrónica nacional, consejos
consultivos, audiencias públicas) y obligaciones de
respuesta fundada a las propuestas ciudadanas. 



- Esto es consistente con el artículo 35 constitucio-
nal, que reconoce la participación de la ciudadanía
en procesos deliberativos, y con las tendencias inter-
nacionales en democracia participativa y presupues-
tación participativa. 

3. Unidad de análisis prospectivo y sistema de segui-
miento del PND

- El diseño e implementación de una Visión de Lar-
go Plazo exige una unidad técnica especializada, con
autonomía de gestión, horizonte más amplio que el
sexenio y presupuesto etiquetado, capaz de coordi-
nar estudios, dialogar con academia y organismos
internacionales y evaluar la consistencia de los PND
con la Visión. 

- Asimismo, se requiere un Sistema de Seguimiento
y Evaluación del PND que integre información de
dependencias, evaluaciones independientes, estadís-
ticas oficiales y aportaciones de la sociedad civil,
con reportes periódicos, tableros públicos de indica-
dores y consecuencias claras ante el incumplimiento
sistemático de metas. 

En síntesis, la presente iniciativa busca cerrar la brecha en-
tre un diseño normativo formalmente robusto y una prácti-
ca de planeación débil y sexenalista, dotando a México de
una Visión Nacional de Largo Plazo, de mecanismos de
participación ciudadana vinculante y de capacidades insti-
tucionales de prospectiva y evaluación que alineen la pla-
neación, el presupuesto y la rendición de cuentas con los
desafíos estructurales del siglo XXI. 

Con base en lo anterior, me permito presentar a esta sobe-
ranía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley de Planeación, en materia de visión
nacional de largo plazo, participación ciudadana vincu-
lante y unidad de análisis prospectivo 

Artículo Único. Se reforma la fracción I del artículo 1o.;
se adiciona una fracción VII al propio artículo 1o.; se adi-
ciona el Capítulo Primero Bis de la Visión Nacional de
Largo Plazo con los artículos 4 Bis, 4 Ter y 4 Quáter; se re-
forma el primer párrafo y se elimina el segundo párrafo al
artículo 5o.; se adiciona un último párrafo al artículo 20; se
reforman las fracciones I y II del artículo 21 Ter; y se adi-

cionan los Capítulos Cuarto Bis y Quinto Bis, con los artí-
culos 32 Bis, 32 Ter, 32 Quáter, 36 Bis, 36 Ter y 36 Quá-
ter, de la Ley de Planeación, para quedar como sigue: 

Artículo 1o. Las disposiciones de esta ley son de orden pú-
blico e interés social y tienen por objeto establecer:

I.- Las normas y principios básicos conforme a los cua-
les se llevará a cabo la Planeación Nacional del Desa-
rrollo de corto, mediano y largo plazo y encauzar, en
función de ésta, las actividades de la Administración Pú-
blica Federal; 

II. a IV. … 

V.- Las bases de participación y consulta a la sociedad,
incluyendo a los pueblos y comunidades indígenas, a
través de sus representantes y autoridades, en la elabo-
ración del Plan y los programas a que se refiere esta
Ley; 

VI.- Las bases para que el Ejecutivo federal concierte
con los particulares las acciones a realizar para la elabo-
ración y ejecución del plan y los programas a que se re-
fiere esta ley, y

VII.- Las bases generales para la elaboración, apro-
bación, actualización y evaluación de la Visión Na-
cional de Largo Plazo y para el funcionamiento de la
Unidad de Análisis Prospectivo y del Sistema de Se-
guimiento y Evaluación del Plan Nacional de Desa-
rrollo.

Capítulo Primero Bis
De la Visión Nacional de Largo Plazo

Artículo 4 Bis. La Visión Nacional de Largo Plazo es el
instrumento rector de la planeación nacional que esta-
blece objetivos estratégicos del desarrollo integral y
sustentable de la Nación, con un horizonte mínimo de
veinte años, al que deberán sujetarse el Plan Nacional
de Desarrollo y los programas que de éste deriven.

Artículo 4 Ter. La Visión Nacional de Largo Plazo de-
berá contener, por lo menos:

I. Un diagnóstico general sobre la situación actual y
los desafíos estructurales de mediano y largo plazo
en los temas prioritarios del desarrollo nacional;
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II. La identificación y proyección de tendencias de-
mográficas, económicas, sociales, tecnológicas, am-
bientales e institucionales relevantes para el país;

III. Objetivos estratégicos nacionales y los indicado-
res de largo plazo que permitan darles seguimiento;
y 

IV. La alineación con los compromisos y agendas in-
ternacionales de largo plazo asumidos por el Estado
mexicano.

Artículo 4 Quáter. La Visión Nacional de Largo Plazo
será elaborada por el Ejecutivo Federal, a través de la
dependencia encargada de la planeación nacional del
desarrollo, con la participación de los gobiernos de las
entidades federativas y de los diversos grupos sociales,
y será remitida a la Cámara de Diputados para su co-
nocimiento y aprobación en los términos que señale es-
ta Ley.

Artículo 5o. El Ejecutivo Federal elaborará el Plan Nacio-
nal de Desarrollo y lo remitirá a la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión para su aprobación, en los plazos
previstos en esta Ley. El Plan Nacional de Desarrollo se
formulará con base en la Visión Nacional de Largo Pla-
zo vigente y deberá incluir un análisis de contribución
de sus ejes y objetivos al cumplimiento de aquélla.

Artículo 20. … 

… 

… 

… 

En todo caso, la participación y consulta a que se refie-
re este artículo deberá incluir, por lo menos, foros re-
gionales de consulta pública, una consulta electrónica
nacional y la integración de consejos consultivos secto-
riales de carácter honorífico, cuyos elementos básicos
de funcionamiento serán desarrollados en el reglamen-
to de esta Ley.

Artículo 21 Ter. … 

I.- Un diagnóstico general sobre la situación actual de
los temas prioritarios que permitan impulsar el desarro-

llo nacional, así como la perspectiva de largo plazo res-
pecto de dichos temas, en congruencia con la Visión
Nacional de Largo Plazo, y 

II.- Una matriz de alineación que vincule los ejes ge-
nerales y objetivos del Plan con los objetivos estraté-
gicos de la Visión Nacional de Largo Plazo y con los
programas y recursos presupuestarios que contribu-
yan a su cumplimiento. 

III. a VI. … 

Capítulo Cuarto Bis
De la Unidad de Análisis Prospectivo y 

Visión de Largo Plazo

Artículo 32 Bis. Se crea la Unidad de Análisis Prospec-
tivo y Visión de Largo Plazo como órgano administrati-
vo desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, con autonomía técnica y de gestión,
encargada de elaborar estudios prospectivos, proponer
la Visión Nacional de Largo Plazo y dar seguimiento a
su cumplimiento.

Artículo 32 Ter. La Unidad estará a cargo de una per-
sona titular con nivel de dirección general, designada
por el titular del Ejecutivo Federal, que deberá reunir,
por lo menos, los requisitos de ciudadanía mexicana,
experiencia en planeación y prospectiva y reconocida
solvencia moral, en los términos que establezca el re-
glamento de esta Ley.

Artículo 32 Quáter. La Unidad contará con un presu-
puesto propio, identificado en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación, suficiente para el desempeño de
sus funciones, el cual será ejercido con criterios de efi-
ciencia, eficacia, economía, transparencia y honradez.

Capítulo Quinto Bis
Del Sistema de Seguimiento y Evaluación del 

Plan Nacional de Desarrollo

Artículo 36 Bis. El Sistema de Seguimiento y Evalua-
ción del Plan Nacional de Desarrollo es el conjunto de
disposiciones, procedimientos e instrumentos mediante
los cuales se dará seguimiento continuo, evaluación pe-
riódica y difusión pública del avance en el cumplimien-
to del Plan y de su alineación con la Visión Nacional de
Largo Plazo.



Artículo 36 Ter. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público integrará la información necesaria para el fun-
cionamiento del Sistema, con la participación de las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública
Federal, del Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social, de la Auditoría Superior de la
Federación y del Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía, en los términos que señale esta Ley y su regla-
mento.

Artículo 36 Quáter. La Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público publicará periódicamente, en los términos
que establezca el reglamento de esta Ley, informes so-
bre el avance de los indicadores y metas del Plan Na-
cional de Desarrollo, en formatos accesibles y de datos
abiertos, a efecto de fortalecer la transparencia, la ren-
dición de cuentas y la participación social en la planea-
ción democrática del desarrollo nacional.

Artículos transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal expedirá el Reglamento de la
Ley de Planeación en un plazo máximo de ciento ochenta
días naturales contados a partir de la entrada en vigor del
presente decreto, desarrollando especialmente los procedi-
mientos de participación ciudadana vinculante, los criterios
de evaluación de la Visión Nacional de Largo Plazo, los me-
canismos de coordinación interinstitucional y los estándares
de calidad y transparencia del Sistema de Seguimiento y
Evaluación. 

Tercero. La Unidad de Análisis Prospectivo y Visión de Lar-
go Plazo deberá quedar instalada dentro de los doce meses
siguientes a la publicación del presente decreto.

Cuarto. El Sistema de Seguimiento y Evaluación del Plan
Nacional de Desarrollo deberá estar plenamente operativo
dentro de los veinticuatro meses siguientes a la publicación
del presente decreto. 

Quinto. La primera Visión Nacional de Largo Plazo deberá
presentarse a la Cámara de Diputados dentro de los dieciocho
meses siguientes a la publicación del presente decreto. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Salud, en materia de Planeación del
Sistema Nacional de Salud, suscrita por el diputado Éctor
Jaime Ramírez Barba y las y los legisladores integrantes
del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, diputado Éctor Jaime Ramírez Barba, a nombre
de las diputadas y los diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional en la LXVI Legis-
latura del honorable Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley General de Salud, en materia de pla-
neación del Sistema Nacional de Salud, al tenor de la si-
guiente 

Exposición de Motivos

El Sistema Nacional de Salud mexicano enfrenta una crisis
estructural asociada particularmente a su fragmentación, lo
que compromete el cumplimiento del derecho constitucio-
nal a la protección de la salud y perpetúa inequidades sis-
temáticas en el acceso a servicios de salud.1

La fragmentación institucional es el principal problema es-
tructural del Sistema Nacional de Salud.2 El sistema opera
mediante instituciones verticalmente integradas y segmen-
tadas: IMSS, ISSSTE, IMSS-Bienestar, servicios estatales
de salud y el sector privado, cada una con financiamiento,
paquetes de servicios y poblaciones objetivo-diferencia-
das.3 Esta desarticulación impide transferencias de flujos
financieros, de afiliados o pacientes entre subsistemas, ge-
nerando duplicidades en infraestructura subutilizada mien-
tras persisten vacíos de cobertura en zonas marginadas. 

Otro problema estructural es la inequidad geográfica que
genera brechas en acceso a servicios; las brechas territoria-
les constituyen el segundo problema crítico. Según Cone-
val,4 las entidades federativas con mayor rezago social pre-
sentan 5.3 veces menos mastógrafos, 5.1 veces menos
consultorios especializados y 3.7 veces menos especialistas
médicos que entidades con menor rezago. En zonas rurales,
39.1 por ciento de la población carece de acceso a servicios
de salud, enfrentando barreras geográficas, lingüísticas y
de infraestructura que profundizan la vulnerabilidad.5

Un tercer problema estructural es la descoordinación inter-
gubernamental y la ausencia de mecanismos instituciona-
les para la coordinación. La relación entre Federación, es-
tados y municipios en salud se caracteriza por
subordinación múltiple al nivel central sin instrumentos
formales de coordinación.6 El proceso de descentralización
iniciado en 1984 se implementó sin modificar sustancial-
mente la distribución de competencias, resultando en frag-
mentación fiscal, administrativa y operativa entre los tres
órdenes de gobierno; lo que mantiene ahora con el recien-
te proceso de recentralización. 

Por otra parte, la ausencia de una participación social ins-
titucionalizada en el ámbito de la salud ha sido otro de los
graves problemas de nuestro Sistema Nacional de Salud; la
participación ciudadana en planeación sanitaria carece de
mecanismos formales que la integren al Sistema Nacional
de Planeación Democrática. 



En este contexto, el derecho a la protección de la salud,
consagrado en el artículo 4o. de nuestra Constitución Polí-
tica desde 1983, constituye un derecho humano fundamen-
tal cuya realización progresiva impone al Estado mexicano
obligaciones positivas que trascienden la mera provisión
de servicios médicos curativos; este derecho exige la cons-
trucción de un sistema de salud estructurado, coordinado y
planificado estratégicamente para garantizar el acceso uni-
versal, equitativo y de calidad a servicios de prevención,
promoción, tratamiento y rehabilitación de la salud.7

No obstante, el imperativo constitucional, el Sistema Na-
cional de Salud mexicano enfrenta déficits estructurales
que comprometen su capacidad para cumplir este mandato.
Según datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Po-
lítica de Desarrollo Social (Coneval), en 2022 más de 53
millones de mexicanos reportaron carencia por acceso a
servicios de salud, y las brechas en la disponibilidad de in-
fraestructura hospitalaria entre entidades federativas con
mayor y menor marginación alcanzan proporciones de 5 a
1 en tecnología médica y 3.7 a 1 en especialistas médicos.8

En el contexto del sistema jurídico mexicano, se establece
en el artículo 25 constitucional que corresponde al Estado
la rectoría del desarrollo nacional mediante la planeación
democrática del desarrollo; esta disposición, resultado de
las reformas constitucionales de 1982-1983, institucionali-
zó la planeación como función de Estado y generó la obli-
gación de que todas las políticas públicas, incluidas las sa-
nitarias, se formulen, ejecuten y evalúen dentro de un
Sistema Nacional de Planeación Democrática. 

El artículo 26 constitucional complementa este mandato al
establecer que el Estado organizará un sistema de planea-
ción democrática del desarrollo nacional que imprima so-
lidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad
al crecimiento de la economía para la independencia y la
democratización política, social y cultural de la nación;
este precepto vincula constitucionalmente la planeación es-
tatal con la realización de derechos sociales, entre los cua-
les se encuentra el derecho a la protección de la salud.

La Ley de Planeación,9 ordenamiento reglamentario de los
artículos 25 y 26 constitucionales, establece las normas y
principios básicos conforme a los cuales se debe llevar a
cabo la planeación nacional del desarrollo y encauza, me-
diante la participación democrática de los diversos grupos
sociales, las actividades de la administración pública fede-
ral. Este ordenamiento, vigente desde 1983 con reformas
sustanciales en 2018, establece el marco jurídico rector pa-

ra todos los instrumentos de planeación, incluido el Pro-
grama Sectorial de Salud, que debe derivar del Plan Na-
cional de Desarrollo. 

El artículo 3 de la Ley de Planeación establece que me-
diante la planeación se fijarán objetivos, metas, estrate-
gias y prioridades, así como criterios basados en estudios
de factibilidad cultural; se asignarán recursos, responsabi-
lidades y tiempos de ejecución, se coordinarán acciones y
se evaluarán resultados; Este mandato vincula a todas las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, incluida la Secretaría de Salud, en su función recto-
ra del sector salud. 

El artículo 16, fracción III, de la Ley de Planeación esta-
blece que corresponde a las dependencias de la APF elabo-
rar los programas sectoriales, considerando las propuestas
que, en su caso, presenten las entidades del sector, los ór-
ganos constitucionales autónomos, y los gobiernos de las
entidades federativas, así como las que deriven de los ejer-
cicios de participación social y de los pueblos y comunida-
des indígenas interesados. 

El artículo 20 de la Ley de Planeación institucionaliza la
participación y consulta de los diversos grupos sociales en
el Sistema Nacional de Planeación Democrática, estable-
ciendo que las organizaciones representativas de los obre-
ros, campesinos, pueblos y grupos populares; de las insti-
tuciones académicas, profesionales y de investigación de
los organismos empresariales; y de otras agrupaciones so-
ciales, participarán como órganos de consulta permanente
en los aspectos de la planeación democrática relacionados
con su actividad a través de foros de consulta popular que
al efecto se convocarán. 

El artículo 23 de la Ley de Planeación dispone que los pro-
gramas sectoriales se sujetarán a las previsiones contenidas
en el Plan y especificarán los objetivos, prioridades y polí-
ticas que regirán el desempeño de las actividades del sec-
tor administrativo de que se trate. Contendrán, asimismo,
estimaciones de recursos y determinaciones sobre instru-
mentos y responsables de su ejecución. 

El artículo 26 Bis de la Ley de Planeación establece los ele-
mentos mínimos obligatorios que deben contener los pro-
gramas derivados del PND: 

- Un diagnóstico general sobre la problemática a aten-
der.
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- Los objetivos específicos del programa alineados a las
estrategias del Plan.

- Las estrategias para ejecutar las acciones. 

- Las líneas de acción indicando la dependencia o enti-
dad responsable. 

- Los indicadores estratégicos que permitan dar segui-
miento al logro de los objetivos. 

Finalmente, el artículo 29 de la Ley de Planeación dispone
que los programas sectoriales deberán ser sometidos a la
consideración y aprobación del presidente de la República
por la dependencia coordinadora del sector correspondien-
te y por el Consejo Nacional de Humanidades, Ciencias y
Tecnologías en la materia de su competencia, previo dicta-
men de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Estas disposiciones constituyen el marco jurídico superior
y obligatorio para la planeación del Sistema Nacional de
Salud; sin embargo, la Ley General de Salud (LGS)10 no
las operativiza ni establece mecanismos específicos de ar-
ticulación entre el Programa Sectorial de Salud y los ins-
trumentos de planeación sectorial, estatal, institucional y
operativo. 

La LGS es el ordenamiento reglamentario del derecho
constitucional a la protección de la salud, pero carece de un
régimen integral de planeación sanitaria que: 

1. Armonice expresamente con la Ley de Planeación, ya
que no establece la relación entre el Programa Sectorial de
Salud, instrumento rector conforme a la Ley de Planea-
ción, y los demás instrumentos de planeación sectorial. 

2. Operativice la participación social en términos de la
Ley de Planeación, no integra los mecanismos de parti-
cipación ciudadana en planeación sanitaria al Sistema
Nacional de Planeación Democrática. 

3. Establezca mecanismos institucionales vinculantes de
coordinación intergubernamental, tampoco crea órganos
colegiados que articulen la planeación entre Federación,
entidades federativas y municipios. 

4. Defina criterios técnicos normativos para asignación te-
rritorial de recursos, no operativiza los principios de la
Ley de Planeación, objetivos, metas, estrategias e indica-
dores en el ámbito específico de infraestructura sanitaria.

5. Cree sistemas integrados de información, ya que no
establece plataformas que faciliten la toma de decisio-
nes basada en evidencia conforme al mandato de eva-
luación de resultados de la Ley de Planeación. 

Estas ausencias normativas perpetúan la fragmentación
institucional del Sistema Nacional de Salud; la coexisten-
cia de múltiples instituciones que operan de manera desco-
ordinada, con poblaciones objetivo-diferenciadas, paquetes
de servicios no homogéneos y sistemas de información no
interoperables, generando duplicidades, vacíos de cobertu-
ra e ineficiencias. 

La pandemia de Covid-19 evidenció dramáticamente las
consecuencias de esta fragmentación: fue evidente la au-
sencia de instrumentos de planeación integrados, lo que
impidió que el Sistema Nacional de Salud funcionara como
un verdadero sistema ante la emergencia. 

Por otro lado, el pasado 15 de enero de 2026, se publicó en
el Diario Oficial de la Federación11 el decreto por el que se
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley General de Salud, que incorporó por primera vez de
manera expresa la planeación de la creación, la sustitución
y la ampliación de infraestructura para la prestación de
servicios de salud, como materia de salubridad general en
el artículo 3o., fracción III Bis. 

Asimismo, la reforma incorporó el Capítulo IV Ter De la
inversión y fortalecimiento de la infraestructura para la
prestación de servicios de salud, con artículos del 60 Sep-
ties a 60 Decies, donde, entre otras cosas, se crea el Plan
Maestro Nacional de Infraestructura en Salud y Equipa-
miento Médico de Alta Tecnología. 

No obstante, estos avances normativos, la reforma de 2026
presenta insuficiencias estructurales que limitan su efica-
cia. La desarticulación de la LGS con la Ley de Planeación
no permite establecer relación entre el Plan Maestro el Pro-
grama Sectorial de Salud, instrumento rector conforme a la
Ley de Planeación, y en consecuencia tampoco con el Plan
Nacional de Desarrollo. 

Además, es evidente la ausencia de la participación social
conforme a estándares de la Ley de Planeación, ya que la
LGS vigente no incorpora mecanismos de consulta popular
ni órganos de consulta permanente en los términos del ar-
tículo 20 de la Ley de Planeación. 
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La falta de coordinación intergubernamental es vidente en
la LGS ya que no establece mecanismos institucionales que
articulen la planeación entre los tres órdenes de gobierno;
tampoco define criterios técnicos como elementos míni-
mos de planeación, tales como: objetivos, metas, estrate-
gias e indicadores, establecidos en el artículo 26 Bis de la
Ley de Planeación. 

Por ello, la presente iniciativa propone subsanar estos défi-
cits normativos mediante la reforma y adición de la Ley Ge-
neral de Salud, armonizándola expresamente con la Ley de
Planeación, operativizando sus principios y mecanismos en
el ámbito específico del sector salud y creando instrumen-
tos de coordinación intergubernamental, participación so-
cial y transparencia que garanticen la efectiva implementa-
ción del Sistema Nacional de Planeación Democrática en
materia de salud. 

La propuesta realiza una armonización constitucional y le-
gal, sin contradecir, los mandatos de los artículos 4o., 25 y
26 constitucionales respecto del derecho a la protección de
la salud, rectoría del Estado mediante planeación democrá-
tica y el Sistema Nacional de Planeación Democrática. Con
la Ley de Planeación operativiza en el sector salud los prin-
cipios, mecanismos e instrumentos del Sistema Nacional
de Planeación Democrática. 

La iniciativa complementa, en la Ley General de Salud, el
marco normativo de planeación sanitaria, subsanando défi-
cits que impiden la efectiva implementación de los instru-
mentos de planeación. La reforma propuesta no crea un sis-
tema paralelo de planeación sanitaria; por el contrario,
integra formalmente la planeación del Sistema Nacional de
Salud al Sistema Nacional de Planeación Democrática es-
tablecido en la Ley de Planeación, operativizando sus prin-
cipios, mecanismos e instrumentos en el ámbito específico
del sector salud. 

Las reformas propuestas institucionalizan la coordinación in-
tergubernamental, insertan expresamente al Sistema Nacio-
nal de Salud en el Sistema Nacional de Planeación Democrá-
tica y alinean la planeación sectorial (Programa Sectorial de
Salud, programas estatales e institucionales) con la Ley de
Planeación; además establecen criterios técnicos vinculantes
para la asignación de recursos, articulan los instrumentos de
planeación y garantizan la participación ciudadana en la de-
finición de prioridades sanitarias, todo ello en el marco del
Sistema Nacional de Planeación Democrática y en plena con-
gruencia con la Ley de Planeación. 

Con estas modificaciones, el Estado mexicano contará con
instrumentos normativos idóneos para cumplir su obliga-
ción constitucional de garantizar progresivamente el dere-
cho fundamental a la protección de la salud, mediante po-
líticas públicas deliberadas, sistemáticas, coordinadas y
evaluables. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de
planeación del Sistema Nacional de Salud 

Artículo Único. Se adiciona una fracción XIV al artículo
6; se adicionan los artículos 6 Bis y 10 Bis; se adiciona un
artículo 13 Bis; se adiciona un párrafo segundo al artículo
60 Septies y se reforma el primer párrafo y se adiciona un
tercer párrafo al artículo 60 Octies; de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 6. … : 

I a XI. ... 

XII. Promover la creación de programas de atención in-
tegral para la atención de las víctimas y victimarios de
acoso y violencia escolar, en coordinación con las auto-
ridades educativas y de conformidad con otras disposi-
ciones legales aplicables; 

XIII. Impulsar el acceso universal a la atención médica a
través del intercambio de servicios entre instituciones pú-
blicas de salud, para garantizar el acceso efectivo a la aten-
ción oportuna y de calidad, para todas las personas, y 

XIV. Diseñar, ejecutar y evaluar las políticas públi-
cas de salud mediante procesos de planeación estra-
tégica, coordinación intergubernamental y partici-
pación social, con base en criterios técnicos y
evidencia científica, en el marco del Sistema Nacio-
nal de Planeación Democrática previsto en la Ley de
Planeación. 

Artículo 6 Bis. La planeación del Sistema Nacional de
Salud se sujetará a las disposiciones de la Ley de Pla-
neación y a las siguientes bases generales: 

I. La planeación del sector salud formará parte del
Sistema Nacional de Planeación Democrática. El
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Programa Sectorial de Salud, derivado del Plan Na-
cional de Desarrollo, será el instrumento rector de la
planeación del Sistema Nacional de Salud, en los tér-
minos de los artículos 21, 23 y 26 Bis de la Ley de
Planeación; 

II. Los programas estatales de salud y los programas
institucionales de las dependencias y entidades del
Sistema Nacional de Salud deberán guardar con-
gruencia con el Plan Nacional de Desarrollo y el Pro-
grama Sectorial de Salud, ajustando sus prioridades
a las características epidemiológicas y sociales de ca-
da entidad federativa; 

III. La Secretaría de Salud, en su carácter de depen-
dencia coordinadora del sector, emitirá los lineamien-
tos generales a que deberán sujetarse los instrumentos
de planeación en materia de salud, incluyendo crite-
rios técnicos para la definición de prioridades, metas e
indicadores, tomando como referencia los principios y
disposiciones de la Ley de Planeación, y 

IV. Los instrumentos de planeación en salud deberán
incorporar mecanismos de participación social y de
evaluación de resultados, en congruencia con los ar-
tículos 3, 16 y 20 de la Ley de Planeación y demás
disposiciones aplicables. 

Artículo 10 Bis. Para el ejercicio del derecho a la pro-
tección de la salud, en el marco del Sistema Nacional de
Planeación Democrática establecido en la Ley de Pla-
neación, se establecerán instancias y procesos de parti-
cipación social y de consulta de los diversos grupos so-
ciales en la planeación del Sistema Nacional de Salud. 

Dichas instancias y procesos comprenderán, cuando
menos, órganos de consulta permanente en salud y me-
canismos de consulta y participación para la elabora-
ción, seguimiento y evaluación de los programas de sa-
lud, particularmente del Programa Sectorial de Salud y
de los programas estatales de salud. 

La Secretaría de Salud emitirá los lineamientos para la
organización y funcionamiento de estas instancias y
procesos de participación social, procurando la inclu-
sión de pueblos y comunidades indígenas, organizacio-
nes de usuarios de servicios de salud, instituciones aca-
démicas y de investigación, y organizaciones de la
sociedad civil, los cuales se publicarán en el Diario Ofi-
cial de la Federación. 

Artículo 13 Bis. La Secretaría de Salud coordinará la
planeación del Sistema Nacional de Salud en el marco
del Sistema Nacional de Planeación Democrática, para
lo cual contará con un mecanismo de coordinación in-
terinstitucional y de consulta permanente, de carácter
colegiado y no remunerado, integrado por representan-
tes de las instituciones públicas que conforman dicho
Sistema. 

Este mecanismo tendrá por objeto:

I. Opinar sobre el contenido del Programa Sectorial
de Salud y coadyuvar a la articulación de los pro-
gramas estatales e institucionales de salud con dicho
programa; 

II. Conocer y emitir recomendaciones sobre los re-
sultados de la evaluación de los programas de salud
y de los indicadores de desempeño del Sistema Na-
cional de Salud, y 

III. Fungir como instancia de consulta con organiza-
ciones de la sociedad civil, instituciones académicas y
otros actores relevantes, en materia de prioridades y
políticas de salud. 

La organización y funcionamiento del mecanismo a que
se refiere este artículo se establecerán en las disposicio-
nes reglamentarias correspondientes.

Artículo 60 Septies.- … 

La planeación de dicho Plan se realizará en congruen-
cia con el Plan Nacional de Desarrollo, el Programa
Sectorial de Salud y los programas estatales de salud,
conforme a los criterios técnicos que emite la Secretaría
de Salud, tomando en cuenta los principios de planea-
ción previstos en la Ley de Planeación. 

Artículo 60 Octies. Las instituciones públicas del Sistema
Nacional de Salud, en los ámbitos federal y estatal, lle-
varán a cabo las acciones necesarias para solicitar a la Se-
cretaría de Salud el registro de sus proyectos de creación,
sustitución o ampliación de unidades médicas, o de adqui-
sición de equipo médico de alta tecnología, en el Plan
Maestro Nacional de Infraestructura en Salud y Equipa-
miento Médico de Alta Tecnología. 

El registro en el Plan Maestro Nacional de Infraestructura
en Salud y Equipamiento Médico de Alta Tecnología ten-
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drá una vigencia máxima de seis años contados a partir de
que la Secretaría de Salud otorgue el folio de registro co-
rrespondiente, el cual podrá ser renovado conforme a los
lineamientos que emita la citada Secretaría.

La Secretaría de Salud establecerá, mediante disposi-
ciones de carácter general, los criterios técnicos y re-
quisitos para la evaluación, y, en su caso, registro de
dichos proyectos, tomando en consideración las nece-
sidades epidemiológicas, la accesibilidad geográfica,
la capacidad instalada existente, la priorización de
poblaciones vulnerables, la factibilidad técnica y la
equidad en el acceso a los servicios de salud, de con-
formidad con los principios de planeación previstos
en la Ley de Planeación.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación

Segundo. La Secretaría de Salud deberá adecuar las
disposiciones reglamentarias y lineamientos que corres-
pondan para la debida implementación de este decreto,
en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales
contados a partir de su entrada en vigor.

Tercero. En la elaboración del siguiente Programa Secto-
rial de Salud, la Secretaría de Salud deberá observar lo dis-
puesto en los artículos 6 y 6 Bis de esta Ley y en la Ley de
Planeación, garantizando su congruencia con el Plan Na-
cional de Desarrollo.

Cuarto. Los gobiernos de las entidades federativas debe-
rán armonizar sus programas estatales de salud con las dis-
posiciones del presente decreto y con el Programa Sectorial
de Salud vigente, dentro de los doce meses siguientes a la
publicación de este último. 

Quinto. Las erogaciones que se generen con motivo de la
entrada en vigor del presente decreto se cubrirán con cargo
a los presupuestos aprobados de las dependencias y entida-
des involucradas, sin que implique ampliaciones presu-
puestarias para el ejercicio fiscal en curso. 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de
2026.— Diputado Éctor Jaime Ramírez Barba (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO 

«Iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley General de
Cambio Climático, a cargo del diputado Yerico Abramo
Masso, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como del artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, dipu-
tado a la LXVI Legislatura e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, presen-
ta iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
la fracción XXIV del artículo 7o. de la Ley General de
Cambio Climático, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas
(ONU)1 “…el cambio climático se refiere a los cambios a
largo plazo de las temperaturas y los patrones climáticos.
Estos cambios pueden ser naturales, debido a variaciones
en la actividad solar o erupciones volcánicas grandes. Pero
desde el siglo XIX, las actividades humanas han sido el
principal motor del cambio climático, debido principal-
mente a la quema de combustibles fósiles como el carbón,
el petróleo y el gas.

La quema de combustibles fósiles genera emisiones de ga-
ses de efecto invernadero que actúan como una manta que
envuelve a la Tierra, atrapando el calor del sol y elevando
las temperaturas.

Las emisiones principales de gases de efecto invernadero
que provocan el cambio climático son el dióxido de carbo-
no y el metano. Estos proceden del uso de la gasolina para
conducir un coche o del carbón para calentar un edificio,
por ejemplo. El desmonte de tierras y bosques también
puede liberar dióxido de carbono. La agricultura y las acti-
vidades relacionadas con el petróleo y el gas son fuentes
importantes de emisiones de metano. La energía, la indus-
tria, el transporte, los edificios, la agricultura y el uso del
suelo se encuentran entre los principales emisores”.

El cambio climático está reconocido de manera indirecta
en nuestra Carta Magna a través de varios derechos y prin-
cipios constitucionales que sirven de base para la política
climática.

El artículo clave de nuestra Constitución, relacionado con
el cambio climático, es el artículo 4o. relativo al derecho a
un medio ambiente sano, estableciendo en su párrafo sexto
“toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano pa-
ra su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respe-
to a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará
responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo
dispuesto por la ley”.

Esta disposición obliga al Estado a prevenir la degradación
ambiental, proteger ecosistemas y a atender problemas am-
bientales graves, como el cambio climático, las políticas
climáticas, la Ley General de Cambio Climático y las ac-
ciones de mitigación y adaptación derivan directamente de
este artículo.

En el mismo artículo se incluye el derecho humano al agua,
ya que el cambio climático afecta directamente este dere-
cho justificando de esta manera las políticas de adaptación
climática en gestión del agua.

Por otra parte, el artículo 25, relacionado con el desarrollo
nacional sustentable, establece que el desarrollo debe ser:
integral, sustentable y en beneficio de la sociedad, por lo
que sirve de base para la transición energética, la reducción
de emisiones, la planeación económica con criterios am-
bientales.

De igual forma, el artículo 27, referido a los recursos natu-
rales, señala que la nación tiene dominio sobre tierras,
aguas y recursos naturales, por lo tanto, le obliga a su apro-
vechamiento, conservando el equilibrio ecológico y este
artículo es la base fundamental para políticas sobre bos-
ques y selvas, energía, uso del suelo y captura de carbono.
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El tema del cambio climático en nuestro país es regulado
por la Ley General de Cambio Climático, ésta es la ley
marco nacional que organiza la respuesta del Estado mexi-
cano ante el cambio climático. Es de orden público, interés
general y aplica en todo el territorio; además, se presenta
como reglamentaria de la Constitución en materia ambien-
tal y de desarrollo sustentable. Su objeto central es garan-
tizar el derecho a un medio ambiente sano y establecer la
concurrencia (reparto coordinado) de facultades entre fede-
ración, estados y municipios para políticas de adaptación y
mitigación; y regular emisiones para que México contribu-
ya a estabilizar concentraciones de gases/compuestos de
efecto invernadero (alineado al régimen internacional). 

El cambio climático es especialmente importante en Méxi-
co porque el país es altamente vulnerable a sus efectos, tan-
to por su ubicación geográfica como por sus condiciones
sociales y económicas.2

Nuestro país está expuesto a huracanes, sequías, inunda-
ciones, olas de calor y pérdida de biodiversidad.

El cambio climático intensifica todos estos fenómenos: hu-
racanes más frecuentes e intensos en el Golfo y el Pacífico,
sequías prolongadas en el norte y centro del país, inunda-
ciones más severas en el sur y zonas costeras, lo que afecta
directamente a millones de personas.

Además, el cambio climático agrava la escasez de agua;
hay menos lluvias regulares, se da una sobreexplotación de
acuíferos, se presentan conflictos por el acceso al agua.

De igual forma, el cambio climático genera un fuerte impac-
to en la agricultura y la seguridad alimentaria, ya que ésta de-
pende mucho del clima. Entre los principales impactos se en-
cuentra la pérdida de cosechas por sequías o lluvias extremas,
afectación a cultivos clave como maíz, frijol y café, hay una
mayor pobreza rural y migración forzada, lo que pone en ries-
go la seguridad alimentaria del país.

Aunado a lo anterior, el cambio climático pone en riesgo la
biodiversidad de nuestro país, los ecosistemas como sel-
vas, manglares y arrecifes están en peligro, muchas espe-
cies pueden desaparecer y se debilitan servicios ambienta-
les como la captura de carbono y la protección contra
tormentas.

Asimismo, el cambio climático genera impactos sociales y
económicos con lo que profundiza desigualdades, afecta
más a comunidades pobres, indígenas y rurales, incremen-

ta enfermedades por calor y contaminación y genera costos
económicos enormes por desastres naturales.

Por lo que enfrentar el cambio climático es clave para el
desarrollo y el futuro del país a efecto de proteger vidas y
economía, garantizar agua, alimentos y energía, cumplir
compromisos internacionales e impulsar energías limpias y
empleos verdes.

En el cuadro anterior se muestra la evolución de los recur-
sos asignados al Anexo 16 referido a los recursos para la
adaptación y mitigación de los efectos del cambio climáti-
co en nuestro país, contemplado en el Presupuesto de Egre-
sos de las Federación para el ejercicio fiscal de cada año,
en el que se incluyen recursos asignados a diversas depen-
dencias del Ejecutivo federal para hacer frente al cambio
climático. Para 2026 se aprobaron 212 mil 569.7 millones
de pesos, es decir, 7 mil 183 millones de pesos (MDP) más
que en 2025, lo que representó 3.5 por ciento, apenas para
cubrir la inflación de 2025, por lo que en términos reales
quedó igual.

Como se puede observar en el cuadro anterior, los recursos
asignados para enfrentar el cambio climático, registra un
comportamiento irregular, lo que genera incertidumbre en
las políticas para enfrentarlo e impide actividades de pla-
neación en el mediano y largo plazo.

En el cuadro anterior se presenta el desglose de los recur-
sos asignados a las diversas dependencias del Ejecutivo fe-
deral para combatir el cambio climático, en dicho cuadro
se observa que la Secretaría de la Defensa Nacional, es la
dependencia con mayor participación con 88 mil 839.8
MDP, que representa 41.8 por ciento del total, le siguen la
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transpor-
tes, con 21.6 por ciento, la Secretaría del Bienestar con
18.4 por ciento y la Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales con 18.4 por ciento.

Cabe resaltar que diversos analistas alertan que no todo ese
dinero realmente contribuye a mitigar o adaptarse al cam-
bio climático, porque muchos programas incluidos (como
infraestructura ferrovial o proyectos de gas) no tienen be-
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neficios climáticos claros. De igual forma se señala que
gran parte del presupuesto que se etiqueta como “climáti-
co” no está realmente orientado a mitigar o adaptarse al
cambio climático, según organizaciones civiles y expertos.
Esto inflaría las cifras sin impacto efectivo.

Por otra parte, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
(SHCP) estima que México requeriría aproximadamente
1.7 billones de pesos anuales (miles de miles de millones)
para financiar adecuadamente sus compromisos de mitiga-
ción y adaptación climática y que esta cifra crecería hacia
2030.3

De acuerdo con la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co,4 “…el Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF)
2025 es uno de los documentos de política pública más im-
portantes de nuestro país, elaborado por medio de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público. En él se describen
la cantidad, la forma de distribución y el destino de los re-
cursos públicos de los tres poderes (Ejecutivo, Legislativo
y Judicial), de los organismos autónomos, como el Institu-
to Nacional Electoral y la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, así como las transferencias a los gobiernos
estatales y municipales”.

En el mismo sentido el Sistema de Información Legislati-
va,5 dependiente de la Secretaría de Gobernación señala
que el “PEF presenta de manera ordenada y sistemática la
información sobre gasto público y esos recursos pueden or-
denarse en la división de Gasto No Programable y Gasto
Programable.

El Gasto No Programable se destina al cumplimiento de
obligaciones y apoyos determinados por la Ley como la

deuda pública, las participaciones a entidades federativas y
municipios, lo que significa que no financia la operación
de las instituciones del gobierno federal.

El Gasto Programable se refiere al que soporta la operación
de las instituciones del gobierno federal para que éstas pro-
porcionen servicios como educación, salud, carreteras o las
relaciones con otros países, etcétera.

De acuerdo con la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria, en México éste deberá remitirse a
más tardar el 8 de septiembre de cada año a la Cámara de
Diputados que tiene como facultad exclusiva aprobarlo a
más tardar el 15 de noviembre y publicarse en el Diario
Oficial de la Federación a más tardar 20 días naturales des-
pués de aprobado”.

Cada año este recinto legislativo es escenario de una am-
plia discusión para la aprobación de recursos para enfren-
tar el cambio climático, es por ello que proponemos que los
recursos asignados para la atención de esta problemática
cada año en el presupuesto federal, nunca sea menor en tér-
minos reales a los del ejercicio fiscal anterior.

Como un referente de esta propuesta, está el artículo 20 de
la Ley General de Desarrollo Social6 que establece que: “el
presupuesto federal destinado al gasto social no podrá
ser inferior, en términos reales, al del año fiscal ante-
rior. Este gasto se deberá incrementar cuando menos en la
misma proporción en que se prevea el crecimiento del pro-
ducto interno bruto en los Criterios Generales de Política
Económica y en congruencia con la disponibilidad de re-
cursos a partir de los ingresos que autorice el Congreso al
Gobierno Federal”.

En el mismo sentido, el artículo 121 de la Ley General de
Educación7 cuando hace referencia al financiamiento de la
educación, señala que: “el Ejecutivo federal y el gobierno
de cada entidad federativa tomarán en cuenta el carácter
prioritario de la educación pública para los fines del desa-
rrollo nacional.

En todo tiempo procurarán fortalecer las fuentes de finan-
ciamiento a la tarea educativa y destinar recursos presu-
puestarios crecientes, en términos reales, para la edu-
cación pública”.

Cabe destacar que en esta Legislatura, el pasado 2 de julio
del año de 2025, se aprobó en la cuarta reunión de la Co-
misión de Ciencia, Tecnología e Innovación, presidida por
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el diputado Eruviel Ávila Villegas, del Partido Verde Eco-
logista de México, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforman diversas disposiciones de la Ley General de
Humanidades, Ciencias, Tecnologías e Innovación, en ma-
teria de presupuesto presentada por el suscrito, mediante la
cual propuse reforma al artículo 30 de la esa ley para que
el monto anual que se destine a la investigación humanísti-
ca y científica, el desarrollo tecnológico y la innovación no
podrá ser inferior en términos reales al aprobado en el
ejercicio inmediato anterior, de conformidad con las dispo-
siciones jurídicas aplicables.

Por otra parte, y en respaldo a esta propuesta, el pasado 30
de diciembre de 2024,8 la presidenta Claudia Sheinbaum,
descartó que en enero (de 2025) se registre un “gasolinazo”
debido a la actualización del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios (IEPS), aunque informó que dio ins-
trucciones a la Secretaría de Energía de que se reúna con
los empresarios gasolineros, para evitar especulaciones so-
bre el precio del combustible. 

Señaló que “Es falso (un aumento de precios a las gasoli-
nas). Eso viene desde la ley del IEPS, que establece que au-
menta de acuerdo con la inflación del año anterior; la in-
flación está cerrando más o menos en 4.3 por ciento,
entonces, eso es lo que tiene de aumento. Es una ley que
hay desde hace mucho tiempo”, explicó.

La presidenta de México aseguró que los incrementos de
precios deben limitarse únicamente a variaciones inflacio-
narias.

Como se puede observar en los párrafos anteriores, esta
propuesta de reforma ya está incluida en otras leyes, ade-
más, coincide con la opinión de la presidenta de nuestro
país, en el sentido de que, no se consideran aumentos en los
precios de los combustibles, sino un simple ajuste por in-
flación, por lo que consideramos que los presupuestos de
las diversas áreas de la administración pública, mínima-
mente se debieran actualizar cada año, como lo sostiene la
presidenta.

Por lo anteriormente expuesto, consideramos pertinente la
propuesta de procurar que el presupuesto destinado a en-
frentar los grandes retos que trae consigo el cambio climá-
tico no sea inferior en términos reales a los del ejercicio del
año anterior, con lo que se fortalecería la planeación, la
continuidad de programas y la capacidad operativa y para
una mejor identificación de la propuesta se presenta el si-
guiente cuadro comparativo.

En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta tri-
buna para someter a consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma la fracción XXIV del ar-
tículo 7o. de la Ley General de Cambio Climático

Artículo Único. Se reforma la fracción XXIV del artículo
7o. de la Ley General de Cambio Climático, para quedar
como sigue:

Artículo 7o. Son atribuciones de la federación las siguientes:

I. a XXIII. …

XXIV. Elaborar y proponer las previsiones presupuesta-
les para la adaptación y mitigación con el fin de reducir
la vulnerabilidad del país ante los efectos adversos del
cambio climático, las cuales no podrán ser inferiores
en términos reales al del ejercicio del año fiscal ante-
rior, de conformidad con las disposiciones jurídicas
aplicables;

XXV. a XXVIII. … 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://www.un.org/es/climatechange/what-is-climate-change#:~:text=
El%20cambio%20clim%C3%A1tico%20se%20refiere,encuen-
tran%20entre%20los%20principales%20emisores.
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2 https://cambioclimatico.gob.mx/vulnerabilidad-al-cambio-climatico/.

3 https://www.dgcs.unam.mx/boletin/bdboletin/2025_329.html.

4 https://www.pef.hacienda.gob.mx/.

5 http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=189.

6 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgds.htm.

7 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lge.htm.

8 https://www.eleconomista.com.mx/economia/sheinbaum-descarta-
gasolinazo-enero-actualizacion-ieps-20241231-740136.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cambio Climático y Sosteni-
bilidad, para dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL, Y LEY GENERAL

DE MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de Caminos, Puentes y Autotransporte Fede-
ral, y General de Movilidad y Seguridad Vial, a cargo del
diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario
del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que reforman y adicionan diversas disposi-
ciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Fe-
deral y de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial,
al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Las autopistas y puentes de cuota son infraestructura esen-
cial para la movilidad de personas y mercancías. Sin em-

bargo, en una parte importante de las casetas de cobro el
pago sigue limitado a efectivo o a dispositivos de telepea-
je (TAG), lo que provoca contratiempos a quienes no por-
tan efectivo o no cuentan con TAG, además de afectar la
eficiencia del servicio.

Una de las imágenes recurrentes captadas por los usuarios
de las diversas autopistas de cuota, son las largas filas de
15 o 20 autos o tráileres y el cobro se torna estresante y te-
dioso, porque falta personal que cobre o faltan o no fun-
cionan los sistemas de prepago. 

En efecto, uno de los problemas más recurrentes que tienen
los usuarios de las diversas carreteras de cuota a lo largo y
ancho de en nuestro país lo constituye el hecho de que las
casetas de cobro no funcionan de forma adecuada ni a su
máximo potencial de atención.

Esta problemática ha sido reconocida públicamente en do-
cumentos legislativos recientes, señalando que en la mayo-
ría de casetas administradas por Caminos y Puentes Fede-
rales de Ingresos y Servicios Conexos (Capufe) el esquema
se limita a efectivo o TAG, lo que genera afectaciones para
usuarios nacionales y turistas, y proponiendo la adopción
generalizada de tarjetas (priorizando tecnología “sin con-
tacto”).

El pasado 9 de mayo de 2025 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación la norma oficial mexicana NOM-033-
SCT2-2024, Diseño de plazas de cobro en carreteras. Crite-
rios de seguridad vial, cuyo objetivo es establecer los crite-
rios de carácter general para la ubicación y diseño de las
plazas de cobro, con el propósito de salvaguardar a las per-
sonas, vehículos y elementos que integran dichas plazas en
las carreteras concesionadas, así como reducir los tiempos de
espera de los usuarios por su impacto en la seguridad vial.1

La aplicación de dicha norma es obligatoria en las carrete-
ras federales y estatales concesionadas, a fin de proveer se-
guridad vial a los usuarios que transiten por las carreteras
y sus plazas de cobro, de forma que éstas cuenten con ele-
mentos y señalamiento vial que los protejan, donde es alto
el riesgo de que por condiciones meteorológicas, por fallas
mecánicas, por errores de los conductores o por caracterís-
ticas específicas del camino, los vehículos pudieran impac-
tar contra otros vehículos o contra los elementos que inte-
gran las plazas de cobro.

En las consideraciones de este documento se señala que “es
necesario establecer los criterios de carácter general para la
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ubicación y diseño de las plazas de cobro, con el propósito
de salvaguardar a las personas, vehículos y elementos que
integran dichas plazas en las carreteras concesionadas, así
como reducir los tiempos de espera de los usuarios por su
impacto en la seguridad vial.”

Por otra parte, se destaca que: una de las principales preocu-
paciones y áreas de oportunidad en la operación de las plazas
de cobro es el índice de siniestros viales que se presentan en
las mismas; si bien estos incidentes no muestran una tasa al-
ta de ocurrencia en el contexto de la siniestralidad vial del pa-
ís, sí que derivan en consecuencias de alto impacto que sue-
len ser fatales tanto para los usuarios de las carreteras como
para el personal que labora en dichas plazas.

Asimismo, señala que “otras grandes preocupaciones aso-
ciadas a la necesidad de incrementar la seguridad vial en
las plazas de cobro son los retrasos que experimentan los
usuarios para realizar el pago debido al impacto en la for-
mación de filas de espera.”

Por lo que destaca que: como parte de las estrategias de
corto plazo a considerar en la atención a estas áreas de
oportunidad, está la correspondiente a la modernización de
la infraestructura y operación de las plazas de cobro, de
forma tal que se brinden criterios de seguridad vial y efi-
ciencia en su operación, relativos a su ubicación, a infor-
mar oportunamente a los conductores sobre los carriles de
cobro que se encuentren en servicio, métodos específicos
de pago, prevenirlos para reducir la velocidad de viaje en
la cercanía a la plaza de cobro, así como instalar correcta-
mente los equipos y dispositivos de seguridad en las plazas
de cobro, Finalmente, esta norma oficial mexicana con-
templa proporcionar los criterios que permitan evitar la
ocurrencia de siniestros fatales en las plazas de cobro.

En esta norma se define como plaza de cobro al área en el
camino que se integra por la zona administrativa (incluye
sala de operación) y el diamante de transición (incluye las
casetas), cuyas funciones principales son el control de trán-
sito y el cobro de peaje por el uso de la carretera.

De igual manera se define como plaza de cobro de circu-
lación continua a la Sección en el camino cuya función es
el registro y cobro de peaje sin que el vehículo deba dete-
nerse o disminuir su velocidad.

Por otra parte, se conceptualiza a los sistemas inteligentes
de transporte (SIT) como el conjunto de soluciones tec-

nológicas que permiten el control, gestión y seguimiento
del tránsito con objeto de mejorar la seguridad vial y efi-
ciencia de los traslados en calles y carreteras.

Asimismo, el TAG (transpondedor de telepeaje) como el
dispositivo electrónico capaz de almacenar, recibir y trans-
mitir datos a través de señales de radiofrecuencia y de co-
municarse con antenas de telepeaje. Está formado por un
circuito electrónico, una antena, una cubierta protectora y,
en su caso, una batería.

Este documento señala que las plazas de cobro se clasifi-
can de acuerdo con su ubicación en troncales y auxiliares,
en las cuales se pueden emplear sistemas de operación
abierto o cerrado y distintas modalidades de cobro. 

Las plazas de cobro troncales son las plazas de cobro lo-
calizada sobre el eje troncal de una carretera de cuota,
transversal a la superficie de rodadura, de un sentido de
circulación o de ambos.

Las plazas de cobro auxiliar son plazas de cobro comple-
mentarias instaladas para acceder o salir de una carretera
de cuota.

En cuanto a los tipos de sistemas de operación se encuen-
tra el sistema abierto que es en el peaje se cobra en un
punto por cada tramo operativo, el cual corresponde a una
sección del total de la longitud de la carretera. Según la
longitud de la vía, en el sistema abierto operan una o más
plazas de cobro troncales y en algunos casos con plazas de
cobro auxiliares complementarias. En las plazas de cobro,
troncales o auxiliares, se efectúan los cobros de las tarifas
de los tramos o subtramos operativos correspondientes a
los tipos de vehículos, con independencia de la distancia
que los vehículos recorran de dicho tramo o subtramo; el
sistema cerrado es en el peaje se cobra por kilómetro de
uso de la carretera. Se distingue del sistema abierto al deli-
mitar un área de operación confinada donde al usuario que
entra a la carretera se le entrega una tarjeta o se le identifi-
ca por algún medio que indique el punto de entrada del ve-
hículo y, al arribar a la salida que le corresponde, se le co-
bra solamente por el recorrido efectuado.

En lo que se refiere a las modalidades de cobro esta norma
señala los siguientes: 

Carriles con pago manual: el usuario hace el pago del pe-
aje en efectivo, asistido por personal en las casetas de co-
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bro, una vez clasificado su vehículo en el sistema de con-
trol de tránsito, y se emite un boleto de pago con la infor-
mación de la plaza de cobro.

Carriles con pago manual y por telepeaje: pago multi-
modal o mixto, manual y por telepeaje. La capacidad pro-
medio de cruce/carril de esta modalidad es de seiscientos
(600) a setecientos (700) vehículos ligeros por hora.

Carriles con pago exclusivo por telepeaje: operan exclu-
sivamente con sistemas electrónicos de cobro a través de
un dispositivo TAG adherido a los vehículos o portátil, que
al aproximarse a la zona de cobro realiza la lectura y el re-
gistro de los datos del TAG en el sistema de control de trán-
sito para abrir la barrera. El control de acceso se efectúa
mediante pórticos electrónicos, que pueden informar al
usuario sobre el saldo de su dispositivo TAG y la autoriza-
ción de acceso en función de éste, o bien, su reconducción
hacia una vía de escape por saldo insuficiente.

La capacidad promedio de cruce/carril de esta modalidad
electrónica es de novecientos (900) a mil doscientos (1 200)
vehículos ligeros por hora. La operación de cruce quedará re-
gistrada en la plaza de cobro con información del TAG, la ta-
rifa, clasificación, modo de pago, imagen, nombre de la pla-
za, fecha, horario y carril de pago, entre otros.

Carriles exprés (Sentri o Ready Lane): se ubican en puer-
tos fronterizos al norte de México. Además de los carriles
regulares, cuentan con carriles exprés de los programas
Sentri (Secure Electronic Network for Travelers Rapid Ins-
pection) o Ready Lane, que agilizan el cruce de viajeros de
bajo riesgo a Estados Unidos de América, al disminuir el
tiempo de revisión aduanal y el tiempo de pago de tarifa
por el cruce internacional, mediante un método de prepago.

Carriles de circulación continua (free flow): operan con
sistemas electrónicos para el cobro del peaje sin transicio-
nes ni barreras físicas, que permiten el flujo vehicular a la
velocidad de operación de la carretera.

Como ya se mencionó, la NOM-033-SCT2-2024 (diseño
de plazas de cobro) describe que el pago manual tradicio-
nal se realiza en efectivo y que es la modalidad que, en pro-
medio, implica más tiempo de cruce; además, expone ca-
pacidades por carril mayores en telepeaje, vinculando el
método de cobro con filas y retrasos. 

A través de esta iniciativa se propone que las casetas acep-
ten tarjetas de débito y crédito, incluyendo pagos sin con-

tacto (contactless), con lo que se podría reducir la depen-
dencia del efectivo y evitar que el usuario se vea obligado
a adquirir un dispositivos de telepeaje (TAG) para viajes
ocasionales.

El objetivo de la propuesta es garantizar que en todas las
casetas y plazas de cobro del país exista, como mínimo, la
aceptación de tarjetas de débito y crédito (con chip y sin
contacto), además de los medios ya existentes, con reglas
claras de operación, señalización, no cobro de comisiones
al usuario por el medio de pago y plazos de implementa-
ción.

En atención a lo anteriormente expuesto, se propone la re-
forma y adición de diversas disposiciones de la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal y de la Ley Ge-
neral de Movilidad y Seguridad Vial y para una mejor
identificación de la propuesta se presenta el siguiente cua-
dro comparativo.
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En atención a lo expuesto, acudo a esta tribuna para some-
ter a la consideración de este pleno y solicitar su respaldo
a la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal y de la Ley General de Movilidad y Se-
guridad Vial

Artículo Primero. Se adicionan las fracciones XVII y XVIII
del artículo 2o., los artículos 30 Bis y 30 Ter, así como la
fracción VI al artículo 74, todos de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a XVI. …

XVII. Plaza de cobro: infraestructura instalada en ca-
minos, carreteras, autopistas o puentes de jurisdicción
federal destinada al cobro de peaje o cuota por su uso,
ya sea mediante casetas atendidas por personal, siste-
mas automáticos, electrónicos o mixtos.

XVIII. Medios de pago bancarios: instrumentos de
pago emitidos por entidades financieras, incluyendo
tarjetas de débito y crédito, así como su uso median-
te tecnología de pagos sin contacto (contactless) y bi-
lleteras digitales vinculadas a dichas tarjetas, con-
forme a las disposiciones aplicables.

Artículo 30 Bis. En todas las plazas de cobro instaladas
u operadas en caminos y puentes de jurisdicción fede-
ral, ya sea por la Secretaría, por organismos públicos
responsables de la operación, o por concesionarios,
asignatarios o permisionarios, deberá garantizarse la
aceptación de, al menos, los siguientes medios de pago:

I. Medios de pago bancarios (tarjeta de débito y cré-
dito, incluyendo tecnología sin contacto);

II. Sistemas de telepeaje (dispositivos de telepeaje,
TAG, u otros interoperables autorizados), y

III. Pago en efectivo cuando así se mantenga previs-
to en la operación de la plaza, sin perjuicio de los es-
quemas de modernización que determinen las auto-
ridades competentes.

En las plazas de cobro con casetas de cobro manual, to-
das las casetas destinadas a cobro manual deberán con-
tar con terminales funcionales para aceptar medios de
pago bancarios, con operación continua y señalización
visible.
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En los esquemas de cobro electrónico sin caseta (por
ejemplo, pórticos o circulación continua), el operador
deberá habilitar un mecanismo de pago con medios de
pago bancarios que no obligue al usuario a adquirir un
TAG, mediante opciones como pago inmediato en sitio
(kiosco/terminal), o pago electrónico por evento asocia-
do a la transacción, conforme a los lineamientos que
emita la Secretaría.

Artículo 30 Ter. La Secretaría emitirá disposiciones de
carácter general para homologar la implementación de
los medios de pago bancarios en plazas de cobro fede-
rales, incluyendo:

I. Estándares mínimos de operación, continuidad del
servicio y contingencia por fallas de comunicación;

II. Reglas de señalización para identificar carriles y
casetas con aceptación de tarjeta y pagos sin contac-
to;

III. Emisión de comprobantes y mecanismos de acla-
ración;

IV. Medidas de seguridad física para la operación y
resguardo, y

V. Coordinación con autoridades locales para pro-
mover la adopción del estándar en plazas de cobro
de jurisdicción estatal o municipal.

Artículo 74. Salvo lo dispuesto en el artículo 74 Bis de
la presente Ley, las infracciones a lo dispuesto en la
misma serán sancionadas por la Secretaría de acuerdo
con lo siguiente:

I. a V. …

VI. Incumplir las obligaciones previstas en los artí-
culos 30 Bis y 30 Ter de esta Ley, con multa de hasta
mil días de salario mínimo, sin perjuicio de las de-
más responsabilidades y medidas aplicables.

Artículo Segundo. Se adiciona un artículo 33 Bis a la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, para que-
dar como sigue:

Artículo 33 Bis. De los medios de pago en plazas de cobro.

La Federación, las entidades federativas, los munici-
pios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México, en el ámbito de su competencia, deberán ase-
gurar que en toda plaza de cobro o caseta de peaje
ubicada en infraestructura vial urbana, rural o carre-
tera, exista la aceptación de medios de pago bancarios
(tarjeta de débito y crédito, incluyendo pagos sin con-
tacto), como estándar mínimo de accesibilidad y mo-
dernización del servicio, sin impedir la disponibilidad
de alternativas para personas usuarias que no cuenten
con dichos medios.

Las autoridades promoverán que la operación y el dise-
ño de dichas plazas se armonice con las normas oficia-
les mexicanas aplicables y con las mejores prácticas de
seguridad vial y reducción de filas y tiempos de espera.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro de los 180 días naturales siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto, la Secretaría de In-
fraestructura, Comunicaciones y Transportes emitirá las
disposiciones de carácter general a que se refiere el artícu-
lo 30 Ter.

Tercero. Las plazas de cobro federales deberán implementar
la aceptación de medios de pago bancarios en términos del
artículo 30 Bis conforme a los siguientes plazos máximos:

a) Plazas troncales y de mayor aforo: dentro de los 12 me-
ses siguientes a la emisión de las disposiciones del artículo
30 Ter.

b) Resto de plazas federales: dentro de los 24 meses siguien-
tes a la emisión de las disposiciones del artículo 30 Ter.

En casos justificados por falta de cobertura de comunica-
ciones u otras limitaciones técnicas acreditadas, la Secreta-
ría podrá autorizar un plan de implementación por etapas
con medidas temporales para garantizar el pago con tarjeta
sin afectar la operación.

Cuarto. Las entidades federativas deberán realizar las ade-
cuaciones normativas necesarias para cumplir el artículo
33 Bis de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial
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dentro de los 12 meses siguientes a la entrada en vigor del
presente decreto.

Quinto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan
al presente decreto.

Nota

1 Consultado en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5756899&fe-
cha=09/05/2025.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Comunicaciones y
Transportes, y de Movilidad, para dictamen.

LEY DE NACIONALIDAD 

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de
Nacionalidad, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso,
del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71 frac-
ción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley de Nacionalidad, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Desde la creación de la unidad de medida y actualización
(UMA) como parámetro de referencia para la determina-
ción de obligaciones, supuestos legales y sanciones previs-
tas en el marco jurídico, el legislador federal ha emprendi-
do un proceso de adecuación normativa con objeto de
armonizar los ordenamientos legales y garantizar certeza
jurídica en su aplicación.

La unidad de medida y actualización, constituye una referen-
cia económica para calcular la cuantía del pago de las obli-

gaciones y supuestos previstos en las leyes federales, de las
entidades federativas, así como en las disposiciones jurídicas
que emanen de todas las anteriores.1

La UMA sustituyó al salario mínimo como la unidad de
cuenta en multas, derechos y otras obligaciones legales, con
objeto de evitar que los incrementos del salario mínimo
afecten a los trabajadores en sus ingresos.

Fue a partir del 28 de enero de 2016, que el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (Inegi) quedó encargado
de calcular el valor diario, mensual y anual de la UMA, la
cual se utiliza en múltiples leyes federales. Este cambio ha
obligado a actualizar cuantiosos ordenamientos, para rem-
plazar las referencias al salario mínimo por la nueva unidad
económica de referencia (UMA), conforme al mandato
constitucional. Por lo tanto, cualquier propuesta de reforma
integral a la Ley de Nacionalidad se debe de considerar
también la armonización de estos términos. 

Dentro de esta reforma se incluyeron artículos transitorios
que son fundamentales para entender la situación actual: el
Transitorio Tercero dispuso que todas las menciones al sa-
lario mínimo en leyes federales, estatales, Ciudad de Mé-
xico y sus reglamentos se entenderían referidas a la UMA
a partir de la entrada en vigor de la reforma. Sin embargo,
en el Transitorio Cuarto ordenó a todos los poderes legisla-
tivos (federal y locales) y autoridades administrativas que,
en el plazo de un año contado desde la vigencia de la re-
forma (es decir, antes del 27 de enero de 2017), realizaran
las modificaciones pertinentes en sus leyes para eliminar
las referencias al salario mínimo como unidad de cuenta y
sustituirlas por la UMA.2 En resumen, la reforma constitu-
cional no solo creó la UMA, sino que mandató la armoni-
zación legislativa en un plazo específico, para que la letra
de la ley reflejara la nueva realidad jurídica.

Cabe destacar que derivado de esta reforma constitucional, se
expidió el 30 de diciembre de 2016 la Ley para Determinar el
Valor de la Unidad de Medida y Actualización, para regular
el cálculo de esta unidad.3 Es en esa ley donde se defina la
UMA como la unidad de cuenta en que se denominan obli-
gaciones legales, cuyo valor se actualiza cada año conforme
a la inflación (Índice Nacional de Precios al Consumidor). A
modo ilustrativo el valor diario, mensual y anual de la UMA
ha ido en aumento cada año desde su creación. Según el In-
egi en 2016 el valor de la UMA diaria fue de 73.04 pesos y
en 2025 de 113.14 pesos (incremento acumulado acorde a la
inflación). En contraste, el salario mínimo general ha tenido
incrementos nominales mucho mayores en años recientes co-
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mo parte de la nueva política salarial: de 73.04 pesos en 2016
subió a 278.80 pesos diarios en la zona del salario mínimo
general en 2025.4 La siguiente gráfica muestra claramente es-
ta divergencia de tendencias:

Ilustración 1. Evolución comparativa del valor diario de la UMA ver-
sus el Salario Mínimo General en México (2016–2025). Fuente: ela-
boración propia con datos oficiales (Inegi, Conasami).

Como se observa en la gráfica, a partir de 2018 el creci-
miento del salario mínimo fue considerable, mientras que
la UMA crece de manera más lineal o proporcional de
acuerdo con la inflación anual. Esta separación de índice
ha permitido que los trabajadores mejoren su ingreso sin
disparar el costo de multas y obligaciones. En otras pala-
bras, gracias a la UMA, “el salario mínimo puede funcio-
nar como instrumento de política pública independien-
te” para recuperar su poder adquisitivo, sin que ese
esfuerzo se vea frenado por su efecto en sanciones u otros
pagos.5

Pese a el mandato constitucional, no todas las leyes fede-
rales fueron modificadas para armonizar dentro del plazo
de un año. El Congreso de la Unión dejó algunas disposi-
ciones sin reformar, confiando quizá en el transitorio terce-
ro (que equipara menciones al salario mínimo con la
UMA) fuera suficiente de manera temporal. Sin embargo,
los artículos transitorios están concebidos para regir situa-
ciones transitorias o temporales, en tanto se realizan los
cambios permanentes en las leyes. Además de eso el pro-
pio transitorio cuarto subraya la obligación de los legisla-
dores de regularizar el texto de las leyes para reflejar la
nueva unidad de medida.

En este caso particular, la Ley de Nacionalidad que fue pu-
blicada el 23 de enero de 1998 (última reforma en 2012) no
ha sido modificada desde la reforma del 2016, por lo que
sigue haciendo referencia el salario mínimo como unidad
de cuenta en sus disposiciones sancionatorias.

El Capítulo V de la Ley de Nacionalidad. Donde se expre-
san las multas en “salarios”. Por ejemplo, el artículo 33 fi-
ja sanciones de 300 a 500 salarios mínimos por ingreso o
salida indebida del país (fracción I), 400 a 800 salarios por
actos fraudulentos para obtener documentación de nacio-
nalidad (fracción II), y 500 a 2000 salarios por contraer
matrimonio con fines de obtención de nacionalidad (frac-
ción III). Asimismo, en el artículo 34 se fija una multa de
mil salarios para infracciones administrativas no previstas
específicamente. La propia ley aclara en su artículo 35 que,
para estos efectos, “por salario se entiende el salario mí-
nimo diario general vigente en el Distrito Federal al
momento de cometerse la infracción”. En otras palabras,
las multas están referenciadas al salario mínimo vigente.6

El plazo del congreso (hasta enero de 2017) ya feneció sin
haberse cumplido, de modo que subsiste una deuda legis-
lativa en materia de desindexación. Actualizar la Ley de
Nacionalidad eliminando toda mención del salario mínimo,
no es un cambio menor, si no el cumplimiento tardío pero
forzoso de un mandato constitucional y de técnica jurídica.

Esto claramente evita confusiones interpretativas: mantener
desfasada la ley puede llevar a que particulares o funcionarios
menos informados pretendan aplicar indebidamente multas
calculadas con el salario mínimo, lo cual sería inconstitucio-
nal. La propia Suprema Corte de Justicia de la Nación
(SCJN) ha advertido que, a partir de la reforma de desinde-
xación, “todos los órganos del Estado con potestad nor-
mativa están impedidos para utilizar el salario mínimo
para fines ajenos a su naturaleza (retributiva)” En conse-
cuencia, cualquier disposición nueva o vigente después de
2016 que pretenda usar el salario mínimo como unidad de
cuenta es contraria al marco constitucional.7

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha res-
paldado firmemente el espíritu de la reforma de 2016 a tra-
vés de sus resoluciones. En julio de 2019, el Pleno de la
Corte invalidó por inconstitucionalidad una porción del
Código Penal del Estado de Chihuahua que fijaba una san-
ción pecuniaria (reparación de daño moral) en veces el sa-
lario mínimo. Los Ministros argumentaron que tal disposi-
ción vulneraba el artículo 123 Apartado A fracción VI
constitucional y el Cuarto Transitorio de la reforma del 27
de enero de 2016, ya que ignoraba que sólo la UMA debe
emplearse como referencia económica en lugar del sa-
lario mínimo.8

En atención a todo lo expuesto, resulta imperativo reformar
la Ley de Nacionalidad a nivel federal para sustituir las re-
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ferencias al salario mínimo por la Unidad de Medida y Ac-
tualización. Esta modificación armonizará la ley secunda-
ria con el mandato constitucional vigente desde 2016, dan-
do cumplimiento (aunque extemporáneo) al plazo fijado en
el Transitorio Cuarto de la reforma.

La reforma que aquí se propone no solo cumple con un
mandato constitucional postergado, sino que también de-
vuelve coherencia técnica y claridad jurídica a una ley que
protege uno de los vínculos más fundamentales entre per-
sona y Estado: la nacionalidad. En conclusión, adoptar la
UMA en las multas de la Ley de Nacionalidad garantizará
la correcta aplicación de las sanciones administrativas en
materia de nacionalidad, en concordancia con la Constitu-
ción y la jurisprudencia vigente. Se subsanará así un reza-
go normativo con resultados positivos: se protegerá el ob-
jetivo constitucional de mejorar los salarios sin efectos
colaterales, y se dotará de claridad a autoridades y particu-
lares en la interpretación de la ley.

Para una mejor identificación de la propuesta, se presenta
el siguiente cuadro comparativo.

En atención a lo expuesto, acudo a esta tribuna para some-
ter a la consideración de este pleno y solicitar su respaldo
a la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley de Nacionalidad

Artículo Único. Se reforman las fracciones I, II y III del
artículo 33 y los artículos 34 y 35 de la Ley de Nacionali-
dad, para quedar como sigue: 

Artículo 33. Las infracciones administrativas previstas en
la presente ley, se sancionarán con lo siguiente: 

I. Se impondrá multa de trescientas a quinientas veces
el valor diario de la unidad de medida y actualiza-
ción, a quien ingrese o salga de territorio nacional en
contravención a lo dispuesto por el artículo 12 de esta
Ley; 

II. Se impondrá multa de cuatrocientas a ochocientas
veces el valor diario de la unidad de medida y actua-
lización: 

a). a c). …

III. Se impondrá multa de quinientas a dos mil veces el
valor diario de la unidad de medida y actualización, a
quien contraiga matrimonio con el único objeto de obte-
ner la nacionalidad mexicana. Igual sanción se impondrá
al cónyuge mexicano que, conociendo dicho propósito,
celebre el matrimonio.

Artículo 34. En los casos no previstos en el artículo ante-
rior, se impondrá multa de hasta mil veces el valor diario
de la unidad de medida y actualización a quien cometa
cualquier infracción administrativa a la presente Ley o a su
reglamento.

Artículo 35. Para efectos del presente capítulo, las mul-
tas previstas en esta Ley se determinarán en veces el va-
lor diario de la unidad de medida y actualización
(UMA) vigente al momento de cometerse la infracción,
conforme a lo publicado anualmente por el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía en el Diario Oficial
de la Federación.
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las sanciones administrativas previstas en el Ca-
pítulo V de la Ley de Nacionalidad deberán calcularse con-
forme al valor vigente de la unidad de medida y actualiza-
ción (UMA) al momento en que se cometa la infracción.

Notas

1 Inegi. (sin fecha). UMA. 

https://www.inegi.org.mx/temas/uma/#informacion_general.

2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm. Acce-
dido 2 de enero de 2026.

3 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. (sin fe-
cha). Ley para determinar el valor de la Unidad de Medida y Actuali-
zación. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/ldvuma.htm.

4 Comisión Nacional de los Salarios Mínimos. (2024). Incremento a
los salarios mínimos para 2025. 

https://www.gob.mx/conasami/articulos/incremento-a-los-salarios-
minimos-para-2025?idiom=es.

5 Basham, Ringe y Correa, SC. (sin fecha). Unidad de medida y ac-
tualización (UMA) y su aplicación en las disposiciones fiscales. 

https://basham.com.mx/unidad-de-medida-y-actualizacion-uma-y-
su-aplicacion-en-las-disposiciones-fiscales/.

6 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. (sin fe-
cha). Ley de Nacionalidad. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/53.pdf.

7 Suprema Corte de Justicia de la Nación. (2016). Acción de inconsti-
tucionalidad 19/2016 (engrose). 

h t tps : / /www2.sc jn .gob .mx/ ju r id ica /engroses /3 /2016 /
19/3_206270_6739_firmado.pdf.

8 Vargas, L. (2019, 8 julio). SCJN ratifica inconstitucionalidad en ba-
sar sanciones en salario mínimo. López-Dóriga Digital. 

https://lopezdoriga.com/nacional/scjn-ratifica-inconstitucionali-
dad-en-basar-sanciones-en-salario-minimo/#:~:text=El%20ple-
no%20de%20la%20Suprema,base%20en%20el%20salario%20m
%C3%ADnimo.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD 

«Iniciativa que adiciona el artículo 341 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo del diputado Yerico Abramo Mas-
so, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona el artículo 341 Bis de la Ley
General de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En México existen alrededor de 1.6 millones de donacio-
nes anuales (2023), lo que equivale a unas 12 donaciones
por cada mil habitantes. Según el Centro Nacional de la
Transfusión Sanguínea Gobierno (CNTS/Salud), sólo 8.3
por ciento de esas donaciones son voluntarias y altruistas,
mientras que 91.7 por ciento restante proviene de reposi-
ción (familiares o amigos).1 Esto representa una clara de-
pendencia a la reposición que de manera altruista. El al-
truismo no es el principal motivo para donar sangre, esto
representa un problema ya que el principio de la donación
se fundamenta intrínsecamente en el altruismo.

El CNTS ha impulsado campañas que han elevado la do-
nación voluntaria de 5.1 por ciento en 2018 a 8.3 por cien-
to en 2023, pero aún dista de 100 por ciento ideal. Adicio-
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nalmente, el sistema de hemodonación en México es alta-
mente fragmentado: hay cerca de 496 bancos de sangre, 52
por ciento públicos (Instituto Mexicano del Seguro Social,
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, Secretaría Salud) y 48 por ciento priva-
dos, aunque pocos alcanzan una producción mínima soste-
nible. El sector público concentra casi 73 por ciento de la
donación nacional (IMSS capta 40 por ciento).2

Claramente, en la sociedad figura la falta de cultura de do-
nación altruista (se desconoce su necesidad fuera del círcu-
lo familiar), discriminación en criterios de selección pre-
vios (por ejemplo hacia donantes de la población de
lesbianas, gays, bisexuales, transgénero, intersexuales y
queer más (LGBTTTIQ+) o con tatuajes, ahora parcial-
mente corregida), y el elevado descarte por tamizaje sero-
lógico (por ejemplo hasta 1.4 de donantes reposición pue-
de presentar serología reactiva).3

La predominancia del modelo de reposición introduce graves
fragilidades al abasto sanguíneo. Al pedir donantes sólo cuan-
do surge una necesidad puntual, los bancos de sangre no pue-
den planificar reservas estables ni anticipar las necesidades
futuras. Esto suele traducirse en existencias limitadas y pér-
dida de componentes por caducidad: los estudios transfusio-
nales indican que la donación por reposición “limita el acce-
so a sangre almacenada en los bancos y resulta en la
expiración excesiva de componentes e induce cuantiosas pér-
didas de recursos financieros”.4 El suministro insuficiente de
sangre afecta directamente muchos servicios médicos críti-
cos. La donación de sangre es imprescindible en urgencias
traumáticas, cirugías mayores (transplantes, intervenciones
cardíacas, etcétera), atención obstétrica (partos con hemorra-
gia), y tratamientos de enfermedades crónicas (cáncer, ane-
mia severa, hematológicas).

En palabras de la hematóloga M. Contreras (UNAM), “la
sangre no cura, pero da tiempo para tratar al paciente” en
múltiples escenarios clínicos (anémicos, post-operatorios, ac-
cidentados, oncológicos).5 Por ello, la escasez de sangre pue-
de llevar a retrasos o cancelaciones de cirugías, riesgos ma-
yores en emergencias o desastres, y complicaciones
agravadas para pacientes vulnerables (mujeres embarazadas,
niños, ancianos, enfermos crónicos). Sin suficientes donantes
regulares, se pone en peligro el derecho a la salud de estos
grupos, pues no hay sustituto artificial para componentes san-
guíneos clave (glóbulos rojos, plaquetas, plasma).

La donación de sangre es considerada un acto de solidari-
dad y ciudadanía. Más allá del beneficio directo en salud,

tiene un valor social significativo: fomenta la cohesión co-
munitaria y la percepción de ayuda mutua. La OMS define
la donación voluntaria como parte integral de las políticas
sanitarias, y encaja con la idea de que donar salva vidas hu-
manas.6

Precisar metas cuantificables y reportarlas periódicamente
fortalece la política de donación. El mandato actual de “im-
pulsar” la donación es amplio, pero sin indicadores con-
cretos dificulta evaluar avances. Al exigir objetivos especí-
ficos (porcentaje de voluntarios, reducción progresiva de
donaciones de reposición, etc.) y divulgar los resultados
anuales, el Estado introduce medición continua que ali-
menta el monitoreo sistemático. En la práctica, esto permi-
te detectar retrasos, ajustar estrategias y comparar desem-
peño interinstitucional (entre hospitales o estados) de
forma objetiva. La propia planeación sectorial de salud de
México establece que cada acción de gobierno llevará “se-
guimiento, reporte y rendición de cuentas” sobre sus metas,
de modo que esta reforma se inscribe en esa cultura admi-
nistrativa. Además, la transparencia pública de datos movi-
liza a la sociedad: la OPS subraya que los donantes volun-
tarios regulares mantienen el abasto estable, a diferencia de
las donaciones familiares esporádicas.7 Además la Organi-
zación Mundial de la Salud (OMS) recomienda que las do-
naciones de sangre consigan que 100 por ciento de ellas se-
an voluntarias.

En suma, fijar metas e indicadores brinda claridad sobre el
impacto de las campañas, promueve la continuidad (evi-
tando que los esfuerzos se pierdan con cambios de admi-
nistración) y mejora la rendición de cuentas del Sistema
Nacional de Salud.

El argumento científico más contundente a favor de la do-
nación voluntaria radica en la reducción drástica de la pre-
valencia de infecciones transmitidas por transfusión (ITT).
Los patógenos de mayor vigilancia epidemiológica inclu-
yen el Virus de la Inmunodeficiencia Humana, el Virus de
la Hepatitis B, el Virus de la Hepatitis C y la sífilis (Trepo-
nema pallidum).8

En la región de Ghana, estudios recientes (2022-2024) re-
fuerzan este hallazgo, indicando que la prevalencia general
de ITT en donantes de reposición es casi el doble que en
donantes voluntarios (19.9 frente a 10.6 por ciento).9

Actualmente, la disposición de sangre se rige por la
NOM-253-SSA1-2012, la cual establece que toda dona-
ción debe ser libre de coacción y no remunerada. Este
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marco normativo busca la protección del donante (que ga-
rantizar que el proceso sea inocuo y funcional), la hemo-
vigilancia (que instaura un sistema de detección y regis-
tro de reacciones adversas “de la vena a la vena”).10 En
noviembre de 2024, se publicó el proyecto de la NOM-
253-SSA1-2024, que busca fortalecer los criterios de se-
lección médica y técnica para alinearlos con estándares
internacionales de seguridad transfusional. La regulación
vigente carece de mecanismos que permitan verificar su
cumplimiento y evaluar su impacto, reforzar el marco le-
gal es fundamental para que la normativa deje de ser sólo
un conjunto de requisitos técnicos y se convierta en el
motor de una transformación real del sistema de salud en
México, ya que el modelo de reposición genera un flujo
de trabajo reactivo y desorganizado en los bancos de san-
gre, lo que aumenta la probabilidad de errores humanos
en la identificación de muestras y tamizaje.

La reforma propuesta se fundamenta plenamente en el mar-
co jurídico vigente. En lo constitucional, el artículo 4o. ga-
rantiza que “toda persona tiene derecho a la protección de
la salud” y ordena al Estado garantizar progresivamente
servicios integrales para tal fin.11 A nivel legal, el artículo
313, inciso V, de la Ley General de Salud (LGS) enco-
mienda a la Secretaría de Salud dirigir políticas de dona-
ción de sangre y componentes, y el artículo 341 Bis vigen-
te dispone que dicha Secretaría “deberá impulsar la
donación de sangre” para fines terapéuticos.12 La inclusión
de metas e indicadores con reporte anual no contradice es-
tas disposiciones; al contrario, las concreta.

En el ámbito internacional el panorama es muy diferente al
de México, en países desarrollados el suministro suele ba-
sarse casi en la donación voluntaria. España: la donación es
voluntaria, altruista y anónima, organizada por los servi-
cios de salud autonómicos y la Cruz Roja Española. En
2018 España registró 1.68 millones de donaciones (36 por
mil habitantes), suficientes para cubrir necesidades hospi-
talarias (oncología, cirugía, enfermedades crónicas, tras-
plantes).13 En Canadá la gestión es centralizada por la or-
ganización sin fines de lucro Canadian Blood Services
(CBS). Recientemente la CBS se planteó la meta de reclu-
tar 1 millón de nuevos donantes en cinco años (2025-2030)
ante una demanda creciente. Aunque solo 2 por ciento de
los elegibles dona actualmente, el enfoque es motivacional
(campañas masivas “Who’s Saving Who”), incentivos no
monetarios como rifas de boletos de avión, regalos simbó-
licos y reconocimiento social).14 Otro de países de ejemplo
es Brasil, que mantiene una alta incidencia en la donación
altruista con 66 por ciento de donaciones espontaneas con-

tra 34 por ciento de reposición, según datos oficiales, con
cerca de 3.6 millones de bolsas recolectadas lo que repre-
senta el 1.8 por ciento de la población.15

La selección rigurosa de donantes voluntarios de bajo ries-
go mitiga este peligro residual. Los donantes recurrentes
son evaluados en múltiples ocasiones, lo que genera un his-
torial de seguridad que minimiza la probabilidad de colec-
tar unidades infectadas en fase de seroconversión. La de-
pendencia de donantes de reposición, quienes a menudo
son donantes por única vez y bajo presión, incrementa la
exposición del sistema a donaciones efectuadas dentro del
periodo de ventana inmunológica.

La transición hacia la donación voluntaria es un imperati-
vo de seguridad nacional. La evidencia formal y oficial
permite concluir que se necesita reducir la fragmentación
de los 556 bancos de sangre para mejorar el control de ca-
lidad y reducir el desperdicio del 12.5 por ciento. Fortale-
cer la educación de la donación de sangre, desmitificar la
donación mediante campañas informativas que resalten no
solo la salvación de hasta tres vidas, sino también los be-
neficios metabólicos para el donante.16 Además de la pro-
moción de la recurrencia, pues el donante más seguro es
que dona regularmente, ya que se somete a tamizajes cons-
tantes y desarrolla una cultura de autocuidado.

México tiene el andamiaje legal y la infraestructura nece-
saria, pero el éxito del sistema depende de transformar el
acto de donar de una respuesta de emergencia familiar a
una práctica social habitual y solidaria.

En atención a lo anterior se propone adicionar un párrafo al
artículo 341 Bis de la Ley General de Salud con el fin de
incrementar de manera progresiva la proporción de dona-
ción voluntaria y altruista y disminuir la dependencia de la
donación por reposición, así como mecanismos de capta-
ción, registro y seguimiento de donantes y para una mejor
identificación de la propuesta, se presenta el siguiente cua-
dro comparativo.
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En atención a lo expuesto, acudo a esta tribuna para some-
ter a la consideración de este Pleno y solicitar su respaldo
a la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona el artículo 341 Bis de la
Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 341 Bis de la Ley General de Salud y se recorre el actual
para pasar a ser párrafo tercero, para quedar como sigue: 

Artículo 341 Bis. La Secretaría de Salud y los gobiernos
de las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos
de competencia, deberán impulsar la donación de sangre,
componentes sanguíneos y células troncales, para coad-
yuvar en el tratamiento o curación de los pacientes que las
requieran; asimismo, la Secretaría de Salud fijará las ba-
ses y modalidades a las que se sujetará el Sistema Nacio-
nal de Salud al respecto.

Para efectos de lo anterior, la Secretaría de Salud debe-
rá establecer metas e indicadores para incrementar de
manera progresiva la proporción de donación volunta-
ria y altruista y disminuir la dependencia de la dona-
ción por reposición, así como mecanismos de captación,
registro y seguimiento de donantes, y publicará anual-
mente los resultados obtenidos, conforme a las disposi-
ciones aplicables.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. La Secretaría de Salud contará con un plazo de
ciento ochenta días naturales para adecuar las disposicio-
nes administrativas necesarias para el cumplimiento de lo
previsto en el artículo 341 Bis.

Notas
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14 Canadian Blood Services. (8 de mayo de 2025). Canadian Blood

Services sets its most ambitious recruitment goal ever: One million

new donors. 
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Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD 

«Iniciativa que reforma el artículo 32 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del
Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo 32 de la Ley Ge-
neral de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La atención médica, por su naturaleza, debe prestarse con
criterios de calidad, seguridad y efectividad, ya que está di-
rectamente relacionada con el derecho a la protección de la
salud. La Organización Mundial de la Salud ha señalado
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que la calidad de los servicios de salud implica que sean se-
guros, efectivos y centrados en las personas, y que los es-
fuerzos por mejorar calidad deben considerar todos los ni-
veles y entornos de atención.1 En México, el derecho a la
salud está tutelado por la Carta Magna2 que en el cuarto pá-
rrafo del artículo 4o. establece toda persona tiene derecho
a la protección de la salud.

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La
ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los
servicios de salud y establecerá la concurrencia de la fede-
ración y las entidades federativas en materia de salubridad
general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del ar-
tículo 73 de esta Constitución. La Ley definirá un sistema
de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la exten-
sión progresiva, cuantitativa y cualitativa de los servicios
de salud para la atención integral y gratuita de las personas
que no cuenten con seguridad social.

EL artículo 32 de la Ley General de Salud3 define “atención
médica” y prevé que, para esos efectos, los prestadores de
servicios de salud “podrán apoyarse en las Guías de Práctica
Clínica y los medios electrónicos”, conforme a las normas
oficiales mexicanas que emita la Secretaría de Salud.

Sin embargo, la redacción actual no menciona de manera
expresa a los hospitales privados, lo que facilita interpreta-
ciones dispares sobre el alcance de este referente técnico,
especialmente en un sistema donde la prestación privada
tiene presencia significativa.

Las guías de práctica clínica4 son instrumentos de medici-
na basada en evidencia que ayudan a estandarizar la aten-
ción, disminuir variación injustificada y favorecer mejores
resultados cuando se desarrollan e implementan con están-
dares adecuados.

En México existe una política pública y estructura institu-
cional para su integración, como el Programa Nacional de
Guías de Práctica Clínica y el Comité Nacional de Guías de
Práctica Clínica, que busca unificar criterios de prioriza-
ción e integración de guías.5

En la práctica, una proporción relevante de la población
busca atención en el sector privado. Evidencia analítica ba-
sada en Encuesta Nacional de Salud y Nutrición, Ensanut,
reporta que el sector privado atiende aproximadamente a la
mitad de la población que presenta una necesidad de salud,
lo cual vuelve indispensable fortalecer la consistencia de la
calidad clínica también en el ámbito privado.6

Adicionalmente, el Inegi7 produce estadísticas específicas
sobre establecimientos particulares de salud, lo que refleja la
magnitud del componente privado en recursos y servicios.

Por ello, esta iniciativa propone reformar el artículo 32 de
la Ley General de Salud para establecer expresamente que
los prestadores del sector privado, incluidos los hospitales
privados, deberán tomar como referencia las Guías de
Práctica Clínica señaladas en dicho artículo, sin afectar el
juicio clínico del personal de salud ni la individualización
del caso. Con esto se busca elevar el estándar de calidad y
homogeneidad mínima en la atención, reducir riesgos pre-
venibles y fortalecer la rectoría sanitaria en un entorno
donde conviven prestadores públicos y privados.

Por lo expuesto consideramos pertinente la propuesta de
modificar el artículo 32 de la Ley General de Salud para
que se incluya de manera expresa a todos los sectores de la
salud para que se apoyen en las Guías de Práctica Clínica
y para una mejor identificación de la propuesta se presenta
el siguiente cuadro comparativo.

En atención a lo expuesto, acudo a esta tribuna para some-
ter a la consideración de este pleno y solicitar su respaldo
a la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 32 de la Ley
General de Salud

Artículo Único. Se reforma el artículo 32 de la Ley Gene-
ral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 32. …

Para efectos del párrafo anterior, los prestadores de servi-
cios de salud de los sectores público, social y privado,
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incluidos los hospitales privados, deberán tomar como
referencia las Guías de Práctica Clínica y los medios
electrónicos, de acuerdo con las normas oficiales mexica-
nas que al efecto emita la Secretaría de Salud, sin perjui-
cio del juicio clínico del personal de salud y de las par-
ticularidades de cada paciente.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Secretaría de Salud, en el ámbito de sus atri-
buciones, emitirá o actualizará los lineamientos necesarios
para la difusión, implementación y evaluación del uso de
las Guías de Práctica Clínica en establecimientos del sector
privado, incluidos los hospitales privados, dentro de los
180 días naturales siguientes a la entrada en vigor del pre-
sente decreto.

Notas

1 https://www.who.int/health-topics/quality-of-care?utm_source=
chatgpt.com#tab=tab_1.

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/doc/CPEUM.doc.

3 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgs.htm.

4 https://www.ncbi.nlm.nih.gov/books/NBK549283/?utm_

5 https://www.gob.mx/salud/dgmoss/acciones-y-programas/direccion-
de-integracion-de-guias-de-practica-clinica?utm_.

6 https://ensanut.insp.mx/encuestas/ensanutcontinua2023/doctos/ana-
liticos/16215-Texto%20del%20art%C3%ADculo-82537-1-10-
20240822.pdf?utm_.

7 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2025/
salud/ESEP2024_RR.pdf?utm_.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD 

«Iniciativa que reforma los artículos 212 y 215 de la Ley
General de Salud, en materia del sello rojo, a cargo del
diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario
del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman los artículos 212 y 215 de la
Ley General de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En México, el etiquetado para alimentos y bebidas no al-
cohólicas preenvasados de fabricación nacional o extranje-
ra, que se comercialicen en nuestro país, es obligatorio de
acuerdo con la NOM-051-SCFI/SSA1-2010, que es la en-
cargada de establecer la información comercial y sanitaria
que deben contener dichos productos.1

Además, la NOM 051 determina las características de di-
cha información y establece un sistema de etiquetado fron-
tal, el cual debe advertir al consumidor final de forma cla-
ra y veraz sobre el contenido de nutrimentos críticos e
ingredientes que representan un riesgo para la salud cuan-
do se consumen en exceso.

Este etiquetado se integra por 5 sellos de advertencia en
forma de octágono, que, de manera clara, sencilla y visi-
ble indican cuando un producto contiene exceso de nutri-
mentos e ingredientes críticos como: calorías, grasas sa-
turadas, grasas trans, azúcar y sodio.

La misma fuente señala que: también incluye 2 leyendas
precautorias sobre contenido de cafeína y edulcorantes, no
recomendables para consumo en niñas y niños. Los pro-
ductos pequeños –que su tamaño sea menor o igual a 40
centímetros cuadrados– presentan “mini-sellos” que indi-
can el número de ingredientes críticos que contienen y
afectan la salud.

De igual forma se indica que: la NOM 051 prohíbe que los
envases contengan personajes infantiles, dibujos animados,
celebridades, etc. o elementos interactivos que estén dirigi-
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dos a niños y niñas para incitar a consumir, comprar o ele-
gir algún producto.

El etiquetado frontal se traduce en diversos beneficios;
ayuda a tomar una decisión de compra informada, para de-
cidir si es sano o no consumir un producto en específico,
informa de manera fácil, rápida y verídica sobre los nutri-
mentos, permite comparar el contenido específico de un
nutrimento (o el contenido global de nutrimentos) de un
producto, con uno o más productos similares y advierte de
ingredientes dañinos para la salud.

Los sellos, proporcionan información directa, sencilla y vi-
sible, de forma rápida y fácil de entender tanto para perso-
nas adultas, como para niñas y niños.

Es así, que el etiquetado frontal puede convertirse en una
valiosa herramienta que además de cumplir con su función
informativa, pueda fomentar mejores elecciones por parte
de los consumidores y al mismo tiempo colaborar en la me-
jora continua de los productos por parte de la industria de
alimentos.

De acuerdo con esto, en nuestro país, los alimentos y bebi-
das no alcohólicas preenvasados deben incorporar informa-
ción nutrimental y, además, un etiquetado frontal de adver-
tencia separado e independiente para advertir excesos de
nutrimentos críticos e ingredientes que determinen las dis-
posiciones normativas competentes.

Lo anterior, se incluye en el artículo 212 de la Ley General
de Salud2 que establece:

“La naturaleza del producto, la fórmula, la composición,
calidad, denominación distintiva o marca, denomina-
ción genérica y específica, información de las etiquetas
y contra etiquetas, deberán corresponder a las especifi-
caciones establecidas por la Secretaría de Salud, de con-
formidad con las disposiciones aplicables, y responde-
rán exactamente a la naturaleza del producto que se
consume, sin modificarse. …

Las etiquetas o contra etiquetas para los alimentos y bebi-
das no alcohólicas, deberán incluir información nutrimen-
tal de fácil comprensión, veraz, directa, sencilla y visible.

Además de lo dispuesto en el párrafo anterior, el etiquetado
frontal de advertencia deberá hacerse en forma separada e
independiente a la declaración de ingredientes e informa-
ción nutrimental, para indicar los productos que excedan los

límites máximos de contenido energético, azúcares añadi-
dos, grasas saturadas, sodio y los demás nutrimentos críti-
cos e ingredientes que establezcan las disposiciones norma-
tivas competentes.”

Por otra parte, la presencia de colorantes en productos preen-
vasados suele pasar inadvertida para la mayoría de las perso-
nas consumidoras, porque normalmente se declara dentro de
la lista de ingredientes, en términos técnicos o con denomi-
naciones que no son fácilmente identificables para el público
general. El resultado es una asimetría de información: la po-
blación no cuenta con una alerta rápida y visible sobre el uso
de colorantes, especialmente en productos de consumo fre-
cuente por niñas, niños y adolescentes.

De acuerdo con la investigación ¿Qué es lo que come-
mos? El doble estándar de los colorantes en los produc-
tos ultraprocesados, realizada por El Poder del Consumi-
dor en colaboración con una organización de origen suizo,
la industria de alimentos comercializa en México produc-
tos con colorantes sintéticos restringidos o prohibidos en la
Unión Europea.3

Dicha investigación demuestra que 52 por ciento de los pro-
ductos analizados en México contienen colorantes sintéti-
cos, mientras que en Suiza y Reino Unido esos mismos pro-
ductos, de las mismas corporaciones globales, no utilizan
colorantes o usan alternativas naturales.

El documento analiza la presencia de colorantes sintéticos
y naturales en productos procesados y ultraprocesados di-
rigidos a niños niñas y adolescentes, como cereales, bota-
nas saladas, bebidas azucaradas y productos lácteos, y
compara productos de marcas como Kellogg´s, Nestlé, Sa-
britas/Fritos Lay o Walkers y Barcel de venta en México,
Unión Europea y Suiza.

En México, las botanas saladas de Barcel y Frito Lay (Sa-
britas-PepsiCo), fueron la categoría con mayor proporción
de productos con colorantes sintéticos (40 por ciento) y
combinados (24 por ciento), lo que representa 63 por cien-
to de esta categoría. De manera similar, más de la mitad de
las bebidas azucaradas (52 por ciento) contenían colorantes
sintéticos o ambos tipos de colorantes, mientras que en los
cereales y barras el 49 por ciento contenía colorantes sintéti-
cos o combinados.

Además, se encontró que en México se utilizan colorantes
sintéticos en los productos procesados y ultraprocesados
como el Rojo 3, Amarillo 5 (Tartrazina), Azul 1 y carame-
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lo IV vinculados con hiperactividad en la infancia, reac-
ciones alérgicas y posibles efectos cancerígenos.

Jorge Vargas, investigador de Salud Alimentaria de El Po-
der del Consumidor, señaló: “Esta investigación destaca
cómo empresas de la industria alimentaria mantiene un
doble estándar, comercializando en México productos
con colorantes sintéticos que han sido eliminados en
otros países por sus efectos adversos en la salud. Es ur-
gente que el gobierno implemente regulaciones más estric-
tas para proteger a los consumidores, especialmente a las
infancias, de la exposición innecesaria a estos aditivos.”

La doctora Laura Moreno, de la Facultad de Medicina de la
UNAM, refirió: “Se ha documentado que los aditivos quí-
micos afectan la composición de la microbiota intestinal y
se han encontrado asociaciones con varias enfermedades,
ya que se consumen en cantidades mayores a las aceptadas.
Además, un mismo aditivo está presente en diversos
productos que se consumen en un solo día.”

Mientras que en la Unión Europea los productos que contie-
nen ciertos colorantes deben incluir advertencias sobre posi-
bles efectos negativos en la salud, en México no existen res-
tricciones específicas, exponiendo a la población a estos
aditivos, especialmente a las niñas y a los niños. Los mis-
mos productos, con la misma marca y empaque, contie-
nen colorantes sintéticos en México, mientras que en Rei-
no Unido y Suiza se elaboran sin estos colorantes o con
alternativas naturales.

La obligación que existe en naciones europeas de llevar la
advertencia en los productos que informa a los consumido-
res de los riesgos de los colorantes sintéticos, ha sido sufi-
ciente para que los fabricantes retiren estos colorantes arti-
ficiales, en especial, para productos dirigidos a la infancia,
la adolescencia y/o que son de alto consumo por la pobla-
ción en general. 

Ante esta situación, expertos nacionales y El Poder del
Consumidor hacen un llamado urgente a las autoridades
mexicanas para implementar medidas que reduzcan la
exposición a colorantes sintéticos en la población. Entre
las recomendaciones clave se incluyen la exigencia de ad-
vertencias en los productos que contengan colorantes sin-
téticos, como ocurre en Europa, la prohibición de uso de
colorantes con riesgos documentados, como Rojo 3, Ama-
rillo 5 y 6, Azul 1 y 2, y Caramelo IV, la restricción de ven-
ta de productos con colorantes sintéticos en entornos esco-
lares y en programas gubernamentales de alimentación, la

regulación de la publicidad de productos con colorantes
sintéticos, especialmente aquellos dirigidos a la infancia, y
la actualización y fortalecimiento del acuerdo de aditivos
alimentarios, alineándolo con las mejores prácticas inter-
nacionales.

Es necesario fomentar y hacer ver la importancia en la re-
gulación y el derecho a la transparencia en el etiquetado y
composición de productos ultraprocesados en nuestro país
para coadyuvar a una mejorar la salud de nuestra pobla-
ción.

Es por ello que se presenta esta iniciativa para proponer la
creación del “Sello Rojo de Colorantes”, como parte del
etiquetado frontal de advertencia, con el fin de advertir de
manera veraz, clara, rápida y simple cuando un producto
preenvasado contenga colorantes añadidos; reducir asime-
trías de información y fortalecer el derecho a la informa-
ción en materia sanitaria; impulsar reformulaciones y sus-
tituciones graduales hacia alternativas menos
controversiales, sin prohibir de forma inmediata el uso de
colorantes autorizados, sino transparentando su presencia.

En atención a lo anteriormente expuesto, consideramos ne-
cesario generar nuevas disposiciones que permitan mayor
transparencia e información en el etiquetado y composi-
ción de productos ultraprocesados, por lo que se proponen
modificaciones a diversos artículos de la Ley General de
Salud y para una mejor identificación de la propuesta se
presenta el siguiente cuadro comparativo.
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En atención a lo expuesto, acudo a esta tribuna para some-
ter a la consideración de este Pleno y solicitar su respaldo
a la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 212 y 215
de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 212 re-
corriéndose en su orden los subsecuentes y se adiciona una
fracción VIII al artículo 215, ambos de la Ley General de
Salud, para quedar como sigue:

Artículo 212. …

…

…

Tratándose de alimentos y bebidas no alcohólicas pre-
envasados que contengan colorantes añadidos, el eti-
quetado frontal de advertencia deberá incorporar un
Sello Rojo de Colorantes, en el área frontal de exhibi-
ción del envase, con la leyenda “Contiene Colorantes”,
conforme a las disposiciones normativas que emita la
Secretaría de Salud, incluyendo los criterios para de-
terminar los colorantes sujetos a la advertencia, los su-
puestos de excepción, así como las características de di-
seño, tamaño, ubicación, legibilidad y demás
especificaciones técnicas.

…

…

Artículo 215. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I. a VII. …

VIII. Sello Rojo de Colorantes: elemento del etique-
tado frontal de advertencia, de color rojo, que ad-
vierte de manera veraz, clara, rápida y simple la pre-
sencia de colorantes añadidos en alimentos y bebidas
no alcohólicas preenvasados, en los términos previs-
tos por esta ley y por las disposiciones normativas
que emita la Secretaría de Salud.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Dentro de los 180 días naturales siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto, la Secretaría de Sa-
lud, en coordinación con las autoridades competentes, de-
berá emitir o adecuar las disposiciones normativas necesa-
rias para la implementación del Sello Rojo de Colorantes.

Tercero. Las personas físicas o morales que fabriquen, im-
porten o comercialicen alimentos y bebidas no alcohólicas
preenvasados contarán con un plazo máximo de 12 meses,
para adecuar el etiquetado de sus productos. Para micro y
pequeñas empresas, podrá establecerse un plazo adicional
de hasta 6 meses, conforme a los criterios que determinen
las disposiciones normativas.

Cuarto. La vigilancia del cumplimiento de lo dispuesto en
el presente decreto se realizará por las autoridades compe-
tentes en el ámbito de sus atribuciones, sin perjuicio de la
aplicación de las sanciones previstas en la Ley General de
Salud por violaciones al artículo 212.

Notas

1 https://www.gob.mx/promosalud/acciones-y-programas/etiquetado-
de-alimentos.

2 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lgs.htm.

3 https://elpoderdelconsumidor.org/2025/03/estudio-sobre-colorantes-
revela-que-en-el-52-de-los-productos-analizados-en-mexico-se-usan-
colorantes-sinteticos-que-estan-restringidos-o-prohibidos-en-europa/.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

«Iniciativa que reforma el artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo, con objeto de dar licencias a trabajadores con
pacientes oncológicos o de radioterapia, a cargo del dipu-
tado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del
PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
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del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona la fracción XXXIV, inciso
a), b), c) y d) al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo,
al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Durante 2024 las principales causas de muerte fueron las
enfermedades del corazón, la diabetes mellitus, los tumo-
res malignos, las enfermedades del hígado y los accidentes.

De los anteriormente descritos encontramos que en cuanto
a las enfermedades su tratamiento se recibe de maneras dis-
tintas, siendo unas mas invasivas que otras.

La quimioterapia es uno de los esquemas de tratamiento
que se utilizan en las enfermedades malignas. Se basa en la
utilización de combinaciones de fármacos que están dirigi-
dos a atacar las células de rápido crecimiento y división co-
mo lo son las células del cáncer.

La quimioterapia es un medicamento sistémico. Esto signi-
fica que se traslada por el torrente sanguíneo y llega a to-
das las partes del cuerpo. Aunque los esquemas de trata-
miento con quimioterapia varían según la indicación,
normalmente se aplican uno o más medicamentos en forma
de ciclos. Esto quiere decir que el paciente recibe, por
ejemplo, la quimioterapia durante uno a varios días (con-
secutivos o a intervalos) cada 3 a 4 semanas, lo que le da
tiempo al cuerpo para regenerarse con células sanas y per-
mite una mejor tolerancia al tratamiento.

Quimioterapia oral: en forma de pastillas, cápsulas o so-
lución.

Quimioterapia tópica: en forma de cremas o ungüentos.

Quimioterapia intratecal: para alcanzar las células presen-
tes en el sistema nervioso central, el medicamento se apli-
ca directamente en el líquido cefalorraquídeo (fluido cere-
broespinal) mediante una punción lumbar (parte inferior de
la columna vertebral).

Quimioterapia subcutánea: en forma de inyectables.

Quimioterapia intravenosa: para aquellos pacientes en los
que es necesario administrar los medicamentos de manera

muy repetida, en ocasiones es necesario colocar una vía
central (catéter) en una de las venas grandes del brazo, tó-
rax o cuello. 

Dado que estos medicamentos no son selectivos para las
células del cáncer, sus efectos se observan también en
aquellas células sanas del cuerpo que presentan un alto ín-
dice de renovación. Esto explica en parte los efectos se-
cundarios de la quimioterapia, que pueden variar de una
persona a otra y se suelen resolver una vez ha concluido el
tratamiento. Es importante informarse con el equipo médi-
co tratante sobre los efectos secundarios específicos de los
fármacos que el paciente va a recibir.

Algunos de los efectos secundarios más frecuentes son:

Náuseas y vómitos: suelen presentarse durante la admi-
nistración de los medicamentos y hasta los días siguien-
tes tras finalizar el tratamiento. Presentan buena res-
puesta a los medicamentos que se usan para evitarlos.

Pérdida del cabello: es común que se vea afectada toda
la superficie corporal. Tras finalizar el tratamiento el ca-
bello puede crecer de diferente color, forma o textura al
que se tenía anteriormente. Ver Manual de Estética on-
cológica.

Alteración de los recuentos sanguíneos: las células de la
sangre suelen disminuir. Así, una caída en los glóbulos
rojos conllevará síntomas de anemia, la disminución de
los glóbulos blancos te hará susceptible a contraer in-
fecciones y el descenso de plaquetas podría provocar
sangrados espontáneos. Por esta razón, en algunos casos
será necesario realizar transfusiones de sangre y plaque-
tas, así como tratamiento antibiótico.

Mucositis: la quimioterapia produce una descamación
de las células que recubren todo el tracto gastrointesti-
nal pudiendo presentarse llagas en la boca y diarrea. Por
tanto, es esencial un cuidado delicado de las encías y los
dientes y mantenerse bien hidratado. Ver Manual pre-
vención y tratamiento de la mucositis oral.

Fertilidad y vida sexual: normalmente durante el trata-
miento disminuye el deseo sexual y la quimioterapia es
tóxica para las células reproductoras. La quimioterapia
suele afectar los ciclos menstruales en las mujeres, con
reglas irregulares que hasta pueden desaparecer. Tam-
bién puede producir síntomas de menopausia como so-
foco y sequedad vaginal. En algunos casos se pueden
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congelar óvulos fecundados o tejido ovárico en vistas
un posible futuro embarazo. En los hombres puede afec-
tar el esperma, por lo que se recomienda congelarlo an-
tes del inicio del tratamiento. Es aconsejable utilizar
métodos anticonceptivos, ya que la quimioterapia po-
dría causar defectos congénitos. Ver Manual sobre la
fertilidad y Leucemia y sexualidad.

Cambios en el estado de ánimo: la quimioterapia altera
el desarrollo habitual de la vida cotidiana, por lo que en
algunos casos los pacientes presentan alteraciones de su
estabilidad emocional cómo tristeza o temor. Es impor-
tante que el paciente comente este hecho con su equipo
tratante, para que le ofrezcan a él y a su entorno las ayu-
das necesarias.

Existe una tipología amplia de tratamientos contra el cán-
cer que actúa evitando que las células cancerosas crezcan,
se dividan y formen más células. Pero existen muchos tipos
de quimioterapia dependiendo del tipo de cáncer, de su ad-
ministración, etc…1

Actualmente, en nuestro país los pacientes oncológicos de-
penden de incapacidades temporales genéricas, que a menu-
do no cubren los periodos específicos de recuperación tras
una quimioterapia y los efectos que esta produce. Si bien
existe en ley vigente y en favor de los padres de niños con
cáncer, un permiso específico con goce de sueldo para que
ellos puedan acompañar a los infantes durante los efectos se-
cundarios inmediatos del tratamiento, se observa como una
problemática real y constante el hecho de que los pacientes
oncológicos no cuenten con un apoyo y blindaje laboral que
les permita y facilite el proceso post quimioterapia.

Esta reforma busca proteger el empleo y la salud del traba-
jador, dignificando y entendiendo que el proceso que atra-
viesan estos pacientes conlleva más que solo la asistencia
hospitalaria, asimismo, y en consecuencia se rompería con
la brecha que impide que quienes sufren estos padecimien-
tos disfruten de sus días de vacaciones e incluso se limita-
rían las afectaciones que sufren en cuanto a descuentos sa-
lariales por su recuperación física.

En tal sentido se propone adicionar una fracción XXXIV al
artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar de
la siguiente manera:

En virtud de lo anteriormente expuesto, acudo a esta tribu-
na para someter a la consideración de este pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona la fracción XXXIV, inci-
so a), b), c) y d) al artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo

Artículo Único. Se adiciona la fracción XXXIV, inciso a),
b), c) y d) al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 132

I. a XXXIII. …

XXXIV. Otorgar a los trabajadores que reciban sesión
de quimioterapia o radioterapia, de 2 a 5 días de des-
canso inmediato después de cada sesión y con goce de
sueldo, de conformidad con las siguientes bases:

a) El periodo de licencia comprenderá de tres a cin-
co días hábiles posteriores a la aplicación de cada
ciclo de tratamiento de quimioterapia o radiotera-
pia, según la prescripción médica otorgada me-
diante certificación simplificada por la institución
de salud (IMSS, ISSSTE, privada etcétera), 
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b) El trabajador deberá presentar la certifica-
ción simplificada de tratamiento expedido por
la institución de salud correspondiente que
acredite la fecha de la sesión y la prescripción
de días de descanso contemplados.

c) En ningún caso el ejercicio de este derecho po-
drá dar lugar a la reducción de salario, presta-
ciones, antigüedad o cualquier otro derecho labo-
ral derivado de su contrato.

d) Esta licencia será independiente y complemen-
taria a los días de incapacidad temporal que, en
su caso, determine la autoridad sanitaria compe-
tente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 https://fcarreras.org/pacientes/tratamientos-enfermedades-hematolo-
gicas/la-quimioterapia/

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero del
2026.— Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, relativo a la
continuidad de servidores públicos en materia de seguri-
dad, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Gru-
po Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-

lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el parrafo segundo de la frac-
cion XIII del artículo 123, Apartado B, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente:

Exposición de Motivos

Considerar institucionalizar la estabilidad laboral y la es-
pecialización técnica de los servidores públicos de seguri-
dad en México como los policías, peritos e investigadores,
blindándolos contra la discrecionalidad política de los
cambios de administración permitiría garantizar la eficacia,
profesionalismo y continuidad de las estrategias contra la
delincuencia. 

Evitar que cada cambio de gobierno implique también la
renovación del personal traería resultados beneficiosos en
materia de seguridad, considerando que una de las princi-
pales problemáticas de los cambios generados por causas
de cambio de administración, genera vacíos operativos y
permite la reorganización de grupos delictivos. La seguri-
dad por sí misma requiere visión a largo plazo, no ciclos
políticos. 

La propuesta de dar continuidad y estabilidad al sector de
seguridad permitiría que los mandos y agentes desarrollen
una carrera basada en el mérito, la experiencia y la capaci-
tación constante, en lugar de lealtades políticas. La Ley
General del Sistema Nacional de Seguridad Pública exige
que las instituciones sean profesionales, disciplinadas y de
carrera, en tal sentido la presente propuesta se alinea a lo
establecido por la ley en mención.

La seguridad especializada (inteligencia e investigación
criminal) requiere en gran medida conocimientos técnicos
precisos y profundos. Si los expertos en cuestión son re-
movidos cada sexenio, se pierde el conocimiento adquirido
sobre el terreno y las redes delictivas.

Un servicio profesional de carrera con estabilidad laboral,
motiva a los interesados a regirse por la integridad, la cons-
tancia, la disciplina y la constante actualización, de esta
manera se podría considerar la reducción ante los posibles
actos de corrupción, pues, al no depender de una “reco-
mendación” política el personal estará obligado a ser eva-
luado según sus méritos y resultados.

Asimismo, los cuerpos de seguridad estables fomentarían
en la ciudadanía confianza de basada en los resultados per-
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manentes (como el descenso en delitos de alto impacto) y
por ende, esto daría como resultado una evaluación objeti-
va de la seguridad pública.

En cuanto a la lucha contra delitos complejos como extor-
sión, delincuencia organizada y más, se requiere capacita-
ción técnica que se pierde si el personal rota constante-
mente, dificultando la detención y el procesamiento
eficiente de los delincuentes.

La permanencia de los cargos especializados convierte a la
seguridad en un servicio de Estado y no en una herramien-
ta de gobierno, protegiendo la paz social al priorizar la ca-
pacidad técnica sobre la política.

Hay países que han implementado la permanencia de los
servidores públicos especializados en seguridad (policía,
inteligencia, altos mandos de seguridad nacional) es decir,
estos no cambian automáticamente con los cambios de ad-
ministración o gobierno, por lo que, dicho países suelen
contar con un sólido y eficiente servicio civil de carrera o
sistema de mérito. Las naciones que han implementado es-
ta actualización contemplan la seguridad como una función
de Estado y no una función de gobierno.1

Alemania cuenta con una burocracia profesional de alto ni-
vel y una policía altamente tecnificada donde los mandos
de carrera prevalecen sobre los cambios políticos.

Francia posee una tradición de administración pública pro-
fesional (fonction publique), con altos mandos de seguri-
dad (como la Gendarmerie o Police Nationale) formados
en escuelas especializadas.

La administración de Reino Unido, incluyendo los servi-
cios de inteligencia y altos mandos policiales, funciona ba-
jo el principio de neutralidad política.

Los países escandinavos como Dinamarca, Suecia y Nor-
uega son conocidos por tener policías nacionales (como el
Rigspoliti en Dinamarca) que operan con altos estándares
técnicos independientes del ciclo político.2

En Canadá las instituciones policiales y de seguridad fede-
rales están basadas en méritos y servicio de carrera.

Así como Japón que mantiene una estructura administrati-
va de seguridad fuertemente meritocrática y de largo plazo.

En México, actualmente, los agentes del Ministerio Públi-
co, peritos y miembros de instituciones policiales pueden
ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisi-
tos de permanencia o si incurren en responsabilidad. Sin
embargo, si un tribunal determina que la separación fue in-
justificada, el Estado solo está obligado a pagar una in-
demnización, prohibiendo expresamente su reinstalación.

Evitar la pérdida del capital humano especializado cada
seis años o cada administración, garantiza que la experien-
cia técnica no se desperdicie por criterios partidistas.

Esta propuesta de reforma busca institucionalizar la estabi-
lidad laboral y la especialización técnica de los servidores
públicos de seguridad en México blindándolos contra la
discrecionalidad política de los cambios de administración.

Por lo expuesto se propone reformar el párrafo segundo de
la fracción XIII del artículo 123, Apartado B, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar de la siguiente manera:
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En tal virtud, acudo a esta tribuna para someter a la consi-
deración de este Pleno y solicitar su respaldo a la siguien-
te iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reformar el parrafo segundo de la
fraccion XIII del artículo 123, Apartado B, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforma el párrafo segundo de la frac-
ción XIII del artículo 123, Apartado B, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos para quedar co-
mo sigue:

Artículo 123. …

Apartado B. …

I. a XII. …

XIII. Los militares, marinos, integrantes de la Guardia
Nacional, personal del servicio exterior, agentes del Mi-
nisterio Público, peritos y los miembros de las institu-
ciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miem-
bros de las instituciones policiales de la federación, las en-
tidades federativas y los municipios, podrán ser separados
de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las le-
yes vigentes en el momento del acto señalen para perma-
necer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en
responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Los
servidores públicos especializados en seguridad, procu-
ración de justicia y peritaje, que formen parte del Ser-
vicio Profesional de Carrera, gozarán de estabilidad en
el empleo y permanencia en el cargo, independiente-

mente de los cambios de administración en los tres ór-
denes de gobierno. Su remoción o separación solo pro-
cederá mediante causa justificada y procedimiento le-
gal que demuestre el incumplimiento de los requisitos
de permanencia o responsabilidad profesional. Los cri-
terios de ascenso y permanencia se basarán exclusiva-
mente en el mérito, la capacitación continua y la eva-
luación de desempeño, prohibiéndose el cese por
criterios políticos o de confianza al término de periodos
de gobierno. Si la autoridad jurisdiccional resolviere que
la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma
de terminación del servicio fue injustificada, el Estado só-
lo estará obligado a pagar la indemnización y demás pres-
taciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso pro-
ceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el
resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere pro-
movido.

Las autoridades federales, de las entidades federativas y
municipales, a fin de propiciar el fortalecimiento del siste-
ma de seguridad social del personal del Ministerio Público,
de las corporaciones policiales y de los servicios periciales,
de sus familias y dependientes, instrumentarán sistemas
complementarios de seguridad social.

El Estado proporcionará a los miembros en el activo del
Ejército, Fuerza Aérea, Armada y Guardia Nacional, las
prestaciones a que se refiere el inciso f) de la fracción XI
de este apartado, en términos similares y a través del orga-
nismo encargado de la seguridad social de los componen-
tes de dichas instituciones.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/es/publications/reports/
2005/09/modernising-government_g1gh5a93/9789264030305-es.pdf

2 https://elpais.com/economia/2025-08-02/asi-se-accede-al-empleo-
publico-en-europa-de-escuelas-para-funcionarios-en-italia-a-la-varie-
dad-alemana.html

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 5o. CONS-
TITUCIONAL, RELATIVO AL EJERCICIO DE LAS

PROFESIONES EN LA CIUDAD DE MÉXICO

«Iniciativa que reforma el artículo segundo transitorio de la
Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucional, relati-
vo al ejercicio de las profesiones en la Ciudad de México,
con el propósito de que el periodismo sea considerado una
profesión, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del
Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforma el artículo segundo transito-
rio, de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Constitucio-
nal, relativo al ejercicio de las profesiones en la Ciudad de
México, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

El reconocimiento del periodismo como una profesión for-
mal en México es un debate urgente y necesario. Hoy en
dia el periodismo en México es reconocido solo como un
oficio.

La profesión del periodismo es por definición una activi-
dad pública. En este carácter encuentra precisamente su ra-
zón de ser, pues su función esencial de investigar y difun-
dir los hechos de interés colectivo, así como de expresar
libremente la opinión sobre estos acontecimientos, consti-
tuye el sistema circulatorio de la sociedad para verse y
comprenderse a sí misma y, en consecuencia, para estar en
mejores condiciones para decidir su destino. 

Una sociedad que decide sin nutrirse de los frutos de la
libertad de expresión, es una sociedad que decide a cie-
gas. Sin información veraz y oportuna, las decisiones so-
ciales y el goce de los derechos ciudadanos carecen de la
libertad que sólo es posible ejercer sobre la base del co-
nocimiento de los asuntos públicos.1

El periodismo funge como uno de los pilares fundamenta-
les que sirve como herramienta en la vida democrática y el
servicio público, y que, además, permite de manera esen-
cial a los ciudadanos la información para poder entender su
entorno en la toma de decisiones, y que estas se generen de
manera libre y fundamentada.

En un mundo y sociedad saturado de datos y noticias, la
importancia de ello radica en transformar el ruido en infor-
mación verificada y contextualizada.

En el contexto bajo el que vivimos, la proliferación de no-
ticias falsas (fake news) y contenidos generados mediante
la Inteligencia Artificial ha hecho que la labor de verifica-
ción del contenido sea crítica, en tanto que, la esencial del
periodismo profesional ofrece y busca por sobre todo dar
“certeza” para evita que los hechos sean distorsionados al
transmitirse de una persona a otra.

Contraste de fuentes: Valida la veracidad de los datos antes
de difundirlos. 

“La comunicación es crucial para la transmisión de
mensajes y la construcción de relaciones en la sociedad,
tanto a nivel interpersonal como en organizaciones y
empresas.”2

Actualmente, el periodismo en México enfrenta una pro-
funda precariedad laboral. 

Existe una demanda persistente para reformar la Ley Fede-
ral del Trabajo e incluir al periodismo como una “profesión
especial”, lo que permitiría establecer salarios mínimos
dignos y prestaciones de ley, sin embargo, para que este
cambio pueda existir existen otras reformas necesarias pre-
viamente a este cambio en materia laboral.

Aproximadamente uno de cada cuatro periodistas en Méxi-
co trabaja en la informalidad. Considerarlo una profesión
obligaría a la formalización de contratos y seguridad so-
cial, especialmente en estados con crisis de informalidad
total como Tlaxcala. 

México se mantiene como uno de los países más peligro-
sos para la prensa, descendiendo a la posición 124 en li-
bertad de prensa en 2025. 

Al profesionalizar la actividad, se facilitaría el acceso a me-
canismos de protección estatales y federales más robustos.
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Con una tasa de impunidad superior a 92 por ciento en crí-
menes contra periodistas, el reconocimiento profesional
otorga una identidad jurídica clara que puede presionar por
investigaciones más rigurosas.

La profesionalización implica que el periodista no sólo sea
un “operador de información”, sino un intelectual con for-
mación interdisciplinaria.

Las universidades hoy preparan a los estudiantes para ma-
nejar no solo técnicas narrativas, sino también herramien-
tas tecnológicas como la Inteligencia Artificial y análisis de
datos, esenciales para combatir la desinformación que tan-
to ha tomado auge en este 2026.

Una profesión requiere un código deontológico estricto
que garantice la veracidad y el servicio público, diferen-
ciando el periodismo profesional del contenido generado
por usuarios en redes sociales.

El sueldo promedio mensual varía drásticamente según la
fuente, desde los 8 mil pesos según datos oficiales hasta los
20 mil 596 pesos según el Imco. 

La fragilidad financiera de los medios debilita su indepen-
dencia frente a poderes políticos y económicos.

Un periodista profesionalmente reconocido tiene mayor
capacidad de resistir la propaganda y ofrecer información
de calidad que ayude a la ciudadanía a tomar mejores deci-
siones. 

Por ello y al ser el periodismo una actividad que implica
suma profesionalización y seriedad que garantice la inte-
gridad y el buen vivir de quienes informan. No se trata de
un privilegio gremial, sino de un derecho ciudadano a reci-
bir información verificada y libre de coacción económica o
violenta.

Por lo expuesto se propone agregar un tercer párrafo para
quedar de la siguiente manera:

En virtud de lo expuesto, acudo a esta tribuna para someter
a la consideración de este pleno y solicitar su respaldo a la
siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo segundo tran-
sitorio, de la Ley Reglamentaria del Artículo 5o. Cons-
titucional, relativo al ejercicio de las profesiones en la
Ciudad de México

Artículo Único. Se adiciona el término “periodista” a la
lista de profesiones que requieren título para su ejercicio,
modificando el artículo segundo transitorio, de la Ley Re-
glamentaria para quedar como sigue:

Segundo. En tanto se expidan las leyes a que se refiere el
artículo 2o. reformado, las profesiones que en sus diversas
ramas necesitan título para su ejercicio son las siguientes:

Actuario

Arquitecto

Bacteriólogo

Biólogo

Cirujano dentista

Contador

Corredor

Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados96



Enfermera

Enfermera y partera

Ingeniero

Licenciado en Derecho

Licenciado en Economía

Marino

Médico.

Médico Veterinario.

Metalúrgico.

Notario.

Periodista.

Piloto aviador.

Profesor de educación preescolar.

Profesor de educación primaria.

Profesor de Educación secundaria.

Químico.

Trabajador social.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://historico.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/arsiu/cont/
39/act/act10.pdf

2 https://www.utb.edu.co/blog/blog-de-ciencias-sociales-y-humanida-
des/el-papel-del-periodismo-y-comunicacion-social-en-la-socie-
dad/#:~:text=El%20periodismo%20es%20fundamental%20para,co-
mo%20en%20organizaciones%20y%20empresas.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

«Iniciativa que adiciona un artículo 92 Quáter a la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor, garantizando que los
proveedores den garantía de abastecimiento a los vendedo-
res, a cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo
Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona el artículo 92 Quáter a la Ley
Federal de Protección al Consumidor, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El retraso de proveedores a vendedores en México es un
desafío estructural, especialmente crítico para el comercio
electrónico y la manufactura. Durante 2024 y 2025, el 37
por ciento de los consumidores en México han señalado las
entregas tardías o incumplidas como su mayor problema al
comprar en línea. Además, 82 por ciento de las empresas
encuestadas en un estudio reciente informaron que sus ca-
denas de suministro se ven afectadas por factores externos
(como aranceles o problemas logísticos).1, 2

El incumplimiento o la tardanza de los proveedores es uno de
los mayores riesgos operativos que puede atravesar cualquier
empresa, ya que este tipo de falta genera un “efecto dominó”
que impacta directa y significativamente en la producción, la
satisfacción del cliente y la salud financiera.

En cualquier negocio, los proveedores son la columna ver-
tebral que mantiene todo en marcha, ya sean los productos
que vendes o los servicios que ofreces. Son responsables
de asegurarse de que tu empresa tenga lo que necesita para
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funcionar en el día a día. Sin embargo, incluso los provee-
dores más confiables pueden tener problemas que afecten
su capacidad de entregar a tiempo o cumplir con los están-
dares de calidad. A medida que las empresas crecen y las
cadenas de suministro se vuelven más complejas, es pro-
bable que surjan problemas con los proveedores. El truco
está en ser capaz de detectar estos problemas a tiempo y so-
lucionarlos antes de que causen mayores problemas a sus
operaciones.3

Los retrasos obligan y limita a los vendedores a reorgani-
zar calendarios, entregas y horarios del personal, y en mu-
chos de los casos provoca que los vendedores busquen so-
luciones de emergencia para garantizar a sus consumidores
el cumplimiento de sus demandas, y si bien, esto resulta
útil para conservar a su clientela esto trae como conse-
cuencia el incremento de los costos operativos. 

Los retrasos generan por sí mismos costos imprevistos,
considerándose, por ejemplo, envíos urgentes, horas extra
de personal, almacenamiento adicional o penalizaciones
por incumplimiento a clientes finales.

La situación en su mayoría se resume en que, si los prove-
edores no entregan a tiempo, la empresa no puede producir
ni vender, y en consecuencia esto implica un retraso en la
entrada de efectivo y desequilibra el flujo de caja, así como
afectaciones en las ganancias previstas.

Un proveedor que incumple pone en riesgo la inversión re-
alizada en el contrato y las ganancias previstas.

Las entregas tardías o en su defecto fallidas dañan la rela-
ción con el cliente, provocando la insatisfacción y pérdida
de ventas futuras, asimismo las malas experiencias generan
por sí recomendaciones y/o reseñas negativas que afectan
la imagen de marca de la a corto, mediano y largo plazo.

Encontramos que los proveedores a menudo ocultan pro-
blemáticas de producción o retrasos y la omisión de dicha
información se da hasta que es demasiado tarde para bus-
car alternativas de solución.

La incapacidad y falta de sinceridad del proveedor para
manejar su capacidad de producción y sus propios inventa-
rios trae como resulta fallas y afectaciones a terceros.

Ante los incumplimientos graves, la empresa puede verse
forzada no solo en romper la relación contractual, sino que

también pueden iniciar procesos legales para reclamar los
daños y perjuicios por el incumplimiento contractual. En
aquellas contrataciones formales, se puede proceder a co-
brar las fianzas o garantías depositadas por el proveedor.
Sin embargo, considerando las implicaciones y gastos que
en consecuencia se generan al tomar medidas legales, mu-
chos afectados deciden no incurrir en procesos legales, ge-
nerando así daños graves y en algunos casos irreparables a
sus negocios.

Para mitigar estos riesgos, se recomienda tomar medidas
de control y vigilancia para que quienes actual como pro-
veedores reconsideren y procuren no incurrir en el incum-
plimiento de la entrega de sus mercancías, considerando
que dichas faltas serán observadas y penalizadas por la au-
toridad competente.

Una propuesta de este tipo y en esta materia fortalecería la
cadena de suministro al proteger al eslabón más vulnerable
(el pequeño o mediano vendedor) frente al poder de mer-
cado de grandes proveedores.

Por lo expuesto se propone adicionar un artículo 92 Quáter
para quedar de la siguiente manera:

En virtud de lo expuesto, acudo a esta tribuna para someter
a la consideración de este Pleno y solicitar su respaldo a la
siguiente iniciativa con proyecto de:
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Decreto por el que se adiciona el artículo 92 Quáter a la
Ley Federal de Protección al Consumidor

Artículo Único. Se adiciona el artículo 92 quáter, fracción
I, II, III y IV, a la Ley Federal del Protección al Consumi-
dor para quedar como sigue:

Artículo 92 Quáter. En las relaciones comerciales donde
un proveedor suministre bienes a un vendedor para su co-
mercialización final, el plazo de entrega no podrá exceder
de 7 días naturales a partir de la confirmación del pedido,
salvo pacto en contrario que beneficie explícitamente al
vendedor.

Si el proveedor incumple este plazo, el vendedor tendrá de-
recho a los siguientes beneficios:

I. Bonificación Obligatoria: Una compensación equiva-
lente a 20 por ciento del valor total de la mercancía re-
trasada, conforme a lo establecido en el derecho a la bo-
nificación de la Profeco.

II. Suspensión de intereses: Si el pedido fue adquirido a
crédito, se suspenderá el devengo de intereses o cargos
por financiamiento durante todo el periodo que dure el
retraso.

III. Prioridad de resurtido: El proveedor deberá otorgar
prioridad de entrega inmediata en los siguientes tres pe-
didos del vendedor afectado, sin cargos adicionales por
logística o urgencia.

IV. Derecho de rescisión: Pasados 15 días de retraso, el
vendedor podrá cancelar el pedido sin penalización al-
guna, debiendo el proveedor reintegrar cualquier antici-
po en un plazo no mayor a 3 días hábiles.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://www.mckinsey.com/capabilities/operations/our-insights/
supply-chain-risk-survey

2 https://roastbrief.com.mx/2021/09/entrega-tardia-el-mayor-proble-
ma-de-los-mexicanos-cuando-compran-online/#:~:text=Muchas%20

personas%20compraron%20en%20internet%20por%20primera,el%2
037%25%20de%20los%20encuestados%20en%20M%C3%A9xico.

3 https://www.spocket.co/es/blogs/problemas-con-proveedores

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

LEY GENERAL DE MOVILIDAD 
Y SEGURIDAD VIAL

«Iniciativa que adiciona los artículos 35 Bis y 42 Bis a la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, para que los
vehículos oficiales cuenten con extintor, a cargo del dipu-
tado Yerico Abramo Masso, del Grupo Parlamentario del
PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como del artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, el que suscribe, Yerico Abramo Masso, dipu-
tado federal de la LXVI Legislatura e integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presento iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un artículo 35 Bis y 42 Bis a la Ley General de
Movilidad y Seguridad Vial, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Para 2021 en 13 países de Europa era obligatorio el extin-
tor en el vehículo: Alemania, Reino Unido, Grecia, Esto-
nia, Lituania, Letonia, Ucrania, Dinamarca, Finlandia,
Suecia, Bulgaria, Rumanía, Irlanda, etcétera.

La normativa actual que establece qué tipo de vehículos es-
tán obligados a llevar extintores portátiles de incendio y la
tipología de los mismos, es la Orden de 27 de julio de 1999
(publicada en el BOE), esta norma indica que condiciones
deben cumplir extintores de incendios instalados en vehí-
culos destinados al transporte de mercancías o personas.

Recordamos que todos los extintores deberán cumplir
con el Reglamento de Aparatos a Presión aprobado por
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Real Decreto 1244/1979, del 4 de abril, y la Instrucción
Técnica Complementaria ITC MIE-AP 5, así como con
lo referido a extintores en el Reglamento de Instalacio-
nes de Protección contra Incendios aprobado por Real
Decreto 1942/1993, de 5 de noviembre. Así como dispo-
ner del marcado CE de extintores.1

Es preciso considerar que, contar con extintores adecuados
en los vehículos no solo es una exigencia legal en diversos
países, sino también una medida esencial para proteger, cui-
dar y preservar el entorno ante circunstancias apremiantes. 

Un extintor es funcional e indispensable en un vehículo de
protección ciudadana, patrullas, ambulancias, unidades de
rescate, protección civil, principalmente para salvar vidas,
salvaguardar la integridad de los agentes y proteger el equi-
po, dada la alta exposición al riesgo que enfrentan en su la-
bor diaria. 

Las unidades de protección suelen ser en su mayoría las
primeras en llegar a escenas de accidentes, choques o co-
natos de incendio. Un extintor permite sofocar fuegos inci-
pientes antes de que se conviertan en grandes incendios.

Ante un accidente, los incendios pueden desarrollarse rápi-
damente por fugas de combustible o fallos eléctricos. El
extintor permite crear una vía de escape segura, evitando
que el personal quede atrapado.

Las patrullas y vehículos de emergencia contienen equipos
costosos y radiofrecuencias. Un extintor puede apagar un
pequeño incendio en el motor o sistema eléctrico, salvando
la unidad de una pérdida total.

Asimismo, estas herramientas permiten a los agentes soco-
rrer a civiles involucrados en otros vehículos incendiados
en la vía pública, actuando como un instrumento de auxilio
inmediato.

En muchos lugares, el transporte comercial, de pasajeros y
de emergencia está obligado por ley o normativas de segu-
ridad (como las NOM en México o normativas de OSHA)
a contar con extintores en buen estado. 

Por tal motivo, se sugiere y considera indispensable el de-
ber de utilizar un extintor de polvo químico seco (tipo
ABC) de fácil acceso y montado de forma segura para evi-
tar que se convierta en un proyectil durante un choque.

Esta propuesta de reforma busca elevar los estándares de
seguridad en la gestión de emergencias mediante la obliga-
toriedad de extintores en unidades oficiales, permitiendo
una respuesta inmediata ante conatos de incendio en la vía
pública.

En tal sentido se propone agregar un párrafo cuarto y quin-
to al artículo 151 de la Ley General de Educación, para
quedar de la siguiente manera:

En virtud de lo anteriormente expuesto, acudo a esta tribu-
na para someter a la consideración de este Pleno y solicitar
su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 35 Bis y 42
Bis a la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial

Artículo Único. Se adiciona un artículo 35 Bis y 42 Bis a
la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, para quedar
como sigue:

Artículo 35 Bis. Equipamiento Obligatorio: “Todo ve-
hículo motorizado perteneciente a dependencias de se-
guridad pública, protección civil y administración pú-
blica en sus tres niveles de gobierno, deberá contar
permanentemente con un extintor de incendios tipo
ABC de al menos 2.5 kg, con carga vigente y en condi-
ciones operativas”.
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Artículo 42 Bis. Inspección y Mantenimiento: “La
unidad responsable del resguardo del vehículo oficial
deberá verificar mensualmente el estado del extintor
conforme a la NOM-154-SCFI, garantizando que el
personal esté capacitado en su uso”

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

1 https://profuego.es/normativa-sobre-extintores-en-vehiculos/

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 10 días de febrero de
2026.— Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Movilidad, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD 

Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, en materia de fortalecimiento del pro-
grama de vacunación universal, a cargo de la diputada Ro-
sa Guadalupe Ortega Tiburcio, del Grupo Parlamentario de
Morena. (La iniciativa podrá ser consultada en el Diario
de los Debates de esta fecha, en el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Nacional de Procedimientos Penales, en mate-
ria de operaciones encubiertas y entregas vigiladas, a car-
go de la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 6, fracción
I, y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de la honora-
ble Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de decre-
to que adiciona los artículos 249 Bis y 249 Ter, así como
reforma los artículos 251 y 252 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, en materia de operaciones encu-
biertas y entregas vigiladas con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La corrupción y la delincuencia organizada transnacional
constituyen una de las amenazas más graves para la estabi-
lidad democrática, la vigencia del estado de derecho y la
garantía efectiva de los derechos humanos en América La-
tina. Sus efectos no se limitan al ámbito penal o adminis-
trativo, sino que erosionan la confianza ciudadana en las
instituciones, distorsionan los mercados, capturan decisio-
nes públicas, debilitan la hacienda pública y profundizan
las desigualdades sociales.

La complejidad contemporánea de estos fenómenos rebasa
las capacidades de respuesta estrictamente nacionales. Las
redes de corrupción, el lavado de activos, el tráfico ilícito
de personas, armas y recursos naturales, así como la infil-
tración del crimen organizado en las estructuras del Estado,
operan mediante esquemas transfronterizos que aprove-
chan vacíos normativos, asimetrías regulatorias y limita-
ciones en la cooperación institucional. Esta realidad exige
respuestas coordinadas, homologadas y articuladas entre
los poderes legislativos de la región.

En este contexto, el foro de presidentes de los poderes le-
gislativos, a través de su Instituto Internacional de Estudios
Legislativos, en colaboración con el programa. El PACC-
TO 2.0 de la Unión Europea, elaboró la Ley Marco Regio-
nal para la Prevención y Persecución Integral de la Co-
rrupción, la Delincuencia Organizada Transnacional y
Delitos Afines,1 como resultado de un proceso técnico-le-
gislativo exhaustivo, dictaminado favorablemente en octu-
bre de 2025 y presentado a las presidencias de los poderes
legislativos de los estados miembros en diciembre del mis-
mo año.

Dicho instrumento representa un esfuerzo sin precedentes
de armonización normativa y cooperación parlamentaria,
orientado a establecer estándares mínimos comunes, prin-
cipios rectores y herramientas jurídicas que refuercen la
prevención, investigación, sanción y reparación de los da-
ños ocasionados por estos delitos. Asimismo, promueve
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mecanismos de coordinación interinstitucional, intercam-
bio de información, fortalecimiento de capacidades, pro-
tección a denunciantes y víctimas, y transparencia en la
gestión pública, bajo una perspectiva de integridad institu-
cional y rendición de cuentas.

Por ello, resulta pertinente retomar los estándares y linea-
mientos contenidos en la referida Ley Marco como base
para el fortalecimiento del orden jurídico nacional, ade-
cuando nuestras disposiciones internas a las mejores prác-
ticas internacionales y regionales. Esta convergencia nor-
mativa no sólo robustece las capacidades del Estado para
combatir la corrupción y el crimen organizado, sino que re-
afirma el compromiso democrático con la legalidad, la
transparencia y la protección del interés público.

Durante 2025, el Gobierno federal de México reportó una
disminución significativa en la incidencia de homicidios do-
losos, uno de los indicadores más relevantes de violencia vin-
culada al crimen organizado en el país. Según las estadísticas
preliminares presentadas por el Sistema Nacional de Seguri-
dad Pública (SESNSP), la tasa de homicidios por cada 100
mil habitantes se situó alrededor de 17.5 en 2025,2 cifra que
representa el nivel más bajo desde 2015 y evidencia un des-
censo notable respecto a años anteriores. Esta reducción se
reflejó tanto en promedios diarios de homicidios como en
comparativos interanuales, y fue destacada por las autorida-
des como un resultado de las estrategias de seguridad imple-
mentadas por la administración federal.

Aun con esta tendencia a la baja, es importante contextua-
lizar los datos dentro de la trayectoria histórica de la vio-
lencia en México. Las cifras oficiales del Instituto Nacio-
nal de Estadística y Geografía (Inegi) muestran que en
2024 se registraron 33 mil 241 defunciones por homicidio,
con tasas significativamente mayores entre los hombres
que entre las mujeres, lo cual refleja la continuidad de pa-
trones de violencia letal que tienen múltiples causas, inclu-
yendo conflictos entre grupos criminales organizados y de-
litos con armas de fuego.3

El gobierno también ha publicado datos que detallan la
evolución reciente de la incidencia delictiva, con reportes
de disminuciones mensuales en homicidios dolosos en va-
rios estados entre 2024 y 2025. Estas estadísticas se utili-
zan para evaluar la eficacia de las políticas públicas de se-
guridad, aunque las autoridades han reconocido que la
calificación jurídica de los hechos y la consolidación de las
cifras oficiales definitivas por parte del Inegi pueden ajus-
tar los números preliminares.4

En ese sentido, se ha visto un incremento en la atención pú-
blica y mediática sobre casos de “narcopolítica”, entendi-
da como la colusión o presunta relación de servidores pú-
blicos con organizaciones criminales. Aunque los casos
judiciales reconocidos por autoridades son limitados, las
detenciones de funcionarios municipales y exfuncionarios
han puesto de manifiesto que la presencia de vínculos en-
tre actores políticos y redes del crimen organizado no es
meramente teórica.

El caso más reciente es la detención de Diego Rivera Na-
varro, presidente municipal de Tequila, Jalisco, quien fue
capturado por autoridades federales y trasladado al penal
de máxima seguridad del Altiplano tras ser señalado por
presuntos nexos con grupos criminales que operan en la re-
gión. Este arresto forma parte de una cadena de acciones
judiciales que han alcanzado a distintos niveles de servido-
res públicos señalados por vínculos con células del crimen
organizado.5

Las detenciones de funcionarios municipales, incluyendo a
alcaldes y exfuncionarios investigados por presunta co-
rrupción y colaboración con grupos delictivos, evidencian
que la investigación sobre narcopolítica ha dejado los cír-
culos de la sociedad civil para convertirse en un asunto con
impacto judicial real. Por ejemplo, en 2025 y 2026 se re-
portó la captura de Hernán Bermúdez Requena, ex secreta-
rio de Seguridad Pública de Tabasco, detenido en Paraguay
y extraditado a México para enfrentar cargos federales re-
lacionados con asociación delictuosa, extorsión y presun-
tos vínculos con la organización criminal conocida como
“La Barredora”, bajo el paraguas del Cártel Jalisco Nueva
Generación (CJNG).6

Además de las acciones judiciales, han surgido plataformas
periodísticas e iniciativas ciudadanas que buscan docu-
mentar y exponer perfiles de políticos con supuestos nexos
con el crimen organizado. El sitio Narcopolíticos,7 por
ejemplo, ha publicado listados de gobernadores, alcaldes y
otros servidores públicos señalados por presuntas conexio-
nes con estructuras delincuenciales, como parte de un es-
fuerzo por visibilizar la dimensión política del fenómeno y
contrarrestar la impunidad.

Estas detenciones han coincidido con presiones internacio-
nales, particularmente de Estados Unidos de América
(EUA), para que México investigue, procese y, de ser ne-
cesario, extradite a políticos con presuntos vínculos con
carteles de la droga. En 2025 funcionarios estadounidenses
habrían instado al gobierno mexicano a intensificar las ac-
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ciones contra políticos relacionados con el crimen organi-
zado, incluyendo solicitudes de investigación y procesa-
miento penal.

La presente iniciativa tiene por objeto fortalecer el marco
institucional en materia de seguridad pública mediante la
prevención, investigación y sanción eficaz del crimen or-
ganizado y de los actos de corrupción que facilitan su ope-
ración, garantizando al mismo tiempo la protección plena
de los derechos humanos. Ser parte del reconocimiento de
que la violencia y la infiltración de estructuras delictivas en
las instituciones públicas no sólo constituyen un problema
de seguridad, sino una amenaza directa al estado de dere-
cho, a la gobernabilidad democrática y a la confianza ciu-
dadana en las autoridades.

Con ello, se fortalece la cultura de legalidad, se combate la
impunidad y se avanza hacia un modelo de seguridad de-
mocrática con enfoque en las personas, congruente con los
compromisos constitucionales e internacionales asumidos
por el Estado mexicano en materia de derechos humanos,
combate a la corrupción y a la delincuencia organizada. En
suma, se busca consolidar un entorno de paz, justicia y
confianza institucional como base indispensable para el de-
sarrollo social y económico del país.
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Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se adicionan los artículos 249 Bis y
249 Ter, y se reforman los artículos 251 y 252 del Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales, en materia de
operaciones encubiertas y entregas vigiladas

Único. Se adicionan los artículos 249 Bis y 249 Ter, y se
reforman los artículos 251 y 252 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, para quedar como sigue:

Artículo 249 Bis. Entrega vigilada.

La entrega vigilada, deberá ser con la autorización pre-
via del Juez de Control, consiste en permitir que reme-
sas ilícitas o sospechosas o dinero en efectivo, instru-
mentos u objetos de valor, municiones, explosivos u
otros instrumentos relacionados con el tipo de delito
que se investiga, se entreguen, ingresen, transiten o sal-
gan del territorio nacional, con el control y supervisión
permanente del Ministerio Público, con el propósito de:

I. Identificar a las personas y organizaciones involu-
cradas en la comisión del delito;

II. Identificar y localizar los bienes, producto, ins-
trumentos o ganancias, para lograr su aseguramien-
to, incautación y posterior comiso; 

III. Obtener datos de prueba, medios de prueba o in-
formación relevante en la investigación; o,

IV. Prestar auxilio y cooperación a las autoridades
extranjeras, conforme a los tratados internacionales
de los que el Estado mexicano sea parte.

Cuando se reciba información procedente de una auto-
ridad extranjera, éstas deberán suministrar a las auto-
ridades nacionales, con la mayor brevedad, la informa-
ción referente a las acciones emprendidas por ellas en
relación con la mercadería sometida al procedimiento
de entrega vigilada y a los actos judiciales subsecuentes.
Una vez iniciado un proceso, las autoridades nacionales
podrán autorizar el uso del procedimiento de entrega
vigilada.

Las autoridades nacionales podrán solicitar a las auto-
ridades extranjeras que conozcan de un proceso en el
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que medie el procedimiento de entrega vigilada, la re-
misión de todos los estados referentes a él, los cuales po-
drán utilizarse en los procesos nacionales.

Los servidores públicos debidamente autorizados para
participar en la ejecución de la entrega vigilada no incu-
rrirán en responsabilidad penal, siempre que sus actos se
realicen dentro de los límites de la autorización judicial y
con la finalidad exclusiva de obtener datos de prueba o
dar seguimiento a los bienes producto del delito.

En ningún caso se permitirá la provocación, inducción
o instigación para la comisión de delitos.

Artículo 249 Ter. Operaciones encubiertas.

El Ministerio Público, previo control judicial, podrá au-
torizar a agentes de las instituciones policiales para ac-
tuar bajo identidad supuesta, así como para adquirir,
transportar y diferir el aseguramiento de objetos, efec-
tos o instrumentos relacionados con la comisión de los
delitos.

La resolución judicial que autorice esta medida deberá
contener, al menos:

I. El nombre verdadero del agente encubierto, el cual
tendrá carácter estrictamente reservado; 

II. La identidad supuesta que utilizará en la investi-
gación; 

III. Los alcances específicos de la autorización;

IV. El plazo de duración de la medida;

Dicha resolución tendrá carácter reservado y se conser-
vará fuera del expediente principal, bajo resguardo del
órgano jurisdiccional que garanticen su confidencialidad.

Excepcionalmente, podrá disponerse que los agentes
que hayan intervenido con identidad supuesta manten-
gan esta condición al declarar en el proceso judicial de-
rivado de la investigación, cuando sea necesario para
preservar su integridad, la de sus familias o la eficacia
de futuras investigaciones.

La información que vaya obteniendo el agente encubier-
to deberá ser puesta a la mayor brevedad posible en co-
nocimiento de quien autorizó la investigación.

El funcionario que actúe como Agente Encubierto no
debe de revelar su condición a ninguna persona distin-
ta del agente de contacto, ya sea durante la operación o
después que haya finalizado su participación, salvo au-
torización del Ministerio Público.

El Ministerio Público, previa autorización del Juez de
Control podrá autorizar a agentes policiales para actuar
bajo identidad supuesta en comunicaciones realizadas a
través de canales cerrados de comunicación digital.

Cuando las circunstancias de la investigación lo requie-
ran, el agente encubierto únicamente cuando ello resul-
te indispensable para la investigación podrá, intercam-
biar o enviar por sí mismo archivos de contenido ilícito
por razón de su contenido y/o aplicar y analizar los re-
sultados de algoritmos destinados a la identificación de
dicho material ilícito, sin que en ningún caso se permi-
ta la provocación o inducción a la comisión de delitos.

Artículo 251. Actuaciones en la investigación que no re-
quieren autorización previa del Juez de control

No requieren autorización del Juez de Control los siguien-
tes actos de investigación:

I. a la VIII. …

IX. Se deroga

X. a la XII. …

…

…

Artículo 252. Actos de investigación que requieren au-
torización previa del Juez de Control 

Con excepción de los actos de investigación previstos en el
artículo anterior, requieren de autorización previa del Juez
de Control todos los actos de investigación que impliquen
afectación a derechos establecidos en la Constitución, así
como los siguientes:

I. a la IV. …

V. El reconocimiento o examen físico de una persona
cuando aquélla se niegue a ser examinada;
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VI. La entrega vigilada y las operaciones encubier-
tas, en el marco de una investigación y en los térmi-
nos que establezcan los protocolos emitidos para tal
efecto por el Procurador;

VII. Las demás que señalen las leyes aplicables.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Foro de Presidentes de Poderes Legislativos & EL PACCTO 2.0.
(2025). Ley marco regional para la prevención y persecución integral
de la corrupción, la delincuencia organizada transnacional y delitos afi-
nes. Instituto Internacional de Estudios Legislativos. 

2 Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana. (2026, 8 de enero).
Estrategia Nacional de Seguridad: disminuyen 40 % los homicidios
dolosos; diciembre de 2025 registra el nivel más bajo en una década.
Gobierno de México. 

https://www.gob.mx/sspc/prensa/estrategia-nacional-de-seguridad-
disminuyen-40-los-homicidios-dolosos-diciembre-de-2025-regis-
tra-el-nivel-mas-bajo-en-una-decada 

3 AP News / CityNews. (2026, enero 8). Mexico boasts sharp decline
in homicides, but analysts urge caution. AP/CityNews 

4 Gobierno de México / SESNSP. (2025). Disminución de homicidios
dolosos entre 2024 y 2025. Gobierno de México, disponible en 

https://www.gob.mx/presidencia/prensa/disminuyen-37-los-homi-
cidios-dolosos-de-septiembre-de-2024-a-octubre-de-2025-repre-
senta-32-homicidios-menos-diarios-presidenta?idiom=es-MX 

5 New York Times (edición en español). (2026, 5 de febrero). Detienen
al alcalde de Tequila, Jalisco, por extorsión y vínculos con el narcotrá-
fico (Título traducido al español). The New York Times. Disponible en 

https://www.nytimes.com/es/2026/02/05/espanol/america-
latina/detienen-alcalde-tequila.html

6 Ferri, P. (2025, 13 de septiembre). Detenido Hernán Bermúdez, ex-
secretario de Seguridad de Tabasco, acusado de ser el líder de La Ba-
rredora. El País. 

https://elpais.com/mexico/2025-09-13/detenido-hernan-bermudez-
exsecretario-de-seguridad-de-tabasco-acusado-de-ser-el-lider-de-
la-barredora.html 

7 Narcopolíticos. (s. f.). Narcopolíticos: Políticos relacionados con el
crimen. Recuperado el 5 de febrero de 2026, de 

https://narcopoliticos.com/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Laura Irais Ballesteros Mancilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PER-
SONALES EN POSESIÓN DE LOS PARTICULARES Y

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PER-
SONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS OBLIGADOS 

Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Pose-
sión de los Particulares y de la Ley General de Protección
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, en
materia del adecuado tratamiento de los datos personales, a
cargo de la diputada María Guadalupe Morales Rubio, del
Grupo Parlamentario de Morena. (La iniciativa podrá ser
consultada en el Diario de los Debates de esta fecha, en
el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma la fracción V del inciso C. del ar-
tículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, a cargo del diputado Leonel Godoy Rangel, del
Grupo Parlamentario de Morena

El que suscribe, Leonel Godoy Rangel, diputado federal,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI
Legislatura de esta honorable Cámara de Diputados, con
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fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72, inciso H), de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, numera-
les 1 y 2, 78 y 102, numeral 2, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto,
conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El 9 de octubre de 2025, se publicó en el Diario Oficial de
la Federación el decreto por el que se reformó el inciso a)
de la fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, mediante el cual se
facultó al H. Congreso de la Unión para legislar en materia
del delito de extorsión.

Como consecuencia de lo anterior, el 28 de noviembre de
2025, dicho Congreso aprobó la expedición de la Ley Ge-
neral para prevenir, investigar y sancionar los delitos en
materia de extorsión, Reglamentaria de la fracción XXI del
artículo 73 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como las reformas al Código Penal Fe-
deral, al Código Nacional de Procedimientos Penales, a la
Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, a la Ley
Nacional de Extinción de Dominio y a la Ley Orgánica del
Poder Judicial de la Federación; todo esto con el objetivo
de endurecer e impulsar la prevención, investigación y
combate al delito de extorsión. 

Lo anterior debido a que, de acuerdo con cifras del Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía, el delito de extor-
sión fue el más frecuente en México, con una tasa de pre-
valencia delictiva de 1,562 por cada 10 mil unidades
económicas (personas físicas o jurídicas). Asimismo, de
conformidad con Mexicanos contra la Delincuencia, se tie-
ne que entre enero y agosto de 2025, los estados con ma-
yor incidencia delictiva en materia de extorsión fueron Es-
tado de México, Ciudad de México, Guanajuato y Nuevo
León.

A las cifras anteriores se le suma que el Secretariado Eje-
cutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública señaló
que, de enero a septiembre de 2025, se registró una inci-
dencia delictiva de 8,082 casos de extorsión a nivel nacio-
nal en el fuero común. 

Cabe agregar que, en la actualidad, la conducta delictiva en
comento representa una de las principales fuentes de finan-
ciamiento de las organizaciones criminales, por lo cual, se

han diversificados sus medios comisivos, llegando a esce-
narios donde las organizaciones criminales han consolida-
do recintos asimilados a “Call Center”, en los cuáles em-
plean personal común para la realización de estrategias de
amedrentamiento, intimidación y cobro de cuotas (cobro
de piso), así como para la realización de fraudes.

Aunado a lo anterior, es de indicarse que, en algunas re-
giones del país, el delito de extorsión ha desencadenado
efectos negativos en el dinamismo económico al propiciar
escenarios de control de mercado, en los cuáles los grupos
delincuenciales han obligado a los pequeños y medianos
comerciantes no solo al pago de cuotas, sino también a la
fijación de precios conforme a los intereses de la organiza-
ción criminal e, inclusive, a la prohibición de venta de cier-
tos productos.

La extorsión es una actividad delincuencia de fácil comi-
sión y se han diversificado significativamente sus medios
comisivos; esto permite que, en algunos casos, su ejecu-
ción se realice a distancia y sin la necesidad de que el su-
jeto activo tenga un acercamiento directo e inmediato con
la víctima. Un ejemplo de esto son las llamadas telefónicas
efectuadas por personas privadas de su libertad, las cuáles
con el acceso a un dispositivo de comunicación móvil, son
capaces de extorsionar a un universo considerable de per-
sonas, sin tener que salir del reclusorio. También, medios
de comunicación digital como correos electrónicos han si-
do implementados como plataforma para enganchar a víc-
timas y sujetarlos a esquemas de extorsión repetitiva, en la
mayoría de las ocasiones, bajo la modalidad de fraude y
usurpación de identidad. 

De acuerdo con la naturaleza del delito de extorsión, su
efecto transcendental recae en el patrimonio de la víctima,
pues lo dilapida ya sea en un solo acto o en diversas etapas
escalonadas y/o periódicas. También, vulnera la integridad
física y mental de las víctimas y sus familiares, ya que los
sumerge en un ambiente de intimidación, estrés, miedo y
desesperación, llegando incluso a escenarios donde se po-
ne en riesgo la vida de quienes resienten a la conducta de-
bido a la imposibilidad de pago de las cuotas requeridas
por el agente extorsionador. 

Ante tal panorama, queda justificada la labor del Congreso
de la Unión para expedir una ley especializada en la pre-
vención, identificación, investigación, persecución y san-
ción del delito de extorsión, en beneficio de las y los me-
xicanos, así como de los diversos agentes que participan en
los sistemas de transacciones de bienes y servicios. 
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Ahora bien, de un estudio al compendio legal recientemen-
te aprobado por el Congreso de la Unión, se identifica que,
con el fin de preservar la identidad e integridad de las víc-
timas, testigos y ofendidos, se establecieron medidas de
protección tendientes a proteger su vida, libertad e integri-
dad física y mental. Esto en su artículo 30, el cual a la le-
tra dispone:

“Ley General para prevenir, investigar y sancionar los
delitos en materias de Extorsión, Reglamentaria de la
fracción XXI del artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos

Sección Cuarta
Medidas de protección

Artículo 30. Las autoridades que deben aplicar esta
Ley, de conformidad con las disposiciones legales apli-
cables, deberán adoptar las medidas tendentes a prote-
ger debidamente a víctimas, las y los ofendidos y testi-
gos del delito de extorsión durante todas las etapas del
procedimiento penal, cuando su vida, libertad o integri-
dad física o mental estén en peligro, o puedan ser some-
tidas a actos de intimidación por su intervención en di-
cho procedimiento.

Las medidas de protección podrán consistir en alguna
de las siguientes:

I. Resguardo de su identidad y datos personales;

II. Durante el procedimiento penal, se podrán solicitar
las siguientes medidas:

a) La reserva de la identidad en las actuaciones en que
intervenga la víctima, ofendido y testigo del delito de
extorsión, para evitar que se haga público su nombre,
apellido, domicilio, lugar de trabajo, profesión o cual-
quier otro dato que lo ponga en riesgo, en términos de lo
dispuesto en la legislación aplicable;

b) El uso de métodos que imposibiliten la identificación
visual o auditiva de la persona víctima, ofendida y testi-
ga, en las diligencias en que intervenga. La aplicación
de está medida no deberá coartar la defensa adecuada de
la persona imputada;

c) La utilización de procedimientos mecánicos o tecno-
lógicos que permitan la participación de la persona víc-
tima, ofendido y testigo a distancia y en forma remota;

d) Las notificaciones que sean dirigidas a la víctima,
ofendido y testigo, sean a través de su asesor jurídico o,
en los casos en que proceda, del Ministerio Público, y

e) En el caso que de la denuncia respectiva o que de la
información de la localización geográfica en tiempo re-
al o la entrega de datos conservados, revele que la co-
misión del delito de extorsión provenga de llamadas te-
lefónicas realizadas desde el interior de un centro
penitenciario se ordenará al concesionario de telecomu-
nicaciones o a la autoridad de la materia, realice las ac-
ciones respectivas para el bloqueo y anulación del IMSI
(Identidad Internacional del Suscriptor Móvil) e IMEI
(Identidad Internacional del Equipo Móvil) asociado al
número telefónico relacionado con la llamada extorsiva.
Esta medida de protección se realizará con control judi-
cial previo.”

La protección antes mencionada ha sido replicada en otros
compendios normativos especializados y referentes a deli-
tos específicos, como se expone en la siguiente tabla:

Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados108



Lo señalado atiende a que en la fracción V, del inciso C. del
artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, el Constituyente Permanente dispuso que,
en los procedimientos penales, se permita el resguardo de
la identidad de las víctimas y testigos, en los casos de que
se traten de menores de edad; delitos de violación, trata de
personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a
juicio del órgano jurisdiccional se estime necesaria la
adopción de dichas medidas: 

“Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos.

“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se
regirá por los principios de publicidad, contradicción,
concentración, continuidad e inmediación. 

A. …

[…]

B. …

[…]

C. De los derechos de las víctimas o del ofendido:

I. a IV. …

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales
en los siguientes casos: cuando sean menores de edad;
cuando se trate de delitos de violación, trata de perso-
nas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a
juicio del juzgador sea necesario para su protección, sal-
vaguardando en todo caso los derechos de la defensa.

[…]”

No obstante, de una lectura al artículo citado, se despren-
de que a nivel constitucional el delito de extorsión no se
encuentra previsto expresamente para la procedencia de
las medidas tendientes a proteger la identidad de las vícti-
mas y testigos durante el desarrollo del procedimiento pe-
nal, a diferencia de los delitos de violación, trata de per-
sonas, secuestro y delincuencia organizada, los cuáles sí
son contemplados en la norma suprema y, por ende, sus
cuerpos normativos especializados prevén la protección
de identidad ya referida. 

Si bien se podría considerar que, para los casos del delito
de extorsión, el resguardo de la identidad de las víctimas y
testigos es procedente, pues el texto constitucional señala
que será facultad del juzgador otorgar dicha medida cuan-
do se considere necesario; la realidad es que dicha protec-
ción estaría sujeta al criterio del juzgador y a las caracte-
rísticas de cada caso, abriéndose la puerta a que, en algunas
ocasiones, no se brinde la salvaguarda de la identidad por
no encontrarse mandatada a nivel constitucional. 

Asimismo, aún y cuando existe el criterio sustentado por
los Tribunales Colegiados de Circuito de título, “Derecho
al resguardo de la identidad y otros datos personales. No
sólo es inherente a las víctimas de violación, trata de per-
sonas, secuestro o delincuencia organizada, sino que tam-
bién comprende a los ofendido de otros cometidos en un
contexto similar de violencia, por lo que el juzgador está
obligado a protegerlos.”; este se trata de una tesis aislada
por lo que no es obligatoria su aplicación en los casos de
extorsión, lo cual pone en riesgo la identidad e integridad
de la víctima, así como de aquellos testigos que participan
en el proceso penal. 

Así, al ser la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos el compendio normativo condicionante de las
normas secundarias, en este caso, de la Ley General para

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I109



prevenir, investigar y sancionar los delitos en materia de
extorsión, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, lo procedente es modificar su artículo 20 a efecto de
garantizar el principio de supremacía constitucional y se
asegure una coherencia entre la Norma Suprema y el anda-
miaje jurídico especializado.

A mayor claridad, se expone la comparación entre el texto
vigente y la adición propuesta mediante la presente inicia-
tiva de reforma:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, convencido de
que la reforma que se propone suma en la supremacía cons-
titucional, al mismo tiempo que fortalece el andamiaje ju-
rídico mexicano, al eliminar vacíos legales que pudieran
suscitarse en la aplicación de la Ley General para prevenir,
investigar y sancionar los delitos en materia de extorsión,
Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
perjuicio de las víctimas y las personas testigos, se somete
a consideración del pleno de esta Cámara de Diputados:

Decreto por el que se reforma la fracción V del inciso C.
del artículo 20 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos

Único. Se reforma la fracción V del inciso C. del artículo
20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue: 

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se re-
girá por los principios de publicidad, contradicción, con-
centración, continuidad e inmediación.

A. …

I. a XI. … 

B. …

I. a XI. … 

C. De los derechos de la víctima o del ofendido: 

I. a IV. … 

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales
en los siguientes casos: cuando sean menores de edad;
cuando se trate de delitos de violación, trata de perso-
nas, extorsión, secuestro o delincuencia organizada; y
cuando a juicio del juzgador sea necesario para su pro-
tección, salvaguardando en todo caso los derechos de la
defensa.

…

VI. y VII. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Leonel Godoy Rangel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

«Iniciativa que adiciona el artículo 156 de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a
cargo del diputado Luis Orlando Quiroga Treviño, del Gru-
po Parlamentario del PVEM
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Quien suscribe, diputado Luis Orlando Quiroga Treviño,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-
logista de México en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; de la frac-
ción I, numeral 1 del artículo 6, así como los artículos 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un nuevo pá-
rrafo segundo al artículo 156 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, al te-
nor de las siguientes:

Consideraciones

1. Que el artículo 4o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos reconoce el derecho de toda per-
sona a un medio ambiente sano para su desarrollo y bien-
estar, y establece que el daño y deterioro ambiental
generará responsabilidad para quien los provoque.

2. Que los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Agen-
da 2030 de las Naciones Unidas establecen compromisos
relevantes para el Estado mexicano, entre ellos el Objetivo
3, orientado a garantizar una vida sana y promover el bien-
estar para todas las personas; el Objetivo 11, relativo a lo-
grar ciudades y asentamientos humanos inclusivos, segu-
ros, resilientes y sostenibles; y el Objetivo 15, enfocado en
la protección de los ecosistemas y la biodiversidad, los
cuales guardan estrecha relación con la prevención y con-
trol de diversas formas de contaminación ambiental.

3. Que la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente define, en su artículo 3o., fracciones VI Bis
y VI Ter, la contaminación lumínica y la contaminación por
ruido como fenómenos generados por actividades humanas
que alteran las condiciones naturales del ambiente nocturno
o superan los niveles tolerables para la salud y el bienestar
de las personas, lo que evidencia la necesidad de contar con
criterios normativos claros y eficaces para su prevención y
control.

4. Que el artículo 5o., fracción XV, de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente atribuye
a la Federación la facultad de regular la prevención de la
contaminación ambiental originada, entre otros factores,
por ruido, vibraciones, energía térmica, luz intrusa, radia-
ciones electromagnéticas y olores, lo que refuerza la com-
petencia federal para establecer lineamientos generales y

valores máximos permisibles aplicables en todo el territo-
rio nacional.

5. Que conforme al artículo 7o., fracción VII, de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, corresponde a las entidades federativas la prevención y
el control de la contaminación generada por la emisión de
ruido, vibraciones, energía térmica, luz intrusa, radiaciones
electromagnéticas y olores perjudiciales al equilibrio eco-
lógico o al ambiente, provenientes de fuentes fijas de com-
petencia local, lo que exige reglas claras que faciliten su
aplicación homogénea.

6. Que el artículo 8o, fracción VI, del mismo ordenamien-
to establece como facultad de los Municipios la aplicación
de las disposiciones jurídicas relativas a la prevención y
control de la contaminación por ruido, vibraciones, energía
térmica, luz intrusa, radiaciones electromagnéticas y olores
perjudiciales, especialmente en establecimientos mercanti-
les o de servicios, lo que convierte a los gobiernos munici-
pales en autoridades clave para la protección cotidiana del
ambiente urbano y la calidad de vida de la población.

7. Que el Capítulo Octavo de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente regula de manera
específica las emisiones de ruido, vibraciones, energía tér-
mica, luz intrusa, olores y la contaminación visual, y que el
artículo 155 prohíbe dichas emisiones cuando rebasen los
límites máximos establecidos en las normas oficiales me-
xicanas, imponiendo a las autoridades federales y locales la
obligación de adoptar medidas preventivas, correctivas y
sancionatorias conforme a su ámbito de competencia.

8. Que el artículo 156 del mismo ordenamiento dispone
que las normas oficiales mexicanas deberán establecer los
procedimientos para prevenir y controlar este tipo de con-
taminación, así como fijar los límites de emisión respecti-
vos, y faculta a la Secretaría de Salud para realizar los es-
tudios necesarios que permitan determinar los daños a la
salud derivados de dichas emisiones, lo que subraya la es-
trecha relación entre la regulación ambiental y la protec-
ción de la salud pública.

9. Que el artículo 156 Bis establece la obligación de expe-
dir normas oficiales mexicanas para el establecimiento y
operación de sistemas de monitoreo del ruido, así como la
corresponsabilidad de las entidades federativas, los muni-
cipios y las demarcaciones territoriales de Ciudad de Mé-
xico para realizar los monitoreos necesarios, lo que evi-
dencia la importancia de contar con parámetros claros,
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actualizados y verificables para la medición de estas emi-
siones.

10. Que, en atención a lo expuesto, resulta necesario adi-
cionar un párrafo al artículo 156 de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, a fin de
establecer de manera expresa que los límites de emisión y
los valores máximos permisibles que determinen las nor-
mas oficiales mexicanas en materia de ruido, vibraciones,
energía térmica, luz intrusa y contaminación visual debe-
rán atender al uso del suelo, la zonificación, el horario, la
duración y la recurrencia de la emisión, con objeto de ga-
rantizar una regulación ambiental más eficaz, proporcional
y acorde con las características de cada entorno, fortale-
ciendo la protección del medio ambiente, la salud pública
y la calidad de vida de la población.

Por lo anterior, se propone modificar el artículo 156 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, de acuerdo con la siguiente:

Exposición de Motivos

El ruido, las vibraciones, la energía térmica, la luz intrusa
y la contaminación visual constituyen formas de contami-
nación ambiental que inciden de manera directa en la sa-
lud, el bienestar y la calidad de vida de las personas, parti-
cularmente en los entornos urbanos. 

A diferencia de otros contaminantes, estas emisiones for-
man parte de la vida cotidiana y se generan tanto por acti-
vidades productivas como por prácticas domésticas, recre-
ativas y de movilidad, lo que exige un enfoque regulatorio
sensible al contexto en el que se producen.

La contaminación por ruido o vibraciones es la presencia en
el ambiente de niveles sonoros no deseados que provocan en
el ser humano desde molestia y estrés, hasta posibles daños
físicos al oído y otros efectos nocivos en la salud.1

Por otro lado, la contaminación térmica es el acto de alte-
rar la temperatura de un cuerpo de agua natural, que puede
ser un río, lago u océano. Esta condición surge principal-
mente del calor residual generado por un proceso industrial
como ciertas plantas de generación de energía.2 La luz in-
trusa es aquella que afecta el entorno de las personas, los
animales y el medio ambiente, considerada la principal
fuente de contaminación lumínica del alumbrado público
ineficiente, dirigido en direcciones no deseadas.3 La conta-
minación visual se refiere a cualquier elemento artificial

que afecta negativamente la estética de un paisaje o entor-
no visual.4

Diversos estudios han señalado que el ruido ha dejado de
ser un fenómeno natural para convertirse en un elemento
indeseado, aunque inherente a las sociedades modernas. 

En este sentido, se ha advertido que “el ruido, que se acep-
taba como un fenómeno natural, ha dejado de serlo, para
convertirse en algo indeseado, pero consustancial a las so-
ciedades modernas”,5 y que su presencia se adapta a las ca-
racterísticas específicas de cada espacio urbano, generando
distintos tipos de afectación según el entorno en el que se
manifiesta. Esta afirmación pone de relieve que no todos
los espacios ni todas las circunstancias toleran los mismos
niveles de emisión.

En el ámbito doméstico, la contaminación acústica ha sido
identificada como un problema social en aumento. Se ha
señalado que el ruido doméstico es “toda energía acústica
susceptible de alterar el bienestar fisiológico o psicológi-
co”,6 y que, aunque puede resultar imperceptible o tolera-
ble para quien lo genera, puede ser altamente molesto para
terceros. La exposición frecuente y prolongada a este tipo
de emisiones se asocia con alteraciones del sueño, estrés,
irritabilidad, dificultades de concentración y afectaciones a
la salud auditiva, lo que evidencia que la duración y la re-
currencia de la emisión son factores determinantes para
evaluar su impacto real.

Asimismo, los estudios sobre ruido ambiental urbano han
demostrado que el efecto nocivo del ruido no depende úni-
camente del nivel de presión sonora, sino también del tiem-
po de exposición. Se ha reconocido que “el efecto nocivo
del ruido no solo es proporcional a su nivel, sino también
hay que tomar muy en cuenta la duración de la exposi-
ción”,7 lo que refuerza la necesidad de que los límites má-
ximos permisibles no se establezcan de manera uniforme,
sino atendiendo a variables como el horario y la perma-
nencia de la fuente emisora.

En las zonas urbanas, el ruido ambiental está estrechamen-
te vinculado al uso del suelo y a la especialización funcio-
nal de los espacios. Las áreas industriales, las zonas de
ocio, las vialidades de alto flujo vehicular y las zonas ha-
bitacionales presentan dinámicas distintas de generación
de ruido, vibraciones y otras emisiones. 

Al respecto, se ha señalado que “en cada lugar se produce
un tipo de ruido que tiene que ver con las circunstancias
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que concurren en él”,8 lo que implica que los criterios re-
gulatorios deben ajustarse a la naturaleza del entorno y no
aplicarse de manera homogénea.

La Organización Mundial de la Salud ha reconocido al rui-
do como un contaminante relevante y ha recomendado, en-
tre otras medidas, una planeación cuidadosa del uso del
suelo y una regulación integral de todos los aspectos que
inciden en el problema. En este contexto, resulta indispen-
sable que los valores máximos permisibles se determinen
considerando no sólo la intensidad de la emisión, sino tam-
bién el entorno urbano, la densidad poblacional, el horario
en que se produce y su recurrencia, a fin de prevenir daños
acumulativos a la salud y al ambiente.

En México, si bien existen normas oficiales que establecen
límites máximos permisibles para ciertas emisiones, diver-
sos estudios han documentado que en la práctica estos ni-
veles son rebasados de manera sistemática, particularmen-
te en zonas habitacionales y durante horarios nocturnos,
cuando el ruido excesivo “impide el sueño de los vecinos”9

y detona conflictos vecinales. Esta realidad evidencia que
la regulación actual resulta insuficiente si no incorpora cri-
terios contextuales que permitan diferenciar entre emisio-
nes ocasionales y aquellas constantes o reiteradas.

Por lo anterior, se estima necesario fortalecer el marco ju-
rídico ambiental para establecer expresamente que los lí-
mites y valores máximos permisibles de ruido, vibraciones,
energía térmica, luz intrusa y contaminación visual se de-
terminen atendiendo a los factores que los rodean, tales co-
mo el uso del suelo, la zonificación, el horario, la duración
y la recurrencia de la emisión. 

Esta aproximación permitirá una regulación más precisa,
proporcional y eficaz, orientada a la protección de la salud,
la convivencia social y el equilibrio ecológico, en con-
gruencia con la realidad diversa y compleja de los entornos
urbanos del país.

A través del siguiente cuadro comparativo se pueden ob-
servar las modificaciones propuestas al texto vigente:

En virtud de lo anteriormente expuesto, someto a la consi-
deración de esta honorable soberanía el siguiente proyecto
de:

Decreto por el que se adiciona un nuevo párrafo segun-
do al artículo 156 de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente

Artículo Único. Se adiciona un nuevo párrafo segundo, re-
corriéndose el actual en el orden subsecuente, al artículo
156 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, para quedar como sigue:

Artículo 156. Las normas oficiales mexicanas en materias
objeto del presente Capítulo, establecerán los procedimien-
tos a fin de prevenir y controlar la contaminación por rui-
do, vibraciones, energía térmica, luz intrusa, radiaciones
electromagnéticas y olores, y fijarán los límites de emisión
respectivos.
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Para la determinación de dichos límites de emisión, las
normas oficiales mexicanas deberán atender, entre
otros criterios, al uso del suelo, la zonificación, el hora-
rio, la duración y la recurrencia de la emisión, conside-
rando las características del entorno y la protección de
la salud humana y del equilibrio ecológico.

La Secretaría de Salud realizará los análisis, estudios, in-
vestigaciones y vigilancia necesarias con objeto de locali-
zar el origen o procedencia, naturaleza, grado, magnitud y
frecuencia de las emisiones para determinar cuándo se pro-
ducen daños a la salud.

La Secretaría, en coordinación con organismos públicos o
privados, nacionales o internacionales, integrará la infor-
mación relacionada con este tipo de contaminación, así co-
mo de métodos y tecnología de control y tratamiento de la
misma.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Luis Orlando Quiroga Treviño (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.
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LEY GENERAL DE PESCA Y
ACUACULTURA SUSTENTABLES 

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 24 de la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables, en materia
de protección y fomento a la pesca artesanal, a cargo del
diputado Alejandro Avilés Álvarez, del Grupo Parlamenta-
rio del PVEM

El que suscribe, diputado Alejando Avilés Álvarez, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con fundamento
en los artículos: 71, fracción II, y 72 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona el ar-
tículo 24 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables, en materia de protección y fomento a la pesca
artesanal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La pesca y la acuacultura constituyen actividades estratégi-
cas para el desarrollo económico, social y alimentario de
México. En particular, la pesca artesanal representa una de
las principales fuentes de sustento para miles de familias
que habitan en comunidades costeras, ribereñas y lacustres
del país, quienes dependen directamente de esta actividad
para su alimentación, ingresos y arraigo comunitario.

La pesca artesanal se caracteriza por el uso de embarcaciones
menores, artes de pesca tradicionales y faenas realizadas a
corta distancia de la costa o en cuerpos de agua interiores. 

Más allá de su aportación económica, esta actividad preserva
conocimientos ancestrales, prácticas culturales y formas de
organización comunitaria que forman parte de la identidad
histórica y cultural de numerosas regiones del país.

No obstante su relevancia social, cultural y económica, las
comunidades dedicadas a la pesca artesanal enfrentan des-
de hace décadas condiciones de creciente vulnerabilidad.
La concentración de permisos, infraestructura y capacidad
de captura en flotas de mediana y gran escala ha generado
una presión desproporcionada sobre los recursos pesque-
ros, reduciendo la disponibilidad de especies en las zonas
tradicionalmente aprovechadas por pescadores artesanales
y afectando de manera directa su sustento.

En diversas regiones del país, pescadoras y pescadores ar-
tesanales han manifestado que, aun realizando faenas dia-
rias, sus capturas han disminuido o dejado de ser rentables
debido a la presencia de embarcaciones de mayor capaci-
dad que operan en áreas cercanas a la costa o en zonas de
alta sensibilidad ecológica. 

Esta situación no solo compromete su ingreso inmediato,
sino también la posibilidad de que futuras generaciones
encuentren recursos suficientes para continuar con esta
actividad.

Diversos organismos internacionales y nacionales han re-
conocido que la pesca artesanal desempeña un papel clave
en la seguridad alimentaria, la reducción de la pobreza y el
desarrollo local sostenible. La Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Alimentación y la Agricultura (FAO), a
través de las Directrices Voluntarias para Asegurar la Sos-
tenibilidad de la Pesca en Pequeña Escala en el Contexto
de la Seguridad Alimentaria y la Erradicación de la Pobre-
za (2015), señala la necesidad de contar con políticas pú-
blicas diferenciadas que garanticen el acceso equitativo de
las comunidades artesanales a los recursos pesqueros y for-
talezcan su resiliencia.

En el ámbito nacional, la Ley General de Pesca y Acuacultu-
ra Sustentables reconoce la importancia de la sustentabilidad,
el fomento al sector y el combate a la pesca ilegal. En su ar-
tículo 24 establece que la Secretaría, en coordinación con
otras dependencias federales y con los gobiernos de las enti-
dades federativas y los municipios, fomentará y promoverá el
desarrollo de la pesca y la acuacultura mediante programas
de apoyo, financiamiento, infraestructura, modernización y
agregación de valor. Sin embargo, el marco legal vigente no
incorpora de manera expresa la prioridad hacia la pesca arte-
sanal ni prevé herramientas específicas orientadas a su pro-
tección y fortalecimiento.

Resulta indispensable que la política pública en materia
pesquera reconozca de manera explícita la importancia es-
tratégica de la pesca artesanal y establezca mecanismos
que permitan su desarrollo sustentable. 

Priorizar a este sector en las acciones de fomento no impli-
ca frenar el desarrollo de otras modalidades de pesca, sino
garantizar condiciones de equidad, justicia social y uso res-
ponsable de los recursos pesqueros.

La presente iniciativa tiene como objetivo fortalecer la pro-
tección y el fomento de la pesca artesanal mediante la in-
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corporación de una fracción específica en el artículo 24 de
la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, a fin
de establecer su prioridad en la planeación, ejecución y
evaluación de las políticas públicas, así como la identifica-
ción de zonas de pesca preferente, la coordinación con los
programas de inspección y vigilancia y la orientación prio-
ritaria de programas de capacitación, financiamiento, in-
fraestructura y valor agregado.

Con esta reforma no se pretende limitar el desarrollo del
sector pesquero en su conjunto, sino establecer reglas cla-
ras de fomento y protección que permitan a las comunida-
des pesqueras artesanales continuar viviendo dignamente
de una actividad que han realizado por generaciones, al
tiempo que se contribuye a la conservación de los ecosiste-
mas acuáticos y al fortalecimiento del tejido social y co-
munitario.

Para mayor entendimiento de lo aquí planteado, se presen-
ta el cuadro comparativo entre el texto vigente de la ley y
la propuesta de modificación:

Por lo aquí expuesto y fundado, someto a la consideración
de esta asamblea el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 24
de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables,
en materia de protección y fomento a la pesca artesanal

Artículo Único. Se reforman las fracciones IV y V del ar-
tículo 24 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sus-
tentables y se adiciona a este una fracción VI, para quedar
como sigue:

Artículo 24. La Secretaría, en coordinación con las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal
competentes, y en lo que corresponda, con los gobiernos de
las entidades federativas, realizará las acciones necesarias
para fomentar y promover el desarrollo de la pesca y la
acuacultura, en todas sus modalidades y niveles de inver-
sión, y para tal efecto:

I. a III. …
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IV. La Secretaría podrá vender los productos obtenidos
de la reproducción de especies generadas en sus centros
acuícolas, de conformidad con las disposiciones de la
Ley de Ingresos de la Federación;

V. Promoverá el ordenamiento de la pesca y acuacultu-
ra y diseñará estructuras y mecanismos para el otorga-
miento de créditos a sus beneficiarios y su capacitación,
así como para instrumentar servicios de comercializa-
ción de productos, investigación y adaptación al cambio
tecnológico, y

VI. En la planeación, ejecución y evaluación de las ac-
ciones de fomento a que se refiere el presente artículo,
la Secretaría promoverá de manera prioritaria el de-
sarrollo de la pesca artesanal y, para tal efecto:

a) Identificará, delimitará y registrará zonas de
pesca preferente destinadas al aprovechamiento
por parte de comunidades y organizaciones dedi-
cadas a la pesca artesanal que dependan de esta
actividad como principal medio de vida.

b) Coordinará dichas zonas de pesca preferente
con el Programa Integral de Inspección y Vigi-
lancia Pesquera y Acuícola para el Combate a la
Pesca Ilegal, a fin de prevenir que embarcaciones
de mediana y gran escala afecten la sustentabili-
dad de los recursos o el ingreso de las comunida-
des pesqueras artesanales.

c) Orientará de manera prioritaria los progra-
mas de capacitación, reconversión productiva,
acceso a financiamiento, infraestructura y valor
agregado a favor de las personas dedicadas a la
pesca artesanal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Fuentes Consultadas 

- Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, Diario Oficial de
la Federación.

- FAO, Voluntary Guidelines for Securing Sustainable Small-Scale Fis-
heries (2015).

- Conapesca, Anuario Estadístico de Acuacultura y Pesca 2022 y 2023.

- Inegi, Información sobre comunidades costeras y actividad pesquera.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Alejandro Avilés Álvarez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pesca, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 41 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, en materia
de la creación de espacios de valor ambiental, a cargo de la
diputada Karina Alejandra Trujillo Trujillo, del Grupo Par-
lamentario del PVEM

La que suscribe, diputada federal Karina Alejandra Trujillo
Trujillo, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México de la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo establecido en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
y adiciona el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, en materia de la creación de es-
pacios de valor ambiental, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes

El 19 de agosto de 2020, la diputada María Marcela Torres
Peimpert, presentó la iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona una fracción a los artículos 10, 11 y
reforma el artículo 84 de la Ley General de Asentamientos
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano
ante la Comisión Permanente del Congreso de la Unión; di-
cha propuesta establecía lo siguiente:

Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas:

I-XXVI ...
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XXVII. Promover y asignar espacios para la crea-
ción de huertos urbanos, jardines de polinizadores
enmarcados en los Centros Ciudadanos para la Sus-
tentabilidad y

...

Artículo 11. Corresponde a los municipios:

I-XXIV ...

XXV. Promover y asignar espacios para la creación
de huertos urbanos, jardines de polinizadores en-
marcados en los Centros Ciudadanos para la Susten-
tabilidad; y,

...

Artículo 84. La Federación, las entidades federativas,
los municipios y las demarcaciones territoriales tendrán
en los términos de las leyes federales y locales corres-
pondientes, el derecho de preferencia en igualdad de
condiciones, para adquirir los predios comprendidos en
las zonas de reserva territorial, para destinarlos prefe-
rentemente a la constitución de Espacio Público, huer-
tos urbanos, jardines de polinizadores enmarcados
en los Centros Ciudadanos para la Sustentabilidad
incluyendo el suelo urbano vacante dentro de dicha re-
serva, señaladas en los planes o programas de Desarro-
llo Urbano y ordenamiento territorial aplicables, cuando
éstos vayan a ser objeto de enajenación a título oneroso.

El 30 de abril de 2021, la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión aprobó el dictamen de la Co-
misión de Desarrollo Metropolitano, Urbano, Ordenamien-
to Territorial y Movilidad, respecto de la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción
XXV al artículo 11 de la Ley General de Asentamientos
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,
en materia de Espacios de Valor Ambiental, propuesta por
la diputada María Marcela Torres Peimpert. 

Al respecto, el resolutivo del dictamen solo retomaba la apro-
bación de la adición al artículo 11, pero con una redacción
distinta a la propuesta de la iniciante, pero que se estimaba
más completa. En ese tenor, la Comisión Dictaminadora en
su argumentación señalaba a la redacción propuesta como
“...fructífera, –logrará– la resiliencia necesaria ante el fracaso
histórico de la planeación que ha puesto a nuestra nación en

constante duelo de sus posibilidades”, proponiendo el si-
guiente resolutivo:

“Artículo 11. Corresponde a los municipios:

1. a la XXIII. ...

XXIV. ...

XXV. Fomentar la creación de espacios de valor am-
biental que contribuyan a autosuficiencia, sustentabi-
lidad y protección ambiental, incluyendo azoteas o te-
chos verdes, jardines verticales, y huertos urbanos, y

XXVI. Las demás que les señale esta ley y otras dispo-
siciones jurídicas federales y locales.

El 15 de noviembre de 2022, el diputado Carlos Alberto
Puente Salas presentó la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 8o. y 10o. de la Ley
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano, misma que proponía lo si-
guiente:

Artículo 8. Corresponden a la federación, a través de la
Secretaría las atribuciones siguientes:

I. a XXXI. ...

XXXII. Contribuir al desarrollo de ciudades saluda-
bles y resilientes a partir de la construcción de huer-
tos urbanos como proyectos integrales y replicables
de recuperación y transformación de espacios a tra-
vés de la agricultura urbana, y

XXXIII. Las demás que les señale esta ley y otras
disposiciones jurídicas.

Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas:

I. a XXVI. ...

XXVII. Legislar y establecer normas para promover
la creación de huertos urbanos como proyectos inte-
grales y replicables de recuperación y transforma-
ción de espacios a través de la agricultura urbana, y

XXVIII. Las demás que les señalen esta ley y otras
disposiciones jurídicas federales y locales.
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El 2 de marzo de 2023 fue aprobado en la Cámara de Dipu-
tados el dictamen de la Comisión de Desarrollo Urbano y
Ordenamiento Territorial sobre la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona los artículos 8o. y 10o.
de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-
miento Territorial y Desarrollo Urbano, presentada por el
diputado Carlos Alberto Puente Salas, el 15 de noviembre
de 2022. Pero que, en ánimo de uniformar dicha propues-
ta, con la redacción previa aprobada por la Cámara de
Diputados al dictamen del 30 de abril de 2021, el resoluti-
vo propuesto quedó de la siguiente manera:

Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas:

I. a XXVI. ...

XXVII. Establecer en las leyes y reglamentos de la ma-
teria, los lineamientos a los que habrá de sujetarse el
fomento a la creación de espacios de valor ambiental
en el ámbito urbano que contribuyan a la autosufi-
ciencia, sustentabilidad y protección ambiental, inclu-
yendo azoteas o techos verdes, jardines verticales, y
huertos urbanos, y

XXVIII. Las demás que les señalen esta ley y otras dis-
posiciones jurídicas federales y locales.

Reformas importantes que han llevado a cabo esfuerzos
significativos en favor del medio ambiente, que tienen que
ser reconocidos y sobre todo se les permita concluir su pro-
ceso de legislativo con la aprobación de dichas propuestas
ante la Cámara revisora (el Senado), para que puedan en-
trar en vigor. No obstante, siguen sin ser aprobadas, es por
ello, que es necesario insistir en el tema, pero no solo en lo
concerniente a las atribuciones de las entidades federativas
y de los municipios, sino del propio gobierno federal.

II.- Problemática y solución

Las grandes ciudades hoy en día se ven afectadas por di-
versos sucesos que ocurren en las mismas, como lo son la
contaminación, la reducción de espacios verdes y biodiver-
sidad, el aumento del consumo de electricidad, el incre-
mento de uso de vehículos automotores, la escasez del
agua; y, la afectación y deterioro de la salud de las perso-
nas, entre otras cuestiones.

En ese tenor, la construcción de techos verdes, jardines
verticales y huertos urbanos es crucial para mejorar la con-

dición del aire, incrementar la calidad de vida de las perso-
nas y reducir el efecto isla de calor, que disminuye la ace-
leración del cambio climático.

¿Por qué decimos que mejoran el medio ambiente? Porque
las plantas absorben dióxido de carbono y liberan oxígeno,
filtrando partículas contaminantes; y, por lo tanto, mejo-
rando la calidad del aire.

Ahora bien, respecto a las islas de calor, para mayor com-
prensión comparto una definición de la misma, tal y como
a continuación cito de manera textual:

Las islas de calor son un fenómeno que se produce en
aquellas zonas urbanas que experimentan temperaturas
más altas que las zonas circundantes debido a la actividad
humana. La causa principal son la acumulación de estruc-
turas, como edificios, aceras o asfaltos, que absorben más
calor y lo liberan más lentamente, al revés que parajes na-
turales como bosques, ríos o lagos. A esto se suma el calor
y la contaminación generada por el tráfico y la industria.
Todo ello agrava las consecuencias del cambio climático
en las ciudades y disminuye la calidad de vida de sus habi-
tantes. (Iberdrola, 2026).1

Además, la mitigación del efecto isla de calor, permite re-
frescar el ambiente urbano mediante la evapotranspira-
ción, es decir, el “proceso por el cual el agua líquida de la
tierra se devuelve a la atmósfera circundante en forma ga-
seosa, ya sea mediante la evaporación del agua del suelo
o la transpiración de las plantas” (Chateau Guillian,
2022).2 Ello reduce la necesidad de aire acondicionado y
el consumo energético.

Los techos verdes, que consisten en sembrar plantas en las
azoteas, “...funcionan como una capa adicional de aislante
térmico, que impide la transferencia de calor hacia el inte-
rior de la edificación y esto permite alcanzar condiciones
de confort térmico” (Quezada, Sánchez y Polo).3

En ese tenor, crear más espacios o áreas verdes, permite una
mejor gestión del agua, al retener el agua de la lluvia, dismi-
nuir la escorrentía y la carga sobre los sistemas de alcantari-
llado, lo que favorece la prevención de inundaciones.

Por otra parte, además en el caso de los huertos urbanos,
además de los beneficios al medio ambiente, también tiene
beneficios sociales y económicos, como la seguridad ali-
mentaria, al proporcionar alimentos frescos y nutritivos.
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Por eso, contar con mayores espacios de valor ambiental
que contribuyan a autosuficiencia, sustentabilidad y pro-
tección ambiental, incluyendo azoteas o techos verdes, jar-
dines verticales, y huertos urbanos, no solo contribuye al
medio ambiente, sino que también, fomenta la seguridad
alimentaria, mejorar la salud mental al conectar con la na-
turaleza, reducir el estrés y la ansiedad; es decir, permite
que las ciudades sean más sostenibles y resilientes, tal co-
mo lo señalan los diferentes expertos en la materia.

Así también, “la agricultura urbana, tal y como lo declara
la Organización de las Naciones Unidas para la Alimenta-
ción y la Agricultura, brinda alimentos frescos, crea em-
pleo, recicla residuos urbanos, genera cinturones verdes y
fortalece la resiliencia de las ciudades frente al cambio cli-
mático” (Gobierno de México, 2019, Instituto Mexicano
de Tecnología del Agua).4

Desafortunadamente, aún en las principales ciudades de
México, no se cuentan con los suficientes espacios verdes
que permitan lograr el equilibrio de nuestro medio ambien-
te y que contrarresten el cambio climático.

III.- Marco legal nacional e internacional

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en su artículo 4o., párrafo sexto, establece: “Toda persona
tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo
y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este dere-
cho...”.5

Asimismo, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente (LEGEEPA), señala en su artículo
4o., primer párrafo: “La Federación, las entidades federati-
vas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México ejercerán sus atribuciones en materia de
preservación y restauración del equilibrio ecológico y la
protección al ambiente, de conformidad con la distribución
de competencias en esta Ley y en otros ordenamientos le-
gales”.6

Por otro lado, la Ley General de Cambio Climático, en su
artículo 5o., establecen que: “la federación, las entidades
federativas y los municipios ejercerán sus atribuciones pa-
ra la mitigación y adaptación al cambio climático, de con-
formidad con la distribución de competencias prevista en
esta ley y en los demás ordenamientos legales aplicables”.7

En ese tenor, las autoridades mexicanas de los tres niveles
de gobierno, en el ámbito de sus respectivas competencias

tienen la obligación de llevar a cabo las acciones, políticas
públicas, programas y planes de desarrollo que permitan
preservar nuestro medio ambiente.

Ahora bien, en el ámbito internacional, la Agenda 2030 pa-
ra el Desarrollo Sostenible, adoptada por la Asamblea Ge-
neral de la ONU, es el plan de acción a favor de las perso-
nas, el planeta y la prosperidad; establece que los Estados
miembros de las Naciones Unidas (entre ellos México), se
comprometen a dar cumplimiento a los objetivos allí esta-
blecidos, a través de estrategias y programas de desarrollo,
así como movilizar los medios necesarios para su imple-
mentación. De manera que, sus objetivos deben redirigir
las acciones, programas y planes del Gobierno de México.
Por lo tanto, en esta ocasión deseo resaltar en particular
tres de los diecisiete objetivos: 11. Ciudades y Comunida-
des Sostenibles; 13. Acción por el Clima; y 15. Vida de
Ecosistemas Terrestres. 

El Objetivo 11. Ciudades y Comunidades Sostenibles esta-
blece que:

Este objetivo pretende lograr que las ciudades y los
asentamientos humanos sean... resilientes y sostenibles;
–sin embargo– ...el crecimiento urbano descontrolado,
la contaminación atmosférica y la escasez de espacios
públicos abierto persisten en las ciudades.

No es posible alcanzar el desarrollo sostenible sin trans-
formar significativamente la forma en que se construyen
y gestionan los espacios urbanos.

Los enormes barrios marginales, la congestión del tráfi-
co, las emisiones de gases de efecto invernadero y la
proliferación de suburbios en todo el mundo son algu-
nas de las consecuencias del desarrollo urbano no plani-
ficado.

Al apostar por la sostenibilidad, elegimos construir ciuda-
des en las que todos los ciudadanos tengan una calidad de
vida digna y formen parte de la dinámica productiva de la
ciudad, lo que genera prosperidad compartida y estabilidad
social sin dañar el medio ambiente (ONU, Agenda 2030,
2015).8

Por ello, ha impulsado las siguientes metas que permitirán
cumplimentar sus objetivos, como el relativo al objetivo
11, tal y como se señala a continuación: 

...
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11.3 De aquí a 2030, aumentar la urbanización inclusiva
y sostenible y la capacidad para la planificación y la ges-
tión participativas, integradas y sostenibles de los asenta-
mientos humanos en todos los países.

...

11.6 De aquí a 2030, reducir el impacto ambiental ne-
gativo per capita de las ciudades, incluso prestando es-
pecial atención a la calidad del aire y la gestión de los
desechos municipales y de otro tipo.

11.7 De aquí a 2030, proporcionar acceso universal a
zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y
accesibles, en particular para las mujeres y los niños, las
personas de edad y las personas con discapacidad.

11.a...

11.b De aquí a 2020, aumentar considerablemente el nú-
mero de ciudades y asentamientos humanos que adop-
tan e implementan políticas y planes integrados para
promover la inclusión, el uso eficiente de los recursos,
la mitigación del cambio climático y la adaptación a él
y la resiliencia ante los desastres, y desarrollar y poner
en práctica, en consonancia con el Marco de Sendai pa-
ra la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030
(ONU, 2015).9

Compromiso del Estado mexicano a planificar una urbani-
zación sostenible, que reduzca el impacto ambiental y que
mejore la calidad del aire, a través de proporcionar espa-
cios de valor ambiental.

En lo tocante al Objetivo 13. Acción por el Clima, estable-
ce lo siguiente:

El cambio climático se debe a las actividades humanas y
amenaza la vida en la Tierra tal como la conocemos. Con
el aumento de las emisiones de gases de efecto invernade-
ro, el cambio climático evoluciona a un ritmo mucho más
rápido de lo previsto. Sus efectos pueden ser devastadores
y pueden provocar fenómenos meteorológicos extremos y
cambiantes, así como la subida del nivel del mar.

De no controlarse, el cambio climático echará por tierra
muchos de los avances logrados en materia de desarrollo
en los últimos años...

Es crucial tomar medidas urgentes y transformadoras que
vayan más allá de meros planes y promesas. Esto exige au-
mentar las ambiciones, abarcar economías enteras y avan-
zar hacia un desarrollo resiliente al clima, al tiempo que se
traza una trayectoria clara para lograr cero emisiones netas.
El tiempo se acaba y es necesario tomar medidas inmedia-
tas para evitar consecuencias catastróficas y garantizar un
futuro sostenible a las generaciones venideras.10

Al respecto del Objetivo 15. Vida de Ecosistemas Terres-
tres, estipula que, para cumplir dicho objetivo, “es esencial
un cambio fundamental en la relación de la humanidad con
la naturaleza, junto con una rápida acción para abordar las
principales causas de estas crisis interconectadas y para un
mejor reconocimiento del enorme valor de la naturaleza”
(ONU, Agenda 2030, 2015).11

Por lo tanto, el Gobierno de México, en sus tres niveles, de-
be llevar a cabo acciones para reducir las emisiones de gases
de efecto invernadero y por ende ayudar a reducir los efectos
del cambio climático. Compromisos que además ratificó al
firmar el Protocolo de Kioto y el Acuerdo de París.

Porque, el Estado mexicano decidió adoptar el Protocolo
de Kioto, mismo que firmó el 9 de junio de 1998 y que
aprobó su ratificación el Senado de la República el 29 de
abril de 2000, “instrumento jurídicamente vinculante,
–que– compromete a los países... a reducir las emisiones de
los gases de efecto invernadero: dióxido de carbono (CO2),
gas metano (CH4) y óxido nitroso (N20)...”.12

Así como, el Acuerdo de París que derivó de la COP21
celebrada en París, Francia, en donde nuestro país lo fir-
mó y ratificó, el 22 de abril de 2016; acuerdo jurídica-
mente vinculante, en donde el Estado mexicano se volvió
a comprometer a reducir sus emisiones de gases de efec-
to invernadero. 

IV.- Conclusión

Considero innecesario buscar conceptos o términos nue-
vos, porque los que introducen las reformas aprobadas por
la Cámara de Diputados, del 30 de abril de 2021 y del 02
de marzo de 2023, sobre “la creación de espacios de valor
ambiental que contribuyan a autosuficiencia, sustentabili-
dad y protección ambiental, incluyendo azoteas o techos
verdes, jardines verticales, y huertos urbanos”, aportarán
un beneficio tangible para las personas y la sociedad en sí. 
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La clave del éxito en la lucha contra el cambio climático
siempre será la acción. Sí, “la acción de las administraciones
y del Estado para impulsar cambios estructurales en la socie-
dad y transformar el espacio público, y por otro lado, la ac-
ción de los individuos que deben cuestionar sus propios pa-
trones de consumo y su propio impacto ambiental”.13

Si no hacemos nada al respecto desde el ejemplo del Go-
bierno, entonces estaremos en una crisis climática, que no
solo afectará al medio ambiente, sino a la calidad de vida
de las personas y su vida misma.

Así que, estoy convencida que la presente propuesta en fa-
vor de promover espacios de valor ambiental incluyendo
azoteas o techos verdes, jardines verticales, y huertos urba-
nos, no es un capricho, sino un compromiso por contribuir
a la preservación y restauración del medio ambiente, redu-
cir las islas de calor y las emisiones de gases de efecto in-
vernadero.

Así como, reconocer que tenemos que dar cumplimiento a
los tratados internacionales a los que se compromete el
Estado mexicano y que sirven para garantizar los derechos
humanos de todas las personas en nuestro país, ello como
quedó de manifiesto con la Reforma Constitucional en ma-
teria de Derechos Humanos del 10 de junio de 2011, en
donde se integra a los tratados internacionales a nivel cons-
titucional y establece un nuevo marco donde las autorida-
des tienen la obligación de aplicar el principio pro persona
para la interpretación más favorable a la persona.

Por lo tanto, la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial
y Urbano, siendo la dependencia de la Administración Pú-
blica encargada de la conducción de las políticas de vi-
vienda, ordenamiento territorial, desarrollo agrario y urba-
no, es que se estima que es la autoridad que debe llevar a
cabo la promoción de programas y campañas que tengan
por objeto la creación de espacios de valor ambiental en las
ciudades con la colaboración de la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales.

Por lo anterior, para mayor claridad a la propuesta, se in-
cluye un cuadro comparativo de la misma:

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi carác-
ter de integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ver-
de Ecologista de México, someto a consideración de esta
soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 41
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, en materia de la creación de espacios de valor am-
biental

Artículo Único. Se reforma la fracción XXVII del artícu-
lo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fe-
deral y se adiciona una nueva fracción XXVIII, recorrién-
dose la actual en el orden subsecuente, para quedar como
sigue:

Artículo 41. A la Secretaría de Desarrollo Agrario, Terri-
torial y Urbano le corresponde el despacho de los siguien-
tes asuntos:

I. a XXVI. ...
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XXVII. Diseñar los programas de modernización de los
registros públicos inmobiliarios, así como los catastros,
a través de la administración de la plataforma nacional
de información a que se refiere la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desa-
rrollo Urbano;

XXVIII. Promover programas y campañas que ten-
gan por objeto la creación de espacios de valor am-
biental que contribuyan a autosuficiencia, sustenta-
bilidad y protección ambiental, incluyendo azoteas o
techos verdes, jardines verticales, y huertos urbanos,
en coordinación con los gobiernos estatales, munici-
pales y las Demarcaciones Territoriales, con la parti-
cipación de los sectores social y privado; y, con la co-
laboración de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales, y

XXIX. Las demás que les señale esta Ley y otras dis-
posiciones jurídicas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
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Dado en la sede de la Comisión Permanente, a 17 de febrero de
2026.— Diputada Karina Alejandra Trujillo Trujillo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.
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LEY DE AGUAS NACIONALES 

«Iniciativa que adiciona el artículo 29 Bis 3 de la Ley de
Aguas Nacionales, a cargo del diputado Yerico Abramo
Masso, del Grupo Parlamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, el que suscri-
be, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI Legislatu-
ra e integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional, presenta iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona el numeral 7 a la fracción VI
del artículo 29 Bis 3 de la Ley de Aguas Nacionales, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho al agua es un derecho fundamental tutelado por
nuestra Carta Magna1, que en el párrafo octavo del artícu-
lo 4o. establece:

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y sanea-
miento de agua para consumo personal y doméstico en for-
ma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado ga-
rantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y
modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable
de los recursos hídricos, estableciendo la participación de
la Federación, las entidades federativas y los municipios,
así como la participación de la ciudadanía para la consecu-
ción de dichos fines.

De acuerdo con la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos (CNDH)2, el derecho humano al agua es indispen-
sable para vivir dignamente y es condición previa para la
realización de otros derechos humanos. Es por eso que el
agua debe tratarse fundamentalmente como un bien social
y cultural, y no sólo como un bien económico. En este sen-
tido, la Observación General Número 15 del Comité de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Nacio-
nes Unidas (Comité DESC) señala en su parte introducto-
ria que el agua es un recurso natural limitado y un bien pú-
blico fundamental para la vida y la salud.

A través de una reforma constitucional al párrafo sexto del
artículo 4o., publicada el 8 febrero de 2012 en el Diario
Oficial de la Federación, se elevó a rango constitucional el
derecho humano al agua y saneamiento.

Se considera agua potable aquella utilizada para los fines
domésticos y la higiene personal, así como para beber y co-
cinar. En el mismo sentido, agua potable salubre es el agua
cuyas características microbianas, químicas y físicas cum-
plen con las pautas de la Organización Mundial de la Salud
o los patrones nacionales sobre la calidad del agua potable.

El agua es un recurso fundamental para la vida, es necesa-
ria para diversas finalidades, aparte de los usos personales
y domésticos, y para el ejercicio de varios derechos huma-
nos. Con base en la característica de interdependencia y
progresividad, entre muchos otros derechos, éste tiene vin-
culación con el derecho a la vida, a la alimentación, al me-
dio ambiente y a la salud, por ello es fundamental su pro-
tección.

La demanda de agua para uso personal y doméstico com-
pite con usos productivos que pueden operar con agua no
potable. el agua potable, por definición legal, es agua para
uso y consumo humano que no causa efectos nocivos a la
salud y no presenta contaminantes fuera de límites permi-
sibles. Cuando se destina agua potable a actividades indus-
triales (por ejemplo, enfriamiento, lavado, calderas, riego
de áreas verdes, sanitarios o procesos auxiliares), se redu-
ce la disponibilidad para el derecho humano al agua y se
incrementa la presión sobre fuentes y redes públicas.

Por otra parte, el saneamiento básico del agua es entendido
como la tecnología de más bajo costo que permite eliminar
higiénicamente las excretas y aguas residuales y tener un
medio ambiente limpio y sano, tanto en la vivienda como
en las proximidades de los usuarios. El acceso al sanea-
miento básico comprende seguridad y privacidad en el uso
de estos servicios.

Otras fuentes señalan al tratamiento de aguas residuales co-
mo un proceso que busca eliminar contaminantes y resi-
duos de las aguas usadas para devolverlas al medio am-
biente de forma segura o para reutilizarlas.

El tratamiento de aguas residuales es importante porque
evita la contaminación de ríos, lagos y océanos, preservan-
do la biodiversidad y los ecosistemas acuáticos y reduce la
propagación de enfermedades transmitidas por el agua,
protegiendo la salud de las personas, la reutilización del
agua permite el uso seguro del agua tratada para riego, pro-
cesos industriales y, en algunos casos, incluso para consu-
mo humano (potabilización) y la recuperación de recursos
a través de algunos procesos de tratamiento permiten la re-
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cuperación de nutrientes y otros materiales valiosos pre-
sentes en las aguas residuales.

A través del comunicado de prensa 51/25 “Estadísticas a
propósito del Día Mundial del Agua” publicado el 19 de
marzo de 2025, el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía (Inegi)3 informó que: en 2023, de los 214 mil 227
millones de metros cúbicos (Mm3) de agua extraídos del
medio ambiente, las hidroeléctricas aprovecharon 55.6 por
ciento en la generación de energía (uso no consuntivo). El
agua restante fue consumida en la economía (uso consunti-
vo1), con el sector agropecuario como el mayor usuario del
recurso, con 32.2 por ciento del total. Le siguieron las ac-
tividades de industria, servicio y hogares, que en total con-
sumieron 12.2 por ciento.

En lo que se refiere a las Obras de Toma de Agua para
Abastecimiento Público, que son infraestructuras diseña-
das para extraer agua de diversas fuentes, ya sea subterrá-
neas (pozos) o superficiales (ríos, presas o manantiales).
En 2022, de acuerdo con el Censo Nacional de Gobiernos
Municipales y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de
México (CNGMD), se registró un total de 24 mil 990 de
obras de toma de agua para abastecimiento público. Las
fuentes principales de agua fueron los pozos, con 19 mil
201 (76.8 por ciento) obras de toma; siguieron los manan-
tiales, con 4 mil 84 (16.3 por ciento) obras de toma.

Por otra parte, en lo referente a las Plantas de Potabilización,
que son una construcciones u obra civil donde se lleva a ca-
bo un conjunto de operaciones y procesos físicos y/o quími-
cos que se aplican al agua en los sistemas de abastecimiento
públicos o privados, a fin de hacerla apta para uso y consumo
humanos. En México, en 2022, de un total de 623 plantas de
potabilización, 82.7 por ciento estaba en operación y 17.3 por
ciento se encontraba fuera de operación.

En 2022, existían 3 mil 440 plantas de tratamiento de aguas
residuales municipales, de las cuales 2 mil 258 se encon-
traban en operación (65.6 por ciento). Los 5 estados con
más plantas de tratamiento en operación fueron: Sinaloa
(282), Oaxaca (186), Jalisco (143), Tlaxcala (138) y Gua-
najuato (127).

El Inegi a través de diversas encuestas y estudios, ha re-
copilado información sobre el uso y la reducción del
agua para consumo humano. Estos datos revelan patro-
nes de consumo, disponibilidad del recurso y problemá-
ticas asociadas a su gestión. De acuerdo con esta fuente
se señala que el promedio de consumo de agua por per-

sona en México es de 380 litros, según el Programa de
Uso Eficiente y Racional del Agua.

La principal problemática detectada a través de los estudios
realizados por el Inegi son la escasez de agua y la conta-
minación de los cuerpos de agua; la falta de tratamiento de
aguas residuales es un factor que contribuye a la crisis del
agua en México; falta de políticas públicas adecuadas; el
agotamiento de las aguas subterráneas y el aumento de su
costo económico. Lo anterior, ha generado una reducción
significativa en el consumo de agua en nuestro país.

Otras fuentes señalan que las aguas residuales son “las
aguas de composición variada” provenientes de descargas
de usos municipales, industriales, comerciales, de servi-
cios, agrícolas, etcétera. En industria, normalmente se dis-
tinguen: agua residual de proceso (la que se contamina por
la operación) y aguas no de proceso (sanitarios, pluviales
separadas, etcétera). La diferencia importa porque cambia
el tipo de control y el estándar aplicable.4

De acuerdo con esta fuente el agua se puede tratar para des-
cargar o para reutilizar: 

En el tratamiento para descargar (cumplimiento ambien-
tal), la industria debe controlar su descarga para no conta-
minar cuerpos receptores o dañar infraestructura pública;
de ahí salen permisos, límites máximos permisibles y,
cuando aplica, condiciones particulares de descarga.

En el tratamiento para reutilizar (eficiencia hídrica), el re-
úso busca sustituir “agua de primer uso” por agua resi-
dual tratada en actividades industriales y agrícolas, entre
otras. Conagua lo plantea explícitamente como objetivo
para contrarrestar sobreexplotación de acuíferos y fuentes
superficiales. También se señala que el costo por metro
cúbico, m³, suele ser menor y que se fomenta un “merca-
do” de agua residual tratada para sectores que no requie-
ren calidad de primer uso.

Con cifras de Conagua, se calcula un caudal total tratado
de 145.3 metro cúbico por segundo m³/s; de ese total se
reusaron 135.6 m³/s (93.3 por ciento), se intercambiaron
1.6 m³/s (1 por ciento) y 8.1 m³/s (5.6 por ciento) se des-
cargaron al mar o zonas cercanas.5

La misma fuente señala el reúso se reporta como directo e
indirecto: 50.0 m³/s directo y 85.6 m³/s indirecto en 2021.
Conagua define: reutilización directa (uso del agua tratada
antes de descargar), reutilización indirecta (aprovecharla
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en el cuerpo receptor después de descargar) e intercambio
(usar agua tratada y dejar de usar agua de primer uso).

Conagua reporta que, a diciembre de 2021, existían 3 mil
809 plantas de tratamiento de aguas residuales industriales;
3 mil 786 en operación, con caudal tratado de 56 mil 167.0
l/s (80.1 por ciento de su capacidad instalada). Indica ade-
más que el tratamiento más usado es el secundario (2 mil
61 plantas).

La Ley General de Aguas Publicada en el Diario Oficial de
la Federación el pasado 11 de diciembre de 2025), define
que los servicios municipales de agua y saneamiento inclu-
yen, además del tratamiento, el “reúso de aguas residuales
tratadas” y la facturación/cobro del suministro.

Por su parte, la Ley de Aguas Nacionales publicada en la
misma fecha incluye capítulo de “Fomento al reúso de
aguas residuales” a través del cual:

• la Autoridad del Agua fomentará el reúso de aguas re-
siduales tratadas y no tratadas;

• el tratamiento y su reúso deben cumplir NOM, normas
ambientales, condiciones particulares de descarga y me-
jores prácticas; 

• y la Autoridad del Agua propondrá condiciones para el
reúso en la normatividad que se expida.

Por otra parte, pero en el mismo tema, las normas oficiales
mexicanas (NOM) más usadas en industria son:

1. NOM-001-SEMARNAT-2021 (descargas a cuerpos
receptores propiedad de la Nación) Su objeto es fijar lí-
mites permisibles de contaminantes en descargas para
proteger la calidad de aguas y bienes nacionales; es obli-
gatoria para responsables de descargas en cuerpos re-
ceptores propiedad de la Nación y aclara que no aplica
a descargas directas a drenaje/alcantarillado municipal.

2. NOM-002-SEMARNAT-1996 (descargas a alcantari-
llado urbano o municipal) Fija límites máximos permi-
sibles de contaminantes en descargas al alcantarillado
urbano o municipal para prevenir/controlar contamina-
ción y proteger la infraestructura; es obligatoria para
responsables de esas descargas.

3. NOM-003-SEMARNAT-1997 (agua residual tratada
para reúso en servicios al público) Establece límites má-

ximos permisibles para aguas residuales tratadas que se
reúsen en servicios al público, para proteger ambiente y
salud; establece obligación de cumplimiento para res-
ponsables del tratamiento y reúso (y también terceros
que presten el servicio).

Cuando hablamos de “usar agua reciclada” en industria,
casi siempre es para usos no humanos: enfriamiento, lava-
do, calderas/servicios auxiliares, riego de áreas verdes no
comestibles y sanitarios (siempre con controles sanitarios y
señalización para evitar consumo). Esto encaja con la lógi-
ca de Conagua de sustituir agua de primer uso con tratada
en actividades industriales.

Ya existe el reconocimiento legal y operativo del reúso
dentro de los servicios municipales en la Ley General de
Aguas, la cual ya fija que el reúso debe cumplir NOM/con-
diciones y promueve su fomento. Sin embargo, si un in-
dustrial empieza a usar agua reciclada (reúso/recircula-
ción) y por eso extrae menos “agua limpia” de su
concesión, existe el riesgo real de caducidad parcial o total
por “no uso” durante 2 años consecutivos, la Ley de Aguas
Nacionales6 permite que la Autoridad del Agua declare la
caducidad (parcial o total) si se deja de explotar/usar/apro-
vechar el agua por dos años consecutivos.

Y aunque la misma ley establece expresamente que no se
aplica la caducidad cuando el concesionario haya realizado
inversiones para elevar la eficiencia en el uso del agua y
por eso solo utilice una parte del volumen concesionado se
considera que en automático no debiera considerarse la
mencionada caducidad, parcial o total, sobre todo por el
aumento de engorrosas acciones para evidenciar las inver-
siones tendientes a elevar la eficiencia en el uso del agua.

El objeto de esta iniciativa es establecer con claridad que la
disminución de extracción del volumen concesionado,
cuando derive de la sustitución por agua reciclada o aguas
residuales tratadas en procesos productivos, constituye
causa justificada que impide la caducidad parcial o total del
volumen no extraído, siempre que se acredite medición,
trazabilidad y cumplimiento normativo.

Se espera con ello incentivar inversión industrial en trata-
miento y reúso, alineándose con el mandato de fomento al
reúso. Asimismo, evita que el régimen de caducidad fun-
cione como castigo a la eficiencia hídrica y mejora la cer-
teza jurídica de concesionarios y facilita la verificación ad-
ministrativa mediante medición y registro.
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En atención a lo expuesto, se propone adicionar un nume-
ral 7 a la fracción VI del artículo 29 Bis 3 de la Ley de
Aguas Nacionales y para una mejor identificación de la
propuesta se presenta el siguiente cuadro comparativo.

Ley de Aguas Nacionales

En atención a lo expuesto, acudo a esta tribuna para some-
ter a la consideración de este Pleno y solicitar su respaldo
a la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona el numeral 7 a la fracción
VI del artículo 29 Bis 3 de la Ley de Aguas Nacionales

Artículo Único. Se adiciona el numeral 7 a la fracción VI
del artículo 29 Bis 3. de la Ley de Aguas Nacionales, para
quedar como sigue:

Artículo 29 Bis 3. La concesión o asignación para la ex-
plotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales só-
lo podrá extinguirse por:

I. a V. …

VI. Caducidad parcial o total declarada por la Autoridad
del Agua cuando se deje parcial o totalmente de explo-
tar, usar o aprovechar aguas nacionales durante dos años
consecutivos, sin mediar causa justificada explícita en la
presente ley y sus reglamentos.

…

No se aplicará la extinción por caducidad parcial o total,
cuando:

1. a 6. …

7. La persona concesionaria reduzca total o parcial-
mente la extracción del volumen de aguas nacionales
concesionado como consecuencia de la sustitución de
insumos hídricos mediante el uso de aguas residuales
tratadas, agua reciclada o recirculada, destinadas a
procesos productivos o servicios industriales, siempre
que dicha sustitución tenga por finalidad la eficiencia
hídrica y se acredite en términos de esta ley.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum.htm.

2 https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-08/
Derecho-Humano-Agua-PS.pdf.

3 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2025/
EAP_DMunAgua.pdf.

4 https://www.conagua.gob.mx/CONAGUA07/Publicaciones/Publica-
ciones/SGAA-15-13.pdf#:~:text=3.3%20Aguas%20residuales%20
Las%20aguas%20de%20composici%C3%B3n,uso%2C%20as%C3%
AD%20como%20la%20mezcla%20de%20ellas.

5 biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/libros2023/
CD009640.pdf.

6 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/lan.htm.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y
AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, a
cargo del diputado Yerico Abramo Masso, del Grupo Par-
lamentario del PRI

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como 6, numeral 1, fracción I; artícu-
los 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, el
que suscribe, Yerico Abramo Masso, diputado de la LXVI
Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional, presenta iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan di-
versas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Au-
totransporte Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las autopistas y puentes de cuota son infraestructura esen-
cial para la movilidad de personas y mercancías. Sin em-
bargo, en una parte importante de las casetas de cobro el
pago sigue limitado a efectivo o a dispositivos de telepea-
je (TAG), lo que provoca contratiempos a quienes no por-
tan efectivo o no cuentan con TAG, además de afectar la
eficiencia del servicio.

Una de las imágenes recurrentes captadas por los usuarios
de las diversas autopistas de cuota, son las largas filas de
15 o 20 autos o tráileres y el cobro se torna estresante y te-
dioso, porque falta personal que cobre o faltan o no fun-
cionan los sistemas de prepago.

En efecto, uno de los problemas más recurrentes que tienen
los usuarios de las diversas carreteras de cuota a lo largo y
ancho de en nuestro país lo constituye el hecho de que las
casetas de cobro no funcionan de forma adecuada ni a su
máximo potencial de atención.

A través de diversos medios se ha evidenciado esta proble-
mática señalando que en la mayoría de casetas administra-
das por Capufe el esquema se limita a efectivo o TAG, lo

que genera afectaciones para usuarios nacionales y turistas,
y proponiendo la adopción generalizada de tarjetas (priori-
zando tecnología “sin contacto”).

Es importante que las casetas operen con 100 por ciento de
ventanillas/carriles (especialmente en horas pico) ya que
permite reducir filas y tiempos perdidos (y evita que el sis-
tema “colapse”).

En una plaza de cobro, la capacidad real depende directa-
mente de cuántos carriles de cobro están operando: si se
cierran carriles, baja la capacidad y aumentan las filas de
forma desproporcionada. La NOM-033-SCT2-2024 reco-
noce que los retrasos por filas de espera son una preocupa-
ción relevante en plazas de cobro y que reducir tiempos de
espera mejora la seguridad vial.

Por lo que, la operación a 100 por ciento de las casetas me-
jora la seguridad vial (menos choques por frenadas y “co-
las” inesperadas).

Por otra parte, cabe destacar que las filas largas obligan a
frenadas bruscas, cambios de carril de último momento y
detenciones en zonas de alta velocidad, lo que eleva el ries-
go de choques por alcance. La NOM-033-SCT2-2024 su-
braya que en plazas de cobro pueden ocurrir siniestros de
alto impacto (a veces fatales) y vincula la formación de fi-
las con la necesidad de mejorar operación y seguridad.

En general, la capacidad y el nivel de servicio están rela-
cionados con la seguridad y la siniestralidad.

De igual forma se protege la economía cotidiana en el
transporte de carga y turismo y productividad, ya que cada
minuto detenido en casetas es costo directo para usuarios
(tiempo) y para empresas (combustible, horas-hombre, en-
tregas tardías, inventarios). En temporadas altas el flujo es
enorme (Capufe reporta millones de cruces en operativos
vacacionales), así que el efecto agregado de filas se vuelve
masivo.

Asimismo, contribuye a reducir la contaminación local y
consumo de combustible.

También aumenta la calidad del servicio por el que la gen-
te paga y con ello se opera y se mantiene estándares claros.

La Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal regu-
la la operación, explotación, conservación y mantenimiento
de caminos y puentes, y sujeta la construcción/mantenimien-
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to/explotación a la ley y a las condiciones de la concesión.
Eso da base para exigir niveles mínimos de operación en ca-
setas. En el Compendio Operativo de Capufe, se indica que
el encargado de turno debe abrir la totalidad de los carriles
considerando aforo, carriles funcionando y personal disponi-
ble, y vigilar que permanezcan abiertos durante el turno en
condiciones óptimas.

La NOM-033-SCT2-2024 insiste en eficiencia operativa,
en informar oportunamente qué carriles están en servicio y
en promover telepeaje (TAG) para mejorar flujo y reducir
esperas.

En autopistas y puentes de cuota, la formación de filas en
plazas de cobro se agrava cuando no se encuentran operan-
do todas las ventanillas/cabinas disponibles. La reducción
de carriles en servicio incrementa tiempos de espera, gene-
ra riesgos de alcance, maniobras intempestivas y conflictos
viales en la aproximación a la plaza.

El propio marco técnico en materia de plazas de cobro re-
conoce que los retrasos por filas de espera impactan la se-
guridad vial y que es necesario informar oportunamente so-
bre carriles en servicio y métodos de pago, como parte de
estrategias para reducir tiempos de espera.

El pasado 9 de mayo de 2025 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación la Norma Oficial Mexicana NOM-033-
SCT2-2024, Diseño de plazas de cobro en carreteras. Crite-
rios de seguridad vial, cuyo objetivo es establecer los crite-
rios de carácter general para la ubicación y diseño de las
plazas de cobro, con el propósito de salvaguardar a las per-
sonas, vehículos y elementos que integran dichas plazas en
las carreteras concesionadas, así como reducir los tiempos de
espera de los usuarios por su impacto en la seguridad vial.1

La aplicación de dicha norma es obligatoria en las carrete-
ras federales y estatales concesionadas, a fin de proveer se-
guridad vial a los usuarios que transiten por las carreteras
y sus plazas de cobro, de forma que éstas cuenten con ele-
mentos y señalamiento vial que los protejan, donde es alto
el riesgo de que por condiciones meteorológicas, por fallas
mecánicas, por errores de los conductores o por caracterís-
ticas específicas del camino, los vehículos pudieran impac-
tar contra otros vehículos o contra los elementos que inte-
gran las plazas de cobro.

Por otra parte, se destaca que: una de las principales preocu-
paciones y áreas de oportunidad en la operación de las plazas
de cobro es el índice de siniestros viales que se presentan en

las mismas; si bien estos incidentes no muestran una tasa al-
ta de ocurrencia en el contexto de la siniestralidad vial del pa-
ís, sí que derivan en consecuencias de alto impacto que sue-
len ser fatales tanto para los usuarios de las carreteras como
para el personal que labora en dichas plazas.

Asimismo, señala que “otras grandes preocupaciones aso-
ciadas a la necesidad de incrementar la seguridad vial en
las plazas de cobro son los retrasos que experimentan los
usuarios para realizar el pago debido al impacto en la for-
mación de filas de espera.”

Por lo que destaca que: como parte de las estrategias de
corto plazo a considerar en la atención a estas áreas de
oportunidad, está la correspondiente a la modernización de
la infraestructura y operación de las plazas de cobro, de
forma tal que se brinden criterios de seguridad vial y efi-
ciencia en su operación, relativos a su ubicación, a infor-
mar oportunamente a los conductores sobre los carriles de
cobro que se encuentren en servicio, métodos específicos
de pago, prevenirlos para reducir la velocidad de viaje en
la cercanía a la plaza de cobro, así como instalar correcta-
mente los equipos y dispositivos de seguridad en las plazas
de cobro, Finalmente, esta Norma Oficial Mexicana con-
templa proporcionar los criterios que permitan evitar la
ocurrencia de siniestros fatales en las plazas de cobro.

En esta norma se define como plaza de cobro al área en el
camino que se integra por la zona administrativa (incluye
sala de operación) y el diamante de transición (incluye las
casetas), cuyas funciones principales son el control de trán-
sito y el cobro de peaje por el uso de la carretera.

De igual manera se define como Plaza de cobro de circu-
lación continua a la Sección en el camino cuya función es
el registro y cobro de peaje sin que el vehículo deba dete-
nerse o disminuir su velocidad.

Por otra parte, se conceptualiza a los Sistemas inteligentes
de transporte (SIT) como el conjunto de soluciones tec-
nológicas que permiten el control, gestión y seguimiento
del tránsito con objeto de mejorar la seguridad vial y efi-
ciencia de los traslados en calles y carreteras.

Asimismo, a TAG (Transpondedor de telepeaje) como el
Dispositivo electrónico capaz de almacenar, recibir y trans-
mitir datos a través de señales de radiofrecuencia y de co-
municarse con antenas de telepeaje. Está formado por un
circuito electrónico, una antena, una cubierta protectora y,
en su caso, una batería.
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Este documento señala que las plazas de cobro se clasifi-
can de acuerdo con su ubicación en troncales y auxiliares,
en las cuales se pueden emplear sistemas de operación
abierto o cerrado y distintas modalidades de cobro.

Las Plaza de cobro troncales, son las plazas de cobro lo-
calizada sobre el eje troncal de una carretera de cuota,
transversal a la superficie de rodadura, de un sentido de cir-
culación o de ambos.

Las Plaza de cobro auxiliar son plazas de cobro comple-
mentarias instaladas para acceder o salir de una carretera
de cuota.

En lo que se refiere a las modalidades de cobro esta norma
señala los siguientes: 

Carriles con pago manual: el usuario hace el pago del pe-
aje en efectivo, asistido por personal en las casetas de co-
bro, una vez clasificado su vehículo en el sistema de con-
trol de tránsito, y se emite un boleto de pago con la
información de la plaza de cobro.

Carriles con pago manual y por telepeaje: pago multi-
modal o mixto, manual y por telepeaje. La capacidad pro-
medio de cruce/carril de esta modalidad es de seiscientos
(600) a setecientos (700) vehículos ligeros por hora.

Carriles con pago exclusivo por telepeaje: operan exclu-
sivamente con sistemas electrónicos de cobro a través de
un dispositivo TAG adherido a los vehículos o portátil, que
al aproximarse a la zona de cobro realiza la lectura y el re-
gistro de los datos del TAG en el sistema de control de trán-
sito para abrir la barrera. El control de acceso se efectúa
mediante pórticos electrónicos, que pueden informar al
usuario sobre el saldo de su dispositivo TAG y la autoriza-
ción de acceso en función de éste, o bien, su reconducción
hacia una vía de escape por saldo insuficiente.

La capacidad promedio de cruce/carril de esta modalidad
electrónica es de novecientos (900) a mil doscientos (1
200) vehículos ligeros por hora. La operación de cruce
quedará registrada en la plaza de cobro con información
del TAG, la tarifa, clasificación, modo de pago, imagen,
nombre de la plaza, fecha, horario y carril de pago, entre
otros.

Carriles exprés (Sentri o Ready Lane): se ubican en
puertos fronterizos al norte de México. Además de los ca-
rriles regulares, cuentan con carriles exprés de los progra-

mas Sentri (Secure Electronic Network for Travelers Rapid
Inspection) o Ready Lane, que agilizan el cruce de viajeros
de bajo riesgo a Estados Unidos de América, al disminuir
el tiempo de revisión aduanal y el tiempo de pago de tarifa
por el cruce internacional, mediante un método de prepago.

Carriles de circulación continua (Free Flow): operan
con sistemas electrónicos para el cobro del peaje sin tran-
siciones ni barreras físicas, que permiten el flujo vehicular
a la velocidad de operación de la carretera.

Como ya se mencionó, la NOM-033-SCT2-2024 (diseño
de plazas de cobro) describe que el pago manual tradicio-
nal se realiza en efectivo y que es la modalidad que, en pro-
medio, implica más tiempo de cruce; además, expone ca-
pacidades por carril mayores en telepeaje, vinculando el
método de cobro con filas y retrasos. 

A través de esta iniciativa se propone la obligación de que
las plazas de cobro operen al 100% de sus ventanillas/ca-
binas disponibles durante el horario de operación, garanti-
zando continuidad del servicio, así como definir excepcio-
nes estrictas (mantenimiento indispensable, emergencia,
siniestro, falla técnica acreditada o condiciones de seguri-
dad) con requisitos de registro, señalización y plan de con-
tingencia y crear una infracción específica y sanciones cla-
ras para el operador o concesionario que incumpla.

En atención a lo anteriormente expuesto, se propone la re-
forma y adición de diversas disposiciones de la Ley diver-
sas disposiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Auto-
transporte Federal y para una mejor identificación de la
propuesta se presenta el siguiente cuadro comparativo.

Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal
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En atención a lo anteriormente expuesto, acudo a esta Tri-
buna para someter a la consideración de este Pleno y soli-
citar su respaldo a la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley de Caminos, Puentes y Autotrans-
porte Federal

Artículo Único. se adicionan las fracciones XVII, XVIII
XIX al artículo 2o., los artículos 30 Bis y 30 Ter, así como
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la fracción VI al artículo 74, de la Ley de Caminos, Puen-
tes y Autotransporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. a XVI. …

XVII. Plaza de cobro: infraestructura instalada en
caminos, carreteras, autopistas o puentes de juris-
dicción federal destinada al cobro de cuota, integra-
da por carriles, cabinas/ventanillas y equipos de con-
trol y registro vehicular, ya sea en modalidad
manual, automática o mixta.

XVIII. Ventanilla o cabina de cobro: módulo físico
de atención o cobro (manual o asistido), instalado en
una plaza de cobro, mediante el cual se realiza el co-
bro de la cuota y la expedición de comprobantes,
cuando aplique.

XIX. Operación al cien por ciento: condición en la
que se encuentran habilitadas y funcionando todas
las ventanillas/cabinas de cobro instaladas y disponi-
bles para su uso en una plaza de cobro, conforme al
modelo de operación autorizado, incluyendo dispo-
nibilidad de personal, energía, conectividad y equi-
pos necesarios para realizar el cobro sin interrupcio-
nes.

Artículo 30 Bis. Operación al cien por ciento en plazas
de cobro.

I. Los concesionarios, asignatarios, permisionarios u
operadores, incluidos los organismos públicos que
administren plazas de cobro en caminos y puentes de
jurisdicción federal, deberán garantizar la operación
al cien por ciento de las ventanillas/cabinas de cobro
disponibles, durante el horario de operación de la
plaza.

II. La obligación prevista en el párrafo anterior com-
prende, al menos:

a) Contar con personal suficiente para cubrir re-
levos y descansos sin disminuir el número de ven-
tanillas/cabinas en operación;

b) Mantener en condiciones funcionales los equi-
pos, sistemas y dispositivos necesarios para el co-
bro;

c) Informar y señalizar de manera clara y oportuna
los carriles en servicio y cualquier afectación opera-
tiva, conforme a las disposiciones técnicas aplicables
y mejores prácticas de seguridad vial.

III. Excepciones. Únicamente podrá justificarse la
no operación al cien por ciento cuando exista:

a) Mantenimiento indispensable y programado;

b) Emergencia, siniestro, amenaza o evento que
ponga en riesgo la integridad de usuarios o per-
sonal;

c) Falla técnica o de infraestructura no atribuible
a negligencia, debidamente acreditada;

d) Instrucciones de protección civil o autoridad
competente por razones de seguridad.

En todos los casos, el operador deberá:

1. Asentar la causa, hora de inicio y fin, y carriles
afectados en una bitácora verificable;

2. Desplegar señalización y avisos en sitio y, cuando
exista infraestructura, avisos previos (mensajería va-
riable u otros);

3. Activar un plan de contingencia que reduzca al mí-
nimo la afectación al tránsito, incluyendo reasigna-
ción de personal, apertura de cabinas móviles u otras
medidas equivalentes.

Artículo 30 Ter. Supervisión e indicadores mínimos de
servicio.

I. La Secretaría, en el ámbito de sus atribuciones de
verificación e inspección, podrá realizar visitas y re-
querir bitácoras, registros e información operativa
para comprobar el cumplimiento del artículo 30 Bis.

II. La Secretaría emitirá disposiciones administrati-
vas de carácter general para:

a) Establecer formatos mínimos de bitácora y evi-
dencia técnica de fallas;

b) Definir criterios de “disponibilidad” y “funcio-
namiento” de ventanillas/cabinas;
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c) Fijar medidas de contingencia obligatorias se-
gún aforo y configuración de plaza;

d) Establecer mecanismos de reporte y atención
de incidencias.

Artículo 74. Salvo lo dispuesto en el artículo 74 Bis de
la presente ley, las infracciones a lo dispuesto en esta,
serán sancionadas por la Secretaría de acuerdo con lo
siguiente:

I. a V. …

VI. Incumplir la obligación prevista en el artículo 30
Bis de esta ley, con multa de quinientos a dos mil dí-
as de salario mínimo por cada día natural en que la
plaza de cobro no opere al cien por ciento, por cada
plaza afectada, sin perjuicio de que la Secretaría or-
dene medidas correctivas inmediatas y, en caso de
reincidencia, aplique el doble de la multa, conforme
a este artículo, y proceda, cuando corresponda, a la
suspensión del servicio o revocación de la concesión
en términos de esta ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Dentro de los 180 días naturales siguientes a la
entrada en vigor del presente decreto, la Secretaría emitirá
las disposiciones administrativas a que se refiere el artícu-
lo 30 Ter, fracción II.

Tercero. Los operadores y concesionarios contarán con un
plazo máximo de 180 días naturales, contados a partir de la
publicación de las disposiciones administrativas referidas
en el Transitorio Segundo, para adecuar:

a) Bitácoras, evidencia técnica y procedimientos de con-
tingencia; y

b) Dotación mínima de personal por plaza de cobro pa-
ra garantizar la operación al cien por ciento.

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.

Nota

1 Consultado en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5756899&fe-
cha=09/05/2025.

Dado en Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.—
Diputado Yerico Abramo Masso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Comunicaciones y Transpor-
tes, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
legislación penal única, a cargo de la diputada Ivonne Ara-
celly Ortega Pacheco, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

Quien suscribe, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pache-
co, coordinadora del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano en la LXVI Legislatura, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como de
los artículos 6, numeral 1; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
de la honorable Cámara de Diputados iniciativa con
proyecto de decreto por el que reforma el artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de legislación penal única, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

El derecho penal es la rama del derecho público encargada
de definir los delitos, establecer las penas correspondientes
a éstos y los procedimientos para sancionar a quienes los
cometen.

En México y en cualquier país esta materia es fundamental
para preservar el orden público, garantizar la paz y sobre
todo el respeto a los derechos humanos dentro de una so-
ciedad.
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La necesidad de reglas claras que sancionen determinadas
conductas es vital para sostener las bases y establecer los
límites de las conductas de las personas, sobre todo es una
pieza clave para el mantenimiento del orden social, la pro-
tección de bienes jurídicos fundamentales y la garantía de
justicia adecuada.

Por consiguiente, el derecho penal sustantivo constituye la
columna vertebral que equilibra seguridad pública, justicia
y derechos humanos. Es responsable del equilibrio entre
orden y libertad, fortaleciendo la convivencia y la confian-
za en las instituciones. Sin esa base, se extenderían la im-
punidad, el abuso tanto del Estado como de los particula-
res. Al garantizar procesos justos y derechos eficaces, se
previene el autoritarismo y se protege la dignidad humana
tanto de la víctima como del acusado.

En cuanto al derecho objetivo en derecho penal, se entien-
de como el conjunto normativo de leyes y reglas que tipi-
fica las conductas punibles, establece las sanciones, y de-
termina los criterios de aplicación de esas consecuencias.
Su función es brindar certeza jurídica, al definir claramen-
te qué acciones están prohibidas y qué sanciones conlle-
van, en México el marco normativo en materia penal fede-
ral es denominado el “Código Penal Federal”, el cual, a su
vez representa el conjunto de normas jurídicas en un solo
documento que:

1. Tipifican las conductas delictivas.

2. Determinan las penas, sanciones y medidas de segu-
ridad aplicables a quienes las cometen.

El Código federal en esta materia, fue publicado en el Diario
Oficial de la Federación en agosto de 1931,1 y ha tenido nu-
merosas reformas a lo largo de su historia, que han fortaleci-
do el andamiaje jurídico respecto de sanciones, protección a
derechos humanos, prescripción y tipificación de delitos.

La normatividad penal, tanto en su estudio como en su apli-
cación, es vital para la democracia: este cuerpo legal define
con precisión los hechos que constituyen delitos, establece
las penas correspondientes y regula los procedimientos que
garantizan un ejercicio justo del poder punitivo.

Aunque en México existe un Código Penal Federal, que se
aplica en toda la República para los delitos del orden federal,
lo que incluye delitos cometidos en los consulados mexica-
nos, embajadas, altamar, buques, etcétera; cada estado de la
República tiene su propio código o ley en materia penal.

Cada entidad federativa es autónoma, y por esta razón tie-
nen su propio código penal y se rige por él, a pesar de ello
es sustancial mencionar que no todos los tipos penales es-
tán concentrados en leyes de esta materia, existen los de-
nominados como “delitos especiales”, que se encuentran
en leyes que no son de naturaleza penal, pero que estable-
cen sanciones para ciertas conductas que afectan bienes ju-
rídicos específicos; algunos ejemplos son: la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, que
contiene delitos ambientales, el Código Fiscal de la Fede-
ración, que establece delitos relacionados con la materia
fiscal, o en leyes especiales como Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos, Ley Federal para Prevención y San-
ción de Delitos en Materia de Hidrocarburo y leyes gene-
rales como la Ley General en Materia de Trata de Personas
y la Ley General de Salud.

En consecuencia, no sólo en 36 leyes están contemplados
los tipos penales, sino en más marcos jurídicos están estos.

Como se ha mencionado y con datos de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación (SCJN), se contempla que hay
conductas antijurídicas en 58 ordenamientos.2

Esta diversidad de “Códigos Penales tiene su origen en la
Constitución de 1824, que al no reservarse la federación la
facultad de legislar en materia penal facultó a cada entidad
federativa a emitir sus propios códigos penales, precipitan-
do al caos el sistema penal mexicano”.3

Si bien parecía que tener tantas leyes fortalece al sistema
penal, es inevitable afirmar lo contrario. El exceso de leyes
y sobre todo de tipos penales repartidos en diferentes orde-
namientos genera confusión en el derecho objetivo y en el
subjetivo, tener diferentes sanciones en cada entidad fede-
rativa por el mismo hecho delictivo se ha considerado in-
justo y sobre todo ha generado desorientación en la aplica-
ción de la justicia penal; incluso lo más grave ha sido en los
casos en donde en una entidad una conducta es considera-
da “delito” y en la otra que en muchos casos puede ser co-
lindante está totalmente permitido el hecho.

La falta de armonización en materia penal ha ocasionado in-
coherencias y confusión, sobre todo al determinar la legisla-
ción aplicable para un hecho ilícito, para saber cuáles son las
actividades permitidas dentro de una entidad o incluso para
establecer la jurisdicción y el lugar de los hechos.

La contradicción que se da en ocasiones entre normas jurídi-
cas de entidades vecinas ha hecho que las personas que co-
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meten hechos delictivos sepan cómo evadir la justicia, o, en
el caso contrario se deban mover a otro estado para realizar
una actividad legal, que es considerada punible en otro.

Uno de los de los ejemplos más claros es el caso del abor-
to. La Ciudad de México, desde 24 de abril de 2007, se
convirtió en la primera entidad en México en legalizar el
aborto hasta las 12 semanas de gestación, despenalización
que se enmarcó en el Código Penal para el antes “Distrito
Federal”. En el caso contrario tenemos al estado de Gua-
najuato que, si bien ha hecho esfuerzos por despenalizarlo,
sigue siendo un delito por el que se impone a la mujer “de
seis meses a tres años de prisión y de cinco a treinta días
multa”. (Se muestra a continuación el texto de la ley para
mayor entendimiento)

Código Penal del Estado de Guanajuato4

Artículo 158. Aborto es la muerte provocada del pro-
ducto de la concepción en cualquier momento de la
preñez. 

Artículo 159. A la mujer que provoque o consienta su
aborto, se le impondrá de seis meses a tres años de pri-
sión y de cinco a treinta días multa. 

Código Penal para el Distrito Federal5

Artículo 144. Aborto es la interrupción del embarazo
después de la décima segunda semana de gestación.

…

Artículo 145. Se impondrá de tres a seis meses de pri-
sión o de 100 a 300 días de trabajo a favor de la comu-
nidad, a la mujer que voluntariamente practique su
aborto o consienta en que otro la haga abortar, des-
pués de las doce semanas de embarazo. En este caso, el
delito de aborto sólo se sancionará cuando se haya con-
sumado.

…

En consecuencia, como la propia redacción lo indica, es
evidente la diferencia entre ambas leyes, resaltando que, si
bien no son estados vecinos, la cercanía entre uno y otro es
inminente, por lo que podría resultar confuso el hecho de-
lictivo.

En este ejemplo en específico, las consecuencias han sido
claras: la solución para muchas personas es trasladarse a una
entidad donde la conducta no sea punible, para así quedar
exentas de la persecución penal por esa razón. Si bien este se-
ría el recurso más “fácil”, no todas las personas gestantes tie-
nen la posibilidad económica para hacerlo, por lo que en su
caso recurren a lugares clandestinos y, además de correr ries-
go su vida, quedan expuestas a una sanción penal. 

Esta enorme diferencia en las conductas penales entre enti-
dades ha trascendido en la vida de la sociedad en general,
y también en el propio sistema de aplicación de justicia,
complicando el derecho subjetivo e, incluso en el caso an-
teriormente ejemplificado ha generado incertidumbre y
conflicto.

Si bien el aborto es un ejemplo claro, no es el único, hacer
un comparativo entre hechos punibles y penas de cada es-
tado evidenciaría la falta de coherencia y coordinación en-
tre el sistema de justicia penal. 

Otro claro ejemplo se da cuando los códigos penales de los
estados de la República se quedan “retrasados”, al grado de
que, en muchas ocasiones, tienen tipos penales en su ley
actual que se consideran obsoletos en la legislación federal,
como es el caso de las “Injurias, Calumnias y Difamación”.

A nivel federal, desde 2007 estos tipos penales se deroga-
ron del código procedente, argumentando que vulneraban
la libertad de expresión, incluyendo el derecho a opinar y a
informar, en consecuencia, se realizaron diversos esfuerzos
legislativos sobre la materia, entre ellos un punto de acuer-
do que exhortó a las legislaturas locales a despenalizar la
figura de la difamación.

Este ejemplo es sólo uno de entre los muchos delitos en los
que existen contradicciones entre las legislaciones estata-
les, dado que, pese a ello, aún hay códigos como los de Yu-
catán y Nuevo León en los que estas conductas permane-
cen tipificadas.

Código Penal Federal6

Título Vigésimo

Delitos contra el Honor

Capítulo II 
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Injurias y difamación

Artículo 248 a 355 (Derogados).

Capítulo III 

Calumnia

Artículo 256 a 359 (Derogadas).

Código Penal para el Estado de Nuevo León7

Artículo 344. La difamación consiste en comunicar
dolosamente a una o más personas, la imputación
que se le hace a otra persona física o persona moral,
en los casos previstos por la ley, de un hecho cierto o
falso, determinado o indeterminado, que pueda causarle
deshonra, descredito, perjuicio, o exponerlo al desprecio
de alguien.

Artículo 345. El delito de difamación se castigará con
prisión de seis meses a tres años, o multa de diez a qui-
nientas cuotas, o ambas sanciones, a criterio del juez.

…

Artículo 342. Injuria es toda expresión proferida a to-
da acción ejecutada para manifestar desprecio a otro,
o con el fin de hacerle una ofensa.

Artículo 343. El delito de injurias se sancionará con
tres días a un año de prisión, o multa de una a diez
cuotas, o ambas, a juicio del juez. Si las injurias fueran
reciprocas, el juez podrá declararlas exentas de sanción.

…

Artículo 344. La difamación consiste en comunicar
dolosamente a una o más personas, la imputación
que se le hace a otra persona física o persona moral,
en los casos previstos por la ley, de un hecho cierto o
falso, determinado o indeterminado, que pueda causarle
deshonra, descredito, perjuicio, o exponerlo al desprecio
de alguien.

Artículo 345. El delito de difamación se castigará con
prisión de seis meses a tres años, o multa de diez a qui-
nientas cuotas, o ambas sanciones, a criterio del juez.

Código Penal del Estado de Yucatán8

Artículo 294. Injuria es toda expresión proferida o
toda acción ejecutada para manifestar desprecio a
otro con el fin de hacerle una ofensa. Este delito se
sancionará con prisión de tres días a dos años o de dos
a veinte días-multa.

…

Artículo 295. La difamación consiste en comunicar
dolosamente a una o más personas, la imputación
que se hace a otra persona física o moral, de un he-
cho cierto o falso, determinado o indeterminado, que
pueda causarle deshonra o afecte su reputación.

El delito de difamación se sancionará con prisión de
tres días a dos años o de veinte a doscientos días-
multa.

Artículo 299. Se impondrá prisión de seis meses a dos
años o de veinte a doscientos días-multa, a quien:

I. Impute a otro un hecho determinado y calificado
como delito por la Ley, si este hecho es falso o es ino-
cente del mismo la persona a quien se le impute;

II. Presente denuncias o querellas calumniosas, en-
tendiéndose por tales, aquéllas en que su autor imputa
un delito a persona determinada sabiendo que ésta es
inocente o que aquél no ha sido cometido, y 

III. Para hacer que un inocente aparezca como imputa-
do de un delito, ponga sobre la persona del calumniado,
en su casa o en otro lugar adecuado para ese fin, una co-
sa que pueda dar indicios o presunciones de responsabi-
lidad.

…

…

Con estos casos, queda claro que la homologación de los
códigos penales debe considerarse como un asunto necesa-
rio para otorgar certeza jurídica a las personas. Esta homo-
logación es el propósito de la iniciativa, que pretende en un
principio otorgar facultades al Congreso de la Unión para
poder expedir una legislación única en materia penal,
apuntando a un sistema más justo, coordinado y eficiente,
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alineado con estándares internacionales y federales exito-
sos. Previendo así las herramientas jurídicas necesarias pa-
ra el combate eficaz de los delitos y crear una política cri-
minal efectiva. 

Esta unificación penal es una realidad en varios países que
buscan homogeneidad normativa bajo un único cuerpo le-
gal aplicado en todo el territorio, lo que permite establecer
la definición de conductas delictivas y sanciones.

Delegar al Congreso de la Unión la facultad de legislar en
materia penal garantizaría una concurrencia coordinada
con los estados y municipios, quienes seguirían encargán-
dose de la aplicación, ejecución y prevención del delito.

Uno de los ejemplos internacionales es Suiza, que, en un
inicio, al constituirse la Confederación Helvética en 1848,
cada cantón legislaba en materia penal cada uno inspirado
en diferentes sistemas penales exitosos internacionales,9

esto se convirtió en un escenario caótico para la sociedad y
la impartición de justicia, ya que dispersaba en temas esen-
ciales “Por supuesto que una misma conducta delictiva, se-
gún se cometiera en uno u otro cantón suizo, podía ser pe-
nada con reclusión, con prisión, multa o no estar prevista ni
penada”.10 Problema que se solucionó con la unificación
del Derecho Penal, para 1893 apareció la parte general del
anteproyecto, que posteriormente fue aprobado por el Par-
lamento federal en 1937 y entró en vigor en 1942 el
“Schweizerisches Strafgesetzbuch”.11

En México, esta podría ser una realidad. No se trata de un
panorama nuevo ni de una propuesta sin sustento; por el
contrario, los esfuerzos legislativos han sido significativos
y se ha incluido en la agenda pública. Esta unificación re-
presentaría una unión a nivel nacional, como reflejo de
acuerdos entre los distintos niveles de gobierno.

Desde 2008, la transición del sistema inquisitivo y mixto
heredado de la Colonia evolucionó hacia un modelo acusa-
torio, oral y homologado en toda la República, lo cual ha
representado un acierto para avanzar en el acceso a la jus-
ticia y, sobre todo, en el respeto de los derechos humanos
de víctimas e imputados, así como en la consagración de
principios como la publicidad, contradicción, concentra-
ción, continuidad e inmediación. Esta reforma, aprobada
en 2008, buscó contrastar las bondades del sistema “acusa-
torio” frente a las deficiencias del sistema “inquisitivo”.12

El sistema acusatorio se convirtió en una realidad en nues-
tro país que trajo consigo críticas y a la vez avances signi-

ficativos. Por un lado, se señaló la ineficacia en la investi-
gación y la impunidad, con reportes de que alrededor de 90
por ciento de los homicidios no son esclarecidos,13 evi-
denciando serias deficiencias en recursos, coordinación y
profesionalización de las fiscales.

La transición al sistema penal acusatorio requería mucho
más que una simple reforma constitucional. Se necesitaba
una reforma integral de todo el sistema penal: en su mo-
mento, se planteó la revisión completa de todos los códigos
penales, con el fin de homologar el régimen en todas las
entidades federativas dentro de una ley uniforme que ga-
rantizara el respeto a los derechos humanos de todas las
partes. Lamentablemente, debido a la complejidad inhe-
rente al cambio estructural, el proyecto quedó como un
pendiente legislativo.

Como consecuencia directa, en octubre de 2013 se reformó
el artículo 73, fracción XXI, inciso c), de la Constitución,
dando al Congreso la facultad exclusiva para promulgar un
Código Nacional Único de Procedimientos Penales.14 Esta
marcó un hito constitucional: a partir del día siguiente las
legislaturas estatales dejaron de tener potestad para legislar
sobre procedimientos penales, mecanismos alternativos y
ejecución de penas, con el propósito central de homoge-
neizar la legislación penal-adjetiva en todo el país, elimi-
nando las disparidades jurisdiccionales que dificultaban la
eficacia y coherencia del nuevo modelo acusatorio.

En respuesta a esta reforma, el 5 de marzo de 2014 se pu-
blicó en el Diario Oficial de la Federación el Código Na-
cional de Procedimientos Penales (CNPP), con el mandato
de entrar en vigor de manera gradual, pero a más tardar el
18 de junio de 2016, tanto en la federación como en todas
las entidades federativas.15 Dotando a México de un mar-
co institucional uniforme que fortaleció la certeza jurídica
y facilitó la coordinación entre niveles de gobierno.

El Código Nacional de Procedimientos Penales es un ejem-
plo claro de que la homologación puede ser favorable para
la impartición de justicia y, sobre todo, para la sociedad, al
promover la seguridad jurídica.

Por ello, el objetivo de la presente iniciativa es reformar
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en lo relativo a las facultades del Congreso, a fin de
que éste tenga la atribución de expedir una legislación
única en materia penal.
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Finalmente, cabe mencionar, que esta iniciativa fue turna-
da por la Mesa Directiva a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales para su dictamen el 10 de septiembre de 2025.
La comisión dictaminadora no emitió el dictamen ni solici-
tó prórroga conforme a los plazos establecidos en el artícu-
lo 89, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados.

Por lo anterior y con objeto de continuar el proceso de dic-
tamen que se lleva a cabo en la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, se presenta ante esta soberanía, de nueva
cuenta, a efecto de continuar con dicho proceso.

Por lo antes dicho, para mayor claridad, el siguiente cuadro
comparativo expone la reforma propuesta:

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 73 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de legislación penal única

Único. Se reforma el inciso c) de la fracción XXI del ar-
tículo 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I. a XX. …

XXI. Para expedir:

a) y b) …

c) La legislación única en materia penal, procedi-
mental penal, de mecanismos alternativos de solu-
ción de controversias en materia penal, de ejecución
de penas y de justicia penal para adolescentes, que
regirá en la República en el orden federal y en el fue-
ro común.

…

…

XXII. a XXXII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. En un plazo no mayor a 360 días, a partir de la
entrada en vigor del presente decreto, el Congreso de la
Unión deberá expedir la legislación única en materia penal
sustantiva.

Notas

1 Código Penal Federal, Cámara de Diputados, Texto vigente Últimas
reformas publicadas DOF 07-06-2024 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPF.pdf

2 Centro de Documentación y Análisis, Archivos y Compilación de
Leyes, Suprema Corte De Justicia de la Nación, Información Dispo-
nible en: 

https://www.internet2.scjn.gob.mx/red/delitos/np.html

3 Calderón Martínez, Universidad Nacional Autónoma de México, Ar-
chivos Jurídicos, Código Penal Único para México, Información Dis-
ponible en: 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3104/10.pdf
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4 Código Penal del Estado de Guanajuato, Información Disponible en: 

https://www.poderjudicial-gto.gob.mx/pdfs/codigo%20penal%20
del%20estado%20de%20guanajuato%2024%20de%20sep%20201
8.pdf

5 Código Penal para el Distrito Federal, Información Disponible en: 

https://www.congresocdmx.gob.mx/media/documentos/bca05c40c
269916daddf0b19d151d64aafb6b188.pdf

6 Código Penal Federal, Titulo Vigésimo, Capitulo II 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPF.pdf

7 Código Penal para el estado de Nuevo León, 

https://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/pdf/CODI-
GO%20PENAL%20PARA%20EL%20ESTADO%20DE%20%20
NUEVO%20LEON.pdf?2025-05-19

8 Código Penal del estado de Yucatán, Capitulo II, 

https://www.poderjudicialyucatan.gob.mx/digestum/marcoLe-
gal/03/2012/digestum03002.pdf

9 Swiss Criminal Code, Información Disponible en 

10 Calderón Martínez, Universidad Nacional Autónoma de México,
Archivos Jurídicos, Código Penal único para México, Información
Disponible en: 

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3104/10.pdf

11 Schweizerisches Strafgesetzbuch (StGB), Internationale Rechtshil-
fe RHF, Información Disponible en: 

https://www.rhf.admin.ch/rhf/de/home/strafrecht/rechtsgrundla-
gen/national/sr-311-0.html

12 XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, Brasilia, 4 a 6 de marzo de
2008. La oralidad procesal en Iberoamérica, p. 2.

13 Human Rights Watch alerta de que nueve de cada 10 homicidios en
México no son castigados, El país, Información Disponible en: 

Elpais.com/mexico/2025-02-19/human-rights-watch-alerta-de-
que-nueve-de-cada-10-homicid ios-en-mexico-no-son-
castigados.htm

14 Carreón Perea, Reflexión sobre la abrogación del nuevo Código de
Procedimientos Penales para el Distrito Federal, con motivo de la pro-
mulgación del Código Nacional de Procedimientos Penales, Informa-
ción Disponible en: 

https:/ /revistas. juridicas.unam.mx/index.php/hechos-y-
derechos/article/download/6958/8894

15 Ibidem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 38 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de violencia política contra las mujeres en razón de
género, a cargo de la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pa-
checo, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco,
coordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del
artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en términos de lo establecido por los ar-
tículos 6, párrafo 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona
el artículo 38 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de violencia política contra
las mujeres en razón de género, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

I. Antecedentes generales

La violencia política contra las mujeres en razón de géne-
ro ha sido durante años un factor que limita la participación
de las mujeres en el ámbito político, afectando su acceso y
permanencia en un cargo público, vulnerando el derecho
fundamental a la igualdad sustantiva. A pesar de los múlti-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I139



ples avances nacionales e internacionales por la igualdad
de género, esta forma de violencia sigue latente en nuestra
sociedad.

De acuerdo con datos de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU), en los países de Latinoamérica se presen-
tan con mucha frecuencia conductas que tienen como fina-
lidad descalificar a las mujeres que aspiran a un puesto pú-
blico, con el objetivo de minimizar su participación, o la
posibilidad de llegar a un cargo en lo alto de la esfera polí-
tica.

La violencia política contra las mujeres es una de las prin-
cipales barreras para el acceso y permanencia de las muje-
res en espacios de liderazgo, representación y toma de de-
cisiones. El Mecanismo de Seguimiento a la Convención
Belem do Pará (MESECVI, 2016) reconoce que la violen-
cia contra las mujeres en la vida política puede incluir, en-
tre otras, violencia física, sexual, psicológica, moral, eco-
nómica o simbólica y reconoce que los estereotipos de
género pueden afectar al libre ejercicio de su derecho a una
vida libre de violencia y el derecho a participar en los asun-
tos políticos y públicos en condiciones de igualdad con los
hombres.1

En el año 1998 México ratificó la Convención Interame-
ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra la Mujer (Convención de Belém do Pará),2 que
tiene por objetivo constituir un marco jurídico en la lucha
contra la violencia política contra la mujer en razón de gé-
nero; dicha convención establece como obligación para los
estados integrar medidas que permitan prevenir y sancio-
nar toda forma de violencia cometida hacia las mujeres.

No obstante, en algunos casos, la falta de voluntad política
determina que estos marcos normativos no sean acompa-
ñados por la implementación efectiva de la ley, hecho que
resulta en su inoperancia. Así, si las mujeres logran identi-
ficar una expresión de violencia y deciden denunciar en las
instancias competentes, sus casos no suelen ser debida-
mente atendidos ni resueltos.3

En el año 2021, se realizaron las elecciones más grandes de
la historia de México, en donde se eligieron un total de 21
mil cargos de elección popular, sin embargo, según los re-
gistros, fue uno de los procesos electorales con un gran ín-
dice de violencia registrado.

Aunque este fue el primer proceso electoral con el princi-
pio de paridad en todo elevado a nivel constitucional y con

la violencia política contra las mujeres por razón de géne-
ro tipificada, resultó ser el más violento contra las mujeres
en la política. Según la consultora Etellek, de las 810 vícti-
mas de violencia política en el proceso electoral llevado a
cabo en 2021, 36 por ciento son mujeres, registrando 21
candidatas asesinadas.4

En nuestro país, la lucha de las mujeres por el reconoci-
miento de sus derechos político-electorales ha sido ardua.
A finales del siglo XIX, se comenzaron a publicar diversos
seminarios feministas como Violetas del Anáhuac y Mujer
moderna, en donde colaboraban grandes mujeres como
Hermila Galindo, Artemisa Sáenz.5

Posteriormente, en 1916, se llevó a cabo el primer Congre-
so Feminista en Mérida, Yucatán, en donde se abordaron
temas como el derecho al voto, la igualdad de salarios, la
educación y la participación activa en la vida política.6

En 1922, Rosa Torre Aguirre, se convirtió en la primer mujer
regidora del país, un año después, Elvia Carrillo Puerto, Be-
atriz Peniche y Matilde Dzib Cicero, lograron ser electas co-
mo diputadas del Congreso del Estado de Yucatán.7

A nivel constitucional, fue hasta el 17 de octubre de 1953
que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el de-
creto de ley que permitía a las mujeres votar y ser votadas
para cargos de elección federal.8

Sin embargo, a lo largo de este tiempo ha sido necesaria la
adopción de diversas medidas como las “cuotas de género”
que permitieron en un primer momento la incorporación de
más mujeres en diversos cargos de elección popular, hasta
llegar a la actualidad, en donde se ha logrado establecer en
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
el principio de paridad vertical y horizontal para cargos de
elección popular.

A pesar de lo anterior, la violencia continúa siendo uno de
los principales obstáculos para el desempeño de los dere-
chos políticos de las mujeres y configuran un reflejo de la
discriminación y los estereotipos de género, pues las muje-
res que participan en los espacios público-políticos siguen
siendo subrepresentadas y violentadas.

Ejemplo de ello es que en el proceso electoral de 2024 se
tuvo conocimiento de renuncias forzadas de cientos de mu-
jeres candidatas a cargos de elección popular, siendo el
más preocupante el caso del estado de Zacatecas, en donde
200 candidatas a diversos cargos renunciaron por diversas
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razones, incluyendo la inseguridad o falta de tiempo y de
interés.9

El pasado proceso electoral de 2024, es considerado el más
violento del que se tenga registro, pues se reportaron 130
candidatas y candidatos víctimas de violencia, de las cua-
les 30 de ellas fueron mujeres.10

El aspirar y el desempeñar un cargo para una mujer es un
camino muy complicado, en un primer momento, deben
vencer pugnas internas partidistas y trascender a decisiones
cupulares y de grupos de poder dentro de sus institutos po-
líticos para poder acceder a una candidatura, posteriormen-
te, la campaña electoral resulta no menos complicada, pues
en muchas ocasiones se enfrentan a estereotipos de género
que demeritan sus capacidades frente a sus contrincantes
hombres, sufren violencia digital, verbal e incluso atenta-
dos que ponen en riesgo su integridad y en muchas ocasio-
nes la vida.

Posteriormente, al acceder al cargo al que fueron electas, se
enfrentan a innumerables retos, entre ellos el desempeño
del cargo, el cual se ve mermado por conductas que mu-
chas veces constituyen violencia política y/o violencia po-
lítica en razón de género, tales como el no permitirles la to-
ma de decisiones.

Por lo anterior es de suma importancia tener un marco ju-
rídico claro y preciso, que garantice que las próximas elec-
ciones sean transparentes, equitativas, bajo los principios
de paridad de género; con el fin de respetar los derechos
fundamentales de las mujeres, estableciendo un precedente
de modo que se busque erradicar la violencia política de
género.

II. Orden jurídico

Uno de los puntos importantes de la Convención Belém
do Pará,11 reconoce que la violencia de género es un limi-
tante en la participación de las mujeres en los procesos de-
mocráticos, afectando de esta manera el ejercicio de sus
derechos, los cuales se ven establecidos en su artículo 5o.:

“Artículo 5. Toda mujer podrá ejercer libre y plena-
mente sus derechos civiles, políticos, económicos, so-
ciales y culturales y contará con la total protección de
esos derechos consagrados en los instrumentos regiona-
les e internacionales sobre derechos humanos. Los esta-
dos parte reconocen que la violencia contra la mujer im-
pide y anula el ejercicio de esos derechos”.12

Por otro lado, la Convención sobre la Eliminación de To-
das las Formas de Discriminación contra la Mujer (CE-
DAW),13 considera de suma importancia la necesidad de
enfatizar la participación de las mujeres en la vida política:

“Artículo 1. A los efectos de la presente Convención, la
expresión “discriminación contra la mujer denotará toda
distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que
tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reco-
nocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independiente-
mente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del
hombre y la mujer, de los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales en las esferas política, económica, so-
cial, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.14

En cuanto al marco jurídico nacional, podemos destacar
que la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, el artículo 1o. establece que todas las personas go-
zarán de los derechos humanos reconocidos en los tratados
internacionales de los que México sea parte, tales como los
anteriormente mencionados. 

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos recono-
cidos en esta Constitución y en los tratados internacio-
nales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como
de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y
bajo las condiciones que esta Constitución establece”.15

De este modo todas las autoridades del Estado mexicano
están obligadas a proteger, garantizar, respetar y promover
los derechos nacionales e internacionales bajo los princi-
pios de universalidad, interdependencia, progresividad e
indivisibilidad, de manera que fortalezca la protección más
amplia a los ciudadanos en todo momento.

Por otro lado, en la Ley General en Materia de Delitos
Electorales,16 podemos encontrar tipificado como delito la
violencia política, en razón de género, de manera que
sancionen los actos que pretendan limitar, anular o menos-
cabar los derechos políticos de las mujeres.

De la misma manera, señala que las personas que por sí o
por interpósita persona realicen alguna de las conductas se-
ñaladas podrán ser sancionadas con penas privativas de la
libertad o multas establecidas determinadas por el tipo de
acción cometida, tal como se establece en el mismo artícu-
lo 20 Bis de esta Ley:
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“Cuando las conductas señaladas en las fracciones ante-
riores fueren realizadas por servidora o servidor públi-
co, persona funcionaria electoral, funcionaria partidista,
aspirante a candidata independiente, precandidata o
candidata, o con su aquiescencia, la pena se aumentará
en un tercio. 

Cuando las conductas señaladas en las fracciones ante-
riores fueren cometidas contra una mujer perteneciente
a un pueblo o comunidad indígena, la pena se incre-
mentará en una mitad.

Para la determinación de la responsabilidad y la imposi-
ción de las penas señaladas en este artículo, se seguirán
las reglas de autoría y participación en términos de la le-
gislación penal aplicable”.17

A su vez, en el artículo 20 Ter de la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia,18 se es-
tablecen otras conductas que serán consideradas como una
forma de ejercer violencia política.

III. El concepto de violencia política contra las mujeres,
en razón de género

Dentro del marco jurídico nacional e internacional, pode-
mos encontrar diferentes acepciones, en lo que respecta a
la definición de violencia política contra las mujeres en ra-
zón de género, sin embargo, de acuerdo con el contenido y
dirección de la iniciativa se tomará en cuenta la presentada
en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia, la cual establece:

“Artículo 20 Bis. La violencia política contra las muje-
res en razón de género: es toda acción u omisión, in-
cluida la tolerancia, basada en elementos de género y
ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga
por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el
ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales
de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de
las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad,
el libre desarrollo de la función pública, la toma de de-
cisiones, la libertad de organización, así como el acceso
y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandi-
daturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del
mismo tipo”.19

Para facilitar la compresión sobre si un acto realizado con-
templa alguna de las características de violencia política

contra la mujer, en razón de género, podemos verificar que
estén presentes los siguientes cinco elementos:

1. El acto u omisión se base en elementos de género, es
decir:

a. Se dirige a una mujer por su condición de mujer;

b. Le afecta desproporcionadamente o tiene un impacto
diferenciado en ella.

2. Tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el
reconocimiento, goce y/o ejercicio de los derechos polí-
tico-electorales.

3. Se dé en el marco del ejercicio de derechos político-
electorales o en el ejercicio de un cargo público.

4. Sea simbólico, verbal, patrimonial, económico, físi-
co, sexual y/o psicológico (tipos de violencia).

5. Sea perpetrado por cualquier persona o grupo de per-
sonas.20

IV. Propósito de la iniciativa y su justificación

Esta iniciativa de reforma constitucional tiene como pro-
pósito proteger los derechos de las mujeres con el fin de
garantizar su acceso a una vida libre de violencia.

Por lo que se propone reformar la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos para establecer como causal
de suspensión de derechos político-electorales, estar inscri-
to en el Registro Nacional de Personas Sancionadas en Ma-
teria de Violencia Política en razón de género.

Ello, en atención a que actualmente la redacción actual del
artículo 38 constitucional en su fracción séptima señala
que:

“Artículo 38. Los derechos o prerrogativas de los ciu-
dadanos se suspenden:

VII. Por tener sentencia firme por la comisión intencio-
nal de los delitos contra la vida y la integridad corporal;
contra la libertad y seguridad sexuales, el normal desa-
rrollo psicosexual; por violencia familiar, violencia fa-
miliar equiparada o doméstica, violación a la intimidad
sexual; por violencia política contra las mujeres en
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razón de género, en cualquiera de sus modalidades y
tipos”.21

Como se desprende del párrafo anterior, nuestra Constitu-
ción no determina de manera precisa que la sentencia firme
a la que se refiere tenga que ser específicamente de una au-
toridad penal, sin embargo, la Sala Superior del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación determinó
mediante la sentencia SUP-JDC-306/2024,22 que la inter-
pretación de dicho precepto constitucional refiere a la sus-
pensión de derechos político electorales sólo opera cuando
se tiene una sentencia firme emitida por una autoridad pe-
nal, dejando sin efectos y sin consecuencias jurídicas las
sentencias de las autoridades jurisdiccionales electorales.

Esto es así, porque la reforma de 2020 en materia de pari-
dad de género y para sancionar la violencia política en ra-
zón de género23 estableció que las víctimas cuentan con di-
versas vías para poder denunciar hechos o conductas
constitutivas de violencia política en razón de género; la
vía electoral, mediante un Juicio de Protección de Dere-
chos Político Electorales, la vía administrativa por un Pro-
cedimiento Especial Sancionador, la denuncia ante la Fis-
calía de Delitos Electorales, por el delito de violencia
política en razón de género y ante las autoridades compe-
tentes en materia de responsabilidades administrativas.

En el caso del Juicio de Protección de los Derechos Políti-
co Electorales tramitado y resuelto por la autoridad juris-
diccional electoral, este tiene como consecuencia una sen-
tencia, la cual adquiere firmeza y definitividad cuando ya
no es susceptible de ser recurrida mediante algún recurso
legal disponible y haya vencido el plazo para interponerlos,
dicha sentencia debe contemplar medidas de reparación in-
tegral del daño, restitución de los derechos político electo-
rales afectados, indemnización de la víctima, una disculpa
pública y la garantía de no repetición, además de que se
contempla la inscripción en el Registro de Personas San-
cionadas en Materia de Violencia Política en razón de gé-
nero local y nacional.

El Registro de Personas Sancionadas en Materia de Vio-
lencia Política en Razón de Género24 constituía una herra-
mienta para evitar que las personas sancionadas pudieran
acceder a una candidatura a algún cargo de elección popu-
lar, pues en un primer momento ocasiona la pérdida del
modo honesto de vivir, calidad necesaria para poder ser vo-
tado o votada en México, además de que en diversas enti-
dades se estableció en sus legislaciones locales, que estar
inscrito en dicho registro era un impedimento para ser re-

gistrado como candidato a cargos de elección popular, si-
tuaciones que tenían como objetivo inhibir que se cometie-
ron actos de violencia política en razón de género. 

Sin embargo, sentencias como la ya señalada SUP-JDC-
306/2024,25 han sentado un precedente, que no son favora-
bles para la protección de los derechos político electorales
de las mujeres víctimas de violencia política en razón de
género, pues establecen que el Registro Nacional y los re-
gistros locales de personas sancionadas por Violencia Polí-
tica en Razón de Género pasan a tener efectos únicamente
informativos y de consulta, sin que su sola inscripción im-
plique la suspensión de los derechos político electorales.
Con esta interpretación se determinó que la única manera
de impedir el registro de las personas sancionadas como
candidatas a cargos de elección popular es mediante sen-
tencia penal firme por el delito de violencia política en ra-
zón de género, dejando sin efectos las disposiciones conte-
nidas en leyes locales, que buscaban impedir que las
personas inscritas en dichos registros pudieran postularse.
Esto resulta lamentable, pues es evidente que la reforma de
2023, mediante la cual se reformó dicho artículo 38 cons-
titucional tenía como finalidad de acuerdo al dictamen
aprobado por los legisladores federales, en el que se men-
ciona que:

“Que toda persona que se postule o acceda a una car-
go, empleo o comisión público, cuenten con un perfil
orientado a respetar la vida, la salud, la libertad, la
seguridad y el normal desarrollo sexual, así como el
derecho de alimentos y los derechos político electo-
rales de las personas y, en especial de las mujeres,
pues de esta manera se prevendrá (o podrá disuadir-
se) que esas personas puedan ser víctimas de hechos
ilícitos que lesionen esos bienes y valores y provoca-
ra además incentivos para un comportamiento regu-
lar en las personas que se postulen u ocupen esos car-
gos, empleos o comisiones

…

“Ahora bien, aunque no se tienen datos precisos sobre la
frecuencia de la comisión de ilícitos que lesionan o vio-
lentan los bienes y valores enunciados, es evidente que
una persona que los daña no debe ser depositaria de
un cargo, empleo o comisión públicos, ni debe ser
candidata para un cargo de elección popular porque
el servicio público, por su propia naturaleza repre-
senta una función que se ejerce a favor de toda per-
sona y que debe respetar y realizar los bienes y valo-
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res que la Constitución reconoce, como los antedi-
chos…”.26

De lo anterior se desprende que la actual redacción perdió su
sentido y finalidad originales, pues el establecer que sólo una
sentencia penal por el delito de Violencia Política en razón de
Género suspende los derechos político electorales de los in-
fractores, otorga impunidad a dichos perpetradores, al poder
obtener una sentencia de ese tipo es muy complicado y tar-
dado para las víctimas se estima que en nuestro país los tiem-
pos procesales en el sistema acusatorio pueden demorar de
entre dos a cuatro años, o inclusive más tiempo para obtener
una sentencia firme, plazo en el cual un perpetrador puede es-
tar impune y además ser registrado como candidato e incluso
acceder a un cargo que le otorgue poder y que ello ponga en
un riesgo mayor a la víctima.

Es por ello que debe bastar con una sentencia emitida por
la autoridad electoral, mediante el Juicio de Protección de
Derechos Político Electorales que declare que una persona
se encuentra sancionada por haber cometido violencia po-
lítica de género en contra de una mujer para que ésta no
pueda postularse ni acceder a un cargo público, mientras
permanezca inscrita en los registros nacional y locales en
materia de Violencia Política en razón de Género, lo que
inhibirá la comisión de estas tan lamentables conductas que
lastiman a las mujeres que nos encontramos inmersas en la
actividad pública y evitará que accedan a un cargo que les
otorgue poder para continuar violentando a más mujeres.

Un caso representativo se desprende del Procedimiento es-
pecial Sancionador PES/93/2024, en el que una presidenta
municipal fue objeto de violencia política en razón de gé-
nero por parte de cinco integrantes del cabildo. La mayoría
conformada por dichos ediles le negó reiteradamente la
aprobación del Presupuesto de Egresos 2024 y, durante
nueve meses, impidió la aprobación de la orden del día, pa-
ralizando así el funcionamiento del ayuntamiento.

Estas conductas fueron calificadas como constitutivas de
violencia política en razón de generó mediante diversas re-
soluciones: la dictada en el PES/93/202427 ante el Tribu-
nal Electoral del Estado de México, así como las emitidas
en los expedientes ST-JDC-552/2024 y ST-JDC-
563/202428 por la Sala Regional Toluca del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial de la Federación. 

Uno de los efectos de la sentencia fue determinar su ins-
cripción por cuatro y tres años en el Registro Nacional de

Personas sancionadas en materia de Violencia Política en
razón de Género, por lo que la víctima solicitó mediante un
Juicio de Protección de Derechos Político Electorales que
se declarara que uno de sus perpetradores, quien en ese
momento era presidente municipal electo, era inelegible en
términos del artículo 38 constitucional, debido a que tenía
cuatro sentencias firmes de la autoridad electoral, por ha-
ber cometido violencia política en razón de género en su
contra, sin embargo, el Tribunal Electoral local resolvió
que no podía suspender sus derechos político electorales y
no podía evitar que su perpetrador protestará el cargo de
presidente municipal, por lo que, se necesitaba contar con
una sentencia en materia penal que lo estableciera como
había determinado la Sala Superior en el precedente esta-
blecido en la sentencia SUP-JDC-0306/2024.29

Tras la presentación del Juicio de Protección de los Dere-
chos Político-Electorales, el tribunal local resolvió dar vis-
ta a la Fiscalía de Delitos Electorales para que iniciara la
investigación correspondiente. A pesar de ello, hasta la fe-
cha no se ha dictado siquiera un auto de vinculación a pro-
ceso en contra de los responsables. Este retraso evidencia
un estado de impunidad que beneficia a quienes ejercen
violencia política, en razón de género.

Por tales circunstancias, debería bastar con una resolución
firme que declare una persona responsable y ordene su ins-
cripción en el Registro Nacional de Personas Sancionadas.
Ello impediría que quienes han cometido estas conductas
puedan contender como candidatas o desempeñar cargos
públicos, evitando así que se consoliden posiciones de po-
der que agraven la situación de las víctimas.

La gravedad de este caso obligó a la presidenta municipal
afectada a abandonar su domicilio, pues al asumir funcio-
nes uno de los sancionados como presidente municipal, su
seguridad y la de su familia quedaron en riesgo. Este tipo
de escenarios muestra la urgencia de ajustar el marco cons-
titucional para que la suspensión de derechos político-elec-
torales opere de manera efectiva frente a sentencias de la
autoridad electoral, y no únicamente mediante una senten-
cia penal.

Modificar el artículo 38 de nuestra Constitución permitirá
desincentivar y sancionar de manera efectiva estas conduc-
tas que limitan y lesionan los derechos político-electorales
de las mujeres e impiden el ejercicio pleno de los cargos a
los que fueron electas.
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V. Contenido de la iniciativa

Se propone una modificación en el artículo 38 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su
fracción séptima la cual establece que: 

VII. Por tener sentencia firme por la comisión intencional
de delitos contra la vida y la integridad corporal; contra la
libertad y seguridad sexuales, el normal desarrollo psico-
sexual; por violencia familiar, violencia familiar equipara-
da o doméstica, violación a la intimidad sexual; por vio-
lencia política contra las mujeres en razón de género, en
cualquiera de sus modalidades y tipos.30

Por tanto, la presente propone establecer que así como el
ser declarado como persona deudora alimentaria morosa
suspende los derechos político electorales, también el solo
hecho de ser declarado o declarada persona sancionada por
violencia política en razón de género, suspenda los dere-
chos político electorales sin que se necesite tener una sen-
tencia firme en materia penal, y que baste sólo con estar
inscrito en el Registro Nacional de Personas Sancionadas
en Materia de Violencia Política en razón de género deri-
vado de una sentencia de un juicio de protección de dere-
chos político electorales o de una sentencia en materia pe-
nal que determine la comisión de violencia política de
género.

En los supuestos de esta fracción, la persona no podrá ser
registrada como candidata para cualquier cargo de elección
popular, ni ser nombrada para empleo, cargo o comisión en
el servicio público.31

Finalmente, cabe mencionar, que esta iniciativa fue turnada
por la Mesa Directiva a la Comisión de Puntos Constitucio-
nales para su dictamen el 10 de septiembre de 2025. La co-
misión dictaminadora no emitió el dictamen ni solicitó pró-
rroga conforme a los plazos establecidos en el artículo 89,
numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Diputados.

Por lo anterior, y con objeto de continuar el proceso de dic-
tamen que se lleva a cabo en la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, se presenta ante esta soberanía de nueva cuen-
ta, a efecto de continuar con dicho proceso.

Para una fácil compresión de la iniciativa, se presenta la si-
guiente tabla comparativa con la propuesta de reforma:

En virtud de lo expuesto y fundado, nos permitimos pro-
poner al honorable pleno de la Cámara de Diputados la
aprobación de la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona el artículo 38
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia de violencia política contra las muje-
res en razón de género

Artículo Único. Se reforma la fracción VII del artículo 38
y se adiciona un párrafo segundo a dicha fracción del mis-
mo artículo, recorriendo los subsecuentes, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que-
dar de la siguiente manera.

Artículo 38. …

I. a VI. …

VII. Por tener sentencia firme por la comisión intencio-
nal de delitos contra la vida y la integridad corporal;
contra la libertad y seguridad sexuales, el normal desa-
rrollo psicosexual; por violencia familiar, violencia fa-
miliar equiparada o doméstica, violación a la intimidad
sexual.

Por haber sido declarada como persona sancionada
por violencia política en contra de las mujeres en ra-
zón de género, en cualquiera de sus modalidades y ti-
pos, mediante resolución firme de la autoridad juris-
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diccional electoral o sentencia firme de la autoridad
penal y contar con registro vigente en el Registro Na-
cional de Personas Sancionadas en Materia de Vio-
lencia Política en Razón de Género.

…

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las
entidades federativas deberán armonizar la legislación se-
cundaria en un plazo no mayor a 180 días a partir de la en-
trada en vigor del presente decreto.

Notas

1 Nota Violencia Política. Organización de las Naciones Unidas Muje-
res, disponible en 

https://ecuador.unwomen.org/es/que-hacemos/liderazgo-y-partici-
pacion-politica/violencia-politica 

2 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer, Departamento de derecho Internacional,
Disponible en: 

https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html

3 Hoja de Ruta para Prevenirla, Monitorearla, Sancionarla y Erradi-
carla, Violencia Contra las Mujeres en la Política. Disponible en
5eeb7511-c851-4b46-a15d-0089190e14a6.pdf

4 Cero violencias políticas contra las mujeres en México. Programa de
las Naciones Unidas para el Desarrollo, disponible en 

https://www.undp.org/es/mexico/proyectos/cero-violencia-politi-
ca-contra-las-mujeres-en-mexico 

5 Nuevas Escritoras Mexicanas, Instituto Nacional de las Mujeres, El
Colegio de México, publicado el 08 – 2006, disponible en: 

http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100798.pdf 

6 El Primer Congreso Feminista de Yucatán 1916. El camino a la le-
gislación del sufragio y reconocimiento de ciudadanía a las mujeres.
Scientific Electronic Library Online, disponible en: 

https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S01
85-16162016000300059 

7 Mujeres en la política de Yucatán: quién fue Rosa Torre Gutiérrez,
Diario de Yucatán, publicado el 6 de marzo de 2025, disponible en: 

https://www.yucatan.com.mx/imagen/2025/03/06/mujeres-en-la-
politica-de-yucatan-quien-fue-rosa-torre-gutierrez.html 

8 Se expide la reforma constitucional que otorga derechos civiles y po-
líticos a las mujeres, MEMORICA, Archivo General de la Nación, dis-
ponible en: 

https://memoricamexico.gob.mx/es/memorica/Temas?ctId=1&cId
=6bfdc27b-d7f9-45b8-b20e-371844404784 

9 Renuncian 200 candidatas en Zacatecas; “es muy grave”, dice con-
sejera del INE, publicado el 26 de abril de 2024, disponible en: 

https://www.proceso.com.mx/nacional/2024/4/26/renuncian-200-
candidatas-en-zacatecas-es-muy-grave-dice-consejera-del-ine-
327946.html 

10 Periodo electoral 2023-2024 cerro con 34 asesinatos y otras 95
agresiones a candidaturas, DATACIVICA, estudio que puede ser con-
sultado en la siguiente dirección electrónica: 

https://media.datacivica.org/pdf/Comunicado_%20Periodo_electo-
ral_20232024_cerro_con_34_asesinatos_y_otras_95_agresiones_a
_candidaturas.pdf 

11 Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar
la Violencia contra la Mujer “Convención de Belem do Para” dispo-
nible en 

https://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html

12 Ídem.

13 Convención sobre la eliminación de todas las formas de discrimi-
nación contra la mujer, Naciones Unidas Derechos Humanos, disponi-
ble en 

https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/
convention-elimination-all-forms-discrimination-against-women
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14 Ídem.

15 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Disponible: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

16 Ley General en Materia de Delitos Electorales, Disponible: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGMDE_200521.
pdf 

17 Ibídem. 

18 Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida libre de Violen-
cia, disponible en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAMVLV.pdf

19 Ídem. 

20 Guía Prevención Violencia Política, Instituto Nacional Electoral,
disponible en 

https://igualdad.ine.mx/wp-content/uploads/2020/07/Guia_Preven-
cion_Violencia_Politica_Texto_8.pdf 

21 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, disponibles
en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/966422/Consti-
tucion_Politica_de_los_Estados_Unidos_Mexicanos.pdf 

22 Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales de la
Ciudadanía, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación,
disponible en: 

https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/sentencias_salas_tepjf/
documento/2024-04/SUP-JDC-306-2024.pdf 

23 DECRETO por el que se reforman y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en
Materia Electoral, de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley
General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley Orgánica de la
Fiscalía General de la República, de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial de la Federación y de la Ley General de Responsabilidades Admi-
nistrativas, disponible en: 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5591565&fe-
cha=13/04/2020#gsc.tab=0 

24 Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violen-
cia en Razón de Género, Instituto Nacional Electoral, disponible en: 

https://ine.mx/actores-politicos/registro-nacional-de-personas-san-
cionadas/ 

25 Ídem. 

26 Dictamen de la Comisión de Puntos constitucionales, a las iniciati-
vas con proyecto de decreto que proponen modificar los artículos 38,
41,55, 82, 95, 102 y 108 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia de suspensión de derechos para ocupar un
cargo , empleo o comisión del Servicio Público, disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/iniclave/65/CD-LXV-
II-2P-269/02_dictamen_269_30mar23.pdf 

27 Sentencia del expediente PES/93/2024 CUMPLIMIENTO, emitida
por el Tribunal Electoral del Estado de México, disponible en: 

https://teemmx.org.mx/docs/sentencias/2024/PES/PES932024_2.
pdf

28 Sentencias emitidas en los expedientes ST-JDC-552/2024 y ST-
JDC-563/2024 de la Sala Regional Toluca del Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación, disponible en a través de: 

https://www.te.gob.mx/buscador/

29 Ídem. 

30 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos disponi-
ble en 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

31 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, con el fin de re-
conocer a los ecosistemas como sujetos de derecho, a car-
go de la diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, nu-
meral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presenta ante esta soberanía iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona el artículo 4o., párrafo
sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, con el fin de reconocer a los ecosistemas como
sujetos de derecho.

Exposición de Motivos

En respuesta a la crisis climática y a la necesidad de pro-
teger al medio ambiente, diversas constituciones latinoa-
mericanas, como la Constitución de Ecuador han recono-
cido a la naturaleza como sujeto de derecho. Le siguen
las Constituciones de Bolivia y de Colombia, gracias a
precedentes judiciales en las que las cortes constitucio-
nales reconocen, por medio de sentencias, a ecosistemas
como sujetos de derechos, pues debemos abandonar la
idea de proteger al ambiente por los beneficios que pres-
ta a la especie humana y empezar a protegerlo por tener
un valor intrínseco, que va más allá de la utilidad que tie-
ne para las personas.

De acuerdo con la Carta Mundial de la Naturaleza, los es-
tados que lo suscribieron asumieron el compromiso de im-
plementar acciones orientadas a la protección y preserva-
ción del medio ambiente, reconociendo el valor intrínseco
de todos los seres vivos.1

En 2017, Nueva Zelanda aprobó la Ley Te Awa Tupua, me-
diante la cual el río Whanganui fue reconocido como suje-
to de derechos. Con ello, se busca reparar históricas afec-
taciones causadas por la Corona y reconocer formalmente
la relación espiritual, cultural y ancestral que las iwi y hap?
de Whanganui mantienen con el río. La decisión fue el re-
sultado de más de un siglo de reclamaciones iniciadas por

el pueblo maorí para que el río fuera reconocido como un
taonga (tesoro) conforme al Tratado de Waitangi.2

La ley concibe al río como un todo vivo, único e indivisi-
ble, e incluyó un acuerdo económico para compensar los
daños ocasionados. Asimismo, estableció un modelo de
gobernanza compartida que integra a representantes indí-
genas y del Estado, y designó guardianes que actúan como
la voz legal del río. De acuerdo con la Ley Te Awa Tupua:

“Te Awa Tupua es una persona jurídica y goza de todos
los derechos, facultades, deberes y responsabilidades
propios de una persona jurídica.

Los derechos, facultades y deberes de Te Awa Tupua de-
berán ejercerse o cumplirse, y la responsabilidad por sus
obligaciones deberá asumirse, por Te Pou Tupua, en re-
presentación y a nombre de Te Awa Tupua, de la mane-
ra prevista en esta parte y en Ruruku Whakatupua — Te
Mana o Te Awa Tupua”.3

En este sentido, la Corte Constitucional de Colombia, en
el fallo T622-2017 reconoció al río de Atrato como suje-
to de derecho. Además, señaló que, en respuesta al daño
progresivo al medio ambiente, derivado en gran parte por
las actividades extractivas como la minería, es necesario
que se refuercen las medidas tendientes a la protección
de la naturaleza. Lo anterior requiere que existan marcos
regulatorios y políticas públicas más efectivas para ga-
rantizar la preservación del medio ambiente, así como
fomentar la participación activa de todas las personas.4

Como lo señaló: 

“En otras palabras, la justicia con la naturaleza debe ser apli-
cada más allá del escenario humano y debe permitir que la
naturaleza pueda ser sujeto de derechos. Bajo esta compren-
sión es que la Sala considera necesario dar un paso adelante
en la jurisprudencia hacia la protección constitucional de una
de nuestras fuentes de biodiversidad más importantes: el río
Atrato. Esta interpretación encuentra plena justificación en el
interés superior del medio ambiente que ha sido ampliamen-
te desarrollado por la jurisprudencia constitucional y que es-
tá conformado por numerosas cláusulas constitucionales que
constituyen lo que se ha denominado la “Constitución Ecoló-
gica” o “Constitución Verde”. Este conjunto de disposiciones
permite afirmar la trascendencia que tiene el medio ambien-
te sano y el vínculo de interdependencia con los seres huma-
nos y el Estado”.5
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En nuestro sistema constitucional la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación (SCJN) ha resuelto diversas sentencias
en las que concluye la importancia de reconocer a los eco-
sistemas como un bien que se debe proteger, como lo son
las sentencias de la Laguna de Carpinteiro6 y la sentencia
de la ampliación del puerto de Veracruz.7

Al resolver el amparo en revisión 54/2021, la Primera Sala
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, concluyó que
el ser humano convive y forma parte de diversos ecosiste-
mas, de suerte que a partir de ellos y de sus procesos biofí-
sicos, obtiene una serie de beneficios, sea porque le provee
de bienes y condiciones necesarias para el desarrollo de su
vida, o bien, porque impiden eventos que la ponen en ries-
go o disminuyen su calidad; estos beneficios son los lla-
mados servicios ambientales.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señala-
do que la estrecha conexión entre la protección del medio
ambiente, el desarrollo sostenible y los derechos humanos,
ha llevado a que múltiples sistemas de protección de dere-
chos humanos reconozcan el derecho al medio ambiente
como un derecho en sí mismo, particularmente, el sistema
interamericano de derechos humanos.

En este contexto, se aclaró que no hay duda de que otros
múltiples derechos humanos son vulnerables a la degrada-
ción del medio ambiente; sin embargo, la importancia de la
protección de este derecho ha generado una evolución hacia
el reconocimiento de la naturaleza como un valor tutelable en
sí mismo. De ahí que el carácter autónomo del derecho hu-
mano al medio ambiente y su interdependencia con otros de-
rechos, conlleva una serie de obligaciones ambientales para
los estados.8

En este sentido, en la Declaración Mundial de la Unión In-
ternacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN)9

se manifestó que: 

“Principio 1 

Obligación de protección de la naturaleza

Cada estado, entidad pública o privada y los particula-
res tienen la obligación de cuidar y promover el bienes-
tar de la naturaleza, independientemente de su valor pa-
ra los seres humanos, al igual que de imponer
limitaciones a su uso y explotación.

Principio 2 

Derecho a la Naturaleza y Derechos de la Naturaleza

Cada ser humano y otros seres vivos tienen derecho a la
conservación, protección y restauración de la salud e in-
tegridad de los ecosistemas. La naturaleza posee un de-
recho intrínseco a existir, prosperar y evolucionar”.

De ahí que la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
advierte una tendencia a reconocer personería jurídica y,
por ende, derechos a la naturaleza no sólo en sentencias ju-
diciales sino incluso en ordenamientos constitucionales.10

De acuerdo con el veredicto del caso Tren Maya11 del Tri-
bunal Internacional por los Derechos de la Naturaleza, los
derechos de la naturaleza representan una transformación
paradigmática de gran alcance, en la medida en que reco-
nocen a la naturaleza como titular de derechos propios e in-
herentes, lo que supone un distanciamiento del enfoque an-
tropocéntrico tradicional que concibe al ser humano como
la única entidad legitimada para detentar y exigir la protec-
ción efectiva de los derechos.

En esta sentencia, la naturaleza deja de ser concebida como
un objeto jurídico y pasa a ser reconocida como un sujeto
de derecho, lo que impide su tratamiento como un simple
bien destinado a la satisfacción de intereses humanos de
carácter económico, social o político. Este reconocimiento
exige una comprensión renovada del entorno natural, en-
tendido como un ente vivo que merece una tutela jurídica
diferenciada, particularmente frente a concepciones del de-
recho basadas exclusivamente en la libertad individual y la
propiedad privada.

Se reconoce a los ecosistemas como un ser vivo y fuente de
la vida, lo que impone a los seres humanos el deber de res-
petarla y de reconocer sus derechos más allá de su utilidad
instrumental. Desde esta perspectiva, la naturaleza es titu-
lar de derechos propios, cuya protección debe prevalecer
frente a intereses económicos individuales.

En este sentido, los derechos de la naturaleza se distinguen
del derecho humano a un medio ambiente sano y ecológi-
camente equilibrado, principalmente por la titularidad de
cada uno: mientras el primero corresponde al ser humano,
los segundos pertenecen a la propia naturaleza. Por ello, no
pueden ser equiparados ni analizados bajo el mismo marco
jurídico, sino que requieren una aproximación autónoma e
independiente. En consecuencia, la existencia de autoriza-
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ciones o permisos ambientales otorgados por la autoridad
administrativa no excluye ni justifica posibles vulneracio-
nes a los derechos de la naturaleza, pues dichos instrumen-
tos se inscriben en la lógica del derecho al medio ambien-
te sano y no garantizan, por sí mismos, la protección de la
naturaleza como sujeto de derechos.

La esencia de los derechos de los ecosistemas reside en el
reconocimiento de su valor intrínseco, independiente de los
beneficios que pueda generar para la humanidad. Esta vi-
sión integral concibe a los ecosistemas, como ríos, bos-
ques, cenotes, como sistemas vivos cuyos procesos bioló-
gicos merecen tutela jurídica propia. Tal concepción
desafía el enfoque antropocéntrico tradicional, que sitúa al
ser humano como centro de valor y reduce a la naturaleza
y a las demás especies a meros objetos o recursos al servi-
cio de intereses humanos, particularmente económicos.

En este contexto, se vuelve necesario diseñar instrumentos
jurídicos que reconozcan la progresividad de los derechos,
salvaguarden el principio pluralista y promuevan mayores
niveles de justicia y equidad. Dichos instrumentos deben
superar una visión asistencialista para avanzar hacia un re-
conocimiento colectivo de nuestra condición como especie
que comparte el planeta con otros seres vivos en una rela-
ción de interdependencia. La justicia ambiental, por tanto,
no debe limitarse al ámbito exclusivamente humano, sino
extenderse al mundo natural, reconociendo su valor intrín-
seco más allá de los beneficios que pueda reportar a la so-
ciedad.

Por todo lo anteriormente expuesto, se propone la siguien-
te reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 4o., párrafo sexto, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el párrafo sexto del artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

…

… 

…

…

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano pa-
ra su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respe-
to a este derecho. Los ecosistemas serán considerados
sujetos de derecho y se deberá garantizar su bienestar.
El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad pa-
ra quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley. 

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados150



…

…

…

…

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas
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10 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva
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11 Tribunal Internacional por los Derechos de la Naturaleza. (2023).
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Laura Irais Ballesteros Mancilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS 

«Iniciativa que adiciona el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, en materia
de impuestos para campos de golf, a cargo de la diputada
Laura Irais Ballesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano
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La suscrita, diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 6, nume-
ral 1, y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presenta ante esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el inciso E) al artículo 2
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servi-
cios, en materia de impuestos para campos de golf.

Exposición de Motivos

Actualmente, los campos de golf operan en México sin un
régimen normativo integral que reconozca su carácter re-
creativo de lujo ni internalice los costos ambientales e hí-
dricos que generan, funcionando a partir de autorizaciones
fragmentadas que, si bien permiten su operación legal, re-
sultan insuficientes para garantizar justicia fiscal y am-
biental.

Esta fragmentación normativa ha provocado que una acti-
vidad claramente no esencial, orientada mayoritariamente
a sectores de altos ingresos y al turismo de lujo, sea trata-
da fiscal y regulatoriamente de manera equiparable a otros
usos productivos o de servicios, sin considerar su elevada
huella hídrica, territorial y ambiental. En la práctica, ello
ha derivado en un esquema regresivo en el que el Estado
subsidia indirectamente el consumo intensivo de recursos
naturales para fines recreativos, mientras amplios sectores
de la población enfrentan restricciones en el acceso al agua
potable y a un medio ambiente sano.

De acuerdo con información técnica y ambiental disponi-
ble, un campo de golf puede consumir diariamente volú-
menes de agua comparables a los requeridos por comuni-
dades enteras, particularmente en regiones con estrés
hídrico, sobreexplotación de acuíferos o infraestructura in-
suficiente. No obstante, el marco fiscal vigente no distin-
gue entre usos prioritarios y usos recreativos de lujo, ni in-
corpora instrumentos económicos que reflejen el costo
social y ambiental asociado a este tipo de actividades.

El derecho humano al agua, reconocido en el artículo 4o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, impone al Estado la obligación de garantizar su dispo-
nibilidad, accesibilidad, calidad y sostenibilidad para las
generaciones presentes y futuras. En este contexto, resulta
incompatible con dicho mandato constitucional que activi-
dades recreativas no esenciales continúen beneficiándose

de esquemas fiscales que no reflejan su impacto real sobre
los bienes comunes de la nación, particularmente el agua.

Asimismo, el principio de proporcionalidad y equidad tribu-
taria previsto en el artículo 31, fracción IV, constitucional,
exige que las cargas fiscales se distribuyan de manera justa,
atendiendo a la capacidad contributiva y al impacto que de-
terminadas actividades generan sobre la colectividad. Gra-
var de manera diferenciada los campos de golf no constitu-
ye una medida punitiva ni discriminatoria, sino una acción
legítima de política fiscal orientada a corregir desigualdades
estructurales y a asegurar que quienes más recursos concen-
tran y mayor presión ejercen sobre bienes públicos contribu-
yan de forma proporcional al sostenimiento del interés ge-
neral.

En diversos países, los impuestos ambientales y a activida-
des recreativas de lujo han demostrado ser herramientas
eficaces para internalizar externalidades, incentivar prácti-
cas más sostenibles y fortalecer las finanzas públicas sin
afectar derechos fundamentales ni la actividad económica
esencial. En este sentido, la incorporación de un gravamen
federal aplicable a los campos de golf se alinea con las me-
jores prácticas internacionales en materia de fiscalidad am-
biental y justicia distributiva.

En el ámbito federal, la regulación ambiental de los cam-
pos de golf se ha limitado históricamente a la evaluación de
proyectos específicos a través de los instrumentos admi-
nistrativos a cargo de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales. Dichos instrumentos, entre los que
destacan la Manifestación de Impacto Ambiental, las auto-
rizaciones en materia de cambio de uso de suelo en terre-
nos forestales y el cumplimiento de diversas normas ofi-
ciales mexicanas, tienen por objeto prevenir, mitigar o
compensar los impactos ambientales asociados a la cons-
trucción y operación de determinadas obras o actividades.

Por ejemplo, en 2005 la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales (Semarnat) elaboró un proyecto de la
PROY-NOM-140-SEMARNAT-20051 orientada a estable-
cer requisitos ambientales generales para campos de golf y
desarrollos inmobiliarios que los incluyan, dicho instru-
mento se limitó a criterios técnicos de protección ambien-
tal sin introducir cargas económicas o fiscales que interna-
licen los efectos de su uso intensivo de recursos,
particularmente del agua. Esta ausencia de instrumentos
económicos ambientales demuestra la insuficiencia del
marco regulatorio para atender estas externalidades de ma-
nera distributiva y progresiva.
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No obstante, estos mecanismos no constituyen un régimen
normativo integral aplicable a los campos de golf como ac-
tividad económica diferenciada, ni incorporan instrumen-
tos fiscales permanentes orientados a internalizar los cos-
tos sociales, ambientales e hídricos que dicha actividad
genera de manera continua a lo largo del tiempo. Las auto-
rizaciones otorgadas por la autoridad ambiental federal son
de carácter esencialmente preventivo y administrativo, y se
emiten, en la mayoría de los casos, de forma previa al ini-
cio del proyecto, sin que ello implique una evaluación pe-
riódica de su impacto acumulado ni una contribución eco-
nómica proporcional a la presión que ejercen sobre los
bienes comunes de la nación.

En el análisis Taxation of golf courses in Poland and se-
lected countries in the context of sustainable development2

se ha documentado que, si bien el golf puede generar be-
neficios económicos y recreativos, su impacto ambiental
resulta altamente controvertido, particularmente por el
consumo intensivo de agua, el uso sistemático de fertili-
zantes y agroquímicos, así como por la modificación per-
manente del paisaje natural. Este documento señala que el
mantenimiento de los campos de golf implica riesgos rele-
vantes para los ecosistemas locales, incluyendo la conta-
minación de aguas subterráneas y superficiales, la altera-
ción de la gestión hídrica regional, la erosión del suelo y la
pérdida de biodiversidad, especialmente cuando estos des-
arrollos se ubican en zonas con estrés hídrico o alto valor
ambiental.

Desde la perspectiva de la economía del desarrollo sosteni-
ble, los impuestos constituyen instrumentos legítimos y ne-
cesarios de política pública para internalizar externalidades
ambientales y corregir fallas estructurales del mercado. En
este estudio se reconoce que, si bien en distintos países el
sector del golf no ha sido tratado fiscalmente de manera di-
ferenciada, ello no responde a la inexistencia de impactos
ambientales, sino a decisiones normativas que han privile-
giado enfoques administrativos sobre mecanismos econó-
micos. Esta omisión ha limitado la capacidad del Estado
para redistribuir los costos ambientales hacia quienes los
generan de manera desproporcionada.

En este contexto, la creación de un impuesto federal apli-
cable a los campos de golf se presenta como una medida
coherente con la evidencia académica y con los principios
de justicia fiscal y ambiental. Dicho instrumento permitiría
reconocer el carácter recreativo no esencial de esta activi-
dad, así como su impacto hídrico y ambiental acumulado,
incorporando un mecanismo de contribución económica

proporcional que actualmente no existe en el marco nor-
mativo mexicano. De esta manera, el Estado avanzaría ha-
cia una política fiscal que internalice costos ambientales y
fortalezca el financiamiento de acciones destinadas a ga-
rantizar el derecho humano al agua y a un medio ambiente
sano.

En ese sentido, de acuerdo con múltiples fuentes especiali-
zadas del sector, México cuenta con más de 200 campos de
golf distribuidos en diversas entidades federativas, particu-
larmente en regiones con fuerte vocación turística.3 Esta
cifra coloca al país dentro del grupo de naciones con ma-
yor infraestructura destinada a esta actividad recreativa,
pese a tratarse de un deporte de acceso limitado y orienta-
do mayoritariamente a sectores de altos ingresos. La mag-
nitud de esta infraestructura evidencia que el golf no cons-
tituye una actividad marginal, sino un uso extensivo y
permanente del territorio y de los recursos naturales.

A nivel internacional, la experiencia comparada muestra
que países como Estados Unidos de América (EUA), Ja-
pón, Canadá, Australia y diversas naciones europeas con-
centran decenas de miles de campos de golf, lo que ha ge-
nerado amplios debates sobre su impacto ambiental,
hídrico y territorial. En dichos contextos, el crecimiento de
esta infraestructura ha ido acompañado, en distintos gra-
dos, de discusiones fiscales y ambientales orientadas a co-
rregir externalidades, particularmente en regiones con es-
trés hídrico o presión sobre ecosistemas frágiles.4 Sin
embargo, en México, la expansión de los campos de golf
no ha venido acompañada de instrumentos fiscales especí-
ficos que reflejen su carácter recreativo de lujo ni su im-
pacto acumulado sobre bienes comunes.

La existencia de más de 200 campos de golf en el territorio
nacional resulta especialmente problemática si se conside-
ra el contexto de escasez hídrica, sobreexplotación de acu-
íferos y desigualdad en el acceso al agua que enfrentan am-
plias zonas del país. Mientras comunidades enteras
padecen cortes en el suministro, mala calidad del agua o in-
fraestructura insuficiente, los campos de golf continúan
operando bajo esquemas fiscales que no distinguen entre
usos prioritarios del recurso y usos recreativos no esencia-
les, reproduciendo un modelo regresivo de asignación de
costos ambientales.

En consecuencia, la ausencia de cargas fiscales diferencia-
das aplicables a los campos de golf constituye una omisión
relevante de la política tributaria y ambiental del Estado
mexicano. Esta omisión ha permitido que una actividad de
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alto consumo de agua y recursos naturales contribuya de
manera limitada al financiamiento de las acciones públicas
necesarias para garantizar derechos humanos fundamenta-
les. La creación de un impuesto federal aplicable a esta ac-
tividad se presenta, así, como una medida necesaria para
corregir dicha asimetría, internalizar costos sociales y am-
bientales actualmente externalizados y avanzar hacia un
modelo de justicia fiscal y ambiental acorde con los des-
afíos contemporáneos del país.

La experiencia comparada demuestra que diversos países
han reconocido explícitamente el carácter recreativo no
esencial y el impacto territorial y ambiental de los campos
de golf mediante la imposición de cargas fiscales diferen-
ciadas. En el caso de Japón, desde la década de los setenta
se estableció un impuesto específico a la utilización de
campos de golf, conocido como Golf Course Utilization
Tax,5 previsto en la Local Tax Act, el cual grava directa-
mente a las personas que utilizan instalaciones de golf y
constituye una fuente relevante de ingresos para los go-
biernos locales.

Este impuesto se aplica a los campos de golf que cumplen
determinados criterios objetivos de infraestructura, entre
los que se incluyen instalaciones con 18 hoyos o más y una
distancia media de cien metros o superior, excluyéndose
aquellas cuya superficie total sea inferior a 100 mil metros
cuadrados; así como instalaciones con entre 9 y 17 hoyos,
siempre que cuenten con una distancia media aproximada
de 150 metros o más.6 De esta forma, la legislación japo-
nesa delimita con precisión el universo de contribuyentes,
vinculando la carga tributaria al tamaño, extensión e inten-
sidad de uso de las instalaciones, lo que permite reconocer
el carácter recreativo de lujo de esta actividad y asegurar
una contribución diferenciada al financiamiento público a
nivel territorial.

La experiencia japonesa con el Golf Course Utilization Tax
muestra que un impuesto específico sobre la utilización de
campos de golf puede convertirse en una fuente significa-
tiva de ingresos locales. Por ejemplo, en 2013 la recauda-
ción de este impuesto en la Prefectura de Hyogo alcanzó
aproximadamente 51 mil millones de yenes (440 millones
de dólares estadounidenses), evidenciando que la tributa-
ción diferenciada aplicada a esta actividad recreativa de lu-
jo genera montos no despreciables que pueden financiar
bienes públicos territoriales.7

A diferencia de esta experiencia internacional, el marco
fiscal mexicano carece de instrumentos tributarios especí-

ficos que reconozcan el carácter suntuario y el impacto am-
biental acumulado de los campos de golf. Mientras que en
países como Japón la legislación fiscal y ambiental incor-
pora mecanismos económicos orientados a corregir exter-
nalidades y financiar bienes públicos locales, en México
esta actividad se encuentra sujeta únicamente a esquemas
fiscales generales, sin cargas diferenciadas por consumo de
agua, ocupación extensiva del territorio o presión sobre
ecosistemas. Este contraste evidencia un rezago normativo
que justifica la creación de un impuesto federal aplicable a
los campos de golf, alineado con las mejores prácticas in-
ternacionales en materia de justicia fiscal y ambiental.

La industria del golf en México representa una actividad
económica de dimensiones relevantes. De acuerdo la Fede-
ración Mexicana de Golf, El Economista reportó que el
golf genera una derrama económica anual superior a los 25
mil millones de pesos,8 esta magnitud económica eviden-
cia que el golf no constituye una actividad marginal, sino
un sector con capacidad contributiva significativa.

Asimismo, determinados eventos internacionales vincula-
dos al golf han generado impactos económicos adicionales
de consideración. Por ejemplo, de acuerdo con la Federa-
ción Mexicana de Golf (FMG), en 2022 la industria del
golf aportó alrededor de 31 mil millones de pesos al país,9

destacándose su impacto económico en sectores ligados al
turismo y la hotelería, especialmente en destinos como
Quintana Roo, donde concentró cerca de 20 por ciento del
total de esa derrama.10 Torneos de alto nivel como el World
Golf Championship y otros eventos profesionales también
generan derramas económicas en sectores asociados como
hospedaje, transporte y servicios y de acuerdo con la Se-
cretaría de Turismo reportó que el World Golf Champions-
hip-México generó una derrama económica directa e indi-
recta de alrededor de 2 mil millones de pesos en 2019.11

Por esto, resulta indispensable que la política fiscal mexi-
cana avance hacia un enfoque de justicia ambiental y dis-
tributiva, en el que quienes concentran mayores beneficios
económicos y ejercen mayor presión sobre los recursos na-
turales contribuyan de forma proporcional al sostenimien-
to del interés público. La incorporación de un gravamen
federal a los campos de golf no implica una medida puniti-
va ni restrictiva de la actividad económica, sino una herra-
mienta moderna de política pública alineada con los prin-
cipios constitucionales de equidad tributaria, con el
derecho humano al agua y con las mejores prácticas inter-
nacionales en materia de fiscalidad ambiental.
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En este sentido, la presente iniciativa busca fortalecer la
capacidad recaudatoria del Estado, corregir un esquema
fiscal regresivo y generar recursos que permitan financiar
acciones estratégicas en materia de agua, saneamiento, res-
tauración ambiental y adaptación al cambio climático. De
esta manera, se avanza hacia un modelo de desarrollo más
justo, sostenible y coherente con los desafíos sociales, am-
bientales y económicos que enfrenta el país, asegurando
que el crecimiento de actividades recreativas de lujo no
continúe desvinculado de sus responsabilidades frente a la
colectividad y las generaciones futuras.

Por todo lo anteriormente expuesto, se propone la siguien-
te reforma a la Ley del Impuesto Especial sobre Produc-
ción y Servicios:

Por lo anteriormente expuesto, someto a su consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un inciso E) a la fracción
II del artículo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre
Producción y Servicios

Único. Se adiciona el inciso E) a la fracción II del artícu-
lo 2o. de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y
Servicios, para quedar como sigue: 

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a con-
tinuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas si-
guientes:

I. …

A) a la K). …

II. En la prestación de los siguientes servicios:

A) a la D). …

E) La prestación de servicios de utilización de cam-
pos de golf, independientemente del nombre, moda-
lidad o denominación con la que se les designe, que
consistan en el acceso, uso o aprovechamiento de ins-
talaciones destinadas de manera permanente a la
práctica del golf, ya sea mediante el pago de cuotas,
membresías, tarifas diarias, derechos de uso o cual-
quier otra contraprestación, directa o indirecta, que
se efectúen en el territorio nacional.

Quedan comprendidos en este inciso los servicios
prestados por personas físicas o morales, los que se
realicen a través de clubes privados, asociaciones ci-
viles, desarrollos turísticos o inmobiliarios, así como
aquéllos que se ofrezcan de forma directa o indirec-
ta como parte de paquetes turísticos, residenciales,
corporativos o recreativos.

Asimismo, se considerará comprendida la utilización
de campos de golf cuando el acceso o uso de las ins-
talaciones se otorgue como beneficio, incentivo, pres-
tación accesoria o complementaria a la adquisición
de otros bienes o servicios.

Para los efectos de este inciso, se entenderá por cam-
po de golf toda instalación recreativa que cuente con
nueve hoyos o más, independientemente de su super-
ficie, régimen de propiedad, forma de acceso o vin-
culación con otros desarrollos. …… 50%
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III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el 1 de enero
del ejercicio fiscal siguiente al de su publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Notas

1 Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. (2005). Pro-
yecto de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-140-SEMARNAT-
2005: Que establece los requisitos ambientales generales para campos
de golf y desarrollos inmobiliarios que los incluyan [PDF]. Gobierno
de México. Disponible en 

https://www.ordenjuridico.gob.mx/Federal/PE/APF/APC/SE-
MARNAT/Proyectos/10032005.pdf 

2 Cieœlukowski, M. (2020). Taxation of golf courses in Poland and se-
lected countries in the context of sustainable development. Ekonomia
i Œrodowisko (Economics and Environment), 73(2), 102–120. Dispo-
nible en 

https://ekonomiaisrodowisko.pl/journal/article/view/37 

3 Crump, M. (2025, 15 de febrero). El golf en México: Motor de cre-
cimiento económico y oportunidades de negocios en Latinoamérica.
ExpoGolf México. Disponible en 

https://expogolfmexico.com.mx/el-golf-en-mexico-motor-de-creci-
miento-economico-y-oportunidades-de-negocios-en-latinoamerica/ 

4 Golf Monthly. (2025). How many golf courses are there in the world?
Disponible en 

https://www.golfmonthly.com/courses/how-many-golf-courses-
are-there-in-the-world-182153 

5 Osaka Prefectural Government. (2025). Golf course utilization tax.
Disponible en 

https://www-pref-osaka-lg-jp-e.athp.transer.com/o050040/zei/ala-
carte/qagolf1.html 

6 Ibidem.

7 Mulligan, J. (2014, 16 de diciembre). Kobe taxes and hills: The golf
courses of Hyogo Prefecture. The Tokyo Files. Disponible en 

https://thetokyofiles.com/2014/12/16/kobe-taxes-and-hills-the-
golf-courses-of-hyogo-prefecture/ 

8 Sánchez Reyes, C. (2015, 13 de noviembre). El golf en México ge-
nera más de $25,000 millones al año. El Economista.Disponible en 

https://www.eleconomista.com.mx/deportes/El-golf-en-Mexico-
genera-mas-de-25000-millones-al-ano-20151112-0167.html 

9 Zúñiga, M. E. (2025, diciembre). El golf mexicano busca su expan-
sión: de deporte de élite a motor económico y turístico. Revista Digi-
tal – Alto Nivel. Disponible en 

https://revistadigital.mx/altonivel/el-golf-mexicano-busca-su-ex-
pansion-de-deporte-de-elite-a-motor-economico-y-turistico/ 

10 Revista Digital – Alto Nivel. (2025). El golf mexicano busca su ex-
pansión de deporte de élite a motor económico y turístico. Disponible en 

https://revistadigital.mx/altonivel/el-golf-mexicano-busca-su-ex-
p a n s i o n - d e - d e p o r t e - d e - e l i t e - a - m o t o r - e c o n o m i c o - y -
turistico/#:~:text=A%20pesar%20de%20los%20desaf%C3%ADos
,aport%C3%B3%2031%2C000%20millones%20de%20pesos. 

11 Secretaría de Turismo. (2019). La derrama económica del World
Golf Championship México rondará los 2 mil millones de pesos. Dis-
ponible en 

https://www.gob.mx/sectur/prensa/la-derrama-economica-del-
world-golf-championship-mexico-rondara-los-2-mil-millones-de-
pesos

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Laura Irais Ballesteros Mancilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS 
ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma los artículos 1o. y 6o. de la Ley
de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, con el fin de reconocer a los ecosistemas como su-
jetos de derecho, a cargo de la diputada Laura Irais Ba-
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llesteros Mancilla, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

La suscrita, diputada Laura Irais Ballesteros Mancilla, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no en la LXVI Legislatura, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como el artículo 6, nume-
ral 1, y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, presenta ante esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 1 y 6 de la
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículo 103 y 107
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, con el fin de reconocer a los ecosistemas como sujetos
de derecho.

Exposición de Motivos

México posee una gran diversidad ecológica, bosques, sel-
vas, matorrales, manglares, ecosistemas acuáticos y mari-
nos, que alberga cerca de 12 por ciento de las especies del
mundo y brinda servicios ambientales esenciales como
provisión de agua, regulación climática, hábitat para la bio-
diversidad y sustento económico. Sin embargo, estos eco-
sistemas enfrentan una degradación significativa provoca-
da principalmente por el cambio de uso de suelo, la
expansión agrícola y ganadera, la urbanización desordena-
da, la contaminación, la sobreexplotación de recursos, la
deforestación, la introducción de especies invasoras y el
cambio climático. El diagnóstico destaca que los ecosiste-
mas acuáticos y marinos también se encuentran en crisis
por fragmentación, descargas contaminantes y presión pro-
ductiva, lo que impacta la biodiversidad y los servicios
ecosistémicos; por ello, subraya la necesidad de impulsar
acciones de restauración, manejo sostenible y políticas in-
tegrales para garantizar el bienestar humano y la conserva-
ción ambiental a largo plazo.1

En respuesta a la crisis climática y a la necesidad de prote-
ger al medio ambiente, diversas constituciones latinoame-
ricanas, como la constitución de Ecuador han reconocido a
la naturaleza como sujeto de derecho. Le siguen las consti-
tuciones de Bolivia y Colombia, gracias a precedentes ju-
diciales en las que las cortes constitucionales reconocen
por medio de sentencias, a ecosistemas como sujetos de de-
rechos, pues debemos abandonar la idea de proteger al am-
biente por los beneficios que presta a la especie humana y
empezar a protegerlo por tener un valor intrínseco, que va
más allá de la utilidad que tiene para las personas.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción al resolver el amparo en revisión 307/2016,2 concluyó
que el derecho humano al medio ambiente tiene una doble
dimensión: la primera es la objetiva o ecologista, que pro-
tege al medio ambiente como un bien jurídico fundamental
en sí mismo, que atiende a la defensa y restauración de la
naturaleza y sus recursos con independencia de sus reper-
cusiones en el ser humano; y la subjetiva o antropocéntri-
ca, conforme a la cual la protección de este derecho cons-
tituye una garantía para la realización y vigencia de los
demás derechos reconocidos en favor de la persona.

De ahí que la protección de la naturaleza no sólo depende
de los beneficios que ésta aporta al ser humano, sino en la
idea de que el medio ambiente debe ser protegido por sí
mismo.

La Carta Mundial de la Naturaleza, los estados que la sus-
cribieron asumieron el compromiso de implementar accio-
nes orientadas a la protección y preservación del medio
ambiente, reconociendo el valor intrínseco de todos los se-
res vivos.3

En 2017, Nueva Zelanda aprobó la Ley Te Awa Tupua, me-
diante la cual el río Whanganui fue reconocido como suje-
to de derechos. Con ello, se busca reparar históricas afec-
taciones causadas por la Corona y reconocer formalmente
la relación espiritual, cultural y ancestral que las iwi y hap
de Whanganui mantienen con el río. La decisión fue el re-
sultado de más de un siglo de reclamaciones iniciadas por
el pueblo maorí para que el río fuera reconocido como un
taonga (tesoro) conforme al Tratado de Waitangi.4

La ley concibe al río como un todo vivo, único e indivisi-
ble, e incluyó un acuerdo económico para compensar los
daños ocasionados. Asimismo, estableció un modelo de
gobernanza compartida que integra a representantes indí-
genas y del Estado, y designó guardianes que actúan como
la voz legal del río. De acuerdo con la Ley Te Awa Tupua: 

“Te Awa Tupua es una persona jurídica y goza de todos
los derechos, facultades, deberes y responsabilidades
propios de una persona jurídica.

Los derechos, facultades y deberes de Te Awa Tupua de-
berán ejercerse o cumplirse, y la responsabilidad por sus
obligaciones deberá asumirse, por Te Pou Tupua, en re-
presentación y a nombre de Te Awa Tupua, de la mane-
ra prevista en esta Parte y en Ruruku Whakatupua — Te
Mana o Te Awa Tupua”.
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En nuestro sistema constitucional la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación (SCJN) ha resuelto diversas sentencias
en las que concluye la importancia de reconocer a los eco-
sistemas como un bien que se debe proteger, como lo son
las sentencias de la Laguna de Carpinteiro5 y la sentencia
de la ampliación del puerto de Veracruz.6

El artículo 107, fracción I, de la Constitución federal esta-
blece que el juicio de amparo sólo puede iniciarse a peti-
ción de la persona afectada. Esto significa que debe pro-
moverlo quien afirme ser titular de un derecho o poseer un
interés legítimo, ya sea individual o colectivo, y señale que
el acto impugnado vulnera los derechos reconocidos en la
Constitución. Además, debe demostrar que dicha vulnera-
ción impacta su esfera jurídica, ya sea de forma directa o
derivada de una situación particular que lo coloca en una
posición especial frente al orden jurídico.

Por otra parte, el artículo 5o., fracción I, de la Ley de Am-
paro retoma lo previsto en el texto constitucional,7 al esta-
blecer que tiene el carácter de parte quejosa quien aduce
ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo
individual o colectivo, siempre que alegue que la norma,
acto u omisión reclamados vulneren derechos reconocidos
por la Constitución federal y, con ello, se produzca una
afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea de ma-
nera directa o en virtud de su especial situación frente al
orden jurídico.

De acuerdo con precedentes de la SCJN, se concluyó que
una protección ambiental más amplia supondría que cual-
quier persona pudiera reclamar daños al medio ambiente
por tratarse de un bien colectivo, aun sin mantener una re-
lación directa con el ecosistema afectado.

Frente a esta problemática, resulta necesario construir un
equilibrio razonable entre ambos objetivos: asegurar la
protección real del derecho humano a un medio ambiente
sano y, al mismo tiempo, preservar la funcionalidad y efi-
cacia de los medios de defensa existentes, evitando que el
propio sistema judicial se vea rebasado. En este contexto,
los criterios emitidos por la Primera Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación han buscado delimitar el al-
cance del interés legítimo en materia ambiental, a partir de
la interpretación conjunta de los artículos 4o. y 1o. consti-
tucionales. Dichos precedentes han dejado claro que el re-
conocimiento del interés legítimo no equivale a instaurar
una acción popular generalizada, pues no pretende proteger
un interés abstracto de toda la sociedad, sino facilitar el ac-

ceso a la justicia cuando existen afectaciones a intereses ju-
rídicos concretos y tutelados.

De esta manera, quien invoca un interés legítimo debe en-
contrarse en una posición jurídica identificable que derive
de una relación específica con el bien ambiental cuya pro-
tección reclama, ya sea por una circunstancia particular o
por pertenecer a un sector o grupo regulado que le permita
acreditar una afectación diferenciada respecto del resto de
la población. En la misma línea, la SCJN ha señalado que
la procedencia del amparo en materia ambiental depende
de la situación especial que guarda la persona o comunidad
con el ecosistema presuntamente afectado, especialmente
en relación con los servicios ambientales que este propor-
ciona. Ello se explica por qué las personas forman parte de
diversos ecosistemas y obtienen de ellos múltiples benefi-
cios derivados de sus procesos biofísicos, ya sea al recibir
bienes y condiciones indispensables para el desarrollo de la
vida o al contar con mecanismos naturales que reducen
riesgos y mejoran su calidad; a estos beneficios se les de-
nomina servicios ambientales.

Por tanto, si un determinado ecosistema se pone en riesgo
o se ve afectado, la persona o comunidad que se beneficia
o aprovecha los servicios ambientales que dicho ecosiste-
ma brinda, se encuentra legitimada para acudir al juicio de
amparo con objeto de reclamar su protección, lo cual re-
sulta acorde con el principio de participación ciudadana y
con la configuración axiológica de este derecho humano,
en tanto hemos dicho que su titularidad no sólo importa
una facultad, sino principalmente un deber de cuidado y
protección.

Con el fin de fungir como su guardián o representante en el
juicio de amparo, como se hizo con el colectivo Kanan
Ts’ono’ot (Guardianes de los cenotes) para amparar a los
cenotes de la península de Yucatán.8 En este caso, las or-
ganizaciones y defensores del territorio solicitarán a la
SCJN ejerza su facultad de atracción con el fin de que es-
tos ecosistemas sean reconocidos como sujetos de derecho
y se establezcan obligaciones claras para las autoridades,
incluyendo acciones, presupuesto y participación comuni-
taria para su conservación y restauración.9

Desde la sociedad civil, se ha buscado que en casos como
el de los Guardianes de los cenotes, de las abejas melipo-
nas en Campeche o el litigio para proteger el ecosistema de
la ballena azul contra el megaproyecto de Saguaro, buscan
que desde los tribunales se reconozca y se proteja a los
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ecosistemas como sujetos de derecho para que quienes ha-
biten el entorno adyacente puedan acudir al juicio de am-
paro en su defensa. Este último, impulsado por la organi-
zación civil Nuestro Futuro, AC,10 en el que presentó un
litigio enfocado en la defensa ambiental y jurídica de los
ecosistemas y especies, destacando proyectos que buscan
reconocer a la naturaleza como sujeto de derechos. Uno de
sus ejes centrales es la campaña Las ballenas demandan
justicia, que promueve acciones legales, participación ciu-
dadana y difusión para visibilizar los impactos ambientales
sobre la biodiversidad marina y fortalecer mecanismos de
protección desde una perspectiva colectiva y de derechos
de la naturaleza.

Son beneficiarios ambientales o quienes pueden actuar
como “guardianes” del ecosistema quienes habitan o uti-
lizan el “entorno adyacente” o las áreas de influencia de un
determinado ecosistema. De acuerdo con la jurisprudencia
1a./J. 8/2022 (11a.),11 este es entendido como su área de
influencia delimitada a partir de los servicios ambientales
que presta, puede ser utilizado como criterio para verificar
el interés legítimo en los juicios de amparo ambientales.
De ahí que en esos casos se puede acreditar dicho interés
con la existencia de un vínculo entre quien alega ser titular
del derecho ambiental y de los servicios ambientales que
presta el ecosistema presuntamente vulnerado; vínculo que
surge, por ejemplo, cuando la parte quejosa demuestra ha-
bitar o utilizar su “entorno adyacente”.

Se actualiza el interés legítimo en un juicio de amparo en
materia ambiental cuando se acredita que existe un víncu-
lo entre quien alega ser titular del derecho ambiental y los
servicios ambientales que presta el ecosistema presunta-
mente vulnerado; vínculo que puede demostrarse cuando el
accionante acredita habitar o utilizar el “entorno adyacen-
te” del ecosistema, entendiendo éste como su área de in-
fluencia a partir de los servicios ambientales que presta.
Este criterio se puede utilizar de forma análoga para que las
comunidades que habitan en el entorno adyacente o dentro
del ecosistema puedan actuar como representantes del eco-
sistema en el juicio de amparo, con esto se garantiza la par-
ticipación activa de las comunidades en la defensa del me-
dio ambiente y se garantiza el acceso a la justicia.

Al resolver el amparo en revisión 54/2021,12 la Primera
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, conclu-
yó que el ser humano convive y forma parte de diversos
ecosistemas, de suerte que a partir de ellos y de sus proce-
sos biofísicos, obtiene una serie de beneficios, sea porque
le provee de bienes y condiciones necesarias para el desa-

rrollo de su vida, o bien, porque impiden eventos que la po-
nen en riesgo o disminuyen su calidad; estos beneficios son
los llamados servicios ambientales.

De acuerdo con el veredicto del caso Tren Maya13 del Tri-
bunal Internacional por los Derechos de la Naturaleza los
derechos de la naturaleza representan una transformación
paradigmática de gran alcance, en la medida en que reco-
nocen a la naturaleza como titular de derechos propios e
inherentes, lo que supone un distanciamiento del enfoque
antropocéntrico tradicional que concibe al ser humano co-
mo la única entidad legitimada para detentar y exigir la
protección efectiva de los derechos.

En esta sentencia, la naturaleza deja de ser concebida como
un objeto jurídico y pasa a ser reconocida como un sujeto
de derecho, lo que impide su tratamiento como un simple
bien destinado a la satisfacción de intereses humanos de
carácter económico, social o político. Este reconocimiento
exige una comprensión renovada del entorno natural, en-
tendido como un ente vivo que merece una tutela jurídica
diferenciada, particularmente frente a concepciones del de-
recho basadas exclusivamente en la libertad individual y la
propiedad privada.

Se reconoce a los ecosistemas como un ser vivo y fuente de
la vida, lo que impone a los seres humanos el deber de res-
petarla y de reconocer sus derechos más allá de su utilidad
instrumental. Desde esta perspectiva, la naturaleza es titu-
lar de derechos propios, cuya protección debe prevalecer
frente a intereses económicos individuales.

En este contexto, se vuelve necesario diseñar instrumentos
jurídicos que reconozcan la progresividad de los derechos,
salvaguarden el principio pluralista y promuevan mayores
niveles de justicia y equidad. Dichos instrumentos deben
superar una visión asistencialista para avanzar hacia un re-
conocimiento colectivo de nuestra condición como especie
que comparte el planeta con otros seres vivos en una rela-
ción de interdependencia. La justicia ambiental, por tanto,
no debe limitarse al ámbito exclusivamente humano, sino
extenderse al mundo natural, reconociendo su valor intrín-
seco más allá de los beneficios que pueda reportar a la so-
ciedad.

Por todo lo anteriormente expuesto, se propone la siguien-
te reforma a la Ley de Amparo:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma los artículos 1 y 6 de la Ley de Am-
paro, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el artículo 1o. y se adiciona un segundo
párrafo recorriéndose los subsecuentes del artículo 6o. de
la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 1o. El juicio de amparo tiene por objeto resolver
toda controversia que se suscite: 

I. …

II. …

III. …

El amparo protege a las personas y a los ecosistemas
frente a normas generales, actos u omisiones por parte
de los poderes públicos o de particulares en los casos se-
ñalados en la presente Ley. 

Artículo 6o. El juicio de amparo puede promoverse por
la persona física o moral o por el ecosistema a quien
afecte la norma general o el acto reclamado en términos
de la fracción I del artículo 5o. de esta Ley. La persona

quejosa podrá hacerlo por sí, por su representante legal o
por su apoderado o apoderada, o por cualquier persona
en los casos previstos en esta Ley. 

El ecosistema podrá promover el juicio de amparo a
través de un representante, que habite en su entorno
adyacente.

Cuando el acto reclamado derive de un procedimiento pe-
nal, podrá promoverlo, además, por conducto de su defen-
sor o defensora o de cualquier persona en los casos en que
esta Ley lo permita. 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas

1 Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT).
(2025, mayo 16). Diagnóstico general de los ecosistemas de México.
Gobierno de México. 

https://www.gob.mx/semarnat/restauracionambiental/articulos/dia
gnostico-general-de-los-ecosistemas-de-mexico 

2 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo en Revisión
307/2016, Primera Sala, Min. Norma Lucía Piña Hernández, sentencia
de 14 de noviembre de 2018, México, párrafo 76. 

3 Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. (s. f.). Carta
Mundial de la Naturaleza. Gobierno de México. 

https://www.gob.mx/semarnat/articulos/carta-mundial-de-la-natu-
raleza 

4 Te Awa Tupua (Whanganui River Claims Settlement) Act 2017.
(2017). New Zealand. 

https://ecojurisprudence.org/wp-content/uploads/2022/02/New-Ze-
aland_Te-Awa-Tupua-Act-2017_127.pdf 

5 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo en Revisión
307/2016, Primera Sala, Min. Norma Lucía Piña Hernández, sentencia
de 14 de noviembre de 2018, México. 

6 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo en revisión
54/2021. Primera Sala, Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán-
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tara Carrancá. Resuelto en sesión de 9 de febrero de 2022, por unani-
midad de votos. 

7 Ley de Amparo

Artículo 5o. Son partes en el juicio de amparo: 

I. La persona quejosa, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de
un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo,
siempre que alegue que la norma, acto u omisión reclamados violan
los derechos previstos en el artículo 1o. de la presente Ley y con ello
se produzca una afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea
de manera directa o en virtud de su especial situación frente al orden
jurídico. 

Tratándose del interés legítimo, la norma, acto u omisión reclamado
deberá ocasionar en la persona quejosa una lesión jurídica individual o
colectiva, real y diferenciada del resto de las personas, de tal forma que
su anulación produzca un beneficio cierto y no meramente hipotético o
eventual en caso de que se otorgue el amparo. 

El interés simple, en ningún caso, podrá invocarse como interés legíti-
mo. La autoridad pública no podrá invocar interés legítimo. 

El juicio de amparo podrá promoverse conjuntamente por dos o más
personas quejosas cuando resientan una afectación común en sus dere-
chos o intereses, aun en el supuesto de que dicha afectación derive de
actos distintos, si éstos les causan un perjuicio análogo y provienen de
las mismas autoridades. 

Tratándose de actos o resoluciones provenientes de tribunales judicia-
les, administrativos, agrarios o del trabajo, la persona quejosa deberá
aducir ser titular de un derecho subjetivo que se afecte de manera per-
sonal y directa. Párrafo reformado 

La persona víctima u ofendida del delito podrán tener el carácter de
persona quejosa en los términos de esta Ley. 

8. Amparo indirecto 331/2023 resuelto por el Juzgado Cuarto de Dis-
trito en el Estado de Yucatán, recuperado de: 

https://sise.cjf.gob.mx/SVP/word1.aspx?arch=0461000032197883
071.pdf&sec=David_Echeverría_Medina&svp=1 

9 Rico, D. (2025, septiembre 4). Pedirán a la SCJN atraer juicio para
proteger a los cenotes como sujetos de derecho. Líneas Emergentes. 

https://lineasemergentes.mx/pediran-a-la-scjn-atraer-juicio-para-
proteger-a-los-cenotes-como-sujetos-de-derecho/ 

10 ECO: Expresión Colectiva. (s. f.). ECO: Nuestro futuro. 

https://ecoxnuestrofuturo.mx/ 

11 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación. Libro 12, Abril de 2022, Tomo II,
página 846, Registro digital: 2024385.

12 Suprema Corte de Justicia de la Nación, amparo en revisión
54/2021. Primera Sala, Ponente: Ministro Juan Luis González Alcán-
tara Carrancá. Resuelto en sesión de 9 de febrero de 2022, por unani-
midad de votos. 

13 Tribunal Internacional por los Derechos de la Naturaleza. (2023).
Veredicto del caso Tren Maya: versión final sin firmas (PDF). 

https://www.rightsofnaturetribunal.org/wp-content/uplo-
ads/2023/08/Tren-Maya-FINAL-27.07-sin-firmas-VERSION-FI-
NAL.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 17 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Laura Irais Ballesteros Mancilla (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA EL
BIENESTAR Y CUIDADO DE ANIMALES 

DOMÉSTICOS Y COMUNITARIOS 

Iniciativa que expide la Ley General para el Bienestar y
Cuidado de Animales Domésticos y Comunitarios, a cargo
de la diputada Irais Virginia Reyes de la Torre, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano. (La iniciativa
podrá ser consultada en el Diario de los Debates de esta
fecha, en el Apéndice II)

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen, y a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión.

EXPIDE LA LEY GENERAL PARA LA PROTECCIÓN
Y GESTIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO 

«Iniciativa que expide la Ley General para la Protección y
Gestión del Espacio Público, a cargo de la diputada María
Teresa Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena
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La suscrita, María Teresa Ealy Díaz, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción
1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meter a consideración del pleno la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se expide la Ley General pa-
ra la Protección y Gestión del Espacio Público, al tenor de
la siguiente:

Exposición de Motivos

I. Introducción y propósito

Los espacios públicos –calles, plazas, parques, jardines,
andadores, ciclovías, mercados, malecones, explanadas,
senderos y demás áreas de uso común– constituyen bienes
esenciales para la vida urbana, la participación democráti-
ca y el goce de derechos humanos. Funcionan como ámbi-
tos de sociabilidad, movilidad, recreación, cultura, ejerci-
cio de libertades públicas y provisión de servicios
ecosistémicos. La presente iniciativa propone la Ley Gene-
ral para la Protección y Gestión del Espacio Público con
objeto de establecer un marco jurídico nacional que garan-
tice el acceso libre, gratuito, universal y no discriminatorio
a dichos bienes, promueva estándares técnicos de diseño y
accesibilidad, regule concesiones y usos temporales, e ins-
taure mecanismos de participación y transparencia para su
gestión y recuperación.

II. Fundamento constitucional y competencia legislativa

La viabilidad constitucional de una ley general en la mate-
ria se sustenta en la fracción XXIX-C del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que faculta al Congreso para expedir normas generales en
materia de asentamientos humanos, ordenamiento territo-
rial y desarrollo urbano. Los artículos 1o. y 4o. constitu-
cionales obligan al Estado a respetar, proteger y garantizar
derechos humanos, prohíben discriminación y reconocen
derechos relacionados con condiciones de vida digna, sa-
lud y vivienda, permitiendo en su interpretación la protec-
ción del acceso al espacio público como componente de
derechos urbanos y sociales. En atención a dichas atribu-
ciones, la iniciativa establece principios y criterios genera-
les que deben orientar la actuación de la Federación, las en-
tidades federativas y los municipios.

III. Marco conceptual: derecho a la ciudad y función
social del espacio público

El espacio público debe entenderse no sólo como infraes-
tructura física sino como un bien social cuya función es po-
sibilitar el acceso igualitario a la vida urbana (Lefebvre,
1968; Harvey, 2008). Desde esta perspectiva, se reconoce
la relación directa entre el goce de espacios públicos ade-
cuados y derechos como la libertad de reunión y expresión,
la movilidad, la recreación, la salud y la convivencia inter-
cultural. La protección normativa de estos bienes responde
a evitar su mercantilización desregulada y las dinámicas de
exclusión espacial que afectan la equidad urbana.

IV. Evidencia técnica y sanitaria sobre los beneficios del
espacio público

La evidencia acumulada por organismos internacionales y es-
tudios académicos muestra que la existencia y calidad del es-
pacio público impactan positivamente en la salud física y
mental (reducción de estrés, promoción de actividad física),
en la movilidad sostenible (incremento de caminata y ciclis-
mo), en la mitigación de riesgos climáticos urbanos (infraes-
tructura verde, reducción de islas de calor) y en la cohesión
social y seguridad percibida (WHO, 2016; UN-Habitat,
2015; World Bank, 2019). Estos efectos generan externali-
dades económicas y sociales que justifican políticas públi-
cas activas de provisión, conservación y mejora del espa-
cio público.

V. Problemática normativa y administrativa en México

a) Fragmentación y vacíos normativos. La regulación
existente en materia urbana y de bienes públicos se en-
cuentra dispersa entre ordenamientos federales, estata-
les y municipales, normas sectoriales y prácticas admi-
nistrativas diversas, lo que dificulta la creación de
inventarios homogéneos, la aplicación de estándares
técnicos y el control de concesiones u ocupaciones.

b) Privatización encubierta y cobros indebidos. En
diversas demarcaciones se han documentado prácticas
que restringen el uso colectivo: concesiones que limitan
el acceso, establecimiento de barreras físicas, instala-
ción de servicios que implican cobros por el acceso al
espacio o por servicios básicos, cierres de andadores y
aceras, y la transformación de áreas públicas en usos ex-
clusivos de carácter comercial. 
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c) Déficit en mantenimiento y accesibilidad. Muchos
espacios carecen de mantenimiento, equipamiento y
adaptaciones para personas con discapacidad o grupos
vulnerables, lo que reduce su utilidad social y vulnera
derechos de igualdad de oportunidades.

d) Capacidades municipales desiguales. La provisión
y gestión de espacios públicos es heterogénea según la
capacidad técnica y fiscal de los municipios; esto re-
quiere mecanismos de coordinación, asistencia técnica y
fondos especiales para municipios con menor capacidad
financiera.

VI. Principios rectores propuestos 

La iniciativa articula principios exigibles que orientan la
interpretación y aplicación de la ley: universalidad y no
discriminación; acceso libre y gratuito; prioridad del pea-
tón y de la movilidad no motorizada; equidad territorial y
justicia espacial; sostenibilidad ambiental y resiliencia; di-
seño público, seguro y accesible; participación ciudadana
efectiva; transparencia y rendición de cuentas; y eficiencia
en el uso de recursos públicos.

III. Instrumentos de gestión y gobernanza

Para operacionalizar los principios, la Ley propone instru-
mentos obligatorios:

• Sistema Nacional para la Protección y Gestión del Es-
pacio Público: coordinación técnica intergubernamen-
tal, generación de estándares, asistencia técnica y eva-
luación.

• Inventarios georreferenciados (municipal, estatal, na-
cional) interoperables: datos de dotación, tipología, su-
perficie, equipamiento, estado de conservación y regí-
menes de uso.

• Normas técnicas y guías de diseño urbano: accesibili-
dad universal, seguridad, infraestructura verde, mobilia-
rio urbano y gestión de eventos.

• Procedimientos administrativos uniformes para autori-
zaciones temporales, concesiones y ocupaciones, con
plazos, causales y criterios de compensación social.

• Mecanismos formales de participación: comités loca-
les, audiencias públicas, presupuestos participativos y
observatorios ciudadanos.

• Plataforma de datos abiertos: publicación de inventa-
rios, contratos, permisos, sanciones y presupuestos para
supervisión pública.

VIII. Régimen de autorizaciones, concesiones y restric-
ciones temporales 

La ley establece criterios claros para permitir actividades
específicas en espacios públicos sin que ello implique la
pérdida de su carácter público. Las concesiones o autoriza-
ciones sólo podrán otorgarse por causa pública, en proce-
dimientos transparentes y por tiempo determinado, sin que
puedan transformar permanentemente la naturaleza de los
bienes. Las ocupaciones temporales para eventos deberán
garantizar acceso inclusivo, alternativas de acceso y medi-
das compensatorias cuando limiten el uso general.

IX. Protección, recuperación y sanciones

La propuesta tipifica infracciones administrativas (priva-
tización encubierta, cobros indebidos, obras que restrin-
gen acceso, omisión de mantenimiento, falta de participa-
ción) y sanciones proporcionales (multas, revocación,
restitución, suspensión de obras, inhabilitación, responsa-
bilidad patrimonial). Se prevé coordinación para la perse-
cución penal cuando los hechos configuren delitos (apro-
piación indebida de bienes públicos, fraude, cohecho).
También se establecen procedimientos para la recupera-
ción judicial y administrativa de espacios usurpados o in-
debidamente ocupados.

X. Instrumentos financieros y sostenibilidad

Si bien la inversión pública es prioritaria, la Ley contempla
mecanismos regulados de cofinanciamiento público-priva-
do con cláusulas sociales y de transparencia, fondos fede-
rales y estatales para apoyos a municipios con menores re-
cursos, y criterios para priorizar intervenciones según
necesidades poblacionales y déficit de provisión por habi-
tante. La gestión financiera deberá sujetarse a auditoría y
criterios de eficiencia y rendición de cuentas.

XI. Participación ciudadana y corresponsabilidad

La iniciativa institucionaliza la participación ciudadana en
la planeación, diseño y vigilancia del espacio público, ga-
rantizando representación plural e inclusión de grupos vul-
nerables (personas con discapacidad, niñas y niños, adultos
mayores, comunidades indígenas, población en situación
de calle). La participación debe contar con reglas claras pa-
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ra evitar captura por intereses particulares y para asegurar
resultados vinculantes en decisiones relevantes.

XII. Armonización intersectorial

El espacio público interrelaciona políticas de movilidad,
vivienda, salud, cultura, medio ambiente y seguridad pú-
blica. La ley promueve la coordinación intersectorial den-
tro del Sistema Nacional para asegurar que las decisiones
sobre el espacio público contribuyan a objetivos más am-
plios (reducción de emisiones, adaptación climática, inclu-
sión social, promoción de la actividad física).

XIII. Medidas transitorias y revisión de concesiones 
vigentes

La iniciativa incluye procedimientos transitorios para revisar
concesiones, permisos y ocupaciones vigentes, respetando
derechos legítimos y el debido proceso, pero permitiendo la
anulación o modificación de actos que contravengan el inte-
rés público o los principios de la ley. Se contemplan plazos
para el levantamiento de inventarios y para la armonización
de ordenamientos locales.

XIV. Estudios de caso nacionales y experiencias rele-
vantes

A continuación se describen estudios de caso representati-
vos que ilustran problemas y soluciones aplicables en el
contexto mexicano.

1. Parque Lira (Ciudad de México): Parque Lira, situa-
do en la Alcaldía Miguel Hidalgo, fue objeto de contro-
versia pública por obras y proyectos que afectaron su
uso público y por la percepción de privatización parcial
del espacio. La movilización ciudadana y litigios admi-
nistrativos evidenciaron la debilidad de procedimientos
de autorización y la necesidad de mayor transparencia,
consulta y mecanismos claros de reversión de obras que
afecten bienes de uso común. Lecciones: necesidad de
procedimientos de consulta previos vinculantes, inven-
tarios públicos actualizados, criterios técnicos de inter-
vención en parques patrimoniales, y herramientas admi-
nistrativas para revisar y detener obras que afecten el
carácter público del bien.

2. Recuperación de corredores peatonales y plazas en
ciudades medianas: Diversos municipios han imple-
mentado programas exitosos de recuperación de anda-
dores y plazas mediante intervención pública, rehabili-

tación con infraestructura verde, y esquemas de partici-
pación comunitaria para mantenimiento. Lecciones:
combinar inversión pública con programas de participa-
ción y mantenimiento comunitario, establecer indicado-
res de desempeño y priorizar intervenciones en zonas
con déficit per cápita de espacios públicos.

3. Casos de concesiones urbanas que restringieron acce-
so: En varias ciudades se han otorgado concesiones pa-
ra la operación de mercados o zonas comerciales sobre
terrenos públicos que, con el tiempo, limitan el acceso
general o imponen cobros por servicios básicos. Leccio-
nes: importancia de cláusulas en contratos de concesión
que protejan el acceso público, mecanismos de fiscali-
zación y revisión administrativa periódica, y transparen-
cia contractual mediante datos abiertos.

XV. Jurisprudencia mexicana y precedentes adminis-
trativos (resumen y referencias)

La elaboración jurídica de la iniciativa se apoya en pro-
nunciamientos y criterios de tribunales y órganos admi-
nistrativos que, aunque no forman un bloque doctrinal
uniforme sobre “espacio público” como figura autónoma,
aportan fundamentos relevantes en materias conexas: pro-
tección del patrimonio público, control de actos adminis-
trativos, derechos de reunión y tránsito, y límites a la pri-
vatización de bienes de dominio público. A continuación
se resumen sentencias y tesis representativas:

1. Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN): cri-
terios sobre dominio público y bienes municipales. Re-
sumen: La SCJN ha reiterado que los bienes de dominio
público son inalienables, imprescriptibles e inembarga-
bles en los términos de la ley, y que su afectación re-
quiere procedimiento legal que respete la función social
del bien. Dichos criterios sustentan la necesidad de pro-
cedimientos administrativos estrictos para concesiones
y enajenaciones. Referencia: Resoluciones varias en
materia de dominio público municipal (véase compila-
ción de criterios en tesis aisladas y jurisprudencia). (Re-
sumen basado en compilaciones doctrinales y resolucio-
nes sobre dominio público).

2. Tribunales colegiados en materia administrativa :
control de actos que afectan derechos de acceso y reu-
nión Resumen: Jurisprudencia administrativa ha prote-
gido el derecho de reunión en espacios públicos frente a
clausuras o restricciones arbitrarias, reconociendo la
importancia del espacio público para el ejercicio de li-
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bertades fundamentales. Referencia: Tesis y amparos en
materia de libertad de reunión y uso de espacios públi-
cos por autoridades locales (resúmenes en compilacio-
nes de tutela constitucional).

3. Órganos de control y fiscalización (ASF y órganos es-
tatales): fiscalización de concesiones y uso de bienes
públicos Resumen: Auditorías y revisiones han identifi-
cado irregularidades en la concesión y administración
de bienes públicos, subrayando la necesidad de contro-
les administrativos, transparencia y sanciones efectivas.
Referencia: Informes de la Auditoría Superior de la Fe-
deración y auditorías estatales sobre concesiones muni-
cipales (informes públicos por año).

XVI. Compatibilidad con estándares internacionales y
normas técnicas 

La iniciativa se alinea con recomendaciones de organismos
internacionales (UN-Habitat, OMS, Banco Mundial) sobre
provisión de espacios públicos, accesibilidad y planifica-
ción urbana sostenible. Además, incorpora la necesidad de
desarrollar normas técnicas nacionales que tomen en cuen-
ta estándares internacionales en materia de accesibilidad
(por ejemplo, ISO y directrices de la OMS) y de diseño de
infraestructura verde y movilidad activa.

XVII. Impacto social, territorial y de género

La distribución desigual de espacios públicos afecta con
mayor intensidad a poblaciones vulnerables: mujeres, ni-
ñas, niños, personas con discapacidad, adultos mayores,
comunidades rurales y poblaciones en situación de pobre-
za. La Ley incluye criterios de género y enfoque intercul-
tural para la planificación, priorización y diseño de inter-
venciones, buscando corregir brechas de acceso y
seguridad percibida, y garantizando la seguridad y digni-
dad de uso por todos los grupos poblacionales.

XVIII. Consideraciones de implementación y capacida-
des institucionales

La efectividad de la Ley requiere inversión en capacidades
técnicas municipales (cartografía, registro catastral, plane-
ación participativa), sistemas de información interopera-
bles, fondos de apoyo y procedimientos administrativos
simplificados pero garantistas. Se propone un calendario
de implementación por fases, con asistencia técnica federal
a través del Sistema Nacional y fondos concursables para
proyectos de recuperación y creación de espacios públicos.

XIX. Riesgos y medidas de mitigación

Riesgos identificados: captura por intereses privados, ins-
trumentalización política de comités, insuficiencia de re-
cursos, retrasos en la armonización normativa local. Me-
didas mitigantes: requisitos de transparencia pública,
reglas claras de representación en mecanismos participati-
vos, fondos con criterios objetivos de asignación, plazos
legales perentorios para armonización y sanciones admi-
nistrativas a autoridades omisas.

XX. Conclusión normativa y petición

La exteriorización de la protección del espacio público en
una ley general es una respuesta normativa necesaria para
garantizar derechos urbanos fundamentales, evitar privati-
zaciones encubiertas, fortalecer la participación ciudadana
y dotar de coherencia técnica y administrativa a la gestión
de bienes de uso común. Se somete la presente iniciativa a
consideración de esta soberanía para su discusión y apro-
bación, con el propósito de dotar al país de un marco jurí-
dico que permita construir ciudades más equitativas, salu-
dables, seguras y sostenibles.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se expide la Ley General para la Protección y Ges-
tión del Espacio Público

Ley General para la Protección y Gestión del Espacio
Público

Título Preliminar
Disposiciones generales

Capítulo Único. Objeto, ámbito y definiciones

Artículo 1. Objeto. La presente Ley tiene por objeto es-
tablecer los principios, bases, lineamientos y mecanis-
mos para la protección, gestión, uso, aprovechamiento,
conservación, recuperación, diseño, administración y
gobernanza de los espacios públicos en todo el territo-
rio nacional, con el fin de garantizar su acceso libre,
gratuito, universal y sin discriminación.

Artículo 2. Ámbito de aplicación. La ley es de orden pú-
blico e interés social. Es de observancia obligatoria pa-
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ra los poderes federales, las entidades federativas, la
Ciudad de México, los municipios y los particulares que
ejerzan funciones públicas o administren bienes de uso
común, en lo relativo a los espacios públicos señalados
en esta ley.

Artículo 3. Definiciones. Para los efectos de esta ley se
entenderá por:

I. Espacio público: bien de dominio público destina-
do al uso colectivo, accesible de manera libre y gra-
tuita, incluidos plazas, parques, jardines, calles, an-
dadores, ciclovías, senderos, malecones, mercados
públicos, explanadas, equipamientos urbanos y de-
más áreas de uso común.

II. Gestión del espacio público: conjunto de políticas,
instrumentos, procedimientos y acciones orientadas
a su conservación, habilitación, diseño, regulación y
uso.

III. Acceso libre y gratuito: derecho de toda persona
a entrar, permanecer, transitar y usar el espacio pú-
blico sin pago obligatorio, exclusión arbitraria o con-
dicionamientos injustificados.

IV. Privatización del espacio público: acto u omisión
que restrinja, condicione o transforme el uso colecti-
vo en uso exclusivo o privatizado sin autorización le-
gal y sin garantías de acceso público.

V. Gestión participativa: mecanismos de toma de de-
cisiones con participación de autoridades, comuni-
dades y organizaciones sociales en materia de plane-
ación, diseño, administración y vigilancia.

VI. Inventario de espacios públicos: registro georre-
ferenciado y actualizado de bienes de uso común des-
tinado al conocimiento, planeación y gestión.

Título I
Principios rectores

Artículo 4. Principios. La protección y gestión del espa-
cio público se sujetará a los principios de

I. Universalidad y no discriminación;

II. Acceso libre y gratuito;

III. Equidad e inclusión, con atención preferente a
personas en situación de vulnerabilidad;

IV. Prioridad del peatón y la movilidad activa;

V. Sostenibilidad ambiental y resiliencia urbana;

VI. Diseño público, seguro y de calidad;

VII. Participación ciudadana y gobernanza colabo-
rativa;

VIII. Transparencia, rendición de cuentas y uso efi-
ciente de recursos públicos.

Artículo 5. Derechos conexos. El acceso al espacio pú-
blico se vincula con el derecho a la ciudad, a la recrea-
ción, a la salud, a la movilidad y a un entorno sano.

Título II
Derechos y obligaciones

Capítulo I. Derechos

Artículo 6. Derechos de las personas. Toda persona tie-
ne derecho a

I. Acceder, transitar, permanecer y utilizar los espa-
cios públicos en condiciones de igualdad y seguri-
dad;

II. Disfrutar de accesibilidad universal y adaptacio-
nes razonables cuando procedan;

III. Participar en la planeación, diseño, administra-
ción y vigilancia de los espacios públicos;

IV. Recibir información pública sobre proyectos,
obras, usos temporales, concesiones y medidas que
afecten el espacio público.

Capítulo II. Obligaciones de la ciudadanía

Artículo 7. Obligaciones ciudadanas. Las personas de-
berán:

I. Respetar el uso colectivo de los espacios públicos y
la convivencia;
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II. Abstenerse de actos que dañen, contaminen o pri-
vaticen ilegalmente el espacio público;

III. Participar responsablemente en procesos de ges-
tión participativa y en labores comunitarias regula-
das de cuidado del espacio.

Título III
Gestión, planeación y diseño

Artículo 8. Planeación. Los tres órdenes de gobierno in-
corporarán criterios de protección y gestión del espacio
público en sus instrumentos de planeación urbana, pla-
nes de desarrollo y programas sectoriales, consideran-
do suficiencia, distribución equitativa, calidad y cone-
xión entre espacios.

Artículo 9. Diseño y calidad. El diseño del espacio pú-
blico deberá priorizar seguridad, accesibilidad univer-
sal, vegetación, mitigación de riesgos, infraestructura
para movilidad activa y equipamiento social, garanti-
zando estándares técnicos aplicables.

Artículo 10. Uso y aprovechamiento. El uso del espacio
público se regirá por

I. Predominio del uso público y colectivo sobre inte-
reses privados;

II. Toda actividad comercial, cultural o recreativa
temporal requerirá autorización administrativa que
garantice: a) mantenimiento del acceso público libre
y gratuito; b) medidas que eviten exclusiones perma-
nentes; y c) compensaciones y alternativas de acceso
cuando proceda;

III. El acceso al espacio público no podrá ser objeto
de cobro; los cobros por actividades específicas de-
berán ser excepcionales, no discriminatorios y regu-
lados.

Artículo 11. Eventos temporales y cierres. La ocupación
o cierre temporal de espacios públicos para eventos de-
berá respetar criterios de proporcionalidad, duración
razonable, comunicación previa, protocolos de acceso
inclusivo y alternativas para la población afectada.

Artículo 12. Concesiones y autorizaciones. Las concesio-
nes o autorizaciones sobre bienes de dominio público sólo
podrán otorgarse mediante procedimiento administrati-

vo transparente, con causa pública, por tiempo determi-
nado y sin implicar pérdida de la condición de bien pú-
blico ni exclusión permanente del acceso general.

Título IV
Gobernanza y participación ciudadana

Artículo 13. Mecanismos de participación. Las autori-
dades crearán y fortalecerán mecanismos de gestión
participativa tales como comités de espacio público, au-
diencias públicas, consultas, presupuestos participati-
vos y observatorios ciudadanos, garantizando represen-
tación plural y voz de grupos vulnerables.

Artículo 14. Transparencia y datos abiertos. La infor-
mación relativa a espacios públicos —inventario, con-
cesiones, permisos, proyectos, presupuestos, sanciones y
contratos— será pública, accesible y actualizada en pla-
taformas de datos abiertos interoperables.

Artículo 15. Coordinación intergubernamental. Se ins-
tituirá el Sistema Nacional para la Protección y Gestión
del Espacio Público (Sistema), de coordinación técnica
y normativa entre la Federación, las entidades federati-
vas y los municipios, para generar criterios, estándares
y asistencia técnica.

Título V
Instrumentos de gestión

Artículo 16. Inventario y catastro. Los municipios y la
Ciudad de México integrarán y mantendrán actualiza-
do un Inventario Municipal de Espacios Públicos, geo-
rreferenciado y estandarizado; los estados integrarán
Inventarios Estatales; la Federación consolidará el In-
ventario Nacional con datos interoperables.

Artículo 17. Programas y normas técnicas. Las autori-
dades desarrollarán programas de rehabilitación, con-
servación y creación de espacios públicos y emitirán
normas técnicas y guías de diseño, accesibilidad y sos-
tenibilidad aplicables por los tres órdenes de gobierno.

Artículo 18. Financiamiento. Los tres órdenes de go-
bierno destinarán recursos presupuestarios, fondos y
esquemas regulados de financiamiento público y públi-
co-privado para la creación, recuperación y manteni-
miento de espacios públicos, priorizando inversión pú-
blica y transparencia.
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Título VI
Protección, recuperación y prohibiciones

Artículo 19. Prohibición de privatizaciones encubiertas.
Queda prohibido cualquier acto que implique la priva-
tización, exclusión o uso exclusivo permanente de espa-
cios públicos sin autorización legal y sin garantizar el
acceso público. Las autoridades que permitan o pro-
muevan tales actos serán responsables administrativa y
patrimonialmente.

Artículo 20. Recuperación del espacio público. Cuando
un espacio público sea objeto de uso indebido o privati-
zación, las autoridades competentes deberán proceder
a su restitución mediante procedimientos administrati-
vos, actos de ejecución forzosa y, en su caso, acciones
judiciales, garantizando reparación del daño y rendi-
ción de cuentas.

Título VII
Infracciones, responsabilidades y sanciones

Artículo 21. Infracciones. Constituyen infracciones ad-
ministrativas, entre otras:

I. Impedir o condicionar el acceso libre y gratuito sin
autorización legal;

II. Otorgar o ejecutar concesiones que transformen
permanentemente el carácter público del bien;

III. Efectuar obras o instalaciones permanentes que
restrinjan el acceso sin permisos;

IV. No mantener espacios públicos en condiciones de
seguridad, higiene y accesibilidad cuando exista obli-
gación legal;

V. Omitir o impedir la participación ciudadana en
proyectos relevantes.

Artículo 22. Sanciones. Las infracciones se sancionarán
con multas, revocación de permisos o concesiones, res-
titución del bien, suspensión de obras, inhabilitación
para contratar con el sector público y, en su caso, res-
ponsabilidad patrimonial. Los procedimientos sancio-
natorios se sujetarán al debido proceso conforme a la
legislación aplicable.

Artículo 23. Responsabilidad penal. Cuando los actos
constituyan delitos (apropiación indebida de bienes pú-
blicos, fraude, cohecho u otros), se dará vista a las au-
toridades correspondientes para la investigación penal.

Título VIII
Supervisión, evaluación y rendición de cuentas

Artículo 24. Supervisión. Corresponde a los órganos de
control y fiscalización federales, estatales y municipales
supervisar la legalidad en el uso de recursos y actos que
afecten espacios públicos, con facultades de fiscaliza-
ción y auditoría.

Artículo 25. Evaluación y estándares. El sistema emiti-
rá indicadores y estándares mínimos de calidad, sufi-
ciencia y acceso a espacios públicos para su evaluación
periódica y publicación de informes públicos.

Título IX
Disposiciones finales

Artículo 26. Reglamentación. El Ejecutivo federal, a
través de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territo-
rial y Urbano o la dependencia que en el futuro sustitu-
ya sus atribuciones, expedirá el reglamento de esta ley
dentro de los ciento ochenta días siguientes a su entra-
da en vigor.

Artículo 27. Armonización normativa. Las entidades fe-
derativas, la Ciudad de México y los municipios debe-
rán armonizar sus ordenamientos y prácticas adminis-
trativas con los principios y disposiciones de esta ley en
un plazo que no excederá de doce meses, contados a
partir de su entrada en vigor.

Artículo 28. Vigencia. La presente ley entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Transitorios

Primero. La presente ley entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. En un plazo no mayor de ciento ochenta días
contados a partir de la entrada en vigor de la Ley, la Secre-
taría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, o la de-
pendencia que en el futuro sustituya sus funciones, expedi-
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rá el reglamento y emitirá lineamientos y criterios técnicos
para la implementación del Inventario Nacional de Espa-
cios Públicos.

Tercero. Las entidades federativas, la Ciudad de México y
los municipios contarán con un plazo de doce meses, con-
tados a partir de la entrada en vigor de la ley, para integrar
y publicar su inventario municipal de espacios públicos y
para ajustar su normatividad local a lo dispuesto en esta
ley.

Cuarto. Las concesiones, permisos y ocupaciones vigentes
al momento de la entrada en vigor de esta ley quedarán su-
jetas a revisión administrativa para verificar su conformi-
dad con el interés público y los principios de esta ley. Di-
cha revisión respetará derechos legítimos y el debido
proceso; cuando se determine la existencia de irregularida-
des, se aplicarán las medidas de restitución y sanciones
procedentes.

Quinto. La presente ley es reglamentaria de lo dispuesto
en la fracción XXIX-C del artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo relativo a
la expedición de normas generales en materia de ordena-
miento territorial, desarrollo urbano y asentamientos hu-
manos.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada María Teresa Ealy Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, para opinión.
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LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES 
A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIAS 

Y CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencias y del Código Penal Federal, en materia de genera-
ción y manipulación digital de contenido íntimo sexual, a
cargo del diputado Fernando Castro Trenti, del Grupo Par-
lamentario de Morena

El que suscribe, Fernando Jorge Castro Trenti, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto, por
el que se reforman diversas disposiciones de la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cias y del Código Penal Federal, en materia de generación
y manipulación digital de contenido íntimo sexual, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

La inteligencia artificial (IA) es un conjunto de tecnologí-
as que permite a las computadoras aprender, razonar y eje-
cutar tareas avanzadas que tradicionalmente requerían inte-
ligencia humana. Entre estas capacidades se encuentran la
comprensión del lenguaje, el análisis de grandes volúme-
nes de datos y la generación de recomendaciones útiles. Se
trata de una tecnología transformadora con el potencial de
generar cambios positivos y significativos en las personas,
las sociedades y el desarrollo global.1

La IA es un campo multidisciplinario que integra conoci-
mientos de diversas áreas, como la informática, el análisis
de datos y la estadística, la ingeniería de hardware y soft-
ware, la lingüística, la neurociencia, así como disciplinas
humanísticas como la filosofía y la psicología. Esta con-
vergencia de saberes permite desarrollar sistemas cada vez
más sofisticados y adaptativos.2

En esencia, la inteligencia artificial busca enseñar a las
computadoras a realizar actividades complejas similares a
las que ejecuta el cerebro humano, desde interpretar el en-
torno hasta aprender nuevos conocimientos y generar ide-
as. Un ejemplo concreto de su aplicación es el reconoci-
miento óptico de caracteres (OCR), utilizado para extraer

texto y datos de imágenes y documentos. Este proceso con-
vierte información no estructurada en datos estructurados y
utilizables, facilitando el análisis, la toma de decisiones y
la obtención de información estratégica para organizacio-
nes y empresas.3

En consecuencia, de la IA, de acuerdo con Alice Biome-
trics, surge el acrónimo deepfake, formado por las palabras
en inglés fake (“falso”) y deep learning, una de las co-
rrientes de la inteligencia artificial. Se trata de un video,
una imagen o un audio generado para imitar la apariencia
y sonido de una persona. Son generados de modo artificial,
y tienen la característica de ser tan realistas, que muchas
veces, el ojo humano no percibe que está frente a una ima-
gen ficticia.4

El libro Artificial intelligence and human rights, de 2021,
define deepfake como una técnica de procesamiento de
imágenes o voz utilizada para generar imágenes y videos
falsos, hecha posible gracias a los avances en la inteligen-
cia artificial y la tecnología de aprendizaje automático (ma-
chine learning). Los materiales modificados digitalmente
consisten en la creación de eventos ficticios que no ocu-
rrieron en la realidad.5

Según información publicada por el Instituto Politécnico
Nacional en 2023, los deepfakes se generan principalmen-
te mediante técnicas de machine learning, particularmente
a través de redes neuronales generativas antagónicas
(GAN, por sus siglas en inglés). Estas redes constituyen
una tecnología avanzada en el ámbito de la visión por com-
putadora, capaz de producir imágenes y contenidos audio-
visuales con un elevado nivel de realismo, imitando rasgos,
gestos y características humanas de manera convincente.6

Las GAN están conformadas por dos redes neuronales que
operan en competencia constante. Una de ellas, denomina-
da generadora, crea imágenes o contenidos sintéticos a par-
tir de datos de entrenamiento, mientras que la otra, conoci-
da como discriminadora, evalúa si dichos contenidos son
reales o falsos. El objetivo de este proceso es que la red ge-
neradora produzca resultados tan realistas que la red dis-
criminadora no pueda distinguirlos de los originales.7

Inicialmente, el principal desafío de esta tecnología fue la
limitada disponibilidad y calidad de los datos de entrena-
miento, lo que provocaba que los primeros deepfakes re-
sultaran poco creíbles y fácilmente identificables. Sin em-
bargo, conforme las técnicas de machine learning han
evolucionado y se ha incrementado el acceso a grandes vo-
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lúmenes de datos, los deepfakes actuales han alcanzado ni-
veles de realismo cada vez mayores, volviéndose más so-
fisticados y difíciles de detectar.8

Un estudio elaborado por McAfee señala que los deepfakes
pueden clasificarse en distintos tipos según la tecnología
empleada, lo que implica riesgos diferenciados. Entre los
más relevantes se encuentra el clonado de voz, técnica que
utiliza inteligencia artificial para replicar con alta precisión
la voz de una persona a partir de breves grabaciones, imi-
tando tono, ritmo, entonación y acento. Aunque esta tecno-
logía puede tener usos legítimos, también ha sido emplea-
da para la suplantación de identidad, la extorsión y fraudes
financieros, particularmente en esquemas de phishing9 me-
diante llamadas falsas que inducen a realizar transferencias
o revelar información sensible.10

Diversos estudios coinciden en que la gran mayoría del
contenido deepfake disponible en línea tiene carácter se-
xual y se produce sin el consentimiento de las personas
afectadas. De acuerdo con reportes citados por Deeptrace y
EBSCO, entre 2023 y 2025, aproximadamente 98 por cien-
to de los deepfakes que involucran personas reales son por-
nográficos, lo que demuestra que esta tecnología ha sido
utilizada de manera predominante para la explotación se-
xual digital.11

Este fenómeno presenta además un impacto desproporcio-
nado por razón de género. Datos recopilados en estudios de
ciberseguridad y análisis académicos como Gitnux, indican
que alrededor del 99 por ciento de las personas representa-
das en deepfakes sexuales son mujeres, ya sean figuras pú-
blicas o personas privadas. Esta tendencia ha llevado a que
los deepfakes sexuales sean reconocidos como una forma
emergente de violencia digital y violencia de género, al
vulnerar la dignidad, la intimidad, la identidad y la reputa-
ción de las víctimas.12

La producción y circulación de deepfakes sexuales ha au-
mentado de manera exponencial en los últimos años. Entre
2019 y 2023, el número total de deepfakes detectados a es-
cala global creció más de 550 por ciento, alcanzando dece-
nas de miles de videos, de los cuales la gran mayoría co-
rresponde a contenido pornográfico. Tan solo entre 2022 y
2023, los deepfakes sexuales registraron un incremento
aproximado del 464 por ciento, impulsado por el acceso
masivo a herramientas de inteligencia artificial de bajo cos-
to y fácil uso.13

El efecto social de este fenómeno también se refleja en es-
tudios de percepción pública. Investigaciones realizadas en
Reino Unido muestran que más de 20 por ciento de las per-
sonas encuestadas afirmó haber visto deepfakes sexuales
de individuos que no conocían, mientras que una propor-
ción significativa de la población (incluidos menores de
edad) manifestó preocupación por convertirse en víctima
de este tipo de contenidos. Estos datos evidencian no solo
la expansión del problema, sino también la normalización
y circulación de material sexual falso en entornos digita-
les.14

En México, los deepfakes sexuales han empezado a surgir
como un problema de violencia digital y explotación se-
xual no consensuada, aunque la información pública es to-
davía limitada en comparación con otros países. Organiza-
ciones civiles y medios locales han documentado casos y
tendencias que muestran la existencia y el impacto de este
fenómeno en el país. Tal es así que, el Frente Nacional pa-
ra la Sororidad ha acompañado al menos cinco casos en los
que fotografías fueron alteradas artificialmente para crear
contenido sexual simulado, generando efectos emocional-
mente dañinos y repercusiones sociales para las víctimas.15

De igual forma, en el estado de Sonora se han identificado
al menos tres casos reportados de deepfakes utilizados co-
mo ciberdelito sexual vinculados con imágenes íntimas ge-
neradas mediante inteligencia artificial, lo que subraya que
este tipo de agresión no es meramente hipotético, sino que
ya ha ocurrido y ha sido señalado por autoridades locales
de ciberseguridad.16

En Ciudad de México se documentó un caso en el que ocho
estudiantes del Instituto Politécnico Nacional denunciaron
la presunta manipulación y difusión de material íntimo ge-
nerado mediante inteligencia artificial. De acuerdo con in-
formación difundida por autoridades competentes, durante
la investigación se aseguró un volumen significativo de ar-
chivos digitales, consistente en más de 160 mil imágenes y
más de 2 mil videos, que contenían representaciones de
mujeres desnudas, en su mayoría compañeras de clase, cu-
yas imágenes habrían sido alteradas mediante herramientas
de inteligencia artificial.17

Los deepfakes sexuales no solo representan una forma de
abuso digital, sino que provocan impactos profundamente
dañinos y duraderos en las víctimas. La divulgación masi-
va de contenido no consensuado conduce a la revictimiza-
ción por viralidad, ya que una vez que un video o imagen
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se difunde en redes sociales o plataformas digitales puede
permanecer indefinidamente en línea, seguir compartién-
dose y ser casi imposible de eliminar por completo.

Esta persistencia agrava el daño emocional y psicológico,
pues las personas afectadas pueden experimentar trauma,
aislamiento social y un sentido prolongado de violación de
su privacidad e identidad. Estudios científicos como el de
la revista Social Sciences & Humanities Open, han docu-
mentado cómo el daño reputacional y la pérdida de con-
fianza en la propia imagen pueden ser extremadamente di-
fíciles de revertir incluso cuando se demuestra que el
contenido es falso, debido a la dificultad de eliminarlo de
internet y a su amplio alcance social.18

El impacto de los deepfakes sexuales incluye daños reputa-
cionales difíciles o imposibles de revertir, ya que la difu-
sión de contenido falso puede afectar de manera perma-
nente la percepción pública de las víctimas; esta
estigmatización repercute en la esfera profesional y econó-
mica, al limitar oportunidades laborales, contractuales o
comerciales, especialmente cuando el material se asocia de
forma persistente a motores de búsqueda y perfiles digita-
les, generando afectaciones patrimoniales indirectas.19

Asimismo, son utilizados en esquemas de extorsión y
chantaje (sextorsión), donde se amenaza a las víctimas con
la difusión del contenido manipulado para obtener dinero,
favores o información. La literatura especializada como
Crime Science, identifica estas prácticas (junto con la por-
nografía no consensuada) como usos maliciosos recurren-
tes de la tecnología, que explotan la vulnerabilidad emo-
cional y social de las personas afectadas.20

El riesgo para niñas, niños y adolescentes es particular-
mente grave, en casos documentados se menciona que, hay
entornos escolares donde herramientas de IA han sido em-
pleadas para crear y difundir imágenes sexualizadas de me-
nores, provocando daño psicológico, humillación y afecta-
ciones a su desarrollo educativo.21

En 2025, los deepfakes se han vuelto una constante en
Grok, la inteligencia artificial integrada en la plataforma X,
propiedad de Elon Musk, la cual habría generado y difun-
dido públicamente al menos tres millones de imágenes se-
xualizadas, de acuerdo con dos análisis de datos elaborados
por The New York Times y el Centro para Contrarrestar el
Odio Digital (CCDH, por sus siglas en inglés).22

Los informes revelan que, desde finales de diciembre de
2025, usuarios de la red social inundaron la cuenta del
chatbot con solicitudes para manipular fotografías reales
de hombres, mujeres e incluso menores de edad, con el ob-
jetivo de quitarles la ropa, colocarles bikinis o representar-
los en posiciones sexualizadas.

El CCDH, una organización no gubernamental británico-
estadounidense dedicada a combatir el odio y la violencia
digital, documentó que Grok habría cosificado alrededor
de 23 mil representaciones de menores, todas generadas a
petición de usuarios. El detonante fue una nueva función
de edición de imágenes incorporada a la herramienta, cuya
popularidad “explotó el 29 de diciembre”, luego de que
Elon Musk anunciara públicamente que sería posible editar
imágenes publicadas “con un solo clic”. El resultado fue la
generación de aproximadamente 190 imágenes sexualiza-
das por minuto durante un periodo de 11 días, entre el 29
de diciembre y el 8 de enero.23

El CCDH seleccionó aleatoriamente 20 mil publicaciones
con imágenes creadas por Grok en ese intervalo, donde su
análisis utilizó una herramienta de inteligencia artificial
con un índice F1 de 95 por ciento para identificar conteni-
do sexualizado, además de una revisión manual específica
en los casos que involucraban a menores. De la muestra
analizada, 65 por ciento de las imágenes resultaron ser se-
xualizadas, lo que permite extrapolar una cifra cercana a
tres millones de imágenes. Asimismo, 0.5 por ciento invo-
lucraban a niñas y niños, equivalente a aproximadamente
23 mil 338 representaciones.24

Los datos también evidencian un patrón claro de sexuali-
zación con foco en las mujeres, por su parte el análisis pu-
blicado por The New York Times estima que al menos 41
por ciento de las imágenes sexualizadas correspondían a
mujeres, lo que representa cerca de 1.8 millones de imáge-
nes generadas en apenas nueve días. El CCDH detalla que
algunas de estas representaciones incluían mujeres con bi-
kinis transparentes, personal sanitario en posiciones explí-
citas con fluidos visibles, o cuerpos cubiertos únicamente
con hilo dental o cinta adhesiva transparente.25

Actualmente, el marco jurídico mexicano contempla el de-
lito de violación a la intimidad sexual; sin embargo, su re-
dacción no describe de manera expresa las conductas con-
sistentes en la creación o manipulación digital de contenido
íntimo sexual mediante técnicas de edición o generación
artificial, incluidas aquellas que permiten la simulación de
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imagen o voz. Esta imprecisión puede generar interpreta-
ciones restrictivas incompatibles con el principio de taxati-
vidad penal y con la necesidad de brindar una tutela efecti-
va frente a nuevas formas de violencia digital.

En España, el marco jurídico ha comenzado a adaptarse ex-
presamente a los desafíos que plantean los deepfakes. El
gobierno ha impulsado reformas tanto del Código Penal
como de otras normas para reconocer y sancionar la mani-
pulación artificial de imágenes y voces sin consentimiento.
En particular, el Proyecto de Ley Orgánica de protección
del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a
la propia imagen contempla que el uso y la difusión de
imágenes o voces manipuladas por IA sin autorización (in-
cluyendo deepfakes con contenido sexual o gravemente ve-
jatorio) constituyan delitos contra el honor y la integridad
moral de las personas afectadas.26

En Corea del Sur, la proliferación de deepfakes sexuales ha
generado una fuerte reacción social e institucional. El 30
de agosto de 2024, activistas protestaron en Seúl con con-
signas como “Crímenes sexuales de deepfake repetidos, el
Estado también es cómplice”, en respuesta a la difusión
masiva de este tipo de contenidos a través de chats grupa-
les en plataformas como Telegram. En este contexto, el Po-
der Legislativo surcoreano aprobó una reforma que tipifica
como delito no solo la creación y difusión de deepfakes se-
xualmente explícitos, sino también su compra, posesión y
visualización, estableciendo penas de hasta tres años de
prisión o multas de hasta 30 millones de wones. Previa-
mente, la legislación ya sancionaba la fabricación de deep-
fakes sexuales con intención de distribución con hasta cin-
co años de cárcel, y con la nueva ley la pena máxima puede
elevarse hasta siete años, incluso sin acreditar intención de
difundir, con agravantes cuando las conductas involucran a
personas menores de edad y obligaciones estrictas de reti-
ro inmediato del contenido.27

La magnitud del fenómeno es significativa: tan sólo en el
último año se han registrado más de 800 casos, frente a 156
en 2021, siendo la mayoría de las víctimas y agresores ado-
lescentes.

La presente propuesta busca garantizar la protección efec-
tiva de la dignidad humana, la vida privada, la identidad
personal y la libertad sexual frente a nuevas modalidades
de violencia digital derivadas de la creación y manipula-
ción artificial de contenido íntimo. La reforma no amplía
desproporcionadamente el ámbito punitivo, sino que preci-

sa el alcance del tipo penal vigente para dotarlo de mayor
claridad y coherencia frente a tecnologías emergentes, ga-
rantizando su aplicación conforme a los principios de lega-
lidad, taxatividad y proporcionalidad.

Para fortalecer la claridad de la modificación propuesta, se
presenta el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo expuesto y fundado someto a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencias y del Código Penal Federal, en ma-
teria de generación y manipulación digital de contenido
íntimo sexual

Artículo Primero. Se reforman los párrafos primero y
tercero del artículo 20 Quáter de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencias, para quedar
como sigue:

Artículo 20 Quáter. Violencia digital es toda acción dolo-
sa realizada mediante el uso de tecnologías de la informa-
ción y la comunicación, por la que se cree, genere, mani-
pule, clone, exponga, distribuya, difunda, exhiba,
transmita, comercialice, oferte, intercambie o comparta
imágenes, audios o videos reales o simulados de contenido
íntimo sexual de una persona sin su consentimiento, sin su
aprobación o sin su autorización y que le cause daño psi-
cológico, emocional, en cualquier ámbito de su vida priva-
da o en su imagen propia.

…

Para efectos del presente capítulo se entenderá por tecno-
logías de la información y la comunicación aquellos recur-

sos, herramientas y programas que se utilizan para crear,
generar, manipular, clonar, procesar, administrar y com-
partir la información mediante diversos soportes tecnológi-
cos.

…

Artículo Segundo. Se reforman el párrafo segundo del ar-
tículo 199 Octies y el artículo 199 Nonies del Código Pe-
nal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 199 Octies. Comete el delito de violación a la in-
timidad sexual, aquella persona que divulgue, comparta,
distribuya o publique imágenes, videos o audios de conte-
nido íntimo sexual de una persona que tenga la mayoría de
edad, sin su consentimiento, su aprobación o su autoriza-
ción.

Así como quien videograbe, audiograbe, fotografíe, impri-
ma, cree o manipule mediante técnicas digitales de edi-
ción o generación artificial, imágenes, audios o videos
con contenido íntimo sexual de una persona sin su consen-
timiento, sin su aprobación o sin su autorización.

…

Artículo 199 Nonies. Se impondrán las mismas sanciones
previstas en el artículo anterior cuando las imágenes, vide-
os o audios de contenido íntimo sexual, reales o genera-
dos o alterados mediante técnicas digitales de edición o
generación artificial, no correspondan con la persona
identificada o señalada en los mismos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Las conductas realizadas con anterioridad a la
entrada en vigor del presente decreto se regirán por las dis-
posiciones vigentes al momento de su comisión.

Tercero. Los congresos de las entidades federativas, en el
ámbito de sus competencias, dispondrán de un plazo de
180 días naturales contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto para realizar las adecuaciones legisla-
tivas correspondientes.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Fernando Jorge Castro Trenti (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Igualdad de Géne-
ro, y de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

«Iniciativa que reforma el artículo 22 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, suscrita por
la diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda y las y los le-
gisladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman los párrafos primero y
cuarto del artículo 22, de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes.

Exposición de Motivos

La protección integral de niñas, niños y adolescentes cons-
tituye una obligación prioritaria del Estado mexicano. El
artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos reconoce el interés superior de la niñez co-
mo principio rector de todas las decisiones y actuaciones
del Estado, así como la obligación de proteger la organiza-
ción y el desarrollo de la familia.

La familia es el primer espacio en el que niñas, niños y
adolescentes reciben cuidado, protección, afecto y orienta-
ción para su desarrollo integral. En este entorno se cons-
truyen las bases emocionales, sociales y educativas que
permiten el ejercicio pleno de sus derechos. Por ello, el for-
talecimiento de la familia constituye un eje fundamental
para la prevención de situaciones de riesgo, violencia y
vulneración de derechos.

No obstante, la realidad social del país evidencia que la
desintegración familiar, la precariedad económica, y la vio-
lencia intrafamiliar han debilitado la capacidad de muchas
familias para cumplir de manera adecuada su función pro-
tectora. Por lo que esta situación incrementa la vulnerabili-
dad de niñas, niños y adolescentes y suele derivar en pro-
blemáticas como abandono, deserción escolar, trabajo
infantil, violencia y exposición a contextos de riesgo.
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Si bien la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes reconoce el derecho de niñas, niños y ado-
lescentes a vivir en familia y establece obligaciones espe-
cíficas para quienes ejercen la patria potestad, tutela o
guarda y custodia, el marco normativo carece de una dis-
posición expresa que mandate al Estado a fortalecer a la fa-
milia como entorno primario de protección, mediante polí-
ticas públicas de apoyo, orientación y acompañamiento.

La ausencia de este reconocimiento explícito ha provocado
que, en muchos casos, la intervención institucional sea tar-
día y reactiva, privilegiando medidas de separación del en-
torno familiar sin haber agotado previamente acciones pre-
ventivas de fortalecimiento y acompañamiento. 

En el ámbito internacional, la Convención sobre los Dere-
chos del Niño establece que la familia es el grupo funda-
mental de la sociedad y el medio natural para el crecimien-
to y bienestar de niñas y niños, y obliga a los Estados a
prestar la asistencia apropiada a los padres y representantes
legales para el desempeño de sus funciones de crianza y
cuidado.

La presente iniciativa tiene como objetivo de reconocer y
fortalecer a la familia como entorno primario de protec-
ción, cuidado y desarrollo integral de niñas, niños y ado-
lescentes.

Esta reforma no impone obligaciones adicionales a madres,
padres o tutores, ni invade la vida privada o familiar. Por el
contrario, orienta la actuación del Estado, estableciendo
una base normativa para el diseño y ejecución de políticas
públicas preventivas, de acompañamiento y apoyo institu-
cional, bajo el principio del interés superior de la niñez.

Fortalecer a la familia como primer entorno de protección
contribuye a reducir la necesidad de intervenciones institu-
cionales más intrusivas, previene la vulneración de dere-
chos y promueve el desarrollo integral de niñas, niños y
adolescentes en entornos seguros y dignos.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforman los párrafos primero y cuar-
to del artículo 22 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 22. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
vivir en familia. La falta de recursos no podrá considerarse
motivo suficiente para separarlos de su familia de origen o
de los familiares con los que convivan, ni causa para la pér-
dida de la patria potestad. El Estado reconocerá a la fa-
milia como el entorno primario de protección, cuidado
y desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes.

…

…

Las autoridades federales, de las entidades federativas, mu-
nicipales y de las demarcaciones territoriales de la Ciu-
dad de México, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, establecerán políticas de fortalecimiento familiar para
evitar la separación de niñas, niños y adolescentes de su
entorno familiar y para que, en su caso, sean atendidos a
través de las medidas especiales de protección que dispone
el artículo 26. Asimismo, dichas autoridades establece-
rán políticas públicas, programas y acciones de apoyo
institucional dirigidas a las familias, con objeto de pre-
venir situaciones de riesgo y garantizar el ejercicio ple-
no de los derechos de niñas, niños y adolescentes, con-
forme al principio del interés superior de la niñez.

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Amparo Lilia Olivares Castañeda (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES 

«Iniciativa que adiciona un artículo 49 Bis a la Ley Gene-
ral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en ma-
teria de prevención de riesgos en espacios públicos, suscri-
ta por la diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda y las y
los legisladores integrantes del Grupo Parlamentario del
PAN
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La suscrita, diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 4o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un artículo 49
Bis a la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El Estado mexicano tiene la obligación constitucional y
convencional de garantizar a niñas, niños y adolescentes
una vida libre de toda forma de violencia. El artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce el interés superior de la niñez como principio rec-
tor de todas las decisiones públicas, mientras que el artícu-
lo 1o. establece la obligación de prevenir, investigar, san-
cionar y reparar las violaciones a los derechos humanos.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes desarrolla este mandato al reconocer el derecho
de niñas, niños y adolescentes a una vida libre de violen-
cia, así como la obligación de las autoridades de los tres ór-
denes de gobierno de adoptar medidas preventivas, de
atención y restitución de derechos frente a cualquier situa-
ción que ponga en riesgo su integridad física, emocional o
social.

En la realidad cotidiana del país, miles de niñas, niños y
adolescentes se encuentran expuestos a contextos de riesgo
en calles, cruceros, vialidades y espacios públicos, ya sea
acompañando a personas adultas, realizando actividades
informales, en situación de mendicidad, trabajo infantil o
simplemente sin supervisión adecuada. Estos entornos
constituyen espacios de violencia estructural, al colocar a
las personas menores de edad en situaciones que compro-
meten su seguridad, dignidad y desarrollo integral.

Por lo que, la presencia prolongada de niñas, niños y ado-
lescentes en la vía pública incrementa de manera significa-
tiva su exposición a accidentes viales, violencia física y se-
xual, explotación laboral, trata de personas, consumo de
sustancias, deserción escolar y abandono institucional. Es-
tas situaciones no pueden entenderse como hechos aisla-
dos, sino como manifestaciones de condiciones de vulne-

rabilidad social que requieren una respuesta preventiva, in-
tegral y coordinada por parte del Estado.

A través del informe Érase una voz, se difundió informa-
ción respecto a una encuesta que se aplicó a niñas y niños.
Se señala sobre este ejercicio que se ofreció como un espa-
cio para que sean los propios niños y niñas los que expli-
quen cuáles son los espacios en los que se sienten más o
menos inseguros y dónde encuentran sus miedos.

Y entre los resultados se encontró que: “Más del 60 por
ciento de las y los entrevistadas creen que los niños y las
niñas están más en riesgo de sufrir violencia o malos tratos
al estar solos por la calle de camino a algún sitio”, y casi el
30 por ciento indican los eventos y actividades al aire libre
como los espacios de mayor riesgo. Este resultado apunta
claramente a que las ciudades y el espacio público en ge-
neral, hoy en día, ya no son espacios en los cuales los ni-
ños y las niñas se sienten cómodos y seguros, quedándose
relegados a la privacidad de sus hogares.

Por otro lado, de acuerdo con la organización EDUCO: “La
seguridad en los espacios públicos es esencial para el desa-
rrollo de los más pequeños. Un entorno seguro fomenta el
aprendizaje, el juego y el desarrollo social sin riesgos. Es im-
portante que estos espacios estén libres de peligros físicos y
emocionales para que los niños y niñas puedan crecer sanos
y felices. Un entorno protegido no solo previene accidentes y
lesiones, sino que también contribuye a la tranquilidad de las
familias y a la cohesión social de la comunidad”.

En este contexto, la seguridad en los espacios públicos
constituye un elemento esencial para garantizar el desarro-
llo integral de niñas, niños y adolescentes, entendido como
el proceso mediante el cual las personas menores de edad
fortalecen sus capacidades físicas, cognitivas, emocionales
y sociales en condiciones de dignidad y protección.

Cuando estos espacios carecen de condiciones mínimas de
seguridad, se genera un entorno adverso que limita el ejer-
cicio efectivo de derechos fundamentales como el derecho
al libre desarrollo de la personalidad, al juego, a la recrea-
ción, a la educación y a la participación social, todos ellos
reconocidos en la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y en la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes. La inseguridad en el entorno
público produce efectos directos e indirectos que impactan
negativamente en el bienestar emocional, generando mie-
do, ansiedad, restricción de movilidad y aislamiento social,
lo que afecta su desarrollo psicosocial.
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En este sentido, la seguridad en los espacios públicos debe
entenderse como una condición indispensable para el ejer-
cicio efectivo de derechos y como un componente esencial
de la política de protección integral de niñas, niños y ado-
lescentes. Garantizar entornos seguros no solo protege su
integridad física, sino que también fortalece el tejido so-
cial, promueve comunidades más inclusivas y contribuye a
la construcción de una sociedad que reconoce y protege
plenamente los derechos de la infancia y la adolescencia.

Si bien la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes contempla medidas generales de protección
especial, no establece de manera expresa mecanismos pre-
ventivos específicos para atender la exposición de niñas,
niños y adolescentes a riesgos en espacios públicos, ni de-
fine con claridad obligaciones de actuación temprana para
las autoridades competentes.

La ausencia de disposiciones específicas ha derivado en in-
tervenciones fragmentadas, reactivas o meramente asisten-
ciales, que no garantizan la restitución efectiva de derechos
ni la ruptura de ciclos de riesgo. En muchos casos, la ac-
tuación institucional se limita al retiro momentáneo de las
niñas y niños del espacio público, sin seguimiento ni aten-
ción integral a las causas estructurales que originan dicha
situación.

La Convención sobre los Derechos del Niño, de la cual
México es Estado parte, obliga a los Estados a adoptar to-
das las medidas apropiadas para proteger a niñas y niños
contra cualquier forma de violencia, abuso, explotación o
negligencia, así como a garantizar su desarrollo en entor-
nos seguros. Dicho instrumento internacional establece que
la prevención debe ser un eje central de las políticas públi-
cas de protección a la infancia.

En este sentido, la presente iniciativa propone incorporar
de manera expresa en la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes la obligación de implementar
mecanismos de prevención y atención integral para niñas,
niños y adolescentes que se encuentren en situación de
riesgo en espacios públicos, desde un enfoque de derechos
humanos, interés superior de la niñez y corresponsabilidad
institucional.

La reforma busca fortalecer la capacidad del Estado para
detectar tempranamente situaciones de riesgo, intervenir de
manera coordinada y garantizar la restitución de derechos,
priorizando siempre la permanencia de niñas, niños y ado-
lescentes en entornos seguros y protectores.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a consi-
deración de esta Soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona un artículo 49 Bis a la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,
para quedar como sigue: 

Artículo 49 Bis. Las autoridades federales, de las entida-
des federativas, municipales y de las demarcaciones terri-
toriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, deberán implementar mecanismos
de prevención, detección, atención y canalización de niñas,
niños y adolescentes que se encuentren expuestos a situa-
ciones de riesgo en calles, cruceros, vialidades y espacios
públicos.

Dichos mecanismos deberán observar, al menos, lo si-
guiente:

I. Identificación temprana de factores de riesgo que
puedan comprometer la integridad física, emocional
o social de niñas, niños y adolescentes;

II. Actuación inmediata y coordinada entre las auto-
ridades competentes para la protección y restitución
de derechos;

III. Canalización a las instancias de protección inte-
gral, procuradurías de protección y sistemas DIF co-
rrespondientes;

IV. Medidas de acompañamiento y orientación fami-
liar, priorizando la permanencia de niñas, niños y
adolescentes en entornos seguros; y

V. Acciones preventivas orientadas a atender las cau-
sas estructurales que originan la exposición de niñas,
niños y adolescentes a contextos de riesgo en espacios
públicos.

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Amparo Lilia Olivares Castañeda (rúbrica).»
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Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez y Ado-
lescencia, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 

«Iniciativa que adiciona el artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo, en materia de permisos laborales para madres,
padres o personas tutoras de niñas y niños con trastorno del
espectro autista, suscrita por la diputada Amparo Lilia Oli-
vares Castañeda y las y los legisladores integrantes del
Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Amparo Lilia Olivares Castañeda, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, y 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona una fracción al artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El trabajo digno y socialmente útil constituye uno de los pi-
lares del Estado social y democrático de derecho. El ar-
tículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos establece que las leyes laborales deberán
atender a la justicia social, procurando el equilibrio entre
los factores de la producción y la protección efectiva de las
personas trabajadoras.

Asimismo, el artículo 1o. constitucional consagra el principio
de igualdad y no discriminación, obligando a todas las auto-
ridades a promover, respetar, proteger y garantizar los dere-
chos humanos, mientras que el artículo 4o. reconoce el inte-
rés superior de la niñez y el derecho de niñas y niños a la
protección de su salud, desarrollo integral y bienestar.

En este contexto, el Trastorno del Espectro Autista (TEA)
es una condición del neurodesarrollo que afecta la comuni-
cación, la interacción social y la conducta, y que requiere
atención médica especializada, terapias constantes, evalua-
ciones clínicas y acompañamiento educativo continuo. De

acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, aproxi-
madamente 1 de cada 100 niñas y niños en el mundo pre-
senta alguna condición dentro del espectro autista, lo que
convierte a esta situación en un fenómeno social relevante
y creciente.

En México, diversas instituciones públicas y privadas de
salud han señalado que la atención integral de niñas y ni-
ños con TEA exige la participación activa y constante de
madres, padres o personas tutoras, quienes deben acudir
periódicamente a consultas médicas, terapias de lenguaje,
ocupacionales, psicológicas y evaluaciones especializadas.
Estas actividades no son eventuales, sino permanentes y
esenciales para garantizar el desarrollo y la inclusión social
de las niñas y niños.

No obstante, la Ley Federal del Trabajo no contempla ac-
tualmente permisos laborales específicos para que madres,
padres o personas tutoras puedan ausentarse justificada-
mente de sus centros de trabajo con el fin de atender estas
necesidades, sin que ello afecte su estabilidad laboral. En
la práctica, esta omisión normativa obliga a las personas
trabajadoras a utilizar días de vacaciones, solicitar permi-
sos informales, enfrentar descuentos salariales o, en casos
más graves, exponerse a sanciones disciplinarias o despi-
dos.

Esta situación genera una desigualdad estructural, particu-
larmente para las familias de niñas y niños con discapaci-
dad, quienes se ven forzadas a elegir entre cumplir con sus
responsabilidades laborales o garantizar el derecho a la sa-
lud y al desarrollo integral de sus hijos, lo cual resulta con-
trario a los principios constitucionales de igualdad, justicia
social y protección a la niñez.

En el ámbito internacional, México es Estado Parte de la
Convención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad, la cual establece la obligación de los Estados de
adoptar medidas adecuadas para apoyar a las familias de
personas con discapacidad y garantizar su plena inclusión
social, económica y laboral. Dicho instrumento reconoce
que la protección de los derechos de las personas con dis-
capacidad debe extenderse a su entorno familiar, particu-
larmente a quienes ejercen labores de cuidado.

A nivel comparado, países como Chile han avanzado en el
reconocimiento de permisos laborales para madres y pa-
dres de niñas y niños con Trastorno del Espectro Autista,
incorporando en su legislación laboral disposiciones que
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permiten ausencias justificadas para atender situaciones re-
lacionadas con la integridad y el cuidado especializado de
sus hijos, sin que ello afecte su relación laboral.

En el ámbito jurisdiccional mexicano, la Suprema Corte
de Justicia de la Nación ha sostenido, de manera reitera-
da, que el derecho al trabajo digno debe analizarse bajo
una perspectiva de igualdad sustantiva, reconociendo las
condiciones particulares de grupos en situación de vulne-
rabilidad y evitando medidas que generen discriminación
directa o indirecta. Si bien no existe jurisprudencia espe-
cífica sobre permisos laborales para padres de niñas y ni-
ños con TEA, sí se ha establecido el deber de las autori-
dades de adoptar ajustes razonables y medidas
diferenciadas para garantizar el ejercicio efectivo de los
derechos humanos.

Legislar en esta materia representa un avance hacia un mo-
delo laboral más humano, incluyente y sensible a la diver-
sidad de las familias mexicanas, alineado con los princi-
pios constitucionales, los compromisos internacionales del
Estado mexicano y las demandas reales de la ciudadanía.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a con-
sideración de esta soberanía el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXVIII Bis al
artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 132.- Son obligaciones de las personas emplea-
doras:

I a XXVIII. …

XXVIII Bis. Otorgar permisos laborales a las ma-
dres, padres o personas tutoras que tengan a su car-
go hijas o hijos diagnosticados con Trastorno del Es-
pectro Autista, para acudir a citas médicas, terapias,
evaluaciones o actividades relacionadas con su aten-
ción especializada, sin que dichos permisos constitu-
yan causa de sanción o despido, ni afecten los dere-
chos laborales de la persona trabajadora, en los
términos que establezca la normatividad aplicable.

Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Amparo Lilia Olivares Castañeda (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma los artículos 2o. y 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria electoral para los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanos, suscrita por el diputado Asael Hernández
Cerón y las y los legisladores integrantes del Grupo Parla-
mentario del PAN

El que suscribe, diputado Asael Hernández Cerón y las y los
diputados pertenecientes a esta LXVI Legislatura del hono-
rable Congreso de la Unión e integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, con fundamento en
lo establecido en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y así como
en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta sobe-
ranía la iniciativa que reforman la fracción III del artículo 2,
fracciones I, III y V, inciso c), del artículo 115 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en mate-
ria electoral para los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

México es un país pluricultural y de raíces indígenas. An-
tes de que los españoles conquistaran México, existían di-
versas culturas como la maya, azteca, olmeca, entre otras
civilizaciones. Derivado del paso del tiempo, se formaron
pueblos y comunidades indígenas.

De acuerdo a datos del gobierno federal, en México habitan
68 pueblos indígenas, cada uno hablante de una lengua origi-
naria propia, que juntas reúnen 364 variantes.1
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El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI)
llevó a cabo el Censo de Población y Vivienda 2020, en el
cual el 6.1 por ciento de la población nacional de tres años
de edad en adelante se registró como hablante de alguna
lengua indígena representa alrededor de 7.36 millones de
personas. Además, indicó que en México habitan 11.8 mi-
llones de personas en hogares indígenas.2

Los pueblos indígenas son los herederos y los guardianes
de un rico patrimonio cultural y natural, que a pesar de ha-
ber sufrido grandes injusticias, demuestran su fortaleza al
no solo haber sobrevivido como etnias y pueblos, sino
también en vigilar y cuidar este patrimonio, y especial-
mente en las últimas décadas, en demandar su reconoci-
miento y protección por parte de la sociedad.

Lo anterior, México ha avanzado en la democracia y la li-
bertad de votar y ser votado; los pueblos y comunidades in-
dígenas han tenido enormes pasos en este tema, pero aún
falta mucho camino por recorrer.

México es Estado miembro de diferentes tratados y acuer-
dos internacionales, sujeto a homologar la legislación a es-
tos tratados, y uno de ellos es visibilizar los pueblos y co-
munidades indígenas en materia electoral, con el fin de
acortar la brecha de desigualdad y la participación de los
ciudadanos.

De acuerdo a los diferentes órganos internacionales, se
considera a los pueblos indígenas como poblaciones origi-
narias que sufrieron un proceso de colonización y que con-
servan todas o parte de sus instituciones. Esta definición
tiene elementos contenidos en el Convenio 169 sobre Pue-
blos Indígenas y Tribales en Países Independientes (Con-
venio 169) de la Organización Internacional del Trabajo
(OIT). Este Convenio fue adoptado el 27 de junio de 1989
por la OIT, y está en vigor en México desde el 5 de sep-
tiembre de 1991.3

En este orden de ideas, la definición de comunidades indí-
genas es una novedad jurídica porque el Convenio 169 no
las define. El caso mexicano muestra que esta aclaración
era pertinente, ya que se mencionaban en la iniciativa de
reforma, pero no se les definía. Son comunidades indígenas
aquellas que integran un pueblo indígena y tienen una or-
ganización, territorios e idiomas propios. En cuanto a los
indígenas en lo individual, se considera que el criterio de
autoadscripción se tomará en cuenta para determinar su
identidad, es decir, que un indígena será considerado como

tal si el mismo así lo considera y su comunidad lo acepta.
Este principio se encuentra en el Convenio 169.

Es por ello que, a partir de diferentes reformas constitucio-
nales y el esfuerzo de incluir a los pueblos y comunidades
indígenas para ser parte de la democracia en México, en el
artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se reconoce a las comunidades integrantes
de un pueblo indígena como una unidad social, económica
y cultural, asentadas en un territorio, con autoridades pro-
pias de acuerdo con sus usos y costumbres; es decir, gozan
de libre determinación y de autonomía en un marco consti-
tucional.

Con base en lo anterior, y derivado de la reforma constitu-
cional de 2001, dicho supuesto normativo establece que el
reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se
hará en las constituciones y leyes de las entidades federati-
vas, observando principios generales que permitan el ejer-
cicio de derechos, entre ellos, el relativo a elegir represen-
tantes ante los ayuntamientos, en los municipios con
población indígena, con el propósito de fortalecer la parti-
cipación y representación política conforme a sus tradicio-
nes y normas internas.

En esta tesitura y en el ánimo de que los pueblos y comu-
nidades indígenas tengan más fuerza y una mayor transpa-
rencia en la designación de candidatas y candidatos, esta
iniciativa tiene como objetivo establecer acciones afirmati-
vas para dar mayor certidumbre y participación a los pue-
blos y comunidades indígenas, así como impulsar la nueva
propuesta de reforma político-electoral que el Ejecutivo
Federal está proponiendo a través de la Comisión Presi-
dencial para la Reforma Electoral, encargada de escuchar a
la ciudadanía, analizar el sistema actual y proponer mejo-
ras que garanticen elecciones libres, transparentes y repre-
sentativas, conformada el 4 de agosto de 2025.

A raíz de esta propuesta de una nueva reforma político-
electoral, varios actores políticos y sociedad organizada re-
alizaron mesas de trabajo para exponer problemas y apor-
tar la solución de ellos. Una de estas propuestas es la que
entregó el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas (CNPI)
el pasado 7 de enero de 2026 a la comisión presidencial pa-
ra la Reforma Electoral, con el asunto Consideraciones téc-
nicas y jurídicas con relación a la iniciativa de reforma
constitucional en materia político-electoral.
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En esta tesitura, es de mi interés como legislador tomar al-
gunos puntos importantes de las propuestas de reforma
constitucional que presentó el (CNPI), para presentarlos en
el congreso como una pieza legislativa e impulsar dichas
propuestas del consejo.

Estos puntos que tomo son: 

Representante indígena ante los ayuntamientos

Este derecho fue garantizado recientemente por el Alto Tri-
bunal en México al resolverse la Acción de Inconstituciona-
lidad 129/2024, en la cual se declararon inconstitucionales
porciones normativas de la Ley Municipal para el Estado de
Nayarit por ser incompatibles con el parámetro de regulari-
dad constitucional en materia de representación y participa-
ción política de los pueblos y comunidades indígenas.

En dicha resolución se estableció que, para garantizar el
derecho referido, los pueblos y comunidades indígenas no
solo deben participar en las sesiones del cabildo con dere-
cho a voz, sino que deben tener la posibilidad real de par-
ticipar en las determinaciones que les afecten; es decir, de-
ben tener derecho al voto.

La propia Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo
que esto no se contrapone con la estructura orgánica del
Municipio Libre, pues la representación indígena se ciñe a
las cuestiones que sean susceptibles de afectar sus derechos
e intereses, de manera puntual y temática.

Asimismo, se dispuso que las representaciones indígenas
ante el ayuntamiento deberán contar con los medios que les
permitan cumplir con sus funciones, pues sin ello no se ga-
rantizaría su participación efectiva, dándose simplemente
una representación y participación simbólica sin verdadera
incidencia en las decisiones que les atañen.

Por lo anterior, el derecho de los pueblos y comunidades
indígenas a elegir representantes ante los ayuntamientos de
los municipios en los que geográfica y administrativamen-
te formen parte resulta en un derecho sin el cual no podrí-
an ejercer su derecho a la representación y participación
plena y efectiva.

Regiduría étnica en los ayuntamientos

La elección de las regidurías debe basarse en los sistemas
normativos de los pueblos y comunidades indígenas co-
rrespondientes. Lo anterior es un ejemplo contundente del

avance en el reconocimiento de los derechos de represen-
tación y participación de los pueblos y comunidades indí-
genas y afromexicanas.4

Para mayor claridad a la propuesta de la iniciativa que pre-
sento, inserto cuadro comparativo con el texto vigente y la
propuesta que reforman la fracción III del artículo 2,
fracciones I, III y V, inciso c) del artículo 115 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia electoral para los pueblos y comunidades indí-
genas y afromexicanos.
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Por las consideraciones expuestas y fundadas, en nuestro
carácter de legisladores integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, sometemos a la conside-
ración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyec-
to de

Decreto por el que se reforman la fracción III del ar-
tículo 2, fracciones I, III y V, inciso C) del artículo 115
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en materia electoral para los pueblos y comuni-
dades indígenas y afromexicanos

Artículo Único. Se reforman la fracción III del artículo 2,
fracciones I, III y V, inciso c) del artículo 115 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos en ma-
teria electoral para los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanos;

Artículo 2o. …

A. …

I. a II. …

III. Elegir de acuerdo con sus sistemas normativos a las
autoridades o representantes para el ejercicio de sus for-
mas propias de gobierno interno, garantizando que las
mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán
su derecho de votar y ser votados en condiciones de
igualdad y garantizar las candidaturas directas pos-
tuladas por los pueblos y comunidades indígenas o
afromexicanos mediante sus sistemas normativos, así
como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de
elección popular para los que hayan sido electos o de-
signados, en un marco que respete el pacto federal, la
soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de
México. En ningún caso, sus sistemas normativos limi-
tarán los derechos político-electorales de los y las ciu-
dadanas en la elección de sus autoridades municipales y
se reconocerá los municipios indígenas y sus órganos
de gobierno.

IV. a XIII. 

Artículo 115. …

I. …

…
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…

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su car-
go, será sustituido por su suplente, o se procederá según
lo disponga la ley.

Se reconocerá y respetará los municipios indígenas y
sus órganos de gobierno.

…

II. …

III. …

a) a i). …

…

Los municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamien-
tos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz
prestación de los servicios públicos o el mejor ejerci-
cio de las funciones que les correspondan y se garan-
tizara la participación y representación de los pue-
blos y comunidades indígenas a través de la
integración de representantes indígenas en los
ayuntamientos de los municipios de los que forma
parte geográfica y administrativa. En este caso, y
tratándose de la asociación de municipios de dos o
más estados, deberán contar con la aprobación de las
legislaturas de los estados respectivas. Asimismo
cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea nece-
sario, podrán celebrar convenios con el Estado para
que éste, de manera directa o a través del organismo
correspondiente, se haga cargo en forma temporal de
algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordina-
damente por el Estado y el propio municipio;

…

IV. …

V. …

a). …

b). ,...

c) Participar en la formulación de planes de desarro-
llo regional, los cuales deberán estar en concordan-

cia con los planes generales de la materia. Cuando la
Federación o los Estados elaboren proyectos de de-
sarrollo regional deberán garantizar la participa-
ción de los municipios y garantizar la participa-
ción de los pueblos y comunidades indígenas y
afromexicanos;

d) a i). …

VI. a X. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Para que se establezca un plazo de 180 días na-
turales para la creación del esquema de hipoteca inversa
por parte de la Sociedad Hipotecaria Federal.

Notas

1 Comisión Nacional de Zonas Áridas 2023, consultado en la página
web: 

https://www.gob.mx/conaza/articulos/dia-internacional-de-los-
pueblos-indigenas-341934

2 Informe demográfico social 2020, INEGI, consultado en la página
web: 

https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2020/

3 El gobierno mexicano ratificó ante OIT este Convenio el cinco de
septiembre de 1990, el Senado lo aprobó el 11 de julio de 1990 (véase
Diario Oficial de la Federación de tres de agosto de 1990) y fue publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación de 24 de enero de 1991. Es-
te Convenio es el producto de la revisión del Convenio sobre Pobla-
ciones Indígenas y Tribales (número 107), adoptado por la OIT el 26
de junio de 1957 y publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7
de julio de 1960. 

4 Loc. Cit.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Asael Hernández Cerón (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.
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LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y
LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE 

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones a la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, en materia de etiquetado de emisiones de carbono
en productos de consumo, suscrita por la diputada Diana
Estefanía Gutiérrez Valtierra y las y los legisladores inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Diana Estefanía Gutiérrez Valtierra, dipu-
tada federal de la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78
y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración del pleno de esta honorable
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adiciona un artículo 37 Ter a la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en ma-
teria de etiquetado de emisiones de carbono en productos
de consumo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
reconoce el derecho de toda persona a vivir en un medio
ambiente sano, lo cual implica que el Estado adopte medi-
das eficaces para prevenir el deterioro ambiental y promo-
ver modelos de producción y consumo responsables. En
congruencia con este mandato, la Ley General del Equili-
brio Ecológico y la Protección al Ambiente establece que
sus disposiciones tienen por objeto propiciar el desarrollo
sustentable y definir los principios e instrumentos de la po-
lítica ambiental nacional.

Dentro de este marco jurídico, los instrumentos de infor-
mación ambiental constituyen mecanismos clave para
orientar decisiones públicas y privadas hacia prácticas más
sostenibles. La transparencia en la información ambiental
permite que las personas consumidoras, las empresas y las
autoridades identifiquen impactos ecológicos y adopten
medidas para reducirlos.

El cambio climático representa uno de los principales des-
afíos globales del siglo XXI. La evidencia científica ha de-
mostrado que los patrones de producción y consumo con-
tribuyen de manera significativa a las emisiones de gases

de efecto invernadero, por lo que las políticas públicas
orientadas a su reducción deben involucrar tanto a los sec-
tores productivos como a las personas consumidoras.

En este contexto, el etiquetado de emisiones de carbono se
ha consolidado como una herramienta eficaz para promo-
ver decisiones de consumo más responsables, incentivar la
innovación tecnológica y mejorar la competitividad de los
productos en mercados cada vez más exigentes en materia
ambiental.

La Unión Europea ha desarrollado un marco normativo
avanzado en materia de información ambiental al consumi-
dor. A través del método conocido como Product Environ-
mental Footprint (PEF) o Huella Ambiental de Producto, la
Comisión Europea estableció criterios armonizados para
medir el impacto ambiental de los productos a lo largo de
su ciclo de vida, incluyendo la huella de carbono.

Asimismo, en años recientes se ha fortalecido la regulación
sobre alegaciones ambientales, con el objetivo de asegurar
que la información proporcionada a los consumidores sea
verificable, comparable y basada en metodologías científi-
cas, combatiendo prácticas de publicidad engañosa conoci-
das como greenwashing. Países como Francia han avanza-
do incluso hacia esquemas de etiquetado ambiental
obligatorio en sectores específicos, como alimentos y tex-
tiles, demostrando la viabilidad de este tipo de medidas.

En América Latina, diversos países han comenzado a in-
corporar esquemas de etiquetado ambiental y medición de
huella de carbono, ya sea de manera obligatoria o volunta-
ria, especialmente en sectores estratégicos y productos de
exportación.

Chile cuenta con una política nacional de huella de car-
bono y con la Ley de Responsabilidad Extendida del
Productor, que incorpora obligaciones de información
ambiental y programas oficiales de certificación, como
el “Sello Huella Chile”.

Costa Rica ha desarrollado el Programa País de Carbo-
no Neutralidad, que incluye esquemas de etiquetado y
certificación ambiental para productos y servicios.

Colombia ha implementado el Programa Nacional de
Carbono Neutralidad y ha avanzado en normas técnicas
para el etiquetado ambiental en sectores como alimentos
y textiles.



Brasil dispone de sistemas nacionales de certificación
ambiental y programas de reporte de emisiones amplia-
mente utilizados por la industria.

Argentina ha adoptado normas técnicas para la medi-
ción de huella de carbono y ha desarrollado proyectos
de etiquetado ambiental, particularmente en productos
agroindustriales.

Estas experiencias demuestran que el etiquetado de emi-
siones de carbono no es una medida aislada ni ajena a la
región, sino una tendencia creciente que busca armonizar
la protección al consumidor con los compromisos climáti-
cos internacionales.

En México, si bien existen normas técnicas y programas
voluntarios para la medición de la huella de carbono, no
existe una disposición legal que establezca de manera cla-
ra y uniforme el etiquetado de emisiones de carbono en
productos de consumo. Esta ausencia normativa limita el
derecho del consumidor a contar con información ambien-
tal comparable y dificulta la adopción de decisiones de
consumo responsables.

Asimismo, la falta de un marco legal específico propicia la
utilización de alegaciones ambientales ambiguas o impre-
cisas, lo que afecta la confianza del consumidor y genera
desventajas competitivas para aquellas empresas que sí re-
alizan esfuerzos verificables en materia de sostenibilidad.

La iniciativa plantea adicionar un artículo 37 Ter a la Sec-
ción VI del Capítulo IV de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, con objeto de:

1. Reconocer la huella de carbono como instrumento de
información ambiental. 

2. Promover su medición y difusión progresiva. 

3. Incentivar prácticas de producción y consumo susten-
tables. 

4. Fortalecer la transparencia climática en México.

Asimismo, se propone recorrer el artículo 37 Ter vigente
para convertirse en artículo 37 Quáter, a fin de mantener la
coherencia sistemática del ordenamiento.

Se propone un modelo progresivo, que permita iniciar con
esquemas voluntarios y transitar hacia la obligatoriedad en

sectores prioritarios, sin imponer cargas desproporcionadas
a los productores ni afectar la libre competencia, fortale-
ciendo al mismo tiempo la transparencia del mercado.

A continuación se presenta el cuadro comparativo con el
que se ilustra el cambio propuesto:

Por lo anteriormente expuesto y de conformidad a lo pres-
crito en el párrafo primero del artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 3
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración de es-
ta honorable soberanía el siguiente proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un artículo 37 Ter a la
Ley Federal de Protección al Consumidor

Artículo Único. Se adiciona un artículo 37 Ter, y el vigen-
te artículo 37 Ter pasa a ser artículo 37 Quáter de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, para quedar como sigue:

Artículo 37 Ter. Los productos de consumo que determine
la Secretaría de Economía, en coordinación con la Secreta-
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ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales y la Procura-
duría Federal del Consumidor, deberán incluir información
clara, objetiva y verificable sobre su huella de carbono, cal-
culada conforme a metodologías reconocidas a nivel inter-
nacional.

La implementación del etiquetado de emisiones de carbono
se realizará de manera progresiva, iniciando con esquemas
voluntarios y avanzando hacia su obligatoriedad en los sec-
tores que, por su impacto ambiental, así lo determinen las
disposiciones reglamentarias.

La información ambiental proporcionada deberá ser com-
prensible para el consumidor y no inducir a error o confu-
sión.

Artículo 37 Quáter. Las normas oficiales mexicanas en
materia ambiental son de cumplimiento obligatorio en el
territorio nacional y señalarán su ámbito de validez, vigen-
cia y gradualidad en su aplicación.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal contará con un plazo de 180
días naturales para emitir las disposiciones reglamentarias
necesarias para la implementación del etiquetado de emi-
siones de carbono.

Tercero. La Secretaría de Economía, en coordinación con
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, es-
tablecerá los sectores y productos prioritarios para la apli-
cación obligatoria del etiquetado.

Fuentes

- Comisión Europea, Product Environmental Footprint (PEF).

- Comisión Europea, Green Claims Initiative.

- Gobierno de Francia, Loi Climat et Résilience.

- Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OC-
DE), Consumer Policy and the Environment.

- Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático (IPCC), Sixth As-

sessment Report.

- Ministerio del Medio Ambiente de Chile, Ley de Responsabilidad Ex-

tendida del Productor y Programa Huella Chile.

- Gobierno de Costa Rica, Programa País de Carbono Neutralidad.

- Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible de Colombia, Pro-

grama Nacional de Carbono Neutralidad.

- Ministerio de Medio Ambiente de Brasil, Programa GHG Protocolo

Brasil.

- Sociedad Argentina de Profesionales Ambientales, Sello Argentino de

Sustentabilidad Ambiental y etiquetado ambiental nacional.

- Naciones Unidas, Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de
2026.— Diputada Diana Estefanía Gutiérrez Valtierra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, a fin de establecer 5 días de trabajo con 2 días de des-
canso obligatorio ante la reducción de la jornada laboral a
40 horas, suscrita por el diputado José Guillermo Anaya
Llamas y las y los legisladores integrantes del Grupo Par-
lamentario del PAN

El que suscribe, diputado José Guillermo Anaya Llamas, y
las diputadas y los diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78
y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa, con base en las siguiente

Exposición de Motivos

Las transformaciones laborales recientes en México han
puesto en el centro de la discusión la necesidad de garanti-
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zar un equilibrio real entre la vida personal y el trabajo. La
evidencia internacional es clara: jornadas extensas deterio-
ran la salud, reducen la productividad y afectan el bienes-
tar familiar. La Organización Internacional del Trabajo
(OIT) ha reiterado que reducir la duración semanal del tra-
bajo es fundamental para mejorar la calidad de vida sin
afectar el funcionamiento económico si se acompaña de
políticas adecuadas.

La iniciativa que presenta el PAN sufre la transición de una
jornada máxima semanal de 48 a 40 horas, sin duda cons-
tituye un avance histórico hacia la dignidad laboral. Sin
embargo, la reforma que presentamos contiene medidas
técnicas y económicas que permiten a las micro, pequeñas
y medianas empresas (Mipymes) adaptarse sin comprome-
ter su viabilidad. Las Mipymes representan más del 70 por
ciento del empleo formal y dependen en mayor medida de
mecanismos como horas extra y reorganización operativa
para sostener su productividad.

Estudios del INEGI y organismos especializados estiman
que la reducción de la jornada generará costos adicionales
equivalentes al 2.1 por ciento de la nómina anual en Mipy-
mes, además de gastos relevantes de reorganización interna,
contratación, capacitación y ajustes tecnológicos. Sin medi-
das de acompañamiento por parte del gobierno federal, esta
transición podría elevar la informalidad, afectar la competi-
tividad, incrementar costos operativos y generar presiones
inflacionarias.

Por ello, resulta indispensable establecer un sistema de in-
centivos fiscales y laborales que compensen dichas cargas,
fomenten la adopción de esquemas flexibles y estimulen
inversiones en productividad. 

Experiencias en países como Japón, Portugal y Chile
muestran que la disminución de jornadas tiene efectos po-
sitivos, especialmente en productividad, fortalecimiento
sindical y reducción de horarios excesivos.

Estos hallazgos coinciden con estudios previos de países
como Canadá y Portugal, mostrando que la reducción de
horas no genera impactos negativos significativos en em-
pleo o salarios.

Caso Chileno: transición hacia las 40 horas

Chile redujo primero su jornada de 48 a 45 horas (2013) sin
afectar el empleo ni generar conductas anticipadas de re-
ducción salarial por parte de los empleadores.

En abril de 2023, se aprobó la reforma laboral que fija la
jornada máxima en 40 horas semanales, con distribución
flexible semanal o en promedios de cuatro semanas, sin ex-
ceder 45 horas en semanas específicas. Incluyendo benefi-
cios adicionales:

• Flexibilidad de entrada y salida para madres y padres
de hijos menores de 12 años.

• Compensación de horas extra mediante días adiciona-
les de descanso (hasta cinco hábiles por año).

La reforma se implementa en etapas, como complemento a
la anterior, reflejando que los cambios progresivos fueron
benéficos para trabajadores y empleadores.

Caso Colombiano: ruta hacia las 42 horas

Colombia aprobó la Ley (2021) que reduce la jornada de
48 a 42 horas de manera progresiva en cinco años:

• Año 2: 47 horas

• Año 3: 46 horas

• Año 4 y 5: reducción de 2 horas por año hasta llegar a
42

La ley prohíbe reducir salarios, garantiza un día de descan-
so y permite flexibilidad en distribución semanal (5 o 6 dí-
as).

Se busca mejorar la calidad de vida sin afectar ingresos ni
derechos laborales.

Tendencia latinoamericana hacia jornadas más cortas

Varios países de la región ya establecen jornadas legales
menores a 48 horas, incluyendo:

• 45 h: Belice

• 44 h: Guatemala, El Salvador, Honduras, Brasil, Vene-
zuela, República Dominicana

• 42 h: Colombia

• 40 h: Chile, Ecuador, Trinidad y Tobago, Bahamas

• Ecuador mantiene el límite de 40 horas desde 1997.
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• La experiencia internacional señala que la reducción
gradual de la jornada laboral es la vía más adecuada
para evitar impactos negativos, mejorar el bienestar y
aumentar la productividad. 

• Los casos de Chile y Colombia demuestran que los
cambios progresivos permiten ajustar el mercado labo-
ral, mantener salarios y elevar la calidad de vida de los
trabajadores, alineándose con los estándares de la OIT.

• México se encuentra entre los países con más horas
trabajadas. De acuerdo con datos de la OCDE, el pro-
medio de horas laborables de los países miembro es de
37.2 horas semanales, mientras que en nuestro país es de
44.8 horas.

• Solo Turquía y Colombia superan a México en horas
trabajadas. Países europeos como Países Bajos, Dinamar-
ca y Noruega promedian menos de 34 horas. 

La presente iniciativa propone adicionar un artículo 61 Bis
a la Ley Federal del Trabajo para regular esquemas de fle-
xibilidad laboral sin generación de horas extraordinarias,
vinculándolos a mecanismos verificables. 

Asimismo, se adiciona un Capítulo II Bis a la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta a fin de otorgar incentivos fiscales
dirigidos exclusivamente a empresas que realicen inversio-
nes directas para sostener la productividad bajo el nuevo
modelo de 40 horas semanales.

Los estímulos propuestos, así como deducciones adiciona-
les, créditos fiscales, deducción inmediata de inversiones,
incentivos por nuevas contrataciones y estímulos a la capa-
citación se fundamentan en los principios constitucionales
de proporcionalidad tributaria, equidad y fomento al desa-
rrollo económico. Estos mecanismos corrigen una externa-
lidad generada por la reforma laboral y aseguran que la car-
ga transicional no recaiga exclusivamente en las empresas,
especialmente en las Mipymes.

En el PAN reconocemos que el trabajo es la actividad con
la que los seres humanos buscamos dignificar nuestra for-
ma de vivir en una sociedad, es a través del desarrollo in-
telectual y físico; sin embargo, está labor no debe repre-
sentar una carga física ni psicosocial excesiva para quien la
desempeña, por lo que es imprescindible garantizar un
equilibrio entre el trabajo y el descanso digno y reparador,
a fin de salvaguardar la salud, el convivio con la familia, el
bienestar y la calidad de vida de las personas trabajadoras.

En una realidad que ya no podemos postergar es el cambio
de condiciones en materia del trabajo, con el objetivo de
buscar un equilibrio entre la vida laboral y familiar. En el
PAN hemos impulsado diversas reformas en materia labo-
ral, buscando siempre el equilibrio de la vida del trabajador
fortaleciendo las condiciones laborales, pero sin perjudicar
a la persona empleadora.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) que ha
señalado que el número de horas trabajadas es un factor de-
terminante para alcanzar el equilibrio entre la vida personal
y la vida laboral. 

Este tema ha tomado fuerza desde el siglo XIX, donde se re-
conoce que las jornadas laborales excesivas son perjudiciales
para la salud de las personas trabajadoras y de sus familias. 

Diversas investigaciones confirman que laborar regular-
mente más de cuarenta y ocho horas a la semana afecta la
salud física y mental, reduce la productividad individual y
genera un entorno laboral menos eficiente, por lo que es
necesario hacer una reforma equilibrada en donde el em-
pleador y el trabajador puedan ser copartícipes sin afectar
a ninguno.

Para Acción Nacional, es imperativo impulsar iniciativas
que mejoren la calidad de vida de las personas, sobre todo
su situación económica y laboral, por ello, hemos acompa-
ñado, las recientes reformas a la Ley Federal del Trabajo
que realmente han representado avances significativos ha-
cia un modelo más justo, incluyente e igualitario, como es
el incremento en el número de días de vacaciones, recono-
ciendo el derecho al descanso como un componente esen-
cial para el desarrollo integral, la convivencia familiar, la
recreación y la productividad laboral, así como la ley silla
para dar mejores condiciones laborales de las personas tra-
bajadoras.

Estamos conscientes que la reducción de 48 a 40 horas bus-
ca un avance social, es por lo anterior que debemos equili-
brar el conocimiento, la productividad y la experiencia de
los empresarios, para fortalecer esta reforma.

A nivel internacional los estímulos fiscales más comunes
son: las exenciones, deducciones, reducciones y diferi-
mientos. De acuerdo con el documento “Estímulos fiscales
y su tratamiento para efectos del impuesto sobre la renta”,
los beneficios de carácter económico concedidos al sujeto
pasivo de un impuesto se pueden obtener siempre y cuan-
do se cumpla con las siguientes características: 
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a) La existencia de un tributo o contribución a cargo del
beneficiario del estímulo, ya que el éste sólo se origina
y concreta en torno a las cargas tributarias que pesan so-
bre el contribuyente; 

b) La previsión de una situación especial del contribu-
yente, establecida en abstracto por la disposición legal
que otorga el estímulo, que al concretarse da origen al
derecho del contribuyente para exigirlo. 

Conforme a lo anterior, en el caso de nuestro país la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), señala
que un estímulo fiscal es una medida de carácter tributa-
rio por medio del cual los contribuyentes o un grupo de
éstos obtienen un beneficio, que busca promover o “esti-
mular” una conducta o una actividad.

La naturaleza de los estímulos fiscales involucra la inter-
vención gubernamental con el propósito de inducir el cre-
cimiento y desarrollo económico En consecuencia, la utili-
zación de los beneficios fiscales ha traído una serie de
debates sobre la eficiencia en la atracción de capital y sus
beneficios sociales, así como de las distorsiones que pue-
den ocasionar en el mercado.

En esta iniciativa planteamos que la reducción de las 40
horas tendría costos en la:

- La reorganización operativa costaría entre 8,000 y
25,000 pesos por empresa.

- La capacitación para nuevos turnos tendría un costo
nacional estimado de 4,500 millones de pesos.

- La contratación adicional derivada de la reducción de
jornada podría generar 120,000 nuevos empleos.

Los incentivos fiscales planteados permiten absorber estos
costos, fomentar el cumplimiento cabal de la jornada de 40
horas, incrementar la productividad y fortalecer la compe-
titividad del país.

La utilización de incentivos fiscales tiene los siguientes be-
neficios:

• Las Cuestiones positivas que genera la inversión, deri-
vadas de los encadenamientos con el resto de la econo-
mía, dado que mejoran las habilidades de los trabajado-
res y se obtiene inversiones anclas.

• Iguala la competencia entre los países que ofrecen in-
centivos fiscales similares o tienen ventajas competiti-
vas implícitas y que no pueden ser subsanadas por el
mercado. 

• Incrementa el empleo en zonas con alto índice de des-
empleo, dado que disminuye los costos fijos y variables,
además de incrementar la demanda de productos no aso-
ciados a la inversión original a través de un efecto mul-
tiplicador.

• Concreta proyectos de inversión riesgosos o que no
podrían realizarse dado los altos costos fiscales y eco-
nómicos que implicaría su implementación.

En esta reforma velaremos por que la jornada laboral sea:

Ordinaria: 40 horas semanales como máximo y no re-
gula horario determinado.

En el ámbito internacional, en los países que han imple-
mentado este tipo de reformas con incentivos como Chile
y España, han reportado aumentos del 4% al 9% en pro-
ductividad laboral, disminución de rotación del personal y
mejora en la satisfacción de las personas trabajadoras, la
jornada laboral y las modalidades de organización del
tiempo de trabajo, se contempla deducciones y estímulos
que pueden ser orientados a incentivar buenas prácticas la-
borales.

El objetivo de la presente iniciativa es que:

• la jornada máxima semanal será de 40 horas. 

• Esquemas de flexibilidad autorizados sin generar ho-
ras extra.

• Estímulos fiscales del 10 al 20 por ciento por reorga-
nización, capacitación y tecnología.

Se presenta el cuadro con las modificaciones propuestas:
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Cuadro Comparativo

Decreto

Artículo Único. Se reforma la fracción I del Apartado B
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de em-
pleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.

…

A…..

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

I. La jornada diaria máxima de trabajo diurna y noctur-
na será de ocho y siete horas respectivamente. Las que
excedan serán extraordinarias y se pagarán con un cien-
to por ciento más de la remuneración fijada para el ser-
vicio ordinario. En ningún caso el trabajo extraordinario
podrá exceder de tres horas diarias ni de tres veces con-
secutivas;

II. Por cada cinco días de trabajo, disfrutará el trabaja-
dor de dos días de descanso, cuando menos, con goce de
salario íntegro;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el 1 de enero de
2027.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en la Ciudad de Méxi-
co, a 18 de febrero de 2026.— Diputado José Guillermo Anaya Llamas
(rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales, y de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Impuesto So-
bre la Renta, a fin de establecer incentivos para empresas
que implementen esquemas de flexibilidad sin cobro de ho-
ras extra ante la reducción de la jornada laboral a 40 horas,
suscrita por el diputado José Guillermo Anaya Llamas y las
y los legisladores integrantes del Grupo Parlamentario del
PAN

El que suscribe, diputado José Guillermo Anaya Llamas, y
las diputadas y los diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional de la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78
y demás aplicables del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa, con base en las siguiente

Exposición de Motivos

Las transformaciones laborales recientes en México han
puesto en el centro de la discusión la necesidad de garanti-
zar un equilibrio real entre la vida personal y el trabajo. La
evidencia internacional es clara: jornadas extensas deterio-
ran la salud, reducen la productividad y afectan el bienes-
tar familiar. La Organización Internacional del Trabajo
(OIT) ha reiterado que reducir la duración semanal del tra-
bajo es fundamental para mejorar la calidad de vida sin
afectar el funcionamiento económico si se acompaña de
políticas adecuadas.

La iniciativa que presenta el PAN sufre la transición de una
jornada máxima semanal de 48 a 40 horas, sin duda cons-
tituye un avance histórico hacia la dignidad laboral. Sin
embargo, la reforma que presentamos contiene medidas
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técnicas y económicas que permiten a las micro, pequeñas
y medianas empresas (Mipymes) adaptarse sin comprome-
ter su viabilidad. Las Mipymes representan más del 70 por
ciento del empleo formal y dependen en mayor medida de
mecanismos como horas extra y reorganización operativa
para sostener su productividad.

Estudios del INEGI y organismos especializados estiman
que la reducción de la jornada generará costos adicionales
equivalentes al 2.1 por ciento de la nómina anual en Mipy-
mes, además de gastos relevantes de reorganización inter-
na, contratación, capacitación y ajustes tecnológicos. Sin
medidas de acompañamiento por parte del gobierno fede-
ral, esta transición podría elevar la informalidad, afectar la
competitividad, incrementar costos operativos y generar
presiones inflacionarias.

Por ello, resulta indispensable establecer un sistema de in-
centivos fiscales y laborales que compensen dichas cargas,
fomenten la adopción de esquemas flexibles y estimulen
inversiones en productividad. 

Experiencias en países como Japón, Portugal y Chile
muestran que la disminución de jornadas tiene efectos po-
sitivos, especialmente en productividad, fortalecimiento
sindical y reducción de horarios excesivos.

Estos hallazgos coinciden con estudios previos de países
como Canadá y Portugal, mostrando que la reducción de
horas no genera impactos negativos significativos en em-
pleo o salarios.

Caso Chileno: transición hacia las 40 horas

Chile redujo primero su jornada de 48 a 45 horas (2013) sin
afectar el empleo ni generar conductas anticipadas de re-
ducción salarial por parte de los empleadores.

En abril de 2023, se aprobó la reforma laboral que fija la
jornada máxima en 40 horas semanales, con distribución
flexible semanal o en promedios de cuatro semanas, sin ex-
ceder 45 horas en semanas específicas. Incluyendo benefi-
cios adicionales:

• Flexibilidad de entrada y salida para madres y padres
de hijos menores de 12 años.

• Compensación de horas extra mediante días adiciona-
les de descanso (hasta cinco hábiles por año).

La reforma se implementa en etapas, como complemento a
la anterior, reflejando que los cambios progresivos fueron
benéficos para trabajadores y empleadores.

Caso Colombiano: ruta hacia las 42 horas

Colombia aprobó la Ley (2021) que reduce la jornada de
48 a 42 horas de manera progresiva en cinco años:

• Año 2: 47 horas

• Año 3: 46 horas

• Año 4 y 5: reducción de 2 horas por año hasta llegar a
42

La ley prohíbe reducir salarios, garantiza un día de descanso
y permite flexibilidad en distribución semanal (5 o 6 días).

Se busca mejorar la calidad de vida sin afectar ingresos ni
derechos laborales.

Tendencia latinoamericana hacia jornadas más cortas

Varios países de la región ya establecen jornadas legales
menores a 48 horas, incluyendo:

• 45 h: Belice

• 44 h: Guatemala, El Salvador, Honduras, Brasil, Vene-
zuela, República Dominicana

• 42 h: Colombia

40 h: Chile, Ecuador, Trinidad y Tobago, Bahamas

• Ecuador mantiene el límite de 40 horas desde 1997.

• La experiencia internacional señala que la reducción
gradual de la jornada laboral es la vía más adecuada
para evitar impactos negativos, mejorar el bienestar y
aumentar la productividad. 

• Los casos de Chile y Colombia demuestran que los
cambios progresivos permiten ajustar el mercado labo-
ral, mantener salarios y elevar la calidad de vida de los
trabajadores, alineándose con los estándares de la OIT.

México se encuentra entre los países con más horas tra-
bajadas. De acuerdo con datos de la OCDE, el promedio
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de horas laborables de los países miembro es de 37.2
horas semanales, mientras que en nuestro país es de 44.8
horas.

• Solo Turquía y Colombia superan a México en horas
trabajadas. Países europeos como Países Bajos, Dina-
marca y Noruega promedian menos de 34 horas. 

La presente iniciativa propone adicionar un artículo 61 Bis
a la Ley Federal del Trabajo para regular esquemas de fle-
xibilidad laboral sin generación de horas extraordinarias,
vinculándolos a mecanismos verificables. 

Asimismo, se adiciona un Capítulo II Bis a la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta a fin de otorgar incentivos fiscales
dirigidos exclusivamente a empresas que realicen inversio-
nes directas para sostener la productividad bajo el nuevo
modelo de 40 horas semanales.

Los estímulos propuestos, así como deducciones adiciona-
les, créditos fiscales, deducción inmediata de inversiones,
incentivos por nuevas contrataciones y estímulos a la capa-
citación se fundamentan en los principios constitucionales
de proporcionalidad tributaria, equidad y fomento al desa-
rrollo económico. Estos mecanismos corrigen una externa-
lidad generada por la reforma laboral y aseguran que la car-
ga transicional no recaiga exclusivamente en las empresas,
especialmente en las Mipymes.

En el PAN reconocemos que el trabajo es la actividad con
la que los seres humanos buscamos dignificar nuestra for-
ma de vivir en una sociedad, es a través del desarrollo in-
telectual y físico; sin embargo, está labor no debe repre-
sentar una carga física ni psicosocial excesiva para quien la
desempeña, por lo que es imprescindible garantizar un
equilibrio entre el trabajo y el descanso digno y reparador,
a fin de salvaguardar la salud, el convivio con la familia, el
bienestar y la calidad de vida de las personas trabajadoras.

En una realidad que ya no podemos postergar es el cambio
de condiciones en materia del trabajo, con el objetivo de
buscar un equilibrio entre la vida laboral y familiar. En el
PAN hemos impulsado diversas reformas en materia labo-
ral, buscando siempre el equilibrio de la vida del trabajador
fortaleciendo las condiciones laborales, pero sin perjudicar
a la persona empleadora.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) que ha
señalado que el número de horas trabajadas es un factor de-

terminante para alcanzar el equilibrio entre la vida personal
y la vida laboral. 

Este tema ha tomado fuerza desde el siglo XIX, donde se
reconoce que las jornadas laborales excesivas son perjudi-
ciales para la salud de las personas trabajadoras y de sus fa-
milias. 

Diversas investigaciones confirman que laborar regular-
mente más de cuarenta y ocho horas a la semana afecta la
salud física y mental, reduce la productividad individual y
genera un entorno laboral menos eficiente, por lo que es
necesario hacer una reforma equilibrada en donde el em-
pleador y el trabajador puedan ser copartícipes sin afectar
a ninguno.

Para Acción Nacional, es imperativo impulsar iniciativas
que mejoren la calidad de vida de las personas, sobre todo
su situación económica y laboral, por ello, hemos acompa-
ñado, las recientes reformas a la Ley Federal del Trabajo
que realmente han representado avances significativos ha-
cia un modelo más justo, incluyente e igualitario, como es
el incremento en el número de días de vacaciones, recono-
ciendo el derecho al descanso como un componente esen-
cial para el desarrollo integral, la convivencia familiar, la
recreación y la productividad laboral, así como la ley silla
para dar mejores condiciones laborales de las personas tra-
bajadoras.

Estamos conscientes que la reducción de 48 a 40 horas bus-
ca un avance social, es por lo anterior que debemos equili-
brar el conocimiento, la productividad y la experiencia de
los empresarios, para fortalecer esta reforma.

A nivel internacional los estímulos fiscales más comunes
son: las exenciones, deducciones, reducciones y diferi-
mientos. De acuerdo con el documento “Estímulos fiscales
y su tratamiento para efectos del impuesto sobre la renta”,
los beneficios de carácter económico concedidos al sujeto
pasivo de un impuesto se pueden obtener siempre y cuan-
do se cumpla con las siguientes características: 

a) La existencia de un tributo o contribución a cargo del
beneficiario del estímulo, ya que el éste sólo se origina
y concreta en torno a las cargas tributarias que pesan so-
bre el contribuyente; 

b) La previsión de una situación especial del contribu-
yente, establecida en abstracto por la disposición legal
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que otorga el estímulo, que al concretarse da origen al
derecho del contribuyente para exigirlo. 

Conforme a lo anterior, en el caso de nuestro país la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), señala que un
estímulo fiscal es una medida de carácter tributario por me-
dio del cual los contribuyentes o un grupo de éstos obtie-
nen un beneficio, que busca promover o “estimular” una
conducta o una actividad.

La naturaleza de los estímulos fiscales involucra la inter-
vención gubernamental con el propósito de inducir el cre-
cimiento y desarrollo económico En consecuencia, la utili-
zación de los beneficios fiscales ha traído una serie de
debates sobre la eficiencia en la atracción de capital y sus
beneficios sociales, así como de las distorsiones que pue-
den ocasionar en el mercado.

En esta iniciativa planteamos que la reducción de las 40
horas tendría costos en la:

- La reorganización operativa costaría entre 8,000 y
25,000 pesos por empresa.

- La capacitación para nuevos turnos tendría un costo
nacional estimado de 4,500 millones de pesos.

- La contratación adicional derivada de la reducción de
jornada podría generar 120,000 nuevos empleos.

Los incentivos fiscales planteados permiten absorber estos
costos, fomentar el cumplimiento cabal de la jornada de 40
horas, incrementar la productividad y fortalecer la compe-
titividad del país.

La utilización de incentivos fiscales tiene los siguientes be-
neficios:

• Las Cuestiones positivas que genera la inversión, deri-
vadas de los encadenamientos con el resto de la econo-
mía, dado que mejoran las habilidades de los trabajado-
res y se obtiene inversiones anclas.

• Iguala la competencia entre los países que ofrecen in-
centivos fiscales similares o tienen ventajas competiti-
vas implícitas y que no pueden ser subsanadas por el
mercado. 

• Incrementa el empleo en zonas con alto índice de des-
empleo, dado que disminuye los costos fijos y variables,

además de incrementar la demanda de productos no aso-
ciados a la inversión original a través de un efecto mul-
tiplicador.

• Concreta proyectos de inversión riesgosos o que no
podrían realizarse dado los altos costos fiscales y eco-
nómicos que implicaría su implementación.

En esta reforma velaremos por que la jornada laboral sea:

Ordinaria: 40 horas semanales como máximo y no regula
horario determinado.

En el ámbito internacional, en los países que han imple-
mentado este tipo de reformas con incentivos como Chile
y España, han reportado aumentos del 4% al 9% en pro-
ductividad laboral, disminución de rotación del personal y
mejora en la satisfacción de las personas trabajadoras, la
jornada laboral y las modalidades de organización del
tiempo de trabajo, se contempla deducciones y estímulos
que pueden ser orientados a incentivar buenas prácticas la-
borales.

El objetivo de la presente iniciativa es que:

• la jornada máxima semanal será de 40 horas. 

• Esquemas de flexibilidad autorizados sin generar ho-
ras extra.

• Estímulos fiscales del 10 al 20 por ciento por reorga-
nización, capacitación y tecnología.

Se presenta el cuadro con las modificaciones propuestas:

Cuadro comparativo
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Decreto

Artículo Primero. Se adiciona un artículo 61 Bis a la Ley
Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 61 Bis. Se establecerán esquemas de flexibilidad
laboral sin generación de horas extra y con certificación
anual.

La aplicación de la jornada semanal de cuarenta horas se
realizará de manera gradual conforme al siguiente calenda-
rio:

a) A partir del 1 de enero de 2026, la jornada máxima se-
manal será de 46 horas;

b) A partir del 1 de enero de 2027, la jornada máxima se-
manal será de 44 horas;

c) A partir del 1 de enero de 2028, la jornada máxima se-
manal será de 42 horas;

d) A partir del 1 de enero de 2029, la jornada máxima se-
manal será de 41 horas;

e) A partir del 1 de enero de 2030, la jornada máxima se-
manal quedará fijada en 40 horas.

Artículo Segundo: Se adiciona un Capítulo II Bis “De los
Patrones que Adopten Jornadas Flexibles sin Horas Ex-
tras”, a la Ley del Impuesto Sobre la Renta, para quedar
como sigue:

Capítulo II Bis
De los patrones que adopten jornadas 

flexibles sin horas extras

Artículo 186 Bis. - El estímulo fiscal consiste en poder de-
ducir de los ingresos acumulables del contribuyente para
los efectos del impuesto sobre la renta por el ejercicio fis-
cal correspondiente, un monto equivalente al 20 por ciento
a empresas que adopten jornadas flexibles sin horas extra.

Artículo 191 Bis. - Tasa preferencial temporal del 25 al 28
por ciento del ISR para las Mipymes que mantengan o in-
crementen su productividad y plantilla laboral durante los
primeros tres ejercicios fiscales posteriores a la entrada en
vigor de la reforma a la jornada laboral. La autoridad fiscal
establecerá los parámetros objetivos de medición de pro-
ductividad.

Artículo 191 Ter. - Durante los ejercicios fiscales 2027,
2028, 2029 y 2030, no estará sujeto al pago del ISR el in-
greso por concepto de horas extraordinarias pagadas por
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las Mipymes, siempre que se acredite que el uso de ho-
ras extra obedece a la transición operativa derivada de la
reducción de la jornada laboral.

Artículo 191 Quáter. - La deducción de la totalidad de las
erogaciones efectuadas por concepto de salarios, cuotas,
prestaciones y demás remuneraciones laborales será permi-
tida únicamente a Mipymes durante los ejercicios fiscales
2027 a 2030, con motivo de la adecuación operativa a la re-
ducción de jornada. A partir del ejercicio fiscal 2031 regre-
sarán los límites de deducibilidad ordinaria.

Artículo 191 Quinquies. - Se permite la deducción inme-
diata del 100% de inversiones nuevas en activos fijos des-
tinadas exclusivamente a automatización, reorganización
operativa o incremento de productividad, realizadas por
Mipymes durante los ejercicios fiscales 2027–2031.

Artículo 191 Sexies.- Se otorga un crédito fiscal temporal
equivalente al 20 al 25 por ciento del costo laboral incre-
mental generado por la reducción de la jornada laboral. Di-
cho crédito será acreditable únicamente contra el ISR cau-
sado por Mipymes con ingresos anuales de hasta 60
millones de pesos.

Artículo 191 Septies. - Las Mipymes podrán acreditar
hasta el 50 por ciento de las cuotas patronales del IMSS
correspondientes a nuevas contrataciones necesarias pa-
ra cubrir turnos derivados de la reducción de jornada. El
porcentaje podrá ser decreciente de forma anual confor-
me lo determine el reglamento.

Artículo 191 Octies. - Se permite una deducción adicional
del 25 por ciento del gasto en capacitación, certificación,
reconversión laboral y adopción de metodologías enfoca-
das en eficiencia operativa, siempre que dichas inversiones
estén directamente relacionadas con la implementación de
la jornada reducida.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el 1 de ene-
ro de 2027.

Segundo. La reducción de la jornada laboral máxima se-
manal previsto en la Ley Federal del Trabajo se implemen-
tará de manera gradual conforme a las etapas siguientes:

I. A partir del 1 de enero de 2027, la jornada máxima se-
manal será de 46 horas.

II. A partir del 1 de enero de 2028, la jornada máxima
semanal será de 44 horas.

III. A partir del 1 de enero de 2029, la jornada máxima
semanal será de 42 horas.

IV. A partir del 1 de enero de 2030, la jornada máxima
semanal será de 41 horas.

V. A partir del 1 de enero de 2031, la jornada máxima
semanal quedará fijada de manera definitiva en 40 ho-
ras.

Tercero. Los estímulos fiscales previstos en los artículos
191 Bis, 191 Ter, 191 Quáter, 191 Quinquies, 191 Sexies,
191 Septies y 191 Octies tendrán una vigencia temporal del
1 de enero de 2027 al 31 de diciembre de 2031.

Cuarto. - La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
emitirá las reglas de carácter general dentro de los 90 días
siguientes a la entrada en vigor del presente decreto.

Sexto. - Los beneficios aquí previstos aplicarán exclusiva-
mente a contribuyentes clasificados como Mipymes con-
forme a los parámetros establecidos por la Secretaría de
Economía.

Séptimo. - Al concluir la vigencia de estos estímulos, las
disposiciones volverán automáticamente al régimen pre-
visto en la Ley del ISR con anterioridad a este decreto.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, en la Ciudad de Méxi-
co, a 18 de febrero de 2026.— Diputado José Guillermo Anaya Llamas
(rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Trabajo y Previ-
sión Social, y de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, para tipificar los delitos relacio-
nados con la manipulación deportiva y apuestas, suscrita
por el diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño y las y los
legisladores integrantes del Grupo Parlamentario del PAN
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El suscrito, diputado federal Marcelo de Jesús Torres Cofi-
ño, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1,
fracción I; 77; 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adicionan un Capítulo III Quáter denominado
“Delitos contra la integridad del deporte profesional” y los
artículos 390 Ter, 390 Quáter y 390 Quintus al Código Pe-
nal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En el año de 2023, la Oficina de las Naciones Unidas con-
tra la Droga y el Delito (UNODC), ya advertía, en una in-
vestigación publicada,1 la naturaleza de la manipulación de
competiciones como actos delictivos que no son exclusivos
del deporte, incluido el fraude y el lavado de dinero, así co-
mo la participación de la delincuencia organizada. 

Y la investigación detectaba desde entonces que esta situa-
ción se presentaba debido a que el crecimiento exponencial
del mercado de negocios deportivos, la extensa cobertura
de los medios y el crecimiento global de las apuestas en lí-
nea en tiempo real, habían creado un entorno en el cual mu-
chas personas y organizaciones mantienen un interés fi-
nanciero directo o indirecto en el curso o el resultado de las
competiciones deportivas. Y advertía, que: “Este entorno
puede incentivar a aquellos que buscan explotar el deporte
con el fin de obtener ganancias ilícitas”.

De este importante documento de investigación publicado
por la UNODC, se estima relevante retomar la definición
de manipulación de competiciones y los tipos que existen
de esta manipulación. Estos representan elementos indis-
pensables para entender la gravedad de los delitos que se
cometen cuando se llevan a cabo este tipo de conductas, y
la urgencia de que se legisle sobre la materia.

De acuerdo con el Convenio del Consejo de Europa sobre
la Manipulación de Competiciones Deportivas, ésta es “un
acuerdo, una acción o una omisión de carácter intencional
cuya finalidad sea alterar ilegalmente el resultado o el cur-
so de una competición deportiva a fin de eliminar, total o
parcialmente, el carácter imprevisible de dicha competi-
ción deportiva con objeto de obtener una ventaja indebida
para sí o para otros”.2

Además, se menciona que la manipulación de competicio-
nes también puede incluir acciones de deportistas y otras
partes interesadas en las competiciones deportivas, como
apostar en su propio deporte, compartir información privi-
legiada y no informar otras infracciones del Código del
Movimiento Olímpico sobre Prevención de la Manipula-
ción de Competiciones. Y un dato muy preocupante que se
da a conocer en la investigación: “Los grupos delictivos or-
ganizados están cada vez más involucrados en la manipu-
lación de competiciones, tanto directa como indirectamen-
te. Esta actividad puede incluir la adquisición de
organizaciones deportivas con el fin de utilizarlas para con-
trolar el desempeño de jugadores y atletas a través de la co-
erción y la intimidación”.

Respecto a los tipos principales de manipulación de com-
peticiones, el documento expone que existen dos tipos
principales: a) manipulación de competiciones relacionada
con las apuestas. Esta se produce cuando la manipulación
tiene el fin de obtener ganancias financieras ilícitas utili-
zando plataformas de apuestas deportivas legales o ilega-
les, o una combinación de ambas; y b) manipulación de
competiciones relacionadas con el deporte. En este caso, la
manipulación de competiciones también puede estar prin-
cipalmente motivada por fines deportivos (por ejemplo, un
juego se manipula para que un equipo no descienda en una
liga).

Según el Informe Global sobre Corrupción en el Deporte
preparado por la Subdivisión de Corrupción y Delitos Eco-
nómicos (CEB) de la Oficina de las Naciones Unidas con-
tra la Droga y el Delito, la manipulación de las competi-
ciones se ha convertido en un problema importante en el
deporte. Las grandes transformaciones del deporte lo han
hecho más vulnerable a este tipo de corrupción, y los ries-
gos son cada vez más complejos.3

En dicho informe se reconoce que los grupos de delin-
cuencia organizada llevan mucho tiempo involucrados en
la corrupción en el deporte, pero que la transformación del
deporte en las últimas décadas ha actuado como catalizador
para un aumento significativo del tamaño y la escala de es-
ta actividad. Uno de los principales problemas detectados
por este documento es que las personas implicadas en la
manipulación de las competiciones se dirigen cada vez más
a los deportes juveniles, a las competiciones semiprofesio-
nales y a los deportes femeninos, en los que se puede apos-
tar, pero el control es limitado, si no inexistente, y la de-
tección es difícil.4
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Un ejemplo de la manipulación de competiciones relacio-
nadas con el deporte es el que se difundió el pasado 11 de
mayo en el portal de la revista Proceso, la nota publicada
se titula: “Juegos Nacionales Conade: manipulación y
trampas para levantar medallas”, firmada por Beatriz Pe-
reyra. En esta se expone que tres de cada diez de las me-
dallas que en la disciplina de levantamiento de pesas han
obtenido los estados de Nuevo León, Jalisco, Guanajuato,
Quintana Roo, Campeche y Nayarit en las últimas tres edi-
ciones de los Juegos Nacionales Conade fueron ganadas de
manera fraudulenta mediante la manipulación de los pesa-
jes y marcas, así como de la compra de información confi-
dencial que obra en las memorias de la competencia.5

Esta nota detalla que la persona que fungió como director
técnico de este deporte durante los años 2022, 2023 y 2024,
entregó un extenso informe de anomalías en el que presen-
tó las evidencias de todas las irregularidades y los actos de
corrupción que detectó, y en los que participaron presiden-
tes de las asociaciones estatales, entrenadores, jueces y di-
rectores de los institutos del deporte de dichos estados, cu-
yas acciones fueron fomentadas y solapadas por el
presidente de la Federación Mexicana de Levantamiento
de Pesas.

Otro caso fue el que se difundió el pasado 18 de febrero en
el portal digital del Diario “El Siglo de Torreón”, a través
de la nota titulada: “Escándalo en el futbol mexicano: in-
habilitan a jugadores hasta por 16 años por manipulación
de partidos”. En esta nota se informó que la Comisión Dis-
ciplinaria de la Federación Mexicana de Futbol, anunció la
suspensión de siete futbolistas pertenecientes a dos clubes
diferentes, el Real Apodaca, equipo de la Liga Premier MX
(Segunda División) y Correcaminos UAT, de la Liga Ex-
pansión MX. En conjunto, las sanciones sumaron 57 años
de inhabilitación.6

Se informa en dicha nota que la Federación Mexicana de
Futbol emitió un comunicado en el que señala a los juga-
dores de estos equipos por presuntamente manipular parti-
dos de la temporada 2024-2025 mediante apuestas ilegales,
con el objetivo de obtener beneficios económicos.7 Y se
detalla que, de acuerdo con reportes locales, los involucra-
dos habrían perdido partidos a propósito, llegando incluso
a dejarse ganar por dos goles o más. 

La creciente relación entre el deporte profesional y las ca-
sas de apuestas ha generado una amenaza real a la integri-
dad de las competiciones deportivas en México. Cuando

los dueños de clubes deportivos tienen intereses financie-
ros en casas de apuestas, o cuando jugadores, árbitros o di-
rectivos participan directa o indirectamente en apuestas
sobre sus propios partidos, se abre la puerta a fraudes, co-
rrupción y delitos complejos.

Cuando un propietario de un club de fútbol también tiene
relación con casas de apuestas, o si jugadores, técnicos o
directivos participan en apuestas sobre su propio equipo,
pueden cometerse actos que afectan la integridad del de-
porte, el mercado financiero, y la confianza pública, y que
deben tener una respuesta penal clara. 

El vacío normativo en la legislación penal mexicana impi-
de sancionar adecuadamente conductas que, si bien atentan
contra el espíritu del deporte, no se encuentran claramente
tipificadas. Por ello, esta iniciativa propone integrar al Có-
digo Penal Federal un nuevo capítulo que establezca san-
ciones claras y proporcionales a estos delitos.

Esta modificación en materia penal es necesaria debido
principalmente a los siguientes motivos que representan di-
versos riesgos latentes:

• Porque el fútbol mueve miles de millones de pesos y
millones de personas: su integridad es interés público
nacional.

• Porque el crimen organizado ya ha infiltrado ligas en
otros países usando apuestas como método de lavado,
por ejemplo: Portugal, India, Bulgaria, Brasil, Colom-
bia, Bélgica, Australia, Italia, Canadá, entre otros.

• Porque la legislación actual no contempla claramente
estos delitos, ni sus actores.

Entre los posibles delitos que pueden presentarse o, en
su caso, agravarse, sino se llevan a cabo las adecuacio-
nes necesarias al marco jurídico para combatirlos, se
pueden mencionar los siguientes:

• Manipulación fraudulenta de eventos deportivos.
Cuando un resultado, jugada o conducta es alterada de-
liberadamente para beneficiar apuestas.

• Uso indebido de información privilegiada deportiva.
Jugadores, árbitros o directivos apuestan con conoci-
miento anticipado de alineaciones, bajas o decisiones
tácticas.
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• Colusión o corrupción entre empresas y federaciones
deportivas. A través de contratos, patrocinios o presio-
nes para favorecer ciertas conductas.

• Lavado de dinero a través de apuestas deportivas y
clubes. Usar movimientos entre clubes y casas de apues-
tas para encubrir recursos de origen ilícito.

• Delito equiparable al fraude o al cohecho deportivo.
Ofrecer incentivos a jugadores o árbitros para alterar el
curso natural de un partido.

Es por lo anterior que no se debe perder de vista que, sin
sanciones penales específicas, el deporte profesional segui-
rá expuesto a la manipulación, la corrupción y el fraude.
México debe actuar antes de que los escándalos lleguen.
Esta reforma defiende el juego limpio y protege el valor
ético del deporte frente a intereses económicos oscuros.

Es un hecho que se requieren marcos legislativos y regla-
mentarios amplios, y las herramientas correspondientes pa-
ra combatir eficazmente la corrupción en todas sus formas.
Por ello, esta iniciativa propone incluir el tipo penal de ma-
nipulación fraudulenta de eventos deportivos, al tiempo
que se establece la pena y multa correspondientes, inclu-
yendo la inhabilitación para ejercer cualquier cargo en ins-
tituciones deportivas hasta por un tiempo igual al de la pe-
na de prisión impuesta. 

Además, se tipifican como delitos las siguientes conductas:

• Quien utilice información privilegiada de carácter de-
portivo para realizar o beneficiar apuestas.

• Quien ofrezca, prometa o entregue dinero u otro bene-
ficio a jugadores, entrenadores, árbitros o dirigentes pa-
ra alterar el curso normal de un partido.

• Quien a través de un club deportivo facilite operacio-
nes para ocultar o encubrir el origen de los recursos de-
rivados de apuestas ilegales o fraudes deportivos.

Se establece la pena y multa para estas conductas, estipu-
lando su agravamiento en una mitad cuando se cometan
por directivos, presidentes o propietarios de clubes depor-
tivos; en torneos nacionales o internacionales; o mediante
casas de apuestas registradas.

Es necesario recordar que desde el año 2021, la UNODC
advirtió que en México no había legislación para penalizar

la manipulación de las competencias deportivas, por lo que
desde entonces se reconocía que era muy fácil que esta
ocurriera. El representante de la Oficina de las Naciones
Unidas contra la Droga y el Delito expuso que, cuando no
hay leyes que penalicen el arreglo de las competencias, hay
una disuasión limitada para cometer estos crímenes porque
quien los realiza tiene un bajo riesgo de ser atrapado, espe-
cialmente si los gobiernos dedican recursos limitados para
abordar el problema.8

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Artículo único. Se adicionan un Capítulo III Quáter deno-
minado “Delitos contra la integridad del deporte profesional”
y los artículos 390 Ter, 390 Quáter y 390 Quintus al Código
Penal Federal, para quedar como sigue:

Capítulo III Quáter
Delitos contra la integridad 

del deporte profesional

Artículo 390 Ter. Comete el delito de manipulación frau-
dulenta de eventos deportivos quien, por si o por interpó-
sita persona, altere o influya deliberadamente en el resul-
tado, desarrollo o estadísticas de una competición
deportiva profesional, con el fin de obtener un beneficio
económico directo o a través de sistemas de apuestas.

Este delito se castigará con pena de cuatro a diez años de
prisión y multa de mil a cinco mil veces el valor diario de
la Unidad de Medida y Actualización y, en su caso, inha-
bilitación para ejercer cualquier cargo en instituciones
deportivas hasta por un tiempo igual al de la pena de pri-
sión impuesta. La inhabilitación comenzará a correr a
partir de que se haya cumplido la pena de prisión.

Artículo 390 Quáter. Se sancionará con pena de tres a
ocho años de prisión y multa hasta en tres mil veces el
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización a:

I. Quien utilice información privilegiada de carácter
deportivo para realizar o beneficiar apuestas;

II. Quien ofrezca, prometa o entregue dinero u otro
beneficio a jugadores, entrenadores, árbitros o diri-
gentes para alterar el curso normal de un partido, o
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III. Quien a través de un club deportivo facilite ope-
raciones para ocultar o encubrir el origen de los re-
cursos derivados de apuestas ilegales o fraudes de-
portivos.

Artículo 390 Quintus. Las penas previstas en este capí-
tulo se incrementarán en una mitad cuando las conduc-
tas se cometan:

I. Por directivos, presidentes o propietarios de clubes
deportivos;

II. En torneos nacionales o internacionales, o

III. Mediante casas de apuestas registradas.

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. La Fiscalía General de la República deberá cre-
ar una Unidad Especializada en Integridad Deportiva y
Apuestas Ilegales, coordinada con la Unidad de Inteli-
gencia Financiera y la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, en un plazo no mayor a 90 días, contados a par-
tir de la entrada en vigor del presente decreto. Para la cre-
ación de la Unidad a que se refiere esta disposición, las
dependencias responsables destinaran los recursos nece-
sarios de sus presupuestos aprobados para el ejercicio fis-
cal que corresponda.

Notas

1 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (2023).
Investigación de casos de Manipulación de Competiciones: Una guía
práctica, página 7. Información recuperada en línea:
UNODC_IOC_INTERPOL_Guide_oct_final_es-MX_R_rev.pdf 

2 Íbid, página 10.

3 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (2021).
Informe Global sobre Corrupción en el Deporte, página 15. Informa-
ción recuperada en línea: 

https://www.unodc.org/res/safeguardingsport/grcs/index_html/SP
ORTS_CORRUPTION_2021_ESP.pdf 

4 Íbid, página 22.

5 Información recuperada en línea: 

https://www.proceso.com.mx/reportajes/2025/5/11/juegos-nacio-
nales-conade-manipulacion-trampas-para-levantar-medallas-
350899.html

6 Información recuperada en línea: 

https://www.elsiglodetorreon.com.mx/noticia/2025/escandalo-en-
el-futbol-mexicano-inhabilitan-a-jugadores-hasta-por-16-anos-por-
manipulacion-de-partidos.html

7 Información consultada en línea: 

https://fmf.mx/noticia/comision-disciplinaria-sanciona-con-57-
anos-de-suspension-a-7-futbolistas-involucrados-en-apues-
tas_2169

8 Información recuperada en línea: 

https://www.jornada.com.mx/notas/2021/09/29/sociedad/en-mexi-
co-no-hay-ley-que-penalice-la-manipulacion-deportiva-unodc/

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de
2026.— Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY FEDERAL DE JUEGOS Y SORTEOS, Y
LEY GENERAL DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE 

«Iniciativa que adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal de Juegos y Sorteos y de la Ley General de Cultu-
ra Física y Deporte, en materia de conflictos de interés en-
tre casas de apuestas y clubes deportivos profesionales,
suscrita por el diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño y
las y los legisladores integrantes del Grupo Parlamentario
del PAN

El suscrito, diputado federal Marcelo de Jesús Torres Cofi-
ño, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional
de la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I; 77; 78 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta so-
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beranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se adicionan los artículos 18, 19 y 20 con las frac-
ciones I, II, III, IV y V, de la Ley Federal de Juegos y Sor-
teos; y se adicionan los artículos 58 Bis y 58 Ter de la Ley
General de Cultura Física y Deporte, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El fútbol es un fenómeno cultural, social y económico de
dimensiones profundas en México. Millones de personas
depositan en este deporte no solo su tiempo y dinero, sino
también sus emociones, su identidad y sus sueños colecti-
vos. 

En los últimos años, sin embargo, se ha normalizado una
situación que atenta contra la integridad misma del juego:
la participación simultánea de empresarios en clubes de
fútbol y en casas de apuestas deportivas, ya sea a través de
propiedad directa, accionariado, patrocinios o relaciones
contractuales. 

Este doble rol genera conflictos de interés potenciales y re-
ales, que ponen en riesgo la credibilidad de los torneos,
abren la puerta a la manipulación de resultados, y dañan la
confianza de la afición en la limpieza del juego. 

La creciente influencia de las apuestas deportivas sobre el
entorno del fútbol ha generado en otros países escándalos
de corrupción, amaño de partidos, y vínculos con el crimen
organizado. México no puede permitir que esta amenaza se
consolide por falta de regulación. Para la Federación Inter-
nacional de Fútbol Asociación (FIFA), el amaño de partido
es la práctica que consiste en influir o alterar de manera ile-
gítima, directa o indirectamente, por acción u omisión, el
curso, el resultado o cualquier otro aspecto de un partido o
una competición de futbol. Las principales motivaciones
son para sacar un beneficio deportivo o un beneficio econó-
mico, éste último relacionado con las apuestas.

Sobre las apuestas y amaño en nuestro país, destaca la in-
formación publicada durante 2019. El ocho de febrero de
dicho año, se daba a conocer la situación relacionada con
las apuestas y el alto riesgo de amaño de partidos en la li-
ga MX. Según una nota periodística publicada en el portal
electrónico de Forbes, firmada por Iván Pérez, en esa fe-
cha: “El futbol del país (en todas sus divisiones) está cata-
logado con un índice “alto y elevado” para la realización de
apuestas ilegales, de acuerdo con Sportradar y Sports Bet-
ting Integrity. Para ambas organizaciones, el deporte más

popular en México cumple con cinco de las siete condicio-
nes para que la mafia del amañe de partidos haga negocios
aquí. Los criminales operan de una manera muy específica.
Por ejemplo, cuando en Europa del Este se empezaron a
desatar los casos de amañes de partidos y las autoridades
desplegaron operativos para controlarlos, los criminales
buscaron nuevos territorios donde no estuvieran tan vigila-
dos”.1

La información publicada específica que el futbol mexica-
no es uno de los torneos de la región que más atraen a las
casas de apuestas a escala global, por tratarse de un merca-
do con más de 100 millones de seguidores, considerando al
público de México y al de Estados Unidos. Cada año, se
mueven en el mundo 4,857 millones de dólares (mdd) en
apuestas asociadas a partidos de la Liga MX, según cifras
de Sportradar. Pero, además, proporciona un dato revela-
dor: “De acuerdo con datos obtenidos por esta publicación,
se ha comprobado que, en los últimos 10 años, en 3,871
partidos ha habido irregularidades o arreglo de encuentros;
es decir, un juego diario, durante una década, estaría “arre-
glado”, si hubiera futbol todos los días. En un estudio, rea-
lizado hace un par de años por Sports Betting Integrity, se
cataloga a México como un territorio de alto riesgo”.2

La nota proporciona otro dato relevante: “La Liga MX es-
tá disponible en 364 de las 550 casas de apuestas registra-
das a escala mundial, pero otros torneos nacionales tam-
bién tienen presencia, como la Copa MX (en 339 casas),
Ascenso MX (en 295), Sub-20 (en 184) y Liga Premier (en
96). “El 75 por ciento del volumen total apostado se gene-
ró a través de casas de apuestas asiáticas como SBObet,
Maxbet, 188bet”, detalla un informe de Sportradar. Cada
mes, la Liga MX mueve 522 mdd en apuestas. La progra-
mación de los partidos juega a favor de los apostadores”.

Por otro lado, según una nota publicada el pasado 26 de
abril titulada: “Amaños de partidos, la mancha en el futbol
mexicano”, cuatro de las cinco investigaciones que han sa-
lido a la luz, comenzaron con correos electrónicos envia-
dos por un remitente anónimo a periodistas, clubes y per-
sonal de la Federación Mexicana de Futbol (FMF), donde
se adjuntaban videos de presuntas pruebas que señalan el
amaño de partidos en tres divisiones del balompié mexica-
no.3 En esta nota se señala que los últimos casos que se in-
vestigaron en el futbol mexicano corresponden a la mani-
pulación de partidos a través de apuestas deportivas, en tres
de las cinco categorías del futbol mexicano. En Liga MX,
la mitad de los equipos tienen a una casa de apuestas como
sponsor principal de su playera.
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La información publicada da cuenta de cómo operan los
grupos para amañar partidos en nuestro país: “El contacto
de los grupos de apostadores con los jugadores se realiza
por amistades o personas cercanas a los futbolistas. Sólo
basta que un futbolista de al menos 23 registrados acepte,
para empezar a “trabajar” los partidos. El término se repite
varias veces en los videos que sirvieron de prueba para san-
cionar a los jugadores que participaron en la alteración de
resultados. Se inicia con apuestas en cuestiones como tiros
de esquina, tarjetas amarillas o rojas, que no afecten direc-
tamente el resultado, hasta que un jugador o un grupo de
jugadores terminan por infringir en amaño de partido”.4

En los hechos, ese modus operandi afectó a equipos como
el Real Apodaca y Real Zamora, de la Liga Premier de Mé-
xico, además de Correcaminos de Liga Expansión. El úni-
co en el que no se comprobó el amaño fue en la investiga-
ción de los Alebrijes de Oaxaca, “por falta de pruebas”.

De acuerdo con el primer Informe Global de la Oficina de
las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC)
sobre Corrupción en el Deporte, las apuestas ilegales y la
consiguiente manipulación de las competiciones deporti-
vas son amenazas importantes para la integridad del depor-
te y para su naturaleza.5 En este informe se advierte que el
papel de las apuestas ilegales en el deporte y en el blanqueo
de dinero se ha convertido en un problema mundial, y que
la escala financiera del problema es tal que las apuestas
ilegales no sólo son un importante motor de la corrupción
en el deporte, sino también un importante canal para el
blanqueo de dinero.

El documento hace una distinción relevante: “Mientras que
los operadores de apuestas legales suelen respetar la norma-
tiva en cuanto a la variedad de mercados de apuestas y tipos
de apuestas que pueden ofrecer en los territorios en los que
existe dicha normativa, los operadores ilegales no lo hacen”.
Abunda sobre el tema al detallar las siguientes categorizacio-
nes para describir la actividad de las apuestas deportivas: a)
Mercado blanco: operadores de apuestas con licencia para
operar en todas las jurisdicciones en las que aceptan apues-
tas; b) Mercado gris: operadores de apuestas con licencia en
al menos una jurisdicción, pero que aceptan apuestas en zo-
nas donde el producto de las apuestas es ilegal y; c) Mercado
negro: operadores de apuestas sin licencia que operan en
múltiples jurisdicciones y que pueden entenderse como una
forma de delincuencia organizada transnacional. Las apues-
tas ilegales tienen lugar tanto en el mercado gris como en el
negro, y el marco de concesión de licencias para los opera-
dores del mercado gris suele ser opaco.

Otro elemento importante que señala el informe es que, los
operadores de apuestas ilegales no están sujetos a ninguna de
las medidas de supervisión contra el lavado de dinero pre-
sentes en las industrias financieras o de apuestas legales, y
hace hincapié que, en particular, algunas de estas medidas
son utilizadas por los grupos delictivos organizados transna-
cionales para hacer que las ganancias del delito parezcan ser
beneficios de operaciones de apuestas con licencia.

Una de las recomendaciones por parte de la UNODC para
que los gobiernos puedan reforzar la detección y la denuncia
de las apuestas ilegales en el deporte y el lavado de dinero
asociado a ellas, es “garantizando que las legislaciones na-
cionales incluyan leyes que penalicen adecuadamente las
apuestas ilegales y la manipulación relacionada con las com-
peticiones deportivas, incluyendo la obligación de los opera-
dores de apuestas que ofrecen apuestas en eventos deportivos
de informar a los reguladores de los casos de apuestas sospe-
chosas”.6

En ese orden de ideas, resulta inadmisible que quien ma-
neja una casa de apuestas pueda tener control sobre las de-
cisiones deportivas o administrativas de un club profesio-
nal. El deporte no puede ser juez y parte. Por ello, se
propone establecer una prohibición legal expresa, acompa-
ñada de sanciones firmes, mecanismos de supervisión fi-
nanciera y la creación de un Código de Integridad Deporti-
va obligatorio para todas las Asociaciones Deportivas
Nacionales, ligas profesionales y clubes deportivos. De es-
ta manera, se incluye a todos los actores en el ámbito de-
portivo, destacando los que tiene relación con el fútbol pro-
fesional mexicano.

Asimismo, para darle seguimiento al cumplimiento de di-
cho Código, se mandata la constitución del Sistema Nacio-
nal de Monitoreo de Integridad Deportiva, como responsa-
ble de esta conformación está la Conade, en coordinación
con la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y la Uni-
dad de Inteligencia Financiera. Además, se establece la
prohibición para los permisionarios, operadores, socios, di-
rectivos o beneficiarios de casas de apuestas físicas o en lí-
nea, de participar como propietarios, inversionistas, patro-
cinadores, representantes o administradores de clubes
deportivos profesionales registrados ante cualquier Asocia-
ción Deportiva Nacional.

Aunado a ello, los propietarios, socios o administradores
de clubes deportivos profesionales tampoco podrán partici-
par de manera directa o indirecta en empresas dedicadas al
negocio de las apuestas deportivas. De no cumplir con es-
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tas prohibiciones, quienes cometan estas conductas se ha-
rán acreedores de penas severas que van desde la cancela-
ción inmediata del permiso de operación de la casa de
apuestas involucrada, hasta la notificación obligatoria a la
Unidad de Inteligencia Financiera y a la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, y pasan por la suspensión o re-
vocación del registro del club deportivo ante la liga corres-
pondiente.

Se estima relevante aclarar que la presente propuesta de
modificaciones al marco legal no pretende limitar la indus-
tria del entretenimiento ni la autonomía de los clubes de-
portivos, sino proteger la credibilidad del fútbol mexicano,
la confianza de la afición y el valor ético del deporte como
espacio limpio, transparente y competitivo. Sin integridad,
no hay juego. Sin reglas claras, no hay justicia. Y sin san-
ciones ejemplares, no hay futuro para el fútbol.

Esta iniciativa busca fortalecer el marco legal establecien-
do las disposiciones necesarias para otorgarle a las institu-
ciones legalmente constituidas en México, las herramientas
para castigar no sólo la conducta de los jugadores implica-
dos, como en los casos identificados por la Federación Me-
xicana de Futbol, sino también a los agentes anónimos de-
trás de estas redes de corrupción, que suponen una
amenaza que se ve amplificada por el creciente blanqueo
de dinero y la presencia del crimen organizado.

Enseguida se presenta un comparativo de las modificacio-
nes legales propuestas a efecto de mostrar con claridad las
disposiciones que se incorporan a cada una de las leyes:
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Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto

Artículo primero. Se adicionan los artículos 18, 19 y 20
con las fracciones I, II, III, IV y V, de la Ley Federal de
Juegos y Sorteos, para quedar como sigue:

Artículo 18. Los permisionarios, operadores, socios, di-
rectivos o beneficiarios de casas de apuestas físicas o en
línea, no podrán participar como propietarios, inver-
sionistas, patrocinadores, representantes o administra-
dores de clubes deportivos profesionales registrados an-
te cualquier Asociación Deportiva Nacional. 

Artículo 19. Los propietarios, socios o administradores
de clubes deportivos profesionales no podrán partici-
par de manera directa o indirecta en empresas dedica-
das al negocio de las apuestas deportivas. 

Artículo 20. La infracción a lo dispuesto en los artícu-
los 18 y 19 de esta ley será sancionada con: 

I. Cancelación inmediata del permiso de operación
de la casa de apuestas involucrada;

II. Multa de hasta cien mil veces el valor diario de la
Unidad de Medida y Actualización;

III. Suspensión o revocación del registro del club de-
portivo ante la liga correspondiente;

IV. Inhabilitación por diez años a los responsables le-
gales, fiscales o administrativos del club deportivo o
la empresa implicada, y

V. Notificación obligatoria a la Unidad de Inteligen-
cia Financiera y a la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores. 

Artículo segundo. Se adicionan los artículos 58 Bis y 58
Ter, de la Ley General de Cultura Física y Deporte, para
quedar como sigue: 

Artículo 58 Bis. Todas las Asociaciones Deportivas Na-
cionales, ligas profesionales y clubes deportivos debida-
mente reconocidos en términos de la presente Ley, de-

berán establecer y aplicar un Código de Integridad De-
portiva, el cual incluirá al menos: 

I. Prohibición expresa de participación en apuestas
deportivas por parte de jugadores, entrenadores, ár-
bitros, directivos y personal administrativo;

II. Declaración pública de intereses financieros de
todos los dueños y directivos;

III. Mecanismos de denuncia anónima para prácti-
cas sospechosas de corrupción deportiva, y

IV. Cláusula de integridad obligatoria en todos los
contratos profesionales. 

Artículo 58 Ter. La Conade, en coordinación con la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores y la Unidad de
Inteligencia Financiera, establecerá un Sistema Nacio-
nal de Monitoreo de Integridad Deportiva. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el siguiente
día al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Segundo. Los clubes deportivos y casas de apuestas que se
encuentren en los supuestos o situaciones previstas en este
decreto tendrán un plazo de 180 días naturales para desin-
vertir, resolver o terminar su vinculación, a partir de su en-
trada en vigor. 

Tercero. Las Asociaciones Deportivas Nacionales y ligas
profesionales deberán actualizar sus reglamentos internos
y mecanismos de control en un plazo máximo de noventa
días naturales, contados a partir de la entrada en vigor de
este decreto. 

Cuarto. La Secretaría de Gobernación, en coordinación
con la Conade, emitirá los lineamientos generales técnicos
del Código de Integridad Deportiva a que se refiere este de-
creto, en un plazo no mayor a sesenta días naturales a par-
tir de la entrada en vigor de este. 

Quinto. Las Asociaciones Deportivas Nacionales, las ligas
profesionales y los clubes deportivos deberán registrar an-
te la Conade el Código de Integridad Deportiva, a que se
refiere el presente decreto.
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Sexto. La Conade tendrá noventa días naturales, a partir de
la entrada en vigor de este decreto, para emitir los linea-
mientos y mecanismos de operación del Sistema Nacional
de Monitoreo de Integridad Deportiva a que se refiere di-
cho decreto.

Notas

1 Información recuperada en línea: 

https://forbes.com.mx/la-liga-mx-casi-5000-mdd-en-apuestas-y-al-
to-riesgo-de-amano-de-partidos/

2 Íbid.

3 Información recuperada en línea: 

https://www.espn.com.mx/futbol/mexico/nota/_/id/15096891/liga-
mx-amano-partidos-apuestas-casos-como-se-castiga

4 Íbid.

5 Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (2021).
Informe Global sobre Corrupción en el Deporte. Consultado en línea: 

https://www.unodc.org/res/safeguardingsport/grcs/index_html/SP
ORTS_CORRUPTION_2021_SEC9_ESP.pdf

6 Íbid.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de
2026.— Diputado Marcelo de Jesús Torres Cofiño (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Gobernación y Po-
blación, y de Deporte, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 199 Octies del Código
Penal Federal, en materia de control parental, prevención y
sanción de delitos de violación a la intimidad sexual me-
diante el uso de programas o plataformas de inteligencia
artificial, a cargo del diputado Carlos Alberto Puente Salas,
del Grupo Parlamentario del PVEM

El que suscribe, diputado Carlos Alberto Puente Salas, co-
ordinador del Grupo Parlamentario del Partido Verde Eco-

logista de México de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77,
numeral 3, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el
artículo 199 Octies del Código Penal Federal, en materia
de control parental, prevención y sanción de delitos de vio-
lación a la intimidad sexual mediante el uso de programas
o plataformas de inteligencia artificial, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La violencia de género facilitada por la tecnología abarca
una variedad de comportamientos dañinos amplificados
por medios tecnológicos, que afectan principalmente a mu-
jeres y niñas, uno de estos es el abuso basado en imágenes
e implica la creación, distribución o amenaza de distribu-
ción no consentida de imágenes íntimas.1

El auge de la inteligencia artificial (IA) ha llevado a la pro-
liferación de imágenes íntimas manipuladas creadas y dis-
tribuidas fácilmente, a menudo denominadas “deepfakes”.2

Estas imágenes implican la creación de imágenes de des-
nudos a partir de fotos existentes y otras formas de altera-
ción digital que ya son sancionadas en distintas entidades
federativas de nuestro país a raíz de la Ley Olimpia.3

El impacto en las víctimas de estas conductas incluye un trau-
ma psicológico severo, daño a la reputación y una pérdida de
control sobre su propia imagen y cuerpo. La accesibilidad y
el realismo de los deepfakes presentan un desafío por la in-
distinguibilidad de estas imágenes con la realidad, lo cual im-
pacta las definiciones legales y los estándares probatorios ac-
tuales. La facilidad de creación y la dificultad en la detección
aumentan el daño que sufren las víctimas y complican el en-
juiciamiento de los responsables; sin embargo, es nuestro de-
ber procurar que las leyes se actualicen teniendo en cuenta es-
tos avances tecnológicos.

Debido a que el espacio digital tiene gran alcance, los da-
ños y las afectaciones son mayores para las víctimas, si-
tuación que se agrava cuando se trata de niñas, niños y ado-
lescentes. Por mencionar un ejemplo, hace unos días, en
Zacatecas capital, varias estudiantes de una secundaria de-
nunciaron que sus compañeros les tomaron fotografías y
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con herramientas de inteligencia artificial las editaron con
contenido sexual.

Para editar las fotos y subirlas, los estudiantes involucrados
necesariamente utilizaron una aplicación de celular o a un
programa de cómputo y después entraron a Internet. Si
bien este caso está relacionado con contenido sexual, hay
otros tipos de violencia digital contra las niñas, las adoles-
centes y las mujeres como el ciberacoso, el ciberhostiga-
miento, hackeo y robo de identidad y el espiar o vigilar en
línea, entre otras. Este caso nos indica que no hay ningún
control sobre las páginas o los programas que utilizan los
menores de edad.

Para atender esta problemática es necesario hacer obligato-
rio que los fabricantes incorporen herramientas de control
parental en los dispositivos electrónicos con conexión a in-
ternet como celulares, tabletas y computadoras. Así, los pa-
dres también estarán obligados a revisar y limitar el acceso
de sus hijos a ciertas aplicaciones, programas o contenidos
inapropiados para su edad.

La finalidad es activar medidas de seguridad y privacidad
para proteger a nuestras niñas, niños y adolescentes; así co-
mo garantizar medidas preventivas que permitan entornos
digitales seguros para ellos.

Por lo que respecta al ámbito penal, la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia contem-
pla un capítulo dedicado a la violencia digital y mediática,
así como el Código Penal Federal ya contempla como de-
lito de violación a la intimidad sexual la elaboración de
imágenes, audios o videos con contenido sexual de una
persona sin su consentimiento, aprobación u autorización;
sin embargo, quedan fuera de la descripción del delito, la
alteración de este tipo de archivos mediante programas o
plataformas de inteligencia artificial.

Al respecto, organismos internacionales tales como ONU-
Mujeres y el Fondo de Población de las Naciones Unidas
(UNFPA por sus siglas en inglés) han publicado numerosos
informes y convocado reuniones de grupos de expertos pa-
ra definir este tipo de violencia y promover respuestas efi-
caces de los Estados. Estos informes enfatizan la prevalen-
cia del abuso digital, incluido el abuso basado en imágenes,
y recomiendan reformas legales y un adecuado sistema de
sanción y rendición de cuentas.

Dichos documentos proporcionan datos valiosos sobre la
escala y la naturaleza del problema, pero traducir estos ha-

llazgos en acciones legales concretas a nivel nacional sigue
siendo un desafío. Las recomendaciones clave de estos in-
formes que han sido implementadas con éxito por los paí-
ses son dignas de mención.

En Reino Unido, la Ley de Seguridad en Línea de 2023 ti-
pifica como delito el intercambio de imágenes íntimas “
deepfake” sin consentimiento,4 esta enmienda modifica le-
yes anteriores que no cubrían explícitamente las imágenes
alteradas. Esta ley también cubre las amenazas de compar-
tir dichas imágenes y significa un creciente reconocimien-
to de los daños específicos causados por esta conducta.

En Francia, la Ley de la República Digital de 2016 incluye
un delito que penaliza la difusión de imágenes sexuales sin
consentimiento, de igual forma la Ley núm. 2024-341 del
15 de abril de 2024 relativa a la seguridad y regulación del
espacio digital (Ley SRN) prohíbe explícitamente el inter-
cambio no consentido de contenido “deepfake” a menos
que sea obvio que el contenido se generó artificialmente.5

Canadá tipificó como delito la difusión de imágenes ínti-
mas no consentidas en 2014 mediante una enmienda a su
Código Penal, algunas leyes provinciales, como las de Sas-
katchewan y Columbia Británica, incluyen específicamen-
te copias alteradas digitalmente de imágenes íntimas en sus
definiciones.6 Este país ha sido pionero en abordar la vio-
lencia de género por medios digitales en algunas provincias
que cubren explícitamente las imágenes manipuladas.

En Estados Unidos no existe una ley federal integral que
tipifique específicamente como delito la creación o dis-
tribución de “deepfakes” sexualizados de adultos sin
consentimiento; sin embargo, algunos estados, incluidos
California, Texas y Hawái, han enmendado las leyes pa-
ra incluir la creación o distribución no consentida de
imágenes “deepfake” sexualizadas.7

Por lo que respecta a las sanciones, estas incluyen desde
multas hasta penas de prisión de varios años, según la ju-
risdicción y la intención del perpetrador, la aplicación pue-
de ser difícil debido a la naturaleza en línea de los delitos
y a las cuestiones jurisdiccionales.

En los países que se ha incorporado estas conductas al ca-
tálogo penal se han reconocido complicaciones debido a la
sofisticada tecnología de los programas y plataformas de
inteligencia artificial porque cada vez más difícil distinguir
entre imágenes reales y falsas.
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Las soluciones técnicas y los métodos de verificación que
están desarrollando los países para abordar este desafío, así
como la forma en que la ley evoluciona, debe ser igual de
contundente.

En nuestro contexto, las áreas potenciales para el desarro-
llo legislativo incluyen la prevención mediante controles
parentales y la armonización de las definiciones y sancio-
nes a nivel internacional para mantenerse al día con la rá-
pida evolución de la tecnología y la implementación de
mecanismos para garantizar la eliminación efectiva de este
tipo de contenido en línea.

En atención a lo anteriormente expuesto, someto a consi-
deración de esta Asamblea la siguiente iniciativa, con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 199 Octies del
Código Penal Federal, en materia de control parental,
prevención y sanción de delitos de violación a la intimi-
dad sexual mediante el uso de programas o plataformas
de inteligencia artificial

Artículo Único. Se reforma el artículo 199 Octies del Có-
digo Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 199 Octies. Comete el delito de violación a la in-
timidad sexual, aquella persona que divulgue, comparta,
distribuya, publique imágenes, videos o audios de conteni-
do íntimo sexual, de una persona que tenga la mayoría de
edad, sin su consentimiento, su aprobación o su autoriza-
ción.

Así como quien video grabe, audio grabe, fotografíe, im-
prima, elabore o altere imágenes, audios o videos con con-
tenido íntimo sexual de una persona sin su consentimiento,
sin su aprobación, o sin su autorización, incluyendo el uso
de programas o plataformas de inteligencia artificial.

Estas conductas se sancionarán con una pena de tres a seis
años de prisión y una multa de quinientas a mil Unidades
de Medida y Actualización.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te a su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Así definido por el organismo internacional ONU-MUJERES. Véase
Digital abuse, trolling, stalking, and other forms of technology-facili-
tated violence against women | UN Women – Headquarters. Disponi-
ble en 

https://www.unwomen.org/en/articles/faqs/digital-abuse-trolling-
stalking-and-other-forms-of-technology-facilitated-violence-
against-women

2 Deepfakes and the Law: Why Britain needs stronger protections
against technology-facilitated abuse - Queen Mary University of Lon-
don. Disponible en: 

https://www.qmul.ac.uk/media/news/2025/humanities-and-social-
sciences/hss/deepfakes-and-the-law-why-britain-needs-stronger-
protections-against-technology-facilitated-abuse.html

3 La “Ley Olimpia” y el combate a la violencia digital. Disponible en 

https://www.gob.mx/profeco/es/articulos/la-ley-olimpia-y-el-com-
ba te -a - l a -v io l enc ia -d ig i t a l ? id iom=es# :~ : t ex t=%C2%
BFQu%C3%A9%20es%3F,digitales%2C%20tambi%C3%A9n%2
0conocida%20como%20ciberviolencia.

4 Op. Cit., Deepfakes and the Law: Why Britain needs stronger pro-
tections against technology-facilitated abuse.

5 https://www.legifrance.gouv.fr/jorf/id/JORFTEXT000049371445

6 Exploring Legal Approaches to Regulating Nonconsensual Deepfake
Pornography, TechPolicy Press. Disponible en: 

https://www.techpolicy.press/exploring-legal-approaches-to-regu-
lating-nonconsensual-deepfake-pornography/

7 Deepfake Laws: Deepfakes regulations in the digital age. Disponible
en: 

https://www.yoti.com/blog/deepfake-laws/

Dada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 18 días del mes de
febrero de 2026.— Diputado Carlos Alberto Puente Salas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 202 del Código Penal
Federal, a cargo del diputado Juan Luis Carrillo Soberanis,
del Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, diputado Juan Luis Carrillo Soberanis, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México de la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adicionan un cuarto y quinto párrafos al artículo 202
del Código Penal Federal, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En las últimas décadas, el acelerado desarrollo tecnológico
ha transformado de manera profunda todos los ámbitos de
la vida humana, entre estos avances, destaca el crecimien-
to en el uso de la inteligencia artificial, mejor conocida co-
mo IA, la cual se ha incorporado en múltiples sectores co-
mo la salud, la educación, la industria, la administración
pública, la seguridad y los servicios financieros. Gracias a
su implementación se han podido optimizar procesos, me-
jorar la eficiencia operativa, fortalecer la toma de decisio-
nes basada en datos y elevar la calidad de los servicios
ofrecidos tanto por entidades públicas como privadas.

Sin embargo, dicho progreso ha traído consigo desafíos
significativos en materia legal, social, ética y de derechos
humanos. La rápida adopción de tecnologías basadas en in-
teligencia artificial plantea cuestionamientos sobre la pro-
tección de datos personales, la privacidad, la responsabili-
dad en la toma de decisiones automatizadas y el posible
desplazamiento laboral. 

Asimismo, surgen preocupaciones sobre un posible uso in-
debido de la IA, así como la falta de marcos normativos
adecuados que garanticen un desarrollo tecnológico res-
ponsable, seguro y alineado con el respeto a la dignidad
humana.

En este orden de ideas, diversos sitios especializados y or-
ganizaciones internacionales han alertado sobre un fenó-
meno sumamente preocupante, el uso indebido de herra-
mientas de inteligencia artificial para la generación de

material de abuso sexual infantil, MASI, esta situación re-
presenta una de las manifestaciones más graves de los ries-
gos éticos y sociales asociados al uso irresponsable de la
tecnología.

De acuerdo con información publicada por la Fundación de
Vigilancia de Internet (Internet Watch Foundation, IWF), se
ha detectado un alarmante incremento en la creación y distri-
bución de contenido sexualmente explícito generado median-
te inteligencia artificial, que simula o reproduce imágenes de
niñas, niños y adolescentes.

En una de sus investigaciones, la IWF identificó más de
20,000 imágenes generadas con IA en un solo foro de la
dark web durante el transcurso de un mes; de ellas, alrede-
dor de 3,500 contenían representaciones explícitas de abu-
so sexual infantil, lo que evidencia la magnitud del proble-
ma y la facilidad con la que estas tecnologías pueden ser
utilizadas con fines ilícitos.1

Esta tendencia revela un vacío normativo y una urgente ne-
cesidad de actualizar los marcos legales existentes, ya que
la creación de este tipo de material, aunque no involucre a
víctimas reales en su generación, perpetúa la explotación
sexual digital, contribuye a la normalización del abuso y
puede ser utilizada para fines de extorsión o acoso.

Un ejemplo claro de esta problemática fue documentado
recientemente por la Agencia de la Unión Europea para la
cooperación policial, Europol, en febrero pasado, dicha
institución informó sobre una operación internacional diri-
gida contra redes dedicadas a la creación y distribución de
imágenes de abuso sexual infantil generadas mediante in-
teligencia artificial.2

Como resultado de esta acción coordinada, se realizaron al
menos 25 detenciones de personas sospechosas de partici-
par en actividades delictivas vinculadas con la producción
y difusión de este tipo de material.

De acuerdo con la información difundida los detenidos for-
maban parte de una organización criminal transnacional que
operaba a través de plataformas en línea y foros en la dark
web, donde compartían imágenes creadas con inteligencia
artificial que representaban a niñas, niños y adolescentes en
contextos de abuso sexual. Estas imágenes, aunque genera-
das de manera artificial, reproducían con realismo escenas
de explotación y violencia, lo que constituye un grave aten-
tado contra la dignidad, integridad y derechos fundamenta-
les de la infancia.
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Asimismo, la Europol destacó que en la operación partici-
paron autoridades policiales y judiciales de al menos 18
países, lo que refleja la dimensión global del problema y la
creciente preocupación de la comunidad internacional ante
el uso ilícito de la inteligencia artificial para fines delicti-
vos.

Este caso evidencia que los criminales han comenzado a
incorporar tecnologías avanzadas para eludir su detección
y ampliar su alcance, lo que plantea un reto urgente para
los Estados en materia de cooperación internacional, ciber-
seguridad y actualización legislativa.

En este sentido, la Agencia señaló que la explotación se-
xual infantil en línea se ha convertido en una de las princi-
pales prioridades de los organismos policiales europeos,
debido al creciente volumen y sofisticación del contenido
ilegal que circula en entornos digitales. 

Lamentablemente, la situación en México no es menos alar-
mante. Nuestro país se encuentra entre las naciones con ma-
yores índices de generación y distribución de material de
abuso sexual infantil, MASI, a nivel mundial, lo que refleja
la urgencia de fortalecer las políticas públicas, los marcos
normativos y las capacidades institucionales para combatir
esta grave problemática.3

De acuerdo con la Red por los Derechos de la Infancia en
México el problema no únicamente radica en la producción
y difusión de este tipo de contenido, sino en la peligrosa
normalización social del abuso y la explotación sexual de
niñas, niños y adolescentes en entornos digitales.

Esta normalización, expresada a través de la circulación y
consumo de imágenes sexualizadas generadas mediante in-
teligencia artificial contribuye a la desensibilización colec-
tiva y abre la puerta a que el abuso sea tolerado, minimiza-
do o replicado en la realidad, generando un entorno de
inseguridad y vulnerabilidad para la infancia.

Aunado a lo anterior, este acelerado desarrollo en las tec-
nologías digitales ha permitido la creación de materiales
con un grado de realismo cada vez más alto, comúnmente
conocidos como contenidos hiperrealistas. Estas herra-
mientas pueden producir imágenes, audios o videos prácti-
camente indistinguibles de la realidad, capaces de recrear
rostros, voces y movimientos humanos con una precisión
antes inimaginable.4

Este tipo de tecnología, aunque en muchos casos tiene apli-
caciones legítimas en sectores como el entretenimiento, la
educación, la publicidad o la medicina, está siendo utiliza-
da con fines ilícitos, entre ellos la creación de material se-
xual manipulado o fabricado digitalmente, en el cual se re-
presentan niñas, niños y adolescentes en situaciones de
abuso o explotación. 

Gravemente, el nivel de realismo alcanzado por estos conteni-
dos dificulta su detección y eliminación en plataformas digita-
les, generando un riesgo adicional tanto para las víctimas rea-
les como para la sociedad en su conjunto.

Por todo lo antes expuesto, resulta indispensable que el Es-
tado mexicano asuma un papel activo y preventivo en la re-
gulación del uso de la inteligencia artificial, estableciendo
límites claros, sanciones y mecanismos de supervisión tec-
nológica, con el fin de proteger de manera efectiva a la ni-
ñez y adolescencia frente a los riesgos emergentes del en-
torno digital.

En este orden de ideas, la presente iniciativa de reforma
tiene como propósito fundamental actualizar y fortalecer el
marco normativo mexicano para enfrentar los nuevos des-
afíos que plantea el uso indebido de la inteligencia artificial
en la generación, alteración o reproducción de material de
abuso o explotación sexual infantil. El acelerado avance de
estas tecnologías ha permitido la creación de contenidos di-
gitales hiperrealistas, capaces de simular imágenes, videos
o audios con apariencia verídica. 

Esta situación representa una amenaza grave para la pro-
tección de la infancia, ya que facilita la producción y difu-
sión de material sexualmente explícito que vulnera los de-
rechos de niñas, niños y adolescentes, normalizando la
violencia sexual. 

Por ello, resulta indispensable adecuar nuestros marcos
nortmativos para sancionar de manera específica a quienes
empleen inteligencia artificial con fines de explotación o
abuso sexual infantil. 

Para un mejor entendimiento se presenta un cuadro com-
parativo de la propuesta planteada.
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La protección integral de niñas, niños y adolescentes es
nuestra obligación y responsabilidad, garantizar su desa-
rrollo libre de violencia, abuso o explotación en cualquiera
de sus formas es un principio rector consagrado en nuestra
Constitución, así como en diversos tratados internacionales
suscritos por nuestro país.

En este sentido, y conscientes de que las nuevas tecnologí-
as representan tanto oportunidades como riesgos, especial-
mente en lo que respecta al uso de la inteligencia artificial
para fines ilícitos, resulta indispensable que el marco nor-
mativo nacional se adecúe para salvaguardar la dignidad,
integridad y derechos de las infancias frente a estas nuevas
amenazas digitales.

En virtud de lo aquí expuesto, someto a la consideración de
esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adicionan un cuarto y quinto pá-
rrafos al artículo 202 del Código Penal Federal

Único. Se adicionan un cuarto y quinto párrafo al artículo
202 del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 202. Comete el delito de pornografía de personas
menores de dieciocho años de edad o de personas que no
tienen capacidad para comprender el significado del hecho
o de personas que no tienen capacidad para resistirlo, quien
procure, obligue, facilite o induzca, por cualquier medio, a
una o varias de estas personas a realizar actos sexuales o de
exhibicionismo corporal con fines lascivos o sexuales, rea-
les o simulados, con objeto de video grabarlos, fotografiar-
los, filmarlos, exhibirlos o describirlos a través de anuncios
impresos, transmisión de archivos de datos en red pública
o privada de telecomunicaciones, sistemas de cómputo,
electrónicos o sucedáneos. Al autor de este delito se le im-
pondrá pena de siete a doce años de prisión y de ochocien-
tos a dos mil días multa. 

…

…

Se impondrá la misma pena a quien, mediante el uso de
inteligencia artificial, técnicas digitales para la manipu-
lación de imagen, voz, audio o video, o cualquier otra
tecnología similar, genere, altere, simule o reproduzca
contenido que representen actos sexuales o de exhibi-
cionismo corporal con fines lascivos o sexuales. 

Asimismo, se sancionará con las mismas penas a quien
almacene, distribuya, publique, difunda, comercialice,
transmita o intercambie el contenido generado o mani-
pulado en los términos del párrafo anterior, por cual-
quier medio físico, electrónico, digital o tecnológico.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Véase, Inteligencia Artificial (IA) y la Producción de Imágenes de
Abuso Sexual Infantil, IWF. Disponible en: 
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https://www.iwf.org.uk/about-us/why-we-exist/our-research/how-
ai-is-being-abused-to-create-child-sexual-abuse-imagery/ 

2 Véase, Decenas de detenidos en una operación mundial contra el
abuso infantil generado por IA, BBC, 28 de febrero de 2025. Disponi-
ble en: 

https://www.bbc.com/news/articles/czxnnzz558eo 

3 Véase, Inteligencia Artificial: La nueva era del abuso sexual infantil,
Aristegui Noticias, 20 de agosto de 2025. Disponible en: 

https://aristeguinoticias.com/200825/investigaciones-especiales/in-
teligencia-artificial-la-nueva-era-del-abuso-sexual-infantil/ 

4 Véase, Inteligencia Artificial: La nueva era del abuso sexual infantil,
Aristegui Noticias, 20 de agosto de 2025. Disponible en: 

https://aristeguinoticias.com/200825/investigaciones-especiales/in-
teligencia-artificial-la-nueva-era-del-abuso-sexual-infantil/ 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de
2026.— Diputado Juan Luis Carrillo Soberanis (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

Iniciativa que reforma el artículo 123 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
40 horas laborales, suscrita por diputadas y diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.
(La iniciativa podrá ser consultada en el Diario de los De-
bates de esta fecha, en el Apéndice II)

Se turna a las Comisiones Unidas de Puntos Constitu-
cionales, y de Trabajo y Previsión Social, para dicta-
men.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL
PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS 

«Iniciativa que reforma el artículo 47 de la Ley del Institu-
to de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexica-
nas, en materia de adopciones para las fuerzas armadas, a

cargo de la diputada Anayeli Muñoz Moreno, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada Anayeli Muñoz Moreno, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
en los artículos 6, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de este ho-
norable pleno iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el artículo 47 de la Ley del Instituto de Seguri-
dad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

“El principal valor de nuestras Fuerzas 
Armadas lo constituye su personal”

El objetivo fundamental del presente proyecto de decreto
es erradicar cualquier forma de discriminación contra los
hombres y mujeres que sirven a la nación en las Fuerzas
Armadas mexicanas. Asimismo, se busca garantizar el res-
peto al interés superior de las hijas e hijos de dichas perso-
nas servidoras públicas, evitando que una norma obsoleta
y desactualizada afecte sus derechos y bienestar. La exis-
tencia de disposiciones legales que vulneran, restringen o
suspenden las garantías constitucionales consagradas en la
Carta Magna resulta incompatible con los principios de
igualdad y de protección de derechos que deben prevalecer
en nuestro país.

Por tanto, es imprescindible adecuar la normativa vigente
para asegurar que ningún integrante de las Fuerzas Arma-
das ni sus hijos e hijas sean objeto de exclusión o limita-
ción en el goce de sus derechos fundamentales.

El marco jurídico mexicano sustenta los derechos de las
personas en cuatro principios esenciales: universalidad,
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Estos
principios garantizan que todas las personas cuenten con
derechos que les protegen de manera integral y que estos
derechos se mantengan y se amplíen conforme avanza la
sociedad. Además, el respaldo de los tratados internaciona-
les firmados y ratificados por México refuerza estos dere-
chos, asegurando que, en todo momento, se favorezca la
protección más amplia posible a las personas.
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El ejercicio de la función legislativa busca dar respuestas a
las problemáticas que enfrenta la sociedad, constituyendo
una de las tareas fundamentales del Congreso de la Unión.
Esta labor no sólo responde a las necesidades sociales, si-
no que también representa, en el contexto de la presente
iniciativa, una deuda pendiente con las Fuerzas Armadas
en materia de reconocimiento y defensa de sus derechos.
Por ello, la adecuación y actualización de la legislación
resultan imprescindibles para garantizar que los dere-
chos de las Fuerzas Armadas sean respetados y protegi-
dos de manera efectiva.

La reforma propuesta tiene un impacto directo en la es-
tructura familiar de las personas integrantes de las Fuer-
zas Armadas, proporcionando seguridad jurídica a las ma-
dres y padres militares y permitiéndoles salvaguardar los
derechos de sus hijos e hijas, incluidos los adoptados. El
respaldo legal a las decisiones parentales relativas a la
composición familiar y al número de hijos es esencial. El
Estado debe proveer este reconocimiento y validación de
las distintas formas familiares, ya que, en caso de no ha-
cerlo, se contravienen los principios de libertad e igual-
dad y se desatienden disposiciones constitucionales rele-
vantes.

El papel de un padre o madre está intrínsecamente ligado a
la protección de sus hijas e hijos, sin importar la forma en
que éstos se incorporaron al núcleo familiar. Un niño, ni-
ña o adolescente adoptado debe ser considerado hijo o
hija de pleno derecho de quienes lo adoptaron, inde-
pendientemente de la condición castrense de estos. Por
tanto, toda disposición normativa debe orientarse a prote-
ger y promover el bien común, garantizando que los mili-
tares que tengan hijas o hijos adoptivos puedan brindarles
los mismos derechos sociales y beneficios que ya les co-
rresponden por ley. De este modo, la reforma busca erra-
dicar cualquier limitación o discriminación, aseguran-
do la plena igualdad y el acceso sin restricciones a los
derechos fundamentales para todos los integrantes de la
familia militar.

De acuerdo con el Sistema Nacional para el Desarrollo In-
tegral de la Familia (SNDIF) “la adopción constituye el
mecanismo mediante el cual niñas, niños y adolescentes
que, por diversas circunstancias, han perdido el vínculo
con su familia biológica pueden integrarse en un entorno
armónico y seguro, rodeados del cariño de una familia que
les brinde condiciones favorables para su desarrollo inte-
gral. Este proceso tiene como finalidad garantizar la esta-

bilidad material y emocional de los menores, proporcio-
nándoles una infancia feliz que los prepare adecuadamente
para la vida adulta”.1

No obstante, la redacción vigente del artículo en estudio
contradice directamente este objetivo fundamental, pues,
en lugar de promover la integración plena y el bienestar de
la infancia adoptada, impone límites que afectan negativa-
mente tanto a los menores como a las familias adoptivas,
en este caso, integradas por integrantes de las Fuerzas Ar-
madas mexicanas. Resulta imprescindible, por tanto, re-
visar y modificar dicha disposición para alinearla con el
principio del interés superior de las infancias y garanti-
zar una protección integral y sin discriminación.

Es innegable que la conformación de la familia en la so-
ciedad actual ha experimentado importantes transforma-
ciones. Ante esta realidad, resulta indispensable que el
marco legislativo evolucione y se adapte para reflejar las
dinámicas y los retos del día a día. La permanencia de dis-
posiciones que no se ajustan a la diversidad familiar con-
temporánea genera problemáticas que afectan directamen-
te a los sectores más vulnerables, como niñas, niños y
adolescentes integrantes de familias adoptivas.

En este sentido, la reforma propuesta constituye un avance
fundamental, ya que contribuye a mejorar la vida de las ni-
ñas, los niños y los adolescentes que sean hijos e hijas
adoptivos de integrantes de las Fuerzas Armadas. Uno de
los aspectos más relevantes es que esta modificación per-
mitirá erradicar el sesgo discriminatorio por edad que ac-
tualmente afecta a los padres y madres militares, garanti-
zando así el pleno acceso a los derechos y prestaciones que
por ley corresponden a sus hijos adoptivos.

La adopción debe ser entendida como un “instrumento
orientado siempre hacia el Interés Superior de la Niñez.
Este principio implica la satisfacción integral de las nece-
sidades de niñas, niños y adolescentes, así como el pleno
ejercicio de todos sus derechos, en el contexto social y
temporal que les corresponde”.2 Así lo establece el Sistema
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia
(SNDIF), subrayando que la finalidad última de la
adopción es garantizar el bienestar y la protección de
los menores, así como un entorno familiar adecuado pa-
ra su desarrollo.

En nuestro país, los procesos de adopción cumplen con una
normativa estricta, lo cual conlleva tiempo para que se con-
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cluya con la misma, ya que su objetivo es garantizar el in-
terés superior del niño, niña o adolescente, y velar que és-
te se cumpla después de la adopción, por lo que, conside-
rando la redacción vigente, en el caso que nos ocupa, su
redacción es limitativa y afecta negativamente a los padres
militares para cumplir con este fin.

La reforma propuesta encuentra sustento en un criterio ju-
risprudencial relevante emitido por la Suprema Corte de
Justicia de la Nación (SCJN). Este criterio establece que,
en los procesos de adopción, debe “prevalecer el interés
superior del niño, niña o adolescente. El objetivo prin-
cipal es que el menor pueda formar parte de una fami-
lia en la que reciba afecto, cuidados, educación y condi-
ciones óptimas para su desarrollo, reconociendo que
todos estos derechos son inherentes a su persona”.3

Asimismo, la idoneidad de quienes buscan adoptar de-
be centrarse exclusivamente en su capacidad para brin-
dar protección y cuidado al menor, permitiendo así su
plena integración en el núcleo familiar. De esta manera,
la reforma se alinea con el principio de garantizar el bien-
estar integral de los menores adoptados, priorizando su de-
recho a crecer en un entorno familiar estable y seguro.

La normativa vigente que se propone reformar tiene un im-
pacto negativo directo sobre los integrantes de las Fuerzas
Armadas mexicanas, ya que introduce una discrimina-
ción basada en la edad. En concreto, limita la posibilidad
de que quienes superan los 45 años puedan adoptar, y en
caso de que ya tengan hijos adoptivos, estos pierden dere-
chos reconocidos por la Ley del Instituto de Seguridad So-
cial para las Fuerzas Armadas Mexicanas una vez que el
adoptante alcanza dicha edad.

Esta situación representa una clara vulneración del
principio de igualdad, pues impide el acceso en condicio-
nes equitativas a la adopción y restringe los derechos de los
hijos e hijas adoptivos de militares, colocándolos en una
posición de desventaja respecto de otros menores. Además,
la pérdida de derechos de los hijos adoptivos por el solo he-
cho de que sus padres cumplen 45 años va en contra del in-
terés superior del niño, niña o adolescente, al limitar su ac-
ceso a los beneficios y protecciones que la ley debería
garantizarles en calidad de personas beneficiarias.

La legislación vigente contempla una serie de derechos y
prestaciones que, en la redacción actual del artículo 18, se
verían vulnerados para los hijos e hijas adoptados por inte-
grantes de las Fuerzas Armadas mexicanas.4 Estas presta-

ciones, que deberían garantizar el bienestar y la protec-
ción de los menores adoptados, abarcan diversos ámbi-
tos fundamentales para la vida y el desarrollo integral
de los beneficiarios.

Entre los derechos susceptibles de ser afectados se encuen-
tran el haber de retiro, la pensión y la compensación, así
como las pagas de defunción y la ayuda para gastos de se-
pelio. Igualmente, el acceso al fondo de trabajo y al fondo
de ahorro, junto con el seguro de vida y el seguro colecti-
vo de retiro, constituyen protecciones económicas indis-
pensables que garantizan la seguridad financiera de los me-
nores adoptados ante contingencias.

Los hijos e hijas adoptivos también podrían perder dere-
chos relacionados con la venta y la ocupación temporal
de casas y departamentos, la posibilidad de acceder a
préstamos hipotecarios y a corto plazo, así como el uso
de tiendas, granjas y centros de servicio. El acceso a servi-
cios turísticos, a casas hogar para retirados y a centros de
bienestar infantil es una prestación que contribuye a un
entorno digno y adecuado para las niñas, los niños y los
adolescentes.

El servicio funerario, las becas y los créditos de capaci-
tación científica y tecnológica, junto con el acceso a cen-
tros de capacitación, desarrollo y superación para dere-
chohabientes, forman parte de los derechos
fundamentales para la formación y el crecimiento de las
niñas, los niños y los adolescentes. Además, la posibilidad
de disfrutar de centros deportivos y de recreo, orienta-
ción social, servicio médico integral, farmacias econó-
micas y acceso a vivienda es una prestación que incide di-
rectamente en la calidad de vida y el desarrollo personal de
los hijos e hijas adoptivos.

Así como el acceso a becas de manutención, becas esco-
lares y becas especiales representa un apoyo indispen-
sable para garantizar la continuidad educativa y el de-
sarrollo académico de niñas, niños y adolescentes
adoptados por personal militar.

La permanencia de la normativa actual implica ignorar las
consecuencias negativas que ésta genera en la vida de ni-
ñas, niños y adolescentes adoptados por integrantes de las
Fuerzas Armadas mexicanas. Estos menores deberían po-
der gozar de todas las condiciones necesarias para su desa-
rrollo integral, sin que existan obstáculos derivados de dis-
posiciones legales discriminatorias.
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Para efectos de analizar el proyecto de decreto, se elaboró
el siguiente cuadro comparativo:

El Estado tiene la responsabilidad de garantizar que los
derechos de los menores sean plenamente ejercidos me-
diante la protección de los derechos de sus padres adop-
tantes, sin restricciones arbitrarias. La falta de acción
ante esta situación constituye una vulneración de los dere-
chos humanos reconocidos en la Constitución, lo que sitúa
a los menores adoptados en una posición de desventaja y
afecta su acceso a prestaciones y condiciones esenciales
para su bienestar.

Por lo tanto, resulta fundamental que la reforma propuesta
se implemente con carácter de urgencia. En el contexto ac-
tual, la permanencia de la normativa vigente implica
que las niñas y los niños adoptados por integrantes de
las fuerzas armadas mexicanas puedan ver restringido
su acceso a los derechos y prestaciones que legalmente
les corresponden. 

Esta situación, lejos de garantizar el bienestar y el desarro-
llo integral de los menores, contribuye a profundizar una
brecha de desigualdad en su entorno familiar y social. Así,
la necesidad de modificar el marco legal se sustenta en la
obligación de garantizar que todos los menores, sin distin-
ción por el origen de su filiación, accedan a condiciones
equitativas para el pleno ejercicio de sus derechos, evitan-
do cualquier forma de discriminación que afecte su futuro
y su calidad de vida. 

Esta reforma se fundamenta en el análisis de diversos or-
denamientos normativos, tanto a nivel nacional como in-
ternacional, que resultan vulnerados por la redacción vi-
gente del artículo 47 de la ley en estudio. Uno de los
principales marcos legales afectados es la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, específica-
mente lo establecido en el artículo 1, quinto párrafo.5

Dicho artículo establece de manera clara y contundente la
prohibición de cualquier forma de discriminación. Esta-
blecer requisitos que limitan el acceso de los hijos adop-

tivos de militares a los beneficios de la ley en función de
la edad del adoptante constituye una discriminación
constitucionalmente prohibida. Esta restricción afecta la
dignidad y los derechos fundamentales de los menores
adoptados, colocándolos en una situación de desventaja
respecto de otros niños y niñas y menoscabando su acceso
a prestaciones y condiciones esenciales para su desarrollo
y bienestar integral.

A su vez, se limita el acceso de los menores adoptados por
militares a los derechos y beneficios que les corresponden,
lo que contraviene la protección integral que el “artículo 4
constitucional establece”.6 Esta restricción, lejos de favo-
recer la organización y el desarrollo de la familia, vulnera
el interés superior de la niñez y dificulta que los niños y ni-
ñas accedan plenamente a sus derechos fundamentales, ta-
les como la alimentación, la salud, la educación y el sano
esparcimiento. Por lo tanto, es imperativo que el marco le-
gal castrense se adecue al mandato constitucional, asegu-
rando que el Estado y los particulares puedan contribuir
efectivamente a la protección y al desarrollo de todos los
menores, sin discriminación alguna por su filiación.

En consecuencia, se advierte una vulneración de la Consti-
tución, dado que la disposición normativa analizada resul-
ta inconstitucional. Asimismo, se observa que la Carta
Magna no establece distinciones entre hijos adoptados y
consanguíneos, aunque dicha diferenciación sí está presen-
te en la normativa castrense.

El cambio está en nuestras manos y representa una oportu-
nidad fundamental para corregir el rumbo en la protección
de los derechos de niñas, niños y adolescentes adoptados
por personas integrantes de las Fuerzas Armadas. Asumir
este compromiso significa reconocer que la defensa de
sus garantías requiere acciones concretas y la elimina-
ción de cualquier disposición normativa que pueda obs-
taculizar su acceso a una vida digna en familia.

Al modificar el marco legal vigente y suprimir requisitos
discriminatorios, se protege efectivamente el derecho de
los menores adoptados a formar parte de una familia
que les brinde apoyo y salvaguarda sus derechos fun-
damentales. Con ello, se garantiza que ninguna norma im-
pida su pleno desarrollo ni les niegue la posibilidad de
construir vínculos familiares sólidos y seguros.

Conforme al Registro de Adopciones del Sistema Nacional
para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF) en el
“2025 había 4 mil 939 niñas, niños y adolescentes registra-
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dos para adopción en diferentes residencias: 2 mil 575 en
otros domicilios, mil 191 en centros de asistencia social, 154
con familia ampliada o extensa y mil 19 en acogimiento pre-
adoptivo, donde 2 mil 473 son niños y 2 mil 466 mujeres; El
número de adopciones concluidas a nivel nacional de 2014-
2025 fue de 3 mil 137 de las cuales 2 mil 839 son naciona-
les, 45 internacionales y 253 en proceso de identificación”.7

La estadística a propósito del Día de la Niña y del Niño del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) refirió
que, en “2023, del total de menores, 63.2 por ciento vivía
con ambos padres, 28 por ciento con la madre, 3 por cien-
to con el padre y 5.8 por ciento no contaba con la presen-
cia de ninguno”.8

Ese “5.8 por ciento equivale a dos millones 99 mil 780 me-
nores que enfrentan condiciones de vida más difíciles; de
ellos, 75.1 por ciento de las niñas y 80.1 por ciento de los
niños asisten a la escuela; sólo 20.8 por ciento de los ado-
lescentes de 12 a 17 años sin padres alcanzó el nivel ba-
chillerato, frente al 24.5 por ciento de quienes viven con
ambos progenitores”.9

Además, “5.7 por ciento de los menores experimenta aisla-
miento lingüístico, por hablar una lengua indígena y no
contar con un entorno familiar que los apoye”.10

Por último, la encuesta reportó que apenas “44.9 por cien-
to de las niñas y 46.2 por ciento de los niños acceden a ser-
vicios de salud”.11

Atendiendo a los datos, este esfuerzo no sólo beneficia a
los menores, sino que también fortalece a las Fuerzas Ar-
madas al promover una cultura institucional basada en
la inclusión, la equidad y el respeto por la dignidad hu-
mana. En definitiva, eliminar barreras discriminatorias en
la normativa es proteger, mediante hechos y no sólo con
palabras, los derechos de la infancia que merece crecer en
un entorno familiar que vele por su bienestar y desarrollo
integral.

Para analizar las implicaciones jurídicas de la adopción
plena, es pertinente referirse al artículo 293 del Código
Civil Federal, en el cual se dispone que dicha figura “ge-
nera un parentesco entre el adoptado, el adoptante, los
familiares de este último y los descendientes del prime-
ro, equiparando al adoptado a la condición de hijo con-
sanguíneo”.12

El artículo 410 A del mismo Código dispone que: “el hijo
adoptado bajo la forma de adopción plena se equipara
al hijo consanguíneo para todos los efectos legales, y tie-
ne en la familia del o los adoptantes los mismos dere-
chos, deberes y obligaciones del hijo consanguíneo y de-
be llevar los apellidos del adoptante o adoptantes”.13 Por lo
tanto, una vez que la resolución judicial de adopción pro-
movida por padres militares adquiere firmeza, sus hijos go-
zarán plenamente de dichos derechos.

Asimismo, el artículo 395 del citado Código establece de
manera explícita la equiparación de derechos y obligacio-
nes entre el adoptante y el adoptado, en términos similares
a la relación existente entre padres e hijos consanguíneos;
es decir, al adoptante se le otorgan las mismas facultades y
responsabilidades respecto de la persona y los bienes del
adoptado que tendría cualquier padre respecto de sus hijos
biológicos.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes establece, en su artículo 2, que el “interés supe-
rior de la niñez debe ser considerado de manera primor-
dial en cualquier decisión que involucre a niñas, niños y
adolescentes”.14 Este principio implica que, ante situacio-
nes debatidas o interpretaciones diversas, se debe priorizar
lo dispuesto en la Constitución y en los tratados interna-
cionales suscritos por México.

Además, la ley establece que, al tomar decisiones que afec-
ten a niñas, niños o adolescentes, ya sea a nivel individual
o colectivo, es necesario evaluar y ponderar todas las
posibles repercusiones. El objetivo principal es salvaguar-
dar su interés superior y garantizar sus derechos procesa-
les, de modo que cualquier resolución respete y proteja sus
garantías fundamentales.

A su vez, establece el concepto de discriminación múltiple
como la “situación de vulnerabilidad específica en la que
se encuentran niñas, niños y adolescentes que, al ser dis-
criminados por tener simultáneamente diversas condicio-
nes, ven anulados o menoscabados sus derechos”.15 Es de-
cir, este tipo de discriminación no se limita a una sola causa
o característica, sino que surge cuando confluyen varias
circunstancias que agravan la exclusión o el menoscabo de
las garantías fundamentales de los menores.

Por su parte, establece el “derecho a la vida, a la super-
vivencia y al desarrollo” como uno de sus principios rec-
tores. Este principio constituye la base para garantizar que
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todas las decisiones y acciones relacionadas con la infancia
prioricen su bienestar y su crecimiento integral.

Asimismo, establece de forma enunciativa pero no limita-
tiva, los derechos específicos que asisten a niñas y niños,
reafirmando la importancia de proteger y promover estas
garantías esenciales, como el “derecho a vivir en condi-
ciones de bienestar y a un sano desarrollo integral,” lo
que implica la obligación de las instituciones y la sociedad
de propiciar entornos adecuados para el crecimiento físico,
mental y emocional de los menores y consagra el “derecho
a la protección de la salud y a la seguridad social”, ase-
gurando el acceso a los servicios necesarios para un desa-
rrollo saludable y seguro.16

A su vez, la Ley General para la Igualdad Sustantiva
entre Mujeres y Hombres garantiza que quienes forman
parte de las Fuerzas Armadas, tanto mujeres como hom-
bres, accedan a los mismos derechos y oportunidades que
las demás personas, estableciendo así un entorno equitati-
vo dentro de las instituciones militares.

Estableciendo la “igualdad de género como la situación
en la que mujeres y hombres tienen las mismas posibi-
lidades y oportunidades para utilizar, controlar y bene-
ficiarse de los bienes, servicios y recursos de la socie-
dad. Asimismo, esta igualdad se extiende a la
participación en la toma de decisiones en todos los ám-
bitos de la vida social, económica, política, cultural y fa-
miliar”.17 Este principio asegura que la equidad no se li-
mite al acceso, sino que abarque también la influencia y la
participación en los espacios de toma de decisiones.

De igual manera, la igualdad sustantiva permite el “acceso
al mismo trato y oportunidades para el reconocimiento,
disfrute o ejercicio de los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales”.18 La igualdad sustantiva implica
que todas las personas, independientemente de su género,
deben recibir un trato igualitario y contar con las mismas
condiciones para ejercer plenamente sus derechos, asegu-
rando así la eliminación de cualquier forma de discrimina-
ción en el entorno castrense.

Con el objetivo de realizar un estudio exhaustivo sobre el
marco normativo nacional relativo a la reforma del artícu-
lo 47 de la Ley del Instituto de Seguridad Social para las
Fuerzas Armadas Mexicanas, se llevó a cabo un análisis de
32 marcos normativos aplicables a la adopción en todas
las entidades federativas del país. Este análisis tuvo co-
mo propósito identificar posibles restricciones relacio-

nadas con la edad de las personas adoptantes en los
procesos de adopción.

En consecuencia, se puede establecer que únicamente en el
Código Civil para el Estado de Colima19 existe una li-
mitante de edad de 65 años para la adopción. Por su parte,
el Código Civil del Estado de Querétaro,20 la Ley de
Adopciones para el Estado de Durango21 y el Código
Civil para el Estado de Guanajuato22 estipulan un lími-
te de sesenta años; únicamente Durango y Guanajuato apli-
can esta restricción específicamente a personas solteras. El
Código Familiar para el Estado Libre y Soberano de
Morelos23 establece un máximo de cincuenta años, mien-
tras que el Código Civil para el Estado de Nayarit24 fija
este límite sólo para adopciones internacionales.

Cabe destacar que algunas de estas restricciones quedan
sujetas al criterio de la persona juzgadora, quien osten-
ta la facultad de determinar si la adopción resulta conve-
niente para el adoptado conforme al principio del interés
superior de la niñez, pudiendo eliminar tales limitaciones
cuando así lo considere pertinente.

Asimismo, se observa que en seis entidades federativas
existen restricciones relacionadas con la edad, específi-
camente superiores a los 45 años, aplicables únicamente
para la realización de una adopción. Estas no afectan los
derechos sociales adquiridos por los adoptados ante las
instituciones de seguridad social estatales una vez lleva-
do a cabo ésta. Por consiguiente, la normativa nacional en
materia de adopción no constituye una justificación res-
pecto de lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexi-
canas.

De igual manera el fondo que busca esta iniciativa no radi-
ca en la edad que tienen para poder adoptar las personas in-
tegrantes de las Fuerzas Armadas, si no el reconocimiento
que dejaran de tener por parte del Instituto castrense
las hijas y los hijos adoptivos de estos cuando cumplan
45 años de edad, acción contraria a una edad límite para
adoptar, ya que estos se deben adoptar a la normativa na-
cional en la materia, limitar los beneficios que pudiera te-
ner los hijos adoptivos es una acto de discriminación y va
en contra del interés superior de la niñez sin omitir el tinte
discriminatorio que tendrá hacia los padres e hijos.

La legislación internacional, a través de la Convención In-
ternacional de los Derechos del Niño, determina en su
artículo 27, numerales 1 y 225 el derecho de cada niño a
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disfrutar de un nivel de vida adecuado que permita su de-
sarrollo físico, mental, espiritual, moral y social. Este
principio implica que los estados parte reconocen explí-
citamente la importancia de garantizar condiciones de
vida óptimas para el desarrollo integral de los menores.

En este sentido, se establece que la responsabilidad pri-
mordial de proveer las condiciones de vida necesarias re-
cae en los padres o en las personas encargadas del niño, la
niña o el adolescente. Dicho deber se encuentra supedi-
tado a las posibilidades y medios económicos de quienes
ejercen la crianza, destacándose la obligación de procurar
siempre el bienestar de los menores.

Asimismo, el artículo 18 de la Convención, en sus nume-
rales 1 y 2, subraya el principio de que ambos padres com-
parten obligaciones comunes respecto a la crianza y el de-
sarrollo del niño.26 La responsabilidad primordial en
esta materia corresponde tanto a los padres como, en su
caso, a los representantes legales y debe orientarse
siempre por el interés superior del menor.

Para garantizar y promover estos derechos, los estados
parte se comprometen a proporcionar la asistencia
apropiada tanto a los padres como a los representantes
legales en el desempeño de sus funciones de crianza.
Además, deben velar por la creación de instituciones, ins-
talaciones y servicios adecuados para el cuidado y la pro-
tección de las infancias, reforzando así el compromiso in-
ternacional de salvaguardar su desarrollo.

El Protocolo Adicional a la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos en Materia de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, mejor conocido como el
“Protocolo de San Salvador”, reconoce la “seguridad so-
cial como un derecho fundamental para todas las personas,
sin distinción. Este instrumento internacional establece que
los estados deben garantizar el acceso efectivo a presta-
ciones de seguridad social”27 protegiendo especialmente
a grupos vulnerables, como los hijos e hijas de integrantes
de las fuerzas armadas.

En caso de que se restrinjan los derechos de seguridad so-
cial a los descendientes de militares, podría incurrirse en
una violación directa a los principios de igualdad y no dis-
criminación consagrados en el Protocolo de San Salvador.
La protección de estos derechos es esencial para asegu-
rar el bienestar y el desarrollo integral de los menores,
quienes no deben verse afectados por la condición labo-
ral de sus progenitores. Además, la seguridad social con-

tribuye a la estabilidad familiar, al acceso a la salud, a la
educación y a la protección frente a riesgos sociales.

Por lo tanto, la observancia del Protocolo de San Salvador
obliga a los estados a evitar cualquier medida que limite in-
justamente los derechos de los hijos e hijas de integrantes
de las fuerzas armadas, reafirmando el compromiso de pro-
tección y promoción de los derechos humanos en los ám-
bitos económico, social y cultural.

Entre ellos destaca la Convención sobre los Derechos del
Niño,28 adoptada en la ciudad de Nueva York, Nueva York.
Este tratado enfatiza que los estados parte reconocen o per-
miten el sistema de adopción, siempre velando por el in-
terés superior de las niñas, niños y adolescentes, de mo-
do que este principio sea la consideración primordial en
dichos procesos. 

La Convención Interamericana sobre Conflicto de Le-
yes en materia de Adopción de Menores,29 la persona
adoptada adquiere la condición de hijo o hija. Asimis-
mo, se establecen requisitos para acreditar la idoneidad del
adoptante, tales como la aptitud física, moral, psicológica
y económica, los cuales deben ser evaluados por institu-
ciones públicas especializadas en la protección de meno-
res. Este procedimiento garantiza que el adoptante cumpla
con las condiciones necesarias para llevar a cabo una adop-
ción y asegurar el bienestar del menor.

La Declaración sobre los Principios Sociales y Jurídicos
Relativos a la Protección y el Bienestar de los Niños, con
Particular Referencia a la Adopción y la Colocación en
Hogares de Guarda, en los Planos Nacional e Interna-
cional30 establece la satisfacción del menor como una res-
ponsabilidad fundamental, considerando que este depende
directamente del bienestar de la familia en la que se des-
arrolla. Se reconoce el derecho del niño a recibir seguri-
dad y un cuidado continuado, lo cual implica que la fa-
milia adoptiva debe poder garantizar su protección
integral.

Asimismo, se señala la obligación de la legislación interna
de cada país para que la persona adoptada sea reconocida
como miembro de la familia adoptiva. Esto conlleva que el
adoptado goce de todos los derechos inherentes a su
nueva condición, equiparándolos a los de cualquier otro
miembro de la familia. La finalidad es asegurar que la in-
tegración sea plena y que no existan diferencias jurídicas
respecto a los derechos y beneficios que le corresponden.
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La propuesta de reforma se funda en los principios ya
consagrados tanto en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos como en diversos tratados in-
ternacionales firmados y ratificados por México. Se re-
conoce la necesidad de que estos derechos, reconocidos
en normas superiores, se reflejen con claridad y contun-
dencia en la legislación específica aplicable a las fuerzas
armadas. De este modo, se busca actualizar el marco ju-
rídico castrense para dotarlo de mayor certeza y claridad,
asegurando que tanto las personas integrantes de las
Fuerzas Armadas como sus hijas e hijos –incluidos aque-
llos adoptados– no vean menoscabados sus derechos en
ningún momento.

La materialización de este decreto contribuirá significativa-
mente a mejorar las oportunidades de los hijos e hijas adop-
tivos de padres militares y de los propios integrantes de las
Fuerzas Armadas. Al ofrecer un respaldo legal sólido, se ga-
rantiza la seguridad jurídica necesaria para promover el bien-
estar y el desarrollo social de estos núcleos familiares, así co-
mo la protección efectiva de sus derechos. En consecuencia,
se posibilita que cuenten con un futuro digno y en paz, en sin-
tonía con los valores de equidad y justicia que deben preva-
lecer en toda sociedad democrática.

Realizar este cambio representará un avance funda-
mental para el reconocimiento y la dignificación de las
Fuerzas Armadas, ya que aborda directamente una de
las problemáticas más sensibles que enfrenta el perso-
nal militar en su ámbito familiar. Es innegable que los
hombres y mujeres que integran las Fuerzas Armadas rea-
lizan sacrificios significativos en el cumplimiento de su de-
ber, lo que, en muchas ocasiones, implica alejarse de sus
seres queridos y enfrentar situaciones complejas que afec-
tan la dinámica de sus hogares.

Como personas legisladoras, recae sobre nosotros la res-
ponsabilidad de velar por quienes sirven a la nación con
entrega y compromiso. La aprobación de esta reforma
no sólo es una respuesta inmediata a sus necesidades,
sino también un acto de justicia y reconocimiento al sa-
crificio diario que realizan por el bienestar y la seguri-
dad del país. Es fundamental respaldar y proteger a todas
las personas que, con lealtad, disciplina, honor y valor,
contribuyen a enaltecer la patria. De esta manera, se pro-
mueve no sólo el bienestar de los integrantes de las Fuer-
zas Armadas, sino también la estabilidad y el desarrollo de
sus familias.

En consecuencia, esta propuesta busca subsanar los vicios
de inconstitucionalidad identificados y otorgar una adecua-
da protección y respaldo a los padres militares, sin que la
edad a la que realicen la adopción constituya una limi-
tación. Asimismo, la reforma beneficiará a las hijas e
hijos adoptados bajo dichas condiciones.

La labor legislativa exige la colaboración activa de todas
las fuerzas políticas que integran el parlamento. Ningún
avance significativo puede lograrse de manera unilateral,
ya que la pluralidad de opiniones y posiciones fortalece el
proceso democrático y garantiza que las reformas respon-
dan realmente a las necesidades de la sociedad.

Asumir la responsabilidad de modificar aquellas disposi-
ciones normativas contrarias al bien común es un deber
fundamental de quienes ocupan un escaño en el parlamen-
to. Esta tarea implica reconocer el privilegio inherente a la
función pública y actuar con plena conciencia de que cada
decisión adoptada puede impactar directamente en la vida
de la ciudadanía, contribuyendo así a la construcción de
una sociedad más justa y equitativa.

Por todos los argumentos señalados en párrafos preceden-
tes, someto a consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 47 de la Ley
del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Ar-
madas Mexicanas

Único. Se reforma el artículo 47 de la Ley del Instituto
de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexica-
nas, para quedar como sigue:

Artículo 47. Las personas reconocidas legalmente como
hijas o hijos adoptivos tendrán los derechos y beneficios
previstos en la presente Ley.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al presente decreto.
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15 Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes/Ar-
tículo, fracción IX/ Última reforma publicada DOF 24-12-2024/ 26-
01-2026/ Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA.pdf

16 Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes/ “Artículos
2, 4, fracción IX, 6, fracción VI, 13, I, VII y IX, 27”. /11/01/2021/México/
Disponible en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGDNNA_110121.pdf

17 Cámara de Diputados/ Ley General para la Igualdad Sustantiva en-
tre Mujeres y Hombres/ Última reforma publicada DOF 15-01-2026/
Artículo 5 fracción IV/ 26-01-2026/ Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGISMH.pdf

18 Cámara de Diputados/ Ley General para la Igualdad Sustantiva en-
tre Mujeres y Hombres/ Última reforma publicada DOF 15-01-2026/
Artículo 5 fracción V/ 26-01-2026/ Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGISMH.pdf

19 H. Congreso del Estado de Colima/ Código Civil para el Estado de
Colima/ Artículo 390-A/ Última Reforma 17-05-2025/ Disponible en: 
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https://congresocol.gob.mx/web/Sistema/uploads/LegislacionEsta-
tal/Codigos/codigo_civil_17mayo2025.pdf

20 Congreso del Estado de Querétaro/Código Civil del Estado de Que-
rétaro/ Artículo 377/ 07-03-2025/ Disponible en: 

https://site.legislaturaqueretaro.gob.mx/CloudPLQ/InvEst/Codi-
gos/COD-ID-02.pdf

21 Congreso del Estado de Durango/ Ley de Adopciones para el Esta-
do de Durango/ Artículo 7/ Última Reforma 6-04-2025/ Disponible en: 

https://congresodurango.gob.mx/Archivos/legislacion/LEY%20D
E%20ADOPCIONES.pdf

22 H. Congreso del Estado de Guanajuato/ Código Civil para el Esta-
do de Guanajuato/ / Última Reforma 18-12-2025/ Disponible en: 

https://congreso-gto.s3.amazonaws.com/uploads/reforma/pdf/
3689/CCG_REF_18Diciembre2025_DL113.pdf

23 Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado de Morelos/ Có-
digo Familiar para el Estado Libre y Soberano de Morelos/ Artículo
361/ Pág. 144/ Última Reforma: 15-10-2025/ Disponible en línea: 

http://marcojuridico.morelos.gob.mx/archivos/codigos/pdf/CFA-
MILIAREM.pdf

24 Poder Legislativo del Estado de Nayarit/ Código Civil para el Esta-
do de Nayarit/ Artículo 402 H fracción III/ Última Reforma: 17-12-
2025/ Disponible en: 

https://congresonayarit.gob.mx/wp-content/uploads/QUE_HACE-
MOS/LEGISLACION_ESTATAL/codigos/codigo_civil_estado_d
e_nayarit.pdf

25 Fondo de las Naciones Unidas por la Infancia (UNICEF)/” Con-
vención sobre los Derechos del Niño” /1989/Disponible en line en: 

https://www.un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf

26 Ídem.

27 Organización de los Estados Americanos/ Protocolo Adicional a la
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”/
Artículo 9/ DOF 1-09-1998/ Disponible en: 

https://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Huma-
nos/PI2.pdf 

28 Organización de las Naciones Unidas/ Convención sobre los Dere-
chos del Niño/ Artículos 3 y 21/ DOF 25-01-1991/ Disponible en: 

https://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Huma-
nos/D40.pdf

29 Organización de los Estados Americanos/ Convención Interameri-
cana sobre Conflicto de Leyes en materia de Adopción de Menores /
Artículos 1 y 8/ DOF 21-08-1987/ Disponible en: 

https://www.oas.org/dil/esp/Convencion_Interamericana_sobre_C
onflictos_de_Leyes_en_materia_de_Adopcion.pdf

30 Asamblea General de la ONU/ Declaración sobre los Principios So-
ciales y Jurídicos Relativos a la Protección y el Bienestar de los Niños,
con Particular Referencia a la Adopción y la Colocación en Hogares de
Guarda, en los Planos Nacional e Internacional/ Artículos 2,5 y
16/Adoptada ONU Resolución/ 41/85, 3 de diciembre de 1986/ Dispo-
nible en: 

https://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20Huma-
nos/INST%2030.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Anayeli Muñoz Moreno (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Defensa Nacional, para dic-
tamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS 
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, Y

LEY GENERAL DE SALUD 

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las leyes General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, y General de Salud, en materia de tamizaje
neonatal ampliado y prevención de la salud materno-infan-
til, a cargo de la diputada María de Fátima García León, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada María de Fátima García León,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano de la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; así como 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
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esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes y por el que se adiciona la fracción III Ter del ar-
tículo 64 de la Ley General de Salud, en materia de tami-
zaje neonatal ampliado y prevención de la salud
materno-infantil, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

El tamizaje neonatal es un procedimiento que se aplica a
los recién nacidos, aparentemente sanos, para descubrir en-
fermedades que con el tiempo pueden ocasionar daños gra-
ves e irreversibles en las niñas y niños, con la finalidad de
iniciar un tratamiento oportuno y así evitar o aminorar las
consecuencias del padecimiento. Se practica obteniendo
gotas de sangre, usualmente reunidas del talón y colectadas
en un papel filtro especial. Es efectivo para el diagnóstico
precoz de enfermedades, padecimientos e incluso discapa-
cidades, para su atención médica; disminuyendo la grave-
dad de la enfermedad, mejorando la calidad de vida y re-
duciendo la mortalidad.

La salud infantil se comienza a vigilar desde que las ma-
dres están embarazadas, de tal manera que la atención pre-
natal mediante el contacto con personal de salud, la vigi-
lancia de la evolución del embarazo, una adecuada
preparación para el parto, el puerperio y el manejo de la
persona recién nacida abarca el sistema completo de aten-
ción médica y protección a la salud materna infantil. La
Organización Mundial de la Salud considera que el cuida-
do materno es una prioridad que forma parte de las políti-
cas públicas como estrategia para optimizar los resultados
del embarazo y prevenir la mortalidad materna y perinatal.

La adecuada atención medica durante el embarazo, parto y
postparto, así como el cuidado de los recién nacidos en sus
primeros días, permite reducir la mortalidad materna e in-
fantil y mejorar la calidad de vida de las familias. Es fun-
damental que todas las mujeres reciban una atención ade-
cuada y oportuna, pues esto facilita la detección de riesgos
desde las primeras etapas del embarazo y previene compli-
caciones graves, lo que repercute en el bienestar tanto para
ellas, como para los bebés.

Si bien, en los últimos años ha habido un gran avance cien-
tífico y tecnológico para detectar enfermedades heredita-
rias y congénitas, en México todavía no es posible que to-
da la población infantil reciba los beneficios de la prueba
del tamiz neonatal ampliado, puesto que no está incluido

en la mayor parte de las leyes de salud en el país. Lo ante-
rior tiene como consecuencia que no se puedan detectar de
manera oportuna diversas enfermedades congénitas que
pueden ser controladas y tratadas, con lo que se evitarían
altos costos económicos y sociales.

Como parte de la normativa internacional, la Declaración
Universal de los Derechos Humanos1 menciona en el ar-
tículo 25, que toda persona tiene derecho a un nivel de vi-
da adecuado que asegure salud y bienestar; para el caso de
la maternidad y la infancia, estas tienen derecho a cuidados
y asistencia especial. Por otro lado, el Pacto Internacional
de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales2, en el
artículo 12 establece que los Estados parte deben reconocer
el derecho de los individuos al más alto nivel posible de sa-
lud, para lo cual se deben implementar las medidas nece-
sarias para reducir la mortalidad infantil, sano desarrollo de
la niñez, prevención y tratamiento de enfermedades y la
creación de servicios médicos para todas y todos los niños. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pac-
to de San José de Costa Rica”3, en el protocolo adicional
establece en el artículo 10 que los Estados parte deben
brindar la atención primaria a la salud, extender los benefi-
cios de los servicios de salud a todos los individuos, pre-
vención y tratamiento de las enfermedades, y la satisfac-
ción de las necesidades de salud de los grupos de más alto
riesgo. Mientras que en el artículo 16 menciona las medi-
das de protección a la niñez por parte de la familia, la so-
ciedad y el Estado. Además, la Convención de los Dere-
chos del Niño4 en su artículo 24, menciona que se debe
garantizar el más alto nivel posible de salud y de acceso a
los servicios de tratamiento y rehabilitación.

La Organización Panamericana de Salud, en 2014, indicó
que es importante llevar un control en el embarazo, para la
detección de posibles alteraciones que podrían estar ocu-
rriendo en la gestación, mediante inspecciones físicas pe-
riódicas a manera de garantizar un embarazo en óptimas
condiciones, con el nacimiento del recién nacido sano y
procurando la estabilidad física, mental y emocional de la
madre. De tal manera que la atención materno-infantil son
las acciones que se realizan durante el embarazo para el
cuidado de la madre y, a su vez, del feto o del recién naci-
do.

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos se ha estipulado el derecho a la protección de la salud
teniendo como base el principio de interés superior de la
niñez, para el cual se debe contar con los mecanismos y es-
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trategias, con el fin de garantizar el cumplimiento de sus
derechos. Mientras que en la Ley General de Salud se men-
ciona la prestación de servicios de salud y la atención ma-
terno-infantil, donde menciona que la atención integral en
el embarazo, parto y puerperio es un elemento fundamen-
tal para contribuir a la prevención de padecimientos y com-
plicaciones mediante la identificación y atención oportuna
de las mismas, con estrategias de detección en etapa pre-
natal y aquellas que se realizan los primeros días de vida.

Finalmente, la Ley General de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes establece que se debe garantizar el
cumplimiento del derecho a la salud, asentando como base
el principio del interés superior de la niñez, la igualdad y la
no discriminación; en donde se asegure la asistencia médi-
ca y sanitaria con enfoque en la atención primaria, y tam-
bién la atención medica materno-infantil.

En México se reconoce la importancia de la atención mé-
dica en la primera infancia, específicamente en las perso-
nas recién nacidas, como lo son los procesos de tamizaje.
El tamizaje neonatal fue implementado en México desde
los años 70 y se consolidó el primer programa nacional
hasta finales de los años 80, representando uno de los pro-
gramas de salud más grandes y exitosos del país y también
de América Latina. En 2011 se aprobó una ley que estable-
cía el tamizaje auditivo neonatal universal obligatorio para
todos los recién nacidos; en 2013 se reformó la ley general
de salud para incluir también la revisión de retina del pre-
maturo, así como el tamiz oftalmológico universal y re-
cientemente, en 2021, se adiciona el tamiz neonatal cardia-
co para la detección de cardiopatías congénitas graves.5

Con la Norma Oficial Mexicana para la prevención y con-
trol de los defectos al nacimiento (NOM-034-SSA2-
2013)6, que incluye la ampliación del Tamiz Metabólico
Neonatal ampliado para todos los recién nacidos en Méxi-
co, ha permitido que a lo largo de estos años la operativi-
dad del programa identifique áreas de oportunidad, y dife-
rentes retos a los que se enfrenta para consolidarse como
una estrategia integral, que se inicia con la toma de la
muestra de tamiz, continúa con el seguimiento de estos pa-
cientes en su desarrollo físico y psicomotor y culmina con
la disponibilidad del tratamiento a lo largo de toda su vida.

Mientras que la NOM-007-SSA2-20167, menciona que la
salud materno-infantil constituye en el derecho de las mu-
jeres a recibir atención digna, de calidad y con pertinencia
cultural, siendo respetuosa de su autonomía, puesto que en

una correcta atención prenatal se asegura la reproducción
biológica y social del ser humano; pues es la condición
esencial del bienestar de las familias, y constituye un ele-
mento clave para reducir las desigualdades y la pobreza.
De 2020 a 2023, a nivel nacional 63 por ciento de las mu-
jeres embarazadas acudió a consultas prenatales oportunas
y se registró 86 por ciento de efectividad para un control
adecuado y conforme a la norma oficial mexicana8.

Según el Comité Mexicano para el Tamiz Neonatal Car-
diaco, en la Revista Mexicana de Pediatría menciona que
se pueden ahorrar millones de pesos en los diagnósticos
tempranos al momento del nacimiento o de manera prena-
tal, en comparación con el costo total de la atención y tra-
tamiento de un paciente que fue diagnosticado tardíamen-
te. Es decir, que en términos presupuestales la prevención,
detección y atención temprana beneficia económicamente
al país y fomenta la inversión a futuro9.

La medicina preventiva como la rama de la medicina en-
cargada de prevenir el desarrollo de enfermedades, emple-
ando métodos para promover y mantener la salud y el bien-
estar, con lo que se evitaría el comienzo de una
enfermedad, la incapacidad y la muerte prematura. Con
una eficiente atención durante la gestación y materno-in-
fantil, se disminuye la mortalidad de los niños menores de
cinco años, mientras que las pruebas de tamiz neonatal sir-
ven para detectar a recién nacidos portadores de alguna pa-
tología antes de que la enfermedad se manifieste por medio
de síntomas y poder prevenir las incapacidades físicas,
mentales o fallecimientos, por ello es que el tamiz es parte
de la medicina preventiva y una prueba fundamental para
contribuir a la salud de miles de personas.

La implementación del tamiz neonatal es un esfuerzo sig-
nificativo para que el sistema de salud mexicano sea más
eficiente, equitativo y universal, siendo una estrategia efec-
tiva para reducir la morbilidad y la mortalidad en el país,
apoyando al rendimiento del presupuesto por medio de la
prevención en la salud materno-infantil y detección tem-
prana de padecimientos en recién nacidos; básicamente el
beneficio del tamiz neonatal es más alto en comparación
con el costo de implementación. Según cifras del Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) en promedio aplica al-
rededor de 350 mil 75810 pruebas de tamizaje metabólico
neonatal al año, sin embargo, aunque se fomenta dicha
prueba entre la población, es necesaria una cobertura am-
plia para la detección de padecimientos metabólicos, audi-
tivos, cardíacos y visuales, de tal manera que necesita asen-
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tarse en las leyes para brindar certeza jurídica para las ma-
dres y los infantes que necesitan garantía en su derecho a
la protección de la salud.

Actualmente, se realizó un anunció por parte del IMSS en
el que se ampliará el tamizaje neonatal mediante la opera-
ción de un esquema de 16 biológicos para distintas etapas
de la vida, el uso de pruebas rápidas de última generación
para detección ambulatoria de infecciones relevantes y la
consolidación de un tamiz metabólico neonatal ampliado de
6 a 47 padecimientos, con capacidad de seguimiento, con-
firmación y atención especializada. Sin embargo, existen
brechas en la población sin seguridad social y en los Insti-
tutos Nacionales de Salud frente a los recortes presupuesta-
les; de tal modo que hay un gran número de la población in-
fantil que esta siendo vulnerada en su derecho a la salud al
no tener acceso a la prueba de tamizaje neonatal.

Para lo anterior, se propone destinar un porcentaje fijo de
la recaudación el impuesto especial sobre producción y
servicios a bebidas azucaradas y alimentos no esenciales
a un Fondo de Prevención Perinatal; además de imple-
mentar un esquema donde las empresas proveedoras de
plataformas de tamizaje puedan cofinanciar el manteni-
miento de los equipos a cambio de contratos de suminis-
tro de largo plazo, con la finalidad de reducir los costos
unitarios por prueba.

Sumado a lo anterior, se pueden crear convenios de coor-
dinación y colaboración para que los estados de la Repú-
blica con alta infraestructura puedan procesas las muestras
de los estados vecinos, para optimizar el gasto en reactivos
y personal especializado, en lugar de que cada estado pro-
cese sus muestras.

Hay una gran diversidad de enfermedades que pueden de-
tectarse en los recién nacidos, sin embargo, la inequidad en
el acceso de oportunidades en México limita la atención a
la salud, sobre todo en sectores de la población vulnerables
e históricamente marginados. Por lo cual, es indispensable
que el marco jurídico mexicano brinde certeza a los recién
nacidos y sus familias, además de no permitir la elusión de
la responsabilidad del Estado mediante políticas públicas de
salud que sean equitativas y justas. Debe ser prioridad que
toda niña y niño nacido en México tenga la misma oportu-
nidad de vivir que los demás al prevenir discapacidades y
enfermedades que pudieron detectarse a tiempo. 

La salud de la madre y del recién nacido están relacionadas
estrechamente, además de que está científicamente compro-

bado que los casos de morbilidad y mortalidad materno e
infantil pueden prevenirse, evitando la muerte de las niñas
y niños. Por ello es necesario estipular en las leyes vigentes
la importancia de la atención médica materno-infantil y el
tamizaje como medidas básicas de prevención y reducción
de la morbilidad y mortalidad infantil. Para lo cual se des-
arrolla la siguiente propuesta en el cuadro comparativo: 
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Por lo expuesto, someto a la consideración de esta honora-
ble soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes y se adiciona la fracción III Ter
del artículo 64 de la Ley General de Salud, en materia
de tamizaje neonatal ampliado y prevención de la salud
materno-infantil

Primero. Se adiciona la fracción XIX al artículo 50 y se re-
forman los párrafos segundo y tercero del propio artículo,
y se reforma el artículo 52 de la Ley General de Derechos
de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Artículo 50. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a
disfrutar del más alto nivel posible de salud, así como a re-
cibir la prestación de servicios de atención médica gratuita

y de calidad de conformidad con la legislación aplicable,
con el fin de prevenir, proteger y restaurar su salud. Las au-
toridades federales, de las entidades federativas, municipa-
les y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de Mé-
xico, en el ámbito de sus respectivas competencias, en
relación con los derechos de niñas, niños y adolescentes, se
coordinarán a fin de:

I. a XVIII. …

XIX. Promover, garantizar el acceso y establecer ba-
ses de coordinación con el Sistema Nacional de Salud
para la realización universal del tamizaje neonatal
ampliado.

Asimismo, garantizarán que todos los sectores de la socie-
dad tengan acceso a educación y asistencia en materia de
principios básicos de salud y nutrición, ventajas de la lac-
tancia materna exclusiva durante los primeros seis meses y
complementaria hasta los dos años de edad; así como la in-
formación, orientación y canalización del tamizaje neo-
natal, la prevención de embarazos, higiene, medidas de
prevención de accidentes y demás aspectos relacionados
con la salud de niñas, niños y adolescentes.

Los sistemas nacional y estatales de Salud deberán garan-
tizar el pleno cumplimiento del derecho a la salud aten-
diendo al derecho de prioridad, al interés superior de la ni-
ñez, la igualdad sustantiva, la no discriminación y la
protección de la salud mediante la medicina preventiva,
así como establecer Acciones afirmativas a favor de niñas,
niños y adolescentes. 

En todos los casos se respetará el derecho a la intimidad de
niñas, niños y adolescentes.

Artículo 52. Las autoridades federales, de las entidades fede-
rativas, municipales y de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, deben desarrollar políticas, además de estrategias
de prevención, atención y control, para fortalecer la salud
materno-infantil y aumentar la esperanza de vida.

Segundo. Se adiciona la fracción III Ter del artículo 64 de
la Ley General de Salud.

Artículo 64. En la organización y operación de los servi-
cios de salud destinados a la atención materno-infantil, las
autoridades sanitarias competentes establecerán:
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I. a III Bis. …

III Ter. Acciones de implementación y promoción del
tamiz neonatal para la detección, atención y control
de padecimientos de tipo metabólico, auditivo, car-
diaco y visual.

IV. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, los Congresos de las Entidades Federativas contarán
con un plazo máximo de ciento ochenta días para armoni-
zar el marco jurídico correspondiente de conformidad a lo
establecido por el presente decreto.

Tercero. El titular del Ejecutivo federal, por conducto de la
Secretaría de Salud y de la Secretaría de Gobernación, en
el ámbito de sus respectivas competencias, realizará las
adecuaciones al Reglamento de la Ley General de Salud en
Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica y
el Reglamento de la Ley General de los Derechos de las
Niñas, Niños y Adolescentes, con un plazo máximo de
ciento ochenta días, después de la entrada en vigor del pre-
sente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada María de Fátima García León (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Derechos de la Ni-
ñez y Adolescencia, y de Salud, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
tamizaje neonatal ampliado y atención médica materno-in-
fantil, a cargo de la diputada María de Fátima García León,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La que suscribe, diputada María de Fátima García León,
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano de la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; así como 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable soberanía la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma el párrafo cuarto y el párrafo un-
décimo y se adiciona el párrafo quinto recorriéndose los
subsecuentes al artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de tamizaje ne-
onatal ampliado y atención médica materno-infantil, con-
forme a la siguiente

Exposición de Motivos

Es preciso mencionar, que la presente iniciativa fue turna-
da por la Mesa Directiva a la Comisión de Puntos Consti-
tucionales para su dictaminación el 28 de abril de 2025. La
comisión dictaminadora no emitió el dictamen conforme a
los plazos establecidos en el artículo 89, numeral 2, frac-
ción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados. Por lo
anterior y con objeto de continuar con el proceso de dicta-
men que se lleva a cabo en la Comisión de Puntos Consti-
tucionales, se presenta ante esta soberanía de nueva cuen-
ta, a efecto de retomar dicho proceso.

Uno de los temas más importantes para la atención de la sa-
lud de la población mexicana, específicamente de la niñez,
es el tamizaje neonatal, siendo un procedimiento que se
aplica a los recién nacidos, aparentemente sanos, para des-
cubrir enfermedades que con el tiempo pueden ocasionar
daños graves e irreversibles en las niñas y niños, con la fi-
nalidad de iniciar un tratamiento oportuno y así evitar o
aminorar las consecuencias del padecimiento. Es efectivo
para el diagnóstico oportuno de enfermedades, padeci-
mientos e incluso discapacidades, para su atención médica;
disminuyendo la gravedad de la enfermedad, mejorando la
calidad de vida y reduciendo la mortalidad.

Según la Revista Conamed (2023) y conforme al Centro
Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva de
la Secretaría de Salud, entre 2012 y 2018 se tamizaron a
más de 5.7 millones de recién nacidos, detectando a un to-
tal de 5 mil 209 casos de afectados por padecimientos1. Sin
embargo, existen deficiencias en su implementación; ha-
blando específicamente del tamizaje metabólico; hay una
falta de cobertura universal, además de la disminución del
tiempo de entrega de los resultados y el lograr la cobertura
de las pruebas confirmatorias, pues según datos del año
2014, 14 por ciento de los casos que fueron sospechosos de
algún padecimiento no contaron con una prueba confirma-
toria; lo anterior causa incertidumbre en las familias y afec-
ta gravemente su derecho a la salud.

Respecto al tamizaje auditivo, teniendo como objetivo
principal la detección de trastornos auditivos congénitos
permanentes, principalmente aquellos severos o profundos;
conforme a la Revista Mexicana de Comunicación, Audio-
logía, Otoneurología y Foniatría (2015)2 en México la
prevalencia de la pérdida auditiva se estima en 2 a 3 por ca-
da 10 mil recién nacidos. Cuando no se realiza la prueba de
tamizaje auditivo a tiempo se perjudica la adquisición del
lenguaje y el desarrollo cognitivo y psicosocial de los me-
nores. De las principales barreras para mejorar la cobertu-
ra y eficacia es la escasez de los recursos destinados a los
insumos y personal para brindar el servicio de tamizaje au-
ditivo, así como la falta de concientización e importancia
del programa en la población.

Acerca del tamizaje oftalmológico, que tiene la finalidad
de reducir la discapacidad visual a largo plazo, a pesar de
que en México desde el 2013 se estableció su aplicación en
la Ley General de Salud a la cuarta semana del nacimien-
to, no se especificó si sería el tamizaje básico o avanzado,
causando que su cobertura no sea universal y la falta de
certeza respecto a la salud de las niñas y niños; lo anterior
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desencadenó que México se ubique dentro de los 20 países
con mayor número de personas con discapacidad visual o
ceguera, siendo la segunda discapacidad más frecuente en
el país y casi 50 por ciento de la población tiene deficien-
cia visual según datos del Instituto Nacional de Estadística,
Geografía e Informática3.

Finalmente, con relación al tamizaje cardiaco y según la
Revista Conamed, las cardiopatías congénitas se calculan
en 1 por ciento de los recién nacidos, de los cuales 25 por
ciento corresponden a cardiopatías congénitas críticas y
para ellas usualmente se requieren intervenciones masivas
dentro de los primeros 28 días de vida, ya que pueden oca-
sionar la muerte. Además, según la Gaceta Médica de Mé-
xico (2022), se calcula que uno de cada tres recién nacidos
con cardiopatía congénita es dado de alta sin diagnóstico
alguno, aumentando las tasas de mortalidad de los infantes,
pese a que el costo del programa se calcula en 29.3 pesos
mexicanos por cada recién nacido, siendo una cifra muy
por debajo de los costos asociados con la detección tardía
y su tratamiento4.

Como parte de la normativa internacional, la Declaración
Universal de los Derechos Humanos5 menciona en el ar-
tículo 25, que toda persona tiene derecho a un nivel de vida
adecuado que asegure salud y bienestar; para el caso de la
maternidad y la infancia, estas tienen derecho a cuidados y
asistencia especial. Por otro lado, el Pacto Internacional de
los Derechos Económicos, Sociales y Culturales6, en el ar-
tículo 12 establece que los Estados parte deben reconocer el
derecho de los individuos al más alto nivel posible de salud,
para lo cual se deben implementar las medidas necesarias
para reducir la mortalidad infantil, sano desarrollo de la ni-
ñez, prevención y tratamiento de enfermedades y la crea-
ción de servicios médicos para todas y todos los niños.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pac-
to de San José de Costa Rica”7, en el protocolo adicional
establece en el artículo 10 que los Estados parte deben
brindar la atención primaria a la salud, extender los benefi-
cios de los servicios de salud a todos los individuos, pre-
vención y tratamiento de las enfermedades, y la satisfac-
ción de las necesidades de salud de los grupos de más alto
riesgo. Mientras que en el artículo 16 menciona las medi-
das de protección a la niñez por parte de la familia, la so-
ciedad y el Estado. Además, la Convención de los Dere-
chos del Niño8 en el artículo 24, menciona que se debe
garantizar el más alto nivel posible de salud y de acceso a
los servicios de tratamiento y rehabilitación.

Por otro lado, la Organización Panamericana de Salud en
2014, indicó que es importante llevar un control en el em-
barazo, para la detección de posibles alteraciones que po-
drían estar ocurriendo en la gestación, mediante inspeccio-
nes físicas periódicas a manera de garantizar un embarazo
en óptimas condiciones, con el nacimiento del recién naci-
do sano y procurando la estabilidad física, mental y emo-
cional de la madre. De tal manera que la atención materno-
infantil son las acciones que se realizan durante el embarazo
para el cuidado de la madre y, a su vez, del feto o del recién
nacido.

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos se ha estipulado el derecho a la protección de la salud te-
niendo como base el principio de interés superior de la ni-
ñez, para el cual se debe contar con los mecanismos y
estrategias, con el fin de garantizar el cumplimiento de sus
derechos. Mientras que en la Ley General de Salud se men-
ciona la prestación de servicios de salud y la atención ma-
terno-infantil, donde menciona que la atención integral en el
embarazo, parto y puerperio es un elemento fundamental pa-
ra contribuir a la prevención de padecimientos y complica-
ciones mediante la identificación y atención oportuna de las
mismas, con estrategias de detección en etapa prenatal y
aquellas que se realizan los primeros días de vida.

Finalmente, la Ley General de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes establece que se debe garantizar el
cumplimiento del derecho a la salud, asentando como base
el principio del interés superior de la niñez, la igualdad y la
no discriminación; en donde se asegure la asistencia médi-
ca y sanitaria con enfoque en la atención primaria, y tam-
bién la atención medica materno-infantil.

En México se reconoce la importancia de la atención médi-
ca en la primera infancia, específicamente en las personas
recién nacidas, con la aplicación de las pruebas de tamizaje.
El tamizaje neonatal se comenzó a practicar en México des-
de los años 70 y se consolidó el primer programa nacional
hasta finales de los años 80, representando uno de los pro-
gramas de salud más grandes y exitosos del país y también
de América Latina. En 2011 se aprobó una ley que estable-
cía el tamizaje auditivo neonatal universal obligatorio para
todos los recién nacidos; en 2013 se reformó la Ley General
de Salud para incluir también la revisión de retina del pre-
maturo, así como el tamiz oftalmológico universal y recien-
temente, en 2021, se adiciona el tamiz neonatal cardiaco pa-
ra la detección de cardiopatías congénitas graves.9
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Con la Norma Oficial Mexicana para la prevención y con-
trol de los defectos al nacimiento (NOM-034-SSA2-
2013)10, que incluye la ampliación del Tamiz Metabólico
Neonatal ampliado para todos los recién nacidos en Méxi-
co, ha permitido que a lo largo de estos años la operativi-
dad del programa identifique áreas de oportunidad, y dife-
rentes retos a los que se enfrenta para consolidarse como
una estrategia integral, que se inicia con la toma de la
muestra de tamiz, continúa con el seguimiento de estos pa-
cientes en su desarrollo físico y psicomotor y culmina con
la disponibilidad del tratamiento a lo largo de toda su vida.

Mientras que la NOM-007-SSA2-201611, menciona que la
salud materno-infantil constituye en el derecho de las mu-
jeres a recibir atención digna, de calidad y con pertinencia
cultural, siendo respetuosa de su autonomía, puesto que en
una correcta atención prenatal se asegura la reproducción
biológica y social del ser humano; pues es la condición
esencial del bienestar de las familias, y constituye un ele-
mento clave para reducir las desigualdades y la pobreza.
De 2020 a 2023, a nivel nacional 63 por ciento de las mu-
jeres embarazadas acudió a consultas prenatales oportunas
y se registró 86 por ciento de efectividad para un control
adecuado y conforme a la norma oficial mexicana12.

Según el Comité Mexicano para el Tamiz Neonatal Car-
diaco, en la Revista Mexicana de Pediatría menciona que
se pueden ahorrar millones de pesos en los diagnósticos
tempranos al momento del nacimiento o de manera prena-
tal, en comparación con el costo total de la atención y tra-
tamiento de un paciente que fue diagnosticado tardíamen-
te. Es decir, que en términos presupuestales la prevención,
detección y atención temprana beneficia económicamente
al país y fomenta la inversión a futuro13.

Sin embargo, la niñez sigue siendo el grupo más vulnera-
ble de la población, a pesar de todo el andamiaje jurídico
que se tiene, toda vez que la política pública no se encuen-
tra armonizada con las normas jurídicas, los avances cien-
tíficos, los derechos humanos y la ética, sumado a un Esta-
do que no se preocupa por las generaciones futuras y los
costos presupuestales que implica no prevenir ni atender la
salud de la infancia en su presente.

La medicina preventiva como la rama de la medicina en-
cargada de prevenir el desarrollo de enfermedades, emple-
ando métodos para promover y mantener la salud y el bien-
estar, evita las apariciones de ciertas enfermedades,
discapacidades y la muerte prematura. Con una eficiente
atención durante la gestación y la etapa materno-infantil, se

disminuye la mortalidad de los niños menores de cinco
años, mientras que las pruebas de tamiz neonatal sirven pa-
ra detectar a recién nacidos portadores de alguna patología
antes de que la enfermedad se manifieste por medio de sín-
tomas y poder prevenir las incapacidades físicas, mentales
o fallecimientos, por ello es que el tamiz es parte de la me-
dicina preventiva y una prueba fundamental para contribuir
a la salud de miles de personas.

La salud infantil se debe comenzar a vigilar desde que las
madres están embarazadas, de tal manera que la atención
prenatal mediante el contacto con personal de salud, la vi-
gilancia de la evolución del embarazo, una adecuada pre-
paración para el parto, el puerperio y el manejo de la per-
sona recién nacida abarca el sistema completo de atención
médica y protección a la salud materna infantil. La Orga-
nización Mundial de la Salud considera que el cuidado ma-
terno es una prioridad que forma parte de las políticas pú-
blicas como estrategia para optimizar los resultados del
embarazo y prevenir la mortalidad materna y perinatal.

La implementación del tamiz neonatal es un esfuerzo sig-
nificativo para que el sistema de salud mexicano sea más
eficiente, equitativo y universal, siendo una estrategia efec-
tiva para reducir la morbilidad y la mortalidad en el país,
apoyando al rendimiento del presupuesto por medio de la
prevención en la salud materno-infantil y detección tem-
prana de padecimientos en recién nacidos; básicamente el
beneficio del tamiz neonatal es más alto en comparación
con el costo de implementación. Según cifras del Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS) en promedio aplica al-
rededor de 350 mil 75814 pruebas de tamizaje metabólico
neonatal al año. Sin embargo, aunque se fomenta dicha
prueba entre la población, es necesaria una cobertura am-
plia para la detección de padecimientos metabólicos, audi-
tivos, cardíacos y visuales, de tal manera que necesita asen-
tarse constitucionalmente para brindar certeza jurídica para
las madres y los infantes que necesitan garantía en su dere-
cho a la protección de la salud.

Asegurar el derecho constitucional del tamizaje neonatal
ampliado y la atención medica materno-infantil es de suma
importancia pues asegura se brinde acceso a los servicios
de salud necesarios, promoviendo la igualdad y la justicia
social; además de que al incorporarse al rango Constitucio-
nal se convierte en obligación del Estado su cumplimiento.
El derecho a la salud no debe limitarse solo a la atención
de enfermedades o padecimientos, sino que debe incluir la
prevención y la promoción de la salud. De igual forma, el
Estado tiene la responsabilidad de garantizar los recursos
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necesarios para que los servicios de salud sean accesibles y
de calidad, en especial para la niñez.

La salud de la madre y del recién nacido están relacionadas
estrechamente, además de que está científicamente com-
probado que los casos de morbilidad y mortalidad materno
e infantil pueden prevenirse, evitando la muerte de las ni-
ñas y niños. Por ello, es necesario estipular en la normati-
va la importancia de la atención médica materno-infantil y
el tamizaje neonatal ampliado como medidas de preven-
ción y reducción de la morbilidad y mortalidad infantil, en-
caminando la legislación y las políticas públicas de salud
en beneficio de los más vulnerables. Para lo cual se des-
arrolla la siguiente propuesta en el cuadro comparativo:

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta honora-
ble soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma el párrafo cuarto y el párrafo un-
décimo y se adiciona el párrafo quinto recorriéndose los
subsecuentes, todos del artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de tamizaje neonatal ampliado y atención médica ma-
terno-infantil

Único. Se reforma el párrafo cuarto y el párrafo décimo
primero y se adiciona el párrafo quinto recorriéndose los
subsecuentes, todos del artículo 4o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como
sigue:

Artículo 4o. …

…

…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La
ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los
servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Fede-
ración y las entidades federativas en materia de salubridad
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general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del ar-
tículo 73 de esta Constitución. La Ley definirá un sistema
de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la exten-
sión progresiva, ampliada, cuantitativa y cualitativa de los
servicios de salud para la atención integral y gratuita de las
personas que no cuenten con seguridad social.

Para garantizar el principio legal del interés superior
de la niñez, será obligación del Estado y del sistema de
salud, brindar atención médica materno-infantil y el
servicio de tamizaje neonatal ampliado, asegurando el
cumplimiento del derecho a la salud para las niñas y ni-
ños.

…

…

…

…

…

…

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará
y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez,
garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las
niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de
alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para
su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el dise-
ño, ejecución, seguimiento, evaluación y asignación de re-
cursos presupuestarios suficientes y oportunos, frente
al compromiso de la máxima utilización de los recursos
disponibles, para las políticas públicas dirigidas a la ni-
ñez. El monto de los recursos asignados anualmente no
podrá ser disminuido, en términos reales, respecto del
que se haya asignado en el ejercicio fiscal inmediato an-
terior, y deberá ser administrado de forma eficiente y
eficaz, apegándose a los principios de transparencia y
rendición de cuentas.

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

… 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. A partir de la entrada en vigor del presente de-
creto, el Congreso de la Unión contará con un plazo máxi-
mo de ciento ochenta días para armonizar la Ley General
de Salud de conformidad a lo establecido por el presente
decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada María de Fátima García León (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.
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PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

MECANISMOS DE RECONOCIMIENTO 
PÚBLICO A LAS JUVENTUDES QUE CONTRIBU-

YEN AL DESARROLLO COMUNITARIO, 
SOCIAL Y DEMOCRÁTICO DEL PAÍS 

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se hace la
atenta invitación al Imjuve, a la CRT y a la Segob para que,
en coordinación y en el ámbito de sus atribuciones, diseñen
e implementen mecanismos de reconocimiento público a
las juventudes que contribuyen al desarrollo comunitario,
social y democrático del país, con enfoque de derechos hu-
manos, perspectiva de género, criterios de transparencia y
méritos comprobables, a cargo de la diputada María Teresa
Ealy Díaz, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita diputada María Teresa Ealy Díaz, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, diputadas y diputados
federales integrantes de la Comisión de Juventud del Gru-
po Parlamentario Morena en la LXVI Legislatura, con fun-
damento en los artículos 6o, numeral 1, fracción I, y 79,
numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a consideración de la
honorable asamblea la presente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes 

Consideraciones

Primera. Las juventudes como sujetas plenas de dere-
chos y agentes de transformación social

Las juventudes mexicanas no constituyen únicamente una
etapa etaria, sino un sector social estratégico, diverso y di-
námico, cuya participación activa resulta indispensable pa-
ra el desarrollo sostenible, la cohesión social y la profundi-
zación democrática del país.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece la obligación de todas las au-
toridades de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos bajo los principios de universalidad, in-
terdependencia, indivisibilidad y progresividad, así como
de prevenir toda forma de discriminación, incluida aquella
basada en edad y género.

Asimismo, el artículo 3o. constitucional mandata que la
educación debe fomentar el desarrollo integral de la perso-
na, la igualdad sustantiva y el respeto a los derechos hu-

manos, mientras que el artículo 6o. reconoce el derecho a
la información y la obligación del Estado de promover con-
tenidos que fortalezcan la vida democrática y la participa-
ción ciudadana.

Reconocer públicamente a las juventudes que trabajan en
favor de sus comunidades constituye una acción afirmativa
congruente con el mandato constitucional de garantizar la
igualdad de oportunidades y de fortalecer una ciudadanía
activa e informada.

Segunda. Perspectiva de género en el reconocimiento a
las juventudes

Las juventudes no son un grupo homogéneo. En su interior
persisten brechas estructurales de género que impactan de
manera diferenciada a mujeres jóvenes, adolescentes y ju-
ventudes diversas, particularmente en términos de acceso a
espacios de decisión, visibilidad pública, recursos y reco-
nocimiento social.

La Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres
establece la obligación del Estado de garantizar la igualdad
sustantiva y de eliminar estereotipos y prácticas que repro-
duzcan desigualdades. Por su parte, la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia recono-
ce la violencia simbólica y mediática como formas que
perpetúan la exclusión y la invisibilización de las aporta-
ciones de las mujeres.

En este sentido, cualquier mecanismo de reconocimiento
dirigido a juventudes debe incorporar criterios de paridad,
lenguaje incluyente, enfoque interseccional y valoración
diferenciada del impacto social, reconociendo de manera
específica el trabajo de mujeres jóvenes y juventudes que
enfrentan contextos de discriminación estructural.

Tercera. Atribuciones del IMJUVE y su vinculación
con la Comisión de Juventud

El Instituto Mexicano de la Juventud, conforme a su Ley,
tiene entre sus objetivos diseñar, coordinar y evaluar polí-
ticas públicas orientadas al desarrollo integral de las perso-
nas jóvenes, así como promover su participación en la vida
social, política, económica y cultural del país, con enfoque
de derechos humanos e igualdad sustantiva.

La Comisión de Juventud de la Cámara de Diputados tiene
la responsabilidad de impulsar acciones legislativas y de
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control parlamentario que fortalezcan las políticas públicas
dirigidas a este sector, así como de promover la articula-
ción institucional para maximizar su impacto.

En este marco, resulta pertinente hacer la invitación para
que el IMJUVE participe activamente en la creación de
mecanismos de reconocimiento que visibilicen el liderazgo
juvenil, en especial aquel que surge desde el trabajo comu-
nitario, social y territorial.

Cuarta. Rol de la Comisión Reguladora de Telecomuni-
caciones y la Secretaría de Gobernación

La Comisión Reguladora de Telecomunicaciones, en el
ámbito de sus atribuciones como órgano regulador del sec-
tor, ejercerá sus funciones conforme a los principios esta-
blecidos en los artículos 6o. y 28 de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos, garantizando que los
servicios de radiodifusión y telecomunicaciones se orien-
ten al interés público, promuevan la pluralidad, la igualdad
y la no discriminación, así como el acceso a la información
y el desarrollo democrático del país, en términos de la le-
gislación aplicable en la materia.

La Secretaría de Gobernación, con fundamento en los artí-
culos 6o, 7o. y 90 constitucionales, y de conformidad con
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, es
responsable de conducir la política interior del Estado y de
coadyuvar en la observancia de los principios constitucio-
nales por parte de los medios de comunicación, fomentan-
do la cohesión social, la participación ciudadana y el res-
peto a los derechos humanos.

La coordinación entre el Instituto Mexicano de la Juven-
tud, la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones y la
Secretaría de Gobernación permitirá impulsar mecanismos
de reconocimiento con respaldo institucional, alineados
con los principios de libertad de expresión, acceso a la in-
formación, igualdad sustantiva y no discriminación previs-
tos en la Constitución, a fin de promover contenidos posi-
tivos sobre juventudes en los medios de comunicación y
contribuir a erradicar estereotipos negativos, particular-
mente aquellos que afectan a mujeres jóvenes.

Quinta. Necesidad de criterios objetivos, transparentes
y con enfoque de igualdad sustantiva

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública establece la obligación de las instituciones pú-
blicas de rendir cuentas y garantizar procesos claros y ve-

rificables. Estos principios deben regir también los meca-
nismos de reconocimiento impulsados desde el ámbito pú-
blico.

Resulta indispensable que dichos mecanismos cuenten
con:

• Criterios públicos de evaluación.

• Procesos abiertos de postulación.

• Jurados o comités con participación plural y paritaria.

• Valoración del impacto social real y comprobable.

• Enfoque de género e inclusión.

Los mecanismos deberán garantizar transparencia median-
te la publicación de las bases y criterios de evaluación, la
apertura de procesos de postulación, la publicación de los
resultados y las actas de los jurados, así como la disponibi-
lidad pública de indicadores de impacto y memoria de los
procesos para efectos de verificación ciudadana.

Los procesos contarán con reglas claras de conflicto de in-
terés para jurados y evaluadores, y se deberán adoptar me-
didas para la protección de datos personales de las y los
participantes, conforme a la normativa aplicable en materia
de protección de datos.

Solo así se evitará la discrecionalidad y se fortalecerá la
credibilidad institucional de los reconocimientos.

Sexta. Creación de categorías específicas para juventudes

Con el fin de garantizar la inclusión de jóvenes en las pre-
miaciones, es importante que el Instituto Mexicano de la
Juventud, la Comisión Reguladora de Telecomunicaciones
y la Secretaría de Gobernación, creen categorías específi-
cas dirigidas a personas de entre 18 y 29 años. Estas cate-
gorías pueden reconocer distintos tipos de aportaciones, ta-
les como:

• Desarrollo comunitario y trabajo social.

• Innovación en políticas públicas y participación ciuda-
dana.

• Proyectos ambientales y sostenibilidad.
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• Emprendimiento y desarrollo económico.

• Creación artística y cultural con impacto social.

Al incluir estas categorías, se asegurará que las y los jóve-
nes con distintas trayectorias y enfoques sean considerados
en las convocatorias.

Adicionalmente, se recomienda que los mecanismos consi-
deren, de manera diferenciada y con salvaguardas específi-
cas, la participación y reconocimiento de adolescencias
menores de 18 años cuando corresponda, garantizando su
protección y el consentimiento informado de sus represen-
tantes legales.

Séptima. Impacto social y democrático del reconoci-
miento a las juventudes

La visibilización del liderazgo juvenil:

• Incentiva la participación comunitaria y política.

• Fortalece liderazgos con enfoque social y de género.

• Genera referentes positivos para nuevas generaciones.

• Contribuye a la construcción de una narrativa pública
incluyente y democrática.

• Refuerza el vínculo entre instituciones y juventudes.

Reconocer a las juventudes no es un acto simbólico, sino
una estrategia de política pública para consolidar el desa-
rrollo social y la igualdad sustantiva.

Octava. Impacto Presupuestal

El presente punto de acuerdo no genera impacto presu-
puestal, en virtud de que su naturaleza jurídica es exhorta-
tiva y no vinculante, por lo que no impone obligaciones le-
gales ni administrativas de cumplimiento forzoso a las
instituciones a las que se dirige. En consecuencia, no se
prevé la creación de nuevos programas, estructuras admi-
nistrativas ni la asignación de partidas presupuestales adi-
cionales, limitándose a formular una atenta invitación para
que las autoridades competentes actúen en el marco de sus
atribuciones y capacidades institucionales ya existentes.

Asimismo, los mecanismos de reconocimiento a los que
se refiere el punto de acuerdo no contemplan estímulos

económicos, apoyos financieros, transferencias directas
de recursos públicos ni contraprestaciones monetarias de
ningún tipo, sino que se circunscriben a formas de reco-
nocimiento simbólico e institucional, tales como distin-
ciones honoríficas, acreditaciones públicas, menciones
oficiales y difusión mediática del trabajo de las juventu-
des a través de los canales institucionales y de comunica-
ción ya disponibles. Estas acciones pueden realizarse me-
diante el aprovechamiento de los recursos humanos,
materiales y tecnológicos previamente autorizados en los
presupuestos vigentes.

En caso de que, en el futuro, las autoridades consideren in-
corporar estímulos económicos, apoyos financieros o
transferencias como parte de los mecanismos de reconoci-
miento, dichas propuestas deberán acompañarse de la eva-
luación del impacto presupuestal correspondiente y suje-
tarse a la disponibilidad presupuestaria y a los
procedimientos de aprobación establecidos por la normati-
va aplicable.

Finalmente, la implementación de dichos mecanismos pue-
de llevarse a cabo, en su caso, mediante esquemas de coor-
dinación interinstitucional que forman parte de las funcio-
nes ordinarias del Instituto Mexicano de la Juventud, la
Comisión Reguladora de Telecomunicaciones y de la Se-
cretaría de Gobernación, sin comprometer recursos adicio-
nales del erario. En este sentido, el punto de acuerdo es
congruente con los principios de eficiencia, eficacia, eco-
nomía, transparencia y honradez en la administración de
los recursos públicos, establecidos en el artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
privilegiar acciones de alto impacto social con costo finan-
ciero nulo o marginal.

Se establece como plazo orientativo de 120 días naturales
a partir de la notificación del presente punto de acuerdo pa-
ra que el Instituto Mexicano de la Juventud, la Comisión
Reguladora de Telecomunicaciones y la Secretaría de Go-
bernación presenten, de manera coordinada, un plan de tra-
bajo y propuesta de diseño de los mecanismos de recono-
cimiento ante la Comisión de Juventud de la Cámara de
Diputados, acompañada de un informe sobre criterios, re-
cursos estimados y esquema de coordinación. La Comisión
podrá requerir informes de seguimiento anuales.

Los reconocimientos serán de carácter simbólico e institu-
cional, tales como distinciones honoríficas, diplomas, acre-
ditaciones públicas, menciones oficiales y acciones de di-
fusión institucional; cualquier propuesta de estímulo

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I235



económico deberá ser explícita y someterse a la evaluación
presupuestaria correspondiente.

Conclusión

El reconocimiento a las juventudes mexicanas que contri-
buyen activamente al desarrollo comunitario, social y de-
mocrático del país constituye una responsabilidad ineludi-
ble del Estado y una acción estratégica para fortalecer la
cohesión social, la participación ciudadana y la igualdad
sustantiva. Las personas jóvenes no solo representan el fu-
turo de la nación, sino un presente dinámico que, desde dis-
tintos territorios y realidades, impulsa transformaciones
profundas en favor del bienestar colectivo.

La articulación institucional entre el Instituto Mexicano de
la Juventud, la Comisión Reguladora de Telecomunicacio-
nes y la Secretaría de Gobernación permitiría consolidar
mecanismos de reconocimiento público con respaldo nor-
mativo, impacto social y legitimidad democrática, orienta-
dos a visibilizar el liderazgo juvenil con base en méritos
comprobables, criterios objetivos y procesos transparentes.
Dicha coordinación resulta particularmente relevante para
promover narrativas incluyentes en los medios de comuni-
cación y erradicar estereotipos que históricamente han in-
visibilizado las aportaciones de mujeres jóvenes y juventu-
des en situación de vulnerabilidad.

Incorporar de manera transversal la perspectiva de género
y el enfoque de derechos humanos en estos mecanismos no
solo atiende un mandato constitucional y legal, sino que
contribuye a cerrar brechas estructurales, garantizar la
igualdad de oportunidades y fortalecer liderazgos juveniles
comprometidos con la justicia social. Reconocer el trabajo
de las juventudes es, en esencia, apostar por una democra-
cia más participativa, plural e incluyente.

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Honorable Congreso
de la Unión, a través de la Comisión de Juventud, hace la
atenta invitación al Instituto Mexicano de la Juventud, la
Comisión Reguladora de Telecomunicaciones y a la Secre-
taría de Gobernación, para que, en el ámbito de sus atribu-
ciones y de manera coordinada, analicen, diseñen e imple-
menten mecanismos de reconocimiento público dirigidos a
juventudes de entre 18 y 29 años, que destaquen por su
contribución al desarrollo comunitario, social, cultural,
ambiental y democrático del país, incorporando de manera
transversal la perspectiva de género, el enfoque de dere-

chos humanos, criterios de paridad, transparencia, igualdad
sustantiva y méritos comprobables, así como promoviendo
su difusión responsable a través de los medios de comuni-
cación en favor del interés público.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada María Teresa Ealy Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Juventud, para dictamen.

CONSTRUCCIÓN DE PUENTES PEATONALES CON
ACCESIBILIDAD UNIVERSAL, EN LA ZONA DE LA

NORIA DE SEPTIÉN, EN LEÓN, GUANAJUATO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a las au-
toridades federales, estatales y municipales a realizar los
estudios pertinentes y ejecutar la construcción de puentes
peatonales con accesibilidad universal, en la zona de la
Noria de Septién, en León, Guanajuato, a cargo del dipu-
tado Alan Sahir Márquez Becerra, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El que suscribe, diputado Alan Sahir Márquez Becerra, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXVI Legislatura, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta Ho-
norable asamblea, la presente proposición con punto de
acuerdo por el que se solicita al tenor de las siguientes:

Consideraciones

La seguridad vial es un componente fundamental para ga-
rantizar el derecho de las personas a transitar de manera se-
gura por vías y espacios públicos, sin exposición innecesa-
ria a riesgos y accidentes. La ausencia de infraestructura
adecuada para el cruce seguro de peatones en vialidades
como el paso de ferrocarriles, representan un riesgo per-
manente de accidentes, particularmente para niñas, niños,
personas adultas mayores, personas con discapacidad y tra-
bajadores que transitan diariamente por estas zonas.

En el artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, se reconoce el derecho a la movilidad
en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia,
sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad. Asimismo, en

Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados236



la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Urbano, establece la accesibilidad
universal y movilidad urbana que respete la prioridad del
desplazamiento peatonal.

Derivado de lo anterior, en la zona conocida como La Nor-
ia de Septién, ubicada en el municipio de León Guanajua-
to, se ha identificado un problema de circulación peatonal,
derivada del crecimiento urbano y de la conexión con zo-
nas habitacionales, comerciales e industriales. Diversas zo-
nas periféricas y de expansión, así como comunidades co-
nectadas por vialidades de tránsito continuo, generan
condiciones donde los peatones se ven obligados a cruzar
puntos de alto riesgo, derivado del paso ferroviario.

Por su parte, el cruce ferroviario en esta área y sus inme-
diaciones es considerado peligroso, con reportes de recien-
tes atropellamientos, y se han registrado accidentes rela-
cionados con el paso del tren. En este 2026 ya se registró
la muerte de un hombre al ser arrollado por el tren en la
Noria de Septién, ocurriendo los primeros días de este año.
Esta zona es considerada como punto crítico de riesgo pe-
atonal, ya que el tren cruza por una zona de alta densidad
vehicular y peatonal.

A lo largo de un tramo aproximado de cinco kilómetros, en
la Noria de Septién, no se cuenta con infraestructura pea-
tonal suficiente que garantice cruces seguros, lo que ha ge-
nerado condiciones de vulnerabilidad y riesgo para la po-
blación que diariamente utiliza esta vialidad. Además, en la
Ley General para la Inclusión de las Personas con Disca-
pacidad, establece obligaciones para garantizar la inclusión
efectiva mediante […] la accesibilidad de la infraestructu-
ra básica, equipamiento o entorno urbano y los espacios
públicos.

Resulta indispensable que las autoridades competentes re-
alicen los estudios técnicos necesarios para determinar la
cantidad, ubicación y características de los puentes peato-
nales que sean necesarios y suficientes, atendiendo los
principios de movilidad y seguridad vial, establecidos en el
artículo 4 de la Ley General de Movilidad y Seguridad
Vial, así como la accesibilidad universal, movilidad sus-
tentable, iluminación, señalización y prevención de acci-
dentes.

Por lo que la inversión en infraestructura peatonal no solo
salva vidas, sino que contribuye a una movilidad más or-
denada, incluyente y segura, alineada con los principios de
desarrollo urbano sostenible y con la obligación del Estado

de proteger la integridad física de las personas. El enfoque
moderno de movilidad coloca al peatón en el centro: don-
de hay una vialidad con alta velocidad como lo es el ferro-
carril, y donde existe tránsito peatonal constante para acce-
der a vivienda, escuela, trabajo, transporte público o
comercio. La autoridad debe asegurar cruces seguros, pre-
visibles y accesibles; de lo contrario, se normaliza el ries-
go y se incrementa la probabilidad de hechos lamentables.

Por lo anteriormente vertido, la presente proposición con
punto de acuerdo, no se limita a construir puentes, sino a
garantizar que se cumplan medidas necesarias para la
protección de peatones y prevención de accidentes, tales
como:

- Accesibilidad universal: rampas con pendientes ade-
cuadas, descansos, barandales, superficie antideslizante
o soluciones de accesibilidad equivalentes.

- Iluminación suficiente: diseño con visibilidad para
evitar los denominados “puntos ciegos”.

- Señalización horizontal y vertical previa y posterior al
cruce, para inducir la reducción de velocidad y ordenar
el tránsito.

- Conectividad peatonal: integración con banquetas con-
tinuas y cruces seguros hacia paradas de transporte, es-
cuelas, servicios y centros de trabajo.

- Seguridad: condiciones que reduzcan riesgo de delitos
(iluminación, mantenimiento, vigilancia y entornos lim-
pios).

Lo anterior, es consistente con el principio rector de acce-
sibilidad y con la obligación del Estado de prevenir riesgos
en la movilidad cotidiana. A nivel estatal, la Ley de Movi-
lidad del Estado de Guanajuato y sus Municipios reconoce
principios rectores como la accesibilidad en la movilidad
de peatones, seguridad vial, infraestructura carretera e in-
fraestructura vial, establecidos en el artículo 4 de la ley.

Cabe señalar que por su ubicación geográfica, León Gua-
najuato es un punto estratégico en la red ferroviaria de car-
ga, ya que conecta con rutas importantes desde y hacia el
centro, norte y occidente del país, incluidos enlaces hacia
terminales multimodales. La zona de Noria de Septién se
ubica dentro del municipio de León y se encuentra atrave-
sada por estas vías de ferrocarril que forman parte del co-
rredor de carga. 
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El transporte ferroviario genera que la población cruce en-
tre los vagones derivado de la falta de infraestructura como
puentes peatonales seguros, como se muestra en las si-
guientes imágenes:

En el mismo sentido, se anexa mapa de geolocalización de
la zona Noria de Septién, en León Guanajuato, donde se re-
quieren puentes peatonales.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a las autoridades fe-
derales, estatales y municipales, en el marco de sus atribu-
ciones, a realizar los estudios pertinentes y ejecutar la
construcción de puentes peatonales con accesibilidad uni-
versal, en la zona de La Noria de Septién, en León Guana-
juato, para la protección de peatones, garantizando cruces
seguros sobre ferrocarriles para que, en el ámbito de sus
respectivas competencias

1. Realicen los estudios técnicos, de movilidad y segu-
ridad vial necesarios para determinar la viabilidad de la
construcción de puentes peatonales en la zona conocida
como La Noria de Septién en León Guanajuato, en un
tramo aproximado de cinco kilómetros, con el fin de
identificar puntos críticos de cruce peatonal y riesgo de
atropellamiento.

2. Determinen el número de puentes peatonales necesa-
rios y suficientes, así como su ubicación estratégica, con
el objetivo de garantizar la protección de peatones y la
prevención de accidentes, priorizando los puntos de ma-
yor flujo peatonal y mayor riesgo. 

3. Aseguren que dichos puentes cuenten con medidas de
accesibilidad universal, incluyendo rampas, señaliza-
ción horizontal y vertical, iluminación adecuada y con-
diciones estructurales que garanticen su uso seguro, con
conectividad peatonal efectiva.
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4. Establezcan mecanismos de seguimiento, consideran-
do un plan de mantenimiento y operación, para asegurar
condiciones seguras y funcionales permanentes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Alan Sahir Márquez Becerra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Movilidad, para dictamen.

EXHORTO A DIVERSAS AUTORIDADES, 
A ASUMIR DE MANERA PRIORITARIA Y

VERIFICABLE LA RESPONSABILIDAD DEL
ESTADO EN LA BÚSQUEDA DE 

PERSONAS DESAPARECIDAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a asumir de manera prioritaria y verificable
la responsabilidad del estado en la búsqueda de personas
desaparecidas, mediante el fortalecimiento operativo y pre-
supuestal de las acciones de búsqueda en vida, en campo y
de identificación forense, el establecimiento de mecanis-
mos permanentes de coordinación con los colectivos de
madres buscadoras que garanticen su participación infor-
mada y libre de revictimización, a cargo del diputado Alon-
so de Jesús Vázquez Jiménez, del Grupo Parlamentario del
PAN

El que suscribe, diputado federal, Alonso de Jesús Vázquez
Jiménez, integrante del Grupo Parlamentario de Acción Na-
cional de la LXVI Legislatura, con fundamento en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; y 79, numeral 1, fracción II,
numeral 2, y demás aplicables del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a la consideración de esta soberanía
la siguiente proposición con punto de acuerdo por el que se
exhorta respetuosamente al gobierno del estado de Jalisco, a
la Fiscalía del Estado y a la Comisión de Búsqueda de Per-
sonas del Estado de Jalisco para que, en el ámbito de sus res-
pectivas atribuciones, asuman de manera prioritaria y verifi-
cable la responsabilidad del Estado en la búsqueda de
personas desaparecidas, mediante el fortalecimiento operati-
vo y presupuestal de las acciones de búsqueda en vida, en
campo y de identificación forense; el establecimiento de me-
canismos permanentes de coordinación con los colectivos de
madres buscadoras que garanticen su participación informa-
da y libre de revictimización.

Consideraciones

Lamentablemente, la desaparición de personas es una de
las expresiones más dolorosas del deterioro del Estado de
derecho en nuestro país, tan solo en 2025 el Instituto Na-
cional Electoral (INE) recibió 137 mil 920 solicitudes de
apoyo relacionadas con la búsqueda de personas desapare-
cidas en México, cifra que representa un incremento signi-
ficativo respecto de 2023 y 2024, cuando se registraron al-
rededor de 119 mil peticiones, lo que no solo dimensiona
la gravedad del problema, sino que evidencia la creciente
presión que enfrentan las instituciones responsables de ga-
rantizar la seguridad y los derechos humanos.

En el estado de Jalisco esta realidad ha marcado profunda-
mente a cientos de familias, obligando a madres, padres y
familiares a convertirse en buscadores, no por decisión
propia, sino por la necesidad urgente de encontrar a sus se-
res queridos ante la falta de respuestas eficaces por parte de
las autoridades; de esta dolorosa circunstancia surgen los
colectivos de madres buscadoras, quienes no solo enfren-
tan la ausencia de un hijo o una hija, sino también la indi-
ferencia, la burocracia y, en muchos casos, el abandono
institucional, y que, a pesar de ello, persisten con una pro-
funda vocación de verdad y justicia, realizando una labor
que corresponde primordialmente al Estado, impulsadas
por un amor que se niega a rendirse. 

Un ejemplo de esta realidad es el Colectivo Manos Busca-
doras, acompañado por otros grupos de búsqueda, que el
pasado mes de noviembre informó el hallazgo de al menos
400 bolsas con presuntos restos humanos en un predio del
municipio de Zapopan; las propias integrantes difundieron
un video en el que se observa cómo, con palas y herra-
mientas básicas, remueven la tierra con sus propias manos,
y en el que expresaron: “Encontramos más de 400 bolsas
con pedacitos de nuestros hijos, es tanta la muerte que po-
dríamos estar caminando sobre nuestros niños sin saberlo”,
palabras que reflejan el desgaste, el dolor y la soledad con
los que realizan su labor mientras la crisis de desaparicio-
nes persiste en el Estado.

Por ello, Acción Nacional, desde una visión humanista,
sostiene que la dignidad de la persona debe ser el centro de
toda acción pública y que el derecho a ser buscado, así co-
mo el derecho de las familias a la verdad, no son concesio-
nes, sino obligaciones ineludibles del Estado, pues la bús-
queda de personas desaparecidas no puede recaer en el
sufrimiento de las madres ni depender de su capacidad de
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resistencia, siendo indispensable fortalecer las institucio-
nes, garantizar la coordinación efectiva entre los distintos
niveles de gobierno y brindar un acompañamiento digno a
las víctimas para recuperar la confianza ciudadana y avan-
zar, con responsabilidad y humanidad, hacia la verdad y la
justicia. Por lo anteriormente expuesto, se somete a consi-
deración el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al gobierno del estado de Jalisco, a la Fiscalía del estado y
a la Comisión de Búsqueda de Personas del Estado de Ja-
lisco para que, en el ámbito de sus respectivas atribuciones,
asuman de manera prioritaria y verificable la responsabili-
dad del Estado en la búsqueda de personas desaparecidas,
mediante el fortalecimiento operativo y presupuestal de las
acciones de búsqueda en vida, en campo y de identifica-
ción forense; el establecimiento de mecanismos permanen-
tes de coordinación con los colectivos de madres buscado-
ras que garanticen su participación informada y libre de
revictimización.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de
2026.— Diputado Alonso de Jesús Vázquez Jiménez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

AUDITORÍA INTEGRAL DE CUMPLIMIENTO NOR-
MATIVO SOBRE LA PLANTILLA DE PERSONAL

EXTRANJERO QUE LABORA EN PUESTOS DE TO-
MA DE DECISIONES, ESTRATÉGICOS Y TÉCNICOS
EN LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA AD-

MINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SFP
a realizar una auditoría integral de cumplimiento normati-
vo sobre la plantilla de personal extranjero que labora en
puestos de toma de decisiones, estratégicos y técnicos en
las dependencias y entidades de la APF, a fin de verificar la
observancia estricta del artículo 123, Apartado B, constitu-
cional y los artículos 7 y 8 de la Ley Federal del Trabajo, a
cargo del diputado Asael Hernández Cerón, del Grupo Par-
lamentario del PAN

El suscrito, diputado federal Asael Hernández Cerón y las
y los diputados pertenecientes a esta LXVI Legislatura del

honorable Congreso de la Unión integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, con fundamento
en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1,
fracción II, numeral 2, y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, sometemos a la consideración
de está soberanía el siguiente punto de acuerdo por el que
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la titular del Ejecutivo
Federal para que, a través de la Secretaría de la Función
Pública, realice una auditoría integral de cumplimiento
normativo sobre la plantilla de personal extranjero que la-
bora en puestos de toma de decisiones, estratégicos y téc-
nicos en las dependencias y entidades de la administración
pública federal, a fin de verificar la observancia estricta del
artículo 123, Apartado B, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y los artículos 7 y 8 de la Ley
Federal del Trabajo, al tenor de lo siguiente:

Consideraciones

El trabajo es un derecho humano fundamental, de acuerdo
con la Organización Internacional del Trabajo, que define
al trabajo como “conjunto de actividades humanas, remu-
neradas o no, que producen bienes o servicios en una eco-
nomía, o que satisfacen las necesidades de una comunidad
o proveen los medios de sustento necesarios para los indi-
viduos”.1

Nuestra Constitución, en su artículo 123, garantiza que to-
da persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente
útil, obligando al Estado a promover la creación de emple-
os conforme a la ley.

Existe un marco jurídico que otorga certeza a los mexica-
nos para acceder a empleos remunerados tanto en el sector
público como privado. Sin embargo, a pesar de las refor-
mas laborales, persiste un reto para garantizar plazas a pro-
fesionales nacionales en áreas estratégicas.

En México, es complicado conseguir trabajo que sea bien
remunerado. Aunque se han realizado varias reformas a la
Constitución y a las leyes secundarias en materia laboral,
aún no se ha garantizado el trabajo a los mexicanos.

Se ha detectado la presencia de personal de origen extran-
jero en puestos de toma de decisiones y áreas técnicas de
alta sensibilidad, como en la Dirección de Desarrollo e In-
novación de Materiales Educativos de la Secretaría de Edu-
cación Pública (SEP). Asimismo, en el sector salud, se han
reportado convenios para la incorporación de miles de mé-
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dicos extranjeros en diversas entidades federativas, lo que
ha generado cuestionamientos sobre la transparencia de sus
contratos y los costos de manutención.

Como es de conocimiento público, el caso de Marx Arria-
ga, ahora extitular de la Dirección General de Materiales
Educativos de la Secretaría de Educación Pública (SEP),
quien diseñó los polémicos Nuevos Libros de Texto Gra-
tuitos, llevó al límite la inconformidad por su remoción del
cargo y se atrincheró en su oficina ubicada en Avenida Uni-
versidad 1200, negando dejar el cargo público denostando
y pasando lo establecido en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y Leyes en mataría de Trabajo
y de Serviciadores Públicos.

El artículo 32 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece una reserva clara: ciertos car-
gos y funciones requieren ser mexicano por nacimiento y
no adquirir otra nacionalidad. Esta protección de la admi-
nistración pública busca salvaguardar la soberanía y evitar
injerencias externas en la política pública.

Adicionalmente, el artículo 7 de la Ley Federal del Traba-
jo estipula que el patrón debe emplear al menos un 90 por
ciento de trabajadores mexicanos. En categorías técnicas y
profesionales, la contratación de extranjeros es excepcio-
nal, temporal y conlleva la obligación solidaria de capaci-
tar a trabajadores mexicanos en dicha especialidad, man-
dato que debe verificarse rigurosamente en la
administración pública.

No estamos en contra de los extranjeros, estamos a favor
de los profesionistas mexicanos. Exigimos que la Secreta-
ría de la Función Pública nos diga por qué, teniendo talen-
to nacional de sobra, este gobierno prefiere contratar fuera
lo que ya tenemos en casa.

Miles de mexicanos pueden tener esos lugares para poder
trabajar en el gobierno federal o en alguna institución del
gobierno, no le interesa el pueblo mexicano y no confía en
las capacidades técnicas e intelectuales de los mexicanos
en esos lugares estratégicos del sector gobierno.

Resulta imperativo que el Estado priorice a la fuerza labo-
ral nacional, especialmente ante la demanda de plazas por
parte de jóvenes especialistas y residentes médicos titula-
dos en el país. Por ello, el presente Punto de Acuerdo bus-
ca garantizar la justicia social mediante la revisión técnica
de la plantilla laboral extranjera y la transparencia en el uso
de los recursos públicos.

Por lo antes fundado y motivado, me permito someter a la
elevada consideración del pleno la siguiente proposición
con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la titular del Eje-
cutivo federal para que, a través de la Secretaría de la Fun-
ción Pública, realice una auditoría integral de
cumplimiento normativo sobre la plantilla de personal ex-
tranjero que labora en puestos de toma de decisiones, es-
tratégicos y técnicos en las dependencias y entidades de la
administración pública federal, a fin de verificar la obser-
vancia estricta del artículo 123, Apartado B, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los ar-
tículos 7 y 8 de la Ley Federal del Trabajo.

Segundo. Se solicita a la Secretaría de la Función Pública, un
informe detallado a la opinión pública, sobre la contratación
del personal extranjero en la presente administración, que in-
cluya la justificación técnica de su idoneidad frente a la ofer-
ta de profesionales nacionales, el cumplimiento de los pro-
gramas de capacitación para mexicanos en sus áreas de
especialidad y la transparencia en las remuneraciones y con-
venios internacionales correspondientes.

Nota

1 Organización Internacional del Trabajo, 2026, definición de trabajo,
consultado en la página Web: 

https://www.oitcinterfor.org/taxonomy/term/3315?page=1

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Asael Hernández Cerón (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.
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EXHORTO A LA SEP, A REALIZAR UNA EVALUA-
CIÓN INDEPENDIENTE DE LOS LIBROS DE TEXTO

GRATUITOS ELABORADOS BAJO LA COORDINA-
CIÓN DE MARX ARRIAGA NAVARRO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SEP
a realizar una evaluación técnica y pedagógica indepen-
diente de los libros de texto gratuitos elaborados bajo la
coordinación de Marx Arriaga Navarro y, en su caso, reti-
rar de circulación aquellos que presenten inconsistencias o
deficiencias acreditadas, garantizando en todo momento el
derecho a la educación previsto en el artículo 3o. constitu-
cional, a cargo de la diputada Laura Cristina Márquez Al-
calá, del Grupo Parlamentario del PAN

Quien suscribe, diputada Laura Cristina Márquez Alcalá,
integrante del Grupo Parlamentario de Acción Nacional de
la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 6, numeral
1, fracción I, 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, frac-
ción III, del Reglamento de la Cámara de Diputados y de-
más aplicables, someto a consideración del pleno de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo,
conforme a las siguientes

Consideraciones

El artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece que toda persona tiene dere-
cho a la educación y que el Estado impartirá y garantizará
la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, me-
dia superior y superior, asegurando la calidad de la ense-
ñanza y el máximo logro de aprendizaje de las y los edu-
candos.1 Asimismo, dispone que la educación se basará en
el respeto irrestricto de la dignidad de las personas, con un
enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva,
promoviendo el desarrollo del pensamiento crítico y el for-
talecimiento del vínculo entre la escuela y la comunidad.

Asimismo, la Ley General de Educación reconoce los de-
rechos y obligaciones de quienes ejercen la patria potestad
o tutela, incluyendo el derecho de las madres y los padres
de familia a participar de manera activa y corresponsable
en el proceso educativo de sus hijas e hijos, a conocer los
planes y programas de estudio, así como a emitir opinión y
colaborar con las autoridades escolares en los asuntos rela-
cionados con la educación.2 Esta participación, prevista en
la legislación secundaria, fortalece el principio de corres-
ponsabilidad social sin menoscabo de la rectoría del Esta-
do en materia educativa.

Dicha legislación también prevé mecanismos formales de
participación social en la educación, entre ellos los Conse-
jos de Participación Escolar, en los que se integran madres
y padres de familia, docentes y directivos, con el propósito
de fortalecer la calidad educativa, la corresponsabilidad y
la vinculación entre la escuela y la comunidad.3 Estos ór-
ganos constituyen instrumentos institucionales para la co-
laboración social en el ámbito educativo. 

La educación constituye uno de los pilares fundamentales
del desarrollo nacional y es condición indispensable para el
ejercicio pleno de otros derechos humanos. El artículo 3o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos establece que el Estado garantizará la calidad en la
educación obligatoria, asegurando el máximo logro de
aprendizaje de las y los educandos, y que los materiales y
métodos educativos deberán contribuir al desarrollo inte-
gral de las personas.4

En este contexto, los libros de texto gratuitos (LTG) cons-
tituyen una herramienta central de la política educativa na-
cional, ya que son distribuidos de manera universal en edu-
cación básica a través de la Comisión Nacional de libros de
texto gratuitos (Conaliteg),5 impactando directamente en la
formación académica, cívica y ética de millones de estu-
diantes en todo el país. En consecuencia, su contenido de-
be sustentarse en criterios pedagógicos verificables, rigor
científico y congruencia constitucional, garantizando obje-
tividad, pluralidad y apego al marco jurídico vigente.

No obstante, diversos análisis académicos, organizaciones
civiles y medios de comunicación de circulación nacional
han señalado posibles deficiencias técnicas, inconsisten-
cias conceptuales y debates en torno al enfoque pedagógi-
co de los libros de texto gratuitos elaborados durante la co-
ordinación de Marx Arriaga Navarro.6 Entre los aspectos
señalados se encuentran cuestionamientos sobre la organi-
zación de contenidos, el tratamiento de áreas como mate-
máticas y ciencias, así como el equilibrio entre formación
académica y enfoques socioculturales.7

Aunado a ello, se ha cuestionado la amplitud y transparen-
cia del proceso de elaboración de los materiales, particu-
larmente en lo relativo a la consulta y participación de la
comunidad educativa.8 Tales señalamientos adquieren rele-
vancia a la luz de la Ley General de Educación, la cual re-
conoce la corresponsabilidad de madres y padres de fami-
lia en el proceso educativo y su derecho a participar,
conocer y opinar sobre los planes y programas de estudio.9
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De manera reciente, diversos medios nacionales informa-
ron sobre la salida de Marx Arriaga Navarro de la Direc-
ción General de Materiales Educativos de la Secretaría de
Educación Pública, en el contexto del inicio de la nueva
administración federal.10 De acuerdo con declaraciones
públicas, la separación del cargo estuvo vinculada a dife-
rencias respecto a la posibilidad de realizar ajustes o modi-
ficaciones a los libros de texto gratuitos.11 Este hecho re-
viste relevancia institucional, pues abre la oportunidad para
revisar de manera técnica y transparente los materiales
educativos actualmente en circulación, fortaleciendo los
mecanismos de evaluación, participación social y mejora
continua conforme al artículo 3o. constitucional.

Las madres, los padres de familia y tutores desempeñan un
papel esencial en el desarrollo integral de sus hijas e hijos
y constituyen actores corresponsables en el proceso educa-
tivo. La legislación educativa reconoce su participación co-
mo un elemento que fortalece la calidad del servicio públi-
co de educación, la detección oportuna de áreas de mejora
y la vinculación entre la escuela y la comunidad.

La Ley General de Educación establece que quienes ejer-
cen la patria potestad o tutela tienen derecho a conocer los
planes y programas de estudio, a participar en el proceso
educativo y a colaborar con las autoridades escolares. Asi-
mismo, prevé mecanismos formales de participación so-
cial, como los Consejos de Participación Escolar, integra-
dos por madres y padres de familia, docentes y directivos,
cuyo objeto es fortalecer la colaboración social en cada
plantel de educación básica.12

Por tanto, la elaboración de los libros de texto gratuitos de-
be derivar de un proceso transparente, técnicamente sólido
y con participación social efectiva, en el que las madres,
padres de familia y tutores puedan conocer, opinar y con-
tribuir a la mejora continua de los contenidos educativos,
conforme a lo previsto en la Ley General de Educación.13

Esta participación fortalece la corresponsabilidad social sin
sustituir la rectoría del Estado en materia educativa.

México requiere un modelo educativo moderno, integral y
centrado en el desarrollo pleno de la persona, que promue-
va competencias científicas y tecnológicas, pensamiento
crítico y formación ciudadana democrática, en concordan-
cia con el artículo 3o. constitucional. En ese sentido, resul-
ta necesario establecer mecanismos de evaluación técnica
independiente de los libros de texto gratuitos actualmente
en circulación y, en caso de acreditarse deficiencias sus-
tantivas, implementar medidas correctivas proporcionales

que garanticen el derecho a la educación y el máximo lo-
gro de aprendizaje de las y los educandos.

Asimismo, se estima pertinente impulsar un proceso reno-
vado de diseño editorial que incorpore a especialistas en
pedagogía, ciencias y desarrollo infantil, docentes frente a
grupo y familias, bajo principios de transparencia, plurali-
dad, rigor pedagógico, evidencia científica verificable y
rendición de cuentas.14 Dicho proceso deberá garantizar
que los contenidos sean acordes a la edad y etapa de desa-
rrollo de las niñas y los niños, con pertinencia curricular y
claridad didáctica, en estricto apego al artículo 3o. consti-
tucional y al principio del máximo logro de aprendizaje,
fortaleciendo la calidad de los materiales educativos sin
afectar la continuidad del servicio público educativo.

En virtud de lo expuesto, y con el fin de dar cabal cumpli-
miento a los mandatos constitucionales y legales en mate-
ria educativa y de participación social, se presenta a esta
honorable asamblea el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Secre-
taría de Educación Pública a:

a) Ordenar la realización de una evaluación técnica y pe-
dagógica independiente respecto de los libros de texto gra-
tuitos elaborados bajo la coordinación de Marx Arriaga
Navarro, a efecto de verificar su pertinencia, calidad, con-
gruencia curricular y apego al artículo 3o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la Ley
General de Educación; y, en caso de acreditarse deficien-
cias sustantivas mediante dictamen fundado y motivado,
retirar de circulación aquellos materiales que no cumplan
con los estándares constitucionales y legales aplicables,
garantizando en todo momento la sustitución oportuna de
los mismos y la continuidad del servicio educativo, en
protección del derecho a la educación y del principio del
máximo logro de aprendizaje.

b) Iniciar un proceso renovado de diseño y elaboración
de materiales educativos para educación básica, asegu-
rando la participación activa, plural y transparente de
especialistas en pedagogía, docentes frente a grupo, aca-
démicos y organizaciones de la sociedad civil, así como
de madres y padres de familia a través de los mecanis-
mos de participación social previstos en la Ley General
de Educación y los Consejos de Participación Escolar.
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c) Garantizar que los contenidos de los nuevos libros de
texto gratuitos se fundamenten en evidencia científica
verificable, rigor pedagógico, pertinencia acorde a la
edad y etapa de desarrollo de las niñas y los niños, pro-
muevan el pensamiento crítico y la formación ciudada-
na democrática, y sean congruentes con los principios y
valores establecidos en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 3o.,
reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 15 de mayo de 2019. Cámara de Diputados del H. Congreso
de la Unión, texto vigente. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

2 Ley General de Educación, artículos 128, 129 y 130, relativos a los
derechos y obligaciones de madres y padres de familia, así como a los
mecanismos de participación social en la educación. Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión, texto vigente. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf

3 Ley General de Educación, artículos 131 a 134, relativos a los meca-
nismos de participación social en la educación y la integración de Con-
sejos de Participación Escolar. Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, texto vigente. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf

4 DOF, Reforma educativa publicada el 15 de mayo de 2019:

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5560457&fe-
cha=15/05/2019

5 Decreto por el que se crea la Comisión Nacional de libros de texto
gratuitos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de fe-
brero de 1959. Disponible en:

https://www.dof.gob.mx/index_113.php?day=13&month=02&ye-
ar=1959

6 El País, “La polémica por los nuevos libros de texto de la SEP mar-
ca el arranque del nuevo ciclo escolar en México”, 28 de agosto de
2023. Disponible en:

https://elpais.com/mexico/2023-08-28/la-polemica-por-los-nue-
vos-libros-de-texto-de-la-sep-marca-el-arranque-del-nuevo-ciclo-
escolar-en-mexico.html 

7 El Financiero, “SEP se queda sin libros; jueza otorga suspensión de-
finitiva contra impresión”, 26 de mayo de 2023. Disponible en:

https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2023/05/26/sep-se-que-
da-sin-libros-jueza-otorga-suspension-definitiva-contra-impresion/

8 Educación Futura, “Las paginitas de matemáticas en los nuevos li-
bros de texto”, 7 de agosto de 2023. Disponible en:

https://www.educacionfutura.org/las-paginitas-de-matematicas-en-
los-nuevos-libros-de-texto/

9 Ley General de Educación, artículos 128 a 131, Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión, texto vigente. Disponible en: 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf

10 El País, “Sheinbaum sobre la destitución de Marx Arriaga: ‘No es-
taba de acuerdo en que hubiera modificaciones a los libros de texto’”,
16 de febrero de 2026. Disponible en:

https://elpais.com/mexico/2026-02-16/sheinbaum-sobre-la-destitu-
cion-de-marx-arriaga-no-estaba-de-acuerdo-en-que-hubiera-modi-
ficaciones-a-los-libros-de-texto.html

11 La Jornada, “Marx Arriaga rechazó los puestos que se le ofrecie-
ron, dice Delgado”, 15 de febrero de 2026. Disponible en:

https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/02/15/politica/marx-
arriaga-rechazo-los-puestos-que-se-le-ofrecieron-dice-delgado

12 Lineamientos Generales para la Constitución y Funcionamiento de
los Consejos de Participación Escolar en la Educación Básica, Secre-
taría de Educación Pública. Disponible en:

https://consejosescolares.sep.gob.mx/work/models/conapase/Re-
source/333/1/images/Acuerdo%20Nuevo.pdf 

13 Ley General de Educación, artículos 128 a 134, relativos a la parti-
cipación de madres y padres de familia y a los mecanismos de partici-
pación social. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, tex-
to vigente.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf
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14 Ley General de Educación, artículos 22, 28 y 113, que establecen la
obligación de garantizar calidad educativa y mejora continua en los
materiales y procesos educativos. Cámara de Diputados, texto vigente.

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 18 de febrero de
2026.— Diputada Laura Cristina Márquez Alcalá (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

SE INFORME A LA OPINIÓN PÚBLICA
SOBRE LA CRISIS NACIONAL DE SARAMPIÓN, SE

IMPLEMENTEN CAMPAÑAS URGENTES DE 
VACUNACIÓN Y SE EXPLIQUEN LAS CAUSAS 

DEL RECORTE PRESUPUESTAL AL
PROGRAMA NACIONAL DE VACUNACIÓN

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a informar de manera clara a la opinión pú-
blica, completa y transparente sobre la crisis nacional de
sarampión, a implementar campañas urgentes de vacuna-
ción y a explicar las causas del recorte presupuestal al Pro-
grama Nacional de Vacunación, a cargo de la diputada Ve-
rónica Pérez Herrera, del Grupo Parlamentario del PAN

La diputada federal suscrita, Verónica Pérez Herrera, así
como las y los diputados federales del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional de la LXVI Legislatura del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracciones I y II, del
Reglamento de la Cámara de Diputados y demás disposi-
ciones aplicables, someto a consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente proposición con punto de acuer-
do, para exhortar a la presidenta de los Estados Unidos
Mexicanos, Claudia Sheinbaum Pardo; a la Secretaría de
Salud; y a los titulares del Instituto Mexicano del Seguro
Social, del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado y del organismo público des-
centralizado IMSS-Bienestar, a informar de manera clara,
completa y transparente sobre la crisis nacional de saram-
pión, a implementar campañas urgentes de vacunación y a
explicar las causas del recorte presupuestal al Programa
Nacional de Vacunación, conforme a las siguientes

Consideraciones

México enfrenta actualmente una crisis nacional de salud
pública derivada del brote de sarampión que, por su mag-
nitud, dispersión territorial y afectación a la población in-
fantil, exige una respuesta inmediata, coordinada, transpa-
rente y eficaz por parte del Estado mexicano.

De acuerdo con información oficial al corte del 6 de febre-
ro de 2026, los 32 estados del país han notificado casos de
sarampión, distribuidos en al menos 305 municipios, lo
que confirma la existencia de un brote de carácter nacional.
Desde el 1 de enero de 2025 a la fecha, se han reportado
21,715 casos probables de enfermedad febril exantemática,
de los cuales 8,575 han sido confirmados como sarampión,
mientras que 3,366 permanecen en estudio, reflejando un
preocupante rezago en los procesos de diagnóstico, clasifi-
cación y toma de decisiones epidemiológicas.

La gravedad de esta crisis se manifiesta de manera alar-
mante en la niñez. Los grupos más afectados corresponden
a niñas y niños de 1 a 4 años, con 1,290 casos confirmados,
y de 5 a 9 años, con 1,039 casos, mientras que la inciden-
cia más alta se registra en menores de un año, con una tasa
de 49.57 casos por cada 100,000 habitantes. Esta situación
evidencia fallas estructurales en la cobertura y oportunidad
del esquema nacional de vacunación.

Las consecuencias ya son irreversibles para decenas de fa-
milias. Entre 2025 y 2026 se han registrado 27 defunciones
asociadas al sarampión en seis estados del país, destacando
Chihuahua con 21 fallecimientos, seguido de Jalisco, So-
nora, Durango, Michoacán y Tlaxcala. Cada una de estas
muertes representa no solo una tragedia humana, sino tam-
bién un fracaso del sistema público de prevención.

Resulta particularmente grave que esta crisis ocurra en un
contexto de debilitamiento presupuestal y operativo del
Programa Nacional de Vacunación. De acuerdo con el aná-
lisis del gasto público del programa presupuestario E036,
la Secretaría de Salud ejerció únicamente el 29.4 por cien-
to del presupuesto autorizado por esta soberanía entre 2022
y 2025, lo que explica, en buena medida, el deterioro de la
infraestructura, la reducción de brigadas, el abandono de
campañas permanentes y la caída sostenida en la cobertura
de vacunación.

A ello se suman los hallazgos de la Auditoría Superior de
la Federación, que identifican problemas estructurales per-
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sistentes, tales como la falta de seguimiento adecuado a la
red de frío, el bajo desempeño del personal, la ausencia de
actividades permanentes de vacunación y la escasa partici-
pación comunitaria. Estas deficiencias han debilitado la ca-
pacidad del Estado para prevenir brotes y responder opor-
tunamente ante emergencias sanitarias.

La combinación de recortes presupuestales, deficiencias
operativas y ausencia de una estrategia nacional clara ha
convertido un problema prevenible en una crisis nacional.
El sarampión, una enfermedad controlada durante décadas
gracias a la vacunación sistemática, ha regresado con fuer-
za, poniendo en riesgo la vida de miles de niñas y niños.

Frente a esta realidad, resulta inaceptable la falta de infor-
mación clara, accesible y actualizada hacia la sociedad. La
ciudadanía tiene derecho a conocer el estado real del brote,
las acciones emprendidas, las metas de vacunación, la dis-
ponibilidad de biológicos, los mecanismos de seguimiento
y las razones que explican el debilitamiento del programa
nacional de vacunación.

La transparencia, la rendición de cuentas y la acción inme-
diata no son opcionales cuando está en juego la salud pú-
blica. México necesita una estrategia nacional urgente, con
metas semanales, responsables identificables, cobertura te-
rritorial completa y un enfoque prioritario en la infancia.

Por lo expuesto, sometemos a consideración de esta hono-
rable asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la presidenta de
los Estados Unidos Mexicanos, Claudia Sheinbaum Pardo,
a informar a la opinión pública de manera clara, detallada
sobre la estrategia nacional para el control, contención y
erradicación del brote de sarampión, incluyendo metas se-
manales de vacunación, cobertura territorial, asignación de
recursos, coordinación interinstitucional y mecanismos de
evaluación permanente.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Salud a presentar un informe a la opinión pública y des-
agregado sobre la situación epidemiológica del sarampión,
el rezago existente en los casos en estudio, la capacidad
diagnóstica de los laboratorios, los tiempos máximos de
confirmación y las acciones implementadas para abatir de

manera inmediata el rezago de 3,366 casos pendientes de
clasificación.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta, respetuosamente, a los titulares
del Instituto Mexicano del Seguro Social, del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado y del organismo público descentralizado IMSS
Bienestar a implementar, de manera inmediata, campañas
extraordinarias, masivas y focalizadas de vacunación y
control de sarampión, con especial énfasis en niñas y ni-
ños menores de un año y en los grupos de 1 a 9 años, prio-
rizando las entidades federativas y municipios con mayor
transmisión.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de
Salud a informar a la opinión pública de manera transpa-
rente las razones técnicas, administrativas y presupuestales
por las cuales, entre 2022 y 2025, se ejerció únicamente el
29.4 por ciento del presupuesto autorizado para el Progra-
ma Nacional de Vacunación, así como a detallar las accio-
nes correctivas para garantizar el abasto oportuno, la sufi-
ciencia de personal, la operación continua de brigadas y la
cobertura universal.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta, respetuosamente, al Gobierno Federal
a fortalecer de manera inmediata la red de frío, los meca-
nismos de supervisión, la capacitación del personal de sa-
lud y las estrategias de participación comunitaria, con el
objetivo de prevenir nuevos brotes y garantizar el derecho
a la salud de la población.

Sexto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta, respetuosamente, a la Secretaría de Salud
a establecer un esquema de rendición de cuentas semanal
ante la opinión pública, que permita conocer los avances
reales en vacunación, la reducción de casos, la disminución
del rezago diagnóstico y el control efectivo de la transmi-
sión comunitaria.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de
2026.— Diputada Verónica Pérez Herrera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.
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EXHORTO A LA TITULAR DE LA FGR,
A INVESTIGAR Y PERSEGUIR DELITOS 

DEL ORDEN FEDERAL

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la titu-
lar de la FGR a investigar y perseguir delitos del orden fe-
deral, a cargo del diputado Diego Ángel Rodríguez Barro-
so, del Grupo Parlamentario del PAN 

El que suscribe, diputado Diego Ángel Rodríguez Barroso,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional, en la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión de la LXVI Legislatura, con fundamento en los artí-
culos 6, numeral 1, fracción I; 79, numeral 1, fracción II, y
numeral 2, fracción II, y demás aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración la si-
guiente proposición con punto de acuerdo, por el que se ex-
horta respetuosamente a la titular de la Fiscalía General de
la República (FGR), órgano autónomo, responsable de in-
vestigar y perseguir delitos del orden federal, al tenor de lo
siguiente:

Exposición de Motivos

En el libro publicado denominado “Ni venganza ni per-
dón”, el entonces Consejero Jurídico del expresidente An-
drés Manuel López Obrador (AMLO), Julio Scherer Iba-
rra, relata que durante el sexenio anterior, estuvo marcado
por intrigas, vendettas personales y funcionarios que, de
acuerdo con su testimonio, traicionaron la confianza de
AMLO y manipularon el poder para fines propios.1

Dentro de las acusaciones descritas, se señala al ex fiscal
Alejandro Gertz Manero y el senador Adán Augusto López
Hernández, asimismo, al coordinador de asesores Jesús
Ramírez Cuevas, el subsecretario de Salud durante la pan-
demia por Covid-19, Hugo López-Gatell y a la exministra
Olga Sánchez Cordero.2

De acuerdo con las acusaciones hechas por Scherer se des-
cribe a continuación lo siguiente:

1. “Alejandro Gertz Manero: Hoy embajador de Méxi-
co en Reino Unido, es retratado como el principal anta-
gonista. Scherer lo acusa de utilizar la Fiscalía General
de la República (FGR) para ejecutar venganzas perso-
nales y extorsiones políticas. Scherer relata que Gertz
llegó a la Fiscalía por sugerencia de él y Alfonso Dura-
zo. El exconsejero jurídico afirma en su libro que ese
nombramiento le “avergüenza”.

El conflicto entre Gertz y Scherer Ibarra estalló, según
la versión del exconsejero, cuando Gertz lo acusó de or-
questar una campaña mediática en su contra a través de
la revista Proceso, relacionada con el pleito legal que el
fiscal tenía contra su familia política.

Así, Scherer organizó una reunión entre Gertz y el di-
rector de Proceso, Jorge Carrasco, para demostrar que él
no intervenía en la línea editorial. En esa reunión, Gertz
lanzó una amenaza directa, según el libro: “Mire, Julio,
usted tenía una opción: podía optar por tener fiscal ami-
go o tener fiscal enemigo, y usted optó”.

Tras la ruptura, Scherer Ibarra acusa que el entonces fis-
cal ofreció un criterio de oportunidad al abogado Juan
Collado a cambio de que denunciara al exconsejero.”
(Sic).3

2. “Jesús Ramírez Cuevas: El exvocero presidencial y
hoy coordinador de asesores de la presidenta Claudia
Sheinbaum es descrito como el operador de un “grupo ra-
dical” que cercó a López Obrador, filtrando información
sesgada para aislarlo de voces moderadas. “Si el fiscal
Gertz Manero estuvo detrás de la persecución jurídica,
fueron personajes como Jesús Ramírez, Olga Sánchez
Cordero, Javier Corral y algunos otros los que alimenta-
ron los embates mediáticos. Ninguna de sus imputaciones
contenía más que dolosas conjeturas. Todas se sustenta-
ban en los inventos de la FGR, en carpetas de investiga-
ción que, una tras otra, fracasaron estrepitosamente en su
intento por lastimarme a mí y a mi familia”, sostiene.

Scherer Ibarra también lo acusa de manipular las confe-
rencias “mañaneras”, seleccionando temas y preguntas a
modo para inducir al presidente a atacar a enemigos per-
sonales de Ramírez o del grupo que coordinaba. De
igual forma, lo relaciona con Sergio Carmona, el llama-
do “Rey del Huachicol”. (Sic)4

3. “Manuel Bartlett: Al director de la Comisión Federal
de Electricidad (CFE) durante el sexenio de AMLO, lo
califica de mentiroso y responsable del estancamiento del
sector eléctrico por razones puramente ideológicas. Lo
acusa de engañar al presidente sobre la capacidad de la
CFE, provocando la falta de inversión privada y los ac-
tuales déficits de energía. Además, señala su aparente ne-
cedad en el caso de la planta de Chicoasén, que costó al
Estado 300 millones de dólares en un arbitraje, y de pro-
vocar conflictos innecesarios con empresas de gasoduc-
tos que casi derivan en crisis diplomáticas y económicas.
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Scherer apunta que Bartlett amenazó de muerte a su pa-
dre, Julio Scherer García, en el pasado, lo que hacía im-
posible una buena relación”. (Sic)5

4. “Hugo López-Gatell: El exsubsecretario de Salud es
señalado en el libro de desestimar criterios científicos
para complacer a López Obrador, provocando miles de
muertes evitables durante la pandemia de SARS-CoV-2
o Covid-19.

En la Secretaría de Salud había un personaje que hizo
mucho daño: Hugo López-Gatell. No solo comenzó a
controlar la relación entre la Secretaría de Salud y las
demás dependencias públicas, sino que también se
adueñó de la Cofepris. Entonces no había laboratorio
que pudiera obtener rápido sus autorizaciones. Era un
sistema de retrasos, de ineficiencia espantosa“, dice el
exconsejero”. (Sic)6

5. “Olga Sánchez Cordero: Scherer Ibarra acusa a Sán-
chez Cordero de ser parte de un grupo que buscaba afec-
tarlo y cuenta que la exsecretaria de Gobernación le en-
tregó al entonces presidente López Obrador una lista de
supuestos negocios privados y conflictos de interés de
Scherer, acusándolo de llevar asuntos particulares al
margen del gobierno para obtener dinero.

El exconsejero narra que buscó a AMLO para clarificar
con Sánchez Cordero lo expuesto en el documento, pe-
ro el entonces mandatario federal habría desestimado el
asunto calificándolo de “chismes. El libro también rela-
ta desacuerdos entre Sánchez Cordero y Scherer Ibarra
por definir la presidencia de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación.

Mientras Scherer apoyaba a Arturo Zaldívar, Sánchez
Cordero impulsaba al ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena.” (Sic)7

6. “Adán Augusto López Hernández: Es descrito como
un político que gobernó Tabasco “a su antojo” y cuya
gestión en la Secretaría de Gobernación (Segob) careció
de la eficacia política necesaria para resolver conflictos
internos graves.

El tabasqueño es retratado como un operador político rudo,
dispuesto a saltarse normas ambientales y administrativas pa-
ra cumplir objetivos, pero ineficaz para la conciliación políti-
ca de alto nivel y responsable del deterioro de la relación del
Ejecutivo con el Poder Judicial.

Scherer señala que Adán Augusto, junto con Rocío Nahle,
fueron responsables de meter maquinaria para destruir
manglares en el terreno de Paraíso, Tabasco, sin contar con
los permisos de impacto ambiental. Scherer califica esto
como un problema no solo administrativo, sino penal, que
se pasó por alto.

De igual forma, narra que el hoy senador envió una inicia-
tiva al Congreso local para que las obras federales en Ta-
basco- como la refinería y el Tren Maya- se adjudicaran di-
rectamente, sin licitación pública. Scherer, como
Consejero Jurídico, tuvo que pedir autorización al presi-
dente para interponer una controversia contra esa ley.

El libro también sugiere que Adán y su hermana Rosalinda
(ya fallecida y en ese momento esposa del exgobernador de
Chiapas, Rutilio Escandón) tenían un control regional tan
grande que se decía que ellos gobernaban tanto Tabasco
como Chiapas.” (Sic)8

En atención a lo antes descrito, resulta evidente la impor-
tancia de investigar las posibles comisiones de delitos rea-
lizadas por los entonces servidores públicos de la nación,
quienes de acuerdo con el autor, y de conformidad con lo
establecido en el Artículo 102. A. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, mismo que estable-
ce lo siguiente, deberían ser investigados: 

Artículo 102. A.

“El Ministerio Público de la Federación se organizará en
una Fiscalía General de la República como órgano pú-
blico autónomo, dotado de personalidad jurídica y patri-
monio propio”. (SIC)9

Asimismo; en el artículo 7 de la Ley de la Fiscalía General
de la República, le compete lo siguiente:

Artículo 7. En la investigación de los hechos que pue-
dan ser constitutivos de delitos de su competencia, el
Ministerio Público de la Federación se auxiliará de las
policías, incluyendo la Guardia Nacional y las institu-
ciones de seguridad pública del fuero federal o común,
así como de las personas investigadoras, personas peri-
tas, personas analistas, y personas facilitadoras, quienes
actuarán bajo su mando y conducción, en términos de lo
dispuesto en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, las demás leyes y normatividad
aplicable.” (Sic)10
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Es por ello que, compete a la Fiscalía General de la Repú-
blica, establecer los criterios de investigación de los hechos
descritos en el libro; así como también solicitar que el au-
tor del libro testifique sobre el contenido de su obra y si es-
te se considera constitutivo de un hecho delictivo. Asimis-
mo; es obligación del sistema penal acusatorio, investigar
a cualquier persona que tenga conocimiento de un hecho
posiblemente delictuoso y ser citado como testigo, y el au-
tor de una obra (libro) no goza de inmunidad” sobre lo que
escribió, especialmente si el contenido constituye hechos
ilícitos o apologías de algún delito cometido por servidores
públicos. 

Por lo anteriormente expuesto y fundamentado, someto a
consideración de esta asamblea el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único: La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente a Ernestina Godoy
Ramos, titular de la Fiscalía General de la República
(FGR), cuyo órgano autónomo es el responsable de inves-
tigar y perseguir delitos del orden federal.

Notas

1 Ni venganza ni perdón: 6 personajes que Scherer acusa por vendet-
tas, manipulación e ineficiencia.

https://aristeguinoticias.com/1102/mexico/ni-venganza-ni-perdon-
6-personajes-que-scherer-acusa-por-vendettas-manipulacion-e-in-
eficiencia/

2 Ni venganza ni perdón: 6 personajes que Scherer acusa por vendet-
tas, manipulación e ineficiencia.

https://aristeguinoticias.com/1102/mexico/ni-venganza-ni-perdon-
6-personajes-que-scherer-acusa-por-vendettas-manipulacion-e-in-
eficiencia/

3 Ni venganza ni perdón: 6 personajes que Scherer acusa por vendet-
tas, manipulación e ineficiencia.

https://aristeguinoticias.com/1102/mexico/ni-venganza-ni-perdon-
6-personajes-que-scherer-acusa-por-vendettas-manipulacion-e-in-
eficiencia/

4 Ni venganza ni perdón: 6 personajes que Scherer acusa por vendet-
tas, manipulación e ineficiencia.

https://aristeguinoticias.com/1102/mexico/ni-venganza-ni-perdon-
6-personajes-que-scherer-acusa-por-vendettas-manipulacion-e-in-
eficiencia/

5 Ni venganza ni perdón: 6 personajes que Scherer acusa por vendet-
tas, manipulación e ineficiencia.

https://aristeguinoticias.com/1102/mexico/ni-venganza-ni-perdon-
6-personajes-que-scherer-acusa-por-vendettas-manipulacion-e-in-
eficiencia/

6 Ni venganza ni perdón: 6 personajes que Scherer acusa por vendet-
tas, manipulación e ineficiencia.

https://aristeguinoticias.com/1102/mexico/ni-venganza-ni-perdon-
6-personajes-que-scherer-acusa-por-vendettas-manipulacion-e-in-
eficiencia/ 

7 Ni venganza ni perdón: 6 personajes que Scherer acusa por vendet-
tas, manipulación e ineficiencia.

https://aristeguinoticias.com/1102/mexico/ni-venganza-ni-perdon-
6-personajes-que-scherer-acusa-por-vendettas-manipulacion-e-in-
eficiencia/

8 Ni venganza ni perdón: 6 personajes que Scherer acusa por vendet-
tas, manipulación e ineficiencia.

https://aristeguinoticias.com/1102/mexico/ni-venganza-ni-perdon-
6-personajes-que-scherer-acusa-por-vendettas-manipulacion-e-in-
eficiencia/

9 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

10 Ley de la Fiscalía General de la República. 

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFGR.pdf

Palacio de San Lázaro a 18 de febrero de 2026.— Diputado Diego Án-
gel Rodríguez Barroso (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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SE IMPLEMENTE UN SUBSIDIO O AJUSTE 
EXTRAORDINARIO EN LA TARIFA ELÉCTRICA
DOMÉSTICA EN SINALOA, DERIVADO DE LAS

TEMPERATURAS ATÍPICAMENTE ALTAS 
REGISTRADAS DURANTE DICIEMBRE 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la
CFE, a la Sener, a la CNE y a la SHCP a implementar un
subsidio o ajuste extraordinario en la tarifa eléctrica do-
méstica en el estado de Sinaloa, derivado de las temperatu-
ras atípicamente altas registradas durante el mes de di-
ciembre, a cargo del diputado Ricardo Madrid Pérez, del
Grupo Parlamentario del PVEM

Quien suscribe, diputado Ricardo Madrid Pérez, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta honorable asamblea la presente proposición
con punto de acuerdo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El acceso a la energía eléctrica en condiciones justas y ase-
quibles es un elemento indispensable para garantizar el
bienestar de las familias mexicanas, así como para el ejer-
cicio de derechos fundamentales vinculados con la salud,
la vivienda digna y la calidad de vida, conforme a lo esta-
blecido en el artículo 4o. constitucional.1

En entidades con climas extremos, como el estado de Si-
naloa, el consumo de energía eléctrica se encuentra estre-
chamente vinculado a las condiciones ambientales, parti-
cularmente a las temperaturas máximas registradas, las
cuales determinan el uso intensivo de sistemas de ventila-
ción y refrigeración.

De acuerdo con información del Servicio Meteorológico
Nacional (SMN), organismo dependiente de la Comisión
Nacional del Agua (Conagua), durante el mes de diciembre
se registraron en diversas regiones del estado de Sinaloa
temperaturas máximas superiores al promedio histórico del
periodo invernal, superando en varios casos los valores cli-
matológicos normales para dicha época del año.2

Mientras que el promedio histórico de temperaturas máxi-
mas para diciembre en la región noroeste del país se sitúa
generalmente entre los 22 y 25 grados centígrados, en dis-

tintas zonas de Sinaloa se presentaron registros superiores
a los 28 y hasta 33 grados centígrados, lo que constituye
una anomalía térmica relevante.3

Este comportamiento climático es consistente con lo docu-
mentado por el Panel Intergubernamental sobre Cambio
Climático (IPCC), el cual advierte que el cambio climático
ha incrementado la frecuencia, intensidad y duración de
eventos extremos, así como la alteración de los patrones
estacionales tradicionales, especialmente en regiones vul-
nerables como el noroeste de México.4

La Comisión Federal de Electricidad ha reconocido que
existe una correlación directa entre el aumento de la tempe-
ratura ambiente y el incremento en el consumo eléctrico re-
sidencial, particularmente cuando las temperaturas superan
los rangos promedio estacionales.5

Diversos estudios técnicos indican que, bajo condiciones
de calor extremo o atípico, el consumo eléctrico doméstico
puede incrementarse entre un 20 y un 35 por ciento, deri-
vado del uso continuo de equipos de enfriamiento y con-
servación de alimentos.6

En el caso de Sinaloa, dicho incremento ocurrió fuera del
periodo oficialmente reconocido como de altas temperatu-
ras, impidiendo que las familias accedieran a esquemas de
tarifa preferencial o subsidiada.

El incremento inesperado en el consumo eléctrico durante
diciembre generó una afectación directa a la economía fa-
miliar, particularmente al coincidir con un periodo de alta
presión financiera derivado de gastos de fin de año.

Este escenario impactó de manera más severa a los hoga-
res en condición de vulnerabilidad energética, entendida
como la dificultad para cubrir necesidades básicas de ener-
gía sin comprometer otros gastos esenciales, afectando es-
pecialmente a personas adultas mayores, familias con niñas
y niños, y personas con padecimientos que requieren con-
diciones térmicas adecuadas.7

El esquema actual de tarifas eléctricas domésticas se basa
en criterios estacionales rígidos, sin contemplar mecanis-
mos de ajuste ante eventos climáticos extraordinarios fue-
ra del periodo tradicional de calor, lo que genera un desfa-
se entre la realidad climática y la política tarifaria vigente.

Esta situación resulta contraria a los principios de equidad
regional, justicia social y progresividad, previstos en el ar-
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tículo 25 constitucional, que mandata al Estado a garanti-
zar un desarrollo nacional integral y equitativo.8

Por lo anteriormente expuesto, y con pleno respeto al ám-
bito de competencia de las autoridades exhortadas, como
sinaloense y representante popular, consciente de las con-
diciones climáticas extraordinarias que enfrenta nuestro es-
tado y del impacto que éstas generan en la economía de las
familias, con el firme propósito de que se adopten medidas
que garanticen un trato tarifario justo y equitativo para el
estado de Sinaloa, someto a la consideración de esta Sobe-
ranía el presente: 

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Comisión Fede-
ral de Electricidad, a la Secretaría de Energía, a la Comi-
sión Nacional de Energía y a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público para que, en el ámbito de sus atribuciones:

1. Analicen y autoricen la aplicación de un subsidio o
ajuste extraordinario en la tarifa eléctrica doméstica pa-
ra los usuarios del estado de Sinaloa correspondiente al
mes de diciembre, derivado de las temperaturas atípica-
mente altas registradas.

2. Revisen y actualicen los criterios climáticos utiliza-
dos para la determinación de tarifas eléctricas, incorpo-
rando variables relacionadas con anomalías térmicas y
eventos climáticos extraordinarios.

3. Evalúen la implementación de mecanismos automáti-
cos de protección tarifaria, que permitan activar apoyos
temporales cuando se registren condiciones climáticas
extremas que impacten el consumo eléctrico y la econo-
mía familiar.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4o.

2 Servicio Meteorológico Nacional (SMN), Resúmenes climatológicos
mensuales, Conagua.

3 Conagua–SMN, Normales climatológicas por región, periodo de re-
ferencia.

4 Panel Intergubernamental sobre Cambio Climático (IPCC), Sixth As-
sessment Report (AR6).

5 Comisión Federal de Electricidad, Documentos técnicos sobre com-
portamiento del consumo eléctrico residencial.

6 Secretaría de Energía (Sener), Prospectiva del Sector Eléctrico.

7 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), Po-

breza energética en América Latina.

8 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 25.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de
2026.— Diputado Ricardo Madrid Pérez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

EXHORTO A LA SEGOB, A REALIZAR UNA REVI-
SIÓN SOBRE LA LEGALIDAD DEL PROCESO ELEC-

TIVO DEL COMITÉ NACIONAL DE LA CTM 

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
gob a realizar una revisión sobre la legalidad del proceso
electivo del Comité Nacional de la CTM, suscrita por los
diputados Ricardo Sóstenes Mejía Berdeja y Margarita
García García, del Grupo Parlamentario del PT

El que suscribe, diputado Ricardo Mejía Berdeja y dipu-
tada Margarita García García, integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo en la LXVI Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I; y 79, numeral 2 fracción II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, así como demás dispo-
siciones aplicables, sometemos a consideración de esta
soberanía la siguiente proposición con punto de acuerdo
por el que se exhorta, respetuosamente a la Secretaria del
Trabajo y Previsión Social y al Centro Federal de Conci-
liación y Registro Laboral, a realizar una revisión sobre
la legalidad del proceso electivo del Comité Nacional de
la Confederación de Trabajadores de México; conforme
a los siguientes

Antecedentes

1. La Confederación de Trabajadores de México (CTM)
es una confederación sindical de relevancia nacional, cuya
vida interna, conducción y renovación de dirigencias deben
ajustarse a sus estatutos, así como a los principios consti-
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tucionales y legales en materia de libertad sindical y de-
mocracia.

2. El próximo martes 24 de febrero de 2026 se celebrará el
XVII Congreso Nacional Ordinario de la CTM, así co-
mo para el proceso de elección de su dirigencia nacional,
con fecha y reglas específicas para la acreditación de dele-
gaciones y el desarrollo de la jornada electiva. En los artí-
culos 2 y 21 de la Constitución interna de la CTM, queda
claro que los sindicatos nacionales y regionales de la CTM,
así como las filiales, son organizaciones diversas.

3. Diversas organizaciones sindicales adheridas han seña-
lado que el procedimiento actualmente diseñado restringe
indebidamente el universo de votantes, reduciéndolo, en
los hechos, a una élite orgánica (dirigencias estatales y un
conjunto de sindicatos nacionales), impidiendo la partici-
pación de sindicatos adheridos que, conforme a los propios
estatutos confederales, deberían estar en posibilidad real de
intervenir en la decisión.

4. En la convocatoria emitida el 19 de diciembre pasado,
sólo se convoca a los sindicatos nacionales y federaciones
estatales. Son 32, federaciones estatales, y 70 sindicatos
nacionales, los convocados oficialmente, dejando por
fuera a más de 1200 sindicatos de base regionales en to-
dos los estados del país, quienes tienen firmados la mayo-
ría de los contratos colectivos de trabajo, asimismo tienen
la toma de nota emitida por el Centro Federal de Con-
ciliación y Registro Laboral. Con este documento pueden
acreditar el derecho a emitir su voto de manera Directa y
secreta. Sin embargo, no han sido convocados, en conse-
cuencia, no tendrán derecho a elegir al nuevo comité na-
cional.

Es claro, que Tereso Medina, mediante cuantiosos, re-
cursos económicos, tiene el control de la mayoría simple
de las 100 organizaciones convocadas, no así de un to-
tal de 1300 sindicatos de base, la convocatoria ilegal y
anti estatutaria que es un traje a la medida que vio-
lenta a la democracia sindical.

5. De confirmarse esta exclusión, no es un tema menor,
pues contamina de origen la legitimidad del proceso,
compromete la paz laboral y erosiona la confianza en el
nuevo modelo de relaciones colectivas de trabajo, que exi-
ge reglas claras, participación auténtica y certeza.

6. La CTM se construyó con el apoyo y auspicio del Presi-
dente Lázaro Cárdenas, buscando la unificación del Movi-

miento Obrero Nacional. Actualmente la CTM sigue sien-
do la más grande Organización Obrera y actualmente hay
una gran simpatía y apoyo de las y los Trabajadores en
apoyo de la 4T.

7. Durante la etapa Neoliberal se formó una mafia de diri-
gentes como Tereso Medina, aliado permanente del gran
capital, de los Organismos Empresariales y de los grandes
Despachos Patronales, para ofrecer un sindicalismo blan-
co, lo cual le ha permitido acumular grandes riquezas y
propiedades a costilla de los Trabajadores.

Consideraciones

I. Que la democracia sindical: un mandato constitucio-
nal y legal, no una concesión. La reforma laboral consoli-
dó un estándar mínimo: elecciones y decisiones internas
con garantías de participación democrática. La Ley Fe-
deral del Trabajo establece reglas y principios orientados a
evitar simulaciones, y prevé un sistema de verificación del
cumplimiento de requisitos de democracia en elecciones
sindicales, en el que puede intervenir el Centro Federal de
Conciliación y Registro Laboral (CFCRL) o la Inspec-
ción Federal del Trabajo.

En otras palabras: la autoridad laboral tiene la facultad
de verificar que el proceso se conduzca con legalidad, cer-
teza y respeto al voto y a la participación.

II. Que el padrón y las reglas de acreditación no pueden
ser un “candado” para excluir. Un proceso electivo pue-
de tener reglas de representación; lo que no puede tener—
en una confederación que se integra por múltiples sindica-
tos—es un diseño que, por vía de requisitos, filtros o
criterios discrecionales, convierta la elección en una ratifi-
cación cupular.

Si se denuncia que la participación se limita a un segmento
orgánico específico, el problema no es político: es jurídico
y estatutario. Una elección sin inclusión es una elección
sin legitimidad, y la consecuencia es previsible: impugna-
ciones, fractura interna y conflicto.

III. Que la STPS y el CFCyRL no pueden ser especta-
doras frente a un riesgo de ingobernabilidad laboral. La
Secretaría del Trabajo y Previsión Social tiene atribuciones
de salvaguardar la observancia del marco laboral, espe-
cialmente cuando existen señalamientos de violaciones a
estatutos y potencial afectación a derechos colectivos.
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IV. Que la transparencia, certeza: el estándar público
es vital para la legitimidad. El propio CFCRL concentra
y publica información registral relacionada con asociacio-
nes sindicales, incluyendo directivas y padrones, lo que re-
fuerza la exigencia de claridad y trazabilidad en la inte-
gración de universos de votación y en el reconocimiento de
resultados.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado sometemos
a consideración de esta asamblea el siguiente

Puntos de Acuerdo

Primero.- La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente a la Secreta-
ría del Trabajo y Previsión Social, para que, por conduc-
to de las instancias competentes, active las medidas de
verificación y acompañamiento previstas en la Ley Fede-
ral del Trabajo respecto del cumplimiento de los requisitos
de democracia sindical en la elección de dirigencias, y en
su caso certifique la regularidad del procedimiento.

Segundo.- La Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión exhorta, respetuosamente al Centro Fe-
deral de Conciliación y Registro Laboral, para que veri-
fique la integración del padrón de votación del XVII
Congreso Nacional Ordinario de la CTM, reglas de
acreditación y participación, a fin de dar garantías de cer-
teza, legalidad, libertad de participación y voto, hasta
en tanto se desahogue la revisión y verificación referida
en el resolutivo anterior, y existan condiciones de certeza y
a su vez, se abstenga de convalidar actos registrales que
supongan reconocer como plenamente regular un proceso
cuya legalidad y apego a los estatutos, se encuentren con-
trovertidos por organizaciones adheridas, priorizando la tu-
tela efectiva de la democracia sindical.

Dado en el Palacio de San Lázaro, el 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tado y diputada: Ricardo Mejía Berdeja, Margarita García García
(rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

EXHORTO A LA FGR Y A LA PFPNNA, A
INTERVENIR, INVESTIGAR Y ATRAER LOS CASOS

DE PRESUNTO MALTRATO INFANTIL EN 
INSTALACIONES DEL SISTEMA DIF OAXACA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la FGR
y a la PFPNNA a intervenir, investigar y atraer los casos de
presunto maltrato infantil en instalaciones del sistema DIF
Oaxaca, a cargo de la diputada Martha Aracely Cruz Ji-
ménez, del Grupo Parlamentario del PT

La que suscribe, diputada Martha Aracely Cruz Jiménez,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo
en la LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en el numeral 1, fracción XX del artículo 3; nu-
meral 1 del artículo 6; y numeral 1, fracción I y II, nume-
ral 2 fracción III y IV del artículo 79, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a la consideración del pleno
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión la siguiente proposición con punto de acuerdo, la
cual solicito sea tramitada como de urgente y obvia resolu-
ción, al tenor de los siguientes

Considerandos

Diversos reportes periodísticos y denuncias públicas
han evidenciado presuntas irregularidades graves en ins-
talaciones del Sistema para el Desarrollo Integral de la
Familia del Estado de Oaxaca (DIF Oaxaca), relaciona-
das con posibles actos de violencia, explotación y vul-
neración de derechos humanos de niñas, niños y adoles-
centes bajo resguardo institucional.

Trabajadores del propio organismo han denunciado que
desde 2025 se registran prácticas de maltrato psicológico,
explotación laboral infantil y uso indebido de menores en
actividades económicas, sin que se hayan realizado inves-
tigaciones ni sanciones efectivas.

Entre los hechos denunciados se encuentran:

• Asignación de menores a trabajos físicos y actividades
de servidumbre en instalaciones vinculadas al organismo.

• Obligación de elaborar y vender alimentos y productos
en espacios públicos, presuntamente utilizando insumos
destinados a su alimentación.

• Castigos físicos y psicológicos, incluyendo encierros
como medidas disciplinarias.
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• Presunta manipulación emocional y trato degradante
por parte de personal responsable de su cuidado.

Asimismo, testimonios de jóvenes bajo resguardo refieren
jornadas laborales forzadas, retención de apoyos sociales,
privación de alimentos y condiciones disciplinarias severas
dentro de centros asistenciales.

Las denuncias han sido presentadas ante diversas instan-
cias estatales desde hace más de un año sin que exista cla-
ridad pública sobre investigaciones concluyentes, sancio-
nes o medidas integrales de protección para las víctimas.

Incluso legisladores federales han solicitado que se investi-
guen las presuntas irregularidades y se determine la respon-
sabilidad de servidores públicos involucrados.

Consideraciones

Primera. El artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos establece que en todas las deci-
siones del Estado se debe velar por el interés superior de la
niñez.

Segunda. El Estado tiene la obligación reforzada de prote-
ger a niñas, niños y adolescentes que se encuentran bajo su
tutela directa en instituciones públicas.

Tercera. La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes reconoce el derecho a una vida libre de vio-
lencia, explotación y trato degradante, así como la obliga-
ción de las autoridades de adoptar medidas de protección
inmediata cuando existan riesgos a su integridad.

Cuarta. Cuando existan indicios de violaciones graves a
derechos humanos de menores bajo custodia institucional,
la intervención coordinada de autoridades ministeriales y
de protección integral es indispensable.

Quinta. La gravedad de los hechos denunciados exige una
investigación exhaustiva, imparcial y con enfoque especia-
lizado en derechos de la infancia.

Punto de Acuerdo

La Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente:

Primero. A la Fiscalía General de la República para que:

I. Atraiga de manera inmediata las investigaciones rela-
cionadas con los presuntos actos de maltrato, violencia,
explotación infantil y posibles delitos cometidos contra
niñas, niños y adolescentes en instalaciones del DIF 
Oaxaca.

II. Integre las carpetas de investigación correspondien-
tes con perspectiva de derechos humanos y enfoque de
protección integral de la niñez.

III. Determine las responsabilidades administrativas y
penales de los servidores públicos o particulares involu-
crados.

IV. Garantice medidas de protección urgentes para las
víctimas.

Segundo. A la Procuraduría Federal de Protección de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes (PFPNNA) para que:

I. Intervenga de manera inmediata en la verificación de
la situación de las personas menores de edad bajo res-
guardo institucional en el Estado de Oaxaca.

II. Atraiga los casos que correspondan en el ámbito de
sus atribuciones y coordine acciones de protección y
restitución integral de derechos.

III. Dicte medidas urgentes de protección, atención mé-
dica, psicológica y acompañamiento especializado para
las víctimas

IV. Coordine acciones con autoridades federales, estata-
les y organismos de derechos humanos para garantizar
la no repetición de los hechos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Martha Aracely Cruz Jiménez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.
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SE DESTINEN RECURSOS EXTRAORDINARIOS 
PARA EL PROYECTO DE AMPLIACIÓN DE LA

PLANTA DESALADORA EN CABO SAN LUCAS,
BAJA CALIFORNIA SUR, ANTE LA CRISIS HÍDRICA

Y LA DEMANDA PROYECTADA POR LOS 
NUEVOS PROGRAMAS DE VIVIENDA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la titu-
lar del Poder Ejecutivo federal, a través de la SHCP y de la
Conagua, a destinar recursos extraordinarios para el pro-
yecto de ampliación de la planta desaladora en Cabo San
Lucas, Baja California Sur, ante la crisis hídrica y la de-
manda proyectada por los nuevos programas de vivienda, a
cargo del diputado Luis Armando Díaz, del Grupo Parla-
mentario del PT

El que suscribe, diputado Luis Armando Díaz, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del H. con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; y 79, numeral 1, fracción II, y numeral
2, del Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a
consideración de esta honorable asamblea la presente pro-
posición con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El Derecho Humano al Agua y la Crisis Es-
tructural

El acceso al agua es un derecho humano fundamental
consagrado en el artículo 4o. Constitucional. Sin embar-
go, en Cabo San Lucas, el déficit de suministro supera
los 300 litros por segundo, lo que obliga a esquemas de
tandeo extremos de hasta 28 días. Esta crisis se ve agra-
vada por la presión de los nuevos programas de vivienda
federales, que requieren de infraestructura hídrica sólida
para ser viables y no vulnerar la seguridad humana de los
nuevos residentes.

Segunda. Diagnóstico Técnico de la Planta Desaladora I

Actualmente, el Organismo Operador Municipal (OOM-
SAPAS) depende de la operación de la Planta Desaladora I
de Los Cabos. Esta infraestructura cuenta con una capaci-
dad instalada de 200 litros por segundo y ha estado en fun-
cionamiento durante aproximadamente 19 años.

Dicha antigüedad tecnológica ha derivado en una limita-
ción severa de su eficiencia operativa, convirtiéndose en un

factor crítico que contribuye a la insuficiencia del suminis-
tro actual. El estado desfasado de la planta no solo afecta la
distribución, sino que incrementa los costos operativos y el
riesgo de fallas sistémicas ante una demanda creciente.

Tercera. Viabilidad de la Ampliación y Necesidad de
Inversión

De acuerdo con las estimaciones técnicas, la solución más
eficiente consiste en la ampliación de la capacidad de pro-
ducción de la Planta Desaladora I. Este proyecto permitiría
incorporar 300 litros por segundo adicionales, lo que equi-
libraría la brecha entre la oferta y la demanda efectiva.

La inversión requerida para esta ampliación asciende a
aproximadamente 500 millones de pesos. Dada la naturale-
za del proyecto y su impacto directo en el éxito de los pro-
gramas federales de vivienda y el bienestar social, resulta
indispensable la concurrencia de instancias federales para
garantizar el financiamiento mediante recursos no recupe-
rables, toda vez que la capacidad financiera local se en-
cuentra rebasada por la magnitud de la crisis.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la titular del Po-
der Ejecutivo Federal para que, a través de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público y la Comisión Nacional del
Agua, asigne y transfiera recursos extraordinarios por un
monto de 500 millones de pesos destinados específicamen-
te al proyecto de ampliación de la Planta Desaladora I en
Cabo San Lucas, Baja California Sur, con el fin de incre-
mentar su capacidad en 300 litros por segundo adicionales
y garantizar el derecho humano al agua.

Segundo. La Cámara de Diputados del Honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (SEDATU) para
que la implementación de los nuevos programas de vivien-
da en la región de Los Cabos esté estrictamente vinculada
y supeditada a los avances y suficiencia presupuestal de la
ampliación de la Planta Desaladora I, asegurando que el
desarrollo urbano no comprometa aún más el acceso al re-
curso vital para la población actual y futura.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tado Luis Armando Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

SE SUSPENDAN LOS TRÁMITES DEL
PROYECTO MINERO EL ARCO Y SE REVISE LA

LEGALIDAD DE LA FRAGMENTACIÓN DEL
ACUÍFERO DE VIZCAÍNO, ANTE LA INMINENTE

VULNERACIÓN DE DERECHOS HUMANOS Y
TRATADOS INTERNACIONALES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a di-
versas autoridades federales a suspender los trámites del
proyecto minero “El Arco” y revisar la legalidad de la
fragmentación del acuífero de vizcaíno ante la inminente
vulneración de derechos humanos y tratados internaciona-
les, a cargo del diputado Luis Armando Díaz, del Grupo
Parlamentario del PT

El que suscribe, diputado Luis Armando Díaz, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con fun-
damento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; y 79,
numeral 1, fracción II, y numeral 2 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
Soberanía la siguiente proposición al tenor de los si-
guientes

Considerandos

I. La inminencia del Daño Irreparable: El proyecto
minero “El Arco”, al proyectar una producción acelerada
para 2028 con una inversión de 8,282 mdd, no es solo un
plan industrial; es una amenaza latente. De no detenerse
para una revisión exhaustiva, el impacto será irreversi-
ble. La minería a tajo abierto de esta magnitud destruye
la capa edáfica y altera los flujos subterráneos de forma
permanente, lo que significaría la muerte técnica del Va-
lle de Vizcaíno.

II. Violación al Derecho Humano al Agua y Saneamien-
to: El artículo 4o. Constitucional y el Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PI-
DESC) obligan al Estado a garantizar el acceso al agua.

Permitir que la Conagua mantenga la división arbitraria del
acuífero “Llano del Berrendo” para favorecer a una em-
presa privada por encima del consumo humano de Guerre-
ro Negro y Mulegé, constituye una violación directa al
Comentario General No. 15 del Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales de la ONU.

III. Impacto Social y Desplazamiento Forzado Indirec-
to: La pérdida de la viabilidad agrícola en Mulegé por el
acaparamiento hídrico y la posible contaminación de los
mantos freáticos (con arsénico y metales pesados deriva-
dos del proceso de lixiviación) forzará el desplazamiento
de comunidades rurales. Estamos ante un escenario de in-
justicia ambiental, donde los beneficios se privatizan pa-
ra grandes capitales y los costos ambientales y de salud se
socializan entre los habitantes más vulnerables de Baja Ca-
lifornia Sur.

IV. Incumplimiento de Tratados Internacionales: Méxi-
co es signatario del Convenio sobre la Diversidad Bioló-
gica y de la Convención sobre la Protección del Patri-
monio Mundial Cultural y Natural de la Unesco. La
zona de influencia del proyecto abarca áreas de amortigua-
miento de la Reserva de la Biosfera. El Estado Mexicano
incurriría en responsabilidad internacional si permite la de-
gradación de un ecosistema protegido por acuerdos vincu-
lantes.

Puntos Resolutivos

Primero. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat) y a la Co-
misión Nacional del Agua (CONAGUA), a suspender de
inmediato cualquier autorización de impacto ambiental o
concesión hídrica relacionada con el proyecto minero “El
Arco” en Baja California, hasta que se restituya la integri-
dad del Acuífero del Vizcaíno y se demuestre científica-
mente la nula afectación a los derechos humanos de la re-
gión.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaría
Anticorrupción y Buen Gobierno a iniciar una auditoría
de desempeño y legalidad sobre las resoluciones emitidas
por la Conagua desde 2009 respecto a la creación del acu-
ífero “Llano del Berrendo”, a fin de identificar posibles ac-
tos de corrupción o tráfico de influencias que hayan bene-
ficiado a los promoventes del proyecto minero en perjuicio
del erario y la seguridad hídrica nacional.

Año II, Segundo Periodo, 18 de febrero de 2026 / Apéndice I Diario de los Debates de la Cámara de Diputados256



Tercero. La Cámara de Diputados solicita a la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos (CNDH) emitir me-
didas cautelares para proteger el derecho al agua, a la salud
y a un medio ambiente sano de los habitantes de Mulegé y
de la zona Pacífico Norte de Baja California Sur ante la in-
minente operación de la mina.

Cuarto. Esta soberanía solicita a la Secretaría de Econo-
mía que, en la implementación del “Plan México”, se ex-
cluya cualquier proyecto que contemple la explotación mi-
nera en zonas de veda hídrica o áreas naturales protegidas,
garantizando que el desarrollo económico sea congruente
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la
Agenda 2030.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero 2026.— Diputado
Luis Armando Díaz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Recursos Hidráulicos, Agua
Potable y Saneamiento, para dictamen.

SE IMPLEMENTE UN CERCO SANITARIO EN EL
SURESTE DEL PAÍS, SE EXTREME LA VIGILANCIA
SANITARIA EN FLUJOS MIGRATORIOS Y SE ESTA-

BLEZCAN FILTROS SANITARIOS EN AEROPUER-
TOS, CENTRALES DE AUTOBUSES Y PUERTOS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades a implementar un cerco sanitario integral
en el sureste del país, extremar la vigilancia sanitaria en
flujos migratorios y establecer filtros sanitarios estrictos en
aeropuertos, centrales de autobuses y puertos, a cargo de la
diputada Ofelia Socorro Jasso Nieto, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

Quien suscribe, diputada federal Ofelia Socorro Jasso Nie-
to, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, de la LXVI Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 79,
numeral 2, fracción III, y demás aplicables del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable asamblea, la siguiente proposición con pun-
to de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El sarampión es una enfermedad viral altamente
contagiosa causada por el virus del género Morbillivirus
que se transmite principalmente por vía aérea a través de
gotículas respiratorias o por contacto directo con secrecio-
nes nasales o faríngeas de personas infectadas, según la Or-
ganización Mundial de la Salud (OMS) antes de la intro-
ducción de la vacuna en 1963, el sarampión causaba
epidemias mayores cada 2 a 3 años y resultaba en aproxi-
madamente 2.6 millones de muertes anuales a nivel global.

A pesar de los avances en vacunación, el sarampión sigue
siendo una causa significativa de morbilidad y mortalidad
infantil con estimaciones de que en 2019 evitó alrededor de
23.2 millones de muertes gracias a la inmunización pero
aun así registró brotes en regiones con coberturas vacuna-
les bajas, en cuanto al contexto de América la región fue
declarada libre de sarampión endémico en 2016 por la Or-
ganización Panamericana de la Salud (OPS) pero la rein-
troducción de casos importados ha generado brotes recu-
rrentes destacando la vulnerabilidad ante movimientos
poblacionales y brechas en la vacunación, la enfermedad
presenta síntomas iniciales como fiebre alta, tos, rinorrea y
conjuntivitis, seguidos de un exantema maculopapular ca-
racterístico que inicia en la cabeza y se extiende al resto del
cuerpo.

Las complicaciones graves incluyen neumonía, encefalitis
y en casos raros panencefalitis esclerosante subaguda con
tasas de letalidad que pueden alcanzar entre el 10 al 20%
en poblaciones desnutridas o con acceso limitado a servi-
cios de salud, en México el sarampión fue endémico has-
ta la década de 1990 pero gracias a campañas masivas
de vacunación con la triple viral (SRP: sarampión, ru-
béola y parotiditis) el país eliminó la transmisión autóc-
tona en 1995, manteniendo un estatus de eliminación veri-
ficado por la OPS hasta brotes recientes, no obstante la
interrupción de campañas vacunales durante la pandemia
de COVID-19 entre 2020 y 2022 principalmente de la tri-
ple viral y otras.1

En términos epidemiológicos el índice de reproducción bá-
sico (R0) del sarampión es de 12 a 18 personas, lo que sig-
nifica que una infectada puede contagiar hasta 18 indivi-
duos susceptibles en una población no inmune superando
ampliamente a otras enfermedades como la influenza (R0=
1 a 2) o el COVID-19 (R0= 2 a 3), esta alta transmisibili-
dad requiere coberturas vacunales superiores al 95% para
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lograr inmunidad de rebaño un umbral que México no ha
alcanzado consistentemente en regiones marginadas, ade-
más el periodo de incubación es de 7 a 21 días y la conta-
giosidad de 4 días antes del exantema complican la detec-
ción temprana haciendo imperativas medidas como la
vigilancia activa y los cercos sanitarios para contener bro-
tes,2 la peligrosidad del sarampión radica en su persisten-
cia aérea: el virus permanece activo en espacios cerrados
por dos horas, incluso en ausencia del paciente esto eleva
al 90 por ciento la probabilidad de infección en personas
susceptibles que ingresen al lugar.

Esto explica por qué 9 de cada 10 personas no vacunadas
terminan contagiándose al entrar en contacto, para dimen-
sionar esta capacidad de propagación en la gráfica poste-
rior se detalla el nivel de contagio de este virus en compa-
ración con otros agentes infecciosos:

Segunda. El brote actual de sarampión inició en febrero de
2025 con casos importados desde Estados Unidos específi-
camente en el estado de Chihuahua donde se registraron los
primeros contagios en comunidades con baja cobertura va-
cunal, al cierre de 2025 el país acumuló 6,432 casos con-
firmados y 24 defunciones, concentrándose el 70 por cien-
to en Chihuahua (4,493 casos y 21 muertes) seguido por

Jalisco (664 casos y 2 defunciones) y Chiapas (247 casos)
dicha distribución evidencia una propagación inicial en el
norte del país pero con expansión hacia el centro y sureste
afectando a la 32 Entidades Federativas y 297 municipios
para inicios de 2026, la tasa de incidencia nacional alcanzó
113 por 100,000 habitantes en Chihuahua destacando la
gravedad en zonas fronterizas con flujos migratorios inten-
sos.3

En el reporte del 13 de febrero de 2026, los casos han es-
calado drásticamente los nuevos contagios reportados, ele-
vando el total acumulado a más de 9,478 casos y 29 de-
funciones, por su parte la OPS alertó que México lidera los
contagios en América representando el 71 por ciento de los
casos regionales (740 confirmados en las primeras tres se-
manas epidemiológicas) superando a Estados Unidos (171)
y Canadá (67), este incremento aproximado de 43 veces
respecto a 2025 se atribuye a brechas vacunales con el 78
por ciento de infectados no vacunados y el 11 por ciento
con estatus desconocido, las defunciones se concentran en
infantes no inmunizados, con tasas de letalidad variables
por entidad, alcanzando picos en Durango y Michoacán.4

El grupo de edad con el mayor número de casos es de 1 a
4 años (1,391 casos), seguido del grupo de 5 a 9 años
(1,158 casos) y el de 25 a 29 años (1,053 casos), reflejan-
do fallas en la vacunación primaria, además se reportan 92
por ciento de casos asociados a brotes activos (9 nuevos en
2026) con transmisión comunitaria en áreas urbanas den-
sas, en el sureste, Chiapas registra 299 casos acumulados,
seguido por Tabasco (46 casos) y Oaxaca (11), con tasas de
incidencia elevadas en municipios con alta marginación y
movilidad poblacional, el patrón subraya la necesidad de
intervenciones focalizadas en regiones con vulnerabilida-
des socioeconómicas.5
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Tercera. El sureste de México comprendiendo por las En-
tidades Federativas como Chiapas, Tabasco, Campeche,
Quintana Roo, Yucatán, Veracruz y Oaxaca, enfrenta ries-
gos agravados por el brote de sarampión debido a su posi-
ción geográfica como corredor migratorio principal de
2025 a 2026 Chiapas ha reportado 666 casos confirmados6

posicionándose como la tercer Entidad más afectada con
brotes en municipios como Tuxtla Gutiérrez y Tapachula
cercanos a la frontera con Guatemala, hay que mencionar
que esta región recibe anualmente cientos de miles de mi-
grantes centroamericanos y caribeños muchos sin esque-
mas vacunales completos, incrementando el riesgo de im-
portación y diseminación del virus, datos de la OPS
indican que el 43 por ciento de brotes en América se aso-
cian a movimientos poblacionales y en especial México
con casos iniciales en Chihuahua se vincularon a importa-
ciones desde Estados Unidos patrón replicable en el sures-
te de México.7

La migración irregular en el sureste del país ha aumentado
un 77 por ciento en 2025 con más de 1.2 millones de en-
cuentros en la frontera sur según el Instituto Nacional de
Migración, los migrantes con coberturas de vacunación ba-
jas provienen de países como Haití (65 por ciento) o Vene-
zuela (70 por ciento), donde el sarampión es endémico, en
lo referente a México los albergues y estaciones migrato-
rias en Chiapas y Tabasco reportan hacinamiento, facilitan-
do la transmisión aérea del virus, en este tenor un estudio
de la CDC destaca que el 92 por ciento de casos en Esta-
dos Unidos en 2026 están ligados a brotes importados, el
sureste presenta determinantes sociales que amplifican el
riesgo como la pobreza extrema en 40 por ciento de la po-
blación chiapaneca, el acceso limitado a salud en comuni-
dades indígenas y desnutrición infantil que eleva la letali-
dad del sarampión al 20 por ciento.

Los brotes detectados en los 300 municipios nacionales in-
cluyen 20 en el sureste con 79 nuevos casos semanales, de-
mandando vigilancia extrema en fronteras y rutas migratorias
para evitar escalada, ya que se puede vincular el repunte una
parte a las entradas migratorias no controladas.8

Cuarta. El cerco sanitario es una medida epidemiológica
esencial para contener brotes de enfermedades contagiosas
como el sarampión, consistente en aislamiento de casos,
cuarentena de contactos, vacunación masiva en radios de-
finidos y vigilancia activa, la Organización Panamericana
de la Salud (2017) define el cerco epidemiológico de la si-
guiente manera:

“El cerco epidemiológico es un operativo de vigilancia,
que se pone en práctica cuando se detecta un paciente con
una enfermedad o un evento de notificación obligatoria. En
estos casos se realiza una búsqueda intencionada para sa-
ber quién estuvo en contacto con el caso, dentro y fuera del
domicilio. El propósito de esta actividad es limitar la dise-
minación del agente causal. Cada país define los criterios
para aplicación de esta acción en sus manuales de procedi-
mientos, dependiendo del tipo de enfermedad, su magnitud
y gravedad. (p. 18)”

La Secretaría de Salud ha implementado cercos en Chihua-
hua y Jalisco aplicando más de 11.8 millones de dosis en
2025 y 2026, pero en el sureste la cobertura es insuficiente
con solo 80% en Chiapas, la Norma Oficial Mexicana
NOM-017-SSA2-2012 para Vigilancia Epidemiológica es-
tablece protocolos para cercos en fronteras y áreas de alto
riesgo, incluyendo filtros en aeropuertos y centrales ca-
mioneras,9 la Comisión Federal para la Protección contra
Riesgos Sanitarios en coordinación con la Secretaría de Sa-
lud regula la importación y distribución de vacunas asegu-
rando calidad en campañas, medidas como uso obligatorio
de cubrebocas en escuelas de Jalisco y filtros sanitarios en
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Guadalajara han reducido transmisión en 20%, modelo re-
plicable en el sureste, por su parte la OPS recomienda in-
tensificar cercos en regiones migratorias con vacunación
en albergues y revisión de cartillas para evitar pérdida del
estatus de eliminación.

La Vigilancia extrema en migrantes incluye protocolos del
Instituto Nacional de Migración para chequeos sanitarios
en estaciones, pero brechas permiten entradas sin vacuna-
ción, en la Ciudad de México se reforzaron puestos en ae-
ropuertos para el Mundial 2026 estrategia urgente en Tapa-
chula y Chetumal, las fallas en estos controles podrían
elevar casos en 50% según modelos epidemiológicos,10 el
brote impacta la agenda nacional con costos estimados en
500 millones de pesos por hospitalizaciones, afectando
grupos vulnerables y migrantes cuya protección es obliga-
ción bajo tratados internacionales como el Pacto de Marra-
kech, por tanto se debe priorizar el cerco sanitario para evi-
tar crisis humanitarias en el sureste.

Quinta. Si bien los cercos sanitarios constituyen una me-
dida epidemiológica de contención ante brotes activos, el
objetivo principal de la política de salud pública debe ser
evitar que la población llegue a ese escenario, garantizan-
do que niñas, niños y demás grupos vulnerables cuenten
oportunamente con su esquema completo de vacunación
contra el sarampión, ya que la inmunización es la medida
más eficaz para prevenir la transmisión del virus y proteger
a la población. 

En ese sentido, la Secretaría de Salud llevó a cabo recien-
temente una Jornada Especial de Vacunación en diversas
entidades federativas; sin embargo, se han reportado defi-
ciencias en su implementación, toda vez que en distintos
puntos del territorio nacional no se instalaron los módulos
de vacunación programados, mientras que en otros la dis-
ponibilidad de dosis resultó insuficiente y se agotó en un
corto periodo de tiempo,11 impidiendo inmunizar a la tota-
lidad de la población objetivo, lo que evidencia la necesi-
dad de fortalecer y ampliar las campañas de vacunación, a
fin de garantizar una protección efectiva y evitar la necesi-
dad de recurrir a medidas extraordinarias.

Lo anterior evidencia que, las acciones desplegadas hasta
el momento no han logrado cubrir de manera efectiva la
demanda existente ni garantizar una cobertura oportuna, si-
tuación que resulta particularmente preocupante en el con-
texto del incremento sostenido de casos descrito en los
considerandos anteriores, ya que la vacunación constituye
la medida más eficaz para prevenir la transmisión del virus,

conforme a lo señalado por la Organización Mundial de la
Salud.

En ese sentido, resulta necesario que las autoridades sani-
tarias redoblen esfuerzos, fortalezcan la planeación, distri-
bución y disponibilidad de vacunas, así como amplíen la
cobertura de las campañas de vacunación en todo el terri-
torio nacional, a fin de garantizar el acceso efectivo de la
población a la inmunización y proteger el derecho a la sa-
lud frente al brote activo de sarampión.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía la siguiente propuesta:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de Salud y a la Comisión Fe-
deral para la Protección contra Riesgos Sanitarios a esta-
blecer un cerco sanitario integral en el sureste del país, me-
diante campañas de vacunación, controles en puntos
fronterizos y medidas sanitarias en albergues migratorios,
a fin de prevenir la propagación del virus del sarampión.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta a la Secretaría de Gobernación para que,
a través del Instituto Nacional de Migración y en coordi-
nación con la Secretaría de Salud, refuerce la regulación
y supervisión de los flujos migratorios, implementando
controles sanitarios efectivos en los puntos de ingreso,
tránsito y estancia, que incluyan revisión médica y vacu-
nación conforme a la normatividad aplicable, con el ob-
jetivo de prevenir la introducción y propagación del vi-
rus del sarampión en el territorio nacional y proteger la
salud pública.

Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Salud a
reforzar, ampliar e intensificar las campañas nacionales de
vacunación contra el sarampión, priorizando a niñas, niños,
adolescentes y poblaciones en situación de riesgo, así co-
mo a implementar estrategias extraordinarias de recupera-
ción de esquemas incompletos, a fin de elevar la cobertura
nacional y prevenir nuevos brotes de la enfermedad.

Notas

1 Véase Ramírez, P. F., Ramírez, P. F., & Ramírez, P. F. (2026, 5 fe-
brero). México lidera los casos de sarampión en la región, que ya en-
tró en alerta epidemiológica. El País México. 
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ticas de Salud y Bienestar Poblacional. (2026). Situación epidemioló-
gica en México. En Gobierno de México. 
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ta la OPS. WIRED. 
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rampion-en-el-continente-americano-en-el-primer-mes-de-2026-
alerta-la-ops

5 Véase Sarampión avanza en México: más de 8 mil casos confirma-
dos y 27 defunciones en lo que va del brote, la infancia la más afecta-
da. (2026, 7 febrero). SemMéxico. 

https://semmexico.mx/sarampion-avanza-en-mexico-mas-de-8-
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6 Véase Informe diario del brote de sarampión en México 12 de febre-
ro de 2026 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/1056790/Infor-
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https://www.elfronterizo.com.mx/noticia/35077/casos-de-sarampion-
confirmados-se-registran-en-300-municipios-del-pais-46-en-las

9 Véase Diario Oficial de la Federación. (2013, 19 febrero). Norma
Oficial Mexicana NOM-017-SSA2-2012, Para la vigilancia epidemio-
lógica. 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5288225&fe-
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10 Véase Balanzar, E. (s. f.). Ciudad de México refuerza medidas con-
tra sarampión por Mundial 2026. Su Médico. 

https://www.sumedico.com/especialidades/2026/1/22/ciudad-de-
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de 2026.— Dipu-
tada Ofelia Socorro Jasso Nieto (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

SE ACTUALICEN LOS PROFESIOGRAMAS Y TABU-
LADORES DE LAS INSTITUCIONES DE SALUD FE-
DERALES EN RELACIÓN CON LOS PROFESIONIS-
TAS DE LA NUTRICIÓN, Y SE FORTALEZCAN LAS

ESTRATEGIAS DE SALUD PREVENTIVA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al gobier-
no federal, a través de la Ssa, a actualizar los profesiogramas
y tabuladores de las instituciones de salud federales para otor-
gar a las personas profesionistas de la nutrición categorías,
funciones y salarios equivalentes a otros profesionales de la
salud y a fortalecer las estrategias de salud preventiva, a car-
go de la diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Quien suscribe, diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco,
coordinadora del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano en la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo señalado en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración del pleno de la honorable Cámara de Diputados la
siguiente proposición con punto de acuerdo con base en la
siguiente
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Exposición de Motivos

De acuerdo con la Confederación Internacional de Asocia-
ciones Dietéticas (ICDA) la persona dietista nutricionista
es la profesionista que aplica la ciencia de la alimentación
y la nutrición para promover la prevención y tratamiento de
padecimientos para optimizar la salud de individuos, gru-
pos, comunidades y poblaciones.1

En nuestro país las bases de las ciencias de la nutrición fue-
ron desarrolladas por el doctor José Quintín Olascoaga
Moncada quien en 1945 fundó la Escuela Mexicana de
Dietética, teniendo su primera sede en el Instituto Nacional
de Cardiología, para posteriormente ocupar instalaciones
del Instituto de Nutriología y del Hospital de Ferrocarriles,
finalmente siendo incorporada al ISSSTE como Escuela de
Dietética y Nutrición en 1971 con la creación del Hospital
Adolfo López Mateos.2

Además, desde 1975 se conmemora cada 27 de enero el
Día del Profesional en Nutrición, fecha en que se fundó la
Asociación Mexicana de Nutriología, AC (Amenac).

Para la Organización Panamericana de la Salud, “una nutri-
ción saludable es fundamental para la prevención de factores
de riesgo relacionados con la dieta, como el sobrepeso y la
obesidad, y las enfermedades no transmisibles asociadas”
pues “el consumo de alimentos y bebidas con alto contenido
de nutrimentos críticos (sal/sodio, azúcar, grasas saturadas y
grasas trans) se ha asociado con un mayor riesgo de factores
de riesgo relacionados con la dieta y enfermedades no trans-
misibles asociadas, así como emaciación, retraso de creci-
miento y enfermedades por deficiencia”.3

Ello resulta particularmente importante para la población
mexicana, pues de acuerdo con la Encuesta Nacional de
Salud y Nutrición 2020-2023, en los próximos años el sis-
tema de salud en México “enfrentará un escenario con 40
por ciento de personas con diabetes, 50 por ciento con hi-
pertensión y, lo que ya estamos experimentando en la po-
blación adulta, 70 por ciento con sobrepeso y obesidad”.4

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, las
enfermedades no transmisibles actualmente son causantes
de 7 de cada 10 muertes en el mundo,5 incluyendo padeci-
mientos cardiovasculares, diabetes, cáncer y padecimien-
tos respiratorios, siendo posible prevenir la mayoría de di-
chas muertes a través de intervenciones costeables de
prevención6 para así reducir el uso de tabaco y alcohol, y
promover dietas más sanas y actividad física regular. 

A pesar de lo anterior, el sistema de salud de nuestro país
ha otorgado escasa importancia y recursos a la prevención,
por ejemplo, en “el presupuesto propuesto para 2020, el
gasto per cápita en prevención fue de $390 pesos en el ISS-
STE, $113 pesos en la SSA y $98 pesos en el IMSS”, cifras
que palidecen al ponerlas en contexto con la OCDE, pues
“en términos per cápita, en 2015 el promedio de gasto en
prevención en los mismos países fue de 116 dólares esta-
dounidenses, equivalentes a $1,840 pesos.”7

En septiembre del 2023, el entonces director del IMSS se-
ñaló8 durante la novena edición del foro de negocios “Ex-
pansión Summit 2023”, que el Instituto atiende a 3 millones
de derechohabientes con diabetes, 4.7 millones con hiper-
tensión arterial y 66 mil con insuficiencia renal que reciben
diálisis y hemodiálisis, enfermedades que se pueden preve-
nir, pero no se pueden curar, destinando al año 94 mil mi-
llones de pesos para su atención.

En 2017, en el marco de la conmemoración por el Día
Mundial del Riñón, el ISSSTE reveló que se destinan
“anualmente más de 15 mil millones de pesos en atender
cinco enfermedades crónico-degenerativas: cáncer, padeci-
mientos cardiovasculares, insuficiencia renal, hipertensión
y diabetes”,9 reconociendo la necesidad de transitar del
modelo de salud curativo al preventivo.

En el caso de las personas profesionistas de la nutrición en el
año 1979,10 el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS)
consideró para las unidades médicas 1 dietista por cada 66
mil derechohabientes en zonas suburbanas/rurales y por cada
88 mil derechohabientes en zonas urbanas, mientras que pa-
ra hospitales generales de zona se consideraba 1 dietista por
unidad, lo cual resultaba insuficiente para generar impactos
cuantificables en la salud de la población. 

Ya desde entonces se menciona la necesidad de “un estudio
profundo para valorar la conveniencia de incorporar al li-
cenciado en Nutrición como una nueva categoría en el pro-
fesiograma, con el objetivo de encargarlo de las acciones
que en Nutrición Social desarrolle la Institución”,11 ya que
en ese momento las personas dietistas desempeñaban sus
funciones en calidad de técnicos, no de profesionistas. 

En el Contrato Colectivo de Trabajo 2023-202512 del
IMSS, el profesiograma ya requiere el título de licenciado
en nutrición desde la primera categoría del escalafón en nu-
trición y dietética, correspondiente a nutricionista dietista,
es decir, los requisitos ya no corresponden a técnicos sino
a profesionistas.
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Sin embargo, el sueldo base de dicha categoría establecido
en $5,553.48 pesos mensuales se encuentra en nivel simi-
lar al del ayudante de limpieza e higiene con $5,319.16 pe-
sos mensuales.

Comparativamente, el sueldo base para otros profesionistas
asciende a casi el doble, por ejemplo, a la categoría de mé-
dico general corresponden $9,183.08 pesos mensuales
mientras que, como abogado, arquitecto, bibliotecario, bió-
logo, contador, economista, ingeniero, psicólogo, entre
otros profesionistas, corresponden $10,575.68 pesos men-
suales.

Dicha disparidad salarial no se explica ante requisitos aca-
démicos similares, así como ante funciones y cargas de tra-
bajo que corresponden a profesionistas, no a técnicos, por
lo que resulta impostergable el que las personas profesio-
nistas de la nutrición en las instituciones públicas de salud
perciban un salario digno que se refleje en una remunera-
ción a un nivel equitativo al de otros profesionistas, y que
corresponda a su perfil profesional, así como a las funcio-
nes que tienen asignadas, ello en beneficio no solo de la
fuerza laboral de este gremio, sino de la población benefi-
ciaria de los servicios de salud que como ya se ha señala-
do, requiere de intervenciones más efectivas en el ámbito
nutricional y preventivo con el objetivo de reducir la carga
laboral y financiera que los padecimientos crónicos impo-
nen al sistema de salud. 

Finalmente, de acuerdo con la Secretaría de Economía,13 la
fuerza laboral en el sector de nutriología se compone por
57.4 por ciento mujeres con salario promedio de $5,730 pe-
sos y 42.6 por ciento hombres con salario promedio de
$14,000 pesos, por lo que mejorar las condiciones labora-
les y salariales también se traduce en una acción afirmati-
va de género en un gremio que refleja considerable dispa-
ridad salarial entre hombres y mujeres. 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración
de esta Soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al gobierno fede-
ral, a través de la Secretaría de Salud, a actualizar los pro-
fesiogramas y tabuladores de las instituciones de salud
federales para otorgar a las personas profesionistas de la
nutrición categorías, funciones y salarios equivalentes a
otros profesionales de la salud.

Segundo. La Cámara de Diputados de honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al gobierno fede-
ral, a través de la Secretaría de Salud, a reforzar las estra-
tegias para salud preventiva en las instituciones de salud
federales.
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11 Ibidem.

12 IMSS. “Contrato Colectivo de Trabajo 2023-2025.” Disponible en: 
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México, 2024. Disponible en: 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de febrero de
2026.— Diputada Ivonne Aracelly Ortega Pacheco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.
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